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SENTENCIA DE FECHA 2 DE NOVIEMBRE DEL 1973. 

sentenc ia impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 19 

de febrero de 1973. 

Materia: Tierras. 

ir 

rente: Lorenza Guzmán Guzmán y compartes. 

Abogado: Dr. César Lara Mieses. 

Recurrido: Justiniano o Justiliano Carrión. 
Abogados: Dres. Plutarco Elías Miguel y Juan Bautista Abreu C. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar, José A. Paniagua Ma-
teo y Manuel A. Richiez Acevedo, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 2 del mes de Noviembre del año 1973, año 130' de la In-
dependencia y 111' de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia ,: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Lorenza 
Guzmán Guzmán, soltera, de quehaceres domésticos, por- 



NCIA DE FECHA 2 DE NOVIEMBRE DEL 1973. 

DOLET/N JUDICIAL 	 3349 
3348 	 BOLETIN JUDICIAL 

Burgcs y compartes, pág. 3528; Ramón de Js. Rpdriguez y c om.  partes, pág. 3534; José R. Nicolás Taveras, pág. 3543; Ramón 
Alvarez y compartes, pág. 3554; Gumersindo Calderón y Co m .  p.  Dom. de Seguros, pág. 3560; Nelson de Js. Cordero y la San R a. fael C. por A., pág. 3568; Pedro Apolinar Figuereo Noble, pá g.  3571; Rubén Feo. Chez S. y compartes, pág. 3577; Luis R. Valdez 
H., Juan Cabrera y Unión de Seguros, pág. 3587; Alfonso 

Sabi-no y Consejo Estatal del Azúcar, pág. 3594; Pedro E. Domínguez 
y compartes, pág. 3600; José R. Nicolás Taveras, pág. 3608; In 

genio Barahona, pág. 3619; Pedro A. Mendoza AgeSta, pág. 
3626; Rafael A. Checo y La Hnos. Checo; pág. 3634; Ramón Trueba, pág. 

3643; Miguel Angel Castillo Gómez, pág. 3650; Labor de la Su- prema Corte de Justicia, correspondiente al mes de noviembre de 
1973, pág. 3656. 

sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 19 

de febrero de 1973. 

materia: Tierras. 

Recurrente: Lorenza Guzmán Guzmán y compartes. 

Abogado: Dr. César Lara Mieses. 

Recurrido: Justiniano o Justiliano Carrión. 

Abogados: Dres. Plutarco Elías Miguel y Juan Bautista Abréu C. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar, José A. Paniagua Ma-
teo y Manuel A. Richiez Acevedo, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 2 del mes de Noviembre del año 1973, año 130' de la In-
dependencia y 111' de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia>. 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Lorenza 
Guzmán Guzmán, soltera, de quehaceres domésticos, por- 

*11 
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tadora de la cédula No. 57722, serie lra.; Isidra Guzmá n 
 Guzmán, soltera, de quehaceres domésticos, portadora de 

la cédula No. 53726, serie lra.; y Juan Guzmán, soltero ih, 
agricultor, portador de la cédula No. 15845, serie lra., to. 
dos dominicanos, mayores de edad, domiciliados en Moja_ 
rra, Paraje de "Cajuilito", Guerra, Distrito Nacional, con-
tra la sentencia del Tribunal Superior de Tierras del 19 
dé febrero de 1973, dictada en relación con la Parcela No. 
87 del Distrito Catastral No. 30, del Distrito Nacional, cu-
yo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. César 
Lara Mieses, cédula No. 17238, serie 47, abogado de los 
recurrentes; 

Oído en la Lectura de sus conclusiones al Dr. Juan Bau-
tista Abréu Castro, cédula No. 4965, serie 44, abogado con-
juntamente con el Dr. Plutarco Elías Miguel, cédula No. 
46249, serie 31, del recurrido Justiniano o Justiliano Ca-
rrión, dominicano, mayor de edad, domiciliado en la casa 
No. 137 de la calle Manuela Diez de esta ciudad, y con cé-
dula No. 1901, serie 6; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado por el abo-
gado de los recurrentes, en la Secretaría de la Suprema 
Corte de Justicia, en fecha 5 de abril de 1973, en el cual 
se proponen los medios de casación que se indican más adc-
lante; 

Visto el memorial de defensa, suscrito en fecha 26 del 
mes de abril de 1973, por los abogados del recurrido; 

Visto el escrito de ampliación de los recurrentes, fe-
chado a 12 de setiembre de 1973'; 
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La  Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo que sigue; que 

antes de fallar una litis existente entre los recurrentes y 

el recurrido, sobre la Parcela No. 7, del Distrito Catastral 
No. 30, del. Distrito Nacional, el Tribunal de Tierras de Ju-
risdicción Original dictó en fecha 13 de junio de 1972, su 
Decisión No. 3, con el siguiente dispositivo: "Se ordena, al 
Director General de Mensuras Catastrales, designar un 
Agrimensor Inspector bajo su dependencia, para que en un 
plazo de sesenta (60) días, a partir de la fecha de esta Deci-
sión, sobre el terreno, proceda a localizar en esta parcela, 
las posesiones de los señores Lorenzo Guzmán Guzmán, 
Juan Guzmán Guzmán, Cirilo Guzmán Guzmán, Marceli-
no (Guimbino) Guzmán Guzmán, Jacinto Guzmán Guz-
mán, Heriberta Guzmán Guzmán, Isidra Guzmán Guzmán, 
Rosenda Guzmán Guzmán, Justina Guzinán Guzmán, Jua-
na Guzmán Guzmán y Juan Guzmán Guzmán, con indica-
ción de las áreas y descripciones de las mejoras de las mis-
mas, rindiendo el informe correspondiente acompañado de 
un croquis en el cual se hagan constar las señaladas cir-
cunstancias, en el entendido de que los gastos de esos tra-
bajos, serán sufragados por los antes mencionados señores 
Guzmán Guzmán"; b) que sobre apelación interpuesta por 
Justiniano Carrión, intervino por ante el Tribunal Supe-
rior de Tierras, la Decisión No. 10, de fecha 16 de Noviem-
bre de 1972, cuyo dispositivo es como sigue: "PRIMERO: 
Se Rechaza, por improcedente y mal fundada, la apelación 
interpuesta en fecha 22 de Junio de 1972, por el señor Jus-
tiniano Carrión; Segundo: Se Confirma la Decisión No. 3 
del Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de fecha 
13 de Junio de 1972, con las modificaciones resultantes de 
los motivos de esta sentencia, para que en lo adelante su 
dispositivo se lea así: UNICO: Se Ordena al Director Ge- 
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Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo que sigue; que 
antes de fallar una litis existente entre los recurrentes y 

el recurrido, sobre la Parcela No. 7, del Distrito Catastral 
No. 30, del Distrito Nacional, el Tribunal de Tierras de Ju-
risdicción Original dictó en fecha 13 de junio de 1972, su 
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Director General de Mensuras Catastrales, designar un 
Agrimensor Inspector bajo su dependencia, para que en un 
plazo de sesenta (60) días, a partir de la fecha de esta Deci-
sión, sobre el terreno, proceda a localizar en esta parcela, 
las posesiones de los señores Lorenzo Guzmán Guzmán, 
Juan Guzmán Guzmán, Cirilo Guzmán Guzmán, Marceli-
no (Guimbino) Guzmán Guzmán, Jacinto Guzmán Guz-
mán, Heriberta Guzmán Guzmán, Isidra Guzmán Guzmán, 
Rosenda Guzmán Guzmán, Justina Guzmán Guzmán, Jua-
na Guzmán Guzmán y Juan Guzmán Guzmán, con indica-
ción de las áreas y descripciones de las mejoras de las mis-
mas, rindiendo el informe correspondiente acompañado de 
un croquis en el cual se hagan constar las señaladas cir-
cunstancias, en el entendido de que los gastos de esos tra-
bajos, serán sufragados por los antes mencionados señores 
Guzmán Guzmán"; b) que sobre apelación interpuesta por 
Justiniano Carrión, intervino por ante el Tribunal Supe-
rior de Tierras, la Decisión No. 10, de fecha 16 de Noviem-
bre de 1972, cuyo dispositivo es como sigue: "PRIMERO: 
Se Rechaza, por improcedente y mal fundada, la apelación 
interpuesta en fecha 22 de Junio de 1972, por el señor Jus-
tiniano Carrión; Segundo: Se Confirma la Decisión No. 3 
del Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de fecha 
13 de Junio de 1972, con las modificaciones resultantes de 
los motivos de esta sentencia, para que en lo adelante su 
dispositivo se lea así: UNICO: Se Ordena al Director Ge- 
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nerau ae Mensuras Catastrales, designar un Agrimen st 
Inspector bajo dependencia, para que en un plazo de Sesen. 
ta (60) días, a partir de la fecha de esta decisión, sobre el 
terreno, proceda a localizar en esta parcela, todas las pose, 
siones existentes, con indicación de las áreas y descripció n 

 de las mejoras de la misma, rindiendo el informe corres_ 
pondiente acompañado de un croquis, en el cual se hag an 

 constar las señaladas circunstancias, en el entendido de que 
los gastos de estos trabajos serán sufragados por los ello-
res Lorenzo, Juana, Cirilo, Marcelino (Guimbino), Jacin-
to, Heriberto, Isidra, Rosenda, Justina y Juan Guzmán 
Guzmán"; c) que luego en fecha 19 de febrero de 1973, el 
mismo Tribunal Superior de Tierras, dictó otra sentencia, 
ahora impugnada, cuyo dispositivo es como sigue: "FALLA: 
Se Ordena la devolución del exped'ente al Juez del Trib,i-
nal de Tierras de Jurisdicción Original Doctor Humberto A 
de Lima M., para que decida el fondo del asunto de que 
está apoderado por Resolución de fecha 21 de Julio de 1970, 
de acuerdo con las pruebas existentes en el expediente, 
pudiendo el Tribunal apoderado, si lo estimare procedente, 
celebrar nueva audiencia u ordenar las medidas preparato-
rias conducentes a la más justa y equitativa solución del 
caso"; 

Considerando, que los recurrentes han propuesto 
su memorial los siguientes medios de casación: Primer Me-
dio: Abuso de Poder y Violación de las reglas de la com-
petencia.— Segundo Medio: Violación del derecho de de-
fensa y de los principios de la publicidad y de la contradic-
ción del procedimiento.— Tercer Medio: Violación del efec-
to del interlocutorio.— Falta de motivos y de base legal; 

Considerando, que frente al recurso de casación de 
que se habla precedentemente el recurrido ha propuesto, 
a su vez un medio de inadmisión, alegando en síntesis, que 
en la especie, como lo que dispuso el Tribunal Superior de 
Tierras, en el fallo impugnado, fue pura y simplemente, 
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que el expediente relativo a la sub-división de la Parcela 
lo.  87-A y 87-B, del Distrito Catastral No. 30 del Distrito 
Nacional, para el cual ya había sido designado el Juez 
Humberto de Lima, fuera devuelto a dicho Juez, se trata, 

pues, de una sentencia administrativa, de expediente, que 
no es susceptible de recurso de casación, ya que por dicho 
faro no se dirime ningún pleito según lo dispone el artícu-
lo lro., de la Ley sobre Procedimiento de Casación; que no 
se trata tampoco de ninguna sentencia interlocutoria, ya 
que se limitó como se ha dicho a la devolución del expe-
diente al Juez de Jurisdicción Original, encargado de dicho 
asunto, lo que pudo hacerse por simple oficio, si así se hu-
biera preferido en el presente caso; que en consecuencia. 

se  alega el presente recurso resulta inadmisible; 

Considerando, que efectivamente, tal como lo alega 
el recurrido, el Tribunal a-quo, una vez vencido el plazo de 
60 días, que había sido acordado para que se procediera a 
localizar la posesiones existentes dentro de la parcela No. 
87, del Distrito Catastral No. 30 del Distrito Nacional, sin 
que se hiciera dicha localización, como sucedió en la espe-
cie, pudo como lo hizo, sin que se lesionara con ello, en lo 
más mínimo el interés de ninguna de las partes, ordenan 
la devolución del expediente de que se trata, al Juez de Ju-
risdicción Original, que estaba comisionado para conocer ' 
y fallar sobre el proceso de Sub-división pendiente; que 
como la decisión dictada en tal sentido, no estatuye sobre 
el fondo de la litis, ni prejuzga nada sobre su futura solu-
ción, es claro que tal como lo alega el recurrido, dicha sen-
tencia no era susceptible de ser impugnada en casación; 
por lo que procede declarar el presente recurso inadmisi-
ble, lo que hace innecesario la ponderación de los medios 
propuestos por los recurrentes; 

Por tales motivos Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Lorenza Guzmán Guz-
mán, Isidra Guzmán Guzmán y Juan Guzmán Guzmán, 

• 
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Guzmán"; e) que luego en fecha 19 de febrero de 1973, el 
mismo Tribunal Superior de Tierras, dictó otra sentencia, 
ahora impugnada, cuyo dispositivo es como sigue: "FALLA: 
Se Ordena la devolución del expechente al Juez del Triba-
nal de Tierras de Jurisdicción Original Doctor Humberto A. 
de Lima M., para que decida el fondo del asunto de que 
está apoderado por Resolución de fecha 21 de Julio de 1970, 
de acuerdo con las pruebas existentes en el expediente, 
pudiendo el Tribunal apoderado, si lo estimare procedente, 
celebrar nueva audiencia u ordenar las medidas preparato-
rias conducentes a la más justa y equitativa solución del 
caso"; 

Considerando, que los recurrentes han propuesto en 
su memorial los siguientes medios de casación: Primer Me- 
dio: Abuso de Poder y Violación de las reglas de la com- 
petencia.— Segundo Medio: Violación del derecho de de- 
fensa y de los principios de la publicidad y de la contradic- 
ción del procedimiento.— Tercer Medio: Violación del efec- 
to del interlocutorio.— Falta de motivos y de base legal: 

Considerando, que frente al recurso de casación de 
que se habla precedentemente el recurrido ha propuesto, 
a su vez un medio de inadmisión, alegando en síntesis, que 
en la especie, como lo que dispuso el Tribunal Superior de 
Tierras, en el fallo impugnado, fue pura y simplemente, 

que el expediente relativo a la sub-división de la Parcela 

ía  87-A y 87-B, del Distrito Catastral No. 30 del Distrito 
Nacional, para el cual ya había sido designado el Juez 
Humberto de Lima, fuera devuelto a dicho Juez, se trata, 

pues, de una sentencia administrativa, de expediente, que 

no es susceptible de recurso de casación, ya que por dicho 
falo no se dirime ningún pleito según lo dispone el artícu-
lo 1ro., de la Ley sobre Procedimiento de Casación; que no 
se trata tampoco de ninguna sentencia interlocutoria, ya 
que se limitó como se ha dicho a la devolución del expe-
diente al Juez de Jurisdicción Original, encargado de dicho 
asunto, lo que pudo hacerse por simple oficio, si así se hu-
biera preferido en el presente caso; que en consecuencia. 

se  alega el presente recurso resulta inadmisible; 

Considerando, que efectivamente, tal como lo alega 
el recurrido, el Tribunal a-quo, una vez vencido el plazo de 
60 días, que había sido acordado para que se procediera a 
localizar la posesiones existentes dentro de la parcela No. 
87, del Distrito Catastral No. 30 del Distrito Nacional, sin 
que se hiciera dicha localización, como sucedió en la espe-
cie, pudo como lo hizo, sin que se lesionara con ello, en lo 
más mínimo el interés de ninguna de las partes, ordenan 
la devolución del expediente de que se trata, al Juez de Ju-
risdicción Original, que estaba comisionado para conocer 
y fallar sobre el proceso de Sub-división pendiente; que 
como la decisión dictada en tal sentido, no estatuye sobre 
el fondo de la litis, ni prejuzga nada sobre su futura solu-
ción, es claro que tal como lo alega el recurrido, dicha sen-
tencia no era susceptible de ser impugnada en casación; 
por lo que procede declarar el presente recurso inadmisi-
ble, lo que hace innecesario la ponderación de los medios 
propuestos por los recurrentes; 

Por tales motivos Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Lorenza Guzmán Guz-
mán, Isidra Guzmán Guzmán y Juan Guzmán Guzmán, 
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contra la sentencia dictada por el Tribunal Superior dell : 
Tierras de fecha 19 de febrero de 1973, sobre la Parcela 
No. 87, Distrito Catastral No. 30, del Distrito Nacional, cu-
yo dispositivo se copia en parte anterior del presene fallo; 
Segundo: Condena a los recurrenes al pago de las costas, 
distrayéndolas en provecho de los Dres. Plutarco Elías Mi-
guel y Juan B. Abréu Castro, quienes afirman haberlas 
avanzado en su totalidad. 

Firmados.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— José A. 
Paniagua Mateo.— Manuel A. Richiez Acevedo.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. Firmado.— Ernesto Curiel hijo. 

SESTENCIA DE FECHA 2 DE NOVIEMBRE DEL 1973. 

tencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de San Cristóbal, de fecha 22 de diciembre de 1972. 

a: Trabajo. 

Recurrente: La Algodonera, C. por A. 
Ahogado: Dr. A. Ballester Hernández. 

Recurrido: Angélica Rosario y Natividad Benítez. 
Abogado: Dr. Porfirio L. Balcácer R. 

Dial, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 
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En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo Sustituto de Pre-
sidente; Manuel D. Bergés Chupani, Joaquín M. Alvarez 
Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, José A. Paniagua 
Mateo y Manuel A. Richiez Acevedo, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, 
hoy día 2 del mes de noviembre del año 1973, año 130' de 
la Independencia y 111' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por "La Al-
godonera, C. por A.", sociedad comercial e industrial, do- 
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miciliada en la Máximo Gómez esquina Nicolás de Ovand o 
 de esta ciudad, contra la sentencia dictada por el Juzgad¿ 

de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Cristó-
bal, actuando como Tribunal de Trabajo de Segundo Grado 
de fecha 22 de diciembre de 1972, cuyo dispositivo se co- : 
pia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Rafael A. Sierra, en representación del 
Dr. A. Ballester Hernández, cédula No. 141, serie 48, abo-
gado de la recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído al Dr. Donaldo R. Luna Arias, en representación 
del Dr. Porfirio Lorenzo Balcácer Rodríguez, cédula No. 
58473, serie 1ra., abogado de las recurridas, en la lectura 
de sus conclusiones, recurridas que son: Angélica Rosario 
y Natividad Benítez de Tolentino, dominicanas, mayores 
de edad, obreras, la primera, domiciliada en la casa No. 80 
de la calle Respaldo María Montez, de esta ciudad, y la 
Segunda en la casa No. 5-A, de la calle Diego Velázquez, 
Ensanche Capotillo de esta misma ciudad; ambas con cédu-
las Nos. 89599 y 52989, serie lra., respectivamente; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General., 
de la República; 

Visto el memorial de casación de fecha 12 de marzo 
de 1973, suscrito por el abogado de la recurrente, en el 
que se proponen los medios que se indicarán más adelante; 

Visto el memorial de defensa, de fecha 25 de junio de 
1973, firmado por el abogado de las recurridas; 

Visto el escrito de ampliación, de fecha 20 de julio de 
1973, firmado por el abogado de la recurrente; 

Visto el escrito de ampliación de fecha lro. de agosto 
de 1973, firmado por el abogado de las recurridas; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 
berado, y vistos los artículos 78, 211 modificado y siguien-

tes, del Código de Trabajo; 1354 del Código Civil; 141 del 
Código de Procedimiento Civil, y 1 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que con motivo de una reclamación laboral que no fue con-
ciliada ante las autoridades del trabajo, el Juzgado de Paz 
de Trabajo del Distrito Nacional, dictó, en fecha lro. de 
abril de 1968, una sentencia, cuyo dispositivo se copia a 
continuación: "FALLA: PRIMERO: Rechaza en todas sus 
partes las conclusiones de la parte demandada por impro-
cedente y mal fundada, y acoge las de las demandantes, 
por ser justas y reposar sobre basé legal; SEGUNDO: De-
clara injustificado los despidos y resueltos los contratos 
de trabajo que ligaban a las partes, por culpa del patrono 
y con responsabilidad para el mismo; TERCERO: Condena 
a la empresa La Algodonera, C. por A., a pagarle a las se-
ñoras Angélica Rosario y Natividad Benítez de Tolentino, 
los valores siguientes: a la primera 24 días de salario por 
concepto de preaviso; 135 días por Auxilio y Cesantía; 14 
días por Vacaciones no disfrutadas ni pagadas; la propor-
ción de Regalía Pascual obligatoria del año 1967; así co-
mo los tres meses de salarios acordados en el inciso 3ro. del 
artículo 84 del Código de Trabajo, todo a base de RD$22.00 
semanales y para Natividad Benítez Tolentino; 24 días de 
salario por concepto de Preaviso; 105 días por Auxilio de 
Cesantía; 14 días por Vacaciones no disfrutadas ni paga-
das; la Proporción de Regalía Pascual Obligatoria del año 
1967; así como los tres meses de salario acordados en el in-
ciso 3ro. del artículo 84 del Código de Trabajo, todo a base 
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Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que con motivo de una reclamación laboral que no fue con-
ciliada ante las autoridades del trabajo, el Juzgado de Paz 
de Trabajo del Distrito Nacional, dictó, en fecha lro. de 
abril de 1968, una sentencia, cuyo dispositivo se copia a 
continuación: "FALLA: PRIMERO: Rechaza en todas sus 
partes las conclusiones de la parte demandada por impro-
cedente y mal fundada, y acoge las de las demandantes, 
por ser justas y reposar sobre basé legal; SEGUNDO: De-
clara injustificado los despidos y resueltos los contratos 
de trabajo que ligaban a las partes, por culpa del patrono 
y con responsabilidad para el mismo; TERCERO: Condena 
a la empresa La Algodonera, C. por A., a pagarle a las se-
ñoras Angélica Rosario y Natividad Benítez de Toler ►tino, 
los valores siguientes: a la primera 24 días de salario por 
concepto de preaviso; 135 días por Auxilio y Cesantía; 14 
días por Vacaciones no disfrutadas ni pagadas; la propor-
ción de Regalía Pascual obligatoria del año 1967; así co-
mo los tres meses de salarios acordados en el inciso 3ro. del 
artículo 84 del Código de Trabajo, todo a base de RD$22.00 
semanales y para Natividad Benítez Tolentino; 24 días de 
salario por concepto de Preaviso; 105 días por Auxilio de 
Cesantía; 14 días por Vacaciones no disfrutadas ni paga-
das; la Proporción de Regalía Pascual Obligatoria del año 
1967; así como los tres meses de salario acordados en el in-
ciso 3ro. del artículo 84 del Código de Trabajo, todo a base 
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de RD$18.00 semanales; CUARTO: Condena a La Algodo 
 nera, C. por A., a pagarle a la señora Natividad Benítez di 

Tolentino, los salarios correspondientes a 4 meses, de CO.n 
formidad con lo establecido por la Ley No. 6069, del 6 de 
octubre de 1962, todo a base de RD$18.00 semanales. 
QUINTO: Condena la empresa La Algodonera, C. por A' 
al pago de las costas del procedimiento, con distracción de 
éstas en provecho de los Dres. Porfirio L. Balcácer R., y 
Abel Rodríguez del Orbe, quienes afirman haberlas a - an-
zado en su mayor parte"; b) que sobre apelación interpues-
ta por La Algodonera, C. por A., la Cámara de Trabajo del 
Distrito Nacional, dictó, en fecha 8 de noviembre del 1968, 
la sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: 
PRIMERO: Declara regular y válido en cuanto a la forma 
el recurso de apelación interpuesto por La Algodonera, C. 
por A., contra sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo del 
Distrito Nacional, de fecha lro. de abril de 1968, dictada 
en favor de Angélica Rosario y Natividad Benítez de To-
lentino, cuyo dispositivo figura copiado en parte anterior 
de esta misma sentencia; SEGUNDO: Relativamente al fon-, 
do rechaza en parte y acoge en parte dicho recurso de a 
zada y en consecuencia Confirma la sentencia impugnada, 
con excepción de las condenaciones por cuatro (4) meses 
de salarios reclamados por la señora Natividad Benítez de 
Tolentino, contenidas en el ordinal cuarto de su dispositivo, 
punto éste que Revoca en dicha sentencia impugnada; 
TERCERO: Condena a la parte que sucumbe La Algodo-
nera, C. por A., al pago de las costat del procedimeinto, de 
conformidad con los artículos 5 y 16 de la Ley No. 302, de 
Gastos y Honorarios del 18 de junio de 1964 y 691 del Có-
digo de Trabajo, ordenando su distracción en provecho de 
los Doctores Porfirio L. Balcácer Rodríguez y Abel Rodrí-
guez del Orbe, quienes afirman haberlas avanzado en su 
totalidad"; c) que sobre recurso de casación de La Algodo-
nera, C. por A., contra esa sentencia, la Suprema Corte de 
Justicia falló, el 5 de septiembre de 1969, de la manera si- 

guíente: 'Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dic-

tada  por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, en 

fecha 8 de noviembre de 1968, cuyo dispositivo ha sido co-
piado en parte anterior del presente fallo; y envía el caso 

ante el Juzgado de Primera Instancia de San Pedro de Ma-
corís, en sus funciones de tribunal laboral de segundo gra-

do;  Segundo: Compensa las costas"; d) que el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de 
Macorís, como tribunal de envío y en sus atribuciones de 

Tribunal de Trabajo de Segundo Grado, dictó primero en 
fecha 10 de diciembre de 1969, una sentencia con el dis-
positivo siguiente: "PRIMERO: Se rechaza la audición del 
testigo solicitado por la empresa La Algodonera, C. por A., 
por haberse cerrado el contrainformativo; SEGUNDO: Se 
reservan las costas para fallarlas conjuntamente con el 
fondo"; y luego en fecha 15 de abril de 1970, tora senten-
cia, cuyo dispositivo es como sigue: "FALLA: PRIMERO: 
Que debe declarar, como en efecto declara, regular y váli-
do en cuanto a la forma el recurso de apelación interpues-
to por la empresa "La Algodonera, C. por A.", contra la 
sentencia dictada por el Juzgado de Paz de Trabajo del 
Distrito Nacional, en fecha lro. de Abril de 1968, dictada 
en favor de Angélica Rosario y Natividad Benítez de Tolen-
tino, cuyo dispositivo ha sido copiad oen parte anterior .  de 
esta misma sentencia; SEGUNDO: Que debe confirmar, co-
mo en efecto confirma en cuanto al fondo, los ordinales Pri-
mero, Segundo y Tercero, de la sentencia impugnada; TER-
CERO: Que debe revocar como en efecto revoca, el Ordi-
nal Cuarto de la sentencia impugnada y rechaza la solici-
tud de condenar a la empresa "La Algodonera, C. por A.", 
al pago de las prestaciones extraordinarias que establece el 
artículo 211 del Código de Trabajo, por improcedente y 
mal fundada;. CUARTO: Que debe revocar, como en efec-
to, el Ordinal Quinto de la sentencia impugnada y se 
compensan las costas"; e) que sobre recurso de casación de 
La Algodonera, C. por A., respecto de esas dos últimas 

4. 
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sentencias, la Suprema Corte de Justicia, dictó, en fech a 
 18 de agosto de 1971, el fallo con el dispositivo siguiente) 

"Por tales motivos, Primero: Se Declara inadmisible el r( 
curso de casación interpuesto por La Algodonera, C. po i . 

A., contra la sentencia incidental dictada por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de 
Macorís, como Tribunal de Segundo Grado de fecha 10 de 
Diciembre de 1970, cuyo dispositivo se copia en parte an-
terior del presente fallo; Segundo: Casa la sentencia dicta-
da por el mismo Juzgado, de fecha 15 de Abril de 1970, 
cuyo dispositivo se copia en parte anterior del presente 
fallo, y envía dicho asunto por an teel Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, en sus 
atribuciones de Trabajo, y como jurisdicción de segundo 
grado; Tercecro; Compensa las costas"; f) que sobre envío, 
el Tribunal a-quo, dictó la sentencia ahora impugnada, cu-
yo dispositivo se copia a continuación: "FALLA: PRIME-
RO: Declara regular y válido en cuanto a la forma el re-
curso 'de apelación interpuesto por La Algodonera, C. por 
A., contra sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo del 
Distrito Nacional, dictada en fecha lro. de abril de 1968, 
en favor de Angélica Rosario y Natividad Benite de To-
lentino, cuyo dispositivo figura copiado en parte anterior 
de esta misma sentencia; SEGUNDO: Relativamente al 
fondo, Rechaza en parte y acoge en parcialmante dicho re-
curso de alzada, y, en consecuencia Confirma la sentencia 
impugnada, con excepción de las condenaciones por cuatro 
(4) meses de salarios reclamados por 1 aseñora Natividad 
Benítez Tolentino, contenidas en el ordinal cuarto de su dis-
positivo, punto éste que Revoca en dicha sentencia impug-
nada; TERCERO: Condena a la parte que sucumbe La Al-
godonera, C. por A., al pago de las costas del procedimien-
to, de conformidad con los artículos 5 y 16 de la Ley No. 
302, de Gastos y Honorarios del 18 de Junio d e1964 y 691 
del Código de Trabajo, ordenando su distracción en prove-
cho del Doctor Porfirio L. Balcácer Rodríguez, abogado que 
afirma avanzarlas en su totalidad"; 

Considerando, que la recurrente propone en su memo-

rial k>s siguientes medios: Violación del artículo 141 del 
Código de Procedim'ento Civil, falta de motivos y motivos 

erróneos.—Desnaturalización de los hechos; falta de base 

legal 
DesconocImiento del artículo 1354 del Código 

Considerando, que la recurrente a'ega, en síntesis "en 
su único medio, que la sentencia no pondera todos los do-
cumentos aportados a la causa, en especial las Actas de au-
dienc:as del infcrmativo y contrainformativo ce"ebrados por 
ante el Tribunal de San Pedro de Macorís; que conforme a 
esos documentos no ponderados, el "incidente" no sólo ocu-
rrió en el 'ugar donde prestaban servicios las litigantes, si-
no que éstas, después de recurrir a las vías de hecho, fue-
ron a las of . c:nas de la empresa, segu'das por sus compañe-
ros de trabajo, acusándose recíprocamente, dice la recu-
rrente; que el Juez a-quo no transcribe en su sentenc'a na-
da de los relatados por los test'gos que declararon, sigue 
diciendo la recurrente, y que, "baste e'. contenido de las ac-
tas de audiencia para que se evidencie que esas clec".aracio-
nes han sido desnaturalizadas"; que desnaturaliza la de-
clarac'ón del testigo Gregor'o Sebastián Popa González, 
cuando afirma que éste fue el único testigo presente en el 
momento en que las recurridas d'scutían, cuando contradi-
ce las propias palabras de ese testigo que dijo que él "no 
oyó nada" y sin embargo, el Juez a-quo exnresa que del 
conjunto de las declaraciones de d'ello testigo, se ha deter-
minado •que las trabajadoras tuv'eron una discusión en el 
centro de trabajo, que, por otra parte, dice la recurrente, el 
informe del Inspecto de Trabajo, no sólo sirve para justifi-
car que se dio cumplimiento a 'o prescrito por la Ley, sino 
que comprueba, además, por confesión de parte, la causa 
del dsep•do invocada por el Patrono; que para just•icar 
que el desp•do de una trabajadora no obedece a su estado 
de embarazo, el Inspector de Trabajo comisionado, en eje- 



sentencias, la Suprema Corte de Justicia, dictó, en fecha 
18 de agosto de 1971, el fallo con el dispositivo siguiente : 

 "Por tales motivos, Primero: Se Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por La Algodonera, C. p or 

 A., contra la sentencia incidental dictada por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de 
Macorís, como Tribunal de Segundo Grado de fecha 10 de 
Diciembre de 1970, cuyo dispositivo se copia en parte an-
terior del presente fallo; Segundo: Casa la sentencia dicta-
da por el mismo Juzgado, de fecha 15 de Abril de 1970, 
cuyo dispositivo se copia en parte anterior del presente 
fallo, y envía dicho asunto por an teel Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, en sus 
atribuciones de Trabajo, y como jurisdicción de segundo 
grado; Tercero.: Compensa las costas"; f) que sobre envío, 
el Tribunal a-quo, dictó la sentencia ahora impugnada, cu-
yo dispositivo se copia a continuación: "FALLA: PRIME. 
RO:  Declara regular y válido en cuanto a la forma el re-
curso de apelación interpuesto por La Algodonera, C. por 
A., contra sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo del 
Distrito Nacional, dictada en fecha lro. de abril de 1968, 
en favor de Angélica Rosario y Natividad Benite de To-
lentino, cuyo dispositivo figura copiado en parte anterior 
de esta misma sentencia; SEGUNDO: Relativamente al 
fondo, Rechaza en parte y acoge en parcialmente dicho re-
curso de alzada, y, en consecuencia Confirma la sentencia 
impugnada, con excepción de las condenaciones por cuatro 
(4) meses de salarios reclamados por 1 aseñora Natividad 
Benítez Tolentino, contenidas en el ordinal cuarto de su dis-
positivo, punto éste que Revoca en dicha sentencia impug-
nada; TERCERO: Condena a la parte que sucumbe La Al-
godonera, C. por A., al pago de las costas del procedimien-
to, de conformidad con los artículos 5 y 16 de la Ley No. 
302, de Gastos y Honorarios del 18 de Junio d e1964 y 691 
del Código de Trabajo, ordenando su distracción en prove-
cho del Doctor Porfirio L. Balcácer Rodríguez, abogado que 
afirma avanzarlas en su totalidad"; 

Considerando, que la recurrente propone en su memo-

rial  los siguientes medios: Violación del artículo 141 del 
Código  de ProcediMento Civil, falta de motivos y motivos 
erróneos.— Desnaturalización de los hechos; falta de base 
legal.— Desconoc:miento del artículo 1354 del Código 

Considerando, que la recurrente alega, en síntesis "en 
su único medio, que la sentencia no pondera todos los do-
cumentos aportados a la causa, en especial las Actas de au-
dienc'as del infcrmativo y contrainformativo celebrados por 
ante el Tribunal de San Pedro de Macorís; que conforme a 
esos documentos no ponderados, el "inc'dente" no sólo ocu-
rrió en el 'ugar donde prestaban servicios las litigantes, si-
no que éstas, después de recurrir a las vías de hecho, fue-
ron a las of c'nas de la empresa, segu'das por sus compañe-
ros de trabajo, acusándose recíprocamente, dice la recu-
rrente; que el Juez a-quo no transcribe en su sentenc'a na-
da de los relatados por los test'gos que declararon, sigue 
diciendo la recurrente, y que, "baste e' ccntenido de las ac-
tas de audiencia para que se evidencie que esas declaracio-
nes han sido desnaturalizadas"; que desnaturaliza la de-
elarac'ón del testigo Gregor . o Sebastián Popa González, 
cuando afirma que éste fue el único testigo presente en el 
momento en que las recurridas d'scutían, cuando contradi-
ce las propias palabras de ese testigo que dijo que él "no 
oyó nada" y sin embargo, el Juez a-quo expresa que del 
conjunto de las declaraciones de dicho testigo, se ha deter-
minado que las trabajadoras tuv'eron una discusión en el 
centro de trabajo, que, por otra parte, dice la recurrente, el 
infcrme del Inspecto de Trabajo, no sólo sirve para justifi-
car que se dio cumplimiento a !o prescrito por la Ley, sino 
que comprueba, además, por confesión de parte, la causa 
del dsep'do invocada por el Patrono; que para justificar 
que el desp . do de una trabajadora no obedece a su estado 
de embarazo, el Inspector de Trabajo comisicnado, en eje- 
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cución de lo dispuesto en el párrafo I, del artículo 211 d m  Código de Trabajo, modificado, necesariamente tien,e  
e  comprobar la existencia de un hecho positivo, en el case 

ocurrente, la riña y alteración del orden en el centro de  
trabajo, denunciada por el Patrono y confesada al Insp e.,_ 
tor de Trabajo, por los trabajadores señalados en el info r.", 
me, como prueba de la causa del despido; que, por tanto 
la sentencia impugnada debe ser casada, porque: a) no i n: 
dica ninguno de los hechos del informativo y contrainfo r.. 
mativo; b) que desnaturaliza los hechos en que fundamen-
ta su dispositivo; c) que no ha ponderado documentos sus-
tanciales sometidos al debate principalmente el inform e 

 del Inspector de Trabajo; d) que no se dan motivos por los 
 cuales se descartaron las declaraciones contenidas en dicho 

informativo; 

Considerando, que contrariamente a lo afirmado por 
la recurrente, el examen de la sentencia impugnada y de 
los varios informativos y contra informativos cuyas actas 
figuran en el expediente, revela que en la sentencia no se 
han desnaturalizado los hechos en que se fundamenta el dis-
positivo, y que tales hechos han sido examinados y ponde-
rados; en efecto, en los motivos de la sentencia, consta que 
se celebraron varios informativos en los que se oyeron a 
Gregorio Sebastián Popa González, Eladio Casti'lo y Gusta-
vo A. Schrillis; que la declaración testimonial del primero, 
le merece mayor "creditibilidad" en razón de que éste era 
el único presente en el momento en que ocurrió la discu-
sión entre las trabajadoras demandantes; por lo que en uso 
de su poder soberano de apreciación atribuye mayor cré-
dito a la declaración de dicho testigo con respecto a la de 
los otros; que no puede considerarse como desnaturaliza-
ción al hecho de que el Tribunal a-quo exprese que del 
conjunto de las declaraciones el testigo Gregorio S. Popa 
González, se ha determinado, lro. que las trabajadoras An-
gélica Rosario y Natividad Benítez ToLentino tuvieron una  

lkusión en el centro de trabajo en horas laborables, mo-
rivo.  por el cual fueron desped das; 2do. que ni antes, ni du-
" nte, ni después de la discusión entre dichas trabajadoras, 

fue a lterado el orden de la empresa o centro de trabajo; no 
obstante haber declarado dicho testigo que él no había oí-
do  nada de lo que se decían las trabajadoras, puesto que, 
dicho testigo, agregó en su declaración que pudo darse 
cuenta de que las dos recurridas discutían, por sus gestos; 
pero que ellas no . 11egaron a las manos y que no se produjo 
alteración del orden en la empresa, hechos éstos, que 'a in-
dicada Cámara est ma que no conf guran la falta prevista 
en el ordinal 4to. del artículo 78 del Código de Trabajo, 
por no haberse alterado el orden en la empresa; criterio és-
te que está conforme con lo previsto en el texto citado y 
es el correcto, que, por otra parte, si es cierto que en la sen-
encia impugnada no se hace una mención específica del in-
formc del Inspector de Trabajo, esta omisión no implica 
que no lo examinara y ponderara, puesto que en la senten-
cia se hace referencia a lcs documentos depositados y se 
da constancia de que se dio cumplimiento a lo prescrito por 
el artículo 211 del Código de Trabajo; que el Tribunal 
a-quo no tenía, como lo pretende la recurrente, que hacer 
un análisis de la mención que hace el Inspector de Traba-
jo de lo que 'as trabajadoras le declararon personalmente, 
ya que estas trabajadoras comparecieron en persona al Tri-
bunal a-quo y dieron allí sus declaraciones en debate oral 
público y contradictorio, por lo que era innecesario hacer 
una alusión a los hechos declarados por el'as al indicado 
Inspector; que de todo lo expresado, resulta evidente que 
en el fallo impugnado no se ha incurrido en los vic'es y vio-
laciones denunciados y que la sentencia contiene una rela-
ción comp'eta de los hechos que justifican su dispositivo; 
por lo que, el medio único que se exam . na carece de funda-
mento y debe ser desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por "La Algodonera, C. por A.", contra 
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cución de lo dispuesto en el párrafo I, del artículo 211 d el 
 Código de Trabajo, modificado, necesariamente tiene que 
 comprobar la existencia de un hecho positivo, en el cas,) 

 ocurrente, la riña y alteración del orden en el centro de 
 trabajo, denunciada por el Patrono y confesada al Inspez., 

tor de Trabajo, por los trabajadores señalados en el info r, 
me, como prueba de la causa del despido; que, por tant o, 

 la sentencia impugnada debe ser casada, porque: a) no in. 
dita ninguno de los hechos del informativo y contrainfor. 
mativo; b) que desnaturaliza los hechos en que fundamen. 
ta su dispositivo; e) que no ha ponderado documentos sus-
tanciales sometidos al debate pr . ncipalmente el informe 
del Inspector de Trabajo; (1 que no se dan motivos por los 
cuales se descartaron las declaraciones contenidas en dicho 
informativo; 

Considerando, que contrariamente a lo afirmado por 
la recurrente, el examen de la sentencia impugnada y de 
los varios informativos y contra informativos cuyas actas 
figuran en el expediente, revela que en la sentencia no se 
han desnaturalizado los hechos en que se fundamenta el dis-
positivo, y que tales hechos han sido examinados y ponde-
rados; en efecto, en los motivos de la sentencia, consta que 
se celebraron varios informativos en los que se oyeron a 
Gregorio Sebastián Popa González, Eladio Castillo y Gusta-
vo A. Schrillis; que la declaración testimonial del primero, 
le merece mayor "creditibilidad" en razón de que éste era 
el único presente en el momento en que ocurrió la discu-
sión entre las trabajadoras demandantes; por lo que en uso 
de su poder soberano de apreciación atribuye mayor cré-
dito a la declaración de dicho testigo con respecto a la de 
los otros; que no puede considerarse como desnaturaliza-
ción al hecho de que el Tribunal a-quo exprese que del 
conjunto de las declaraciones el testigo Gregorio S. Popa 
González, se ha determinado, lro. que las trabajadoras An-
gélica Rosario y Natividad Benítez ToLentino tuvieron una  

dfrusión en el centro de trabajo en horas laborables, mo-
tivo por el cual fueron desped das; 2do. que ni antes, ni du-
rante, ni después de la discusión entre dichas trabajadoras, 
fue alterado el orden de la empresa o centro de trabajo; no 
obstante haber declarado dicho testigo que él no había oí-
do  nada de lo que se decían las trabajadoras, puesto que, 
dicho testigo, agregó en su declaración que pudo darse 
cuenta de que las dos recurridas discutían, por sus gestos; 
pero que ellas no'llegaron a las manos y que no se produjo 
alteración del orden en la empresa, hechos éstos, que 'a in-
dicada Cámara est ma que no conf guran la falta prevista 
en el ordinal 4to. del artículo 78 del Código de Trabajo, 
por no haberse alterado el orden en la empresa; criterio és-
te que está conforme con lo previsto en el texto citado y 
es el correcto, que, por otra parte, si es cierto que en la sen-
encia impugnada no se hace una mención específica del in-
forma del Inspector de Trabajo, esta omis'ón no implica 
que no lo examinara y ponderara, puesto que en la senten-
cia se hace referencia a lcs documentos depositados y se 
da constancia de que se dio cumplimiento a lo prescrito por 
el artículo 211 del Código de Trabajo; que el Tribunal 
a-quo no tenía, como lo pretende la recurrente, que hacer 
un análisis de la mención que hace el Inspector de Traba-
jo de lo que 'as trabajadoras le declararon personalmente. 
ya que estas trabajadoras comparecieron en persona al Tr'- 
bunal a-quo y dieron allí sus declaraciones en debate oral 
público y contradictorio, por lo que era innecesario hacer 
una alusión a los hechos declarados por el'as al indicado 
Inspector; que de todo lo expresado, resulta evidente que 
en el fallo impugnado no se ha incurrido en los vic'es y vio-
laciones denunciados y que la sentencia contiene una rela-
ción competa de los hechos que justifican su dispositivo; 
por lo que, el medio único que se exam . na carece de funda-
mento y debe ser desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por "La Algodonera, C. por A.", contra 
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la sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instanci a 
 del Distrito Judicial de San Cristóbal, actuando corno tris 

bunal de segundo grado, de fecha 22 de diciembre de 1972 
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pr e: 
sente fallo; y Segundo: Condena a la recurrente al pago de 
las costas distrayéndolas en provecho del Doctor Porfirio 
L. Balcácer R., quien afirma haberlas avanzado en su ta 
talidad. 

Firmados.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A, 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— José A. 
Paniagua Mateo.— Manuel A. Richiez Acevedo.— Ernesto 
Coriel hijo, Secretario General. 

SENTENCIA DE FECHA 2 DE NOVIEMBRE DEL 1973. 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de fe-
cha 12 de enero de 1973. 

ii
kwytenia: Correccional. 

Recurrente: Daniel Almánzar Ovalle y compartes. 
Abogado: Dr. Luis Víctor García de Pena. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. Fdo. Ernesto Curiel hijo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, José A. Paniagua y Manuel A. Richiez Acevedo, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional hoy día 2 de noviembre de 1973, años 130' 
de la Independencia y 111' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Da-
niel Almánzar Ovalle y Teodoro Encarnación Minier, do-
minicanos, mayores de edad, domiciliados y residentes en 
esta ciudad, en las calles Seybo No. 57 de esta ciudad y Du-
vergé No. 46 de la ciudad de La Vega, respectivamente, y 
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la sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instan cia 
 del Distrito Judicial de San Cristóbal, actuando corno tri 

bunal de segundo grado, de fecha 22 de diciembre de 1972 
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pr e,. 
sente fallo; y Segundo: Condena a la recurrente al pago 
las costas distrayéndolas en provecho del Doctor Por-fi 
L. Balcácer R., quien afirma haberlas avanzado en su 
talidad. 

Firmados.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— José A. 
Paniagua Mateo.— Manuel A. Richiez Acevedo.— Ernesto 
Coriel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezam'ento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. Fdo. Ernesto Curiel hijo. 

BOLETIN JUDICIAL 	 3365 

SENTENCIA DE FECHA 2 DE NOVIEMBRE DEL 1973. 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de fe-
cha 12 de enero de 1973. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Daniel Almánzar Ovalle y compartes. 

Abogado: Dr. Luis Víctor García de Pega. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, José A. Paniagua y Manuel A. Richiez Acevedo, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional hoy día 2 de noviembre de 1973, años 130' 
de la Independencia y 111' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Da-
niel Almánzar Ovalle y Teodoro Encarnación Minier, do-
minicanos, mayores de edad, domiciliados y residentes en 
esta ciudad, en las calles Seybo No. 57 de esta ciudad y Du-
vergé No. 46 de la ciudad de La Vega, respectivamente, y 
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la Compañía de Seguros Pepín, S. A., con domicilio social 
en esta ciudad, contra la sentencia de fecha 12 de enero ele 
1973, dictada en sus atribuciones ccrreccoinales por la Cor-
te de Ape ación de San Cristóbal, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Luis Víctor García de Peña, cédu'a No. 
17422, serie 56, abogado de los recurrentes, en la lectura 
de sus conclus_ones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
do la República; 

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en 
la Secretaría de la Corte a-qua en fecha 28 de febrero de 
1973, (fecha para la cual el fado impugnado dictado en au-
senc a de las partes, aún no había sido notificado) acta le-
vantada a requerimiento del Dr. Luis Víctor García de Pe-
ña, a nombre de los recurrentes, en la cual no se expone nin-
gún medio determinado de casación; 

Visto el memorial. de los recurrentes, de fecha 28 de 
septiembre de 1973, en el cual se propone el medio de ca-
sac ón quo se indica más adelante; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
1:berado y visto el artículo 4 de la Ley No. 1014, de 1935; 
y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casac_ón; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en 161 
documentos a que el'a se refiere, consta: a) que con motivo 
de un accidente automovilístico en el cual resultaron lesio-
nados corp:ralmente varas personas, ocurrido el día 28 de 
agosto de 1968, en el km. 91/2 de la autcpista Duarte, la se-
gunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 

Distrito Nacional dictó en fecha 15 de junio de 1969 una 
sentencia cuyo dispositivo figura copiado más adelante; b) 
que  sobre los recursos interpuestos, la Corte de Apelación 
de Santo Dem'ngo, dictó en fecha 11 de marzo de 1971, una 
sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: 
Declara regulares y válidos los recursos de apelación in-

terpuestos por el Dr. Pericles Andújar Pimentel, a nombre 

y representación del prevenido Antonio Ramón Hernán-
dez o Ramón Antonio Hernández y del Instituto Dominica-
no de Seguros Sociales, persona civilmente responsable; 
por el Dr. Jacobo Guiallini Matos, a nombre y representa-
ción de los señores Bienvenido Antonio Martes y Benja-
mín de los Santos, partes civiles constituídas; por el doctor 
Rafael E. Agramonte Polanco, a nombre y representación 
de Cristobalina Urania Peguero de Castillo o Urania Pe-
guero de Castillo, y por el Dr. Angel Flores Ortiz, a nom-
bre y representación de la Compañía de Seguros San Ra-
fael C. por A., contra sentencia de la Segunda Cámara de 
cional, de fecha 15 del mes de julio de 1969, cuyo dispositi-
lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
vo dice así: 'Falla: Primero: Declarar a los nombrados Da-
niel Almánzar Ovalle y Teodoro Encarnación Minier no cul-
pable de violar la Ley NO. 241 de Tránsito de Vehículo en 
perjuicio de los señores Bienvenido Antonio aVidez Marte, 
la señora Urania Peguero y la menor Trinidad de los San-
tos, hija del señor Benjamín de los Santos, y en consecuen-
cia los Descarga por no haber cometido el hecho; Declara 
las costas de oficio; Segundo: Declara al nombrado Antonio 
Ramón Hernández o Ramón Antonio Hernández, culpable 
de violar los incisos c y d del artículo 49 de la Ley 241, de 
tránsito de vehículo en perjuicio de Bienvenido Antonio 
Valdez Marte, la señora Urania Peguero y la menor Trini-
dad de los Santos, hija del señor Benjamín de los Santos y 
en consocuenc'a lo condena al pago de una multa de RD$ 
100.00, así como al pago de las costas acogiendo a su favor 
circunstancias atenuantes y el principio de no cúmulo de 
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la Compañía de Seguros Pepín, S. A., con domicilio social 
en esta ciudad, contra la sentencia de fecha 12 de enero (le 
1973, Tetada en sus atribuciones correccoinales por la Cor_ 
te de Ape ación de San Cristóbal, cuyo dispositIvo se copia 
más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Luis Víctor García de Peña, cédu'a No. 
17422, serie 56, abogado de los recurrentes, en la lectura 
de sus conc:us_ones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en 
la Secretaría de la Corte a-qua en fecha 28 de febrero de 
1973, (fecha para la cual el fallo impugnado dictado en au-
senc a de las partes, aún no había sido notificado) acta le-
vantada a requerlmiento del Dr. Luis Víctor García de Pe-
ña, a nombre de los recurrentes, en la cual no se expone n'n-
gún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de los recurrentes, de fecha 28 de 
septiembre de 1973, en el cual se propone el medio de ca-
sación que se indica más adelante; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y visto el artículo 4 de la Ley No. 1014, de 1935; 
y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ei'a se refiere, consta: a) que con motivo 
dé un accidente automovilístico en el cual resultaron lesio-
nados corporalmente varas personas, ocurrido el día 28 de 
agosto de 1968, en el km. 91/2 de la autopista Duarte, la se-
gunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 

Distrito Nacional dictó en fecha 15 de junio de 1969 una 
sentencia cuyo dispositivo figura copiado más adelante; b) 
que  sobre los recursos interpuestos, la Corte de Apelación 
ccie  Santo Dom'ngo, dictó en fecha 11 de marzo de 1971, una 
sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: 

Declara regulares y válidos los recursos de apelación in-
terpuestos por el Dr. Pericles Andújar Pimentel, a nombre 

y representación del prevenido Antonio Ramón Hernán-
dez o Ramón Antonio Hernández y del Instituto Dominica-
no de Seguros Sociales, persona civilmente responsable; 
por el Dr. Jacobo Guiallini Matos, a nombre y representa-
ción de los señores Bienvenido Antonio Martes y Benja-
mín de los Santos, partes civiles constituidas; por el doctor 
Rafael E. Agramonte Polanco, a nombre y representación 
de Cristobalina Urania Peguero de Castillo o Urania Pe-. 
guero de Castillo, y por el Dr. Angel Flores Ortiz, a nom-
bre y representación de la Compañía de Seguros San Ra-
fael C. por A., contra sentencia de la Segunda Cámara de 
cional, de fecha 15 del mes de julio de 1969, cuyo dispositi-
lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
vo dice así: 'Falla: Primero: Declarar a los nombrados Da-
niel Almánzar Ovalle y Teodoro Encarnación Minier no cul-
pable de violar la Ley NO. 241 de Tránsito de Vehículo en 
perjuicio de los señores Bienvenido Antonio aVldez Marte, 
la señora Urania Peguero y la menor Trinidad de los San-
tos, hija del señor Benjamín de los Santos, y en consecuen-
cia los Descarga por no haber cometido el hecho; Declara 
las costas de oficio; Segundo: Declara al nombrado Antonio 
Ramón Hernández o Ramón Antonio Hernández, culpable 
de violar los incisos e y d del artículo 49 de la Ley 241, de 
tránsito de vehículo en perjuicio de Bienvenido Antonio 
Valdez Marte, la señora Urania Peguero y la menor Trini-
dad de los Santos, hija del señor Benjamín de los Santos y 
en consecuenéa lo condena al pago de una multa de RD$ 
100.00, así como al pago de las costas acogiendo a su favor 
circunstancias atenuantes y el principio de no cúmulo de 
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penal; Tercero: Declara regular y válida en cuanto a la fo r.. 
ma la constitución en parte c vil formulada en audiencia 
par Bienvenido Antonio Valdez Marte, la señora Uran a 

 Peguero y el señor Benjamín de los Santos, por órgano de 
sus abcgados constituidos Dres. Jacobo Gulliani Mateo 
Julio Gustavo Medna y Rafael Agramonte Polanco contra' 
los nombrados Daniel Almánzar Oval'e, Teodoro Encarna-
ción Minier, Antonio Ramón Hernández o Ramón Antonio 
Hernández y Máximo Antonio Mateo y del Inst tuto Domi-
nicano de Seguros Sociales, como persona civilmente res-
ponsable estas dos últimas con opcnibilidad de la senten-
c . a a intervenir en contra la compañía de Seguros, Segu-
ros Pepín, S. A. y San Rafael. C. por A., por haber sido for-
mulada conforme al artículo 3 del Código de Procedimien-
to Criminal; Cuarto: en cuanto al fondo de dicha constitu-
ción en parte civil condena al co-prevenido Antonio Ramón 
Hernández o Ramón Antonio Hernández, y al Instituto Do- s 
m'nicano de Seguros Sociales, al pago solidario de una in-
demnización de RD$15,000.00 (Quince Mil Pesos) a favor 
de la señora Urania Peguero como justa reparación por los 
daños sufridos por ella a consecuencia del referido acciden-
te; Quinto: Condena al nombrado Ramón Antonio Hernán-
dez o Antcnio Ramón Hernández, y al Instituto Dominicano 
de Seguros Soc ales, al so'idario de los intereses lega. 
les de la suma acordada en la indemnización a partir de la 
fecha de la demanda, como indemnización supletoria a fa-
vor de la señora Urania Peguero;— Sexto: Condena al nom-
brado Antonio Ramón Hernández o Ramón Antonio Her-
nández y al Instituto de Dominicano de Seguros Sociales, al 
pago de una indemdzac'ón de RD$3,000 00 M/N.1 a favor 
del señor Bienvenido Antonio Marte Valdez y RD$3,000.00 
(Tres Mil Pesos M/N.) en favor del señor Benjamín de los 
Santos, padre de la menor agraviada como justa reparación 
por los daños morales y materiales por éstos sufridos; 0c-
trivo: Condena al nombrado Ramón Antonio Hernández y 
al Instituto Dominicano de Seguros Sociales, al pago de 105  
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intereses legales de dicha suma individualmente a partir 

de la fecha de la demanda introductiva de la instancia has-
ta su total ejecución; Noveno: Condena al nombrado Ra-

món Antonio Hernández y al Instituto Dominicand de Se-
guros Sociales, al pago de las costas civi'es con distracción 

mismas en cuanto al nombrado Bienvenido Antonio 

Valdez 
 las 	 Bienvenido

z Marte, se refiere a favor del Dr. Jacobo Guilliani 
Matos y en cuanto a Benjamín de los Santos a favor del Dr. 
Julio Gustavo Medina, quienes afirman estarlas avanzan-
do en su totalidad; Décimo: Ordena que esta sentencia le 
sea oponible íntegramente en cuanto al aspecto civil se re-
fiere a la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., por 
la entidad aseguradora del vehículo causante del daño; Un-
décimo: Rechaza la constitución en parte civil formulada 
en audiencia, en contra de Daniel Almánzar Ovalle y de 
Teodoro Encarnación Minier así como la oponibilidad de 
esta sentencia en contra de la Compañía de Seguros Ppeín 
S. A., por improcedente y mal fundada'; SEGUNDO: Mo-
d fica el ordinal cuarto de la sentencia recurrida, en el sen-
tdo de rebajar a 'a suma de RD$10,000.001 Diez Mil Pesos, 
el monto de la indemnización acordada en favor de la seño-
ra Cristobalina Urania Peguero de Castillo o Urania Pe-
guero de Castillo, parte civil constituida; TERCERO: Con-
firma en sus demás aspectos la sentencia apelada; CUARTO: 
Condena al prevenido al pago de las costas penales; QUIN-
TO: Condena al Instituto Dominicano de Seguros Sociales, 
al pago de las costas civiles ordenando su distracción en fa-
vor de los doctores Jacobo Guilliani Matos y Rafael Agra-
monte Polanco, quienes afirman haberlas avanzado en su 
totalidad; SEXTO: Condena a las partes civiles constituí-
das al pago de las costas civiles y causadas con motivo de 
su acción contra el señor Daniel Almánzar Ovalle, ordenan-
do su distracción en favor del Dr. Francisco Calvajar Mar-
tínez, quien afirma estarlas avanzando en su mayor parte; 
SEPTIMO: Ordena que las condenaciones civi'es pronun-
ciadas contra el Instituto Dominicano de Seguros Sociales, 
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penal; Tercero: Declara regular y válida en cuanto a la for-
ma la constitución en parte c vil formulada en audiencia 
par Bienvenido Antonio Valdez Marte, la señora Urania 
Peguero y el señor Benjamín de los Santos, por órgano d e 

 sus abogados constituidos Dres. Jacobo Gulliani Mateo 
Julio Gustavo Medina y Rafael Agramonte Polanco contra' 
los nombrados Daniel Almánzar Oval'e, Teodoro Encarna.. 
ción Minier, Antonio Ramón Hernández o Ramón Antonio 
Fernández y Máximo Antonio Mateo y del Inst tuto Domi-
nicano de Seguros Sociales, como persona civilmente res-
ponsable estas dos últimas con oponibilidad de la senten-
c . a a intervenir en contra la compañía de Seguros, Segu-
ros Pepín, S. A. y San Rafael C. por A., por haber sido for-
mulada conforme al artículo 3 del Código de Procedim'en-
to Crim . nal; Cuarto: en cuanto al fondo de dicha constitu-
ción en parte civil condena al co-prevenido Antonio Ramón 
Hernández o Ramón Antonio Hernández, y al Instituto Do- ' 
rn . nicano de Seguros Sociales, al pago solidario de una in-
demnización de RD$15,000.00 (Quince Mil Pesos) a favor 
de la señora Uran'a Peguero como justa reparación por los 
daños sufridos por ella a consecuencia del ref,grido aceden-
te; Quinto: Condena al nombrado Ramón Antcnio Hernán-
dez o Antcnio Ramón Hernández, y al Instituto Dominicano 
de Seguros Soc ales, al so'idario de los intereses lega. 
les de la suma acordada en la indemnización a part:r de la 
fecha de la demanda, como indemnización supletoria a fa-
vor de la señora Urania Peguero;— Sexto: Condena al nom-
brado Antonio Ramón Hernández o Ramón Antonio Her-
nández y al Instituto de Dominicano de Seguros Sociales, al 
paga de una indemnización de RD$3,000 00 M/N.) a favor 
del señor Bienvenido Antonio Marte Valdez y RD$3,000.00 
(Tres Mil Pesos M/N.) en favor del señor Benjamín de los 
Santos, padre de la menor agraviada como justa reparación 
por los daños morales y materiales por éstos sufridos; Oc• 
tr.vo: Condena al nombrado Ramón Antonio Hernández y 
al Instituto Dominicano de Seguros Sociales, al pago de 105 
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intereses legales de dicha suma individualmente a partir 
de la fecha de la demanda introductiva de la instancia has-
ta su total ejecución; Noveno: Condena al nombrado Ra-
món Antonio Hernández y al Instituto Dominicanó de Se-
guros Sociales, al pago de las costas civiles con distracción 
de las m'smas en cuanto al nombrado B:envenido Antonio 
Valdez Marte, se refiere a favor del Dr. Jacobo Guilliani 
Matos y en cuanto a Benjamín de los Santos a favor del Dr. 
Julio Gustavo Medina, quienes afirman estarlas avanzan-
do en su totalidad; Décimo: Ordena que esta sentencia le 
sea oponible íntegramente en cuanto al aspecto civil se re-
fiere a la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., por 
la entidad aseguradora del vehículo causante del daño; Un-
décimo: Rechaza la constitución en parte civil formulada 
en audiencia, en contra de Daniel Almánzar Ovalle y de 
Teodoro Encarnación Minier así como la oponibilidad de 
esta sentencia en contra de la Compañía de Seguros Ppeín 
S. A., por improcedente y mal fundada'; SEGUNDO: Mo-
d fica el ordinal cuarto de la sentencia recurrida, en el sen-
t:do de rebajar a 'a suma de RD$10,000.00) Diez Mil Pesos, 
el monto de la indemnización acordada en favor de la seño-
ra Cristobalina Urania Peguero de Castillo o Urania Pe-
guero de Castillo, parte civil constituída; TERCERO: Con-
firma en sus demás aspectos la sentencia apelada; CUARTO: 
Condena al prevenido al pago de las cestas penales; QUIN-
TO: Condena al Instituto Dom•nicano de Seguros Sociales, 
al pago de las costas civiles ordenando su distracción en fa-
vor de los doctores Jacobo Guilliani Matos y Rafael Agra-
monte Polanco, quienes afirman haberlas avanzado en su 
totalidad; SEXTO: Condena a las partes civiles constitui-
das al pago de las costas civiles y causadas con mot•vo de 
su acción contra el señor Daniel Almánzar Ovalle, ordenan-
do su distracción en favor del Dr. Francisco Calvajar Mar-
tínez, qu'en afirma estarlas avanzando en su mayor parte; 
SEPTIMO: Ordena que las condenaciones civiles pronun-
ciadas contra el Instituto Dominicano de Seguros Sociales, 
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sean oponible a la Compañía de Seguros San Rafael C. po r 
 A."; c) que sobre recurso de casación interpuest opor el 

prevenido Ramón Antonio Hernández, por el Instituto Do-
minicano de Seguros Sociales y por la Compañía de Segu-
ros San Rafael, C. por A., la Suprema Corte de Justicia 
dictó en fecha 19 de juro de 1972, una sentencia con el si-
guiente dispositivo: "Por tales motivos, Primero: Admite 
como intervinientes a Bienvenido Antonio Valdez Marte, 
Benjamín de los Santos y Cristóbal Urania Peguero; Se-
gundo: Casa en todas sus partes la sentencia dictada por la 
Corte de Apelación de Santo Domingo, en atribuciones co-
rreccionales, en fecha 11 de marzo de 1971, cuyo dispositi-
vo ha sido transcrito en parte anterior del presente fallo, 
y envía el asunto por ante la Corte de Apelación de San 
Cristóbal; y Tercero: Declara las costas penales de oficio 
y compensa las costas civiles"; d) que con motivo del en-
vío ordenado, se presentó ante la Corte de envío un inci-
dente promovido in limini litis por Daniel Almánzar Ova-
Iles, Teodoro Encarnación Minier y la Compañía de Segu-
ros Pepín, S. A., encaminado a que se declarara que la Cor-
te .a-qua tenía un apoderamiento limitado que excluía las 
reclamaciones de las partes civiles constituídas, incidente 
sobre el cual la citada Corte de envío dictó en fecha 12 de 
enero de 1973, la sentencia ahora impugnada en casación, 
con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Rechaza 
las conclusiones formuladas por el doctor Luis Víctor Gar-
cía de Peña, en el sentido de que se declare extinguida por 
la cosa juzgada la acción civil ejercida por las partes civi-
les constituidas, contra los concluyentes, así, como que se 
declare, que la sentencia de fecha 11 de mayo de 1971, dic-
tada por la Corte de Apelación de Santo Dcmingo ,no fue 
recurrida en casación en el aspecto en que se rechaza la ac-
ción civil por las partes civiles constituída scontra los con-
cluyentes; y que se ordene que los concluyentes sean pues-
tos fuera de causa y proceso, por haberse extinguido por :La 
cosa juzgada, la acción ejercida contra ellos; SEGUNDO: 

Condena la parte sucumbiente, al pago de las costas del in-
c'dente, y ordena que éstas sean distraídas en provecho del 

abogado doctor Rafael Agramonte, por haber afirmado el 
mencionado abogado, que las ha avanzado; TERCERO: 
Reenvía el conocimiento del fondo de la causa para la au-
diencia que del día Veintiocho (28) del mes de marzo del 
año 1973, a las nueve horas de la mañana; 

Considerando, que los recurrentes, en su memorial de 

casación, proponen el siguiente medio: Unico: ViolaCón de 
las reglas del apoderamiento por desconocimiento del efec-
to de la casación; Falsa apreciación del efecto del recurso 
de apelación; Fa'ta de ponderación de los hechos de la cau-
sa; Desnaturalización de la sentencia de esa Suprema Cor-
te de fecha 19 de julio de 1972; 

Considerando, que en el desarrollo del medio propues-
to sostienen en definitiva los recurrentes, que ellos al ser 
puestos indebidamente en causa presentaron conclusiones 
ante 'a Corte a-qua, en el sentido de que el envío ordenado 
por la Suprema Corte de Justicia por su sentencia de fecha 
19 de julo de 1972, estaba limitado a las partes que ha-
bían intervenido en casación; y que la sentencia casada, 
pronunciada por la Corte de Apelación de Santo Domingo 
el 11 de marzo de 1971, al no haber s'elo recurrida en casa-
ción por las personas que se constituyeron en parte civil 
contra los actuales recurrentes Daniel Almánzar Ovalles 
y Teodoro Moscoso, quienes habían sido descargados desde 
primera instancia, contra la compañía aseguradora Seguros 
Pepín, S. A., adquirió en cuanto a esas partes civiles que no 
recurrieron en casación la autor . dad de la cosa juzgada; 
que el hecho de que la Suprema Corte de Justicia al casar 
usara la expresión "en todas sus partes", en el dispositivo 
de la misma, al referirse a la casación dispuesta, no varía 

' en nada las consecuencias de 'a anulación del fallo, puesta 
que esa expresión hay que interpretarla en el sentido de 

te ) 
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sean oponible a la Compañía de Seguros San Rafael C. po r 
 A."; c) que sobre recurso de casación interpuest opor el 

prevenido Ramón Antonio Hernández, por el Instituto Do-
minicano de Seguros Sociales y por la Compañía de Segu-
ros San Rafael, C. por A., la Suprema Corte de Justicia 
dictó en Lecha 19 de julo de 1972, una sentencia con el si.. 
guiente dispositivo: "Por tales motivos, Primero: Admite 
como intervinientes a Bienven:do Antonio Valdez Marte, 
Benjamín de los Santos y Cristóbal Urania Peguero; Se.. 
gundo: Casa en todas sus partes la sentencia dictada por la 
Corte de Apelación de Santo Domingo, en atribuciones co-
rreccionales, en fecha 11 de marzo de 1971, cuyo dispositi-
vo ha sido transcrito en parte anterior del presente fallo, 
y envía el asunto por ante la Corte de Apelación de San 
Cristóbal; y Terceiro: Declara las costas penales de oficio 
y compensa las costas civiles"; d) que con motivo del en-
vío ordenado, se presentó ante la Corte de envío un inci-
dente promovido in limini litis por Daniel Almánzar Ova-
11es, Teodoro Encarnación Minier y la Compañía de Segu-
ros Pepín, S. A., encaminado a que se declarara que la Cor-
te a-qua tenía un apoderamiento I .  mitado que excluía las 
reclamaciones de las partes civiles constituidas, incidente 
sobre el cual la citada Corte de envío dictó en fecha 12 de 
enero de 1973, la sentencia ahora impugnada en casación, 
con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Rechaza 
las conclusiones formuladas por el doctor Luis Víctor Gar-
cía de Peña, en el sentido de que se declare extinguida por 
la cosa juzgada la acción civil ejercida por las partes civi-
les constituidas, contra los concluyentes, así, como que se 
declare, que la sentencia de fecha 11 de mayo de 1971, dic-
tada por la Corte de Apelación de Santo Dcmingo ,no fue 
recurrida en casación en el aspecto en que se rechaza la ac-
ción civil por las partes civiles constituída scontra los con-
cluyentes; y que se ordene que los concluyentes sean pues-
tos fuera de causa y proceso, por haberse extinguido por la 
cosa juzgada, la acción ejercida contra ellos; SEGUNDO: 

Condena la parte sucumbiente, al pago de las costas del in-

c .dente, y ordena que éstas sean distraídas en provecho del 

abogado doctor Rafael Agramonte, por haber afirmado el 
mencionado abogado, que las ha avanzado; TERCERO: 
Reenvía el conocimiento del fondo de la causa para la au-
diencia que del día Veintiocho (28) del mes de marzo del 
año 1973, a las nueve horas de la mañana; 

Considerando, que los recurrentes, en su memorial de 
casación, proponen el siguiente medio: Unico: Violac'ón de 
las reglas del apoderamiento por desconocimiento del efec-
to de la casación; Falsa aprec_ación del efecto del recurso 
de apelación; Fa'ta de ponderación de los hechos de la cau-
sa; Desnaturalización de la sentenc:a de esa Suprema Cor-
te de fecha 19 de julio de 1972; 

Considerando, que en el desarrollo del medio propues-
to sostienen en definitiva los recurrentes, que ellos al ser 
puestos indebidamente en causa presentaron conclusiones 

ante 'a Corte a-qua, en el sentido de que el envío ordenado 
por la Suprema Corte de Justicia por su sentencia de fecha 
19 de julo de 1972, estaba limitado a las partes que ha-
bían intervenido en casación; y que la sentencia casada, 
pronunciada por la Corte de Apelación de Santo Domingo 
el 11 de marzo de 1971, al no haber s . do recurrida en casa-
ción por las personas que se constituyeron en parte civil 
contra les actuales recurrentes Daniel Almánzar °valles 
y Teodoro Moscoso, quienes habían sido descargados desde 
primera instancia, contra la compañía aseguradora Seguros 
Pepín, S. A., adquirió en cuanto a esas partes civiles que no 
recurrieron en casación la autor'dad de la cosa juzgada; 
que el hecho de que la Suprema Corte de Justicia al casar 
usara la expresión "en todas sus partes", en el dispositivo 
de la misma, al referirse a la casación dispuesta, no varía 
en nada las consecuencias de 'a anulación del fallo, puest 
que esa expresión hay que interpretarla en el sentido de 
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que se refiere a todos los puntos de la sentencia casada 
anulada que interesaban a los que habían recurrido en c a 

 sación; que, por tanto, la Corte de envío no estaba apodera 
 da para conocer nuevamente de la acción civil que deter-

minadas partes civiles habían ejercido contra los actuales 
recurrentes que habían sido descargados, ya que al mel la.. 
zar la Corte a-qua las conclusiones en tal sentido presea_ 
tadas, violó las reglas de su apoderamiento y de su partieu.. 
lar competencia, pues el hecho de que las partes civiles 
constituídas contra los actuales recurrentes hubiesen figu-
rado como apelantes del fallo que se dictó en primera ins-
tancia, pero que no recurrieron en casación, no les autori-
za a prevalerse de la casación pronunciada con motivo del 
recurso interpuesto por otras personas; que, por ello, en,el 
fallo impugnado se incurrió en los vicios denunciados y de-
be ser casado; 

Considerando, que para rechazar las conclusiones e 
in limini litis presentaron los actuales recurrentes Dan 1 
Almánzar Ovalle, Teodoro Encarnación Minier y la Coi. 
pañía Seguros Pepín, S. A., la Corte de San Cristóbal, ru-
mo Corte de envío razonó, según se comprueba por el exa-
men del fallo impugnado, en el sentido de que el'a estaba 
apoderada para conocer del proceso sin limitación alguna; 
y, en consecuencia, para instruir la causa y juzgarla en to-
dos sus aspectos, porque las personas lesionadas quienes se 
habían consVtuídto en parte civil contra los proponentes del 
incidente desde el inicio del proceso, habían sido apelantes 
del fallo del juez de primer grado que les rechazó su re-
clamación; y porque la Suprema Corte de Justicia había 
dicho en el fallo que dispuso el envío, que la casación dis-
puesta abarcaba "todos los intereses civiles"; pero, 

Considerando, que el examen de la sentencia de esta 
Suprema Corte de Justicia de fecha 19 de julio de 1972, que 
casó con envío la dictada por la Corte de Apelación de San- 
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to 
11 de marzo de 1971, pone de manifiesto que Domingo el 

la 
 casación se produjo en virtud de los recursos interpues-

tos-  ante la Suprema Corte de Justicia por el prevenido Ar-
turo Ramón Hernández, por su comitente, el Instituto Do-
Tninicano de Seguros Sociales y por la Compañía de Segu-

ros  San Rafael, C. por A., recursos que tenían por objeto 

anular el fallo impugnado, en lo que concierne a dichos re- 
entes, contra quienes se habían producido condenacio-

nes ; que, obviamente las demás partes que no recurrieron 

en 
cuyas apelaciones habían sido desestimados, 

no casación,aprovecharsey pueden  	del envío ordenado para suscitar 
de nuevo las reclamaciones civiles que le fueron rechaza-
das, ya que ellas no recurrieron en casación; por lo cual, 
en lo que atañe a su interés, el fallo de la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo del 11 de marzo de 1971 adquirió 

la autoridad de la cosa irrevocablemente juzgada; que esa 
es la situación de los actuales recurrentes Daniel Almán-
zar Ovalles y Teodoro Encarnación Minier, que habían si-
do enjuuiciados y descargados en primera instancia y luego 
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, ya que con-
tra ellos no hubo recurso de casación del Ministerio Públi-
co ni tampoco de las personas agraviadas que en su contra 
se habían constituído en parte civil; que esto es evidente-
mente así porque la casación de un fallo sólo aprovech ao 
perjudica a las partes ligadas al recurso de casación, ya 
sea como recurrentes o como recurridos, pero no a quienes 
no habiendo interpuesto ese recurso extraordinario se han 
conformado con el fallo de apelación; que, por tanto, cuan-
do en el Considerando final de la sentencia de la Suprema 
Corte de Justicia de fecha 19 de julio de 1972 que casó co-
mo se dijo el fal'o de la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo del 11 de marzo de 1971, la Suprema Corte de Justi-
cia dijo que al disponer la casación antes citada en el as-

pecto penal, en virtud de los recursos del prevenido Anto-
nio Ramón Hernández y de su aseguradora la compañía 
San Rafael, C. por A., esa casación abarcaba "todos los in- 
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que se refiere a todos los puntos de la sentencia casada o 
 anulada que interesaban a los que habían recurrido en ej. 

sación; que, por tanto, la Corte de envío no estaba apod era, 
da para conocer nuevamente de la acción civil que deter.. 
minadas partes civiles habían ejercido contra los actuales 
recurrentes que habían sido descargados, ya que al recua. 
zar la Corte a-qua las conclusiones en tal sentido presea. 
tadas, violó las reglas de su apoderamiento y de su partict 
lar competencia, pues el hecho de que las partes civil' 
constituidas contra los actuales recurrentes hubiesen figu-
rado como apelantes del fallo que se dictó en primera ins. 
tancia, pero que no recurrieron en casación, no les auto+ 
za a prevalerse de la casación pronunciada con motivo dei 
recurso interpuesto por otras personas; que, por ello, en el 
fallo impugnado se incurrió en los vicios denunciados y ( - 
be ser casado; 

Considerando, que para rechazar las conclusiones que 
in limini litis presentaron los actuales recurrentes Daniel 
Almánzar Ovalle, Teodoro Encarnación Minier y la Com-
pañía Seguros Pepín, S. A., la Corte de San Cristóbal, co-
mo Corte de envío razonó, según se comprueba por el exa-
men del fallo impugnado, en el sentido de que ella estaba 
apoderada para conocer del proceso sin limitación alguna; 
y, en consecuencia, para instruir la causa y juzgarla en to-
dos sus aspectos, porque las personas lesionadas quienes se 
habían ccnstituídb en parte civil contra los proponentes del 
incidente desde el inicio del proceso, habían sido apelantes 
del fallo del juez de primer grado que Les rechazó su re-
clamación; y porque la Suprema Corte de Justicia había 
dicho en el fallo que dispuso el envío, que la casación dis-
puesta abarcaba "todos los intereses civiles"; pero, 

Considerando, que el examen de la sentencia de esta 
Suprema Corte de Justicia de fecha 19 de julio de 1972, que 
casó con envío la dictada por la Corte de Apelación de San- 
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to 
r,,,noingo el 11 de marzo de 1971, pone de manifiesto que 
casación se produjo en virtud de los recursos interpues-

i-os ante la Suprema Corte de Justicia por el prevenido Ar-

turo  Ramón Hernández, por su comitente, el Instituto Do-

unnicano de Seguros Sociales y por la Compañía de Segu-

ros San Rafael, C. por A., recursos que tenían por objeto 
anular el fallo impugnado, en lo que concierne a dichos re , 

 carrentes, contra quienes se habían producido condenacio-

nes; que, obviamente las demás partes que no recurrieron 
en casación, y cuyas apelaciones habían sido desestimados, 
no pueden aprovecharse del envío ordenado para suscitar 

de nuevo las reclamaciones civiles que le fueron rechaza-
das, ya que ellas no recurrieron en casación; por lo cual, 
en lo que atañe a su interés, el fallo de la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo del 11 de marzo de 1971 adquirió 
la autoridad de la cosa irrevocablemente juzgada; que esa 

es la situación de los actuales recurrentes Daniel Almán-
zar Ovalles y Teodoro Encarnación Minier, que habían si-
do enjuuiciados y descargados en primera instancia y luego 

por la Corte de Apelación de Santo Domingo, ya que con-
tra ellos no hubo recurso de casación del Ministerio Públi-
co ni tampoco de las personas agraviadas que en su contra 
se habían constituido en parte civil; que esto es evidente-
mente así porque la casación de un fallo sólo aprovech ao 
perjudica a las partes ligadas al recurso de casación, ya 
sea como recurrentes o como recurridos, pero no a quienes 
no habiendo interpuesto ese recurso extraordinario se han 
conformado con el fallo de apelación; que, por tanto, cuan-
do en el Considerando final de la sentencia de la Suprema 
Corte de Justicia de fecha 19 de julio de 1972 que casó co-
mo se dijo el fallo de la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo del 11 de marzo de 1971, la Suprema Corte de Justi-
cia dijo que al disponer la casación antes citada en el as-

pecto penal, en virtud de los recursos del prevenido Anto-
nio Ramón Hernández y de su aseguradora la compañía 
San Rafael, C. por A., esa casación abarcaba "todos los in- 
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tereses civiles'', y que, por tanto, se hacía innecesario pon.  
derar especialmente el recurso del Instituto Dominicano d e 

 Seguros Sociales que f guraba como comitente de Herná.. 
dez, es a todas luces obvio que ese Considerando se refier e 

 a les intereses civ les que estaban en juego con motivo de 
 los recursos de casación interpuestos, y nada más; que, al 

no 'entenderlo así la Corte de envío, violó las reg'as de su 
apcderamiento, el cual no podía extenderse más allá de los 
intereses y de las partes abarcados por el falso de casación 
antes dicho; que, per consiguiente, el fallo impugnado de-
be ser casado sin envío, por no quedar nada por juzgar en 
el aspecto ahora debatido objeto del incidente fallado por 
la Corte a-qua; quedando en apt . tud la Corte de Apelación 
de San Cristóbal, como Corte de envío, de proseguir el co-
nocimiento de la causa limitándolo necesariamente al inte-
rés de 'as personas que habían intervenido como partes en 
casación cuando se produjo el fallo de esta Suprema Cor-
te de Justicia de fecha 19 de julio de 1972; que son Arturo 
Ramón Hernández, Instituto de Seguros Soc ales y la Sao 
Rafael, C. por A., y las personas constituídas en parte civil 
frente a ellos; 

Considerando, que cuando un fallo es casado por vio-
lación de reglas procesales cuyo cumplimiento estaba a car-
go de los jueces, las costas pueden ser compensadas al te-
nor del artículo 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Por ta'es motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
por la Corte de Apelac'ón de San Cristóbal, en Lecha 12 de 
enero de 1973, en sus atribuciones correccionales, cuyo dis-
positivo ha sido copiado en parte anterior del presente fa-
llo; y dispone de nuevo el envío del caso a la misma Corte 
de Apelación para que se prosiga la causa entre las partas 
a cuyo interés concierne la casación que se había dispues-
to por la sentencia de la Suprema Corte de Justicia, de fe- 
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cha  19 
de julio de 1972, conforme se indica en el texto de 

la  presente sentencia; Segundo: Compensa las costas entre 

las partes. 

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio 
Beras.— Joaquín M. Alvarez Pere 1.16.— Juan Bauf sta Ro-

jas  Almánzar.— José A. Paniagua.— Manuel A. Richiez 
Acevedo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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cha  19 de julio de 1972, conforme se indica en el texto de 

la presente sentencia; Segundo: Compensa las costas entre 

las partes ' 

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio 
Beras.— Joaquín M. Alvarez Pere lló.— Juan Baut'sta Ro-

jas  Almánzar.— José A. Paniagua.— Manuel A. Richiez 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 2 DE NOVIEMBRE DEL 1973. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fech a 
 10 de mayo de 1972. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: César Abréu Almánzar y compartes. 
Abogado: Dr. Luis A. Bircann Rojas. 

Interviniente: Juan María Luna. 
Abogado: Dr. Clyde Eugenio Rosario. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Am'a-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar, José A. Paniagua Ma-
teo y Manuel R•chiez Acevedo, asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus aud'encias, en la ciudad 
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 
2 del mes de noviembre de 1973, años 130' de la Indepen-111 
dencia y 111' de la Restauración, dicta en audiencia públi-
ca, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por César 
Abréu Almánzar, dominicano, mayor de edad, soltero, cé- 
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ula No 7872, serie 40, residente en la calle Sánchez No. 

ig  de la ciudad de Cotuy, Ramón E. Almánzar, residente 

en  la calle Mella No. 20 de la ciudad de Cotuy y Compañía 
de  spguros Pepín, S. A., con su domicilio social y princi.i 

pal establecimiento en la calle Palo Hncado esq. Mercedes 
de esta ciudad, contra 'a sentencia de fecha 10 de mayo de 
1972, dictada por la Corte de Apelación de Santiago, en sus 
atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se transcribe 

más 

Oído alAlguacil lguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Andrés Gustavo Grul'ón, en representación 
del Dr. Clyde Eugenio Rosario, cédula No. 47910, serie 31, 
abogado del interviniente que lo es Juan María Luna, do-
minicano, mayor de edad, casado, topógrafo, domiciliado y 
residente en la ciudad de Santiago, cédula No. 1574, serie 
31, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído e' dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vsta el acta de los recursos de casación levantada en 
la Secretaría de la Corte. a-qua en fecha 10 de mayo de 
1972, a requerimiento del Dr. Héctor Valenzuela, en repre-
sentación de los recurrentes, acta en la cual no se expone 
ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de fecha 14 de septiembre de 1973, 
suscr'to por el abogado de la recurrente Dr. Luis A. Bir-
cann Rojas, cédula No. 43324, serie 31, en el cual se pro-
pone contra la sentencia impugnada el med o de casación 

que más adelante se indica; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 de la Ley No. 241 de 1967, 
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SENTENCIA DE FECHA 2 DE NOVIEMBRE DEL 1973. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago de f 
10 de mayo de 1972. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: César Abréu Almánzar y compartes. 
Abogado: Dr. Luis A. Bircann Rojas. 

Interviniente: Juan Maria Luna. 
Abogado: Dr. Clyde Eugenio Rosario. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus 
ticla, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra 
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Arn'a-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-' 
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar, José A. Paniagua Ma-
teo y Manuel R .  chiez Acevedo, asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus aud'encias, en la ciudad 
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 
2 del mes de noviembre de 1973, años 130' de la Indepen-
dencia y 111' de la Restauración, dicta en audiencia públi-
ca, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por César 
Abréu Almánzar, dominicano, mayor de edad, soltero, cé- 
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dula N°. 7872, serie 40, residente en la calle Sánchez No. 

19 de la ciudad de Cotuy, Ramón E. Almánzar, residente 

en la calle Mella No. 20 de la ciudad de Cotuy y Compañía 

de  seguros Pepín, S. A., con su domicilio social y princii 

pal establecimiento en la calle Palo 1 -1 . ncado esq. Mercedes 
de esta ciudad, contra 'a sentencia de fecha 10 de mayo de 
1972, dictada por la Corte de Apelación de Santiago, en sus 
atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se transcribe 

más Oído al A 

adelante; 

Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Andrés Gustavo Grulión, en representación 
del Dr. Clyde Eugenio Rosario, cédula No. 47910, serie 31, 
abogado del interviniente que lo es Juan María Luna, do-
minicano, mayor de edad, casado, topógrafo, domiciliado y 
residente en la ciudad de Santiago, cédula No. 1574, serie 
31, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído e' dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

V'sta el acta de los recursos de casación levantada en 
la Secretaría de la Corte. a-qua en fecha 10 de mayo de 
1972, a requerimiento del Dr. Héctor Valenzuela, en repre-
sentación de los recurrentes, acta en la cual no se expone 
ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de fecha 14 de septiembre de 1973, 
suscr'to por el abogado de la recurrente Dr. Luis A. Bir-
cann Rojas, cédula No. 43324, serie 31, en el cual se pro-
pone contra la sentencia impugnada el med_o de casación 
que más adelante se indica; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 de la Ley No. 241 de 1967, 

r I 
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1383 y 1384d el Código Civil, 1 y 10 de la Ley No. 411.7 
1955, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casació 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) Qu e 

 con motivo de un accidente automovilístico ocurrido el día 
16 de febrero de 1971, en la intersección de las Calles San-
tiago Rodríguez e Independencia de la ciudad de Santiago 
de los Caballeros; accidente en el cual resultó una persona 
con Lesiones corporales, la Primera Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santia-
go dictó en fecha 3 de diciembre de 1971, una sentencia cu-
yo dispositivo está inserto en el de la ahora impugnada; b) 
que sobre los recursos interpuestos intervino la sentencia 
ahora impugnada en casación con el dispositivo siguiente: 
"FALLA: PRIMERO: Declara buena y válido en cuanto 
a la forma, el recurso de apelación interpuesto por el Dr. 
Héctor Valenzuela a nombre y representación del preveni-
do César Abréu Almánzar, persona civilmente responsable 
y de la compañía de seguros Seguros Pepín, S. A., contra 
sentencia de fecha 3 de diciembre del 1971 dictada por la 
Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Santiago, cuyo dispositivo copiado 
textualmente es el siguiente: 'Falla: Primero: Declara al 
nombrado César Abréu Almánzar, de generales anotadas, 
culpable del delito de violación al Artículo 49 de la Ley 241, 
sobre Tránsito de Vehículos, en perjuicio del señor Juan 
María Luna, hecho puesto a su cargo y en consecuencia lo 
condena a una multa de RD$25.00 (Veinticinco Pesos Oro) 
Acogiendo en su favor circunstancias atenuantes. Segundo: 
Declara buena y válida, la Constitución en parte civil he-
cha en audiencia por el Dr. Clyde Eugenio Rosario, a nom-
bre y representación del señor Juan María Luna, en contra 
de los señores César Abréu Almánzar, prevenido, Ramón 
E. Almánzar ,persona civilmente responsable y a la Com-
pañía Nacional de Seguros Pepín, S. A. Tercero: Condenar  

al prevenido César Abréu Almánzar, y a Ramón E. Almán- 
arpersona civilmente responsable, como comitente del 

, 
primero, al pago de una indemnización de RD$1,800.00, 
(Mil Ochocientos Pesos Oro) en favor del señor Juan María 

Luna, como reparación por los daños Mora'es y Maetriales, 
experimentados por él a consecuencia de dicho accidente. 
Cuarto: Condena a César Abréu Almánzar y Ramón E. Al-
mánzar, al pago de los intereses legales de la suma acorda-

da, a partí-  de la demanda en justic'a y hasta la total eje-

cución de la presente sentencia a título de indemnización 
complementaria. Quinto: Declara la presente sentencia eje-
cutable y oponible, a la compañía Nacional de Seguros "Pe-
pín" S. A., Aseguradora de la responsabilidad civil, del se-
ñor Ramón E. Almánzar. Sexto: Condena al nombrado Cé-
sar Abréu Almánzar, al pago de las costas penales.— Sép-
timo: Condena a los nombrados César Abréu Almánzar, 
Ramón M. Almánzar y a la Compañía Nacional de Seguros 
"Pepín" S. A. al pago de las costas civiles, ordenando su 
distracción en provecho del Dr. Clyde Eugenio Rosario, 
Abogado, quien afirma estarlas avanzando en su totalidad'. 
SEGUNDO: Declara buena y válida la intervención hecha 
en audiencia por e'. Dr. Clyde Eugenio Rosario a nombre y 
representación de Juan María Luna, parte civ:1 constitui-
da; TERCERO: Pronuncia defecto contra el prevenido por 
no haber comparecido a esta audiencia no obstante haber 
sido citado legalmente; CUARTO: Confirma la sentencia en 
todas sus partes; QUINTO: Condena al prevenido al pag' 
de las costas penales; SEXTO: Condena a los señores César 
Abréu Almánzar, Ramón E. Almánzar y la Compañía de 
seguros "Seguros Pepín", S. A., al pago de las costas civii es 
de esta instancia y ordena su distracción en provecho del 
Dr. Clyde Eugenio Rosario quien afirmó haberlas avanza-
do en su totalidad". 

Considerando, que los recurrentes prop-nen conjunta-
mente en su memorial el siguiente único medio: Motivus 
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1383 y 1384d el Código Civil, 1 y 10 de la Ley No. 4117 de 
 1955, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) Qu e 

 con motivo de un accidente automovilístico ocurrido el día 
16 de febrero de 1971, en la intersección de las Calles San-
tiago Rodríguez e Independencia de la ciudad de Santiago 
de los Caballeros; accidente en el cual resultó una persona 
con lesiones corporales, la Primera Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santia-
go dictó en fecha 3 de diciembre de 1971, una sentencia cu-
yo dispositivo está inserto en el de la ahora impugnada; b) 
que sobre los recursos interpuestos intervino la sentencia 
ahora impugnada en casación con el dispositivo siguiente: 
"FALLA: PRIMERO: Declara buena y válido en cuanto 
a la forma, el recurso de apelación interpuesto por el Dc. 
Héctor Valenzuela a nombre y representación del preveni-
do César Abréu Almánzar, persona civilmente responsable 
y de la compañía de seguros Seguros Pepín, S. A., contra 
sentencia de fecha 3 de diciembre del 1971 dictada por la 
Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Santiago, cuyo dispositivo copiado 
textualmente es el siguiente: 'Falla: Primero: Declara al 
nombrado César Abréu Almánzar, de generales anotadas, 
culpable del delito de violación al Artículo 49 de la Ley 241, 
sobre Tránsito de Vehículos, en perjuicio del señor Juan 
María Luna, hecho puesto a su cargo y en consecuencia lo 
condena a una multa de RD$25.00 (Veinticinco Pesos Oro) 
Acogiendo en su favor circunstancias atenuantes. Segundo: 
Declara buena y válida, la Constitución en parte civil he-
cha en audiencia por el Dr. Clyde Eugenio Rosario, a nom-
bre y representación del señor Juan María Luna, en contra 
de los señores César Abréu Almánzar, prevenido, Ramón 
E. Almánzar ,persona civilmente responsable y a la Com-
pañía Nacional de Seguros Pepín, S. A. Tercero: Condenar 
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al prevenido César Abréu Almánzar, y a Ramón E. Almán-

zar,  persona civilmente responsable, como comitente del 

pero al pago de una indemnización de RD$1,800.00, 

(Mil Ochocientos Pesos Oro) en favor del señor Juan María 
Luna, como reparación por los daños Morales y Maetriales, 
experimentados por él a consecuencia de dicho accidente. 

Cuarto: Condena a César Abréu Almánzar y Ramón E. Al-
mánzar, al pago de los intereses legales de la suma acorda-

da, a part . r de la demanda en justic'a y hasta la total eje-
cución de la presente sentencia a título de indemnización 

complementaria. Quinto: Declara la presente sentencia eje-
cutable y oponible, a la compañía Nacional de Seguros "Pe-
pín" S. A., Aseguradora de la responsabilidad civil, del se-
ñor Ramón E. Almánzar. Sexto: Condena al nombrado Cé-
sar Abréu Almánzar, al pago de las costas penales.— Sép-
timo: Condena a los nambrados César Abréu Almánzar, 
Ramón M. Almánzar y a la Compañía Nacional de Seguros 
"Pepín" S. A. al pago de las costas e:viles, ordenando .su 
distracción en provecho del Dr. Clyde Eugenio Rosario, 
Abogado, quien afirma estarlas avanzando en su totalidad'. 
SEGUNDO: Declara buena y válida la intervención hecha 
en audiencia por el Dr. Clyde Eugenio Rosario a nombre y 
representación de Juan María Luna, parte civ . 1 cznstituí-

da; TERCERO: Pronuncia defecto contra el prevenido por 
no haber comparecido a esta audiencia no obstante haber 
sido citado legalmente; CUARTO: Confirma la sentencia en 

todas sus partes; QUINTO: Condena al prevenido al pago 

de las costas penales; SEXTO: Condena a los señores César 
Abréu Almánzar, Ramón E. Almánzar y la Compañía de 
seguros "Seguros Pepín", S. A., a' pago de las costas civi'es 
de esta instancia y ordena su d stracción en provecho del 
Dr. Clyde Eug,:nio Rcsario quicn afirmó haberlas avanza-
do en su totalidad". 

Considerando, que los recurrentes prop -nen conjunta-

mente en su memorial el siguiente único medio: Motivus 
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contradictorios; desnaturalización de los hechos; falta d e  base legal; 

Considerando, que en apoyo del único medio de casa. 
ción propuesto, los recurrentes se limitan a quejarse en de.. 
finitiva contra la sentencia impugnada de que la Corte 
a-qua incurrió en una desnaturalización de los hechos de la 
causa y en una motivación contradictoria de su decisión 
por cuanto fundamentó su fallo de condenación "sobre la 
versión de los hechos que dio el testigo Juan Francisco P a. 
rra, quien declaró que el accidente ocurrió en el momento , 
en que la víctima Juan María Luna no había llegado aún j 
a bajar la acera cuando fue atropellado, mientras que el 
propio agraviado tanto en el acto policial como ante la Cor- 
te a-qua declaró que él recibió el golpe en el momento de 
bajar el pie del contén de la acera para cruzar la calle" que 
la declaración del testigo Parra es a todas luces parcializa-
da pues en su afán de ayudar a la parte civil constituida 
declaró además que "la camioneta venía de sur a norte muy 
pegada al contén y se llevó de encuentro a Luna contraria-
mente a lo declarado por el propio agraviado quien dijo que 
el accidente ocurrió cuando él bajó al contén para cruzar 
la calle; que en esas condiciones la Corte a-qua no podía fa-
llar como lo hizo, sin haber incurrido en su decisión en los 
vicios y violaciones deeunciadas, por lo cual dicha senten-- 
cia debe ser casada; pero. 

Considerando, que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que contrariamente a como alegan los re-
currentes, los jueces del fondo aprecian soberanamente el 
valor de las declaraciones vert'das regularmente en el pro-
ceso penal y escogen para formar su íntima convicción 
aquellas que consideren más verosímiles y sinceras, lo que 
no puede interpretarse como una desnaturalización si atfl-
buyen a algunas de ellas más crédito que a otras, sin que 
tampoco estén obligados a dar motivos especiales para ex-
poner las razones que tuvieron para decidir como lo hicie- 
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que además, en efecto, el propio prevenido declaró que 

ron ' parado en la esquina al agraviado "que estaba como 
eoensando", desde una distancia como die 5 metros antes de 
`llegar al sitio donde se produjo el accidente; c) que en ba-

so a esos hechos y a las declaraciones del agraviado robus-
tecidas por las de Juan Francisco Parra, testigo presencial 
de los hechos así como de otros elementos de juicio que fue-
ron sometidos al debate, la Corte a-qua llegó a la íntima 
convicción de que la causa generadora y determinante del 
accidente fue la exclusiva imprudencia en que incurrió el 
prevenido, al manejar su vehículo de manera descuidada 

y temeraria y no haber tomado ninguna de las medidas de 
precaución que aconseja la ley en estos casos, como hubie-

ra sido, reducir la velocidad, tocar bocina y no marchar tan 
pegado al contén de la acera, para evitar el accidente, lo 
que no hizo; que asimismo la sentencia impugnada contie-
ne motivos suficientes, pertinentes y congruentes que jus-
tifican su dispositivo y una completa descripción de los he-
chos y circunstancias de la causa que han permitido a la 
Suprema Corte de Justicia verificar que en el caso ocurren-
te la ley ha sido correctamente aplicada; que por tanto, el 
medio único de casación que se examina carece de funda-

mento y debe ser desestimado; 

Considerando, que en efecto el examen de la sentencia 

impugnada revela que la Corte a-qua mediante los elemen-

tos de juicio que fueron regularmente administrados en la 
instrucción de la causa, para declarar la culpabilidad del 
prevenido y fallar como lo hizo, dio por establecido los he-
chos siguientes: a) que el día 16 de febrero de 1971, mien-
tras la camioneta placa No. 86204, propiedad de Ramón A. 
Almánzar manejada por César Abréu Almánzar, transita-
ba de Sur a Norte por la calle Santiago estropeó a Juan Ma-
ría Luna, produciéndole lesiones corporales curables des-
pués de 20 días; b) que el accidente de que se trata ocurrió 
en el instante en que la víctima que se encontraba parada 
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contradictorios; desnaturalización de los hechos; falta d e  base legal; 
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versión de los hechos que dio el testigo Juan Francisco pa-
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no puede interpretarse como una desnaturalización si atri-
buyen a algunas de ellas más crédito que a otras, sin que 
tampoco estén obligados a dar motivos especiales para ex-
poner las razones que tuvieron para decidir como lo hicie- 

ron . que además, en efecto, el propio prevenido declaró que 
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:ic, parado en la esquina al agraviado "que estaba como 

enSand0", desde una distancia como de 5 metros antes de 

-llegar 
al sitio donde se produjo el accidente; c) que en ba-

se a esos hechos y a las declaraciones del agraviado robus-

tecidas por las de Juan Francisco Parra, testigo presencial 
de los hechos así como de otros elementos de juicio que fue-
ron sometidos al debate, la Corte a-qua llegó a la íntima 
convicción de que la causa generadora y determinante del 
accidente fue la exclusiva imprudencia en que incurrió el 
prevenido, al manejar su vehículo de manera descuidada 
y temeraria y no haber tomado ninguna de las medidas de 
precaución que aconseja la ley en estos casos, como hubie-
ra sido, reducir la velocidad, tocar bocina y no marchar tan 
pegado al contén de la acera, para evitar el accidente, lo 
que no hizo; que asimismo la sentencia impugnada contie-
ne motivos suficientes, pertinentes y congruentes que jus-
tifican su dispositivo y una completa descripción de los he-
chos y circunstancias de la causa que han permitido a la 
Suprema Corte de Justicia verificar que en el caso ocurren-
te la ley ha sido correctamente aplicada; que por tanto, el 
medio único de casación que se examina carece de funda-
mento y debe ser desestimado; 

Considerando, que en efecto el examen de la sentencia 
impugnada revela que la Corte a-qua mediante los elemen-
tos de juicio que fueron regularmente administrados en la 
instrucción de la causa, para declarar la culpabilidad del 
prevenido y fallar como lo hizo, dio por establecido los he-
chos siguientes: a) que el día 16 de febrero de 1971, mien-
tras la camioneta placa No. 86204, propiedad de Ramón A. 
Almánzar manejada por César Abréu Almánzar, transita-
ba de Sur a Norte por la calle Santiago estropeó a Juan Ma-
ría Luna, produciéndole lesiones corporales curables des-
pués de 20 días; b) que el accidente de que se trata ocurrió 
en el instante en que la víctima que se encontraba parada 
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en ?a esquina de dichas calles y en el momento de llegar 
 a la calle Santiago Rodríguez por cruzar dicha vía en di-

rección Este a Oeste, fue alcanzado por el vehículo del 
prevenido que trans taba pegado al contén de la acerca es_ 
te de la referida vía, golpeándole en la cara con el espejo 
retrovisor del extremo lateral, cayendo al suelo boca abajo 
sobre la acera; 

Considerando, que los hechos así establecidos confi_ 
gura el delito de golpes y heridas por imprudencia produ-
cidos con el manejo de un vehículo de motor, previsto por 
el artículo 49 de la Ley No. 241 de 1967 y sancionado por 
el mismo texto legal en su letra c) con las penas de 6 meses 
a 2 arios de prisión y multa de RD$100.00 a RD$500.00 
cuando 'os golpes o las heridas ocasionados a la víctima 
una enfermedad o imposibilidad de dediacrse a su trabajo 
por 20 días o más, como ocurrió en la especie; que al con-
denar al prevenido recurrente César Abréu Almánzar a 
RD$25.00 de multa, acogiendo circunstancias atenuantes; la 
Corte a-qua le aplicó una sanción ajustada a la ley; 

Considerando, que asimismo la Corte a-qua d'o por es-
tablec'do que e' delito cometido por el prevenido, había 
ocasionado daños y perjuicios materiales y morales a la 
víctima constituída en parte civil, cuyo monto apreció so-
beranamente en la suma de RD$1,800.00, acordados por el 
juez de pr'iner grado; que en consecuencia al condenarlo 
solidariamente con la persona puesta en causa como civil-
mente responsable al pago de esa suma a título de indenl-
n'zación y al hacer oponible esa condenación a la compa-
ñía aseguradora que también había sido puesta en causa, In 
Corte a-qua hizo una correcta aplicac'ón de los artículc-
1383 y 1384 del Código Civl, y 1 y 10 de la Ley No. 4117 
de 1955; 

Considerando, que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos en lo que concierne al interés del 

BOLETIN JUDICIAL 
	 3383 

revenido recurrente, ella no contiene vicio alguno que jus-

tifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-

te a  Juan María Luna; Segundo: Rechaza los recursos de 
casación interpuestos por César Abréu Almánzar, Ramón 
E .  Almánzar y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., contra 
la sentencia de fecha 10 de Mayo del 1972, dictada por la 
Corte de Apelación de Santiago, en sus atribuciones correc-
cionales, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior 
del presente fallo; y Tercero: Condena a los recurrentes al 
pago de las costas distrayendo las civiles en provecho del 
Dr. Clyde Eugenio Rosario, abogado del interviniente, quien 
afirma estarlas avanzando en su totalidad. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama. —Manue 1D. 
Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. 
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— José 
A. Paniagua Mateo.— Manuel Richiez Acevedo.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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enido recurrente, ella no contiene vicio alguno que jus-

ue su casación; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien -

te a Juan María Luna; Segundo: Rechaza los recursos de 

casación interpuestos por César Abréu Almánzar, Ramón 
E. Almánzar y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., contra 
la sentencia de fecha 10 de Mayo del 1972, dictada por la 
Corte de Apelación de Santiago, en sus atribuciones correc-
cionales, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior 
del presente fallo; y Tercero: Condena a los recurrentes al 
pago de las costas distrayendo las civiles en provecho del 
Dr. Clyde Eugenio Rosario, abogado del interviniente, quien 
afirma estarlas avanzando en su totalidad. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
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SENTENCIA DE FECHA 7 DE NOVIEMBRE DEL 1973. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo d
e  fecha 24 de mayo de 1972. 

Materia: Comercial. 

Recurrente: Nelson Ney Méndez Féliz y compartes. 

Abogados: Dres. Jovino Herrera Arnó y V. Onésimo Valenzuela, 

Recurrido: American Life Insurance Company. 

Abogados: Licdos. Wences:ao Troncoso y Marino E. Cáceres. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elp . dio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar, José A. Paniagua Ma-
teo y Manuel Richiez Acevedo, asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nac'onal, hoy 
día 7 del mes de nov embre de 1973, años 130' de la Inde-
pendencia y 111' de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Nelson 
Ney Méndez Féliz, dominicano, mayor de edad, chófer, cé- 
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du 4  
,„ No. 14924, serie 13, Rh'na . Mildred Méndez Féliz, do- 

n . . cania, mayor de edad, de quehaceres domésticos, cédu-

-Nio. 16098, serie 12; Oneida Sofía Méndez Féliz, 

c  

lana, mayor de edad, soltera, estudiante, cédula No. 18023, 

serie 12 y Persia Zeneida Féliz Vda. Méndez, dominicana, 
mayor de edad, soltera, empleada pública, cédula No. 2028, 
serie 12, quien actúa en nombre y representación de sus hi-
jos menores, Elnora Teresita, Narciso Alexis y Juan Ma-

nuel Méndez Féliz, todos domiciliados y residentes en la 
ciudad de San Juan de la Maguana, contra la sentencia de 

fecha 24 de mayo de 1972, dictada en sus atribuc'ones co-
merciales por la Corte de Apelación de Santo Domingo, cu-
yo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Julio César Montolío, en representación 
de los Dres. Jovino Herrera Arnó, Cédula No. 8376, serie 
12, y V. Onésimo Valenzuela, Cédula No. 13436, serle 12, 
abogados de los recurrentes, en la lectura de sus conclusio-
nes; 

Oído al Lic. Rafael Cáceres R., en representación del 
Lic. Marino E. Cáceres, Cédula No. 500, serie lra., y Wen-
ceslao Troncoso S., Cédula No. 502, serie lra., abogados de 
la recurrida, en la lectura de sus conclusiones; recurrida 
que es la American Life Insurance Company, entidad ase-
guradora organizada de acuerdo con las leyes de' Estado de 
Delaware, Estados Unidos de América, con ofic . nas en el 
país instaladas en el edificio Núm. s/n. (Condominio Santa-
na Ana), en la Avenida Independencia esquina Beller, de 
esta ciudad; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 



3384 	 230LETIN JUDICIAL 

SENTENCIA DE FECHA 7 DE NOVIEMBRE DEL 
1973. 

Sentencia impugnada: 
Corte de Apelación de Santo Domingo d
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Abogados: 
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pendencia y 111' de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 
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,a  No. 14924, serie 13, Rh . na 

11 	

Mildred Méndez Féliz, do- 

Inicana, mayor de edad, de quehaceres domésticos, cédu-
: No. 16098, serie 12; Oneida Sofía Méndez Feliz, domiai-

lia, mayor de edad, soltera, estudiante, cédula No. 18023, 
eserie 12 y Persia Zeneida Féliz Vda. Méndez, dominicana, 
mayor de edad, soltera, empleada pública, cédula No. 2028, 
serie 12, quien actúa en nombre y representación de sus hi-
jos menores, Elnora Teresita, Narciso Alexis y Juan Ma-
nuel Méndez Féliz, todos domiciliados y residentes en la 
ciudad de San Juan de la Maguana, contra la sentencia de 
fecha 24 de mayo de 1972, dictada en sus atribuc'ones co-
merciales por la Corte de Apelación de Santo Domingo, cu-
yo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Julio César Montolío, en representación 
de los Dres. Jovino Herrera Arnó, Cédula No. 8376, serie 
12, y V. Onésimo Valenzuela, Cédula No. 13436, ser . ,e 12, 
abogados de los recurrentes, en la lectura de sus conclusio-
nes; 

Oído al Lic. Rafael Cáceres R., en representación del 
Lic. Marino E. Cáceres, Cédula No. 500, serie lra., y Wen-
ceslao Troncoso S., Cédula No. 502, serie lra., abogados de 
la recurrida, en la lectura de sus conclusiones; recurrida 
que es la American Life Insurance Company, entidad ase-
guradora organizada de acuerdo con las leyes de' Estado de 
Delaware, Estados Unidos de América, con ofic'nas en el 
país instaladas en el edificio Núm. s/n. (Condominio Santa-
na Ana), en la Avenida Independencia esquina Beller, de 
esta ciudad; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 
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Visto el memorial de casación de los recurrentes, sus-
crito por sus abogados, y depositado en la Secretaría de la 

Suprema Corte de Justicia en fecha 8 de agosto de 1972 
en el cual se proponen los medios de casación que se indi-
can más adelante; 

Visto el memorial de defensa de fecha 4 de octubre de 
1972, suscrito por los abogados de la recurrida; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales cuya violación denuncian 
los recurrentes, y los que se indican más adelante; y 1 y 65 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con moti-
vo de una demanda lanzada en fecha 13 de enero de 1970 
por los actuales recurrentes contra la recurrida a fines de 
ejecución de una póliza de seguros de vida, de la cual eran 
benef ciarios por muerte de Melchor Narciso Méndez Gui-
llu, la Cámara Civil y Comercial de la Primera Circunscrip-
ción del Juzgado de Primera Instancia del Disrtito Nacio-
nal, dictó en fecha 28 de octubre de 1971, una sentencia 
cuyo dispositivo figura inserto más adelante en el del fa-
llo ahora impugnado; b) Que sobre el recurso interpuesto 
por los demandantes, la Corte a-qua dictó en fecha 24 de 
mayo de 1972, la sentencia ahora impugnada en casación, 
con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara 
regular y válido en la forma el recurso de apelación inten-
tado por los señores Nelson Ney Méndez Feliz, Rhina Mil-
dres Méndez Feliz de Monted de Oca, Oneida Sofía Méndez 
Feliz y Persia Zenaida Feliz Viuda Méndez, esta última por 
sí y por sus hijos menores Elnora Teresita, Narciso Alexis y 
Juan Manuel Méndez Feliz, contra sentencia de fecha 28 de 
Octubre de 1971, dictada por la Cámara de lo Civil y C0-  

mercial de la Primera Circunscripción del Juzgado de Pri- 
era Instancia del Distr . to Nacional, la cual contiene el 

Pri- 

mera 
	siguiente: 'Falla: Primero: Rechaza las conclu- 

siones presentadas en audiencia por Nelson Ney Méndez 
élRina M.1dred Méndez Fa .  z de Montes de Oca, Onei-

Fda siz'  Sofía Méndez Feliz y Persia Zenaida Feliz Viuda Mén-
dez, quien actúa esta última a nombre y representación de 

sus  hijos menores de edad, legítimos, Elnora Teresita, Nar-

ciso Alexis y Juan Manuel Méndez Feliz, parte demandan- 

te, por improcedentes e infundadas; Segundo: Acoge en su 
totalidad las conclusiones formuladas en audiencia por la 
American Life Insurence Company, parte demandada, y, en 
consecuencia Rechaza la demanda comercial en pago de pó-
liza de que se trata, incoada por la mencionada parte de-
mandante en su contra, según acto de fecha 13 de Enero 
de 1970, instrumentado y not finado por el ministerial Luis 
María Peralta Almonte, Alguacil Ordinario de la Suprema 
Corte de Justicia; Tercero: Autoriza a la American Life In-
surance Company a librarse del Seguros precitado devol-
viendo a los demandantes el monto de las primas pagadas 
por el finado Melchor Narciso Méndez G , ascendentes a 
Trescientos Cricuenta y Ocho Pesos Oro con Ochenta y Dos 
Centavos (RD$358.82); Cuarto: Condena a la parte deman-
dante, que sucumbe, al pago de las costas; SEGUNDO: Con-

firma en todas sus partes 'a sentencia recurrida; TERCE-
RO: Condena a los apelantes al pago de las costas causa-
das"; 

Considerando, que en su memorial de casación, los re-
currentes proponen los siguientes medios: Primer Medio: 
Violación del derecho de defensa y falta de base legal. Se-
gundo Medio: Falsa aplicac'ón del artículo 348 del Código 
de Comercio. Falta de base legal. Tercer Medio: Violación 

de los artículos 1315 y 1134 del Código Civil. Falta de base 
legal. Cuarto: Falta de base legal y Violación del artículo 
141 del Código de Procedimiento Civil, y Falta de motivos; 
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Visto el memorial de casación de los recurrentes, sus_ 
crito por sus abogados, y depositado en la Secretaría d e  la 

 Suprema Corte de Justicia en fecha 8 de agosto de 1972 
en el cual se proponen los medios de casación que se  indi- 
can más adelante; 

Visto el memorial de defensa de fecha 4 de octubre cie 
1972, suscrito por los abogados de la recurrida; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales cuya violación denuncian 
los recurrentes, y los que se indican más adelante; y 1 y 63 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con moti-
vo de una demanda lanzada en fecha 13 de enero de 1970 
por los actuales recurrentes contra la recurrida a fines de 
ejecución de una póliza de seguros de vida, de la cual eran 
beneficiarios por muerte de Melchor Narciso Méndez Gui-
llo, la Cámara Civil y Comercial de la Primera Circunscrip-
ción del Juzgado de Primera Instancia del Disrtito Nacio-
nal, dictó en fecha 28 de octubre de 1971, una sentencia 
cuyo dispositivo figura inserto más adelante en el del fa-
llo ahora impugnado; b) Que sobre el recurso interpuesto 
por los demandantes, la Corte a-qua dictó en fecha 24 de 
mayo de 1972, la sentencia ahora impugnada en casación, 
con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara 
regular y válido en la forma el recurso de apelación inten-
tado por los señores Nelson Ney Méndez Feliz, Rhina Ma-
dres Méndez Feliz de Monted de Oca, Oneida Sofía Méndez 
Feliz y Persia Zenaida Feliz Viuda Méndez, esta última por 
sí y por sus hijos menores Elnora Teresita, Narciso Alexis y 
Juan Manuel Méndez Feliz, contra sentencia de fecha 28 de 
Octubre de 1971, dictada por la Cámara de lo Civil y C3- 
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ercial de la Primera Circunscripción del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distr'to Nacional, la cual contiene el 
dispositivo siguiente: 'Falla: Primero: Rechaza las conclu-
siones presentadas en audiencia por Nelson Ney Méndez 

Féliz , Rina M.1dred Méndez Fel' z de Montes de Oca, Onei-
da Sofía Méndez Feliz y Persia Zenaida Feliz Viuda Mén-
dez, quien actúa esta última a nombre y representación de 

sus  hijos menores de edad, legítimos, Elnora Teresita, Nar-
ciso Alexis y Juan Manuel Méndez Feliz, parte demandan- 

te, por improcedentes e infundadas; Segundo: Acoge en su 
totalidad las conclusiones formuladas en audiencia por la 
American Life Insurence Company, parte demandada, y, en 
consecuencia Rechaza la demanda comercial en pago de pó-
liza de que se trata, incoada por la mencionada parte de-
mandante en su contra, según acto de fecha 13 de Enero 
de 1970, instrumentado y not finado por el ministerial Luis 
María Peralta A'monte, Alguacil Ordinario de la Suprema 
Corte de Justicia; Tercero: Autoriza a la American Life In-
surance Company a librarse del Seguros precitado devol-
viendo a los demandantes el monto de las primas pagadas 
por el finado Melchor Narciso Méndez G , ascendentes a 
Trescientos C'ncuenta y Ocho Pesos Oro con Ochenta y Dos 
Centavos (RD$358.82); Cuarto: Condena a la parte deman-
dante, que sucumbe, al pago de las costas; SEGUNDO: Con-
firma en todas sus partes 'a sentencia recurrida; TERCE-
RO: Condena a los apelantes al pago de las costas causa-
das"; 

Considerando, que en su memorial de casación, los re-
currentes proponen los siguientes medios: Primer Medio: 
Violación del derecho de defensa y falta de base legal. Se-
gundo Medio: Falsa aplicac'ón del artículo 348 del Código 
de Comercio. Falta de base legal. Tercer Medio: Violación 
de los artículos 1315 y 1134 del Código Civil. Falta de base 
legal. Cuarto: Falta de base legal y Violación del artículo 
141 del Código de Procedimiento Civil, y Falta de motivos; 
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Considerando, que en el desarrollo del primer medi o 
 sostienen en síntesis los recurrentes, que la Corte a-qua pa _ 

ra rechazar su demanda contra la American Life Insuran-
ce Company, se basó en el historial clínico del finado Mei. 
chor Narciso Méndez que consta en un documento expedi-
do el 2 de febrero de 1970, por el Dr. José Antonio Pegue-
ro Calzada, del personal médico del Hospital Salvador 13. 
Gautier, y sostienen los recurrentes que ese documento ja-
más fue sometido por la compañía aseguradora al debate 
contradictorio, por lo cual se violó el derecho de defensa 
y se incurrió en el vicio de falta de base legal; pero, 

Considerando, que el examen del fallo impugnado pone 
de manifesto que entre los documentos depositados por la 
hoy recurrida en casación, figura descrito en la pág. 13 de 
dicho fa'lo, "la historia clínica del Hospital Salvador B. 
Gautier", documento debidamente registrado, que es al que 
se refieren los recurrentes; y es más, en las páginas 15 y 16 
de la misma sentencia, figura ponderado dicho documento, 
en el cual, en forma exhaustiva se describen las enfermeda-
des que sufría el asegurado Melchor Méndez, y que éste si-
lenció al suscribir su póliza de seguro de vida, razón por 
la cual, y en virtud de una clásula de la póliza que luego 
se analiza más adelante en el fallo impugnado, se rechazó 
tanto en primera instancia como en apelación la reclama-
ción de pago que hacían los herederos de Méndez, hoy re-
currentes en casación; que, en esas condiciones el derecho 
de defensa no pudo ser violado, ni pudo incurrirse en el vi-
cio de fa'ta de base legal por ese motivo; razón por la cual, 
el primer medio del recurso carece de fundamento y debe 
ser desestimado; 

Considerando que en el desarrollo del segundo medio 
de su recurso, sostienen en resumen los recurrentes, que al 
decir la Corte a-qua que Melchor Narciso Méndez, hoy fi-
nado, había silenciado expresamente la verdad en cuanto 
a su estado físico con el fin de obtener la póliza, se basó en  

artículo 348 del Código de Comercio; que como ese tex-
to legal tiene aplicación jurídica sólo en los contratos de 

Seguro Marítimo que cubren el transporte de cosas, y Mel-

chor  Narciso Méndez no se constituyó en mercancía al sus-

cribir la póliza de seguro de vida cuyo cumplimiento o eje-
cución se reclama, se hizo, de ese texto una falsa aplicación; 

que, por otra parte, n'nguna cláusula de la póliza que sus-
cribió Méndez sanciona con la nulidad de la misma, cual-
quiera declaración inexacta; que, además, la llamada cláu-
sula de indisputabilidad que invocó la compañía asegura-
dora en su defensa, prohibe a los beneficiaros el derecho 
de reclamar si la muerte del asegurado ocurre antes de 
vencerse los dos años de suscrito el contrato de póliza; que, 
por último, la compañía fue negligente pues nada le impe-
día a ella, el hacer un exhaustivo examen del estado de sa-
lud del futuro asegurado; que, por todo ello se incurrió no 
sólo en la falsa aplicación del antes citado artículo 348 del 
Código de Comercio, sino en el vicio de falta de base legal 
en ese aspecto; pero, 

Considerando, que contrariamente a como lo alegan 
los recurrentes, en el fallo impugnado no se hizo aplicación 
alguna del artículo 348 del Código de Comercio antes ci-
tado, el cual ni siquiera se menciona entre los textos lega-
les aplicados, todo según resu'ta del examen de dicho fa-
llo, por lo cual ese texto no pudo ser violado; que tampoco 
e basó dicha sentencia en el hecho de que la muerte del 

asegurado ocurriera antes de los dos años después de sus-
crita la póliza, por lo que tal alegato carece de pertinencia; 
que, en efecto, el fundamento de la sentencia que se exami-
na, según consta en los Considerandos insertos en las pági-
nas 16 y 17 de dicho fallo, fue el siguiente: "Que en sus de-
claraciones el señor Melchor Narciso Méndez, hoy falleci-
do, al médico examinador o agente autorizado por la Com-
pañía American Life Insurance Ccmpany al solicitar su se-
guro declaró negativamente todas las preguntas relativas a 
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Considerando, que en el desarrollo del primer medi
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sostienen en síntesis los recurrentes, que la Corte a-qua pa _ 
ra rechazar su demanda contra la American Life Insura 
ce Company, se basó en el historial clínico del finado Mel-
chor Narciso Méndez que consta en un documento expedi-
do el 2 de febrero de 1970, por el Dr. José Antonio Pegu e.. 
ro Calzada, del personal médico del Hospital Salvador B. 
Gautier, y sostienen los recurrentes que ese documento ja-
más fue sometido por la compañía aseguradora al debate 
contradictorio, por lo cual se violó el derecho de defensa 
y se incurrió en el vicio de falta de base legal; pero, 

Considerando, que el examen del fallo impugnado pone 
de manif esto que entre los documentos depositados por la 
hoy recurrida en casación, figura descrito en la pág. 13 de 
dicho fallo, "la historia clínica del Hospital Salvador B. 
Gautier", documento debidamente registrado, que es al que 
se refieren los recurrentes; y es más, en las páginas 15 y 16 
de la misma sentencia, figura ponderado dicho documento, 
en el cual, en forma exhaustiva se describen las enfermeda-
des que sufría el asegurado Melchor Méndez, y que éste si-
lenció al suscribir su póliza de seguro de vida, razón por 
la cual, y en virtud de una clásula de la póliza que luego 
se analiza más adelante en el fallo impugnado, se rechazó 
tanto en primera instancia como en apelación la reclama-
ción de pago que hacían los herederos de Méndez, hoy re-
currentes en casación; que, en esas condiciones el derecho 
de defensa no pudo ser violado, ni pudo incurrirse en el vi-
cio de falta de base legal por ese motivo; razón por la cual, 
el primer medio del recurso carece de fundamento y debe 
ser desestmadci; 

Considerando que en el desarrollo del segundo medio 
de su recurso, sostienen en resumen los recurrentes, que al 
decir la Corte a-qua que Melchor Narciso Méndez, hoy fi-
nado, había silenciado expresamente la verdad en cuanto 
a su estado físico con el fin de obtener la póliza, se basó en  

e1 artículo 348 del Código de Comercio; que como ese tex-
to legal tiene aplicación jurídica sólo en los contratos de 
seguro Marítimo que cubren el transporte de cosas, y Mel-
chor Narciso Méndez no se constituyó en mercancía al sus-
cribir la póliza de seguro de vida cuyo cumplimiento o eje-

cución se reclama, se hizo, de ese texto una falsa aplicación; 
que, por otra parte, n'nguna cláusula de la póliza que sus-
cribió Méndez sanciona con la nulidad de la misma, cual-
quiera declaración inexacta; que, además, la llamada cláu-
sula de indisputabilidad que invocó la compañía asegura-
dora en su defensa, prohibe a los beneficiar:os el derecho 
de reclamar si la muerte del asegurado ocurre antes de 
vencerse los dos años de suscrito el contrato de póliza; que, 
por último, la compañía fue negligente pues nada Le impe-
día a ella, el hacer un exhaustivo examen del estado de sa-
lud del futuro asegurado; que, por todo ello se incurrió no 
sólo en la falsa aplicación del antes citado artículo 348 del 
Código de Comercio, sino en el vicio de falta de base legal 
en ese aspecto; pero, 

Considerando, que contrariamente a como lo alegan 
Ios recurrentes, en el fallo impugnado no se hizo aplicación 
alguna del artículo 348 del Código de Comercio antes ci-
ado, el cual ni siquiera se menciona entre los textos lega-
es aplicados, todo según resulta del examen de dicho fa-

llo, por lo cual ese texto no pudo ser violado; que tampoco 
se basó dicha sentencia en el hecho de que la muerte del 
segurado ocurriera antes de los dos años después de sus-
rita la póliza, por lo que tal alegato carece de pertinencia; 

que, en efecto, el fundamento de la sentencia que se exami-
na, según consta en los Considerandos insertos en las pági-
nas 16 y 17 de dicho fallo, fue el siguiente: "Que en sus de-
claraciones el señor Melchor Narciso Méndez, hoy fal'eci-
do, al médico examinador o agente autorizado por la Com-
pañía American Life Insurance Company al solicitar su se-
guro declaró negativamente todas las preguntas relativas a 
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su padecimiento anterior o sea no haber sufrido ningun a 
 enfermedad de las que figuran en el forrnu'ar*0 por él fir-

mado, en el cual figuraba en la letra "B" la relativa a pa.. 
dec:miento de diabetes, y repetimcs, a todas contestó nega. 
tivamente sin hacer ningún comentario o reserva; que se-
gún se ha probado el señor Melchor Méndez hoy finad o, 

 silenció expresamente la verdad en cuanto a su estado fí-
sico anterior por él conocido, lo que si inifica que falseó de-
liberadamente sus declaraciones, con la finalidad de obte. 
ner la contratación de un seguro de vida con la compañia 
American Life Insurance Ccmpany, a todas luces perjudi-
cial para dicha compañía en esas condiciones; que dicha en-
tidad aseguradora frente a las declaraciones del señor Mel-
chor N. Méndez en el sentido de que se encontraba en buen 
estado de salud y no haber sufrido ningún quebranto de 
cuidado con anterioridad, no estaba obligado a hacer some-
ter a examen general, a sus expensas al señor Méndez; que 
todo lo anterior expuesto, se pone de manifiesto que el de-
clarante ocultó a sabiendas hechos sustanciales que estaba 
en la obligación de revelar para las negociaciones de con-
tratación de su seguro y a' no hacerlo así cometió un frau-
de que indujo a la Compañía catada a emitir una póliza en 
su favor en las circunstancias antes señaladas, ya que de 
haber conocido los hechos verdaderos pcdía optar en no 
emitir la póliza o por lo menos aumentar el valor de la mis-
ma de acuerdo con las circunstancias"; 

Considerando, que aunque luego en e' Considerando in-
serto en la página 17 de la sentencia impugnada se da cons-
tancia de que el seguro se efectuó el 28 de julio de 1967 y 
Méndez falleció el 7 de noviembre de 1968, o sea, 1 año y 
4 meses después, a causa de insuficiencia renal, fue eviden-
temente para destacar nuevamente que el asegurado silen-
ció al tomar e' seguro, ese quebranto que poco después le 
produjo la muerte cometiendo así una reticencia dolosa; que 
en tales condiciones, el fallo impugnado contiene en el pun- 

to 
 que se examina, una relación de los hechos suficiente pa- 

4 ostificar lo decidido, por lo que no se incurrió tampoco 
ra J 

en este aspecto en el vicio de falta de base legal, razón por 

la cual el segundo med .  o del recurso carece también de fun-

damento y debe ser desestimado; 

Considerando, que en los medios tercero y cuarto, reu-
nidos, los recurrentes sostienen en síntesis; que no existe 
ningún elemento probatorio de que Méndez falseara deli-
beradamente sus declaraciones para obtener la póliza; que 

el razonamiento de la Corte a-qua no puede ser el producto 
de una presunción como al efecto lo fue, sino que ese crite-
rio debió formarse frente a elementos de juicio y frente a 
pruebas sometidas legalmente; que corresponde a los jue-
ces del fondo para calificar un hecho de reticente, el apre-
ciado de acuerdo con los elementos de la causa; que para 
el hipotético caso de que en la especie fuera aplicable al 
artículo 348 del Código de Comercio, y para el caso tam-
bién hipotético de que Méndez hubiera sido reticente en su 
declaración, la Corte debió exponer cuáles son los elemen-
tos de la causa, serios y determinantes que llevó a los jue-
ces a formar su convicción en tal sentido; que, además, es 
evidente que la Corte se basó para fallar la litis únicamen-
te en el historial clínico que consta en el documento del 2 
de febrero de 1970, suscrito por el Dr. Peguero Calzada, del 
personal médico del Hospital "Salvador B. Gautier"; y que 
ese documento (insisten otra vez loS reccurrentes) no fue 
hecho contradictorio; que por último, el fallo impugnado 
no contiene una motivación adecuada por adolecer ,a jui-
cio de los recurrentes, de los vicios que ellos señalan; que, 
por todo ello debe ser casado; pero, 

Considerando, que evidentemente en estos dos medios 
que ahora se examinan, se reiteran argumentos ya expues-
tos por los recurrentes en los medios anteriores, los cuales 
han quedado precedentemente desestimados; que, por otra 
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su padecimiento anterior o sea no haber sufrido ningu na 
 enfermedad de las que figuran en el formular. ° por él fir-

mado, en el cual figuraba en la letra "B" la relativa a  pa-
decimiento de diabetes, y repetimos, a todas contestó nega-
tivamente sin hacer ningún comentario o reserva; que se-
gún se ha probado el señor Melchor Méndez hoy finado, 
silenció expresamente la verdad en cuanto a su estado fí-
sico anterior por él conocido, lo que silnifica que falseó de-
liberadamente sus declaraciones, con la finalidad de obte-
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chor N. Méndez en el sentido de que se encontraba en buen 
estado de salud y no haber sufrido ningún quebranto de 
cuidado con anterioridad, no estaba obligado a hacer some-
ter a examen general, a sus expensas al señor Méndez; que 
todo lo anterior expuesto, se pone de manifiesto que el de-
clarante ocultó a sabiendas hechos sustanciales que estaba 
en la obligación de revelar para las negociaciones de con-
tratac'ón de su seguro y a' no hacerlo así cometió un frau-
de que indujo a la Compañía c:tada a emitir una póliza en 
su favor en las circunstancias antes señaladas, ya que de 
haber conocido los hechos verdaderos pedía optar en no 
emitir la póliza o por lo menos aumentar el valor de la mis-
ma de acuerdo con las circunstancias"; 

Considerando, que aunque luego en e' Considerando in-
serto en la página 17 de la sentencia impugnada se da cons-
tancia de que el seguro se efectuó el 28 de julio de 1967 y 
Méndez falleció el 7 de noviembre de 1968, o sea, 1 año y 
4 meses después, a causa de insuficiencia renal, fue eviden-
temente para destacar nuevamente que el asegurado silen-
ció al tomar e' seguro, ese quebranto que poco después le 
produjo la muerte cometiendo así una reticencia dolosa; que 
en tales condiciones, el fallo impugnado contiene en el pun- 
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to que se examina, una relación de los hechos suficiente pa-

ra  justificar lo decidido, por lo que no se incurrió tampoco 

en este aspecto en el vicio de falta de base legal, razón por 

la cual el segundo med .  o del recurso carece también de fun-

damento y debe ser desestimado; 

Considerando, que en los medios tercero y cuarto, reu-
nidos, los recurrentes sostienen en síntesis; que no existe 

ningún elemento probatorio de que Méndez falseara deli-
beradamente sus declaraciones para obtener la póliza; que 
el razonamiento de la Corte a-qua no puede ser el producto 
de una presunción como al efecto lo fue, sino que ese crite-
rio debió formarse frente a elementos de juicio y frente a 
pruebas sometidas legalmente; que corresponde a los jue-
ces del fondo para calificar un hecho de reticente, el apre-
ciado de acuerdo con los elementos de la causa; que para 
el hipotético caso de que en la especie fuera aplicable al 
artículo 348 del Código de Comercio, y para el caso tam-
bién hipotético de que Méndez hubiera sido reticente en su 
declaración, la Corte debió exponer cuáles son los elemen-
tos de la causa, serios y determinantes que llevó a los jue-
ces a formar su convicción en tal sentido; que, además, es 
evidente que la Corte se basó para fallar la litis únicamen-
te en el historial clínico que consta en el documento del 2 
de febrero de 1970, suscrito por el Dr. Peguero Calzada, del 
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no contiene una motivación adecuada por adolecer ,a jui-
cio de los recurrentes, de los vicios que ellos señalan; que, 
por todo ello debe ser casado; pero, 

Considerando, que evidentemente en estos dos medios 
que ahora se examinan, se reiteran argumentos ya expues-
tos por los recurrentes en los medios anteriores, los cuales 
han quedado precedentemente desestimados; que, por otra 
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parte la Corte ponderó suficientemente en el fallo imp ag, 
nado la situación contractual que ligaba a las partes sobr e 

 las preguntas cuya contestación el asegurado siley ció al 
suscribir la póliza, sobre su estado físico y también ponde ró 
su historial clínico anterior; que por consiguiente no falló 
—como se alega— en base a presunciones, lo que bien pudo 
hacer pues las presunciones constituyen un medio de prue-
ba autorizado por la ley, cuando son graves, precisas y eón_ 
cordantes; que, como en el caso ocurrente no fue aplicado 
el artícu:o 348 del Código de Comercio, es innecesario in_ 
sistir de nuevo en la no pertinencia de ese alegato; que na-
da se opone a que la Corte a-qua se basara entre otros ele-
mentos de juicio, en el historial clínico del asegurado, docu-
mento que fue aportado para probar precisamente un pun-
to esencial de la litis y el cual fue hecho contradictorio en-
tre las partes, según también se dijo antes; que, finalmen. 
te, por todo cuanto se ha venido exponiendo, y por el exa-
men del fallo impugnado resulta establecido, contrariamen-
te a como lo entienden los recurrentes, que él contiene mo-
tivos suficientes y pertinentes que lo justifican, y una re-
lación de hechos que permie apreciar que la ley fue bien 
aplicada; que, por tanto, los medios tercero y cuarto del re-
curso, carecen también de fundamento y deben ser desesti-
mados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Nelson Ney Méndez Féliz, Rhina 
Mildred Méndez Féliz, Oneida Sofía Méndez Féliz, y Per-
sia Zeneida Féliz Vda. Méndez, quien actúa en nombre y 
representación de sus hijos menores, Elnora Teresita, Nar-
ciso Alexis y Juan Manuel Méndez Féliz, contra la senten-
cia dictada en sus atribuciones comerciales, por la Corte de 
Apelación de Santo Domingo en fecha 24 de mayo de 1972, 
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; Segundo: Condena a los recurrentes al pago de 
las costas. 
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(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 

E .  Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Am:ama.— Man D. 
Bergés Chupani.— Francisco E:pidio Beras.— Joaquín M. 
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— José 
A. Paniagua Mateo.— Manuel Richiez Acevedo.— Ernesto 

Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 7 DE NOVIEMBRE DEL 1973. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo de 
fecha 26 de Julio de 1972. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Rafael César Menda Arias y compartes. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio 
Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, José A. Paniagua Mateo y Manuel A. Richiez Ace-
vedo, asistidos del Secretario General, en la Sala donde co-
lebra sus audiencia, en la ciudad de Santo Domingo de Guz-
mán, Distrito Nacional, hoy día 7 del mes de Nov'embre 
del año 1973, años 130' de la Independencia y 111' de la 
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de ca- sación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Rafael 
César Mencía Arias, dominicano, mayor de edad, casado, 
empleado particular, cédula No. 66733, serie lra., residen-
te en la Avenida Central de la ciudad de Monte Cristy; el 
Banco Agrícola de la República Dominicana y Manuel An-
tonio Mateo Suero, dominicano, mayor de edad, soltero, 
agricuutor, cédula No. 19456, serie 12, domiciliado y resi- 

dente en la casa No. 68 de la calle Arturo Machado de esta 
ciudad, contra la sentencia dictada en fecha 26 de julo de 

1 972, por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus 

atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se copia más 

adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de los recursos de casación levantada en 
la Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 23 de agosto de 
1972, a requerimiento del Dr. Angel Flores Ortiz, abogado 
de los recurrentes Rafael César Mencía Arias y el Banco 
Agrícola de la República Dominicana, en la cual no se ex-
pone ningún medio determinado de casación; 

Vista e' acta del recurso de casación levantada en 'a 
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 11 de agosto de 1972, 

a requerimiento del Dr. José A. Rodríguez Conde, aboga-
do del recurrente Manuel Antonio Mateo Suero, parte ci-
vil constituida, en la cual no se indica ningún medio de-
terminado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y s'guientes de la Ley 241, 
de 1967, de Tránsito de Vehículos; 13 93 y 1394 del Cód go 

Civil; y 1, 37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de casa-
ción; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente :a) que 
Con motivo de un accidente automov lístico, ocurrido el día 
1ro. de noviembre de 1971, en esta ciudad y en la esqu"na 
formada por la Avenida Duarte y la calle 13, en el cual re- 
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dente 
en la casa No. 68 de la calle Arturo Machado de esta 

ciudad, contra la sentencia dictada en fecha 26 de jul . () de 

1972, por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus 
atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se copia más 

adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta de los recursos de casación levantada en 
la Secretaría de la Corte .a-qua, en fecha 23 de agosto de 
1972, a requerimiento del Dr. Angel Flores Ortiz, abogado 

de los recurrentes Rafael César Mencía Arias y el Banco 
Agrícola de la República Domin'cana, en la cual no se ex-
pone ningún medio determinado de casación; 

Vsta e' acta del recurso de casación levantada en 'a 
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 11 de agosto de 1972, 
a requerimiento del Dr. José A. Rodríguez Conde, aboga-
do del recurrente Manuel Antonio Mateo Suero, parte ci-
vil constituída, en la cual no se indica ningún medio de-
terminado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y s'guientes de la Ley 241, 
de 1967, de Tránsito de Vehículos; 1393 y 1394 del Cód go 
Civil; y 1, 37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de casa-
ción; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente :a) que 
con motivo de un accidente automovilístico, ocurrido el día 
1ro. de noviembre de 1971, en esta ciudad y en la esqu"na 
formada por la Avenida Duarte y la calle 13, en el cual re- 
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sultó una persona con lesiones corporales, la Sexta 
A-ra Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito

C 
 i\z: cional, dictó en fecha 14 de febrero de 1972, una sentencia' 

cuyo dispositivo se encuentra inserto más adelante, e
n  del fallo ahora impugnado; b) que sobre los recursos inte'i,

r 
A 

puestos intervino la sentencia ahora impugnada en 
 ción, con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO

:  cAd,
asa.. 

 mite, por regulares en la forma; a) el recurso de apelación 
interpuesto en fecha 18 del mes de febrero del 1972, 

	l Por e Dr. José A. Rodríguez Conde, a nombre 
de Manuel Antonio Mateo, parte civil cons y representación 

tituida, y 
recurso de apelación interpuesto en fecha 24 del med

e)  fe- brero del 1972, por el Dr. Luis Arnaldo Roa, ayudante 
Procurador Fiscal del Distrito Nacional, 	ante 	

del 
la S Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins

por 
 tancia del Dis

exta
.. frito Nacional, contra la sentencia dictada en 

sus atribucio- nes correccionales, y en fecha 14 del mes de febrero del 
1972, por dicha Sexta Cámara de lo Penal, cuyo dispositi- 
vo dice así: 

'Falla: Primero: Se declara al nombrado Rafael 
César Mencía Arias, no culpable de violar la Ley No. 241, 
en perjuicio de Manuel Antonio Mateo, y en consecuencia 
se descarga de toda responsabilidad penal, por no haber 
cometido ninguna de las faltas enunciadas en dicha Ley; 
Segundo: Se declara a Rafael César Mencía Arias, culpable 
de manejar un vehículo de motor sin portar matrícula ni 
marbete y en consecuencia se condena por este último he-
cho a pagar una multa de RD$10.00 y al pago de las cos-
tas; Tercero. Se rechazan las conclusiones presentadas en 
audiencia por el señor Manuel Antonio Mateo, por conduc-
to de su abogado Dr. José A. Rodríguez Conde, por impro-
cedente y mal 4:andadas"; SEGUNDO: Revoca en todas sus 
partes la sentencia apelada y en consecuenci acondena al 
prevenido Rafael Mencías Arias, a pagar Veinticinco Pesos 
Oro (RD$25.00) de multa acogiendo en su favor circunstant 
cias atenuantes y falta de la víctima por golpes y heridas 
involuntarios causados con el manejo o conducción 

de ve- 

h 'c
ulo de motor, que causaron a la víctima enfermedad o 

imposibilidad  posibilidad por más de veinte (20) días para sus labores 

en  perjuicio del nombrado Manuel Antonio Mateo Suero; 
TERCERO: Condena al prevenido Rafael Mencías Arias, por 

su  hecho personal y al Banco Agrícola de la República Do-
minicana, comitente del Primero, a pagar solidariamente 
en provecho del agraviado y parte civil constituida Manuel 
Anton o Mateo Suero, la suma de Un Mil Quinientos Pesos 
Oro (RD$1,500.00) indemnización just ay equitativa que 
guarda relación con el daño sufrido por la víctima tenien-
do en cuenta su propia falta en la ocurrencia del accidente; 
CUARTO: Condena a Rafael Arias y al Banco Agrícola de 
la República Dominicana, al pago solidario de las costas 
de ambas instancias y ordena la distracción de las civiles 
en provecho de los Dres. Luis Víctor García de Peña y Jo-
sé A. Rodríguez Conde, abogados que afirman haberlas 
avanzado en su totalidad; QUINTO: Declara no oponible la 
presente sentencia a Seguros América, C. por A., por no 
haberse probado que dicha compañía fuera la aseguradora 
del Vehículo conducido por el prevenido Rafael César Men-
cías Arias"; 

En cuanto al recurso del prevenido: 

Considerando, que los jueces del fondo dieron por es-. 
tablecido, mediante la ponderación de los elementos de jui-
cio, regularmente aportados a la instrución de la causa, los 
siguientes hechos: a) que el día 1ro. de noviembre de 1971, 
se produjo un accidente, entre el Jeep, placa oficial No. 
9111, conducido por Rafael César Mencía Arias y la bici-
cleta placa No. 5450, manejada por su propietario Manuel 
Antonio Mateo, en la esquina formada por la Avenida 
Duarte y la bicicleta de Este a Oeste por la calle 13; b) que 
en el accidente Manuel Antonio Mateo, resultó con lesio-
nes en distintas partes del cuerpo, una de las cuales le'de-
j6 lesiones de carácter permanente, de acuerdo con el Cer- 
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vo dice así: 'Falla: Primero: Se declara al nombrado Rafael 
César Mencía Arias, no culpable de violar la Ley No. 241, 
en perjuicio de Manuel Antonio Mateo, y en consecuencia 
se descarga de toda responsabilidad penal, por no haber 
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cho a pagar una multa de RD$10.00 y al pago de las cos-
tas; Tercero. Se rechazan las conclusiones presentadas en 
audiencia por el señor Manuel Antonio Mateo, por conduc-
to de su abogado Dr. José A. Rodríguez Conde, por impro-
cedente y mal fundadas"; SEGUNDO: Revoca en todas 

sus partes la sentencia apelada y en consecuenci acondena 
al prevenido Rafael Mencías Arias, a pagar Veinticinco Pesos 

Oro (RD$25.00) de multa acogiendo en su favor circunstan-
cias atenuantes y falta de la víctima por golpes y heridas 
involuntarios causados con el manejo o conducción 

de ve- 

d,e  motor, que causaron a la víctima enfermedad o 
'culo posibilidad por más de veinte (20) días para sus labores 

en perjuicio del nombrado Manuel Antonio Mateo Suero; 

TERCERO: Condena al prevenido Rafael Mencías Arias, por 
su hecho personal y al Banco Agrícola de la República Do-
minicana, comitente del Primero, a pagar solidariamente 
en provecho del agraviado y parte civil constituida Manuel 

Anton o Mateo Suero, la suma de Un Mil Quinientos Pesos 
Oro (RD$1,500.00) indemnización just ay equitativa que 

guarda relación con el daño sufrido por la víctima tenien-

do en cuenta su propia falta en la ocurrencia del accidente; 
CUARTO: Condena a Rafael Arias y al Banco Agrícola de 
la República Dominicana, al pago solidario de las costas 

de ambas instancias y ordena la distracción de las civiles 

en provecho de los Dres. Luis Víctor García de Peña y Jo-
sé A. Rodríguez Conde, abogados que afirman haberlas 
avanzado en su totalidad; QUINTO: Declara no oponible la 
presente sentencia a Seguros América, C. por A., por no 
haberse probado que dicha compañía fuera la aseguradora 
del Vehículo conducido por el prevenido Rafael César Men-
cías Arias"; 

En cuanto al recurso del prevenido: 

Considerando, que los jueces del fondo dieron por es-. 
tablecido, mediante la ponderación de los elementos de jui-
cio, regularmente aportados a la instrución de la causa, los 
siguientes hechos: a) que el día lro. de noviembre de 1971, 
se produjo un accidente, entre el Jeep, placa oficial No. 
9111, conducido por Rafael César Mencía Arias y la bici-
cleta placa No. 5450, manejada por su propietario Manuel 
Antonio Mateo, en la esquina formada por la Avenida 
Duarte y la bicicleta de Este a Oeste por la calle 13; b) que 
en el accidente Manuel Antonio Mateo, resultó con lesio-
nes en distintas partes del cuerpo, una de las cuales le'de-
jó lesiones de carácter permanente, de acuerdo con el Cer- 
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tlicado Médico que obra en el expediente; c) que en el 
cidente hubo imprudencia por parte del prevenido toda v ez 

 que no tcmó las medidas que la Ley aconseja, como son re-
ducir la velocidad, advertir con el toque de bocina, así co-
mo eualqu er otra medida tendiente a evitar el accidente. 
d) que además fue descuidado, en razón de que debió ad: 
vert r y no lo hizo, la presencia de la víctima que cruzaba 
la Avenida Duarte y ya al término de su cruce es cuando 
es alcanzado, lo que indica que el prevenido venía distraí-
do y no pudo percatarse de la presencia del ciclista, lo que 
necesariamente se traduce en un descu•do en la conducción 
de su vehículo; y e) que en esas condiciones, es obvio, que 
el prevenido no man'obró en forma adecuada a las circuns-
tancias, pues debiendo girar el vehícu'o hacia la izquierda, 
giró hace la derecha, alcanzando la bicicleta en la parte 
trasera, lo que indica que fue torpe en la conducción de su 
vehículo; 

Considerando, que los hechos así establecidos, confi-
guran el del to de go'pes y heridas por imprudencia, pro-
ducidos con el manejo de un vehículo de motor, previsto 
en el artículo 49, de la Ley No. 241, de 1967, y sancionado 
por ese mismo texto legal, en su letra d) de nueve meses a 
tres años de prisión y multa de doscientos pesos a setecien-
tos pesos, si los golpes o heridas ocasionaren a la víctima, 
como ocurr:6 en el presente caso, una lesión permanente; 
que por tanto, al condenar al prevenido recurrente, des-
pués de declararlo culpable, al pago de una multa de veinti-
cinco pesos oro, acogiendo circunstancias atenuantes en su 
favor, la Corte a-qua le aplicó una sanción ajustada a la Ley; 

Considerando, que la Corte a-qua, en cuanto a las con-
denaciones civiles, d•o por establecido, que el hecho puesto 
a cargo del prevenido, había ocasionado daños materiales y 
morales, a la parte civil constituída, Manuel Antonio Ma-
teo, cuyo monto apreció soberanamente en la cantidad de 
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Un Mil Quinientos Pesos, teniendo en cuenta la falta de la 
víctima; que, al condenar al prevenido recurrente al pago 
de esa suma conjuntamente con la persona civilmente res-
ponsable, a título de indemnización en favor de la parte ci-
vil constituída, la Corte .a-qua, hizo una correcta aplicación 
de los artículos 1383 y 1384, del Código Civil; 

Considerando, que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos en lo que concierne al interés del 
prevenido recurrente, ella no contiene ningún vicio que 
justifique su casación; 

En cuanto a los recursos de casación del Banco Agrícola de 
la República Dominicas n persona puesta en causa como 
civilmente responsable y de la parte civil constituida Ma- 

nuel A. Mateo. 

Considerando, que procede declarar la nulidad de es-
tos recursos, en vista de que los recurrentes no han expues-
to los medios en que se fundan, según lo exige el artículo 

37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Por tales motivos; Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por el prevenido Rafael Mencía Arias, 
contra sentencia dictada en fecha 26 de julio de 1972, por 
la Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus atribucio-
nes correccionales, cuyo dispositivo ha sido copiado en par-
te anterior del presente fallo; y lo condena al pago de las 
costas penales; y Segundo: Declara nulos los recursos de 
casación interpuestos por el Banco Agrícola de la Repúbli-
ca Dominicana y Manuel Antonio Mateo, contra la referida 

sentencia. 

Firmados.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. 
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— José 

1 
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t'ficado Médico que obra en el expediente; e) que en el aN 
 cidente hubo imprudencia por parte del prevenido toda vez 
 que no tomó las medidas que la Ley aconseja, como son re.. 

ducir la velocidad, advertir con el toque de bocina, así co, 
mo cualqu er otra medida tendiente a evitar el accidente. 
d) que además fue descuidado, en razón de que debió ad. 
vert r y no lo hizo, la presencia de la víctima que cruzaba 
la Avenida Duarte y ya al término de su cruce es cuando 
es alcanzado, lo que indica que el prevenido venía distraí-
do y no pudo percatarse de la presencia del ciclista, lo que 
necesariamente se traduce en un descu•do en la conducción 
de su vehículo; y e) que en esas condiciones, es obvio, que 
el prevenido no man'obró en forma adecuada a las circuns-
tancias, pues debiendo girar el vehícu'o hacia la izquierda, 
giró hace la derecha, alcanzando la bicicleta en la parte 
trasera, lo que indica que fue torpe en la conducción de su 
vehículo; 

Considerando, que los hechos así establecidos, confi-
guran el del to de go'pes y heridas por imprudencia, pro-
ducidos con el manejo de un vehículo de motor, previsto 
en el artículo 49, de la Ley No. 241, de 1967, y sancionado 
por ese mismo texto legal, en su letra d) de nueve meses a 
tres años de prisión y multa de doscientos pesos a setecien-
tos pesos, si los golpes o heridas ocasionaren a la víctima, 
como ocurrió en el presente caso, una lesión permanente; 
que por tanto, al condenar al prevenido recurrente, des-
pués de declararlo culpable, al pago de una multa de veinti-
cinco pesos oro, acogiendo circunstancias atenuantes en su 
favor, la Corte a-qua le aplicó una sanción ajustada a la Ley; 

Considerando, que la Corte a-qua, en cuanto a las con-
denaciones civiles, d'o por establecido, que el hecho puesto 
a cargo del prevenido, había ocasionado daños materiales y 
morales, a la parte civil constituída, Manuel Antonio Ma-
teo, cuyo monto apreció soberanamente en la cantidad de 
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Un Mil  Quinientos Pesos, teniendo en cuenta la falta de la 
víctima; que, al condenar al prevenido recurrente al pago 
de esa suma conjuntamente con la persona civilmente res-
ponsable, a título de indemnización en favor de la parte ci-
vil constituida, la Corte a-qua, hizo una correcta aplicación 
de los artículos 1383 y 1384, del Código Civil; 

Considerando, que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos en lo que concierne al interés del 
prevenido recurrente, ella no contiene ningún vicio que 
justifique su casación; 

En cuanto a los recursos de casación del Banco Agrícola de 
la República Domimicanal persona puesta en causa como 
civilmente responsable y de la parte civil constituída Ma- 

nuel A. Mateo. 

Considerando, que procede declarar la nulidad de es-
tos recursos, en vista de que los recurrentes no han expues-
to los medios en que se fundan, según lo exige el artículo 
37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Por tales motivos; Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por el prevenido Rafael Mencía Arias, 
contra sentencia dictada en fecha 26 de julio de 1972, por 
la Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus atribucio-
nes correccionales, cuyo dispositivo ha sido copiado en par-
te anterior del presente fallo; y lo condena al pago de las 
costas penales; y Segundo: Declara nulos los recursos de 
casación interpuestos por el Banco Agrícola de la Repúbli-
ca Dominicana y Manuel Antonio Mateo, contra la referida 

sentencia. 

Firmados.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. 
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— José 
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A. Paniagua Mateo. Manuel A. Richiez Acevedo.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezam ento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, 

y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que cert,f-co. Fdo. Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 7 DE NOVIEMBRE DEL 1973. 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha 4 

de Julio de 1972. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Héctor Domingo Lantigua y compartes. 

Abogado: Dr. Joaquín Ricardo Baiaguer. 

Interviniente: Pedro Antonio Peralta Capellán. 

Abogados: Dres. Carlos Rafael Rodríguez y César O. Saint Hilarie C. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Pres dente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpid:o Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar, José A. Paniagua Ma-
teo y Manuel A. Richiez Acevedo, asist dos de? Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 7 de noviembre del 1973, años 130' de la Independencia 
y 111' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Héctor 
Domingo Lantigua, dominicano, mayor de edad, soltero, 
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A. Paniagua Mateo, Manuel A. Richiez Acevedo. 
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Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpid:o Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar, José A. Paniagua Ma-
teo y Manuel A. Richiez Acevedo, asist'dos de'. Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 7 de noviembre del 1973, años 130' de la Independencia 
y 111' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Héctor 
Domingo Lantigua, dominicano, mayor de edad, soltero, 
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chófer, domiciliado en la ciudad de Santiago Rodríguez, 
dula No. 9871 serie 46, el Ayuntamiento del Municipio de 
Sabaneta, y la San Rafael C. por A., sociedad comercial, 
con domicilio en una casa sin número, de la calle Leopoldo 
Navarro esquina San Francisco de Macorís de•la ciudad de 
Santo Domingo, contra la sentencia de fecha 4 de julio de 
1972, doictada en sus atribuciones correccionales, por la 
Corte de Apelación del Departamento de Santiago, cuyo 
dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Ramón Tapia Espinal, en representación 
del Dr. Joaquín Ricardo Balaguer, cédula No. 39035 serie 
lra., abogado de los recurrentes, en la lectura de sus con-
clusiones; 

Oído al Dr. Carlos Rafael Rodríguez, cédula No. 3260 
serie 42, por sí y por el Dr. ,César O. Saint Hilaire C., cédu-
la No. 8830, serie 46, abogados del interviniente, que lo es, 
Pedro Antonio Peralta Capellán, dominicano, mayor de 
edad, casado, mecánico dental, domiciliado en"la casa No. 
202 de la calle Sánchez, de la ciudad de Sabaneta, con cé-
dula No. 10477 ser:e 37; 

Vista el acta de los recursos de casación levantada en 
la Secretaría de la Corte a-qua, el día 11 de julio de 1972, 
a requerimiento del Dr. Joaquín Ricardo Balaguer, a nom-
bre y representación del prevenido Héctor Domingo Lanti-
gua, del Ayuntamiento del Municipio de San Ignacio de Sa-
baneta y de la Compañía Nacional de Seguros, "San Ra- 
fael", C. por A., acta en la cual no se expone ningún medio 
determinado de casación; 

Visto el memorial de casación de fecha 21 de septiem-
bre de 1973, suscrito por el abogado de los recurrentes, en 
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el cual se proponen los medios que se indicarán más ade-

lante; 

Visto el escrito del interv:niente de fecha 21 de sep-
tiembre de 1973, firmado por sus abogados; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes, que se mencionan más adelante y los artículos 1, 

20 y 65 de la ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
Que con motivo de un accidente automovilístico ocurrido el 
día 26 de noviembre de 1971, aproximadamente a las 7 
p. m. en la carretera que conduce de "Santiago Rodríguez" 
a "Los Almác gos", al llegar al puesto de "Bánica", en el 
cual accidente, resultó con lesiones fís . cas, Pedro Antonio 

Eduardo Peralta Capellán, el Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Santiago Rodríguez dictó en fe-
cha 2 de marzo de 1972, una sentencia cuyo dispositivo fi-
gura inserto en el de la ahora impugnada; b) que sobre los 
recursos interpuestos, la Corte a-qua dictó en fecha 14 de 
julio de 1972, la sentencia ahora impugnada en casación, 
con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara 
buenos y válido sen cuanto a la forma los recursos de ape-
lación interpuestos por el Lic. Eduardo Trueba, a nombre 
y representas' en del prevenido Héctor Domingo Lantigua, 
de la persona civilmente responsable el Ayuntamiento del 
Municipio de San Ignacio de Sabaneta y de la compañía 
de seguros 'San Rafael', C. por A., contra sentencia No. 39 
de fecha 2 de marzo del 1972 dictada por el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Santiago Rodríguez, 
cuyo d'spositivo copiado textualmente es el siguiente 
`Falla: Primero: Declara al nombrado Héctor Domingo Lan- 
tigua, de generales que constan, culpable del delito de vio- 
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chófer, domiciliado en la ciudad de Santiago Rodríguez, c cs, 
dula No. 9871 serie 46, el Ayuntamiento del Municipio de 
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Corte de Apelación del Departamento de Santiago, cuyo 
dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Ramón Tapia Espinal, en representación 
del Dr. Joaquín Ricardo Balaguer, cédula No. 39035 serie 
lra., abogado de los recurrentes, en la lectura de sus con-
clusiones; 

Oído al Dr. Carlos Rafael Rodríguez, cédula No. 3260 
serie 42, por sí y por el Dr. ,César O. Saint Hilaire C., cédu-
la No. 8830, serie 46, abogados del interviniente, que lo es, 
Pedro Antonio Peralta Capellán, dominicano, mayor de 
edad, casado, mecánico dental, domiciliado en'la casa No. 
202 de la calle Sánchez, de la ciudad de Sabaneta, con cé-
dula No. 10477 serie 37; 

Vista el acta de los recursos de casación levantada en 
la Secretaría de la Corte a-qua, el día 11 de julio de 1972, 
a requerimiento del Dr. Joaquín Ricardo Balaguer, a nom-
bre y representación del prevenido Héctor Domingo Lanti-
gua, del Ayuntamiento del Municipio de San Ignacio de Sa-
baneta y de la Compañía Nacional de Seguros, "San Ra- 
fael", C. por A., acta en la cual no se expone ningún medio 
determinado de casación; 

Visto el memorial de casación de fecha 21 de septiem-
bre de 1973, suscrito por el abogado de los recurrentes, en  

el cual se proponen los medios que se indicarán más ade-

lante; 

Visto el escrito del interv'niente de fecha 21 de sep-
tiembre de 1973, firmado por sus abogados; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes, que se mencionan más adelante y los artículos 1, 

20 y 65 de la ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
Que con motivo de un accidente automovilístico ocurrido el 
día 26 de noviembre de 1971, aproximadamente a las 7 
p. m. en la carretera que conduce de "Santiago Rodríguez" 
a "Los Almác gos", al llegar al puesto de "Bánica", en el 
cual accidente, resultó con lesiones fís . cas, Pedro Antonio 

Eduardo Peralta Capellán, e'. Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Santiago Rodríguez dictó en fe-
cha 2 de marzo de 1972, una sentencia cuyo dispositivo fi-
gura inserto en el de la ahora impugnada; b) que sobre los 
recursos interpuestos, la Corte a-qua dictó en fecha 14 de 
julio de 1972, la sentencia ahora 'impugnada en casación, 
con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara 

buenos y válido sen cuanto a la forma los recursos de ape-
lación interpuestos por el Lic. Eduardo Trueba, a nombre 

y representac . en del prevenido Héctor Domingo Lantigua, 
de la persona civilmente responsable el Ayuntamiento del 
Municipio de San Ignacio de Sabaneta y de la compañía 
de seguros 'San Rafael', C. por A., contra sentencia No. 39 
de fecha 2 de marzo del 1972 dictada por el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Santiago Rodríguez, 
cuyo dispositivo copiado textualmente es el siguiente 

'Falla: Primero: Declara al nombrado Héctor Domingo Lan-
tigua, de generales que constan, culpable del delito de vio- 
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lación al artículo 49 letra e) de la Ley 241 sobre Tránsito 
de Vehículos, y en consecuencia lo condena al pago de una 
multa de Veinticinco Pesos Oro (RD$25.00) y al pago de las 
costas penales, acogiendo a su favor circunstancias ate- 
nuantes; Segundo: Descarga al nombrado Pedro Antonio 
Eduardo Peralta, de generales anotadas por no haber vio- 
lado ninguna de las disposiciones de la ley de la materia; 
Tercero: Declara buena y válida en cuanto a la forma la 
constitución en parte civil hecha en audiencia por los doc- 
tores César O. Saint'Hilaire C. y Carlos Rafael Rodríguez 
a nombre y representación del señor Pedro Antonio Eduar- 
do Peralta, en contra del inculpado Héctor Domingo Lan- 
tigua, prevenido, y su comitente el Ayuntamiento Munici- 
pal de San Ignacio de Sabaneta, persona civilmente respon- 
sable, y en consecuencia, los condena al pago solidario en 
favor del señor Pedro Antonio Eduardo Peralta de las in- 
demnizaciones ascendentes a: Mil Pesos Oro (RD$1,000.00), 
como justa reparación por los daños y perjuicios morales 
y materiales sufridos por él, con motivo de los golpes y he-
ridas recibidos en el accidente de que se trata; y Dos Mil 
Pesos Oro (RD$2,000 GO) como justa reparación por los da-
ños materiales experimentados a consecuencia de los des-
perfectos ocasionados en su camioneta en dich oaccidente; 
Cuarto: Condena además al nombrado Héctor Domingo 
Lantigua y al Ayuntamiento del Municipio de San Ignacio 
de Sabaneta, en sus calidades ya mencionadas, al pago so-
lidario de los intereses legales de dichas sumas, contados a 
partir de la demanda en justicia, a título de indemnización 
suplementaria; Quinto: Declara la presente sentencia cc) .- 
mún y oponible a la Compañía de Seguros San Rafael, C. 
por A., en su calidad de entidad aseguradora de la respon-
sabilidad civil del Ayuntamiento Municipal de San Ignacio 
de Sabaneta y a la Compañía de Seguros San Rafael, C. por 
A., al pago solidario y conjunto de las costas civiles, con 
distracción de las mismas en provecho de los doctores Cé-
sar O. Saint'Hilaire C. por A. y Carlos Rafael Rodríguez 

Núñez, quienes afirman estarlas avanzando en su mayor 
parte'.— SEGUNDO: Declara regular la intervención he-
cha en audiencia por el Dr. César O. Saint-Hilaire, por sí y 
por el Dr. Carlos Rafael Rodríguez Núñez, a nombre y re-
presentación del señor Pedro Antonio Eduardo Peralta, 
parte civil constituida;— TERCERO: Confirma la senten-
cia ape'ada en todas sus partes;— CUARTO: Condena al 
prevenido al pago de las costas penales;— QUINTO: Con-
dena al señor Héctor Domingo Lantigua, al Ayuntamiento 
del Municipio de San Ignacio de Sabaneta y la compañaí 

de seguros San Rafael, C. por A., al pago de las costas civi-
les de esta instancia y ordena su distracción en provecho de 
los Dres. César Saint'Hilaire y Carlos Rafael Rodríguez 
Núñez, quienes afirmaron haberlas avanzado en su mayor 

parte"; 

Considerando, que los recurrentes en el desarrollo de 
sus dos medios de casación, se limitan a alegar, que la Cor-
te a-qua, al fallar como lo hizo, incurrió en la violación de 
los artículos 1315 y 1384 y en el vicio de falta de base le-
gal, ya que acordó en favor de la parte civil, la suma de, 
$2,000.00 (dos mil pesos oro), por desperfectos sufridos por 
una camioneta, que no resulta de la sentencia impugnada 
que fuera de su propiedad, y sin dar detalles de ninguna 
naturaleza, sobre los pormenores y magnitud de los daños 
materiales, que sufriera dicho vehículo, en el accidente de 
que se trata; que, asimismo, siguen alegando los recurren-
tes, al haber ellos conc'uído por ante la Corte a -qua, que 

fuera revocada la sentencia de Primera Instancia en razón 
de que Pedro Antonio Eduardo Peralta constituido en par-
te civil, no probó ni su derecho de propiedad sobre la ca-
mioneta placa No. 87507, ni el monto de los daños y per-
juicios que alegó haber sufrido por efecto del choque de 
dicha camioneta, y no haberse dado respuesta formal y ex-
presa a dichos pedimentos, limitándose dicha Corte a-qua, 
a expresar que el valor de los desperfectos sufridos por el 
vehículo, debe ser apreciado en la suma de $2,000.00 (dos 
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lación al artículo 49 letra c) de la Ley 241 sobre Tránsito 
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nuantes; Segundo: Descarga al nombrado Pedro Antonio 
Eduardo Peralta, de generales anotadas por no haber vio-
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constitución en parte civil hecha en audiencia por los doc-
tores César O. Saint'Hilaire C. y Carlos Rafael Rodríguez 
a nombre y representación del señor Pedro Antonio Eduar-
do Peralta, en contra del inculpado Héctor Domingo Lan-
tigua, prevenido, y su comitente el Ayuntamiento Munici-
pal de San Ignacio de Sabaneta, persona civilmente respon-
sable, y en consecuencia, los condena al pago solidario en 
favor del señor Pedro Antonio Eduardo Peralta de las in-
demnizaciones ascendentes a: Mil Pesos Oro (RD$1,000.00), 
como justa reparación por los daños y perjuicios morales 
y materiales sufridos por él, con motivo de los golpes y he-
ridas recibidos en el accidente de que se trata; y Dos Mil 
Pesos Oro (RD$2,000 00) como justa reparación por los da-
ños materiales experimentados a consecuencia de los des-
perfectos ocasionados en su camioneta en dich oaccidente; 
Cuarto: Condena además al nombrado Héctor Domingo 
Lantigua y al Ayuntamiento del Municipio de San Ignacio 
de Sabaneta, en sus calidades ya mencionadas, al pago so-
lidario de los intereses legales de dichas sumas, contados a 
partir de la demanda en justicia, a título de indemnización 
suplementaria; Quinto: Declara la presente sentencia col 
mún y oponible a la Compañía de Seguros San Rafael, C. 
por A., en su calidad de entidad aseguradora de la respon-
sabilidad civil del Ayuntamiento Municipal de San Ignacio 
de Sabaneta y a la Compañía de Seguros San Rafael, C. por 
A., al pago solidario y conjunto de las costas civiles, con 
distracción de las mismas en provecho de los doctores Cé- 
sar O. Saint'Hilaire C. por A. y Carlos Rafael Rodríguez 

Núñez, quienes afirman estarlas avanzando en su mayor 

parte'.— SEGUNDO: Declara regular la intervención he-
cha en audiencia por el Dr. César O. Saint-H:laire, por sí y 
por el Dr. Carlos Rafael Rodríguez Núñez, a nombre y re-
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parte civil constituida;— TERCERO: Confirma la senten-
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de seguros San Rafael, C. por A., al pago de las costas civi-
les de esta instancia y ordena su distracción en provecho de 
los Dres. César Saint'Hilaire y Carlos Rafael Rodríguez 
Núñez, quienes afirmaron haberlas avanzado en su mayor 
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Considerando, que los recurrentes en el desarrollo de 
sus dos medios de casación, se limitan a alegar, que la Cor-

te a-qua, al fallar como lo hizo, incurrió en la violación de 
los artículos 1315 y 1384 y en el vicio de falta de base le-
gal, ya que acordó en favor de la parte civil, la suma de, 
$2,000.00 (dos mil pesos oro), por desperfectos sufridos por 
una camioneta, que no resulta de la sentencia impugnada 
que fuera de su propiedad, y sin dar detalles de ninguna 
naturaleza, sobre los pormenores y magnitud de los daños 
materiales, que sufriera dicho vehículo, en el accidente de 
que se trata; que, asimismo, siguen alegando los recurren-
tes, al haber ellos conc'uído por ante la Corte a-qua, que 

fuera revocada la sentencia de Primera Instancia en razón 
de que Pedro Antonio Eduardo Peralta constituido en par-
te civil, no probó ni su derecho de propiedad sobre la ca-
mioneta placa No. 87507, ni el monto de los daños y per-
juicios que alegó haber sufrido por efecto del choque de 
dicha camioneta, y no haberse dado respuesta formal y ex-
presa a dichos pedimentos, limitándose dicha Corte a-qua, 

a expresar que el valor de los desperfectos sufridos por el 
vehículo, debe ser apreciado en la suma de $2,000.00 (dos 
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mil pesos), incurrió en el vicio de falta de motivos, por to-
do lo cual la sentencia impugnada debe ser casada; 

Considerando, que como se desprende de todo cuanto se 
ha dicho precedentemente, tanto el prevenido, como los de-
más recurrentes, han limitado su recurso de casación a cri-
ticar la sentencia impugnada, en cuanto acordó a la parte 
civil, una indemnización de $2,000.00 (dos mil pesos), por 
concepto de los daños materiales, que sufriera la camione-
ta, placa No. 8707, al ser chocada por el camión de volteo 
placa No. 5626, propiedad del Ayuntamiento de Santiago 
Rodríguez, asegurado con la compañía de Seguros "San 
Rafael" C. por A. y conducido al momento del accidente 
por el chófer Héctor Domingo Lantiagua; que limitado co-
mo se ha dicho el presente recurso, sólo procede su examen 
en el aspecto indicado; 

Considerando, que la sentencia impugnada revela, que 
los recurrentes solicitaron forma'mente a la Corte a-qua, 
que la indemnización reclamada por Pedro Antonio Peral-
ta, por los daños materiales ocasionados a su camioneta, fue-
ra rechazada, por no haber probado éste en ningún momento 
los daños que sufriera dicho vehículo, ni haber probado 
tampoco que ésta fuera de su propiedad; y que como res-
puesta al primer extremo de las mismas, dicha Corte a-qua 
se limitó a apreciar en dos mil pesos los desperfectos sufri-
dos por el vehículo; que en cuanto al alegato relativo a la 
propiedad de la camioneta, los memos recurrentes al ex-
poner los hechos en su memorial de casación, admit .  eron 
(página 2 de dicho memorial) que la camionet aes propie-

bi 	dad de Pedro Antonio Eduardo Peralta, por lo cual dicho 
alegato, en tales condiciones carecen de pertinencia; 

Considerando, que de lo precedentemente expuesto, se 
desprende, que tal como lo alegan los recurrentes, el fallo 

1 1 1  
I 	impugnado, al no describir los desperfectos, carece de mo- 

HOLDTIN JUDICIAL 	 3407 

suficientes y pertinentes, para esta Suprema Corte 

Pt":21seor'0.00 (dos mil pesos) como pago de indemnización, en 
determinar, si la evaluación hecha en la suma de 

favor de la parte civil, por los desperfectos sufridos por la 
camioneta en ocas'ón del accidente de que se trata, se ajus-
ta o no, a los daños que realmente sufriera dicho vehículo; 
que en tales condiciones procede la casación de la senten-
cia impugnada, sin qüe sea necesario ponderar los demás 
alegatos de los recurrentes; 

Considerando, que cuando se casa una sentencia por 
falta o insuficiencia de motivos, las costas podrán ser com- 

pensadas; 

tales ales motivos, Primero: Admite como interviniente 
a Héctor Domingo Lantigua; Segundo: Casa la sentencia 
dictada en fecha 4 de julio de 1972, por la Corte de Apela-
ción de Santiago, en atrituciones correccionales, en su or-
dinal tercero, y en cuanto se refiere exclusivamente, a ha-
ber acordado $2,000.00 (dos mil pesos oro), como justa re-
paración por los daños materiales experimentados a conse-. 
cuencia de los desperfectos ocasionados a la camioneta en 
el accidente de que se trata; y envía dicho asunto así deli-
mitado por ante la Corte de Apelación de La Vega; y Ter-
cero: Compensa las costas. 

(Firmados).— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
José A. Paniagua Mateo.— Manuel R. Richiez Acevedo.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia púbLea del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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mil pesos), incurrió en el vicio de falta de motivos, por to-
do lo cual la sentencia impugnada debe ser casada; 

Considerando, que como se desprende de todo cuanto se 
ha dicho precedentemente, tanto el prevenido, como los de-
más recurrentes, han limitado su recurso de casación a cri-
ticar la sentencia impugnada, en cuanto acordó a la parte 
civil, una indemnización de $2,000.00 (dos mil pesos), por 
concepto de los daños materiales, que sufriera la camione-
ta, placa No. 8707, al ser chocada por el camión de volteo 
p'aca No. 5626, propiedad del Ayuntamiento de Santiago 
Rodríguez, asegurado con la compañía de Seguros "San 
Rafael" C. por A. y conducido al momento del accidente 
por el chófer Héctor Domingo Lantiagua; que limitado co-
mo se ha dicho el presente recurso, sólo procede su examen 
en el aspecto indicado; 

'1 1 1 
. ■ 

Considerando, que de lo precedentemente expuesto, se 
11; desprende, que tal como lo alegan los recurrentes, el fallo 

impugnado, al no describir los desperfectos, carece de mo- 

suficientes y pertinentes, para esta Suprema Corte 

poder determinar, 
 (dos mil pesos) como pago de indemnización, en 

determinar, si la evaluación hecha en la suma de 

favor 
de la parte civil, por los desperfectos sufridos por la 

camioneta en ocas'ón del accidente de que se trata, se ajus-

ta o no, a los daños que realmente sufriera dicho vehículo; 
que en tales condiciones precede la casación de la senten-

cia impugnada, sin gire sea necesario ponderar los demás 

alegatos de los recurrentes; 

Considerando, que cuando se casa una sentencia por 
falta o insuficiencia de motivos, las costas podrán ser com-

pensadas; 4   

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente 
a Héctor Domingo Lantigua; Segundo: Casa la sentencia 
dictada en fecha 4 de julio de 1972, por la Corte de Apela-
ción de Santiago, en atribuciones correcciona'es, en su or-
dinal tercero, y en cuanto se refiere exclusivamente, a ha-
ber acordado $2,000.00 (dos mil pesos oro), como justa re- 

* paración por los daños materiales experimentados a conse-, 
cuencia de los desperfectos ocasionados a la camioneta en 
el accidente de que se trata; y envía dicho asunto así deli-
mitado por ante la Corte de Apelación de La Vega; y Ter-

cero: Compensa las costas. 

(Firmados).— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
José A. Paniagua Mateo.— Manuel R. Richiez Acevedo.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia púbica del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

Considerando, que la sentencia impugnada revela, que 
los recurrentes solicitaron forma'mente a la Corte a-qua, 
que la indemnización reclamada por Pedro Antonio Peral-
ta, por los daños materf ales ocasionados a su camioneta, fue-
ra rechazada, por no haber probado éste en ningún momento 
los daños que sufriera dicho vehículo, ni haber probado 
tampoco que ésta fuera de su propiedad; y que como res-
puesta al primer extremo de las mismas, dicha Corte a-qua 
se limitó á apreciar en dos mil pesos los desperfectos sufri-
dos por el vehículo; que en cuanto al alegato relativo a la 
propiedad de la camioneta, los m'smos recurrentes al ex-
poner los hechos en su memorial de casación, admit'eron 
(página 2 de dicho memorial) que la camionet aes propie-
dad de Pedro Antonio Eduardo Pera'ta, por lo cual dicho 
alegato, en tales condiciones carecen de pertinencia; 
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SENTENCIA DE FECHA 7 DE NOVIEMBRE DEL 197 

Sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del Juzgado de pri. 
mera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 8 de 
ciembre de 1972. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Luis Nivar Santos y compartes. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel R 
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpido Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar, José A. Paniagua Ma-
teo y Manuel A. Richi.ez Acevedo, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la c . u-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 7 del mes de Noviembre del año 1973, año 130' de la 
Independencia y 111' de la Restauración, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Luis 
Nivar Santos, dominicano, mayor de edad, casado, chófer, 
cédula No. 2234, serie 68, residente en la calle Diego Ve-
lázquez, No. 95, de esta ciudad; Alejo Nivar de los Santos, 
dominicano, mayor de edad, domiciliado y residente en la  

calle Ortega y Gasset No. 139, de esta ciudad; y 'a Compa-
ñía de Seguros Unión de Seguros, C. por A., (y no p. r Se-
guros Pepinl, S. A., como por errcr material dice el acta 
de casación), sociedad comercial constituída de acuerdo con 
las leyes ,de la República Domiriicana, con su domicilio so-
cial y pr'ncipal establec . miento, en 'a calle Palo Hincado 
esquina calle Mercedes de esta ciudad; contra la sentencia 
de fecha 8 de diciembre de 1972, cr dada en sus atribucio-
nes correccionales, y como tribunal de segundo grado, por 
la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se copia más ade- 
lante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en 
la Secretaría de la Cámara a-qua, en fecha 8 de diciembre 
de 1972, a requerimiento del Dr. Miguel Arcángel Vásquez 
Fernández, a nombre de los recurrentes, en la cual no se 
propone ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Just'cia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 49 de la Ley 241, de 1967; 

1383 y 1384 del. Código Civil; 1 y 10 de la Ley No. 4117, 
de 1955; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa- 
ción; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con moti-
vo de un accidente automovilístico ocurr . do en esta ciudad 
el día 24 de julio de 1972, en el cual resultó una persona 
con lesiones corperales, el Juzgado de Paz de la Primera 
Circunscripción dictó el día 12 de Septiembre de 1972, una 
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SENTENCIA DE FECHA 7 DE NOVIEMBRE DEL 1973. 

Sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del Juzgado de 
mera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 8 de 
ciembre de 1972. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Luis Nivar Santos y compartes. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejáda, Presidente; Fernando E. Ravelo de '1 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpid" o Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar, José A. Paniagua Ma-
teo y Manuel A. Richi,ez Acevedo, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la c . u-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 7 del mes de Noviembre del año 1973, año 130' de la 
Independencia y 111' de la Restauración, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentenc:a: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Luis 
Nivar Santos, dominicano, mayor de edad, casado, chófer, 
cédula No. 2234, serie 68, residente en la cale Diego Ve-
lázquez, No. 95, de esta ciudad; Alejo Nivar de los Santos, 
dominicano, mayor de edad, domiciliado y residente en la  

calle Ortega y Gasset No. 139, de esta ciudad; y 'a Compa-

ñía de Seguros Unión de Seguros, C. por A., (y no p, r Se-

guros Pepin ) , S. A., como por errcr material dice el acta 
de casación), sociedad comercial constituida de acuerdo con 

las leyes ,de la República Domiriicana, con su domicilio so-

cial y pr . ncipal establec . miento, en 'a calle Palo Hincado 
esquina calle Mercedes de esta ciudad; contra la sentencia 
de fecha 8 de diciembre de 1972, Tetada en sus atribucio-
nes correccionales, y como tribunal de segundo grado, por 
la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se copia más ade- 

lante; 

t Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en 
la Secretaría de la Cámara a-qua, en fecha 8 de diciembre 

de 1972, a requerimiento del Dr. Miguel Arcángel Vásquez 
Fernández, a nombre de los recurrentes, en la cual no se 
propone ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Just'cia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 49 de la Ley 241, de 1967; 
1383 y 1384 del. Código Civil; 1 y 10 de la Ley No. 4117, 
de 1955; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con moti-
vo de un accidente automovilístico ocurr . do en esta ciudad 
el día 24 de julio de 1972, en el cual resultó una persona 
con lesiones corperales, el Juzgado de Paz de la Primera 
Circunscripción dictó el día 12 de Septiembre de 1972, una 
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sentencia cuyo dispositivo figura inserto más adelante en 
el fallo ahora impugnado; b) Que sobre las apelaciones in. 
terpuestas, la Cámara a-qua dictó la sentencia ahora inri_ 
pugnada en casación con el siguiente dispositivo; "FALLA: 
PRIMERO: Se pronuncia el defecto contra el nombrado 
Luis Nivar Santos, por no haber comparecido a la audien-
cia a la cual fue Legalmente citado; SEGUNDO: Se decla-
ra bueno y válido en cuanto a la forma el recurso de apela-
ción interpuesto en fecha 12 (doce) del mes de Septiembre 
del año Mil Novecientos Setenta y Dos (1972), por el Dr. 
Miguel Arcángel Vásquez Fernández, a nombre y represen-
tación de Luis Nivar Santos (prevenido) de Alejo Nivar de 
los Santos y de la Cía. de Seguros Unión de Seguros, C. por 
A., por haber sido hecho conforme a la Ley y contra la sen-
tencia del Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción del 
Distrito Nacional, en fecha 11 (once) del mes de sept'em-
bre del año 1972, y cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Prime-
ro: Se declara culpable al nombrado Luis Nivar Santos, de 
violación a los Artículos 74 párrafo 'A' y 139 de la Ley No. 
241; Segundo: Se condena al nombrado Luis Nivar Santos 
al pago de Cinco Pesos Oro (RD$5.00) de multa y al pago 
de las costas; Tercero: Se declara regular y válida en la 
forma y el fondo la constitución en parte civil hecha por 
el señor Aristides Victoria Núñez, contra José Nivar de los 
Santos, se declara oponible la presente sentencia a compa-
ñía de Seguros Unión de Seguros, C. por A., en sus calida-
des de persona civilmente responsable y la segunda como 
entidad aseguradora del vehículo que ocasionó el acciden-
te; Cuarto: Se condena al señor Alejo Nivar de los Santos, 
al pago de una indemnización de RD$400.00, a favor del se-
ñor Aristides Victoria Núñez, por los daños mtaeriales su-
fridos en el accidente; Quinto: Se condena al señor Alejo 
Nivar de los Santos, al pago de las costas y honorarios pro-
fesionales, con d'stracción de los mismos en provecho del 
Dr. Bolívar Ledesma S., quien afirma haberlas avanzado 
en su mayor parte; Sexto: Esta sentencia es oponible a la 
Compañía de Seguros Unión de Seguros, C. por A.; Sépti- 
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!
no: Se descarga de toda responsabilidad penal al nombra-

do  Aristides Victoria Núñez, por no haber violado ninguna 

de  las dispos . ciones de la Ley No. 241'; TERCERO: En 

cuanto al fondo, se confirma en todas sus partes la senten-

cia objeto del presente recurso de apelación; CUARTO: Se 
sonden aal prevenido Luis Nivar Santos, al pago de las cos-
tas penales de la presente alzada"; 

En cuanto al recurso del prevenido. 

Considerando, que si bien el examen de'. fallo impug-
nado pone de manifiesto que es insufic ente en su motiva-
ción, como por él se confirma totalmente la sentencia ape-
lada dictada por el Juzgado de Paz de la Primera Circuns-
cripcón el 12 de septiembre de 1972, lo que implica la 
adopción de sus mot vos, se ha procedido al axeman de esa 
sentencia y del expediente, y se ha comprobado que me-
diante 'a ponderación de los elementos de juicio adm'n's-
trados en la instrucción de la causa, el Juez dio por estable-
cidos: a Que el día 24 de julio de 1972, a las 9:30 de la ma-
ñana, más o menos, Luis Nivar Santos conducía un auto-
móvl. Station Wagon, placa privada, de norte a sur por la 
Avenida "Abraham Lincoln", de esta ciudad, y al 'legar a 
la esquina formada con la calle "Correa y C:drón", chocó 
al automóvil marca Toyota, p'aca privada que conducía de 
Este a Oeste por la "Correa y Cidrón" Arístides Núñez; b) 
Que el choque ocurrió cuando el vehículo que conducía Vic-

toria ya estaba en 'a intersección de ambas vías, y casi sa-
lía y siendo la causa determ . nada del accidente la falta 
comet'da por el prevenido Luis Nivar Santos al no dismi-
nuir la velocidad ni detenerse en la intersección de la vía, 
no obstante que el otro automóvil estaba ya casi sa'iendo; 
c) Que en el accidente reclió heridas curables en menos 
de diez días Arístides Victoria; y recibió abolladuras el au-
tomóvil que Victoria conducía; 

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran el delito de g3lpes y heridas por imprudencia produci- 
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sentencia cuyo dispositivo figura inserto más adelante en 
el fallo ahora impugnado; b) Que sobre las apelaciones in_ 
terpuestas, la Cámara a-qua dictó la sentencia ahora ira_ 
pugnada en casación con el siguiente dispositivo; "FALLA : 

 PRIMERO: Se pronuncia el defecto contra el nombrado 
Luis Nivar Santos, por no haber comparecido a la audien-
cia a la cual fue legalmente citado; SEGUNDO: Se decla-
ra bueno y válido en cuanto a la forma el recurso de apela-
ción interpuesto en fecha 12 (doce) del mes de Septiembre 
del año Mil Novecientos Setenta y Dos (1972), por el Dr. 
Miguel Arcángel Vásquez Fernández, a nombre y represen-
tación de Luis Nivar Santos (prevenido) de Alejo Nivar de 
los Santos y de la Cía. de Seguros Unión de Seguros, C. por 
A., por haber sido hecho conforme a la Ley y contra la sen-
tencia del Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción del 
Distrito Nacional, en fecha 11 (once) del mes de septiem-
bre del año 1972. y cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Prime-
ro: Se declara culpable al nombrado Luis Nivar Santos, de 
violación a los Artículos 74 párrafo 'A' y 139 de la Ley No. 
241; Segundo: Se condena al nombrado Luis Nivar Santos 
al pago de Cinco Pesos Oro (RD$5.(X)) de multa y al pago 
de las costas; Tercero: Se declara regular y válida en la 
forma y el fondo la constitución en parte civil hecha por 
el señor Aristides Victoria Núñez, contra José Nivar de los 
Santos, se declara oponible la presente sentencia a compa-
ñía de Seguros Unión de Seguros, C. por A., en sus calida-
des de persona civilmente responsable y la segunda como 
entidad aseguradora del vehículo que ocasionó el acciden-
te; Cuarto: Se condena al señor Alejo Nivar de los Santos, 
al pago de una indemnización de RD$400.00, a favor del se-
ñor Aristides Victoria Núñez, por los daños mtaeriales su-
fridos en el accidente; Quinto: Se condena al señor Alejo 
Nivar de los Santos, al pago de las costas y honorarios pro-
fesionales, con distracción de los mismos en provecho del 
Dr. Bolívar Ledesma S., quien afirma haberlas avanzado 
en su mayor parte; Sexto: Esta sentencia es oponible a la 
Compañía de Seguros Unión de Seguros, C. por A.; Sépti- 

o . Se descarga de toda responsabilidad penal al nombra-

do  Aristides Victoria Núñez, por no haber violado ninguna 

de las dispos
. ciones de la Ley No. 241'; TERCERO: En 

cuanto al fondo, se confirma en todas sus partes la senten-
cia objeto del presente recurso de apelación; CUARTO: Se 
conden aal prevenido Luis Nivar Santos, al pago de las cos-

tas penales de la presente alzada"; 

En cuanto al recurso del prevenido. 

Considerando, que si bien el examen de'. fallo impug-
nado pone de manifiesto que es insufic'ente en su motiva-
ción, como por él se confirma totalmente la sentencia ape-
lada dictada por el Juzgado de Paz de la Primera Circuns-
cripción el 12 de septiembre de 1972, lo que implica la 
adopción de sus mot vos, se ha procedido al axeman de esa 
sentencia y del expediente, y se ha comprobado que me-
diante 'a ponderación de los elementos de juicio adminis-
trados en la instrucción de la causa, el Juez dio por estable-
cidos: a1 Que el día 24 de julio de 1972, a las 9:30 de la ma-
ñana, más o menos, Luis Nivar Santos c2nducía un auto-
móvl Station Wagon, placa privada, de norte a sur por la 
Avenida "Abraham Lincoln", de esta ciudad, y al legar a 
la esquina formada con la calle "Correa y C:drón", chocó 
al automóvil marca Toyota, p'aca privada que conducía de 
Este a Oeste por la "Correa y Cidrón" Arístides Núñez; b) 
Que el choque ocurrió cuando el vehículo que conducía Vic-
toria ya estaba en 'a intersección de ambas vías, y casi sa-
lía y siendo la causa determ . nada del accidente la falta 
cometida por el prevenido Luis Nivar Santos al no dismi-
nuir la velocidad ni detenerse en la intersección de la vía, 
no obstante que el otro automóvil estaba ya casi sa'iendo; 
e) Que en el accidente rec bió heridas curables en menos 
de diez días Arístides Victora; y recibió abolladuras el au-
tomóvil que Victoria conducía; 

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran el delito de golpes y heridas por imprudencia prcduci- 
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das con el manejo de un vehículo de motor, hecho previs
-to por el artículo 49 de la Ley No. 241, de 1967; y salido, 

nado por ese mismo texto legal en su letra a, con la p ena 
 de seis días a seis meses, y multa de RD$6.00 a RD$180.00, 

cuando los golpes recibidos por la víctima curaren en m e; 
nos de diez días, como ocurrió en la especie; que, en con-
secuencia, al condenar al prevenido recurrente, a , RD$5,00 
de multa después de declararlo culpable, y acog'endo 
cunstancias atenuantes, la Cámara a-qua le aplicó una san. 
ción ajustada a la Ley; 

Considerando, que asimismo, los Jueces del fondo die-
ron por establecido que el hecho cometido por el preveni-
do recurrente, había ocasionado a la parte civil consttuí-
da, dañas y perjuicios materiales y morales, cuyo monto 
apreció soberanamente en RD$400.00; que, en consecuen-
cia, al condenar al prevenido recurrente, conjuntamente 
con la persona civilmente responsable, al pago de esa su-
ma, a título de indemnización, yal hacer oponible esa con-
denación a la entidad aseguradora que había sido puesta 
en causa, la Cámara a-qua hizo una correcta aplicación de 
los artículos 1383 y 1384, del Código Civil; y 1 y 10 de la 
Ley No. 4117, de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehícu-
los de Motor; 

Considerando, que examinado el fallo impugnado en 
sus demás aspectos en lo que concierne al interés del pre-
venido recurrente, él no contiene vicio alguno que justifi-
que su casación; 

En cuanto a los recursos de la persona civilmente 
responsable y de la entidad aseguradora. 

Considerando, que estos recursos resultan nulos al te-
nor del artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación, por no haber los recurrentes expuesto los funda-
mentos de los mismos, ni al declararlos, ni posteriormente  

por 
medio de un memorial, según lo exige a pena de nuli- 

dad 
el texto citado para todo recurrente en materia penal 

q
ue no sea el prevenido; 

Considerando, que no procede estatuir sobre las costas 
civiles, porque la parte civil constituida no lo ha solicita-

do, ya que no ha intervenido en esta instancia de casación; 

Por tales motivos; Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación del prevenido Luis Nivar Santos, contra la senten-
cia dictada por la Primera Cámara Penal del Juzgado de • 
Primera Instancia del Distrito Nacional, en sus atr . bucio-

nes correccionales y en fecha 8 de diciembre de 1972, cu-
yo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presen-

te fallo, y lo condena al pago de las costas penales; Segun-
do: Declara nulos los recursos de casación interpuestos por 

Alejo Nivar de los Santos y la Compañía de Seguros, Unión 
de Seguros, C. por A., contra la misma sentencia ,  

Firmados.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-

velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— José A. 
Paniagua Mateo.— Manuel A. Richiez Acevedo.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. Fdo. Ernesto Curiel hijo. 
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das con el manejo de un vehículo de motor, hecho previs, 
to por el artículo 49 de la Ley No. 241, de 1967; y 

sancio, nado por ese mismo texto legal en su letra a, con la p ena 
 de seis días a seis meses, y multa de RD$6.00 a RD$180.00, 
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nos de diez días, como ocurrió en la especie; que, en con, 
secuencia, al condenar al prevenido recurrente, a. RD$500 
de multa después de declararlo culpable, y acoge endo cir- cunstancias atenuantes, la Cámara a-qua le aplicó una san.. 
ción ajustada a la Ley; 

Considerando, que asimismo, los Jueces del fondo die-
ron por establecido que el hecho cometido por el preveni-
do recurrente, había ocasionado a la parte civil constitui-
da, daños y perjuicios materiales y morales, cuyo monto 
apreció soberanamente en RD$400.00; que, en consecuen-
cia, al condenar al prevenido recurrente, conjuntamente 
con la persona civilmente responsable, al pago de esa su-
ma, a título de indemnización, yal hacer oponible esa con-
denación a la entidad aseguradora que había sido puesta 
en causa, la Cámara a-qua hizo una correcta aplicación de 
los artículos 1383 y 1384, del Código Civil; y 1 y 10 de la 
Ley No. 4117, de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehícu-
los de Motor; 

Considerando, que examinado el fallo impugnado en 
sus demás aspectos en lo que concierne al interés del pre-
venido recurrente, él no contiene vicio alguno que justifi-
que su casación; 

En cuanto a los recursos de la persona civilmente 
responsable y de la entidad aseguradora. 

Considerando, que estos recursos resultan nulos al te-
nor del artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación, por no haber los recurrentes expuesto los funda-
mentos de los mismos, ni al declararlos, ni posteriormente 

  

por medio de 
un memorial, según lo exige a Pena de nuli- 

"dad el texto citado para todo recurrente en materia penal 

que no 
sea el prevenido; 

Considerando, que no procede estatuir sobre las costas 
civiles, porque la parte civil constituida no lo ha solicita-

do, ya que no ha intervenido en esta instancia de casación; 

Por tales motivos; Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación del prevenido Luis Nivar Santos, contra la senten-

cia dictada por la Primera Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, en sus atibucio-
nes correccionales y en fecha 8 de diciembre de 1972, cu-
yo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presen-
te fallo, y lo condena al pago de las costas penales; Segun-

do: Declara nulos los recursos de casación interpuestos por 

Alejo Nivar de los Santos y la Compañía de Seguros, Unión 

de Seguros, C. por A., contra la misma sentencia- 

Firmados.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Ber-

gés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— José A. 
Paniagua Mateo.— Manuel A. Richiez Acevedo.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. Fdo. Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 7 DE NOVIEMBRE DEL 1973.  

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia de San J uan 
 de la Maguana de fecha 22 de noviembre de 1972. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Santiago Márquez. 

Dios, Patria y Libertad. _ 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Prmmer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpid o Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar, José A. Paniagua y 
Manuel A. Richiez Acevedo, asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde ce'ebra sus audiencias, en la ciudad 
dé Santo Domngo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 
7 de noviembre de 1973, años 130' de la Independencia y 
111' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Santiago 
Márquez, dominicano, mayor de edad, casado, chófer, do-
m'ciliado y residente en Las Matas de Farfán, en la calle 
Ismael Miranda No. 13, cédula No. 10507, serie 11, contra 
la sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia 
de San Juan de la Maguana, en fecha 22 de noviembre de  

1972, en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo 
dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara bueno y válido uez el 

recurso de apelación interpuesto por Santiago Márq 
contra la sentencia No. 1226, de fecha 9 de junio de 1972, 
del Juzgado de Paz de este Municipio, que lo condenó a dos 

a
ños de prisión correccional y al pago de las costas por el 

delito de violación a la Ley No. 4202 en perjuicio de un 
menor de un año y meses que tiene procreado con la que-
rellante Francisca de los Santos y que le fijó una pensión 
de doce pesos mensuales para la manutención de dicho me-
nor; por haber sido intentado en tiempo hábil; SEGUNDO: 
Modifica dicha sentencia en cuanto al montoe la pensión 
y le fija la suma de ocho pesos mensuales para la manuten-
ción de dicho menor; TERCERO: Ordena la ejecución pro-
visional de esta sentencia no obstante cualquier recurso; 
CUARTO: Declara las costas de oficio"; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
Secretaría de la Cámara a-qua en fecha 24 de noviembre 
de 1972, a requerimiento del prevenido recurrente en la 
cual no se invoca ningún medio de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los' artículos 1-y siguientes de la Ley No. 
2402, de 1950; y 1, 36 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 

de Casación; 

Considerando, que según el artículo 36 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación "los condenados a una pena 
que exceda de seis meses de prisión correccional no podrán 
recurrir en casación, si no estuvieren presos o en libertad 

provisional bajo fianza; 
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SENTENCIA DE FECHA 7 DE NOVIEMBRE DEL 1973. 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia de San Juan 
de la Maguana de fecha 22 de noviembre de 1972. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Santiago Márquez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpid o Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar, José A. Paniagua y 
Manuel A. Richiez Acevedo, asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde ce'ebra sus audiencias, en la ciudad 
dé Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 
7 de noviembre de 1973, años 130' de la Independencia y 
111' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Santiago 
Márquez, dominicano, mayor de edad, casado, chófer, do-
miciliado y residente en Las Matas de Farfán, en la calle 
Ismael Miranda No. 13, cédula No. 10507, serie 11, contra 
la sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia 
de San Juan de la Maguana, en fecha 22 de noviembre de 
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1972, en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo 

así: "FALLA: PRIMERO: Declara bueno y válido el 
dice recurso de apelación interpuesto por Santiago Márquez 

contra 
la sentencia No. 1226, de fecha 9 de junio de 1972, 

del Juzgado de Paz de este Municipio, que lo condenó a dos 

años de prisión correccional y al pago de las costas por  

delito 
de violación a la Ley No. 4202 en perjuicio de un 

menor de un año y meses que tiene procreado con la que-
rellante Francisca de los Santos y que le fijó una pensión 
de doce pesos mensuales para la manutención de dicho me-
nor; por haber sido intentado en tiempo hábil; SEGUNDO: 
Modifica dicha sentencia en cuanto al monto de la pensión 
y le fija la suma de ocho pesos mensuales para la manuten-

ción de dicho menor; TERCERO: Ordena la ejecución pro-

visional de esta sentencia no obstante cualquier recurso; 

CUARTO: Declara las costas de oficio"; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 

Secretaría de la Cámara a-qua en fecha 24 de noviembre 

de 1972, a requerimiento del prevenido recurrente en la 
cual no se invoca ningún medio de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado y vistos los \  artículos 1-y siguientes de la Ley No. 

2402, de 1950; y 1, 36 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 

de Casación; 

Considerando, que según el artículo 36 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación "los condenados a una pena 
que exceda de seis meses de prisión correccional no podrán 
recurrir en casación, si no estuvieren presos o en libertad 

provisional bajo fianza; 



3416 3417 

gil 

BOLETIN JUDICIAL 

Considerando, que el recurrente fue condenado a dos 
años de prisión correccional; que no se ha establecido que 
él se encuentre en prisión o en libertad provisional bajo 
fianza; ni tampoco que haya prestado sumisión a la sen-
tencia que le fue impuesta para lograr la suspensión dé la 
misma al tenor de lo que disponen los artículos 7 y 8 de la 
Ley No. 2402, de 1950, por la cual fue condenado; que, en 
tales condiciones su recurso resulta inadmisible; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Santiago Márquez, contra 
la sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia 
de San Juan de la Maguana, en fecha 22 de noviembre de 
1972, en sus atr_buciones correccionales, cuyo dispositivo 
ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; Segun-
do: Condena prevenido recurrente al pago de las costas. 

Firmados: Manuel Ramón Ru'z Tejada.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Bergés 
Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez 
Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— José A. Pania-
gua.— Manuel A. Richiez Acevedo.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que f .  guran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certif_co.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo.  
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sENTENCIA DE FECHA 7 DE NOVIEMBRE DEL 1973. 

sentencia 
impugnada: Corte de Apelación de La Vega de fecha 

28 de abril de 1972. 

Materia: Correccional. 

Recurrentes: Guillermo de Jesús Torres y Seguros Pepín, S. A. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpid.o Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas A'mánzar, José A. Paniagua Ma-
teo y Manuel A. Richiez Acevedo, asistdos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nac:onal, hoy 
día 7 de noviembre del año 1973, años 130' de la Indepen-
dencia y 111' de la Restauración, dicta en audiencia pú-
bica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Guiller-
mo de Jesús Torres, dominicano, mayor de edad, casado, 
aerIciiltor, cédula 2228 serie 47, residente en el kilómetro 

1 de la autopista Duarte, de esta ciudad; y Seguros Pepín, 
S. A., con domicilio en la ciudad de Santiago, en la casa 
No. 122 de la calle Restaurac:ón, contra la sentencia de fe- 
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Considerando, que el recurrente fue condenado a 
dos años de prisión correccional; que no se ha establecido que 

él se encuentre en prisión o en libertad provisional bajo 
fianza; ni tampoco que haya prestado sumisión a la sen-
tencia que le fue impuesta para lograr la suspensión dé la 
misma al tenor de lo que disponen los artículos 7 y 8 de la 
Ley No. 2402, de 1950, por la cual fue condenado; que, en 
tales condiciones su recurso resulta inadmisible; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Santiago Márquez, contra 
la sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia 
de San Juan de la Maguana, en fecha 22 de noviembre de 
1972, en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo 
ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; Segun-do: 

Condena prevenido recurrente al pago de las costas. 

Firmados: Manuel Ramón Ru'z Tejada.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Bergés 
Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez 
Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— José A. Pania-
gua.— Manuel A. Richiez Acevedo.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que f .  guran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certif_co.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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Materia: Correccional. 

rteetuTentes: Guillermo de Jesús Torres y Seguros Pepín, S. A. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Prime_r Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpid.o Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
rdió, Juan Bautista Rojas A'mánzar, José A. Paniagua Ma-
teo y Manuel A. Richiez Acevedo, asist . dos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nac:onal, hoy 
día 7 de noviembre del año 1973, años 130' de la Indepen-
dencia y 111' de la Restauración, dicta en audiencia pú-
bl:ca, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Guiller-
mo de Jesús Torres, dominicano, mayor de edad, casado, 
aer;eultor, cédula 2228 serie 47, residente en el kilómetro 
1 de la autopista Duarte, de esta ciudad; y Seguros Pepín, 

S. A., con domiciiio en la ciudad de Santiago, en la casa 
No. 122 de la calle Restauración, contra la sentencia de fe- 
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de la República; 

Vista el acta de los recursos de casación, elvantada en 
la Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 19 de mayo de 
1972, a requerimiento del Dr. Williams Piña, cédula No. 
37229, serie 47, a nombre de los recurrentes, en la cual no 

se expone ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justic'a después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 29 y 65 de la Ley sobre Pro- 

cedimiento de Casación; 

Considerando, que el art. 29 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación, dice así: "El plazo para interponer el 
recurso de casación es de diez días, contados desde la fecha 
del pronunciamiento de la sentencia, si el acusado estuvo 
presente en la audiencia en que ésta fue pronunciada o si 
fue debidamente citado para la misma. En todo otro caso, 
el plazo correrá a partir de la notificación de la sentencia.— 
Durante estos diez días, y se hub'ere establecido el recurso 
mientras dure éste, se suspenderá la ejecución de la sen- 

tencia"; 

Considerando, a que en la especie, el fallo que se im-
pugna fue dictado el 28 de abril de 1972, después de haber 
sido aplazado su pronunciamiento en la audiencia de la 

pepín S. A., por improcedentes y mal fundadas.— TERCE-

RO :  Condena al prevenido Guillermo de Jesús Torres Ló-

pez, al pago de las costas penales de esta azada, y a éste 
conjuritamente con la Cía. Seguros Pepín, S. A., al pago 
de las costas civiles, ordenando su distracción en provecho 

del Dr. Ernesto Rosario de la Rosa, quien afirma haberlas 

avanzado en su mayor parte"; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
a 
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cha 28 de 
abril de 1972, dictada en sus atribuciones corret. 

cionales por la Corte de Apelación de La Ve
o  sitivo dice así: 

"PALLA: PRIMERO: Declara rey 
cuy clispo. 

 gulares   válidos, en la forma, los recursos de apelación interpues y 
por el prevenido Guillermo de Jesús Torres López, La Corri..tos 
pañía 'Seguros Pepín, S. A., y la Parte civil constituida 
Eduardo Modesto Esquea, contra sentencia correccional dic. 
tada por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de La Vega, en fecha 

Juez Falla: Primero: 	
30 de noviembre de 1970, cuyo dispositivo es el siguiente: 'El 

Se acoge como bueno y válido la cons-
titución en parte civil intentada por Eduard o Esquea en 
contra de Guillermo de Jesús Torres al tra 
Ernesto Rosario por ser regular en la forma; Se vés del Dr.

gundo:  pronuncia el defecto contra Guillermo de Jesús Torres por 
no haber comparecido a la audiencia no obstante estar le- 
galmente citado; Tercero: Se declara culpable al nombra do Guillermo de Jesús 

Torres de violar la sdispos'ciones de la 
ley 241 en perjuicio del nombrado Eduardo Esquea en con-
secuencia se le condena al pago una multa de 
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes. RD$10.00

— Cuarto: Se descarga a Miguel Angel Torres por no haber violado 
la ley 241 y se declaran las costas de 

	 .— Quinto: iciofo 	 Se condena a Guillermo de Jesús Torres al pago de una in-
demn'zación de RD$500.00 en favor de Eduardo Esquea co-
mo justa reparación de los daños morales y materiales que le c al 

causaran.— Sexto: Se condena a Guillermo de Jesús To-
rres pago de las costas civiles con distracción d elas mis-
mas en provecho del Dr. Ernesto Rosario quien afirma ha- 
berlas avanzado en su mayor parte.— 

-Séptimo: La te sentencia es común y oponible a la compañ 
	

presen- 
ía de Seguros Pepín S. A.— Octavo: Se condena además al a l pago 	las de costas penales' por haber sido hechos 

ley.— SEGUNDO: Conf'
ero 

rm 	de conformidad a la 
ordinales primero, terc a de la sentencia apelada, los 

, quinto y séptimo, rechazándose 
así las conclusiones del prevenido y de la Cía. de Seguros 
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cha 28 de abril de 1972, dictada en sus atribuciones correes 
cionales por la Corte de Apelación de La Vega, cuo 
sitivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara rey 

gulares y válidos, en la forma, los recursos, de apelación interpuestos 
por el prevenido Guillermo de Jesús Torres López, La Co

m, pañía 'Seguros Pepín, S. A. y la Parte 
	

constituida Eduardo Modesto Esquea, contra sentenciacivil 
correccional dic. tada por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Prime- 

e
ez 

ra Instancia del Distrito Judicial de La Vega, en fecha 30 de noviembre 
 P mbre de 1970, cuyo dispositivo es el siguiente: 'El Ju rimero: 

Se acoge como bueno y válido la cons- 
titución en parte civil intentada o E duard o Esqu ea en 
contra de Guillermo de Jesús To

p
rr
r 

 es al través del Dr. 
Ernesto Rosario por ser regular en la forma; Segundo: S 
pronuncia el defecto contra Guillermo de Jesús Torres pore  

no haber comparecido a la audiencia no obstante estar le- 
galmente citado; Tercero: Se declara 

	
al nombrado Guillermo de Jesús Torres de violar la sdisp

culpable 

os'ciones de la ley 241 en perjuicio del nombrado Eduardo Esquea en 
secuencia se le condena al pago de una multa de RD$ con- 

10.00 acogiendo en su favor circunstancias atenuantes.-- Cuarto: 
Se descarga a Miguel Angel Torres por no haber violado 
la ley 241 y se declaran las costas de oficio.— Quinto: Se 
condena a Guillermo de Jesús Torres al pago de una in-
demn'zación de RD$500.00 en favor de Eduardo Es 
mo justa reparación de los darlos morales y materia quea co- 

les que le causaran.-- Sexto: Se condena a Gillermo de Jesús 
rres al pago de las costas civiles con distracción d elan miTo- 

s-mas en provecho del Dr. Ernesto Rosario quien afirma ha-
berlas avanzado en su mayor parte.— 

-Séptimo: La en-
te sentencia es común y oponible a la compañía de Seguros 

g Pepín S. A.— Octavo: Se condena además al pago de las 
costas penales' por haber sido hechos 
ley.-- SEGUNDO: Confrma 	de conformidad a la 

 de la sentencia apelada, los 
ordinales primero, tercero, quinto y séptimo, rechazándose 

las conclusiones del prevenido y de la Cía. de Seguros 

BOLETIN JUDICIAL 
	 3419 

Pepín S. A., por improcedentes y mal fundadas.— TERCE-

RO: 
Condena al prevenido Guillermo de Jesús Torres Ló-

pez, al pago de las costas penales de esta azada, y a éste 
conjuntamente con la Cía. Seguros Pepín, S. A., al pago 
de las costas civiles, ordenando su distracción en provecho 
del Dr. Ernesto Rosario de la Rosa, quien afirma haberlas 
avanzado en su mayor parte"; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta de los recursos de casación, elvantada en 
la Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 19 de mayo de 
1972, a requerimiento del Dr. Williams Piña, cédula No. 
37229, serie 47, a nombre de los recurrentes, en la cual no 
se expone ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justic'a después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 29 y 65 de la Ley sobre Pro- 

cedimiento de Casación; 

Considerando, que el art. 29 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación, dice así: "El plazo para interponer el 
recurso de casación es de diez días, contados desde la fecha 
del pronunciamiento de la sentencia, si el acusado estuvo 
presente en la audiencia en que ésta fue pronunciada o si 
fue debidamente citado para la misma. En todo otro caso, 
el plazo correrá a partir de la notificación de la sentencia.— 
Durante estos diez días, y se hub'ere establecido el recurso 
mientras dure éste, se suspenderá la ejecución de la sen- 

tencia"; 

Considerando, a que en la especie, el fallo que se im-
pugna fue dictado el 28 de abril de 1972, después de haber 
sido aplazado su pronunciamiento en la audiencia de la 
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Corte a-que, de 
fecha 12 de dicho mes y ario, aplazamiento 

que se produjo en presenc:a de las partes y 
sus  tantes, y a fecha fija, para el día en que se dictó 

tó (28 de abril de 1972), haciéndose constar que las patres quedaban 
citadas a tales fines; a que a pesar de haberse pronunciado 
la sentencia, según hemos dicho, el 28 de abril de 1972, el recurso de casación  
es decir 	 fue declarado el 19 de mayo de 1972, 

, veinte días después de pronunciado; 

Considerando, que evidentemente en el caso ocurrente 
el plazo de d'ez días para interponer el recurso de casación 
comenzó a correr el 28 de abril de 1972, fecha de la audien-
cia en que se pronunció la sentencia y para la 
tes habían quedado legalmente citadas; que c cual las par- 

omo el so de casación fue declarado el 19 de mayo de 1972 recur- 
, según consta en el' acta levantada, resulta inadmisible al tenor del 

texto legal antes citado; que, por otra parte, si bien ese tex- 
to se refiere sólo al prevenido, es aplicable —a falta de 
otra d•sposición legal al respecto— a todas las partes con 
interés en recurrir contra las sentencias penales ; que, por 
consiguiente, el recurso de la entidad ase 
también inadmisible; 	 guradora, resulta  

Considerando, que no pr 
sobe las 	 procede en la especie estatuir 
lo 

 sobre as cost
itadas civiles, porque la parte civil constituida no 

hasolicitado ya que no ha intervenido en esta instancia de casación; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisibles los 
recursos de casación interpuestos por Guillermo de Jesús 
Torres y la Compañía de Seguros Pepín, S A., contra la 
sentencia dictada en fecha 28 de abril del 1972 por la Cor-
te de Apelación de La Vega, en 

sus atribuciones correccio-
nales, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del 
presente fallo; y Segundo: Condena al prevenido recurren-
te al pago de las costas penales. 

BOLETIN JUDICIAL 

(Firmados).— Manuel Ramón Ru4 z Tejada.— Fernando 

E. 
Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. 

Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. 
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— José 
A. Paniagua Mateo.— Manuel A. Richiez Acevedo.— Ernes-

to Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 414ff ,  
señores Jueces que f .  guran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

410 
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Corte a-qua, de fecha 12 de dicho mes tes o, apla que se produjo en presenc'a de las partes y sus represee
tantes, y a fecha fija, para el día en que se dictó (28 de 
abril de 1972), haciéndose constar que las patres quedaban. 
citadas a ta/es fines; a que a pesar de haberse pronunciado 
la sentencia, según hemos dicho, el 28 de abril de 1972, el 

es 
recurso 

decir de casación fue declarado el 19 de mayo de 1972, 
, veinte días después de pronunciado; 

Considerando, que evidentemente en el caso ocurrente 
el plazo de dez días para interponer el recurso de casación 
comenzó a correr el 28 de abril de 1972, fecha de la audien 
cia en que se pronunció la sentencia y p la 
tes habían quedado legalmente citadas; ;qua e c cual las par- 

omo el so de casación fue declarado el 19 de mayo de 1972 recur- 
, según consta en el'acta levantada, resulta inadmisible al tenor del 

texto legal antes citado; que, por otra te 
to se refiere sólo al prevenido 	

par , si bien ese tex 
, es aplicable —a falta de otra d'sposición legal al respecto— a todas las 

interés en recurrir contra las sentencias penales; ;que , por 
p
con 
or 'consiguiente, el recurso de la entidad aseguradora, resulta 

también inadmisible; 

Considerando, que noprocede en civil cie estatuir 
sobre las costas civiles, porque la parte constituida no 
lo ha solicitado, ya que no ha intervenido en esta instancia de casación; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisibles los 
recursos de casación interpuestos por Guillermo de Jesús 
Torres y la Compañía de Seguros Pepín, S A., contra la 
sentencia dictada en fecha 28 de abril del 1972 por la Cor-
te de Apelación de La Vega, en 

sus atribuciones correccio-
nales, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del 
presente fallo; y Segundo: Condena al prevenido recurren.. 
te al pago de las costas penales. 
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(Firmados).— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 

E. 
Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. 

Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. 
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— José 
A. Paniagua Mateo.— Manuel A. Richiez Acevedo.— Ernes- 
to Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que f" guran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 7 DE NOVIEMBRE DEL 1 973, 

sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia de Sánchez 
Ramírez de fecha 9 de octubre de 1970. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Marino Doné Bautista. 

D'os, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Pr . mer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar, José A. Paniagua Ma-
teo y Manuel A. Richiez Acevedo, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audienc'as, en la ciu-
dad de Santo Dom ngo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 7 del mes de noviembre de laño 1973, años 130' de la 
Independencia y 111' de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Marino 
Doñé Bautista, domin'cano, mayor de edad, casado, chófer, 
cédula No. 3210, serie lra., residente en el paraje Parale-
jos, de la Provincia de Cotuí; contra la sentencia de fecha 
9 de octubre de 1970, dictada en sus atribuciones correccio-
nales, y como tribunal de segundo grado, por el Juzgado de 
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era Instancia de Sánchez Ramírez, cuyo dispositivo se 

la más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Juzgado a-quo en fecha 9 de marzo de 1970, 

a 
requerimiento del prevenido recurrente, en la cual no se 

expone ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 de la Ley No. 241, de 1967; 
y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con mo-
tivo de un accidente automovilístco ocurrido en el Km. 2 1/2 

de la carretera de Cevicos á "La Cueva", el día 21 de mar-
zo de 1969, en el cual resultaron varias personas lesionadas 
corporalmente, el Juzgado de Paz de Cevicos, dictó en fe-
cha 15 de octubre de 1969, una sentencia con el siguiente 

dispositivo: "FALLA: PRIMERO: El Tribunal se acoge al 

dictamen del Ministerio Público en el sentido de condenar 
al señor Marino Doñé Bautista, a RD$5.00 de multa por 
violar la Ley No. 241;SEGUNDO: Descarga de toda respon-
sabilidad penal al señor Ventura Hernández Castillo, por 
no haber cometido falta alguna ni violar la Ley No. 241; 

TERCERO: Se condena al señor Marino Doñé Bautista, al 
pago de las costas"; b) Que sobre apelación del prevenido, 
hoy recurrente en casación, el Juzgado a-quo dictó la sen-
ten& a ahora impugnada con el siguiente dispositivo: "FA-

LLA: PRIMERO: Declara bueno y válido el recurso de ape-
lación interpuesto por el nombrado Marino Dañé Bautista, 
de generales anotadas, prevenido del delito de Violación a 

• 
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SENTENCIA DE FECHA 7 DE NOVIEMBRE DEL 1973, 

sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia de Sánchez 
Ramírez de fecha 9 de octubre de 1970. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Marino Doné Bautista. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Pr . mer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar, José A. Paniagua Ma-
teo y Manuel A. Richiez Acevedo, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audienc'as, en la ciu-
dad de Santo Dom ngo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 7 del mes de noviembre de laño 1973, años 130' de la 
Independencia y 111' de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Marino 
Doñé Bautista, domin'cano, mayor de edad, casado, chófer, 
cédula No. 3210, serie lra., residente en el paraje Parale-
jos, de la Provincia de Cotuí; contra la sentencia de fecha 
9 de octubre de 1970, dictada en sus atribuciones correccio-
nales, y como tribunal de segundo grado, por el Juzgado de 
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era Instancia de Sánchez Ramírez, cuyo dispositivo se 

.a más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

e la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Juzgado a-quo en fecha 9 de marzo de 1970, 
a requerimiento del prevenido recurrente, en la cual no se 
expone ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 de la Ley No. 241, de 1967; 
y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con mo-
tivo de un accidente automovilíst'co ocurrido en el Km. 2 1/2 

de la carretera de Cevicos á "La Cueva", el día 21 de mar-
zo de 1969, en el cual resultaron varias personas lesionadas 
corporalmente, el Juzgado de Paz de Cevicos, dictó en fe-
cha 15 de octubre de 1969, una sentencia con el siguiente 
dispositivo: "FALLA: PRIMERO: El Tribunal se acoge al 
dictamen del Ministerio Público en el sentido de condenar 
al señor Marino Doñé Bautista, a RD$5.00 de multa por 
violar la Ley No. 241;SEGUNDO: Descarga de toda respon-
sabilidad penal al señor Ventura Hernández Castillo, por 
no haber cometido falta alguna ni violar la Ley No. 241; 
TERCERO: Se condena al señor Marino Doñé Bautista, al 
pago de las costas"; b) Que sobre apelación del prevenido, 
hoy recurrente en casación, el Juzgado a-quo d'ctó la sen-

tenc'a ahora impugnada con el siguiente dispositivo: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara bueno y válido el recurso de ape-
lación interpuesto por el nombrado Marino Doñé Bautista, 
de generales anotadas, prevenido del delito de Violación a 

• 
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la Ley 241, en perjuicio de los nombrados Elpidio Va'dez 
Núñez, Marcos Antonio Jáquez, Antonio Abréu y Nayiber-
to Nicasio Morales, por  haberlo hecho en tiempo oportun o . 
SEGUNDO: Confirma en todas sus partes la sentencia rej 
currida del Juzgado de Paz del Municipio de Cevicos, de 
fecha 9 de octubre del año 1969, que lo condenó a RD$5.00 
de multa; TERCERO: Condena al prevenido al pago de las 
costas de la presente alzada"; 

Considerando, que mediante la ponderación de los ele.. 
mentos de juicio regularmente administrados en la instruc- 
c'én de la causa, el Juzgado a-quo dio por establecido, pa- 
ra declarar culpable al prevenido Marino Doñé Bautista, 
los skuientes hechos: a) que el día 21 de mayo de 1969, 
mientras Ventura Hernández Castillo, conducía el carro pú- 
blico placa No. 45767, propiedad del señor Marcos A. Já- 
quez, en dirección de Cevicos al pob'ado de La Cueva, al 
llegar al Paraje Los Paralelos, tramo carretera Cevico-Co- 
tuí, la camioneta placa No. 72142, conducida por el chófer 
Marino Doñé Bautista, Oopiedad del señor Noel Martínez, 
salía de una manera imprevista por la puerta de campo de 
la finca del señor Noel Martínez, hacia la vía pública; b) 
que dicha camioneta venía bajando una cuesta que hay des-
de la casa de campo de dicha finca hacia la carretera; c) 
que la citada camioneta obstruyó parte de la carretera ocu-
pando la derecha que correspondía al carro conducido por 
Ventura Hernández Castillo; d) que el conductor del carro 
pudo ver a una distanc'a de más de 30 metros la camioneta 
cuando salía de la mencionada finca, pero parece que el 
conductor Ventura Hernández Castillo, venía distraído, lo 
que le impidió reducir la velocidad para evitar el choque; 
e) que al producirse la colisión entre los mencionados ve-
hículos, los ocupantes del carro, Elpidio Valdez Núñez, 
Marcos A. Jáquez, Antonio Abréu y Nayiberto Nicasio Mo-
rales, resultaron con lesiones curables antes de los diez (10'/ 
días; y f) que ambos vehículos resultaron con desperfectos  

de grave consideracion; g) que el conductor de la camione-

ta 
Marino Doñé Bautista, cometió la imprudencia de salir 

intempestivamente de la finca de Noel Martínez a la carre-
tera sin tomar ninguna clase de precaución ni observancia; 

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran el delito dé golpes y heridas por imprudencia, produci-
das con el manejo de un vehículo de motor, hecho previsto 
por el artículo 49 de la Ley No. 241, de 1967, y sancionado 
por ese mismo texto legal en su letra a, con la pena de 6 
días a 6 meses de prisión correccional y con multa de $6.00 
a $180.00; que, en consecuencia, al condenar al prevenido 
recurrente a cinco (5) pesos de multa después de declararlo 
culpable y acogiendo en su favor circunstancias atenuantes, 

el Juzgado a-quo le aplicó una sanción ajustada a la Ley; 

Considerando, que examinado el fallo impugnado en 
sus i"emás aspectos, en lo que concierne al interés del pre-

vei-  ido recurrente, él no contiene vicio alguno que justifi- 

qu. su casación; 
. ' 

Por tales motivos; Primero: Rechaza el recuros de ca-

sación interpuesto por Marino Doñé Bautista, contra la 
sentencia de fecha 9 de marzo de 1970, dictada en sus atri-
buciones correccionales, y como tribunal de segundo grado 
por el Juzgado.de Primera Instancia de Sánchez Ramírez, 
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del presen-
te fallo; Segundo: Condena al recurrente al pago de las 

costas. 

Firmados.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— José A. 



3424 	 BOLETIN JUDICIAL BOLETIN JUDICIAL 3425 

la Ley 241, en perjuicio de los nombrados Elpidio Valdez 
Núñez, Marcos Antonio Jáquez, Antonio Abréu y Nayiber. 
to Nicasio Morales, por  haberlo hecho en tiempo oportun o . 
SEGUNDO: Confirma en todas sus partes la sentencia re. 
currida del Juzgado de Paz del Municipio de Cevicos, d e 

 fecha 9 de octubre del año 1969, que lo condenó a RD$5.00 
de multa; TERCERO: Condena al prevenido al pago de las costas de la presente alzada"; 

Considerando, que mediante la ponderación de los ele-* 
mentos de juicio regularmente administrados en la instruc- 
Cón de la causa, el Juzgado a-quo dio por establecido, pa- ra declarar culpable al prevenido Marino Doñé Bautista, 
los s'guientes hechos: a) que el día 21 de mayo de 196,9 
mientras Ventura Hernández Castillo, conducía el carro pú- 
blico placa No. 45767, propiedad del señor Marcos A. Já- 
quez, en dirección de Cevicos al pob'ado de La Cueva, al 
llegar al Paraje Los Paralelos, tramo carretera Cevico-Co- 
tuí, la camioneta placa No. 72142, ccnducida por el chófer 
Marino Doñé Bautista, Oopiedad del señor Noel Martínez, 
salía de una manera imprevista por la puerta de campo de 
la finca del señor Noel Martínez, hacia la vía pública; b) 
que dicha camioneta venía bajando una cuesta que hay des-
de la casa de campo de dicha finca hacia la carretera; c) 
que la citada camioneta obstruyó parte de la carretera ocu-
pando la derecha que correspondía al carro conducido por 
Ventura Hernández Castillo; d) que el conductor del carro 
pudo ver a una distanc'a de más de 30 metros la camioneta 
cuando salía de la mencionada finca, pero parece que el 
conductor Ventura Hernández Castillo, venía distraído, lo 
que le impidió reducir la velocidad para evitar el choque; 
e) que al producirse la colisión entre los mencionados ve-
hículos, los ocupantes del carro, Elpidio Valdez Núñez, 
Marcos A. Jáquez, Antonio Abréu y Nayiberto Nicasio Mo-
rales, resultaron con lesiones curables antes de los diez (10!/ 
días; y f) que ambos vehículos resultaron con desperfecto.  

de grave consideracion; g) que el conductor de la camione-
ta Marino Doñé Bautista, cometió la imprudencia de salir 
intempestivamente de la finca de Noel Martínez a la carre-
tera sin tomar ninguna clase de precaución ni observancia; 

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran el delito de golpes y heridas por imprudencia, produci-
das con el manejo de un vehículo de motor, hecho previsto 
por el artículo 49 de la Ley No. 241, de 1967, y sancionado 
por ese mismo texto legal en su letra a, con la pena de 6 
días a 6 meses de prisión correccional y con multa de $6.00 
a $180.00; que, en consecuencia, al condenar al prevenido 
recurrente a cinco (5) pesos de multa después de declararlo 
culpable y acogiendo en su favor circunstancias atenuantes, 

el Juzgado a-quo le aplicó una sanción ajustada a la Ley; 

Considerando, que examinado el fallo impugnado en 
,useOmás aspectos, en lo que concierne al interés del pre-
ve' ,do recurrente, él no contiene vicio alguno que justifi- 

qi.3 su casación; 

Por tales motivos; Primero: Rechaza el recuros de ca-

sación interpuesto por Marino Doñé Bautista, contra la 
sentencia de fecha 9 de marzo de 1970, dictada en sus atri-
buciones correccionales, y como tribunal de segundo grado 
por el Juzgado _ de Primera Instancia de Sánchez Ramírez, 
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del presen-

te fallo; Segundo: Condena al recurrente al pago de las 

costas. 

Firmados.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— José A. 
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Paniagua Mateo.— Manuel A. Richiez Acevedo.— Ern( 
Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada 
por los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au... 

diencia pública del día, mes y año en él expresados , Y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario Ge 
certifico. Fdo. Ernesto Curiel hijo. 	

neral, que 
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE NOVIEMBRE DEL 1973. 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 

15 de diciembre de 1972. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Francisco de los Santos. 

:1); 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar, José A. Paniagua Ma-
teo y Manuel A. Richiez Acevedo, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán ,Distrito Nacional, hoy 
día 9 del mes de Noviembre del año 1973, años 130' de la 
Independencia y 111' de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Francisco 
de los Santos, dominicano, mayor de edad, casado, comer-
ciante, cédula No. 1032, serie 52, domiciliado y residente 
en la casa No. 8 de la calle San Rafael de la ciudad de Cevi-
cos, contra la sentencia dictada en sus atribuciones correc-
cionales, por la Corte de Apelación de La Vega, cuyo dis-
positivo se copia más adelante; 
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ue  firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 

que certifico. Fdo. Ernesto Curiel hijo. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 
15 de diciembre de 1972. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Francisco de los Santos. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar, José A. Paniagua Ma-
teo y Manuel A. Richiez Acevedo, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán ,Distrito Nacional, hoy 
día 9 del mes de Noviembre del año 1973, años 130' de la 
Independencia y 111' de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por. Francisco 
de los Santos, dominicano, mayor de edad, casado, comer-
ciante, cédula No. 1032, serie 52, domiciliado y residente 
en la casa No. 8 de la calle San Rafael de la ciudad de Cevi-
cos, contra la sentencia dictada en sus atribuciones correc-
cionales, por la Corte de Apelación de La Vega, cuyo dis-
positivo se copia más adelante; 
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

del delito de violación al Artículo 311, del Código Penal, 

por 
ante el Juzgado de Instrucción de este Distrito Judicial 

de Sánchez Ramírez, por carácter criminal, en virtud de la 
disposición 93 del Código de Procedimietno Criminal y 10 
de la Ley No. 1014, ya que el expediente Criminal señala 
la existencia de una lesión permanente del brazo de Mar-

cos  Antonio Fernández'; por haber sido hecho de conformi-

dad a la Ley; SEGUNDO: Confirma en todas sus partes la 
sentencia recurrida al haber esta Corte establecido por su 
propia observación, en hechos, que las lesiones permanen-
tes indicadas en el Certificado Médico son en el brazo y 
mano izquierda del agraviado y parte civil constituida Mar-
cos Antonio Jáquez Fernández, rechazando así, las conclu-
siones del prevenido Francisco de los Santos (a) Copa, en el 
sentido de que sea sometido a una junta médica que deter-
mine "cuáles movimientos es que tiene la lesión permanen-
te", por improcedentes y mal fundadas; TERCERO: Conde-

na al prevenido al pago de las costas de esta alzada"; 

Considerando, que mediante la ponderación de los ele-
mentos de juicio administrados en la instrucción de la cau-
sa, la Corte a-qua dio por establecido: a) que en horas de 

la noche del día 27 de mayo de 1972, ocurrió un hecho de 
sangre en Cevicos, en el cual Francisco de los Santos, hirió 
con varios disparos, hechos con un revólver a Marcos Anto-
nio Jáquez; b) que por acta policial fueron sometidos a la 
acción judicial Francisco de los Santos y Marcos Antonio 
Jáquez; c) que consta en el Certificado Médico, expedido en 
fecha 7 de septiembre de 1972, por el Dr. Rafael Landrón 
Gassó, Médico Legista del Distrito Judicial de Sánchez Ra-
mírez, Marcos Antonio Jáquez, presenta "heridas de bala 
antebrazo izquierdo, contusiones cráneo, fractura conminu-
ta tercio inferior húmero izquierdo con desgarramiento del 
tripceps" diagnóstico: lesión permanente; d) que la Corte 
comprobó por su propia observación, en hechos, que las le-
siones permanentes indicadas en el Certificado médico son 
en el brazo y mano izquierda de Mracos Antonio Jáquez; 

 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento del Dr. Be-
navides de Jesús Ricardo García, abogado, cédula No. 9449, 
serie 49, abogado del recurrente, en la cual no se expone 
ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 309 del Código Penal; 10 de 
la Ley No. 1014, de 1935 y 1 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando, que en el fallo impugnado y en los do-
cumentos a que él se refiere, consta: a) que con motivo de 
un sometimiento por violación al artículo 311 del Código 
Penal, hecho por la Policía Nacional, contra el prevenido 
recurrente y Marcos Antonio Jáquez Fernández, el Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de Sánchez 
Ramírez, dictó en fecha 15 de Septiembre de 1972, una sen-
tencia cuyo dispositivo se encuentra inserto, más adelante. 
en el de la ahora impugnada; b) que sobre apelación del 
prevenido recurrente, la Corte de Apelación de La Vega, 
en sus atribuciones correccionales, dictó en fecha 15 de di-
ciembre de 1972, la sentencia ahora impugnada con el si-
guiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara regular 
y válido, en la forma, el recurso de apelación, interpuesto 
por el prevenido Francisco de los Santos (a) Copa, en con-
tra de la sentencia dictada por el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Sánchez Ramírez, de fecha 
15 de, diciembre de 1972, cuyo dispositivo es el siguiente: 
'Falla: Primero: Declina el expediente puesto a cargo de los 
nombrados Marcos Antonio Jáquez Fernández y Francisco 
de los Santos (a) Copa, de generales anotadas, prevenidos 
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 
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tancia del Distrito Judicial de Sánchez Ramírez, de fecha 
15 de diciembre de 1972, cuyo dispositivo es el siguiente: 
`Falla: Primero: Declina el expediente puesto a cargo de los 
nombrados Marcos Antonio Jáquez Fernández y Francisco 
de los Santos (a) Copa, de generales anotadas, prevenidos  

del  delito de violación al Artículo 311, del Código Penal, 

por ante el Juzgado de Instrucción de este Distrito Judicial 

de Sánchez Ramírez, por carácter criminal, en virtud de la 

disposición 93 del Código de Procedimietno Criminal y 10 

de la Ley No. 1014, ya que el expediente Criminal señala 
la existencia de una lesión permanente del brazo de Mar-
cos Antonio Fernández'; por haber sido hecho de conformi-
dad a la Ley; SEGUNDO: Confirma en todas sus partes la 
sentencia recurrida al haber esta Corte establecido por su 
propia observación, en hechos, que las lesiones permanen-
tes indicadas en el Certificado Médico son en el brazo y 
mano izquierda del agraviado y parte civil constituida Mar-
cos Antonio Jáquez Fernández, rechazando así, las conclu-
siones del prevenido Francisco de los Santos (a) Copa, en el 
sentido de que sea sometido a una junta médica que deter-
mine "cuáles movimientos es que tiene la lesión permanen-
te", por improcedentes y mal fundadas; TERCERO: Conde-
na al prevenido al pago de las costas de esta alzada"; 

Considerando, que mediante la ponderación de los ele-
mentos de juicio administrados en la instrucción de la cau-
sa, la Corte a-qua dio por establecido: a) que en horas de 
la noche del día 27 de mayo de 1972, ocurrió un hecho de 
sangre en Cevicos, en el cual Francisco de los Santos, hirió 
con varios disparos, hechos con un revólver a Marcos Anto-
nio Jáquez; b) que por acta policial fueron sometidos a la 
acción judicial Francisco de los Santos y Marcos Antonio 
Jáquez; c) que consta en el Certificado Médico, expedido en 
fecha 7 de septiembre de 1972, por el Dr. Rafael Landrón 
Gassó, Médico Legista del Distrito Judicial de Sánchez Ra-
mírez, Marcos Antonio Jáquez, presenta "heridas de bala 
antebrazo izquierdo, contusiones cráneo, fractura conminu-
ta tercio inferior húmero izquierdo con desgarramiento del 
tripceps" diagnóstico: lesión permanente; d) que la Corte 
comprobó por su propia observación, en hechos, que las le-
siones permanentes indicadas en el Certificado médico son 
en el brazo y mano izquierda de Mracos Antonio Jáquez; 
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Considerando, que habiendo establecido la Corte a-qua 
mediante el examen del Certificado Médico aportado a la 
causa, así como por su propia comprobación en la audien-
cia, que una de las heridas que presenta el co-prevenido 
Marcos Antonio Jáquez, dejó lesión de carácter permanen-
te, lo que configura un hecho castigable con penas crimina-
les, es claro que lo decidido por los Jueces del fondo, es co-
rrecto, por cuanto tan pronto como se revelan en una juris-
dicción correccional, apoderada de un hecho, caracteres de 
un crimen, su deber es desapoderarse y ordenar la declina-
toria por ante el Juzgado de Instrucción correspondiente, 
para que se proceda a la sumaria de lugar, como resulta de 
lo dispuesto en el artículo 10 de la Ley No. 1014, de 1935; 

Por tales motivos; Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Francisco de los Santos ,contra la 
sentencia de fecha 15 de diciembre de 1972, dictada en sus 
atribuciones correccionales, por la Corte de Apelación de 
La Vega, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior 
del presente fallo; Segundo: Condena al prevenido recu-
rrente al pago de las' costas. 

Firmados.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— José A. 
Paniagua Mateo.— Manuel A. Amiama Acevedo.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y años en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. Fdo. Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 9 DE NOVIEMBRE DEL 1973. 

Materia: Correccional. 

jtecurrentes: Roberto Ramírez, Senador de la República; Víctor 
Hugo Mancebo y Domingo Terrero. 

Abogado: Dr. Adalberto G. Maldonado. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Teada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar, José A. Paniagua Ma-
teo y Manuel A. Richiez Acevedo, asistidos del Secretario 
Auxiliar Miguel Jacobo, en la Sala donde celebra sas au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 9 de noviembre del 1973, años 130' 
de la Independencia y 111' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública y en instancia única la siguiente sentencia: 

En la causa correccional seguida a Roberto Ramírez, 
Senador de la República, dominicano ,mayor de edad, ca-
sado, cédula 2136, serie 69, domiciliado y residente en Pe-
dernales; Víctor Hugo Mancebo, dominicano, mayor de edad, 
soltero, cédula No. 290 serie 69, domiciliado y residente en 
Pedernales; y Domingo Terrero, dominicano, mayor de 
edad, casado, cédula 285 serie 69, domiciliado y residente 



3430 	 aourriN JUDICLIL 	 BOLETIN JUDICIAL 	 3431 

   

Considerando, que habiendo establecido la Corte 
mediante el examen del Certificado Médico aportado a a-que  
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toña por ante el Juzgado de Instrucción correspondiente, 
para que se proceda a la sumaria de lugar, como resulta de 
lo dispuesto en el artículo 10 de la Ley No. 1014, de 1935; 

Por tales motivos; Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Francisco de los Santos ,contra la 
sentencia de fecha 15 de diciembre de 1972, dictada en sus 
atribuciones correccionales, por la Corte de Apelación de 
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velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Ber-
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Paniagua Mateo.— Manuel A. Amiama Acevedo.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au- 

ii,  diencia pública del día, mes y años en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
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Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 
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món Ruiz Teada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar, José A. Paniagua Ma-
teo y Manuel A. Richiez Acevedo, asistidos del Secretario 
Auxiliar Miguel Jacobo, en la Sala donde celebra sas au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 9 de noviembre del 1973, años 130' 
de la Independencia y 111' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública y en instancia única la siguiente sentencia: 

En la causa correccional seguida a Roberto Ramírez, 
Senador de la República, dominicano ,mayor de edad, ca-
sado, cédula 2136, serie 69, domiciliado y residente en Pe-
dernales; Víctor Hugo Mancebo, dominicano, mayor de edad, 
soltero, cédula No. 290 serie 69, domiciliado y residente en 
Pedernales; y Domingo Terrero, dominicano, mayor de 
edad, casado, cédula 285 serie 69, domiciliado y residente 
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de José 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído a los prevenidos en sus generales de ley; 

Oído al Lic. Rafael Ravelo Miquí, Ayudate del Magis 

de los hechos; 	 posi 
tracio Procurador General de la República en la exción 

Oído al Dr. Adalberto C. Maldoado, declarar a la Cor- 
te que tiene mandato del prevenido Roberto Ramírez para 
asistirlo en sus medios de defensa; 

Oído al Secretario en la lectura de las piezas del expe. diente; 

Oídas las declaraciones del querellante José Altagra-
cia Ferreras Medina y de los testigos Freddy 	Feliz ximiliano Pérez Céspedes, Fabio Rijo y Antonio  Men, Ma- 

doza, quienes prestaron juramento de decir toda la verdad y na-
da más que la verdad; y cuyas declaraciones e detalle 
constan en las actas de audiencia; 

Oído a los prevenidos en su interrogatorio y en la ex-
posición de sus medios de defensa, los cuales constan tam-
bién en detalle en las actas de audiencia; 

Oído al Dr. Adalberto Maldonado, en la defensa del 
prevenido Roberto Ramírez, quien concluyó así: "Que sea 
descargado nuestro representado, por no haber cometido el hecho"; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República, que así ocncluye: "Que sean descargados  

los prevenidos por insuficiencia de pruebas; y que se de-
claren las costas de oficio; 

Resultando, que con motivo de una querella presenta-
da por José Altagracia Ferreras Medina en fecha 21 de 
abril de 1973 ante la Policía Nacional del Municipio de Pe-

dernales ,  y ratificada luego ante el Magistrado Procurador 
Fiscal de Pedernales, el Magistrado Procurador General de 
la República por oficio No. 4187, de fecha 8 de mayo de 
1973, dirigió a la Suprema Corte de Justicia el siguiente 
requerimiento: "Al: Magistrado Presidente de la Suprema 
Corte de Justicia. Su Despacho.— Asunto: Sometimiento a 
cargo de los nombrados Roberto Ramírez, Senador de la 
República (PR) por la Provincia de Pedernales y compar-
tes, prevenidos como presuntos autores de la comisión del 
delito de golpes en perjuicio del nombrado José Altagracia 
Medina Ferreras.— Anexe: a) Oficio No. 202, de fecha 24 
de abril de 1973, del Magistrado Procurador Fiscal del Dis-
trito Judicial de Pedernales y anexos que cita; y b) Oficio 
No. 220, de fecha 4 de mayo del año en curso. y sus anexos, 
del Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial de 
Pedernales.— 1.— Remitido, muy cortésmente, invitando 
su atención a las piezas anexas, las cuales revelan que el 
Senador por la Provincia de Pedernales, Roberto Ramírez, 
conjuntamente con los nombrados Víctor Hugo Mancebo y 
Domingo Terrero (a) Tato, ha sido prevenido de violencia 
o vías de hecho en perjuicio del señor Jos éAltagracia Fe-
rreras Medina, que le ocasionaron traumatismo y lacera-
dones múltiples en la cara, tronco y miembros, curables de 
veinte a treinta días, salvo complicaciones, según certifi-
cación médico-legal que obra en el expediente, infracción 
prevista y sancionada por la primera parte del artículo 309 
del Código Penal.— 2.— En vista de lo que antecede y de 
lo que dispone el inciso lro. del artículo 67 de la Constitu-
ción de la República, proclamada el día 28 de noviembre 
de 1966, en nuestra calidad de ministerio público ante esa 
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en Pedernales, prevenidos degolpes en perjuicio 
Altagracia Medina Perreras; 
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de los hechos; trado Procurador General de la República en la exposición 

Oído al Dr. Adalberto C. Maldoado, declarar a la Cor-
te que tiene mandato del prevenido Roberto Ramírez a 
asistirlo en sus medios de defensa; 	 pra  

Oído al Secretario en la lectura de las piezas del expe-diente; 

Oídas las declaraciones del querellante José Altagra-
cia Ferreras Medina y de los testigos Freddy Feliz, - 
ximiliano Pérez Céspedes, Fabio Rijo y AntonioMendoz

Maa, quienes prestaron juramento de decir toda la verdad y na-
da más que la verdad; y cuyas declaraciones e detalle 
constan en las actas de audiencia; 

Oído a los prevenidos en su interrogatorio y en la ex-posición de sus 
medios de defensa, los cuales constan tam-

bién en detalle en las actas de audiencia; 

Oído al Dr. Adalberto Maldonado, en la defensa del 
prevenido Roberto Ramírez, quien concluyó así: "Que sea 
descargado nuestro representado, por no haber cometido el hecho"; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República, que así ocncluye: "Que sean descargados 
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los prevenidos por insuficiencia de pruebas; y que se de-
claren las costas de oficio; 

Resultando, que con motivo de una querella presenta-
da por José Altagracia Ferreras Medina en fecha 21 de 
abril de 1973 ante la Policía Nacional del Municipio de Pe-
dernales, y ratificada luego ante el Magistrado Procurador 
Fiscal de Pedernales, el Magistrado Procurador General de 
la República por oficio No. 4187, de fecha 8 de mayo de 
1973, dirigió a la Suprema Corte de Justicia el siguiente 
requerimiento: "Al: Magistrado Presidente de la Suprema 
Corte de Justicia. Su Despacho.— Asunto: Sometimiento a 
cargo de los nombrados Roberto Ramírez, Senador de la 
República (PR) por la Provincia de Pedernales y compar-
tes, prevenidos como presuntos autores de la comisión del 
delito de golpes en perjuicio del nombrado José Altagracia 
Medina Ferreras.— Anexe: a) Oficio No. 202, de fecha 24 
de abril de 1973, del Magistrado Procurador Fiscal del Dis-
trito Judicial de Pedernales y anexos que cita; y b) Oficio 
No. 220, de fecha 4 de mayo del año en curso. y sus anexos, 
del Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial de 
Pedernales.— 1.— Remitido, muy cortésmente, invitando 
su atención a las piezas anexas, las cuales revelan que el 
Senador por la Provincia de Pedernales, Roberto Ramírez, 
conjuntamente con los nombrados Víctor Hugo Mancebo y 
Domingo Terrero (a) Tato, ha sido prevenido de violencia 
o vías de hecho en perjuicio del señor Jos éAltagracia Fe-
rreras Medina, que le ocasionaron traumatismo y lacera-
ciones múltiples en la cara, tronco y miembros, curables de 
veinte a treinta días, salvo complicaciones, según certifi-
cación médico-legal que obra en el expediente, infracción 
prevista y sancionada por la primera parte del artículo 309 
del Código Penal.— 2.— En vista de lo que antecede y de 
lo que dispone el inciso 1ro. del artículo 67 de la Constitu-
ción de la República, proclamada el día 28 de noviembre 
de 1966, en nuestra calidad de ministerio público ante esa 
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Suprema Corte de Justicia, tramitamos el referido expe. 
diente para que el legislador indicado y los demás preveni-
dos sean juzgados por la infracción que se les imputa, de 
conformidad con la ley.--- Muy aten,— irmad

pú 
o) Lic. Fabio Fiallo Cáceres, Procurador tamente 

General de (F la Re blica.— Ffc.—Tamn/Rcs. fmf."; .  

Resultando, que por auto de fecha 3 de julio de 1973, 
el Magistrado Presidente de la Suprema Corte de Justicia 

9 de la mañana 

fijó la 
audiencia pública del día 20 de agosto de 1973 , a las 

para conocer del caso; audiencia qu no 
pudo tener efecto por no haber comparecido los prevenidos 
ni los testigos citados; 

Resultando, que por auto de fecha 3 de septiembr
e  de 1973, dictado por el Magistrado Presidente de la Suprema 

Corte de Justicia se fijó de nuevo .Ma audiencia pública del 
día 8 de octubre de 1973, a las nueve 

de la mañana para conocer del caso; audiencia ésta que se celebró con el re-
sultado que consta en el acta levantada, la cual obra en el expediente; 

Resultando, que a esa audiencia compareció el Dr. 
Adalberto G. Maldonado, en representación del prevenido 
Roberto Ramírez, y solicitó el reenvío paraque su rep 

rocu 	

re- sentado pudiese comparecer personalmentl 
	

or Ge- 

y
l Procurador 

citar tes- tigos, opinando el Magistrado Ayudant 
neral de la República qu 	

e dé
e previamente alío se 

al prevenido compareciente Víctor Hugo Mareenvncebo oyera 
dec diendo la Corte continuar la vista de la causa pa , 

 ra oir a 
 i-

dicho prevenido, al querellante José Altagracia Ferreras 
Medina y al testigo compareciente Freddy B. Félix, cuyas 
declaraciones constan en el acta levantada; 

Resultando, que luego de oidas esas declaraciones, la 
Suprema Corte de Justicia dictó la siguiente sentencia: 
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“Resuelve: Falla: Primero: Se reenvía el conocimiento de 

esta causa, para la audiencia del día martes 30 de octubre 

cv, 
 1973, a las nueve de la mañana, a fin de ordenar nueva-

inente la citación de los prevenidos no comparecientes y los 
testigos señalados por el abogado de la defensa de Roberto 
Ramírez; tanto el prevenido compareciente, así como el 
querellante y el testigocompareciente, quedan desde ahora 
debidamente citados; Segundo: Se reservan las costas"; 

Resultando, que tanto en la audiencia del 8 de octubre 
de 1973, como en la celebrada el día 30 de ese mes, el que-
rellante José A. Ferreras Medina ratificó los términos de 

su querella; 

Resultando, que tanto esa declaración como las de los 
testigos figuran insertas, según se dijo antes, en detalle, en 

las actas de audiencia; 

Resultando, que los prevenidos declararon en su de-
fensa lo siguiente: a) Roberto Ramírez que "ese día partí 
desde esta ciudad para el balneario con Rijo y con Mendo-
za; ya el querellante se encontraba allí cuando nosotros lle-
gamos; al poco rato de estar allí vimos al querellante que 
se lanzaba de una peña y decía que era Superman; lo vi 
que se bajaba la trusa y vi que Mancebo trataba de ponér-
sela, al día siguiente supe lo de la riña"; agregando que no 
sabe por qué mencionan al prevenido Terrero en eso; b) el 
prevenido Terrero dijo lo que sigue: "Yo no puedo decir na-
da de esto; yo oí los rumores; fui llamado por el Fiscal y 
cuando me presenté me leyeron el expediente y fue enton-
ces cuando me enteré"; agregando: "que dijeron que Man-
cebo y el querellante habían peleado; n ooí nada en rela-
ción con Ramírez; la persona que me informó que el quere-
llante estaba bebiendo fue Juan Francisco Samboy"; y c) 

El prevenido Mancebo declaró en esta forma: "Ese día lle-
gamos al río; ya se encontraba allí el querellante y sus 
amigos; vi que el querellante se tiraba de una roca y luego 
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Suprema Corte de Justicia, tramitam os el 	
expe.. 

diente para 
que el legislador indicado y los demás  preveni.. 

dos sean juzgados por la infracción que se les imputa, de 
conformidad con la ley.— Muy aten,— o) 
Lic. Fabio Fiallo Cáceres, Procuradortamente 

General de(Firmad 
la Repú-blica.— Ffc.—Tamn/Rcs. fmf."; 

Resu l
tando, que por auto de fecha 3 de ju de 1973, 

el Magistrado Presidente de la Suprema Corte lio 
de Justicia fijó la 

audiencia pública del día 20 de agosto de 1973, a las 
9 de la mañana, para conocer del caso; auiencia qu no 
pudo tener efecto por no haber comparecido los prevenidos 
ni los testigos citados; 

Resultando, que por auto de fecha 3 de septiembr
e  de 1973, dictado por el Magistrado Presidente de la Suprema 

Corte de Justicia se fijó de nuevo Ya audiencia pública del 
día 8 de octubre de 1973, a las nueve de la mañana para 
conocer del caso; audiencia ésta que se celebró con el re- 
sultado que consta en el acta levantada, la cual obra en el expediente; 

Resultando, que a esa audiencia compareció el Dr. 
Adalberto G. Maldonado, en representación del prevenido 
Roberto Ramírez, y solicitó el reenvío para que su repre-
sentado pudiese comparecer personalmente y para citar tes-
tigos, opinando el Magistrado Ayudante dél Procurador Ge-
neral de la República que previamente al reenvío se oyera 
al prevenido compareciente Víctor Hugo Mancebo, deci-
diendo la Corte continuar la vista de la causa para oir a 
dicho prevenido, al querellante José Altagracia Ferreras 
Medina y al testigo compareciente Freddy B. Félix, cuyas 
declaraciones constan en el acta levantada; 

Resultando, que luego de oidas esas declaraciones, la 
Suprema Corte de Justicia dictó la siguiente sentencia: 
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Falla: Primero: Se reenvía el conocimiento de 
"Resuelve :   
esta causa, para la audiencia del día martes 30 de octubre 
d,. 1973, a las nueve de la mañana, a fin de ordenar nueva-
mente la citación de los prevenidos no comparecientes y los 
testigos señalados por el abogado de la defensa de Roberto 
Ramírez; tanto el prevenido compareciente, así como el 
querellante y el testigocomPareciente, quedan desde ahora 

debidamente citados; Segundo: Se reservan las costas"; 

Resultando, que tanto en la audiencia del 8 de octubre 

de 1973, 
como en la celebrada el día 30 de ese mes, el que-

rellante José A. Ferreras Medina ratificó los términos de 

su querella; 

Resultando, que tanto esa declaración como las de los 
testigos figuran insertas, según se dijo antes, en detalle, en 

las actas de audiencia; 

Resultando, que los prevenidos declararon en su de-
fensa lo siguiente: a) Roberto Ramírez que "ese día partí 
desde esta ciudad para el balneario con Rijo y con Mendo-
za; ya el querellante se encontraba allí cuando nosotros lle-
gamos; al poco rato de estar allí vimos al querellante que 
se lanzaba de una peña y decía que era Superman; lo vi 
que se bajaba la trusa y vi que Mancebo trataba de ponér-
sela, al día siguiente supe lo de la riña"; agregando que no 
sabe por qué mencionan al prevenido Terrero en eso; b) el 
prevenido Terrero dijo lo que sigue: "Yo no puedo decir na-
da de esto; yo oí los rumores; fui llamado por el Fiscal y 
cuando me presenté me leyeron el expediente y fue enton-
ces cuando me enteré"; agregando: "que dijeron que Man-
cebo y el querellante habían peleado; n ooí nada en rela-
ción con Ramírez; la persona que me informó que el quere-
llante estaba bebiendo fue Juan Francisco Samboy"; y c) 

El prevenido Mancebo declaró en esta forma: "Ese día lle-
gamos al río; ya se encontraba allí el querellante y sus 
amigos; vi que el querellante se tiraba de una roca y luego 
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que trataba de quitarse el traje de baño; fui a llamarle la 
tensión y me tiró un golpe; yo le tiré otro; eso fue lo que 
pasó; el Senador no tuvo nada que ver en esto"; 

Resultando, que el querellante intervino para informa
r  que acusó a Terrero simplemente porque estaba con el Se-

nador; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deliberado :  

Considerando, que de ninguna de las declaraciones oí-
das en el plenario, resulta establecido que los prevenidos 
Roberto Ramírez y Domingo Terrero hayan ejercido vio-
lencias o vías de hecho contra el querellante José Altagra-
cia Ferreras Medina; por lo cual procede el descargo de am-
bos prevenidos por insuficiencia de pruebas; 

Considerando, que en cuanto al prevenido Víctor Hu-
go Mancebo, él admitió en su declaración que le dio un gol-
pe con el puño al querellante Ferreras Medina, porque és-
te ofreció resistencia cuando él trató de evitar que se qui-
tara el traje de baño, asegurando que los otros dos preve-
nidos no intervinieron en el caso; que, en tales condiciones 
procede declarar culpable al prevenido Víctor Hugo Man-
cebo de violencias o vías de hecho que no causaron enfer-
medad alguna ni incapacidad para el trabajo, en perjuicio 
de José Altagracia Ferreras Medina, debiendo ser conde-
nado a la pena que se indica más adelante en el dispositivo 
de la presente sentencia; 

Por tales motivos, la Suprema Corte de Justicia admi-
nistrando justicia, en Nombre de la República, por autori-
dad de la ley, y vistos los artículos 67, inciso lo. de la Cons-
titución de la República; 311, párrafo lo. del Código Penal, 
reformado; 131, 191 y 194 del Códigode Procedimiento Cri-
minal, que dicen así: " 

Art. 67, inciso lo. de la Constitución: "Corresponde ex-
clusivamente a la Suprema Corte de Justicia, sin perjui-
cio de las demás atribuciones que le confiere la ley: 1.—

Conocer en única instancia de las causas penales seguidas 
al Presidente y Vicepresidente de la República, a los Sena-
dores, Diputados, Secretarios de Estado, Subsecretarios de 
Estado, Jueces de la Suprema Corte de Justicia, Procura-
dor General de la República, Jueces y Procuradores de las 
Cortes de Apelación, Abogados del Estado ante el Tribunal 
de Tierras; Jueces del Tribunal Superior de Tierras; a los 
miembros del Cuerpo Diplomático, de la Junta Central 

Electoral y de la Cámara de Cuentas"; 

Art. 311, párrafo lo. del Código Penal: "Si la enfer-
medad o imposibilidad durare menos de diez días o si las 
heridas, golpes, violencias o vías de hecho no hubiesen cau-
sado ninguna enfermedad o incapacidad para el trabajo al 
ofendido, la pena será de seis a sesenta días de prisión y 
multa de cinco a sesenta pesos o una de estas dos penas so-
lamente.— Se confiere capacidad a los Jueces de Paz para 
conocer y fallar de las infracciones indicadas en el presen- 

te párrafo (1351"; 

Arts. 191 y 194 del Código de Procedimiento Criminal: 
"Si el hecho no se reputare delito ni contravención de poli-
cía, el tribunal anulará la instrucción, la citación y todo lo 
que hubiere seguido, descargará al procesado y fallará so-
bre las demandas de daños y perjuicios".— "Toda senten-
cia de condena contra el procesado y contra las personas ci-
vilmente responsables del delito o contra la parte civil, los 
Condenará a las costas. Las costas se liquidarán por la se- 

cretaría"; 

FALLA: 

Primero: Descarga a los prevenidos Roberto Ramírez, 
Senador, y Domingo Terrero, del hecho que se les imputa, 
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que trataba de quitarse el traje de baño; fui a llamarle la 
tención y me tiró un golpe; yo le tiré otro; eso fue lo que 
pasó; el Senador no tuvo nada que ver en esto"; 

Resultando, que el querellante intervino para informa
l  que acusó a Terrero simplemente porque estaba con el Se-

nador; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deliberado
:  

Considerando, que de ninguna de las declaraciones oí-
das en el plenario, resulta establecido que los prevenidos 
Roberto Ramírez y Domingo Terrero hayan ejercido vio-
lencias o vías de hecho contra el querellante José Altagra-
cia Ferreras Medina; por lo cual procede el descargo de am-
bos prevenidos por insuficiencia de pruebas; 

Considerando, que en cuanto al prevenido Víctor Hu-
go Mancebo, él admitió en su declaración que le dio un gol-
pe con el puño al querellante Ferreras Medina, porque és-
te ofreció resistencia cuando él trató de evitar que se qui-
tara el traje de baño, asegurando que los otros dos preve-
nidos no intervinieron en el caso; que, en tales condiciones 
procede declarar culpable al prevenido Víctor Hugo Man-
cebo de violencias o vías de hecho que no causaron enfer-
medad alguna ni incapacidad para el trabajo, en perjuicio 
de José Altagracia Ferreras Medina, debiendo ser conde-
nado a la pena que se indica más adelante en el dispositivo 
de la presente sentencia; 

Por tales motivos, la Suprema Corte de Justicia admi-
nistrando justicia, en Nombre de la República, por autori-
dad de la ley, y vistos los artículos 67, inciso lo. de la Cons-
titución de la República; 311, párrafo lo. del Código Penal, 
reformado; 131, 191 y 194 del Códigode Procedimiento Cri-
minal, que dicen así: " 

Art. 67, inciso lo. de la Constitución: "Corresponde ex-
clusivamente a la Suprema Corte de Justicia, sin perjui-

c
io de las demás atribuciones que le confiere la ley: 1.—

Conocer en única instancia de las causas penales seguidas 
al Presidente y Vicepresidente de la República, a los Sena-
dores, Diputados, Secretarios de Estado, Subsecretarios de 
Estado, Jueces de la Suprema Corte de Justicia, Procura-
dor General de la República, Jueces y Procuradores de las 
Cortes de Apelación, Abogados del Estado ante el Tribunal 
de Tierras; Jueces del Tribunal Superior de Tierras; a los 
miembros del Cuerpo Diplomático, de la Junta Central 
Electoral y de la Cámara de Cuentas"; 

Art. 311, párrafo lo. del Código Penal: "Si la enfer-
medad o imposibilidad durare menos de diez días o si las 
heridas, golpes, violencias o vías de hecho no hubiesen cau-
sado ninguna enfermedad o incapacidad para el trabajo al 
ofendido, la pena será de seis a sesenta días de prisión y 
multa de cinco a sesenta pesos o una de estas dos penas so-
lamente.— Se confiere capacidad a los Jueces de Paz para 
conocer y fallar de las infracciones indicadas en el presen- 

te párrafo (1351"; 

Arts. 191 y 194 del Código de Procedimiento Criminal: 
"Si el hecho no se reputare delito ni contravención de poli-
cía, el tribunal anulará la instrucción, la citación y todo lo 
que hubiere seguido, descargará al procesado y fallará so-
bre las demandas de daños y perjuicios".— "Toda senten-
cia de condena contra el procesado y contra las personas ci-
vilmente responsables del delito o contra la parte civil, los 
condenará a las costas. Las costas se liquidarán por la se- 

cretaría"; 

FALLA: 

Primero: Descarga a los prevenidos Roberto Ramírez, 
Senador, y Domingo Terrero, del hecho que se les imputa, 
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por falta de pruebas; y en cuanto a ellos declara las costas 
de oficio; Segundo: Declara culpable al prevenido Víctor 
Hugo Mancebo, del delito de violencias y vías de hecho 

que no causaron enfermedad ni imposibilidad alguna para el 
trabajo en perjuicio de José Altagracia Ferreras Medina ; 

 y lo condena a cinco pesos de multa y al pago de las costas, 

(Firmados).— Manuel Ramón Ruiz Tejada.-- Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.-- 
Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— 
Juan Bautista Rojas Almánzar.— José A. Paniagua Ma-
teo.— Manuel A. Richiez Acevedo.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.  

3439 

SENTENCIA DE FECHA 9 DE NOVIEMBRE DEL 1973. 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo de 

fecha 11 de agosto de 1972. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Juan Vásquez y compartes. 
Ahogado: Dr. Miguel A. Vásquez Fernández. 

Interviniente: Lucio Cabral Brazobán. 
Ahogado: Dr. Tomás Mejía Portes. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar, José A. Paniagua Ma-

teo y Manuel A .Richiez Acevedo, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 9 de noviembre del 1973, años 130' de la Independen-
cia y 111' de la Restauración, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre lcs recursos de casación interpuestos por Juan 
Vásquez, dominicano, mayor de edad, soltero, chófer, resi- 
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por falta de pruebas; y en cuanto a ellos declara las costas 
de oficio; Segundo: Declara culpable al prevenido Víctor 
Hugo Mancebo, del delito de violencias y vías de hecho que 
no causaron enfermedad ni imposibilidad alguna para el 
trabajo en perjuicio de José Altagracia Ferreras Medina; 
y lo condena a cinco pesos de multa y al pago de las costas. 

(Firmados).— Manuel Ramón Ruiz Tejada.-- Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente.-- Manuel D. Bergés Chupani.— 
Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.-- 
Juan Bautista Rojas Almánzar.— José A. Paniagua Ma-
teo.— Manuel A. Richiez Acevedo.— Ernesto Curiel hijo. 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE NOVIEMBRE DEL 1973. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo de 

fecha 11 de agosto de 1972. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Juan Vásquez y compartes. 
Abogado: Dr. Miguel A. Vásquez Fernández. 

Interviniente: Lucio Cabral Brazobán. 
Abogado: Dr. Tomás Mejía Portes. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-

relló, Juan Bautista Rojas Almánzar, José A. Paniagua Ma-
teo y Manuel A .Richiez Acevedo, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 9 de noviembre del 1973, años 130' de la Independen-
cia y 111' de la Restauración, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Juan 
Vásquez, dominicano, mayor de edad, soltero, chófer, resi- 
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dente en la calle Respaldo San Luis No. 40, Barrio Domin-
go Savio, de esta ciudad; Rafael Méndez Reyes, dominica-
no, mayor de edad, residente en la calle 'A' casa No. 158, 
Ensanche Espaillat, de esta ciudad; y la Unión de Seguros, 
C. por A., con domicilio en la casa No. 81 de la Aveni'a Bo-
lívar de esta ciudad, contra la sentencia de fecha 11 de agos-
to de 1972, dictada en sus atribuciones correccionales por 
la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo 
se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Tomás Mejía Portes, cédula 9629 serie 27, 
a nombre del interviniente en la lectura de sus conclusio-
nes, interviniente que es Lucio Cabral Brazobán, dominica-
no, mayor de edad, casado, obrero, cédula 52151 serie lra 
domiciliado y residente en la casa No. 67 de la calle Respal- 

• do José Martí esquina calle '8' del Ensanche Capotillo, de 
esta ciudad; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en 
la Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 17 de agosto de 
1972, a requerimiento del Dr. Miguel Arcángel Vásquez 
Fernández, cédula 23874 serie 18, a nombre de los recu- 
rrentes, en la cual no se expone ningún medio determinado 
de casación; 

Visto el memorial de casación de los recurrentes, de 
fecha 26 de octubre de 1973, suscrito por su abogado Dr. 
Miguel Arcángel Vásquez Fernández, en el cual proponen 
el medio de casación que se indica más adelante; 

Visto el escrito del interviniente de fecha 26 de octu-
bre de 1973, firmado por su abogado; 
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La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 de la Ley No. 241, de 1967; 
1383 y 1384 del Código Civil; 1 y 10 de la Ley No. 4117, 
de 1955; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa- 

ción; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con moti-
vo de un accidente automovilístico ocurrido en esta ciudad 
capital el día 18 de marzo de 1971, en el cual resultó una 
persona con lesiones corporales, la Primera Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, 
dictó en fecha 23 de agosto de 1971, una sentencia cuyo 
dispositivo figura inserto más adelante en el del fallo aho-
ra impugnado; b) Que sobre los recursos interpuestos la 
Corte a-qua dictó en fecha 11 de agosto de 1972, la senten-
cia ahora impugnada en casación, con el siguiente disposi-

tivo: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido en la 

forma el recurso de apelación de fecha 23 del mes de agos-
to del 1971, intentado por el Dr. Bolívar Soto Montás, a 
nombre y representación del prevenido Juan Vásquez, de 
la persona civilmente responsable, señor Rafael Méndez, 
y de la Compañía Unión de Seguros, C. por A., contra sen-
tencia de fecha 23 del mes de agosto de 1971, dictada por la 
Primera Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, cuyo dispositiVo dice así: "Fa-

lla: Primero: Se declara al prevenido Juan Vásquez de ge-
nerales que constan, culpable del delito de golpes y heri-
das involuntarias causados con el manejo de vehículo de 
motor, previsto y sancionado por el Art. 49 y sancionado 
las disposiciones del párrafo c) de dicho artículo 65, de la 
Ley No. 241, sobre tránsito de vehículos en perjuicio de 
Lucio Cabral Brazobán, y en consecuencia se le condena al 
pago de una multa de Treinta Pesos Oro (RD$30.00) aco-
giendo circunstancias atenuantes en su favor; Segundo: Se 

declara regular y válida en cuanto a la forma la constitu- 
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dente en la calle Respaldo San Luis No. 40, Barrio Domin-
go Savio, de esta ciudad; Rafael Méndez Reyes, dominica-
no, mayor de edad, residente en la calle 'A' casa No. 158, 
Ensanche Espaillat, de esta ciudad; y la Unión de Seguros, 
C. por A., con domicilio en la casa No. 81 de la Aveni-la Bo-
lívar de esta ciudad, contra la sentencia de fecha 11 de agos-
to de 1972, dictada en sus atribuciones correccionales por 
la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo 
se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Tomás Mejía Portes, cédula 9629 serie 27, 
a nombre del interviniente en la lectura de sus conclusio-
nes, interviniente que es Lucio Cabral Brazobán, dominica-
no, mayor de edad, casado, obrero, cédula 52151 serie lra., 
domiciliado y residente en la casa No. 67 de la calle Respal- 
do José Martí esquina calle '8' del Ensanche Capotillo, de 
esta ciudad; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en 
la Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 17 de agosto de 
1972, a requerimiento del Dr. Miguel Arcángel Vásquez 
Fernández, cédula 23874 serie 18, a nombre de los recu- 
rrentes, en la cual no se expone ningún medio determinado 
de casación; 

Visto el memorial de casación de los recurrentes, de 
fecha 26 de octubre de 1973, suscrito por su abogado Dr. 
Miguel Arcángel Vásquez Fernández, en el cual proponen 
el medio de casación que se indica más adelante; 

Visto el escrito del interviniente de fecha 26 de octu-
bre de 1973, firmado por su abogado; 
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La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-

rado y vistos los artículos 49 de la Ley No. 241, de 1967; 

1383 y 1384 del Código Civil; 1 y 10 de la Ley No. 4117, 

e 1955; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa- 

ón; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
'documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con moti-

vo de un accidente automovilístico ocurrido en esta ciudad 
capital el día 18 de marzo de 1971, en el cual resultó una 
persona con lesiones corporales, la Primera Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, 
dictó en fecha 23 de agosto de 1971, una sentencia cuyo 
dispositivo figura inserto más adelante en el del fallo aho-
ra impugnado; b) Que sobre los recursos interpuestos la 

Corte a-qua dictó en fecha 11 de agosto de 1972, la senten-
cia ahora impugnada en casación, con el siguiente disposi-

tivo: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido en la 

forma el recurso de apelación de fecha 23 del mes de agos-
to del 1971, intentado por el Dr. Bolívar Soto Montás, a 
nombre y representación del prevenido Juan Vásquez, de 
la persona civilmente responsable, señor Rafael Méndez, 
y de la Compañía Unión de Seguros, C. por A., contra sen-
tencia de fecha 23 del mes de agosto de 1971, dictada por la 
Primera Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, cuyo dispositiVo dice así: "Fa-

lla: Primero: Se declara al prevenido Juan Vásquez de ge-
nerales que constan, culpable del delito de golpes y heri-
das involuntarias causados con el manejo de vehículo de 
motor, previsto y sancionado por el Art. 49 y sancionado 
las disposiciones del párrafo c) de dicho artículo 65, de la 
Ley No. 241, sobre tránsito de vehículos en perjuicio de 
Lucio Cabral Brazobán, y en consecuencia se le condena al 
pago de una multa de Treinta Pesos Oro (RD$30.00) aco-
giendo circunstancias atenuantes en su favor; Segundo: Se 

declara regular y válida en cuanto a la forma la constitu- 
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ción en parte civil incoada por el nombrado Lucio Cai-rai 
Brazobán, en su calidad de persona agraviada por la medi

a- 
ción de su abogado constituido Dr. Tomás Mejía Portes, e

n  
contra del nombrado Juan Vásquez en su calidad de prev.. 
nido contra el señor Rafael lVIéndez Reyes, en su calidad de 
persona civilmente responsable, y la puesta en causa de la 
Cía. de Seguros Unión de Seguris, C. por A., en su calidad 
de entidad aseguradora del vehículo propiedad del señor 
Rafael Méndez, por haber sido hecha conforme a la ley; 
Tercero:• En cuanto al fondo se condena al ,  prevenido Juan 
Vásquez y a la persona civilmente responsable Rafael Mén- 
dez Reyes, al pago de una indemnización conjunta y solida- 
ria de Tres Mil Pesos Oro (RD$3,000.00) en beneficio de di- 
cha parte civil constituída señor Lucio Cabral Brazobán, 
como justa reparación por los daños materiales y morales 
por éste sufridos a consecuencia del hecho culposo cometi-
do por el prevenido Juan Vásquez; Cuarto: Condena asi-
mismo a los señores. Juan Vásquez y Rafael Méndez Reyes, 
en sus enunciadas calidades de prevenido y persona civil-
mente responsable respectivamente al pago de las costas 
con distracción de las civiles en favor y provecho del Dr. 
Tomás Mejía Portes, abogado quien afirma haberlas avan-
zado en su totalidad; Quinto: Se declara la presente sen-tencia 

común y oponible a la Cía. de Seguros Unión de Se-
guros C. por A., por ser ésta la entidad aseguradora del ve-
hículo propiedad de Rafael Méndez Reyes, y conducido por 
Juan Vásquez, mediante póliza vigente No. SD 8046, con 
vencimiento del día 18 del mes de enero del 1971, al 18 
del mes de enero del 1972, de conformidad con lo dispues-
to por el artículo 10 modificado de la ley No. 4117 sobre Se-
guros Obligatorios de Vehículos de Motor.— SEGUNDO: 
Pronuncia el defecto contra el prevenido Juan Vásquez, 
por no haber comparecido a la audiencia no obstante estar 
citado legalmente;— TERCERO: Modifica la sentencia ape-
lada en cuanto a la indemnización acordada e nel sentido de 
reducirla a la cantidad de RD$2,500.00 (Dos Mil Quinientos 
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pesos  Oro), en favor de la parte civil constituída señor Lu-

cio Cabral Brazobán;— CUARTO: Confirma en sus demás 

aspectos la sentencia apelada;— QUINTO: Condena al pre-

venido Juan Vásquez al pago de las costas penales;— SEX-
TO: Condena a los apelantes al pago de las costas civiles; 

y 
ordena su distracción en provecho del Dr. Tomás Mejía 

Portes, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando, que los recurrentes en su memorial de 
casación proponen el siguiente medio: Falta de motivos y 

de base legal; 

Considerando, que en el desarrollo del medio propues-
to sontienen en síntesis los recurrentes: que el fallo impug-
nado no da detalle alguno de cómo se produjo el accidente, 
pues el testigo Arcadio Manzueta interrogado en la audien-
cia del lo. de agosto de 1972 lo único que dijo fue: que él 
tenía una fritura en la esquina en donde sucedió el caso, y 
que "en eso vi que el carro le dio en la carretilla y tumbó 
al cañero"; que la Corte no señaló si fue el cañero que se 
introdujo imprudentemente en el carril del vehículo, o si 
fue el carro que se metió en el carril y le dio por detrás; 
que en el fallo impugnado la Corte a-qua se limita a decir 
que el prevenido es el único culpable; que, por consiguien-
te, se ha incurrido en la sentencia impugnada en los vicios 

denunciados y debe ser casada; pero, 

Considerando, que el examen del fallo impugnado pone 
de manifiesto, que la Corte a-qua, para declarar culpable al 
prevenido Juan Vásquez dio por establecidos, mediante 'la 
ponderación de los elementos de juicio aportados al debate, 
los siguientes hechos: a) "que el día 18 del mes de marzo 
del 1971, como a las 7:00 p. m., mientras el carro placa pú-
blica No. 52449, marca Chevrolet, color azul y rojo, mode-
lo 1959, motor No. 1218, A-9, propiedad de Rafael Méndez 
Reyes, conducido por Juan Vásquez, de 48 años de edad, 
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ción en parte civil incoada por el nombrado Lucio Ca}-ral 
Brazobán, en su calidad de persona agraviada por la media- 
ción de su abogado constituido Dr. Tomás Mejía Portes, en 
contra del nombrado Juan Vásquez en su calidad de prev.. 
nido contra el señor Rafael Méndez Reyes, en su calidad de 
persona civilmente responsable, y la puesta en causa de la 
Cía. de Seguros Unión de Seguris, C. por A., en su calidad 
de entidad aseguradora del vehículo propiedad del señor 
Rafael Méndez, por haber sido hecha conforme a la ley; 
Tercero:« En cuanto al fondo se condena al ,  prevenido Juan 
Vásquez y a la persona civilmente responsable Rafael Mén- 
dez Reyes, al pago de una indemnización conjunta y solida-
ria de Tres Mil Pesos Oro (RD$3,000.00) en beneficio de di-
cha parte civil constituída señor Lucio Cabral Brazobán, 
como justa reparación por los daños materiales y morales 
por éste sufridos a consecuencia del hecho culposo cometi-
do por el prevenido Juan Vásquez; Cuarto: Condena asi-
mismo a los señores. Juan Vásquez y Rafael Méndez Reyes, 
en sus enunciadas calidades de prevenido y persona civil-
mente responsable respectivamente al pago de las costas 
con distracción de las civiles en favor y provecho del Dr. 
Tomás Mejía Portes, abogado quien afirma haberlas avan-
zado en su totalidad; Quinto: Se declara la presente sen-
tencia común y oponible a la Cía. de Seguros Unión de Se-
guxos C. por A., por ser ésta la entidad aseguradora del ve-
hículo propiedad de Rafael Méndez Reyes, y conducido por 
Juan Vásquez, mediante póliza vigente No. SD 8046, con 
vencimiento del día 18 del mes de enero del 1971, al 18 
del mes de enero del 1972, de conformidad con lo dispues-
to por el artículo 10 modificado de la ley No. 4117 sobre Se-
guros Obligatorios de Vehículos de Motor.— SEGUNDO: 
Pronuncia el defecto contra el prevenido Juan Vásquez, 
por no haber comparecido a la audiencia no obstante estar 
citado legalmente;— TERCERO: Modifica la sentencia ape-
lada en cuanto a la indemnización acordada e nel sentido de 
reducirla a la cantidad de RD$2,500.00 (Dos Mil Quinientos 
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Pesos 
Oro), en favor de la parte civil constituida señor Lu-

cio Cabral Brazobán;— CUARTO: Confirma en sus demás 

as
pectos la sentencia apelada;— QUINTO: Condena al pre-

venido Juan Vásquez al pago de las costas penales;— SEX-

TO: Condena a los apelantes al pago de las costas civiles; 

y 
ordena su distracción en provecho del Dr. Tomás Mejía 

Portes, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando, que los recurrentes en su memorial de 

casación proponen el siguiente medio: Falta de motivos y 

de base legal; 

Considerando, que en el desarrollo del medio propues-
to sontienen en síntesis los recurrentes: que el fallo impug-
nado no da detalle alguno de cómo se produjo el accidente, 
pues el testigo Arcadio Manzueta interrogado en la audien-
cia del lo. de agosto de 1972 lo único que dijo fue: que él 
tenía una fritura en la esquina en donde sucedió el caso,, y 
que "en eso vi que el carro le dio en la carretilla y tumbó 
al cañero"; que la Corte no señaló si fue el cañero que se 
introdujo imprudentemente en el carril del vehículo, o si 
fue el carro que se metió en el carril y le dio por detrás; 

que en el fallo impugnado la Corte a-qua se limita a decir 

que el prevenido es el único culpable; que, por consiguien-
te, se ha incurrido en la sentencia impugnada en los vicios 

denunciados y debe ser casada; pero, 

- Considerando, que el examen del fallo impugnado pone 

de manifiesto, que la Corte a-qua, para declarar culpable al 

prevenido Juan Vásquez dio por establecidos, mediante 'la 
ponderación de los elementos de juicio aportados al debate, 
los siguientes hechos: a) "que el día 18 del mes de marzo 
del 1971, como a las 7:00 p. m., mientras el carro placa pú-

blica No. 52449, marca Chevrolet, color azul y rojo, mode-
lo 1959, motor No. 1218, A-9, propiedad de Rafael Méndez 
Reyes, conducido por Juan Vásquez, de 48 años de edad, 
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soltero, chófer, licencia No. 692227 , en 

N la 
r _

...

categoría de eh ,_ 

iba empujando una carretilla de madera, en direcciónqen 
s a Norte, paralela al carro al llegar a esquina Nicás de 

Ovando, con el impacto el agraviadola 
cayó don 	

ol ur 

e recibió golpes diversos a consecuencia de los cuales fue internado 
en el Hospital Dr. Darío Contreras 

	esta ciudad;
d 	

b) que  la víctima recibió lesiones curables de despuése 20 día
s  (después de 60 y antes de 90 días reza el certificado del Me.. 

cabo Legista; c) que el vehículo propiedad de Rael 
 Mén.. dez Reyes, está asegurado con la Unión de Segoros,

ro 18  C. por  A., bajo póliza No. SD-8046 con vencimiento 
, al de ene-ro del 19E2"; d) Que el prevenido había admitido en sus 

declaraciones ante la Policía Nacional, que se vio precisado 
a estropear a Lucio Cabral Brazobán quien iba en una ca-
rretilla; e) Que la versión del prevenido, dada en su defen-
sa, en el sentido de que el carretillero dio un viraje hacia 
la izquierda no estaba corroborada por el testigo presea_ ,,, 
cial del hecho Arcadio Manzueta; b) 
dente fue la velocidad a 	 Que la causa del acci- que ib 

el Art. 6, inciso a de la 
iba el prevenido, en contra-vención a lo dispuesto en 	

Ley No. 
u 

241, de 1967, texto éste que traza la regla de que nadie de-
be conducir un vehíclo de motor a una velocidad mayor 
de la que le permia ejercer el debido control del vehículo, 
y aún reducir la velocidad o parar cuando sea necesario; 

Considerando, que la Corte a- 
su íntima convicción al res 

del 	
pecto qua expresa que formó 

, por los elementos de jui- cio 	
proceso, después de ponderar especialmente la de- 

claración del único testigo Manzueta quien desde primera in
so
stancia afirmó 

de velocidad " que parece "que el prevenido venía a ex- 
tenido del acta 

ce
; y después de ponderar también el con-

policial; 

Considerando, que e
videntemente, los Jueces son sobe-

ranos en la apreciación del valor probatorio de los elemen- 

que se le someten, y esa apreciación no puede tos de juicio  
ser censurada en casación, salvo desnaturalización que no 
ha sido establecida ni aún alegada en la especie; que, ade- 
mán esta Suprema Corte ha comprobado que el juez de , 
Primera Instancia, cuyo fallo en cuanto a la culpabilidad 
fue confirmado en apelación, da constancia de que el testi-
go  Manzueta precisó en sus declaraciones ante él lo siguien-
te: "El señor (refiriéndose al prevenido) venía a velocidad, 
el semáforo estaba en verde y al cambiar el señor frenó y 

le dio"; que, por consiguiente, y contrariamente a como lo 
denuncian los recurrentes, la Corte a-qua sí dio motivos 
suficientes para justificar su fallo; y además, por todo lo 
expuesto es evidente que éste contiene una relación de he-
chos que permite apreciar que la ley fue bien aplicada; que, 
por tanto, el medio propuesto carece de fundamento y de-
be ser desestimado; 

Considerando, que los hechos establecidos, y preceden-
temente expuestos, configuran el delito de golpes y heridas 
por imprudencia, producidos con el manejo de un vehícu-
lo de motor, hecho previsto por el artículo 49 de la Ley 
No. 241, de 1967; y sancionado por ese mismo texto degal 
en su letra c, con la pena de 6 meses a 2 años de prisión 
correccional, y multa de $100.00 a $500.00 cuando los gol-
pes y las heridas recibidos per la víctima, ocasionaren a és-
ta una enfermedad que dure veinte días o más, como ocu-
rrió en la especie; que, en consecuencia, al condenar al pre-
venido recurrente a $30.00 de multa después de declararlo 
culpable, y acogiendo en su favor circunstancias atenuan-
tes, la Corte a-qua le aplicó una sanción ajustada a la ley; 

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua apreció 
que el hecho cometido por el prevenido Juan Vásquez, ha- 
bía ocasionado a la parte civil constituida, daños y perjui- 
cios materiales y morales, cuyo monto apreció soberana- 
mente en $2,500.00; que, en consecuencia, al condenarlo al 
pago de esa suma a título de indemnización, en favor de 
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soltero, chófer, licencia No. 692227, en la categoría de chó,. 

_ 

a fer, transitaba en dirección de Sur Norte, por la 
Duarte, estro peó al nombrado Lucio Cabral,Brazob Avenida 

án, quien  

Ovando 	 sur 
iba empujando una carretilla de madera, en dirección 
a Norte, paralela al carro al l

reras de esta ciudad ; 

 a la esquina Nicolás de 
, con el impacto el agraviado cayó donde recibió 

golpes diversos a consecuencia 
 de los cuales fue internado 

recibió 
en el Hospital Dr. Darío 

Cont
ad; b) que 

 la víctima 	
lesiones curables después de 20 días 

d
(después de 60 y antes de 90 días reza el certificado del 

Mé. circo Legista; c) que el vehículo propiedad de Rafael Mén. 
ez Reyes, está asegurado con la Unión de Seguros, C. por 

con vencimiento 
A., bajo póliza No. SD-8046, c 

	
al 18 de ene- ro del 19E2"• d) Que el prevenido había admitido en sus 

declaraciones ante la Policía Nacional, que se vio precisado 
a estropear a Lucio Cabral Brazebán, quien ib en a- 

e 

rretilla; e) Que la versión del prevenido, dada a 
en s una cu defen-i'' 

j hacia 
sa, en el sentido de que el carretillero dio un vira 
la izquierda no estaba corroborada por 

	testigo presen- cial del hecho Arcadio Manzueta; b) Que el 
la causa del acci- -Ir  dente fue la velocidad a que iba el prevenido, en contra-

vención a lo dispuesto en el Art. 6, inciso a de la Ley No. 

be conducir 241, de 1967, texto éste que traza la regla de que nadie de- 
un vehículo de motor a una velocidad may 

de la que le permia ejercer el debido control del vehículo.or 
y aún reducir la velocidad o parar cuando sea necesario; 

Considerando, que la Corte a-qua expresa que formó 

, por los elementos de jui- 
su íntima convicción al respecto 

cio del proceso, después de ponderar especialment
e  la de-claración del único testigo Manzueta 

	
primera instancia afirmó que parece " 

	
quien desde 

que el prevenido venía a ex-ceso de velocidad" ; 
 y después de ponderar también el con-tenido del acta policial; 

Considerando, que e
videntemente, los Jueces son sobe-

ranos en la apreciación del valor probatorio de los elemen- 
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que se le someten, y esa apreciación no puede 

ser
s  

d  sciedeno i  establecida ni aún alegada en la especie; que, ade-
mán, uuicio censurada en casación, salvo desnaturalización que no 

 esta Suprema Corte ha comprobado que el juez de 
Primera Instancia, cuyo fallo en cuanto a la culpabilidad 

fue confirmado en apelación, da constancia de que el testi-
go Manzueta precisó en sus declaraciones ante él lo siguien-
te : "El señor (refiriéndose al prevenido) venía a velocidad, 

el semáforo estaba en verde y al cambiar el señor frenó y 
le dio"; que, por consiguiente, y contrariamente a como lo 
denuncian los recurrentes, la Corte a-qua sí dio motivos 
suficientes para justificar su fallo; y además, por todo lo 
expuesto es evidente que éste contiene una relación de he-
chos que permite apreciar que la ley fue bien aplicada; que, 
por tanto, el medio propuesto carece de fundamento y de-
be ser desestimado; 

Considerando, que los hechos establecidos, y preceden-
temente expuestos, configuran el delito de golpes y heridas 
por imprudencia, producidos con el manejo de un vehícu-
lo de motor, hecho previsto por el artículo 49 de la Ley 
No. 241, de 1967; y sancionado por ese mismo texto degal 
en su letra c, con la pena de 6 meses a 2 años de prisión 
correccional, y multa de $100.00 a $500.00 cuando los gol-
pes y las heridas recibidos per la víctima, ocasionaren a és-
ta una enfermedad que dure veinte días o más, como ocu-
rrió en la especie; que, en consecuencia, al condenar al pre-
venido recurrente a $30.00 de multa después de declararlo 
culpable, y acogiendo en su favor circunstancias atenuan-
tes, la Corte a-qua le aplicó una sanción ajustada a la ley; 

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua apreció 
que el hecho cometido por el prevenido Juan Vásquez, ha-
bía ocasionado a la parte civil constituida, daños y perjui-
cios materiales y morales, cuyo monto apreció soberana-
mente en $2,500.00; que, en consecuencia, al condenarlo al 
pago de esa suma a título de indemnización, en favor de 
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dicha parte civil constituida, conjuntamente con la persona 
civilmente responsable, y al hacer oponible esa condena. 
ción a la entidad aseguradora que había sido puesta en cau. 
sa, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación de los a

r., 
4117 de 
tículos 11955; 

383 y 1384 del Código Civil; y 1 y 10 de la Ley /
0.  

Considerando, que examinado el fallo impugnado en 
sus demás aspectos en lo que concierne al interés del pre-
venido recurrente, él no contiene ningún vicio que deter-
mine su casación; 

'40 
Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente 

a Lucio Cabral Brazobán; Segundo: Rechaza los recursos 
de casación interpuestos por Juan Vásquez, Rafael Méndez 
Reyes y la Unión de Seguros, C. por A., contra la sentencia 
de fecha 11 de agosto de 1972, dictada por la Corte de Ape-,- 
lación de Santo Domingo en sus atribuciones correcciona-ill 
les, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del 
presente fallo; y Tercero: Condena a los recurrentes al pa-40 
go de las costas, distrayendo las civiles en favor del Dr. To-
más Mejía Portes, abogado del interviniente, quien afirma 
haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmado).— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— 
José A. Paniagua Mateo.-- Manuel A. Richiez Acevedo.— 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

BOLETIN JUDICIAL 
	

3447 

SENTENCIA DE FECHA 9 DE NOVIEMBRE DEL 1973. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 

fecha 6 de diciembre de 1972. 

Materia: Criminal. 

ReCtUTente: Leonardo Cruz y Cruz. 

Abogado: Dr. Héctor Cabral Ortega. 

Dios, Patria y Libertad. 
República. Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar, José A. Paniagua Ma-

teo y Manuel A. Richiez Acevedo, asistidos del Secretario 
General., .en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 9 de noviembre de 1973, arios 130' de la Independencia 
y 111' de la Restauración, dicta en audiencia pública como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Leonardo 
Cruz y Cruz, dominicano, mayor de edad, soltero, Cédula 
13241, serie lra., domiciliado y residente en esta ciudad, 
contra la sentencia dictada en sus atribuciones criminales 
en fecha 6 de diciembre de 1972, por la Corte de Apelación 
de Santo Domingo, cuyo dispositivo se transcribe más ade- 

lante; 
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dicha parte civil constituída, conjuntamente con laper 
civilmente responsable, y al hacer oponible esa condesona  

na.. ción a la entidad aseguradora que había sido puesta en ca 
u. sa, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación de los ar-

tículos 1383 y 1384 del Código Civil; y 1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955; 

Considerando, que examinado el fallo impugnado en 
sus demás aspectos en lo que concierne al interés del pre-
venido recurrente, él no contiene ningún vicio que deter-
mine su casación; 

40' 
Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente 

a Lucio Cabral Brazobán; Segundo: Rechaza los recursos 
de casación interpuestos por Juan Vásquez, Rafael Méndez 
Reyes y la Unión de Seguros, C. por A., contra la sentencia 
de fecha 11 de agosto de 1972, dictada por la Corte de Ape- 
lación de Santo Domingo en sus atribuciones correcciona-, 
les, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del 
presente fallo; y Tercero: Condena a los recurrentes al pa-, 
go de las costas, distrayendo las civiles en favor del Dr. To-
más Mejía Portes, abogado del interviniente, quien afirma 
haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmado).— Manuel Ramón Ruiz Tejada.-- Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
José A. Paniagua Mateo.— Manuel A. Richiez Acevedo.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE NOVIEMBRE DEL 1973. 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 

fecha 6 de diciembre de 1972. 

Materia: Criminal. 

RectuTente: Leonardo Cruz y Cruz. 

Abogado: Dr. Héctor Cabral Ortega. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar, José A. Paniagua Ma-
teo 'y Manuel A. Richiez Acevedo, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 9 de noviembre de 1973, años 130' de la Independencia 
y 111' de la Restauración, dicta en audiencia pública como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Leonardo 

Cruz y Cruz, dominicano, mayor de edad, soltero, Cédula 
13241, serie lra., domiciliado y residente en esta ciudad, 

1. 
contra la sentencia dictada en sus atribuciones criminales 
en fecha 6 de diciembre de 1972, por la Corte de Apelación 
de Santo Domingo, cuyo dispositivo se transcribe más ade- 

lante; 
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por el recurren-
te que se enumeran más adelante y los artículos 1 y 65 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que. 
en fecha 10 de abril de 1972 la Policía Nacional sometió a 
la ación de la justicia represiva al actual recurrente y a 
otros por los crímenes de asesinato en perjuicio de José 
Antonio Frías García y de asociación de malhechores; b) 
que en fecha 3 de julio de 1972, el Magistrado Juez de Ins-
trucción de la Segunda Circunscripción del Distrito Nacio-
nal, requeriáo y apoderado por el Procurador Fiscal, dictó 
después de haber instruido la sumaria correspondiente, una 
Providencia Calificativa, Providencia que no fue objeto de  

__— 
ninguna apelación y cuyo dispositivo dice así: Resolvemos: 
primero: Declarar, como al efecto declaramos, q 

gos 	

ue hay car- 

e  indicios suficientes para inculpar a los nombrados 

eo 
Lncio Cruz y Cruz (a) Pastelitero, José Dolores Martínez 
Paulino (a) Lolo, Valentín Vásquez Germán (presos) y unos 
tales Botellita y Pestañita (prófugos), de la comisión del 

cr
:men de asociación de malhechores y de asesinato, en per-

juicio del que en vida se llamó José Antonio Frías García; 
hecho previsto y penado por los artículos 265, 295, 296, 297, 
298 y 302 del C. Penal. Segundo: Enviar como al efecto en-
viarnos ante el Tribunal Criminal a los nombrados Leonar-
do Cruz y Cruz (a) Pastelitero, José Dolores Martínez Pau-
lino (a) Lolo, Valentín Vásquez Germán (preso) un tal Bo-
tel'ita y Pestañita (prófugos), para que se les juzgue de 
acuerdo a la ley y por el hecho que se les imputa; Tercero: 
Ordenar, como al efecto ordenamos, que las actuaciones de 
instrucción así como el estado de los documentos y objetos 
que han de existir como elemtntos de convicción sean trans-
mitidos por nuestro secretario inmediamente después de 
expirado el plazo del recurso de apelación a que es suscep-
tible esta Providencia al Magistrado Procurador Fiscal del 
D. N. vara los fines de Ley correspondientes"; c) que la Se-
gunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, apoderada del caso, dictó en fecha 20 de 
septiembre de 1972, una sentencia cuyo dispositivo se en-
cuentra inserto más adelante en el del fallo impugnado; y 
d) que sobre los recursos interpuestos, intervino la senten-
cia ahora impugnada en casación con el siguiente dispositi-
vo: Falla: primero: Admite, por regular en la forma, el re- 
curso de apelación interpuesto por el Dr. Héctor A. Cabral 
Ortega, a nombre y representación de Leonardo Cruz y 
Cruz y Valentín Vásquez Germán, contra sentencia dicta- 
da en £echa 20 de septiembre de 1972, en sus atribuciones 
criminales, por la Segunda Cámara de lo Penal del Juzga- 
do de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispo- 
sitivo dice: "Falla: Primero: Desglosa el expediente en 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Doctor Emilio Cabral Ortiz, en representación 
del Doctor Héctor Cabral Ortega, Cédula 23137, serie 18, 
abogado del recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua en fecha 18 de diciembre de 
1972, a requerim'ento del abogado del recurrente, acta en 
la cual no se expone ningún medio determinado de ca- - 
sación; 

Visto el memorial del recurrente suscrito por su abo-
gado, de fecha 28 de septiembre de 1973, en el cual se pro- 
ponen contra la sentencia impugnada, los medios que luego 
se indicarán; 
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Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Doctor Emilio Cabral Ortiz, en representación 
del Doctor Héctor Cabral Ortega, Cédula 23137, serie 18, 
abogado del recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua en fecha 18 de diciembre de 
1972, a requerirn'ento del abogado del recurrente, acta en 
la cual no se expone ningún medio determinado de ca-
sación; 

Visto el memorial del recurrente suscrito por su abo-
gado, de fecha 28 de septiembre de 1973, en el cual se pro- 
ponen contra la sentencia impugnada, los medios que luego 
se indicarán; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por el recurren-
te que se enumeran más adelante y los artículos 1 y 65 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que, 
en fecha 10 de abril de 1972 la Policía Nacional sometió a 
la ací.:ión de la justicia represiva al actual recurrente y a 
otros por los crímenes de asesinato en perjuicio de José 
Antonio Frías García y de asociación de malhechores; b) 
que en fecha 3 de julio de 1972, el Magistrado Juez de Ins-
trucción de la Segunda Circunscripción del Distrito Nacio-
nal, requerido y apoderado por el Procurador Fiscal, dictó 
después de haber instruido la sumaria correspondiente, una 
Providencia Calificativa, Providencia que no fue objeto de  

ninguna apelación y cuyo dispositivo dice así: Resolvemos: 
primero: Declarar, como al efecto declaramos, que hay cos

:  

primero: 

 Cruz y Cruz (a) Pastelitero, José Dolores Martínez gos e 
 indicios suficientes para inculpar a los nombrados 

paulino (a) Lolo, Valentín Vásquez Germán (presos) y unos 
tales Botellita y Pestañita (prófugos), de la comisión del 
p•:men de asociación de malhechores y de asesinato, en per-
juicio del que en vida se llamó José Antonio Frías García; 
hecho previsto y penado por los artículos 265, 295, 296, 297, 
298 y 302 del C. Penal. Segundo: Enviar como al efecto en-
viamos ante el Tribunal Criminal a los nombrados Leonar-
do Cruz y Cruz (a) Pastelitero, José Dolores Martínez Pau-
lino (a) Lolo, Valentín Vásquez Germán (preso) un tal Bo-
tellita y Pestañita (prófugos), para que se les juzgue de 
acuerdo a la ley y por el hecho que se les imputa; Tercero: 
Ordenar, como al efecto ordenamos, que las actuaciones de 
instrucción así como el estado de los documentos y objetos 
que han de existir como elemtntos de convicción sean trans-
mitidos por nuestro secretario inmediamente después de 
expirado el plazo del recurso de apelación a que es suscep-
tible esta Providencia al Magistrado Procurador Fiscal del 
D. N. para los fines de Ley correspondientes"; c) que la Se-
gunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacicnal, apoderada del caso, dictó en fecha 20 de 
septiembre de 1972, una sentencia cuyo dispositivo se en-
cuentra inserto más adelante en el del fallo impugnado; y 
d) que sobre los recursos interpuestos, intervino la senten-
cia ahora impugnada en casación con el siguiente dispositi-
vo: Falla: Primero: Admite, por regular en la forma, el re-
curso de apelación interpuesto por el Dr. Héctor A. Cabral 
Ortega, a nombre y representación de Leonardo Cruz y 
Cruz y Valentín Vásquez Germán, contra sentencia dicta- 
da en Lecha 20 de septiembre de 1972, en sus atribuciones 
criminales, por la Segunda Cámara de lo Penal del Juzga- 
do de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispo- 
sitivo dice: "Falla: Primero: Desglosa el expediente en 
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cuanto se refiere a los tales Pestañita y Botellita a fin d
e  iniciar contra éstos el procedimiento en contumacia; Se. 

gundo: Declarar a Leonardo Vruz y Cruz y Valentín Vas. 
quez Germán, culpables de los hechos puestos a su cargoo

res) 
(comisión de los crímenes de asociación de malhecho 
el asesinato en perjuicio del que e vida se llamó José An-
tonio Frías, de violación a los artículos 265, 266, 295, 296 
297, 298 y 302, del Código Penal, y acogiendo el principi

o: del no cúmulo de penas y circunstancias atenuantes a su fa-
vor se condenan a sufrir 10 años de trabajos 

públicos a ca-da uno por violación a los arts. 295 y 302 del Código Penal, 
aplicando las disposiciones del artículo 463, escala Il; Ter-
cero: Condena a Leonardo Cruz y Cruz y a Valentín G., al 
pago de las -  costas. (Art. 277 del C. de Procedimiento Cri-
minal); Cuarto: Declara a José Dolores Martínez Paulino, 
no culpable de los hechos puestos a su cargo, por no haber-
los cometido, y en consecuencia, lo descarga de toda res- 
ponsabilidad penal, y ordena que éste sea puesto en liber- 
tad inmediatamente salvo que se encuentre detenido por 
otra causa; Quinto: Ordena las costas de oficio en cuanto 
se refiere a José Dolores Martínez P.— Segundo: Varía la 
calificación dada a los hechos, en lo que respecta a los acu- 
sados Leonardo Cruz y Cruz y Valentín Vásquez Germán, 
por la de Asociación de Malhechores y complicidad en el 
asesinato del nombrado José Antonio Cruz y García, y en 
consecuencia condena al nombrado Leonardo Cruz y Cruz, 
a sufrir ocho años de detención y al nombrado Valentín 
Vásquez, a sufrir un año de prisión correccional, acogiendo 
en favor del último, circunstancias atenuantes; Tercero: 
Confirma en sus demás aspectos en la extensión en que es- 
tá apoderada esta Corte la sentencia apelada; Cuarto: Con- 
dena a los acusados al pago de las costas"; 

Considerando, que contra esa sentencia el recurrente 
Leonardo Cruz y Cruz, propone los siguientes medios: "Vio-
lación a las disposiciones de los artículos 35 y siguientes 
del Código de Procedimiento Criminal; Desnaturalización 
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de los hechos y circunstancias del proceso; Violación por 
desconocimiento o falsa aplicación del artículo 265 del Có-

digo penal Dominicano"; 

Considerando, que en el desarrollo de los medios de 
casación propuestos, los cuales se reúnen para su examen, 
el recurrente alega en definitiva que: la Corte a-qua para 
condenar al recurrente se basó únicamente en el testi-
monio de Oscar Carreño Rodríguez, quien no es más 
que un delincuente, y en cambio no le reconoció como era 
su deber la presunción de inocencia con que seencuentra 
investido, ya que a lo largo de todo el curso del proceso 

ha 

ha negado rotundamente los hechos delictuosos que se le ar 
 im- 
- 

putan; que en el expediente de que se trata no aparece 
ma, documento ni objeto alguno que pueda servir de in-
dicio para establecer la culpabilidad del recurrente, ni 
existe tampoco certificado médico de la víctima que com-
pruebe su muerte y la causa de la misma; que la Corte 
a-qua da como ciertos y establecidos hechos que han sido 
negados por el recurrente y que el propio testigo Carreño 

Rodríguez rectificó las declaraciones que dio en rad 
instruc-

ción cuando expresó por ante el Juez de primer grado que 
"yo no presencié ese hecho"; y finalmente que al recurren

-

te se le ha condenado además de complicidad de asesinato 
por el de asociación de malhechores, sin que la Corte a-qua 
diga de dónde "saca" que el recurrente Cruz formara par-
te de una asociación constituída y participara en concier-
tos previos para preparar crímenes contra las personas o 
las propiedades; que por tanto la sentencia impugnada de- 
be ser casada por haberse incurrido en los vicios y viola- 

ciones denunciados; pero, 

Considerando, que contrariamente a lo que sostiene el 
recurrente, la Corte a-qua, para declarar la culpabilidad 
del acusado Cruz y Cruz y fallar como lo hizo, no sólo pon-
deró el testimonio de Oscar Carreño Rodríguez, sino tam- 
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cuanto se refiere a los tales Pestañita y Botellita a fin 
de  iniciar contra éstos el procedimiento en contumacia; S
e. gundo: Declarar a Leonardo Vruz y Cruz y Valentín Vá,
s, quez Germán, culpables de los hechos puestos a su cargo 

(comisión de los crímenes de asociación de malhechores) 
el asesinato en perjuicio del que e vida se llamó José An- 
tonio Frías, de violación a los artículos 265, 266, 295, 296, 
297, 298 y 302, del Código Penal, y acogiendo el principio 
del no cúmulo de penas y circunstancias atenuantes a su fa- 
vor se condenan a sufrir 10 años de trabajos públicos a ca- 
da uno por violación a los arts. 295 y 302 del Código Penal, 
aplicando las disposiciones del artículo 463, escala Il; 

Ter. 
cero: Condena a Leonardo Cruz y Cruz y a Valentín G., al 
pago de las .  costas. (Art. 277 del C. de Procedimiento Cri-
minal); Cuarto: 

Declara a José Dolores Martínez Paulino, , 
no culpable de los hechos puestos a su cargo, por no haber- 
los cometido, y en consecuencia, lo descarga de toda res-
ponsabilidad penal, y ordena que éste sea puesto en liber-
tad inmediatament e  salvo que se encuentre detenido por otra causa; Quinto: Ordena las costas de oficio en cuanto 
se refiere a José Dolores Martínez P.-- Segundo: Varía la 
calificación dada a los hechos, en lo que respecta a los acu-
sados Leonardo Cruz y Cruz y Valentín Vásquez Germán, 
por la de Asociación de Malhechores y complicidad en el 
asesinato del nombrado José Antonio Cruz y García, y en 
consecuencia condena al nombrado Leonardo Cruz y Cruz, 
a sufrir ocho años de detención y al nombrado Valentín 
Vásquez, a sufrir un año de prisión correccional, acogiendo 
en favor del último, circunstancias atenuantes; Tercero: 
Confirma en sus demás aspectos en la extensión en que es-
tá apoderada esta Corte la sentencia apelada; Cuarto: Con-dena a los acusados al pago de las costas"; 

Considerando, que contra esa sentencia el recurrente 
Leonardo Cruz y Cruz, propone los siguientes medios: "Vio-
lación a las disposiciones de los artículos 35 y siguientes 
del Código de Procedimiento Criminal; Desnaturalización 
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e los hechos y circunstancias del proceso; Violación por 

desconocimiento o falsa aplicación del artículo 265 del Có-

digo Penal Dominicano"; 

Considerando, que en el desarrollo de los medios de 
casación propuestos, los cuales se reúnen para su examen, 

el recurrente alega en definitiva que: la Corte 
a-qua para 

condenar al recurrente se basó únicamente en el testi-
monio de Oscar Carreño Rodríguez, quien no es más 
que un delincuente, y en cambio no le reconoció como era 
su deber la presunción de inocencia con que se encuentra 

investido, ya que a lo largo de todo el curso del proceso ha 

ha negado rotundamente los hechos delictuosos que se le im-
put; que en el expediente de que se trata no 

erv 
 aparece
ir de ar- 

ma, documento ni objeto alguno que pueda s 
dicio para establecer la culpabilidad del recurrente, ni 

existe tampoco certificado médico de la víctima que Corte 

a-qua da 
como ciertos y establecidos hechos que han  

negados por el recurrente y que el propio testigo Carreño 

Rodríguez rectificó las declaraciones que 
dio en instruc- 

ción cuando expresó por ante el Juez de primer grado que 
a,,, finalmente  Y 

 finalmente que al recurren -
"yo no presencié ese hecho licidad de asesinato 
te se le ha condenado además de come 

 

por el de asociación de malhechores, sin que la Corte 
a-qua 

diga de dónde "saca" que el recurrente Cruz formara par-
te de una asociación constituída y participara en concier-
tos previos para preparar crímenes contra las persona 

 as o 

las propiedades; que por tanto la sentencia impugnad de-
be ser casada por haberse incurrido en los vicios y viola-

ciones denunciados; pero, 

Considerando, que contrariamente a lo que sostiene el 

recurrente, la Corte a-qua, para declarar la culpabilidad 

del acusado Cruz y Cruz y fallar como lo hizo, no sólo pon-

deró el 
testimonio de Oscar Carreño Rodríguez, sino tara- 
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bién todos y cada uno de los elementos de juicio que fueron 
conocidos durante la instrucción preparatoria del proceso, 
y que luego fueron sometidas al debate público, oral y con-
tradictorio por ante los jueces del fondo; que en ese mismo 
orden de ideas no desconoció tampoco como erróneamente' 
lo alega el recurrente, el valor probatorio del testimonio 
de Carreño Rodríguez porque se trata de un sujeto someti-
do a la acción de la justicia represiva; que las variaciones 
que hizo en sus declaraciones el testigo Carreño Rodríguez 
por ante el juez de primer grado, es un asunto que atañe 
a la depuración del valor del testimonio y que los jueces 
del fondo, por tratarse de una cuestión de hecho están fa-
cultados para retener de dichas declaraciones, lo que esti-
men como la expreáión de la verdad; que por consiguien-
te, la Corte a-qua al proceder como lo hizo, no incurrió en 
el fallo impugnado en los vicios y violaciones denunciados; 

Considerando, que asimismo, el examen de la senten- 
cia impugnada y del expediente pone de manifiesto que 
la muerte de José Antonio Frías García, fue debidamente 
establecida y comprobada en el lugar de los hechos y en 
la fecha en que ocurrió por el Dr. Luis Aquiles Rodríguez 
Guzmán, Médico Legista del Distrito Nacional, quien com-
probó previo examen del cuerpo del occiso que éste presen-
taba 3 heridas de bala y que la muerte se produjo por un 
schok hemorrágico, según consta en el certificado médico, 
que figura como documento del proceso; que además, en 
el lugar de la ocurrencia fueron encontrados 3 casquillos 
disparados de pistola 45; que asimismo la Corte 

a-qua dio 
por establecido ine:'iante la ponderación de los elementos 
de juicio, incluso la declaración de Carreño Rodríguez, que 
fueron aportados al proceso, que Leonardo Cruz y Cruz en 
compañía de Valentín Vásquez García y de otros, formaron 
un concierto o asociación con el objeto de preparar o de co-
meter crímenes contra las personas o contra las propieda- 

des; que finalmente la sentencia impugnada contiene moti-
vos suficientes y pertinentes que justifican su dispositivo; 
que por tanto, los medios de casación que se examinan ca-
recen de fundamento y deben ser desestimados; 

Considerando que, finalmente, del estudio combinado 
de los artículos 59, 266 reformado, 302 y 463 ordinal 2o. 
del Código Penal, la pena señalada para el caso es la de tra-

bajos públicos; que como la Corte a-qua condenó al acusa-

do a 8 años de detención en lugar de trabajos públicos, tal 
error, en la especie, no puede dar lugar a la casación de la 
sentencia impugnada, en razón de que la situación del acu-
sado no puede ser agravada sobre su único recurso; 

Considerando, que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos en lo que concierne al interés del 
acusado recurrente, ella no contiene vicio alguno que jus- 

tifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-

sación interpuesto por Leonardo Cruz y Cruz, contra la 
sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, en sus atribuciones criminales, en fecha 6 de di-
ciembre de 1972, cuyo dispositivo se ha copiado en parte 

anterior del presente fallo; Segundo: Condena al reto tente 

al pago de las costas penales. 
(Firmados) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 

E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.— 
Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— 
Juan Bautista Rojas Almánzar.— José A. Paniagua Ma-
teo.— Manuel Richiez Acevedo.— Ernesto Curiel hijo. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en ella expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 

certifica. Fdo. Ernesto Curiel hijo. 
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bién todos y cada uno de los elementos de juicio que fueron 
conocidos durante la instrucción preparatoria del proceso, 
y que luego fueron sometidas al debate público, oral y con-
tradictorio por ante los jueces del fondo; que en ese mismo 
orden de ideas no desconoció tampoco como erróneamente' 
lo alega el recurrente, el valor probatorio del testimonio 
de Carreño Rodríguez porque se trata de un sujeto someti-
do a la acción de la justicia represiva; que las variaciones 
que hizo en sus declaraciones el testigo Carreño Rodríguez 
por ante el juez de primer grado, es un asunto que atañe 
a la depuración del valor del testimonio y que los jueces 
del fondo, por tratarse de una cuestión de hecho están fa-
cultados para retener de dichas declaraciones, lo que esti-
men como la expresión de la verdad; que por consiguien-
te, la Corte a-qua al proceder como lo hizo, no incurrió en 
el fallo impugnado en los vicios y violaciones denunciados; 

Considerando, que asimismo, el examen de la senten- 
cia impugnada y del expediente pone de manifiesto que 
la muerte de José Antonio Frías García, fue debidamente 
establecida y comprobada en el lugar de los hechos y en 
la fecha en que ocurrió por el Dr. Luis Aquiles Rodríguez 
Guzmán, Médico Legista del Distrito Nacional, quien com-
probó previo examen del cuerpo del occiso que éste presen-
taba 3 heridas de bala y que la muerte se produjo por un 
schok hemorrágico, según consta en el certificado médico, 
que figura como documento del proceso; que además, en 
el lugar de la ocurrencia fueron encontrados 3 casquillos 
disparados de pistola 45; que asimismo la Corte a-qua dio 
por establecido rneJiante la ponderación de los elementos 
de juicio, incluso la declaración de Carreño Rodríguez, que 
fueron aportados al proceso, que Leonardo Cruz y Cruz en 
compañía de Valentín Vásquez García y de otros, formaron 
un concierto o asociación con el objeto de preparar o de co-
meter crímenes contra las personas o contra las propieda- 
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des; que finalmente la sentencia impugnada contiene moti-
vos suficientes y pertinentes que justifican su dispositivo; 
que por tanto, los medios de casación que se examinan ca-
recen de fundamento y deben ser desestimados; 

Considerando que, finalmente, del estudio combinado 
de los artículos 59, 266 reformado, 302 y 463 ordinal 2o. 
del Código Penal, la pena señalada para el caso es la de tra-
bajos públicos; que como la Corte a-qua condenó al acusa-
do a 8 años de detención en lugar de trabajos públicos, tal 
error, ,en la especie, no puede dar lugar a la casación de la 
sentencia impugnada, en razón de que la situación del acu-
sado no puede ser agravada sobre su único recurso; 

Considerando, que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos en lo que concierne al interés del 
acusado recurrente, ella no contiene vicio alguno que jus- 

tifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Leonardo Cruz y Cruz, contra la 
sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, en sus atribuciones criminales, en fecha 6 de di-
ciembre de 1972, cuyo dispositivo se ha copiado en parte 
anterior del presente fallo; Segundo: Condena al recurrente 

al pago de las costas penales. 

(Firmados) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.— 
Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— 
Juan Bautista Rojas Almánzar.— José A. Paniagua Ma-
teo.— Manuel Richiez Acevedo.— Ernesto Curiel hijo. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en ella expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 

certifica. Fdo. Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 14 DE NOVIEMBRE DEL 1973. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
fecha 5 de Julio de 1970. 

Materia: Confiscaciones. 

Recurrente: Casa Mota, C. por A. 

Abogado: Dr. Luis Augusto González Vega. 

Recurrido: Estado Dominicano. 

Abogado: Dr. Eipidio Graciano Corcino. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo' de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Joaquín M. Alvarez 
Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, José A. Paniagua 
Mateo y Manuel Richiez Acevedo, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 14 del mes de Noviembre de 1973, años 130' de la In-
dependencia y 111' de la Restauración, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Casa Mo-
ta, C. por A., con domicilio en la casa No. 25 de la calle 
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Isabel La Católica de esta ciudad, contra la sentencia de 
fecha 3 de Julio •de 1970, dictada por la Corte de Apelación 
de Santo Domingo, en sus funciones de Tribunal de Confis-
caciones, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Luis A. González Vega, cédula N 9  20220, 

serie 18, abogado de la recurrente, en la lectura de sus con- 

clusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Visto el memorial de casación de la recurrente deposi-
tado en la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia en 
fecha 22 de enero de 1973, y el de ampliación de fecha 14 
de septiembre de 1973, suscritos ambos por su abogado, en 
el primero de los cuales se invocan los medios que se in- 

dican más adelante; 

Visto el memorial de defensa del recurrido, suscrito en 
fecha 5 de abril de 1973 por su abogado Lic. Elpidio Grac:a-
no Corcino, cédula No. 21528, serie 47, recurrido que es el 

Estado Dominicano; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales cuya violación denuncia 
la recurrente, y los que se indican más adelante; y 1, 20 y 
65 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con moti-
vo de una instancia sometida por la Casa Mota, C. por A., 
en fecha 13 de enero de 1962, a la entonces Secretaría de 
Estado de Administración, Control y Recuperación de 13'e- 
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SENTENCIA DE FECHA 14 DE NOVIEMBRE DEL 1973. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
fecha 5 de Julio de 1970. 

Materia: Confiscaciones. 

Recurrente: Casa Mota, C. por A. 

Abogado: Dr. Luis Augusto González Vega. 

Recurrido: Estado Dominical-u, 
Abogado: Dr. Elpidio Graciano Corcino. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

Isabel 
La Católica de esta ciudad, contra la sentencia de 

fecha 3 de Julio •de 1970, dictada por la Corte de Apelación 
de Santo Domingo, en sus funciones de Tribunal de Confis-
caciones, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Luis A. González Vega, cédula N 9  20220, 

serie 
18, abogado de la recurrente, en la lectura de sus con- 

clusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Visto el memorial de casación de la recurrente deposi-
tado en la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia en 
fecha 22 de enero de 1973, y el de ampliación de fecha 14 
de septiembre de 1973, suscritos ambos por su abogado, en 
el primero de los cuales se invocan los medios que se in- 

dican más adelante; 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo .  de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Joaquín M. Alvarez 
Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, José A. Paniagua 
Mateo y Manuel Richiez Acevedo, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 14 del mes de Noviembre de 1973, años 130' de la In-
dependencia y 111' de la Restauración, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Casa Mo-
ta, C. por A., con domicilio en la casa No. 25 de la calle 

Visto el memorial de defensa del recurrido, suscrito en 
fecha 5 de abril de 1973 por su abogado Lic. Elpidio Gracia-
no Corcino, cédula No. 21528, serie 47, recurrido que es el 

Estado Dominicano; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales cuya violación denuncia 

la recurrente, y los que se indican más adelante; y 1, 20 y 

65 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con moti-
vo de una instancia sometida por la Casa Mota, C. por A., 
en fecha 13 de enero de 1962, a la entonces Secretaría de 
Estado de Administración, Control y Recuperación de Be- 

l dilr... 
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nes, haciendo reclamación en relación con la venta de la s 
 Parcelas Nos. 2-Provisional, 10-Provisional, 11, 16, 17, 18 

y 21 del D. C. No. 7 del Distrito Nacional, dicha Secretarí a 
 por oficio No. 6576 del 17 de octubre de 1963 comunicó a 

la casa Mota C. por A., que "no era competente para cono-
cer y solucionar el caso que se le había sometido"; b) Que 
sobre recurso interpuesto por la Casa Mota C. por A., la 
Corte a-qua dictó en fecha 3 de julio de 1970, la sentencia 
ahora impugnada en casación con el siguiente dispositivo :  "FALLA: PRIMERO: Ratifica el defecto pronunciado en 
audiencia contra el Estado Dominicano, por falta de con-
cluir su abogado constituido; SEGUNDO: Declara la inad-
misibilidad del recurso interpuesto por la Casa Mota, C. por 
A., contra decisión del Secretario de Estado de Propiedades 
Públicas de fecha 17 de octubre de 1963, que se declaró in-
competente para conocer de la reclamación formulada por 
la recurrente, de las Parcelas 16, 17, 18 y 21, del D. C. No. 
7, del Distrito Nacional; TERCERO: Compensa las costas 
entre las partes en causa"; 

Considerando, que en su memorial de casación, la re-
currente propone los siguientes medios: Primer Medio: 
Violación al Art. 24 de la Ley 5924 sobre Confiscación Ge-
neral de Bienes de fecha 26 de mayo del año 1962; Segundo 
Medio: Errada aplicación del Art. 19 de la referida Ley. 
No Ponderación de documento de la causa; Tercer Medio: 
Falta de base legal. Violación a la máxima no hay nulidad 
sin agravios; 

Considerando, que en el desarrollo de los medios pro-
puestos sostiene err síntesis la recurrente que ella sometió 
el 13 de septiembre de 1962 una instancia a la Secretaría 
de Estado de Administración, Control y Recuperación de 
Bienes para que se le restituyeran las parcelas Nos. 16, 17, 
18 y 21 del D. C. No. 9 del Distrito Nacional, las que eran 
bienes confiscados; y que dicha Secretaría de Estado se de- 

claró incompetente para conocer de su reclamación, lo cual 

le comunicó por oficio; que la Corte a-qua, a la cual ella 

s
e dirigió entonces por medio del recurso que le ha sido de-

clarado inadmisible por el fallo impugnado, se basó, para 
fallar en esa forma, en una errada interpretación del Art. 
24 de la Ley No. 5924 sobre Confiscación General de Bie-

nes; que la Corte a-qua, como Tribunal de Confiscaciones 

dijo en el fallo impugnado que la recurrente violó el ar-
tículo 19 de la antes citada Ley No. 5924 porque, conforme 
a ese texto, las personas que reclaman bienes de los cuales 
fueron despojados por abuso de poder o enriquecimiento 
ilícito, deben apoderar directamente al Tribunal de Confis-
caciones; que tal criterio es erróneo pues eso equivale a 
agregar a ese texto una disposición que él no consigna; 
que cuando el artículo 24 se refiere en particular a recla-
maciones de bienes confiscados, no habla en manera algu-
na de "persona confiscada", sino que se refiere a toda re- 
clamación referente a esos bienes; que por tanto, la Casa 
Mota, C. por A., formuló bien su reclamación al amparo de 
la Ley; que, además, al recurrir ella, en la especie, al Tri- 
bunal de Confiscaciones, después de la decidido por la Se- 
cretaría de Estado de Recuperación de Bienes no lo hizo co- 
mo un recurso de alzada como lo entendió erróneamente 

la Corte a-qua, sino del recurso que autoriza la última par- 
te del art. 24 ya citado; y que, con ello se ajustó correcta- 
mente al artículo 19 de la Ley, que prescribe dirigir una 
instancia al Tribunal de Confiscaciones, la que ella, la re- 
currente, notificó al Estado Dominicano; que si previamen- 
te a esa instancia ella se había dirigido a la Secretaría de 
Estado antes mencionada, eso, por sí solo no podía anular el 
procedimiento, el cual se cumplió a cabalidad; y el Esta- 
do, con ese procedimiento no ha sido perjudicado; que, por 
todo ello el fallo impugnado debe ser casado; 

Considerando, que los artículos 19 y 24 de la Ley No. 

5924, de 1962, organizan dos procedimientos similares: el 
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nes, haciendo reclamación en relación con la venta de las 
Parcelas Nos. 2-Provisional, 10-Provisional, 11, 16, 17, 18 
y 21 del D. C. No. 7 del Distrito Nacional, dicha Secretarí a 

 por oficio No. 6576 del 17 de octubre de 1963 comunicó a 
 la casa Mota C. por A., que "no era competente para cono.. 

cer y solucionar el caso que se le había sometido"; b) Que 
sobre recurso interpuesto por la Casa Mota C. por A., la 
Corte a-qua dictó en fecha 3 de julio de 1970, la sentencia 
ahora impugnada en casación con el siguiente dispositivo : 

 "FALLA: PRIMERO: Ratifica el defecto pronunciado en 
audiencia contra el Estado Dominicano, por falta de con-
cluir su abogado constituído; SEGUNDO: Declara la inad-
misibilidad del recurso interpuesto por la Casa Mota, C. por 
A., contra decisión del Secretario de Estado de Propiedades 
Públicas de fecha 17 de octubre de 1963, que se declaró in-
competente para conocer de la reclamación formulada por 
la recurrente, de las Parcelas 16, 17, 18 y 21, del D. C. No. 
7, del Distrito Nacional; TERCERO: Compensa las costas 
entre las partes en causa"; 

Considerando, que en su memorial de casación, la re-
currente propone los siguientes medios: Primer Medio: 
Violación al Art. 24 de la Ley 5924 sobre Confiscación Ge-
neral de Bienes de fecha 26 de mayo del año 1962; Segundo 
Medio: Errada aplicación del Art. 19 de la referida Ley. 
No Ponderación de documento de la causa; Tercer Medio: 
Falta de base legal. Violación a la máxima no hay nulidad 
sin agravios; 

Considerando, que en el desarrollo de los medios pro-
puestos sostiene en- síntesis la recurrente que ella sometió 
el 13 de septiembre de 1962 una instancia a la Secretaría 
de Estado de Administración, Control y Recuperación de 
Bienes para que se le restituyeran las parcelas Nos. 16, 17, 
18 y 21 del D. C. No. 9 del Distrito Nacional, las que eran 
bienes confiscados; y que dicha Secretaría de Estado se de- 
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claró incompetente para conocer de su reclamación, lo cual 
le comunicó por oficio; que la Corte a-qua, a la cual ella 
se dirigió entonces por medio del recurso que le ha sido de-
clarado inadmisible por el fallo impugnado, se basó, para 
fallar en esa forma, en una errada interpretación del Art. 
24 de la Ley No. 5924 sobre Confiscación General de Bie-
nes; que la Corte a-qua, como Tribunal de Confiscaciones 
dijo en el fallo impugnado que la recurrente violó el ar-
tículo 19 de la antes citada Ley No. 5924 porque, conforme 
a ese texto, las personas que reclaman bienes de los cuales 
fueron despojados por abuso de poder o enriquecimiento 
ilícito, deben apoderar directamente al Tribunal de Confis-
caciones; que tal criterio es erróneo pues eso equivale a 
agregar a ese texto una disposición que él no consigna; 
que cuando el artículo 24 se refiere en particular a recla-
maciones de bienes confiscados, no habla en manera algu-
na de "persona confiscada", sino que se refiere a toda re- 
clamación referente a esos bienes; que por tanto, la Casa 
Mota, C. por A., formuló bien su reclamación al amparo de 
la Ley; que, además, al recurrir ella, en la especie, al Tri- 
bunal de Confiscaciones, después de la decidido por la Se- 
cretaría de Estado de Recuperación de Bienes no lo hizo co- 
mo un recurso de alzada como lo entendió erróneamente 
la Corte a-qua, sino del recurso que autoriza la última par- 
te del art. 24 ya citado; y que, con ello se ajustó correcta- 
mente al artículo 19 de la Ley, que prescribe dirigir una 
instancia al Tribunal de Confiscaciones, la que ella, la re- 
currente, notificó al Estado Dominicano; que si previamen- 
te a esa instancia ella se había dirigido a la Secretaría de 
Estado antes mencionada, eso, por sí solo no podía anular el 
procedimiento, el cual se cumplió a cabalidad; y el Esta- 
do, con ese procedimiento no ha sido perjudicado; que, por 
todo ello el fallo impugnado debe ser casado; 

Considerando, que los artículos 19 y 24 de la Ley No. 
5924, de 1962, organizan dos procedimientos similares: el 
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uno para intentar una demanda principal. introductiva de 
instancia a fines de recuperar bienes de los cuales el deman- 
dante haya sido privado por abuso de poder y enriqueci- 
miento ilícito; y el otro para recurrir contra las decisione s  
de la Secretaría de Estado de Recuperación de Bienes da- 
das en ocasión de una reclamación hecha en relación con 
bienes confiscados, .dentro del plazo que la ley establece ; 

 que, en tales condiciones, es claro en la especie, que al acu-
dir la Casa Mota a la Corte de Apelación como Tribunal de 
Confiscaciones, aún cuando expresa que recurría de la de-
cisión de la antes dicha Secretaría que no le había resuelto 
su demanda, estaba obviamente apoderando al Tribunal 
competente para que se lo decidiera, o sea, a la Corte de 
Apelación de Santo Domingo en funciones de Tribunal de 
Confiscaciones; y en ese caso, dicha Corte debió declararse 
competente, aunque disponiendo por sentencia previa, y 
en vista de su papel activo, de conformidad con el artículo 
20 de dicha ley, que la Casa Mota, C. por A., pusiese en 
causa no sólo al Estado, sino a todos los causahabientes de 
éste, en cuyo patrimonio se encontrasen los bienes cuya re-
cuperación se perseguía, para que entonces, frente a todos 
los interesados se discutiera el fondo de la demanda; que, 
por ello, la sentencia impugnada debe ser casada y el 
asunto debe ser enviado a la misma Corte apoderada ya 
que ésta no ha conocido del fondo de la litis, sino que se li-
mitó a declarar inadmisible el recurso; 

Considerando, que en materia de confiscaciones, las cos-
tas pueden ser compensadas en todos los casos; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en funciones 
de Tribunal de Confiscaciones, y en fecha 3 de Julio de 
1970, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del 
presente fallo; y envía de nuevo el asunto por la Corte de 

Apelación de Santo Domingo; Segundo: Compensa las cos-

tas entre las partes. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— 
José A. Paniagua Mateo.— Manuel Richiez Acevedo.— 
Ernésto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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uno para intentar una demanda principal introductiva de 
instancia a fines de recuperar bienes de los cuales el deman-
dante haya sido privado por abuso de poder y enriqueci-
miento ilícito; y el otro para recurrir contra las decisione s 

 de la Secretaría de Estado de Recuperación de Bienes da-
das en ocasión de una reclamación hecha en relación con 
bienes confiscados, .dentro del plazo que la ley establece ; 

 que, en tales condiciones, es claro en la especie, que al acu-
dir la Casa Mota a la Corte de Apelación como Tribunal de 
Confiscaciones, aún cuando expresa que recurría de la de-
cisión de la antes dicha Secretaría que no le había resuelto 
su demanda, estaba obviamente apoderando al Tribunal 
competente para que se lo decidiera, o sea, a la Corte de 
Apelación de Santo Domingo en funciones de Tribunal de 
Confiscaciones; y en ese caso, dicha Corte debió declararse 
competente, aunque disponiendo por sentencia previa, y 
en vista de su papel activo, de conformidad con el artículo 
20 de dicha ley, que la Casa Mota, C. por A., pusiese en 
causa no sólo al Estado, sino a todos los causahabientes de 
éste, en cuyo patrimonio se encontrasen los bienes cuya re-
cuperación se perseguía, para que entonces, frente a todos 
los interesados se discutiera el fondo de la demanda; que, 
por ello, la sentencia impugnada debe ser casada y el 
asunto debe ser enviado a la misma Corte apoderada ya 
que ésta no ha conocido del fondo de la litis, sino que se li-
mitó a declarar inadmisible el recurso; 

Considerando, que en materia de confiscaciones, las cos-
tas pueden ser compensadas en todos los casos; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en funciones 
de Tribunal de Confiscaciones, y en fecha 3 de Julio de 
1970, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del 
presente fallo; y envía de nuevo el asunto por la Corte de 

Apelación de Santo Domingo; Segundo: Compensa las cos-

tas entre las partes. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 

E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
José A. Paniagua Mateo.— Manuel Richiez Acevedo.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 14 DE NOVIEMBRE DEL 197a 

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo dei Juzgado de Prim 
ra Instancia del Distrito Nacional de fecha 3 de Novi 
bre de 1972. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Atlantic Southern Inc., Co. (La Atlántica 
Abogados: Dres. Ramón Pina Acevedo M., César R. Pina T., y 

B. Peláez de Pina. 
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Sobre el recurso de casación interpuesto por la razón 
ial Atlantic Southern Insurance Company (La Atlánti-

), con domicilio en esta ciudad, en el Edificio La Cumbre, 
en Avenida Tiradentes, contra la sentencia de fecha 3 de 
noviembre de 1972, dictada por la Cámara de Trabajo del 
uzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo 
ispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Doctor Pablo Félix Peña, cédula No. 21462, se-

i
rle 18, en representación de los Doctores Ramón Pina Ace-
vedo, César Pina Toribio y Luz Bethania Peláez de Pina, 
abogados de la recurrente, en la lectura de sus conclusio- 

es; 

Recurrido: Juan Asdrúbal Herrera. 
Abogado: Dr. Fernando E. Bello Cabral. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Joaquín M. Alvarez 
Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, José A. Paniagua 
Mateo y Manuel A. Richiez Acevedo, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, 
hoy día 14 del mes de Noviembre del año 1973, años 130' 
de la Independencia y 111' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Oído al Doctor Fernando E. Bello Cabral, cédula No. 
6030, serie 8, abogado del recurrido, que lo es Juan Asdrú-
bal Herrera N., dominicano, mayor de edad, casado, domi-
ciliado en esta ciudad, con cédula No. 5231, serie 41, en la 
lectura de sur conclusiones; 

Visto el memorial de casación suscrito por los aboga-
dos de la recurrente, depositado en la Secretaría de la Su-
prema Corte de Justicia, en fecha 5 de diciembre de 1972; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el abogado 
del recurrido de fecha 22 de diciembre de 1972; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales, cuya violación denun-
cia la recurrente, que se mencionan más adelante y los ar-

tículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
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SENTENCIA DE FECHA 14 DE NOVIEMBRE DEL 1973, 

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de Prime . 
ra Instancia del Distrito Nacional de fecha 3 de Noviern. 
bre de 1972. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Atlantic Southern Inc., Co. (La Atlántica) 
Abogados: Dres. Ramón Pina Acevedo M., César R. Pina T., y 

B. Peláez de Pina. 

Recurrido: Juan Asdrúbal Herrera. 
Abogado: Dr. Fernando E. Bello Cabral. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Joaquín M. Alvarez 
Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, José A. Paniagua 
Mateo y Manuel A. Richiez Acevedo, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, 
hoy día 14 del mes de Noviembre del año 1973, años 130' 
de la Independencia y 111' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la razón 
social Atlantic Southern Insurance Company (La Atlánti-
ca), con domicilio en esta ciudad, en el Edificio La Cumbre, 
en Avenida Tiradentes, contra la sentencia de fecha 3 de 
noviembre de 1972, dictada por la Cámara de Trabajo del 

Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo 
ispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Doctor Pablo Félix Peña, cédula No. 21462, se-
rie 18, en representación de los Doctores Ramón Pina Ace-
vedo, César Pina Toribio y Luz Bethania Peláez de Pina, 
abogados de la recurrente, en la lectura de sus conclusio- 

nes; 

Oído al Doctor Fernando E. Bello Cabral, cédula No. 
6030, serie 8, abogado del recurrido, que lo es Juan Asdrú-
bal Herrera N., dominicano, mayor de edad, casado, domi-
ciliado en esta ciudad, con cédula No. 5231, serie 41, en la 
lectura de su. conclusiones; 

Visto el memorial de casación suscrito por los aboga-
dos de la recurrente, depositado en la Secretaría de la Su-
prema Corte de Justicia, en fecha 5 de diciembre de 1972; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el abogado 
del recurrido de fecha 22 de diciembre de 1972; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales, cuya violación denun-
cia la recurrente, que se mencionan más adelante y los ar-
tículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
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con motivo de una reclamación laboral que no pudo ser CO.
n 

ciliada, el Juzgado de Paz de Trabajo, del Distrito Nacio-
nal, dictó en fecha 24 de mayo de 1972, una sentencia con el 
siguiente dispositivo; "FALLA: PRIMERO: Se ordena a la 
empresa Atlantic Southern Insurance Company (La Atlan. 
tica) desahuciar al recuamante Juan Asdrúbal Herrera 
a base del tiempo transcurrido entre el día 3 de enero de 
1969, y el 18 de Octubre de 1971, a base de n salario pro.. 
medio de RD$84.12, (Ochenta y cuatro Pesos con 12) -sema-
nales; Segundo: Se condena a la empresa demandada al pa. 
go de las costas y se ordena su distracción de las mismas en 
favor del Dr. Fernando E. Bello Cabral, que afirma haber.. 
las avanzado en su totalidad"; b) que sobre recuro sinter-
puesto por la actual recúrrente, la Cámara a-qua, dictó en 
fecha 23 de noviembre de 1972, la sentencia ahora impug-
nada, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: 
Declara regular y válido en cuanto a la forma el recurso 
de apelación interpuesto por la Atlantic Southern Insuran-
ce Company (La Atlántica), contra sentencia del Juzgado 
de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 24 de 
mayo de 1972, dictada en favor de Juan Asdrúbal Herrera, 
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior de esta 
misma sentencia; SEGUNDO: Relativamente al fondo re-
chaza dicho recurso de alzada y en consecuencia Confirma 
en todas sus partes dicha sentencia impugnada; TERCERO: 
Condena a la parte que sucumbe Atlantic Southern Insu-
rance Company (La Atlántica), al pago de las costas del 
procedimiento de conformidad con los artículos 5 y 16 de 
la Ley No. 302 del 13 de junio de 1964, y 691 del Código de 
Trabajo, ordenando su distracción en favor del Dr. Fernan- 
do A. Bello Cabral, quien afirma haberlas avanzado en su 41  
totalidad"; 

Considerando, que en su memorial de casación, la re-
currente propone los siguientes medios: Primer Medio: 
Violación del principio tercero del Código de Trabajo, 1, 
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2, 3 del Código Civil y 42 de la Constitución de la Repú-
blica.— Segundo Medio: Violación de las disposiciones de 
los artículos 99 a 108 de la vigente Ley de Organización 
Judicial y 1, 2 y 3 de la Ley No. 5136 de fecha 18 de julio 
de 1912, publicada en la Gaceta Oficial No. 2316 y en la 
Colección de Leyes, año 1912 página 190.— Tercer Medio: 
Omisión de estatuir y violación de los derechos de defen-
sa.— Cuarto Medio: Ausencia o falta absoluta de motivos 
en la sentencia impugnada así como insuficiencia en la 
enunciación y descripción de los hechos de la causa, que 
genera una violación de los artículos 65-3o. de la Ley So-
bre Procedimiento de Casación, 141 del Código de Proce-
dimiento Civil.— Quinto Medio: Desnaturalización de los 
hechos y falta de base legal.— Sexto Medio: Desnaturali-
zación y desconocimiento de las pruebas del proceso.—
Desnaturalización de los hechos de la causa (otro aspecto); 

Considerando, que la recurrente en el desarrollo de su 
segundo medio, alega en síntesis; que el Juez a-quo para 
fallar como lo hizo, se basó fundamentalmente en sesen-
tidos comprobantes de pago, que fueron depositados, es-
tando escritos, en el idioma Inglés, y sin haberse ordenado 
su traducción al español, fueron tomados en consideración 
por el citado Juez, derivando de dichos dccumentos las 
consetuencias que estimó de lugar; que al ser en la Repú-
blica Dominicana, el idioma Oficial el español, y en conse-
cuencia una cuestión de orden público, que en ninguna ins-
titución oficial, ni en ninguno de los poderes del Estado 
pueda ser considerado ni recibir curso alguno ningún docu-
mento escrito en idioma extraño, el Juez a-quo, al aceptar 
esos comprobantes en el idioma Inglés y basar su fallo en 
los mismos, incurrió no solamente en la violación de los 
textos mencionados en el epígrafe del presente medio, sino 
en la violación de los derechos de defensa; 

Considerando, que la Ley No. 5736 de 1912, en sus ar-
tículos 1, 2 y 3, se expresa como sigue: "Art. 1.— Se decla- 
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con motivo de una reclamación laboral que no pudo ser con 
ciliada, el Juzgado .  de Paz de Trabajo, del Distrito Naci,  
nal, dictó en fecha 24 de mayo de 1972, una sentencia con e  siguiente dispositivo; "FALLA: PRIMERO: Se ordena a 1.  
empresa Atlantic Southern Insurance Company (La Atlán., 
tica) desahuciar al recuamante Juan Asdrúbal Herrera 
a base del tiempo transcurrido entre el día 3 de enero de  
1969, y el 18 de Octubre de 1971, a base de n salario pro. 
medio de RD$84.12, (Ochenta y cuatro Pesos con 12)-sema-
nales; Segundo: Se condena a la empresa demandada al pa-
go de las costas y se ordena su distracción de las mismas en 
favor del Dr. Fernando E. Bello Cabral, que afirma haber-
las avanzado en su totalidad"; b) que sobre recuro sinter-
puesto por la actual recúrrente, la Cámara a-qua, dictó en 
fecha 23 de noviembre de 1972, la sentencia ahora impug-
nada, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: 
Declara regular y válido en cuanto a la forma el recurso 
de apelación interpuesto por la Atlantic Southern Insuran-
ce Company (La Atlántica), contra sentencia del Juzgado 
de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 24 de 
mayo de 1972, dictada en favor de Juan Asdrúbal Herrera, 
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior de esta 
misma sentencia; SEGUNDO: Relativamente al fondo re-
chaza dicho recurso de alzada y en consecuencia Confirma 
en todas sus partes dicha sentencia impugnada; TERCERO: 
Condena a la parte que sucumbe Atlantic Southern Insu-
rance Company (La Atlántica), al pago de las costas del 
procedimiento de conformidad con los artículos 5 y 16 de 
la Ley No. 302 del 13 de junio de 1964, y 691 del Código de 
Trabajo, ordenando su distracción en favor del Dr. Fernan-
do A. Bello Cabral, quien afirma haberlas avanzado en su 
totalidad"; 

Considerando, que en su memorial de casación, la re-
currente propone los siguientes medios: Primer Medio: 
Violación del principio tercero del Código de Trabajo, 1, 
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'2, 
3 del Código Civil y 42 de la Constitución de la Repú-

blica.— Segundo Medio: Violación de las disposiciones de 
los artículos 99 a 108 de la vigente Ley de Organización 
Judicial y 1, 2 y 3 de la Ley No. 5136 de fecha 18 de julio 
de 1912, publicada en la Gaceta Oficial No. 2316 y en la 
Colección de Leyes, año 1912 página 190.— Tercer Medio: 

Omisión de estatuir y violación de los derechos de defen-

sa.— Cuarto Medio: Ausencia o falta absoluta de motivos 

en la sentencia impugnada así como insuficiencia en la 
enunciación y descripción de los hechos de la causa, que 
genera una violación de los artículos 65-3o. de la Ley So-
bre Procedimiento de Casación, 141 del Código de Proce-

dimiento Civil.— Quinto Medio: Desnaturalización de los 

hechos y falta de base legal.— Sexto Medio: Desnaturali-

zación y desconocimiento de las pruebas del proceso.—
Desnaturalización de los hechos de la causa (otro aspecto); 

Considerando, que la recurrente en el desarrollo de su 
segundo medio, alega en síntesis; que el Juez .a-quo para 

fallar como lo hizo, se basó fundamentalmente en sesen-
tidos comprobantes de pago, que fueron depositados, es-
tando escritos, en el idioma Inglés, y sin haberse ordenado 
su traducción al español, fueron tomados en consideración 
por el citado Juez, derivando de dichos documentos las 
consecuencias que estimó de lugar; que al ser en la Repú-
blica Dominicana, el idioma Oficial el español, y en conse-
cuencia una cuestión de orden público, que en ninguna ins-
titución oficial, ni en ninguno de los poderes del Estado 

pueda ser considerado ni recibir curso alguno ningún docu-

mento escrito en idioma extraño, el Juez .a-quo, al aceptar 

esos comprobantes en el idioma Inglés y basar su fallo en 
los mismos, incurrió no solamente en la violación de los 
textos mencionados en el epígrafe del presente medio, sino 
en la violación de los derechos de defensa; 

Considerando, que la Ley No. 5736 de 1912, en sus ar-
tículos 1, 2 y 3, se expresa como sigue: "Art. 1.— Se decla- 
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ra idioma oficial de la República, la lengua castellana. Art. 
2.— Toda solicitud, exposición o reclamo por ante cual-
quiera de los Poderes del Estado o sus dependencias será 
expuesto por escrito u oralmente, según proecda, en idio-
ma castellano, so pena de no ser tomada en consideración. 
En los casos en que tenga que oirse por funcionarios pú-
blicos alguna persona que no habla castellano se le hará 
asistir del correspondiente intérprete Oficial. Asimismo se 
harán traducir por los intérpretes correspondientes, los do-
cumentos escritos en idioma extraño de que deba conocer la 
autoridad pública, Art. 3.— Todo examen por ante los Cen-
tros de Instrucción de la República, a menos que verse so-
bre aprendizaje de algún idioma extranjero, no podrá acep-
tarse sino en el idioma oficial"; 

Considerando, que la Ley N9 22 de 1963, ampliación de la 
anterior en su artículo lro., a su vez, reza así: a) "Art. 1.—
Serán redactados en idioma español todos los trabajos y re-
gistros de contabilidad, formulados, correspondencias y cual-
quiera otro documento sujeto al conocimiento y fiscaliza-
ción de empleados particulares, de funcionarios, inspecto-
res u oficiales públicos, para ser cursados en la República 
Dominicana por parte de las empresas o entidades comer-
ciales, industriales o bancarias radicadas en el país"; 

Considerando, que la Cámara a-qua para fallar como 
lo hizo, da fundamentalmente los siguientes motivos, "que 
el único punto en discusión es el tiempo trabajado"; "que 
el reclamante ha depositado 62 comprobantes de pago que 
le hiciera la empresa"; "que de los comprobantes de pago 
se desprende que desde Enero 3 de 1969 y hasta abril 30 de 
1971, dichos comprobantes están escritos en inglés y que 
desde el mes siguiente o sea mayo de 1971 y hasta octubre 
de 1971 están escritos en español; que del alegato de la re-
currente se desprende que los sobres escritos en inglés co-
rresponden a Puerto Rico y los suscritos en español a San- 

to Domingo, aunque ninguno de esos comprobantes dice 
dónde fueron pagados"; "que al quedar establecido que el 
reclamante prestó servicios durante más de dos años y no 
sólo 7 meses como alega la empresa, procede acoger su de-
manda y como consecuencia confirmar en todas sus partes 
la sentencia impugnada"; 

Considerando, que de lo precedentemente transcrito se 
desprende, que tal como lo alega la recurrente la Cámara 
a-qua para formar su convicción en el sentido de que el 
trabajador demandante y actual recurrido, laboró en la 
Empresa demandada más de dos años, y no sólo 7 meses, 
como lo alega ésta, se basó exclusivamente en unos compro-
bantes de pago, librados en idioma inglés, los que fueron 
sometidos sin haber constancia de que en algún momento 
fueran traducidos al español; que en tales circunstancias, es 
obvio, que la Cámara a-qua, al proceder así olvidó que las 
leyes cuyo contenido se ha dado a conocer up-supra consti-
tuían un obstáculo para que se aceptase la prueba del he-
cho primordial en una litis, por medio de documentos es-
critos en otro idioma y que no hubieren sido traducidos an-
tes legalmente al español; 

Considerando, que aunque dichos documentos no hu-
biesen sido objetados sino por primera vez en casación, lo 
que a juicio de la parte recurrida no puede hacerse por 
constituir un medio nuevo; en la especie, al ser incontesta-
ble que los 62 comprobantes de pago no fueron presenta-
dos sino en el idioma inglés y que el Juez a-quo, se limita 
en su fallo a mencionar dichos documentos, sin describir 

su contenido, para fines de control de esta Suprema Corte 
de Justicia; y por último, al no ser posible que se pueda 
litigar en otro idioma que no sea el español, en la Repúbli-
ca Dominicana, es claro que independientemente del carác-
ter de orden público, que innegablemente tiene la Ley de 
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ra idioma oficial de la República, la lengua castellana. Art. 
2.— Toda solicitud, exposición o reclamo por ante cual.. 
quiera de los Poderes del Estado o sus dependencias será 
expuesto por escrito u oralmente, según proecda, en idio-
ma castellano, so pena de no ser tomada en consideración. 
En los casos en que tenga que oirse por funcionarios pú-
blicos alguna persona que no habla castellano se le hará 
asistir del correspondiente intérprete Oficial. Asimismo se 
harán traducir por los intérpretes correspondientes, los do-
cumentos escritos en idioma extraño de que deba conocer la 
autoridad pública, Art. 3.— Todo examen por ante los Cen-
tros de Instrucción de la República, a menos que verse so-
bre aprendizaje de algún idioma extranjero, no podrá acep-
tarse sino en el idioma oficial"; 

Considerando, que la Ley N9 22 de 1963, ampliación de la 
anterior en su artículo lro., a su vez, reza así: a) "Art. 1.—
Serán redactados en idioma español todos los trabajos y re-
gistros de contabilidad, formulados, correspondencias y cual-
quiera otro documento sujeto al conocimiento y fiscaliza-
ción de empleados particulares, de funcionarios, inspecto-
res u oficiales públicos, para ser cursados en la República 
Dominicana por parte de las empresas o entidades comer-
ciales, industriales o bancarias radicadas en el país"; 

Considerando, que la Cámara a-qua para fallar como 
lo hizo, da fundamentalmente los siguientes motivos, "que 
el único punto en discusión es el tiempo trabajado"; "que 
el reclamante ha depositado 62 comprobantes de pago que 
le hiciera la empresa"; "que de los comprobantes de pago 
se desprende que desde Enero 3 de 1969 y hasta abril 30 de 
1971, dichos comprobantes están escritos en inglés y que 
desde el mes siguiente o sea mayo de 1971 y hasta octubre 
de 1971 están escritos en español; que del alegato de la re-
currente se desprende que los sobres escritos en inglés co-
rresponden a Puerto Rico y los suscritos en español a San- 
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to Domingo, aunque ninguno de esos comprobantes dice 
dónde fueron pagados"; "que al quedar establecido que el 
reclamante prestó servicios durante más de dos años y no 

sólo 7 meses como alega la empresa, procede acoger su de-
manda y como consecuencia confirmar en todas sus partes 
la sentencia impugnada"; 

Considerando, que de lo precedentemente transcrito se 
desprende, que tal como lo alega la recurrente la Cámara 
a-qua para formar su convicción en el sentido de que el 
trabajador demandante y actual recurrido, laboró en la 
Empresa demandada más de dos años, y no sólo 7 meses, 
como lo alega ésta, se basó exclusivamente en unos compro-
bantes de pago, librados en idioma inglés, los que fueron 
sometidos sin haber constancia de que en algún momento 
fueran traducidos al español; que en tales circunstancias, es 
obvio, que la Cámara a-qua, al proceder así olvidó que las 
leyes cuyo contenido se ha dado a conocer up-supra consti-
tuían un obstáculo para que se aceptase la prueba del he-
cho primordial en una litis, por medio de documentos es-
critos en otro idioma y que no hubieren sido traducidos an-
tes legalmente al español; 

Considerando, que aunque dichos documentos no hu-
biesen sido objetados sino por primera vez en casación, lo 
que a juicio de la parte recurrida no puede hacerse por 
constituir un medio nuevo; en la especie, al ser incontesta-
ble que los 62 comprobantes de pago no fueron presenta-
dos sino en el idioma inglés y que el Juez a-quo, se limita 
en su fallo a mencionar dichos documentos, sin describir 

su contenido, para fines de control de esta Suprema Corte 
de Justicia; y por último, al no ser posible que se pueda 
litigar en otro idioma que no sea el español, en la Repúbli-
ca Dominicana, es claro que independientemente del carác-
ter de orden público, que innegablemente tiene la Ley de 
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que se trata, lo que hace admisible su planteamiento po r 
 primera vez, en casación, la sentencia impugnada por las 

razones ya expresadas carece también de base legal, lo 
que la hace casable, sin que haya la necesidad de ponderar 
los demás alegatos de la recurrente; 

Considerando, que cuando se casa una sentencia por 
falta de base legal, las costas siempre podrán ser compen-
sadas; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia de fecha 
23 de noviembre de 1972, dictada por la Cámara de Traba-
jo del Juzgado de Primera Instancia del Distirto Nacional, 
cuyo dispositivo se copia más arriba, y envía dicho asunto 
por ante el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de San Cristóbal, como Tribunal de Segundo Grado 
y en las mismas atribuciones; Segundo: Compensa las cos-
tas entre las partes. 

Firmados.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— José A. 
Paniagua Mateo.— Manuel A. Richiez Acevedo.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
fue firniada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. Fdo. Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 14 DE NOVIEMBRE DEL 1973. 

sentencia impugnada: 
Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri-

mera Instancia del Distrito Nacional de fecha 8 de marzo 

de 1973. 

Materia:  Correccional. 

Recurrente: Norberto Santana Rivera y compartes. 

Abogado: Dr. Bolívar Batista del Villar. 

Interviniente: Rosaura de Ramírez. 

Abogado: Dr. Juan Jorge Chaín Tuma. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar, José A. Paniagua Ma-
teo y Manuel A. Richiez Acevedo, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, 
hoy día 14 del mes de Noviembre del año 1973, años 130' de 
la Independencia y 111' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen- 

tencia: 
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Sobre los recursos de casación interpuestos por Nor-
berto Santana Rivera, dominicano, mayor de edad, pintor, 
cédula No. 109370, serie lra.; Vitalia del Villar Santana, 
dominicana, mayor de edad, casada, profesora, cédula No. 
142967, serie lra., y Félix Santana Rivera, dominicano, ma-
yor de edad, profesor universitario, cédula No. 100356, se-
rie lra., partes civiles constituidas los últimos, y domici-
liados todos en esta ciudad, contra la sentencia dictada en 
atribuciones correccionales por la Primera Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en 
fecha 8 de marzo de 1973, y cuyo dispositivo se transcribi-
rá más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Bolívar Batista del Villar, cédula No. 
118443, serie 10, abogado de los recurrentes, en la lectura 
de sus conclusiones; 

Oída a la Dra. Andreina Amaro, en representación del 
Dr. Juan Jorge Chaín Tuma, cédula No. 10561, serie 25, 
abogado de la interviniente Rosaura de Ramírez, en la lec-
tura de sus Conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de los recursos, levantada en la Secre-
taría de la Cámara a-qua, en fecha 4 de abril de 1973, a re-
querimiento del Dr. Bolívar Batista del Villar, en la cual 
no se indica ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de los recurrentes, suscrito por su 
abogado en fecha 15 de octubre de 1973, y en el cual se in-
vocan los medios de casación que más adelante se indica-
rán; 

Visto el escrito de fecha 15 de octubre de 1973, sus-
crito por el abogado de la intervíniente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 141 del Código de Procedi-
miento Civil y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 

Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que la misma se refiere, consta lo siguiente: 
a) que con motivo de una colisión ocurrida en esta ciudad 
el 2 de agosto de 1972, entre el carro placa 129-238, mane-
jado por Norberto Santana Rivera y el placa 84468, propie-
dad de Rosaura Rmírez y manejado por Cristóbal Asencio 
de los Santos, accidente del cual resultó lesionada Vitalia 
del Villar Santana y con deterioros el carro manejado por 
el prevenido Santana Rivera; b) que con dicho motivo el 
Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción del Distri-
to Nacional, apoderado del asunto, dictó en fecha 7 de no-
viembre de 1972, una sentencia cuyo dispositivo figura en 
el de la ahora impugnada; c) que no conforme con esta úl-
tima sentencia, recurrieron en alzada contra la misma los 
actuales recurrentes, dictando sobre dicho recurso la Pri-
mera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, la sentencia ahora impugnada y cuyo 
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara buenos 
y válidos en cuanto a la forma los recursos de apelación in-
terpuestos en fecha diez y siete (17) y catorce (14) del mes 
de noviembre del año 1972, interpuestos por la Fiscalzado-
ra del Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción del 
Distrito Nacional, a nombre y representación de Máximo 
Henríquez Saladí, Magistrado Procurador Fiscal del Distri-
to Nacional, y por el prevenido Cristino Asencio de los San-
tos, Rosaura de Ramírez, persona civilmente responsable 
y la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., contra la 
sentencia dictada por el Juzgado de Paz de la Primera Cir- 
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cunscripción del Distrito Nacional, en fecha siete (7) del 
mes de noviembre del año 1972, por haber sido hecho con-
forme a la Ley y cuyo dispositivo dice así: Talla: Primero: 
Se declara al nombrado Cristino Cristóbal Asencio de los 

Santos, culpable de violar el Artículo 97 párrafo 'A' 49 y 
56 de la Ley No. 241, de tránsito de vehículo de motor, en 
consecuencia se le condena al pago de una multa de RD$ 
5.00 y al pago de las costas penales; Segundo: Se declara 
al nombrado Norberto Santana Rivera, no culpable de ha-
ber violado la Ley No. 241, en ninguno de sus artículos, en 
consecuencia se descarga del hecho que se le imputa por no 
haberlo cometido, declarando las costas penales en lo que 
a él se refiere de oficio; Tercero: Se declara regllar y váli-
da en la forma y justa en el fondo la constitución en parte 
civil hecha por la señora Vitalia del Villar de Santana y 
Félix Santana Rivera a través de su abogado constituído 
Cristóbal Asencio de los Santos y Rosaura de Ramírez, por 
haber sido hecha en la forma que la ley establece y en con-
secuencia se condena a los señores Cristino Asencio de los 
Santos y Rosaura Ramírez, al pago solidario de una indem-
nización a) de Dos Mil Pesos Oro (RD$2,000.00) en favor de 
Vitalia del Villar de Santana, como justa reparación de los 
dañbs morales y materiales causados los cuales provocaron 
golpes y heridas curables antes de 10 días que provocaron 
su internamiento encontrándose en estdo de embarazo; b) 
la suma de Seiscientos Treinta y Seis Pesos Oro (RD$636.00) 
por concepto de reparación de desabolladura y pintura del 
vehículo conducido por el señor Norberto Santana Rivera; 
c) la suma de Mil Cuatrocientos Treinta y Seis Pesos Oro 
(RD$1,436.00) por concepto de lucro, depreciación del ve-
hículo en favor del señor Félix Santana Rivera; Cuarto: Los 

intereses legales de las presentes sumas desde el día de la 
demanda hasta la ejecución de la sentencia; Quinto: Se de-
clara la presente sentencia oponible y ejecutable con to-
das sus consecuencias legales a la Compañía de Seguros San 
Rafael, C. por A., aseguradora del vehículo causante del 

accidente; Sexto: Se condena a los señores Cristino Asen-
cio de los Santos, Rosaura Ramírez y la Compañía de Segu-
ros San Rafael, C. por A., al pago de las costas civiles, or-
denando su distracción en provecho del Dr. Bolívar Batista 
del Villar, por éste haberlas avanzado en su totalidad'; SE-
GUNDO: En cuanto al fondo, se revoca en todas sus partes 
la sentencia recurrida y en consecuencia se declara la nom-
brado Norberto Santana Rivera, de generales que constan, 
culpable del delito de golpes y heridas involuntarios causa-
dos con el manejo de vehículos de motor, previsto y sancio-
nado por los artículos 97, 50 y 56 de la Ley No. 241, y en 
consecuencia se le condena al pago de una multa de Quin-
ce Pesos Oro (RD$15.00) y costas penales causadas; TER-
CERO: Se declara al nombrado Cristino o Cristóbal Asen-
cio de los Santos, no culpable de los hechos puestos a su 
cargo, y en consecuencia se le descarga de toda responsa-
bilidad penal por no haber violado ninbun ade las dispo-
siciones de la Ley No. 241; CUARTO: Se declara buena y 
válida en cuanto a la forma la constitución en parte civil 
formulada en audiencia por la señora Vitalia del Villar de 
Santana y Félix Santana Rivera, a través de su abogado 
constituído Dr. Bolívar Batista del Villar, en contra de 
Cristinto Asencio de los Santos y Rosaura de Ramírez y la 
puesta en causa de la Cía. de Seguros San Rafael, C. por 
A., entidad aseguradora del Vehículo que ocasionó el acci-
dente por haber sido hecho conforme a la Ley de al mate-
ria; QUINTO: En cuanto al fondo, se rechaza dicha consti-
tución en parte civil por improcedente y mal fundada; 
SEXTO: Se condena a la parte civil constituída que sucum-
be al pago de las costas civiles, con distracción de las mis-
mas en favor y provecho del Dr. Juan Chaín Turna, aboga-
do, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

Considerando, que en apoyo de sus recursos, los recu-
rrentes proponen en su memorial de casación, los siguien-
tes medios: Primer Medio: Falta de base legal. Carencia de 
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nización a) de Dos Mil Pesos Oro (RD$2,000.00) en favor de 
Vitalia del Villar de Santana, como justa reparación de los 
darios morales y materiales causados los cuales provocaron 
golpes y heridas curables antes de 10 días que provocaron 
su internamiento encontrándose en estdo de embarazo; b) 
la suma de Seiscientos Treinta y Seis Pesos Oro (RD$636.00) 
por concepto de reparación de desabolladura y pintura del 
vehículo conducido por el señor Norberto Santana Rivera; 
e) la suma de Mil Cuatrocientos Treinta y Seis Pesos Oro 
(RD$1,436.00) por concepto de lucro, depreciación del ve-
hículo en favor del señor Félix Santana Rivera; Cuarto: Los 
intereses legales de las presentes sumas desde el día de la 
demanda hasta la ejecución de la sentencia; Quinto: Se de-
clara la presente sentencia oponible y ejecutable con to-
das sus consecuencias legales a la Compañía de Seguros San 
Rafael, C. por A., aseguradora del vehículo causante del 

 

accidente; Sexto: Se condena a los señores Cristino Asen-
cio de los Santos, Rosaura Ramírez y la Compañía de Segu-
ros San Rafael, C. por A., al pago de las costas civiles, or-
denando su distracción en provecho del Dr. Bolívar Batista 
del Villar, por éste haberlas avanzado en su totalidad'; SE-
GUNDO: En cuanto al fondo, se revoca en todas sus partes 
la sentencia recurrida y en consecuencia se declara la nom-
brado Norberto Santana Rivera, de generales que constan, 
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Considerando, que en apoyo de sus recursos, los recu-
rrentes proponen en su memorial de casación, los siguien-
tes medios: Primer Medio: Falta de base legal. Carencia de 
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motivos. Segundo: Medio: Falta de aplicación del Artículo 
97, letra a), de la Ley 241, sobre tránsito de vehículos ;  

Considerando, que en apoyo del primer medio de su 
memorial, los recurrentes alegan, en síntesis, que el Juz- 
gado a-quo, para dictar la sentencia impugnada se ha limi- 
tado a expresar como único fundamento de la misma "que 
conocido el expediente de referencia en materia de apela-
ción por esta Primera Cámara Peanl, en fecha 20 de febre-
ro de 1973, este Tribunal apreció que la sentencia del Juz-
gado de Paz antes mencionado no había sido debidament e 

 ajustado de acuerdo con lo que establece la Ley No. 241, 
sobre tránsito de vehículos de motor, por lo cual este Tri-
bunal, haciendo una fusta aplicación de la Ley en cuestión 
procedió a modificar la sentencia del ya indicado Juzgado 
de Paz, cuyo dispositivo se copia a continuación"; que co-
mo es ostensible el Juzgado a-quo ha omitido en su senten-
cia expresar, como era su obligación, los motivos de hecho 
y de derecho que justifiquen legalmente la sentencia im-
pugnada, omisión que obviamente priva a la Suprema Cor-
te de Justicia ejercer adecuadamente sus facultades de con-
trol, por lo que dicha sentencia debe ser casada en todas 
sus partes; 

Considerando, que es regla general que los jueces es-
tán en el deber de motivar sus decisiones; obligación que 
es tanto más imperativa cuando los jueces en grado de ape-
lación, como en la especie, revocan una sentencia de primer 
grado; 

Considerando, que el examen de la sentencia impug-
nada pone de manifiesto, que para dictarla, el Tribunal 
a-quo no ha dado otro motivo que la justifique legalmente, 
sino el que ha sido transcrito por los recurrentes más arri-
ba, del cual no resultan especificados hechos revelados en 
el plenario sobre los cuales, forzosamente, tenían que fun- 

darse las condenaciones pronunciadas por la Cámara a-qua; 

que, en consecuencia, la sentencia debe ser casada por fal-

ta de motivos; sin necesidad de examinar los otros medios 

y alegatos de los recurrentes; 

Considerando que las costas podrán ser compensadas, 
entre otros casos cuando la sentencia fuere casada por in-

suficiencia de motivos; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-

tes a Rosaura de Ramírez y a la Compañía de Seguros San 
Rafael, C. por A.; Segundo: Casa la sentencia dictada en 
atribuciones correccionales, y en grado de apelación, por la 
Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional, en fecha 8 de marzo de 1973, cuyo 
dispositivo ha sido transcrito en parte anterior del presen-
te fallo, y envía el asunto por ante el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, 
en iguales atribuciones; Tercero: Compensa las costas. 

Firmados.— Manuel. Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-

velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— José A. 
Paniagua Mateo.— Manuel A. Richiez Acevedo.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. Fdo. Ernesto Curiel hijo. 
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motivos. Segundo: Medio: Falta de aplicación del Artículo 
97, letra a), de la Ley 241, sobre tránsito de vehículos ;  

Considerando, que en apoyo del primer medio de su 
memorial, los recurrentes alegan, en síntesis, que el Juz- 
gado a-quo, para dictar la sentencia impugnada se ha limi- 
tado a expresar como único fundamento de la misma "que 
conocido el expediente de referencia en materia de apela-
ción por esta Primera Cámara Peanl, en fecha 20 de febre-
ro de 1973, este Tribunal apreció que la sentencia del Juz-
gado de Paz antes mencionado no había sido debidament e 

 ajustado de acuerdo con lo que establece la Ley No. 241, 
sobre tránsito de vehículos de motor, por lo cual este Tri-
bunal, haciendo una fusta aplicación de la Ley en cuestión 
procedió a modificar la sentencia del ya indicado Juzgado 
de Paz, cuyo dispositivo se copia a continuación"; que co-
mo es ostensible el Juzgado a-quo ha omitido en su senten-
cia expresar, como era su obligación, los motivos de hecho 
y de derecho que justifiquen legalmente la sentencia im-
pugnada, omisión que obviamente priva a la Suprema Cor-
te de Justicia ejercer adecuadamente sus facultades de con-
trol, por lo que dicha sentencia debe ser casada en todas 
sus partes; 

Considerando, que es regla general que los jueces es-
tán en el deber de motivar sus decisiones; obligación que 
es tanto más imperativa cuando los jueces en grado de ape-
lación, como en la especie, revocan una sentencia de primer 
grado; 

Considerando, que el examen de la sentencia impug-
nada pone de manifiesto, que para dictarla, el Tribunal 
a-quo no ha dado otro motivo que la justifique legalmente, 
sino el que ha sido transcrito por los recurrentes más arri-
ba, del cual no resultan especificados hechos revelados en 
el plenario sobre los cuales, forzosamente, tenían que fun- 

darse las condenaciones pronunciadas por la Cámara a-qua; 

que, en consecuencia, la sentencia debe ser casada por fal-
ta de motivos; sin necesidad de examinar los otros medios 
y alegatos de los recurrentes; 

Considerando que las costas podrán ser compensadas, 
entre otros casos cuando la sentencia fuere casada por in-

suficiencia de motivos; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-

tes a Rosaura de Ramírez y a la Compañía de Seguros San 
Rafael, C. por A.; Segundo: Casa la sentencia dictada en 
atribuciones correccionales, y en grado de apelación, por la 
Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional, en fecha 8 de marzo de 1973, cuyo 
dispositivo ha sido transcrito en parte anterior del presen-
te fallo, y envía el asunto por ante el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, 
en iguales atribuciones; Tercero: Compensa las costas. 

Firmados.— Manuel. Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-

velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— José A. 
Paniagua Mateo.— Manuel A. Richiez Acevedo.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. Fdo. Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 14 DE NOVIEMBRE DEL 1973. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal de fe-
cha 24 de abril de 1973. 

Interviniente: Roberto H. Pérez y Pérez y compartes. 
Abogado: Dr. Bienvenido Vélez Toribio. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ral 
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la . 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bauista Rojas Almánzar, José A. Paniagua Ma-
teo y Manuel A. Richiez Acevedo, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu 
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 14 de noviembre del 1973, años 130' de la Independen-
cia y 111' de la Restauración, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Com-
pañía Unión de Seguros, C. por A., con domicilio en la Ave-
nida 27 de Febrero No. 263, planta alta, de esta ciudad, 
contra la sentencia de fecha 24 de abril de 1973, dictada en 

sus atribuciones correccionales por la Corte de Apelación 
de San Cristóbal, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Bienvenido Vélez Toribio, cédula 24291 se-
rie 31, en representación de los intervinientes, en la lectu-
ra de sus conclusiones, intervinientes que son Roberto He-
redes Pérez y Pérez, militar, cédula 4404 serie 12; y We-
nesfrida María Díaz de Pérez, de oficios domésticos, cédula 
4676 serie 5; ambos dominicanos, mayores de edad, domi-
ciliados y residentes en la población de Yamasá, Provincia 
de San Cristóbal; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua en fecha 31 de mayo de 1973, 
a requerimiento del Lic. José M. Pereyra Goico, cédula 
3958 serie 31, abogado de la recurrente, en la cual expone 
las medios de casación que se indican más adelante; 

Visto el memorial de casación de la recurrente, de fe-
cha 22 de octubre de 1973, suscrito por su abogado Lic. Jo-
sé Miguel Pereira Goico, en el cual expone los medios de 
casación que más adelante se indican; 

Vista el escrito de los intervinientes, de fecha 26 de 
octubre de 1973, firmado por su abogado; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 de la ley No. 241, de 1967; 
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Dios, Patria y Libertad. 
República, Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
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relló, Juan Bauista Rojas Almánzar, José A. Paniagua Ma-
teo y Manuel A. Richiez Acevedo, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 14 de noviembre del 1973, años 130' de la Independen-
cia y 111' de la Restauración, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia:  

_.--- - 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Com-
pañía Unión de Seguros, C. por A., con domicilio en la Ave-
nida 27 de Febrero No. 263, planta alta, de esta ciudad, 
contra la sentencia de fecha 24 de abril de 1973, dictada en 

sus atribuciones correccionales por la Corte de Apelación 
de San Cristóbal, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Bienvenido Vélez Toribio, cédula 24291 se-
rie 31, en representación de los intervinientes, en la lectu-
ra de sus conclusiones, intervinientes que son Roberto He-

redes Pérez y Pérez, militar, cédula 4404 serie 12; y We-
nesfrida María Díaz de Pérez, de oficios domésticos, cédula 
4676 serie 5; ambos dominicanos, mayores de edad, domi-
ciliados y residentes en la población de Yamasá, Provincia 
de San Cristóbal; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua en fecha 31 de mayo de 1973, 
a requerimiento del Lic. José M. Pereyra Goico, cédula 
3958 serie 31, abogado de la recurrente, en la cual expone 
los medios de casación que se indican más adelante; 

Visto el memorial de casación de la recurrente, de fe-
cha 22 de octubre de 1973, suscrito por su abogado Lic. Jo-
sé Miguel Pereira Goico, en el cual expone los medios de 
casación que más adelante se indican; 

Visto el escrito de los intervinientes, de fecha 26 de 
octubre de 1973, firmado por su abogado; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 de la ley No. 241, de 1967; 
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1383 y 1384 del Código Civil; 1 y 10 de la Ley No. 1117 de 
1955; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con moti-
vo de un accidente automovilístico ocurrido el día 6 de ma-
yo de 1970, en el poblado de Yamasá, en el cual resultó una. 
persona con lesiones corporales, el Juzgado de Primera 
Instancia de Monte Plata dictó en fecha 6 de septiembre de 
1972, una sentencia cuyo dispositivo figura inserto más ade-
lante en el del fallo ahora impugnado; b) Que sobre los re-
cursos interpuestos, intervino la sentencia ahora impugna-
da en casación, con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRI-
MERO: Se declara la caducidad del recurso de apelación 
interpuesto por el prevenido Santos Porfirio Lima Bueno. 
contra sentencia de fecha 6 de septiembre del año 1972, 
dictada por el Juzgado de Primera Instanica del Distrito 
Judicial de Monte Plta, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: 
Se declara culpable al nombrado Santo Porfirio Lima Bue-
no, de haber violado el artículo 49 de la ley 241 del tránsito 
de vehículos de motor, y en consecuencia se le condena al 
pago de una multa de veinte pesos oro (RD$20.00), y al pa-
go de las costas penales; Segundo: Se declara regular y vá-
lida la constitución en parte civil, hecha por los señores 
Roberto Herodes Pérez y Pérez y Wenesfrinda María Díaz 
de Pérez, en calidad de padres de la menor Claribel Alta-
gracia Pérez Díaz, representado por su abogado Dr. Bien-
venido Vélez Toribio, en cuanto a la forma por haber lle-
nado los requisitos de ley sobre la materia, Tercero: En 
cuanto al fondo se condena a los nombrados Zoilo Lora San-. 
tana (comitente), y Santo Porfirio Lima Bueno, al pago de 
una indemnización de tres mil pesos oro (RD$3,000.00), en 
favor de los señores Roberto Herodes Pérez y Pérez y We-
nesfrinda María Díaz de Pérez, en su calidad de padres de 
la menor Claribel Altagracia Pérez Díaz, como justa repa-
ración de los daños morales y materiales sufridos por la  

menor en el accidente de vehículo en que la menor sufrió 
heridas. Cuarto: Se condena a los señores Santo Porfirio 
Lima Bueno (preposé), y Zoilo Lora Santana (comitente), al 

pago de las costas civiles con distracción de las mismas en 
provecho del Dr. Bienvenido Vélez Toribio, abogado de la 
parte civil, quien afirma haberlas avanzado en su mayor 
parte, Quinto: Se declara común y oponible en todos sus 
aspectos civiles la presente sentencia, a la compañía de Se-
guros 'Unión de Seguros, C. por A.', en su calidad de enti-
dad aseguradora del vehículo con que se produgeron los da-
ños'; por haber sido intentado fuera del plazo legal;— SE-
GUNDO: Se declara buenos y válidos en la forma, los re-
cursos de apelación interpuestos por la Compañía 'Unión 
de Seguros, C. por A.', y por la parte civil constituida, con-
tra la mencionada sentencia, por haber sido intentados de 
conformidad con la Ley, y en cuanto al fondo, se confirma 
la sentencia recurrida en cuanto fija la cantidad de RD$ 
3,000.00, para la reparación del daño causado;— TERCE-
RO: Se pronuncia el defecto contra la parte civilmente res-
ponsable puesta en causa, señor Zoilo Lora Santana, por no 
haber comparecido a la audiencia, estando leglamente cita-
do;— CUARTO: Se condena al prevenido al pago de las 
costas de su alzada; asimismo condena a las partes sucum-
bientes señores Santos Porfirio Lima Bueno, Zoilo Lora 
Santana y Unión de Seguros, C. por A., al pago solidario 
de las costas civiles, con distracción de estas últimas, en 
provecho del doctor Bienvenido Vélez Toribio, abogado de 
la parte civil, quien afirmó haberlas avanzado en su totali-
dad;— QUINTO: Se declara la presente sentencia oponible 
a la Compañía 'Unión de Seguros, C. por A.', por ser la en-
tidad aseguradora del vehículo propiedad de Zoilo Yora 
Santana, con el cual fueron causados los daños y perjuicios 
a la parte civil constituída"; 

Considerando, que tanto en el acta levantada con moti-
vo del recurso de casación, como en el memorial deposita-
do' la compañía recurrente propone los siguientes medios: 



3476 	 BOLETIN JUDICIAL 	 BOLETIN JUDICIAL 	 3477 

1383 y 1384 del Código Civil; 1 y 10 de la Ley No. 1117 de 
1955; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con moti-
vo de un accidente automovilístico ocurrido el día 6 de ma-
yo de 1970, en el poblado de Yamasá, en el cual resultó una 
persona con lesiones corporales, el Juzgado de Primera 
Instancia de Monte Plata dictó en fecha 6 de septiembre de 
1972, una sentencia cuyo dispositivo figura inserto más ade-
lante en el del fallo ahora impugnado; b) Que sobre los re-
cursos interpuestos, intervino la sentencia ahora impugna-
da en casación, con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRI-
MERO: Se declara la caducidad del recurso de apelación 
interpuesto por el prevenido Santos Porfirio Lima Bueno, 
contra sentencia de fecha 6 de septiembre del año 1972, 
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de vehículos de motor, y en consecuencia se le condena al 
pago de una multa de veinte pesos oro (RD$20.00), y al pa-
go de las costas penales; Segundo: Se declara regular y vá-
lida la constitución en parte civil, hecha por los señores 
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de Pérez, en calidad de padres de la menor Claribel Alta-
gracia Pérez Díaz, representado por su abogado Dr. Bien-
venido Vélez Toribio, en cuanto a la forma por haber lle-
nado los requisitos de ley sobre la materia, Tercero: En 
cuanto al fondo se condena a los nombrados Zoilo Lora San-
tana (comitente), y Santo Porfirio Lima Bueno, al pago de 
una indemnización de tres mil pesos oro (RD$3,000.00), en 
favor de los señores Roberto Herodes Pérez y Pérez y We-
nesfrinda María Díaz de Pérez, en su calidad de padres de 
la menor Claribel Altagracia Pérez Díaz, como justa repa-
ración de los daños morales y materiales sufridos por la  

menor en el accidente de vehículo en que la menor sufrió 

heridas. Cuarto: Se condena a los señores Santo Porfirio 
Lima Bueno (preposé), y Zoilo Lora Santana (comitente), al 

pago de las costas civiles con distracción de las mismas en 
provecho del Dr. Bienvenido Vélez Toribio, abogado de la 
parte civil, quien afirma haberlas avanzado en su mayor 

parte, Quinto: Se declara común y oponible en todos sus 
aspectos civiles la presente sentencia, a la compañía de Se-
guros 'Unión de Seguros, C. por A.', en su calidad de enti-
dad aseguradora del vehículo con que se produgeron los da-
ños'; por haber sido intentado fuera del plazo legal;— SE-
GUNDO: Se declara buenos y válidos en la forma, los re-
cursos de apelación interpuestos por la Compañía 'Unión 
de Seguros, C. por A.', y por la parte civil constituída, con-
tra la mencionada sentencia, por haber sido intentados de 
conformidad con la ley, y en cuanto al fondo, se confirma 
la sentencia recurrida en cuanto fija la cantidad de RD$ 
3,000.00, para la reparación del daño causado;— TERCE-
RO: Se pronuncia el defecto contra la parte civilmente res-
ponsable puesta en causa, señor Zoilo Lora Santana, por no 
haber comparecido a la audiencia, estando leglamente cita-
do;— CUARTO: Se condena al prevenido al pago de las 
costas de su alzada; asimismo condena a las partes sucum-
bientes señores Santos Porfirio Lima Bueno, Zoilo Lora 
Santana y Unión de Seguros, C. por A., al pago solidario 
de las costas civiles, con distracción de estas últimas, en 
provecho del doctor Bienvenido Vélez Toribio, abogado de 
la parte civil, quien afirmó haberlas avanzado en su totali-
dad;— QUINTO: Se declara la presente sentencia oponible 
a la Compañía 'Unión de Seguros, C. por A.', por ser la en-
tidad aseguradora del vehículo propiedad de Zoilo Yera 
Santana, con el cual fueron causados los daños y perjuicios 
a la parte civil constituida"; 

Considerando, que tanto en el acta levantada con moti-
vo del recurso de casación, como en el memorial deposita-
do, la compañía recurrente propone los siguientes medios: 
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Primer Medio: Desnaturalización de los hechos, contradic-
ción de los mismos y falta de base legal; Segundo Medio: 
Violación al Art. 49 de la Ley 241; 

Considerando, que en el desarrollo de los dos medios 
propuestos reunidos, la compañía recurrente sostiene en 
síntesis que la Corte a-qua ponderó las declaraciones testi-
moniales sin tener en cuenta sus notables contradicciones ; 

 y sin apreciar si en el momento del accidente venía o iba 
un camión como sostuvo el prevenido, y si fue en .ese instan-
te cuando ocurrió dicho accidente; o cuando el carro reba-
saba al camión o si iban ambos vehículos en sentido contra-
rio; si la niña venía sola a esa hora de la noche; que la Cor-
te no ponderó la idoneidad de los testimonios, como tam-
poco lo hizo el Juez de Primera Instancia; que no describió, 
en resumen, cómo ocurrieron los hechos ;que como la vícti-
ma era una niña de cuatro años, la Corte al dejar de hacer 
las ponderaciones antes señaladas, no estableció si la niña 
había rebasado la mitad de la calle, pues en ese caso hubie-
ra sido estropeada por el otro vehículo que no se sabe en 
qué dirección iba; que, tales circunstancias obligaban a for-
marse la convicción de la falta exclusiva de la víctima, co-
mo causa del accidente; que, por todo ello estima la com-
pañía recurrente que en el fallo impugnado se incurrió en 
les vicios y violaciones denunciados y que debe ser casa-
do; pero, 

Considerando, que si ciertamente el examen del fallo 
impugnado no contiene una suficiente precisión de los he-
chos, como por él se confirma en cuanto a la culpabilidad 
del prevenido la sentencia apelada, esta Suprema Corte de 
Justicia ha procedido a examinar aquella sentencia apela-
da, y ha comprobado que los hechos quedaron debidamente 
establecidos; que, en efecto, el Juez de Primera Instancia 
hace constar: a) Que el día 6 de mayo de 1970, mientras el 
prevenido Santos Porfirio Lima Bueno transitaba por el po-
blado de Yamasá conduciendo un aumóvil estropeó a la me- 

xtor Claribel Altagracia Pérez, produciéndole heridas que 
curaron después de 30 días, según consta en certificado mé-
dico expedido al efecto; b) Que el hecho ocurrió, según las 
declaraciones oídas, en el momento en que la niña trataba 
de cruzar la calle, y se debió a que el chófer iba a una velo-
cidad excesiva, a tal punto que dio un frenazo grande; c 
Que aunque el prevenido, quien iba de Norte a Sur, alegó 
en su defensa que venía un camión de frente con luz alta, 
la que le cegó, esto no se probó; y que de habe rsido cierto, 
ello le obligaba a ser prudente y detener la marcha del ve-
hículo; d) Que si bien es admisible falta de la víctima, tal 
falta no es excluyente de la del prevenido quien iba a ex-
ceso de velocidad y no fue prudente en la conducción del 
vehículo que manejaba; 

Considerando, que como se advierte, y contrariamente 
a como lo alega la compañía aseguradora recurrente, los jue-
ces del fondo sí ponderaron debidamente las declaraciones 
oídas en el plenario; descartaron la presencia de otro evhícu-
lo en el momento del accidente, dejando sin base el alega-
to hecho por el prevenido en su defensa; admitieron que el 
accidente ocurrió en momentos en que la menor trataba de 
cruzar la vía, pero que esa falta no excluía la del preveni-
do, quien iba a una velocidad excesiva y quien no tomó las 
mPriidas que en el caso aconsejaba la prudencia, hechos que 
configuran la violación al artículo 49 de la ley No. 241, de 
1967, por la cual fue penalmente condenado el prevenido 
aunque levemente teniendo en cuenta la forma como ocu-
rrieron los hechos en los cuales se apreció también falta de 
la víctima; que, por consiguiente, en el fallo impugnado no 
se ha incurrido en ninguno de los vicios y violaciones de-
nunciados por la recurrente, cuyos alegatos carecen pues de 
fundamento sino que, por el contrario, él contiene motivos 
suficientes, pertinentes y congruentes que lo justifican, y 
una relación de hechos que permite apreciar que la ley fue 
bien aplicada; 
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Primer Medio: Desnaturalización de los hechos, contradic-
ción de los mismos y falta de base legal; Segundo Medio: 
Violación al Art. 49 de la Ley 241; 

Considerando, que en el desarrollo de los dos medios 
propuestos reunidos, la compañía recurrente sostiene en 
síntesis que la Corte a-qua ponderó las declaraciones testi-
moniales sin tener en cuenta sus notables contradicciones ; 

 y sin apreciar si en el momento del accidente venía o iba 
un camión como sostuvo el prevenido, y si fue en ese instan-
te cuando ocurrió dicho accidente; o cuando el carro reba-
saba al camión o si iban ambos vehículos en sentido contra-
rio; si la niña venía sola a esa hora de la noche; que la Cor-
te no ponderó la idoneidad de los testimonios, como tam-
poco lo hizo el Juez de Primera Instancia; que no describió, 
en resumen, cómo ocurrieron los hechos ;que como la vícti-
ma era una niña de cuatro años, la Corte al dejar de hacer 
las ponderaciones antes señaladas, no estableció si la niña 
había rebasado la mitad de la calle, pues en ese caso hubie-
ra sido estropeada por el otro vehículo que no se sabe en 
qué dirección iba; que, tales circunstancias obligaban a for-
marse la convicción de la falta exclusiva de la víctima, co-
mo causa del accidente; que, por todo ello estima la com-
pañía recurrente que en el fallo impugnado se incurrió en 
les vicios y violaciones denunciados y que debe ser casa-
do; pero, 

Considerando, que si ciertamente el examen del fallo 
impugnado no contiene una suficiente precisión de los he-
chos, como por él se confirma en cuanto a la culpabilidad 
del prevenido la sentencia apelada, esta Suprema Corte de 
Justicia ha procedido a examinar aquella sentencia apela-
da, y ha comprobado que los hechos quedaron debidamente 
establecidos; que, en efecto, el Juez de Primera Instancia 
hace constar: a) Que el día 6 de mayo de 1970, mientras el 
prevenido Santos Porfirio Lima Bueno transitaba por el po-
blado de Yamasá conduciendo un aumóvil estropeó a la me- 

or Claribel Altagracia Pérez, produciéndole heridas que 
aron después de 30 días, según consta en certificado mé-

dico expedido al efecto; b) Que el hecho ocurrió, según las 
declaraciones oídas, en el momento en que la niña trataba 
de cruzar la calle, y se debió a que el chófer iba a una velo-
cidad excesiva, a tal punto que dio un frenazo grande; c 
Que aunque el prevenido, quien iba de Norte a Sur, alegó 
en su defensa que venía un camión de frente con luz alta, 

la que le cegó, esto no se probó; y que de habe rsido cierto, 
ello le obligaba a ser prudente y detener la marcha del ve-
hículo; d) Que si bien es admisible falta de la víctima, tal 
falta no es excluyente de la del prevenido quien iba a ex-
ceso de velocidad y no fue prudente en la conducción del 
vehículo que manejaba; 

Considerando, que como se advierte, y contrariamente 
a como lo alega la compañía aseguradora recurrente, los jue-
ces del fondo sí ponderaron debidamente las declaraciones 
oídas en el plenario; descartaron la presencia de otro evhícu-
lo en el momento del accidente, dejando sin base el alega-
to hecho por el prevenido en su defensa; admitieron que el 
accidente ocurrió en momentos en que la menor trataba de 
cruzar la vía, pero que esa falta no excluía la del preveni-
do, quien iba a una velocidad excesiva y quien no tomó las 
mPriidas que en el caso aconsejaba la prudencia, hechos que 
configuran la violación al artículo 49 de la ley No. 241, de 
1967, por la cual fue penalmente condenado el prevenido 
aunque levemente teniendo en cuenta la forma como ocu-
rrieron los hechos en los cuales se apreció también falta de 
la víctima; que, por consiguiente, en el fallo impugnado no 
se ha incurrido en ninguno de los vicios y violaciones de-
nunciados por la recurrente, cuyos alegatos carecen pues de 
fundamento sino que, por el contrario, él contiene motivos 
suficientes, pertinentes y congruentes que lo justifican, y 

una relación de hechos que permite apreciar que la ley fue 

bien aplicada; 
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Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Roberto Herodes Pérez y Pérez y Wenesfrinda María 
Díaz de Pérez; Segundo: Rechaza el recurso de casación i n

-terpuesto por la Compañía Unión de Seguros, C. por A., 
contra sentencia de fecha 24 de abril de 1973, dictada por 
la Corte de Apelación de San Cristóbal, en sus atribucio-
nes correccionales, cuyo dispositivo ha sido copiado en par-
te anterior del presente fallo; y Tercero: Condena a la Com-
pañía recurrente al pago de las costas, con distracción en 
favor del Dr. Bienvenido Vélez Toribio, abogado de los in-
tervinientes, por estarlas avanzando en su totalidad. 

(Firmados).— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. 
Ayvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— José 
A. Paniagua Mateo.— Manuel A. Richiez Acevedo.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 14 DE NOVIEMBRE DEL 1973. 

Sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia de Santiago de fecha 20 de octubre de 
1972. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Gregorio González Fermín y compartes. 

interviniente: Antonio Bautista Tejada y Comps. 
Abogado: Dr. Héctor Valenzuela. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio 
Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, José A. Paniagua Mateo y Manuel A. Richiez Ace-
vedo, asistidos del Secretario General, en la Sala donde ce-
lebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guz-
mán, Distrito Nacional, hoy día 14 de noviembre del 1973, 
años 130' de la Independencia y 111' de la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 
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Sobre los recursos de casación interpuestos por Grego-
rio González Fermín, dominicano, mayor de edad, casado, 
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Por tales motivos, Primero: Admiíe como intervinien-
te a Roberto Herodes Pérez y Pérez y Wenesfrinda Ma ría 

 Díaz de Pérez; Segundo: Rechaza el recurso de casación in
-terpuesto por la Compañía Unión de Seguros, C. por A. 

contra sentencia de fecha 24 de abril de 1973, dictada por 
la Corte de Apelación de San Cristóbal, en sus atribucio-
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pañía recurrente al pago de las costas, con distracción en 
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A. Paniagua Mateo.— Manuel A. Richiez Acevedo.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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Sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia de Santiago de fecha 20 de octubre de 

1972. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Gregorio González Fermín y compartes. 

Interviniente: Antonio Bautista Tejada y Comps. 

Abogado: Dr. Héctor Valenzuela. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio 
Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, José A. Paniagua Mateo y Manuel A. Richiez Ace-
vedo, asistidos del Secretario General, en la Sala donde ce-
lebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guz-
mán, Distrito Nacional, hoy día 14 de noviembre del 1973, 
años 130' de la Independencia y 111' de la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Grego-
rio González Fermín, dominicano, mayor de edad, casado, 
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jornalero, cédula 2516 serie 54, residente en la Sección El 
Rancho del Municipio dé Moca; y la Compañía Nacional de 
Seguros Unión de Seguros, C. por A., con domicilio en la 
ciudad de Santiago en la casa No. 48 de la calle San Luis, 
contra la sentencia dictada por la Primera Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
tiago en fecha 20 de octubre de 1972, en sus atribuciones -
correccionales, cuyo dispositivo se transcribe más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la Lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de los recursos de casación levantada en 
la Secretaría de la Cámara a-qua en fecha 30 de noviembre 
de 1972, a requerimiento del Dr. Osiris Isidor en represen-
tación de los recurrentes, acta en la cual no se expone nin-
gún medio determinado de casación; 

Visto el escrito de los intervinientes de fecha 5 de oc-
tubre de 1973, firmado por su abogado Dr. Héctor Valen-
zuela, cédula 66516 serie lra., intervinientes que lo son An-
tonio Bautista Tejada, dominicano, mayor de edad, soltero, 
domiciliado y residente en la casa No. 16 de la calel 15 del 
Ensanche Bermúdez, de la ciudad de Santiago, cédula 42751 
serie 31; Juan Francisco Zapata, dominicano, mayor de 
edad, soltero, jornalero, domiciliado y residente en la casa 
No. 31 de la calle Amado Franco Bidó, de Santiago, cédu-
la 43315 serie 31; Ana Virginia Mejía de Guzmán, domini-
cana, mayor de edad, casada, de oficios de quehaceres do-
mésticos, domiciliada y residente en la casa No. 16 de la 
calle 17 del Ensanche Bermúdez, de Santiago, cédula 88 se-
rie 31; y Francisco Rodríguez Núñez, dominicano, mayor 
de edad, casado, jornalero, domiciliado y residente en la 
casa No. 22 de la calle 4 del Ensanche Bermúdez, de la ciu-
dad de Santiago, cédula personal No. 5786 serie 39; 
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La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-

berado 
 los artículos 203 del Código de Procedi-

miento y o Criminal; y 1, 37 y 65 de la Ley sobre Procedimien- 

to de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
con motivo de un accidente automovilístico ocurrido el día 
5 de diciembre de 1971, en la intersección de las calles Sa-
bana Larga y Pedro Francisco Bono de la ciudad de San-

tiago de los Caballeros, accidente en el cual resultaron va-
rias personas con lesiones corporales, el Juzgado de Paz de 
la Primera Circunscripción del Municipio de Santiago dic-
tó en fecha 20 de marzo de 1972, una sentencia cuyo dispo-
sitivo se encuentra inserto más adelante en el del fallo im-

pugnado; y b) que sobre los recursos interpuestos intervi-
no la sentencia ahora impugnada en casación, con el dispo-

sitivo siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara bueno y vá-

lido, el recurso de apelación interpuesto por el Dr. Osiris 
Isidor, a nombre y representación del señor Gregorio Gon-
zález Fermín y la Compañía Nacional de Seguros 'Unión de 
Seguros' C. por A., en cuanto a la forma contra la senten-
cia correccional No. 109, rendida por el Juzgado de Paz de 
la Primera Circunscripción del Municipio de Santiago, de 
fecha 20 de marzo del año 1972, cuyo dispositivo copiado 
a la letra dice así: 'Primero: Declara al nombrado Gregoiro 
González Fermín, de generales anotadas, culpable, de vio-
lación a los artículos 97, letras A y D y 100 letra C, de la 
Ley 241, sobre Tránsito de Vehículos de Motor, en perjui-
cio de los señores Ana Virginia Mejía de Guzmán, Antonio 
Bautista Tejada y Juan Francisco Zapata, y, en consecuen-
cia se le condena a pagar una multa de RD$15.00 (Quince 
Pesos Oro); Segundo: Declara al nombrado Pedro Antonio 
Rodríguez Núñez, de generales anotadas, no culpable, de 
violación a la antes citada ley, y, en consecuencia se le des-
carga de toda responsabilidad penal, por deberse el acci- 
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jornalero, cédula 2516 serie 54, residente en la Sección El 
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correccionales, cuyo dispositivo se transcribe más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la Lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de los recursos de casación levantada en 
la Secretaría de la Cámara a-qua en fecha 30 de noviembre 
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tación de los recurrentes, acta en la cual no se expone nin-
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Visto el escrito de los intervinientes de fecha 5 de oc-
tubre de 1973, firmado por su abogado Dr. Héctor Valen-
zuela, cédula 66516 serie lra., intervinientes que lo son An-
tonio Bautista Tejada, dominicano, mayor de edad, soltero, 
domiciliado y residente en la casa No. 16 de la calel 15 del 
Ensanche Bermúdez, de la ciudad de Santiago, cédula 42751 
serie 31; Juan Francisco Zapata, dominicano, mayor de 
edad, soltero, jornalero, domiciliado y residente en la casa 
No. 31 de la calle Amado Franco Bidó, de Santiago, cédu- 

111 	la 43315 serie 31; Ana Virginia Mejía de Guzmán, domini- 
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mésticos, domiciliada y residente en la casa No. 16 de la 
calle 17 del Ensanche Bermúdez, de Santiago, cédula 88 se- 
rie 31; y Francisco Rodríguez Núñez, dominicano, mayor 
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Criminal; y 1, 37 y 65 de la Ley sobre Procedimien- 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
con motivo de un accidente automovilístico ocurrido el día 
5 de diciembre de 1971, en la intersección de las calles Sa-
bana Larga y Pedro Francisco Bonó de la ciudad de San-
tiago de los Caballeros, accidente en el cual resultaron va-
rias personas con lesiones corporales, el Juzgado de Paz de 
la Primera Circunscripción del Municipio de Santiago dic-
tó en fecha 20 de marzo de 1972, una sentencia cuyo dispo-
sitivo se encuentra inserto más adelante en el del fallo im-
pugnado; y b) que sobre los recursos interpuestos intervi-
no la sentencia ahora impugnada en casación, con el dispo-
sitivo siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara bueno y vá-: 

 lido, el recurso de apelación interpuesto por el Dr. Osiris 
Isidor, a nombre y representación del señor Gregorio Gon-
zález Fermín y la Compañía Nacional de Seguros 'Unión de 
Seguros' C. por A., en cuanto a la forma contra la senten-
cia correccional No. 109, rendida por el Juzgado de Paz de 
la Primera Circunscripción del Municipio de Santiago, de 
fecha 20 de marzo del año 1972, cuyo dispositivo copiado 
a la letra dice así: 'Primero: Declara al nombrado Gregoiro 
González Fermín, de generales anotadas, culpable, de vio-
lación a los artículos 97, letras Ay D y 100 letra C, de la 
Ley 241, sobre Tránsito de Vehículos de Motor, en perjui-
cio de los señores Ana Virginia Mejía de Guzmán, Antonio 
Bautista Tejada y Juan Francisco Zapata, y, en consecuen-
cia se le condena a pagar una multa de RD$15.00 (Quince 
Pesos Oro); Segundo: Declara al nombrado Pedro Antonio 
Rodríguez Núñez, de generales anotadas, no culpable, de 
violación a la antes citada ley, y, en consecuencia se le des-
carga de toda responsabilidad penal, por deberse el acci- 
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dente a la falta exclusiva del nombrado Gregorio González 
Fermín;— Tercero: Condena al nombrado Gregorio Gonzá. 
lez Fermín, al pago de las costas penales y las declara de 
oficio, en cuanto al nombrado Pedro Antonio Rodríguez Nú-
ñez;— Cuarto: Declara en cuanto a la forma, buena y váli-
da, la constitución en parte civil, hecha por los señores 
Francisco Rodríguez Núñez, por los daños sufridos en la co-
sa inanimada de su propiedad.— Ana Virginia Mejía de 
Guzmán, Antonio Bautista Tejada y Juan Francisco Zapa-
ta, por los daños corporales experimentados, en el acciden-
te, por órgano de su apoderado especial y abogado consti-
tuído, Dr. Héctor Valenzuela, contra los señores Gregorio 
González Fermín, en su doble calidad de prevenido y per-
sona civilmente responsable y la Compañía Nacional de Se-
guros 'Unión de Seguros, C. por A., aseguradora de la res-
ponsabilidad civil de Gregorio González Fermín.— Quinto: 
En cuanto al fondo condena al señor Gregorio González Fer-
mín, en su doble calidad de prevenido y persona civilmente 
responsable puesta en causa, propietario de la camioneta 
placa No. 86785, conducida por el señor Pedro Antonio Ro-
dríguez Núñez, a pagar una indemnización de RD$500.00 
(Quinientos Pesos Oro) moneda de curso legal a favor de 
cada uno de los señores Ana Virginia Mejía de Guzmán, 
Antonio Bautista Tejada y Juan Francisco Zapata, por re-
posar en justos motivos y prueba legal, como justa repara-
ción por los daños materiales y morales experimentados por 
ellos en el accidente al recibir lesiones corporales a conse-
cuencia de la colisión entre los vehículos manejados por los 
señores Gregorio González Fermín y Pedro Antonio Rodrí-
guez Núñez;— Sexto: Condena al señor Gregorio González 
Fermín al pago de las costas civiles de procedimiento, or-
denando su distracción, en favor del Dr. Héctor Valenzue-
la, abogado, quien afirma estarlas avanzando en su mayor 
parte;— Séptimo: Condena al señor Gregorio González 
Fermín, en su doble calidad de prevenido y persona civil-
mente responsable puesta en causa, al pago de los intereses 
legales de la suma acordada, en indemnización, a partir de 
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la fecha de la demanda en justicia, del 17 de diciembre del 
año 1971, a título de indemnización complementaria;— Oc-

tavo: Declara oponible y ejecutoria la presente sentencia en 
cuanto a la Compañía 'Unión de Seguros' C. por A., asegu-

radora de la responsabilidad civil del señor Gregorio Gon-
zález Fermín, puesta en causa en intervención forzosa, en 
virtud de las disposiciones del artícul 010 de la Ley 4117, 
sobre seguro Obligatorio de Vehículos de Motor;— Nove-

no: Rechaza el pedimento hecho por la parte civil constituí-
da por el señor Francisco Rodríguez Núñez, por órgano de 
su abogado constituido y apoderado especial Dr. Héctor Va-
lenzuela, en la audiencia del día 13 de marzo del año 1972, 
en el sentido de que el señor Gregorio González Fermín 
fuera condenado a pagar la suma de RD$1,5-00.00 (Mil Qui-
nientos Pesos Oro) moneda de curso legal a favor del nom-
brado Francisco Rodríguez Núñez, por concepto de repara-
ción a los daños y perjuicios sufridos por el vehículo de 
su propiedad averiado en el accidente de que se trata, in-
cluyendo en dicha suma la depreciación del mismo y el lu-
cro cesante, que se detalla de la siguiente manera:— RD$ 
200.00 (Doscientos Pesos Oro) moneda de curso legal, lucro 
cesante:— RD$848.71 (Ochocientos Cuarenta y Ocho Pesos 
Oro con Setenta y Uno Centavos) moneda de curso legal 
de depreciación y RD$451.29 (Cuatrocientos Cincuenta y 
Un Pesos con Veinte y Nueve Centavos) moneda de curso 
legal por los daños materiales sufridos por el vehículo; por 
improcedente y mal fundado, y en consecuencia, ordena la 
liquidación de dichos daños por Estado;— SEGUNDO: De-

clara inadmisible el referido recurso en cuanto al nombra-
do Gregorio González Fermín, en su doble calidad de pre-
venido y persona civilmente responsable, por haberlo he-
cho extemporáneo; Declarándole admisible, en cuanto a la 
Compañía Nacional de Seguros 'Unión de Seguros' C. por 
A., por haberlo hecho en el plazo señalado por la ley.—

TERCERO: Pronuncia el defecto, contra la Compañía Na-
cional de Seguros 'Unión de Seguros' C. por A., por no ha- 
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dente a la falta exclusiva del nombrado Gregorio González 
Fermín;— Tercero: Condena al nombrado Gregorio Gonzá. 
lez Fermín, al pago de las costas penales y las declara de 
oficio, en cuanto al nombrado Pedro Antonio Rodríguez Nú-
ñez;— Cuarto: Declara en cuanto a la forma, buena y váli-
da, la constitución en parte civil, hecha por los señores 
Francisco Rodríguez Núñez, por los daños sufridos en la co-
sa inanimada de su propiedad.— Ana Virginia Mejía de 
Guzmán, Antonio Bautista Tejada y Juan Francisco Zapa-
ta, por los daños corporales experimentados, en el acciden-
te, por órgano de su apoderado especial y abogado consti-
tuido, Dr. Héctor Valenzuela, contra los señores Gregorio 
González Fermín, en su doble calidad de prevenido y per-
sona civilmente responsable y la Compañía Nacional de Se-
guros 'Unión de Seguros, C. por A., aseguradora de la res-
ponsabilidad civil de Gregorio González Fermín.— Quinto: 
En cuanto al fondo condena al señor Gregorio González Fer-
mín, en su doble calidad de prevenido y persona civilmente 
responsable puesta en causa, propietario de la camioneta 
placa No. 86785, conducida por el señor Pedro Antonio Ro-
dríguez Núñez, a pagar una indemnización de RD$500.00 
(Quinientos Pesos Oro) moneda de curso legal a favor de 
cada uno de los señores Ana Virginia Mejía de Guzmán, 
Antonio Bautista Tejada y Juan Francisco Zapata, por re-
posar en justos motivos y prueba legal, como justa repara-
ción por los daños materiales y morales experimentados por 
ellos en el accidente al recibir lesiones corporales a conse-
cuencia de la colisión entre los vehículos manejados por los 
señores Gregorio González Fermín y Pedro Antonio Rodrí-
guez Núñez;— Sexto: Condena al señor Gregorio González 
Fermín al pago de las costas civiles de procedimiento, or-
denando su distracción, en favor del Dr. Héctor Valenzue-
la, abogado, quien afirma estarlas avanzando en su mayor 
parte;— Séptimo: Condena al señor Gregorio González 
Fermín, en su doble calidad de prevenido y persona civil-
mente responsable puesta en causa, al pago de los intereses 
legales de la suma acordada, en indemnización, a partir de  

la fecha de la demanda en justicia, del 17 de diciembre del 
año 1971, a título de indemnización complementaria;— Oc-

tavo: Declara oponible y ejecutoria la presente sentencia en 
cuanto a la Compañía 'Unión de Seguros' C. por A., asegu-
radora de la responsabilidad civil del señor Gregorio Gon-
zález Fermín, puesta en causa en intervención forzosa, en 
virtud de las disposiciones del artícul ol0 de la Ley 4117, 
sobre seguro Obligatorio de Vehículos de Motor;— Nove-
no: Rechaza el pedimento hecho por la parte civil constituí-
da por el señor Francisco Rodríguez Núñez, por órgano de 
su abogado constituido y apoderado especial Dr. Héctor Va-
lenzuela, en la audiencia del día 13 de marzo del año 1972, 
en el sentido de que el señor Gregorio González Fermín 
fuera condenado a pagar la suma de RD$1,5 ,00.00 (Mil Qui-

nientos Pesos Oro) moneda de curso legal a favor del nom-
brado Francisco Rodríguez Núñez, por concepto de repara-
ción a los daños y perjuicios sufridos por el vehículo de 
su propiedad averiado en el accidente de que se trata, in-
cluyendo en dicha suma la depreciación del mismo y el lu-
cro cesante, que se detalla de la siguiente manera:— RD$ 
200.00 (Doscientos Pesos Oro) moneda de curso legal, lucro 
cesante:— RD$848.71 (Ochocientos Cuarenta y Ocho Pesos 
Oro con Setenta y Uno Centavos) moneda de curso legal 
de depreciación y RD$451.29 (Cuatrocientos Cincuenta y 
Un Pesos con Veinte y Nueve Centavos) moneda de curso 
legal por los daños materiales sufridos por el vehículo; por 
improcedente y mal fundado, y en consecuencia, ordena la 
liquidación de dichos daños por Estado;— SEGUNDO: De-

clara inadmisible el referido recurso en cuanto al nombra-
do Gregorio González Fermín, en su doble calidad de pre-
venido y persona civilmente responsable, por haberlo he-

cho.  extemporáneo; Declarándole admisible, en cuanto a la 
Compañía Nacional de Seguros 'Unión de Seguros' C. por 
A., por haberlo hecho en el plazo señalado por la ley.— 

TERCERO: Pronuncia el defecto, contra la Compañía Na-
cional de Seguros 'Unión de Seguros' C. por A., por no ha- 



3486 	 BOLETIN JUDICIAL BOLETIN JUDICIAL 	 3487 

111/ 26 de abril de 1972, cuando ya habían transcurrido los diez 
(10) días del plazo establecido por la ley para apelar en ma-
teria penal; 

ber comparecido a la audiencia de este día, no obstante es-
tar legalmente citado;— CUARTO: Confirma la sentencia 
recurrida en todas sus partes;— QUINTO: Condena al se-
ñor Gregorio González Fermín y la Compañía Nacional de 
Seguros 'Unión de Seguros' C. por A., al pago de las cos-
tas de procedimiento con distracción de las mismas en pro-
vecho del Dr. Héctor Valenzuela, quien afirma estarlas 
avanzando en su totalidad y SEXTO: Condena al señor Gre-
gorio González Fermín, al pago de las costas penales"; 

En cuanto al recurso del prevenido 

Considerando, que como se advierte por lo anterior-
mente expresado, lo que es un hecho no controvertido, la 
Cámara a-qua al fallar de ese modo hizo en la especie una 
correcta aplicación del citado texto legal; que por consi-
guiente, en tales condiciones la referida Cámara a-qua apli-
có correctamente el referido artículo 203 del Código de 
Procedimiento Criminal; 

Considerando, que al tenor del artículo 203 del Códi-
go de Procedimiento Criminal "Habrá caducidad de apela-
ción, salvo el caso de excepción señalado por el artículo 
205, si la declaración de apelar no se ha hecho en la secre-
taría del tribunal que ha pronunciado la sentencia, diez días 
a más tardar después del de su pronunciamiento; y si la 
sentencia se ha dictado por defecto, diez días a más tardar 
después del de la notificación que se le haya hecho a la 
parte condenada o en su domicilio, contándose un día más 
por cada tres leguas de distancia.— Durante ese término 
y durante la instancia de apelación se suspenderá la eje-
cución de la sentencia"; 

Considerando, que la Cámara a-qua para declarar la 
inadmisibilidad del recurso de apelación del prevenido, ex-
puso en uno de los considerandos de su sentencia lo siguien-
te: que el Juez de primer grado en la audiencia de fecha 
13 de marzo de 1972, audiencia en la cual estuvo presente e? 
prevenido González, aplazó el fallo sobre el fondo para dic-
tarlo el día 20 de marzo de 1972, a las nueve horas de la 
mañana, ordenando al propio tiempo que dicha sentencia 
valía citación para las partes en causa; que ese día 20 se 
dictó la referida sentencia; que el recurso de apelación 
contra esa sentencia fue interpuesto por el prevenido el día 

En cuanto al recurso de la Compañía aseguradora 

Considerando, que procede declarar la nulidad de este 
recurso, en vista de que la recurrente no ha expuesto los 
medios en que se funda, según lo exige a pena de nulidad 
el Art. 37 de la Ley, sobre Procedimiento de Casación, pa-
ra todo recurrente que no sea el prevenido; 

Por tales motivos, Primero: Admite congo intervint.en-
tes a Antonio Bautista Tejada, Juan Francisco Zapata, Ana 
Virginia Mejía de Guzmán y Francisco Rodríguez Núñez; 
Segundo: Rechaza el recurso de casación interpuesto por 
Gregorio González Fermín, contra la sentencia dictada en 
fecha 20 de octubre de 1972, por la Primera Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Santiago, en sus atribuciones correccionales, cuyo disposi-
tivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo; Ter-
cero: Declara nulo el recurso interpuesto por la Compañía 
de Seguros Unión de Seguros, C. por A., contra la referida 
sentencia; y Cuarto: Condena a los recurrentes al pago de 
las costas, distrayendo las civiles en provecho del Dr. Héc-
tor Valenzuela, abogado de los intervinientes, quien afirma 
estarlas avanzando en su totalidad. 
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(Firmados)•— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.-- 
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— José A. Paniagua Mateo.— Manuel A. Richiez Ace-
vedo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 16 DE NOVIEMBRE DEL 1973. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
fecha 27 de octubre de 1972. 

Materia: Correccional. 

Recurrentes: Germán Emilio Ruiz Ovalle y la Unión de Seguros, 
C. por A. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Domiicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bauista Rojas Almánzar, José A. Paniagua Ma-
teo y Manuel A. Richiez Acevedo, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 16 de noviembre del 1973, años 130' de la Independen-
cia y 111' de la Restauración, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Ger-
mán Emilio Ovalle, dominicano, mayor de edad, soltero, 
chófer, cédula 124171, serie lra., y la Unión de Seguros, 
C. por A., compañía aseguradora, domiciliada en esta ciu-
dad, contra la sentencia dictada en atribuciones correccio- 
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nales, en fecha 27 de octubre de 1972, por la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo, cuyo dispositivo se transcribirá 
más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen.  del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de los recursos, levantada en la Secreta-
ría de la Corte a-qua, en fecha 30 de octubre de 1972, a re-
querimiento del Dr. Miguel Arcángel Vásquez Fernández, 
y en la cual no se invoca ningún medio determinado de ca-
sación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49, parte capital y la letra c 
del mismo artículo de la ley 241 del 1967; 463 del Código 
Penal; 1382 del Código Civil; 1 y 10 de la Ley 4117 de 1955, 
y 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en el fallo impugnado y en los do-
cumentos a que el mismo se refiere consta lo siguiente: a) 
que con motivo de una colisión ocurrida en esta ciudad, el 
3 de mayo de 1971, entre el carro placa 24773, manejado por 
su propietario Germán Emilio Ruiz Ovalle, y la motocicle-
ta placa 10339, manejada por su propietario Víctor Manuel 
Báez, colisión de la que resultó con varias lesiones el últi-
mo y con deterioros el vehículo que manejaba; b) que apo-
derado del asunto la Sexta cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó en fecha 22 
de febrero de 1972, una sentencia cuyo dispositivo se trans-
cribe en el de la ahora impugnada; c) que contra dicha sen-
tencia recurrieron en alzada el prevenido Ruiz Ovalle, así 
como la aseguradora de su responsabilidad civil, la Unión 
de Seguros C. por A., dictando con dicho motivo la Corte  

de Apelación dé Santo Domingo, en fecha 27 de octubre de 
1972, la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice 
así: "FALLA: PRIMERO: Admite, por regular en la for- 
ma, el recurso de apelación interpuesto en fecha 23 de fe- 
brero de 1972, por el Dr. Miguel A. Vásquez Fernández, a 
nombre y representación de Germán Emilio Ruiz Ovalle, 
prevenido y persona civilmente responsable y de la Unión 
de Seguros, C. por A., entidad aseguradora, contra senten- 
cia dictada en sus atribuciones correccionales y en fecha 

A 
22 de febrero de 1972, por la Sexta Cámara de lo Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cu-
yo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Se pronuncia el 
defecto contra el nombrado Germán Ruiz Ovalle, por no 
haber comparecido a la audiencia no obstante haber sido 
legalmente citado; Segundo: Se declara al nombrado Ger-
mán Ruiz Ovalle, culpable de violar la Ley 241, en perjui-
cio de Víctor Manuel Páez Beet, y en consecuencia se con-
dena al pago de una multa de RD$25.00, acogiendo a su fa-
vor circunstancias atenuantes; Tercero: Se descarga al 
nombrado Víctor Manuel Páez Best, por no haber cometi-
do ninguna de las faltas enumeradas en la ley 241, se con-
dena al primero al pago de las costas penales y se declaran 
de oficio en cuanto al segundo; Cuarto: Se declara buena 
y válida la constitución en parte civil intentada por Víctor 
Manuel Páez Best, en contra de Germán Emilio Ruiz Ova-
lle y la Compañía Unión de Seguros, por haberla hecho 
mediante .el cumplimiento de los requisitos legales; Quinto: 
Se condena a Germán Emilio Ruiz Ovalle, a pagar al señor 
Víctor Manuel Páez Best, la suma de RD$3,000.00, como 
justa reparación por los daños morales y materiales sufri-
dos por éste como consecuencia del accidente; Sexto: Se 
condena además a Germán Emilio Ruiz Ovalle, al pago de 
los intereses legales de dicha suma a partir de la fecha de 

' la demanda a título de indemnización supletoria así como al 
pago de las costas civiles, con distracción de las mismas a 
favor del Dr. José A. Rodríguez Conde, quien afirma ha- 
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berlas avanzado en su mayor parte; Séptimo: Se declara la 
presente sentencia oponible a la Compañía Unión de Segu-
ros, C. por A., hasta la concurrencia de la suma estipulada 
en la póliza; Octavo: Se rechazan las conclusiones presen-
tadas en audiencia por el Dr. Miguel Arcángel Vásquez 
Fernández, en representación del acusado Germán Emilio 
Ovalle y de la Compañía Unión de Seguros, C. por A., por 
improcedentes y mal fundadas';— SEGUNDO: Modifiac en 
su aspecto civil la sentencia apelada, en el sentido de redu-
cir a Dos Mil Quinientos Pesos Oro (RD$2,500:00), la in-
demnización acordada a la parte civil, señor Víctor Manuel 
Báez o Báez Best, por estimar la Corte dicha indemniza-
ción justa y equitativa y que guarda relación con el da-
ño;— TERCERO: Confirma en sus demás aspectos la sen-
tencia recurrida;— CUARTO: Condena a los apelantes al 
pago de las costas y ordena la distracción de las civiles en 
provecho del Dr. José A. Rodríguez Conde, abogado que 
afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando. que la Corte a-qua, para declarar la cul-
pabilidad del prevenido Ruiz Ovalle, se basó en los siguien-
tes hechos por ella establecidos: a) que en la tarde del 3 de 
mayo de 1971( se produjo en el kilómetro 9 de la autopista 
Duarte, una colisión entre el carro placa 24773, manejado 
por su propietario Germán Emilio Ruiz Ovalle, quien tran-
sitaba de Este a Oeste, y la motocicleta placa 10339, ma-
nejada por su propietario Víctor Manuel Báez, quien tran-
sitaba por la misma vía en sentido contrario, es decir, de 
Oeste a Este, recibiendo el último lesiones curables después 
de 90 y antes de 120 días; b) que el hecho se debió a que 
el prevenido Ruiz Ovalle, dobló a su izquierda para entrar 
a Herrera, obstruyendo así la parte de la vía por donde 
transitaba en su motocicleta Víctor Manuel Páez Best, a 
quien atropelló con las consecuencias dichas; 

Considerando, que los hechos precedentemente expues-
tos configuran el delito de golpes y heridas por impruden- 

cia, producidos con el manejo de un vehículo de motor, he-
cho previsto por el artículo 49 de la Ley No. 241 de 1967, 
y sancionado por el mismo artículo en su letra c), con la 
pena de 6 meses a 2 años de prisión y multa de RD$100.00 
a RD$500.00, si la enfermedad o imposibilidad para dedi-
carse al trabajo durare veinte días o más; que en conse-
cuencia al condenar al prevenido recurrente al pago de una 
multa de RD$25.00, acogiendo en su favor circlnstancias 
atenuantes, la Corte a-qua aplicó a dicho prevenido una san-
ción ajustada a la ley; 

Considerando, que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho cometido por el prevenido ocasio-
nó al lesionado, constituido en parte civil, daños y perjui-
cios materiales y morales, cuyo monto apreció soberana-
mente en la suma de RD$2,500.00; que al condenar al pre-
venido, al pago de esa suma, a título de indemnización, y 
al hacer oponible esa condenación a la compañía asegura-
dora, puesta en causa, la Corte a-qua hizo en la especie una 
correcta aplicación de los artículos 1383 del Código Civil, 
y 1 y 10 de la Ley No. 4117, de 1955, sobre Seguro Obliga-
torio de Vehículos de Motor; 

Considerando, que examinado el fallo impugnado en 
sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del pre-
venido recurrente, él no contiene vicio alguno que justifi-
que su casación; 

En cuanto al recurso de la entidad aseguradora 

Considerando, que procede declarar la nulidad de es-
te recurso, en razón de que la aseguradora, la Unión de Se-
guros C. por A., no ha expuesto los medios en que lo fun-
damenta, según lo exige el artículo 37 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 
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ber,las avanzado en su mayor parte; Séptimo: Se declara la 
presente sentencia oponible a la Compañía Unión de Segu-
ros, C. por A., hasta la concurrencia de la suma estipulada 
en la póliza; Octavo: Se rechazan las conclusiones presen-
tadas en audiencia por el Dr. Miguel Arcángel Vásquez 
Fernández, en representación del acusado Germán Emilio 
Ovalle y de la Compañía Unión de Seguros, C. por A., por 
improcedentes y mal fundadas';— SEGUNDO: Modifiac en 
su aspecto civil la sentencia apelada, en el sentido de redu-
cir a Dos Mil Quinientos Pesos Oro (RD$2,500:011, la in-
demnización acordada a la parte civil, señor Víctor Manuel 
Báez o Báez Best, por estimar la Corte dicha indemniza-
ción justa y equitativa y que guarda relación con el da-
ño;— TERCERO: Confirma en sus demás aspectos la sen-
tencia recurrida;— CUARTO: Condena a los apelantes al 
pago de las costas y ordena la distracción de las civiles en 
provecho del Dr. José A. Rodríguez Conde, abogado que 
afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 

  

cia, producidos con el manejo de un vehículo de motor, he-
cho previsto por ,el artículo 49 de la Ley No. 241 de 1967, 
y sancionado por el mismo artículo en su letra el, con la 
pena de 6 meses a 2 años de prisión y multa de RD$100.00 
a RD$500.00, si la enfermedad o imposibilidad para dedi-
carse al trabajo durare veinte días o más; que en conse-
cuencia al condenar al prevenido recurrente al pago de una 
multa de RD$25.00, acogiendo en su favor circlnstancias 
atenuantes, la Corte a-qua aplicó a dicho prevenido una san-
ción ajustada a la ley; 

   

   

Considerando, que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho cometido por el prevenido ocasio-
nó al lesionado, constituido en parte civil, daños y perjui-
cios materiales y morales, cuyo monto apreció soberana-
mente en la suma de RD$2,500.00; que al condenar al pre-
venido, al pago de esa suma, a título de indemnización, y 
al hacer oponible esa condenación a la compañía asegura-
dora, puesta en causa, la Corte a-qua hizo en la especie una 
correcta aplicación de los artículos 1383 del Código Civil, 
y 1 y 10 de la Ley No. 4117, de 1955, sobre Seguro Obliga-
torio de Vehículos de Motor; 

 

    

  

Considerando, que la Corte a-qua, para declarar la cul-
pabilidad del prevenido Ruiz Ovalle, se basó en los siguien-
tes hechos por ella establecidos: a) que en la tarde del 3 de 
mayo de 1971( se produjo en el kilómetro 9 de la autopista 
Duarte, una colisión entre el carro placa 24773, manejado 
por su propietario Germán Emilio Ruiz Ovalle, quien tran-
sitaba de Este a Oeste, y la motocicleta placa 10339, ma-
nejada por su propietario Víctor Manuel Báez, quien tran-
sitaba por la misma vía en sentido contrario, es decir, de 
Oeste a Este, recibiendo el último lesiones curables después 
de 90 y antes de 120 días; b) que el hecho se debió a que 
el prevenido Ruiz Ovalle, dobló a su izquierda para entrar 
a Herrera, obstruyendo así la parte de la vía por donde 
transitaba en su motocicleta Víctor Manuel Páez Best, a 
quien atropelló con las consecuencias dichas; 

Considerando, que los hechos precedentemente expues-
tos configuran el delito de golpes y heridas por impruden- 

 

  

Considerando, que examinado el fallo impugnado en 
sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del pre-
venido recurrente, él no contiene vicio alguno que justifi-
que su casación; 

 

   

En cuanto al recurso de la entidad aseguradora 

 

  

Considerando, que procede declarar la nulidad de es-
te recurso, en razón de que la aseguradora, la Unión de Se-
guros C. por A., no ha expuesto los medios en que lo fun-
damenta, según lo exige el artículo 37 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

 



Considerando, que no procede estatuir sobre las costas 
civiles, porque la parte civil constituída no lo ha solicita-
do, ya que no ha intervenido en esta instancia de casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por el prevenido Germán Emilio Ruiz 
Ovalle, y la Unión de Seguros C. por A., contra la sentencia 
dictada en atribuciones correccionales por la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo, en fecha 27 de octubre de 1972, 
cuyo dispositivo ha sido transcrito en parte anterior del 
presente fallo; y Segundo: Condena al prevenido recurren-
te al pago de las costas penales. 

(Firmados).— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
José A. Paniagua Mateo.— Manuel A. Richiez Acevedo.— 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 16 DE NOVIEMBRE DEL 1973. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 
22 de Noviembre de 1971. 

Materia: Criminal. 

Recurrente: Luis Escaño. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Domiicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pere-
11ó, Juan Bautista Rojas Almánzar, José A. Paniagua Mateo, 
Manuel A. Richiez Acevedo, asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias ,en la ciudad de 
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 16 
de noviembre del año 1973, años 130' de la Independencia y 
111' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luis Es-
caño, dominicano, mayor de edad, y Lucila Reynoso de Es-
caño dominicana, mayor de edad, domiciliados y residen-
tes en La Vega, contra la sentencia dictada por la Corte de 
Apelación de La Vega de 22 de noviembre de 1971, en sus 
atribuciones criminales cuyo dispositivo dice así: "Falla: 
Primero: Declara regulares 'y válidos, en la forma, los re- 
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Considerando, que no procede estatuir sobre las costas 
civiles, porque la parte civil constituida no lo ha solicita-
do, ya que no ha intervenido en esta instancia de casación; 

Por tales motivos, Primer-o: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por el prevenido Germán Emilio Ruiz 
Ovalle, y la Unión de Seguros C. por A., contra la sentencia 
dictada en atribuciones correccionales por la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo, en fecha 27 de octubre de 1972, 
cuyo dispositivo ha sido transcrito en parte anterior del 
presente fallo; y Segundo: Condena al prevenido recurren-
te al pago de las costas penales. 

(Firmados).— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
José A. Paniagua Mateo.— Manuel A. Richiez Acevedo.— 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 16 DE NOVIEMBRE DEL 1973. 

Sentencia impugnada:  Corte de Apelación de La Vega, de fecha 
22 de Noviembre de 1971. 

Materia: Criminal. 

Recurrente: Luis Escaño. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Domiicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pere-
lló, Juan Bautista Rojas Almánzar, José A. Paniagua Mateo, 
Manuel A. Richiez Acevedo, asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias ,en la ciudad de 
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 16 
de noviembre del año 1973, años 130' de la Independencia y 
111' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luis Es-
caño, dominicano, mayor de edad, y Lucila Reynoso de Es-
caño dominicana, mayor de edad, domiciliados y residen-
tes en La Vega, contra la sentencia dictada por la Corte de 
Apelación de La Vega de 22 de noviembre de 1971, en sus 
atribuciones criminales cuyo dispositivo dice así: "Falla: 
Primero: Declara regulares y válidos, en la forma, los re- 
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cursos de apelación interpuestos por la inculpada Alba Sán-
chez Vda. Escaño, el Magistrado Procurador General de es-
ta Corte de Apelación, Dr. Mario José Mariot Ero, por sí, 
y la parte civil constituida Luis Escaño y Lucila Reynoso 
de Esvaño, en contra de la sentencia criminal dictada por 
la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de La Vega, de fecha 28 de sep-
tiembre de 1971, cuyo dispositivo es el siguiente:— 'El Juez 
Falla: Primero: Se acoge como buena y válida la constitu-
ción en parte civil intentada por los Señores Luis Escaño 
y Lucila Reynoso de Escaño al través del Lic. Gabriel Ro-
dríguez Largier y el Dr. Cesáreo Contreras en contra de la 
Señora Elba Sánchez por ser regular en la forma; Segun-
do: Se declara culpable a la nombrada Elba Sánchez del 
crimen de Homicidio Voluntario en perjuicio del que en 
vida se llamó Héctor Escaño y en consecuencia se Le con-
dena a sufrir la pena de Seis (6) meses de prisión correccio-
nal acogiendo en su favor la excusa legal de la provoca-
ción.— Tercero: Se condena a la Señora Elba Sánchez al 
pago de una indemnización simbólica de RD$1.00 en favor 
de la parte civil constituida.— Cuarto: Se confisca el cuer-
po del delito consistente en una pistola marca Browing ca-
libre 7 mm No. 30047 por razones de seguridad pública; 
Quinta: Se condena a Elba Sánchez al pago de las costas 
civiles. Se condena a Elba Sánchez al pago de las costas pe-
nales.— por haber sido hechos de conformidad a la Ley.--
Segundo: Revoca en todas sus partes la sentencia recurri-
da, y obrando por propia autoridad y contrario imperio, 
declara no culpable a Elba Sánchez Vda. Escaño, del cri-
men de Homicidio Voluntario, en perjuicio de Héctor Es-
caño, y en consecuencia se descarga de toda responsabili 
dad penal, por insuficiencia de pruebas. Tercero: Admite 
regular en la fecha, la Parte Civil Constituída Luis Esca-
ño y Lucila Reynoso de Escaño, y en cuanto al fondo, se 
rechaza por improcedente y mal fundada.— Cuarto: De-

clara las costas penales de oficio y condena a la Parte Ci-
vil Constituida, al pago de las costas civiles procedentes". 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 1ro. de diciembre 
de 1971, a requerimiento del Dr. Marino Vinicio Castillo, 
abogado de la recurrente, en la cual no se invoca ningún 
medio determinado de casación; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando, que al tenor del artículo 37 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de ca-
sación sea interpuesto por el Ministerio Público, por la par-
te civil constituida o por la persona puesta en causa como 
civilmente responsable, el depósito de un memorial, con la 
exposición de los medios en que se funda, será obligatorio 
a pena de nulidad, si no se ha motivado el recurso en la de-
claración correspondiente; 

Considerando, que en el presente caso, los recurrentes 
no expusieron al declarar su recurso de casación los me-
dios que le servirían de fundamento, ni ha presentado lue-
go, memorial alguno contentivo de dichos medios ;por lo 
cual, en tales condiciones, el recurso de que se trata, resul-
ta nulo al tenor del artículo 37 de la Ley Sobre Procedi-
miento de Casación; 

Por tales motivos. Primero: Declara nulo el recurso 
de casación interpuesto por Luis Escaño y Lucila Reynoso 
de Escaño, contra la sentencia dictada por la Corte de Ape-
lación de La Vega, de fecha 22 de noviembre de 1971, en 
sus atribuciones criminales, cuyo dispositivo ha sido copia-
do en parte anterior del presente fallo; Segundo: Conde-
na al recurrente al pago de las costas. 

4 
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cursos de apelación interpuestos por la inculpada Alba Sán-
chez Vda. Escaño, el Magistrado Procurador General de es-
ta Corte de Apelación, Dr. Mario José Mariot Ero, por sí, 
y la parte civil constituida Luis Escaño y Lucila Reynoso 
de Esvaño, en contra de la sentencia criminal dictada por 
la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de La Vega, de fecha 28 de sep-
tiembre de 1971, cuyo dispositivo es el siguiente:— 'El Juez 
Falla: Primero: Se acoge como buena y válida la constitu-
ción en parte civil intentada por los Señores Luis Escaño 
y Lucila Reynoso de Escaño al través del Lic. Gabriel Ro-
dríguez Largier y el Dr. Cesáreo Contreras en contra de la 
Señora Elba Sánchez por ser regular en la forma; Segun-
do: Se declara culpable a la nombrada Elba Sánchez del 
crimen de Homicidio Voluntario en perjuicio del que en 
vida se llamó Héctor Escaño y en consecuencia se le con-
dena a sufrir la pena de Seis (6) meses de prisión correccio-
nal acogiendo en su favor la excusa legal de la provoca-
ción.— Tercero: Se condena a la Señora Elba Sánchez al 
pago de una indemnización simbólica de RD$1.00 en favor 
de la parte civil constituida.— Cuarto: Se confisca el cuer-
po del delito consistente en una pistola marca Browing ca-
libre 7 mm No. 30047 por razones de seguridad pública; 
Quinto: Se condena a Elba Sánchez al pago de las costas 
civiles. Se condena a Elba Sánchez al pago de las costas pe-
nales.— por haber sido hechos de conformidad a la Ley.—
Segundo: Revoca en todas sus partes la sentencia recurri-
da, y obrando por propia autoridad y contrario imperio, 
declara no culpable a Elba Sánchez Vda. Escaño, del cri-
men de Homicidio Voluntario, en perjuicio de Héctor Es-
caño, y en consecuencia se descarga de toda responsabili 
dad penal, por insuficiencia de pruebas. Tercero: Admite 
regular en la fecha, la Parte Civil Constituida Luis Esca-
ño y Lucila Reynoso de Escaño, y en cuanto al fondo, se 
rechaza por improcedente y mal fundada.— Cuarto: De-

clara las costas penales de oficio y condena a la Parte Ci-

vil Constituída, al pago de las costas civiles procedentes". 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 1 ro. de diciembre 
de 1971, a requerimiento del Dr. Marino Vinicio Castillo, 
abogado de la recurrente, en la cual no se invoca ningún 
medio determinado de casación; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando, que al tenor del artículo 37 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de ca-
sación sea interpuesto por el Ministerio Público, por la par-
te civil constituída o por la persona puesta en causa como 
civilmente responsable, el depósito de un memorial, con la 
exposición de los medios en que se funda, será obligatorio 
a pena de nulidad, si no se ha motivado el recurso en la de-
claración correspondiente; 

Considerando, que en el presente caso, los recurrentes 
no expusieron al declarar su recurso de casación los me-
dios que le servirían de fundamento, ni ha presentado lue-
go, memorial alguno contentivo de dichos medios ;por lo 
cual, en tales condiciones, el recurso de que se trata, resul-
ta nulo al tenor del artículo 37 de la Ley Sobre Procedi-
miento de Casación; 

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso 
de casación interpuesto por Luis Escaño y Lucila Reynoso 
de Escaño, contra la sentencia dictada por la Corte de Ape-
lación de La Vega, de fecha 22 de noviembre de 1971, en 
sus atribuciones criminales, cuyo dispositivo ha sido copia-
do en parte anterior del presente fallo; Segundo: Conde-
na al recurrente al pago de las costas. 
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(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.-
Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— 
Juan Bautista Rojas Almánzar.— José A. Paniagua Ma-
teo.— Manuel Richiez Acevedo.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bauista Rojas Almánzar, José A. Paniagua y 
Manuel A. Richiez Acevedo, asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad 
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 
16 de noviembre de 1973, años 130' de la Independencia y 
111' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Telésfo-
ro Rodríguez, dominicano, mayor de edad, casado, chófer, 
residente en la Sección Licey, La Vega, cédula No. 1404, 
serie 88, contra la sentencia dictada en fecha 27 de marzo 
de 1973, por la Corte de Apelación de San Francisco de Ma-
corís, en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo 
se copia más adelante; 
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SENTENCIA DE FECHA 16 DE NOVIEMBRE DEL 1973. 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de 
Macorís, 27 de marzo de 1973. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Telésforo Rodriguez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Domiicana. 
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(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.-
Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— 
Juan Bautista Rojas Almánzar.— José A. Paniagua Ma-
teo.— Manuel Richiez Acevedo.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 16 DE NOVIEMBRE DEL 1973. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de 
Macorís, 27 de marzo de 1973. 

eria: Correccional. 

Recurrente: Telésforo Rodriguez, 

Dios, Patria y Libertad. 
República Domiicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia- 

li 

	

	ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe- 
relló, Juan Bauista Rojas Almánzar, José A. Paniagua y a 
Manuel A. Richiez Acevedo, asistidos del Secretario Gene- 
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad 
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 
16 de noviembre de 1973, años 130' de la Independencia y 
111' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Telésfo-
ro Rodríguez, dominicano, mayor de edad, casado, chófer, 
residente en la Sección Licey, La Vega, cédula No. 1404, 
serie 88, contra la sentencia dictada en fecha 27 de marzo 
de 1973, por la Corte de Apelación de San Francisco de Ma-
corís, en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo 
se copia más adelante; 
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• 	Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 23 de abril de 1973, 
a requerimiento del Dr. Luis Fernando Espinal Ruiz, cédu-
la No. 32825, serie 47, en representación del recurrente, ac-
ta en la cual no se invoca ningún medio determinado de 

casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artícllos 1 y siguientes de la Ley No. 
241, de 1967, de Tránsito de Vehículos; 1383 del Código 
Civil y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada, en el 
expediente y en los documentos a que ella se refiere, cons-
ta: a) que con motivo de un accidente automovilístico ocu-
rrido el día 24 de enero de 1970, en un tramo de la carre-
tera que conduce de la sección de Maguey a Villa Tapia, en 
el cual resultó una persona lesionada, el Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de Salcedo, dictó en fecha 
11 dé junio de 1970, una sentencia cuyo dispositivo se trans-
cribe más adelante; b) que sobre el recurso de apelación 
interpuesto, intervino, en defecto, una sentencia en fecha 
26 de agosto de 1971, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: 
PRIMERO: Declara regular y válido el recurso de apela-
ción interpuesto por el Dr. Prieto R. Forestieri, represen-
tando a el Dr. Ramón González Hardy, quien actúa a nom-
bre y representación del prevenido Telésfbro Rodríguez G., 

"(Ir haber sido intentado en tiempo hábil y de acuerdo a las 
leyes de procedimiento, contra sentencia dictada en fecha 

de junio de 1970, por el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Salcedo, cuyo dispositivo dice así: 

Talla: Primero: Se Declara a Telésforo Rodríguez G., cul-
pable de violar la ley 241 en perjuicio de la nombrada 
Francisca Cruz Vda. Durán y en consecuencia se condena 
al pago de una multa de RD$15.00 y al pago de las costas 
penales; Segundo: Se declara regular y válida en la forma 
y en el fondo la constitución en parte civil interpuesta por 
el Dr. Luis Felipe Nicasio R., en nombre y representación 
de Francisca Cruz Vda. Durán contra Telésforo Rodríguez 
G., por ser procedente y bien fundada; Tercero: Se Conde-
na a Telésforo Rodríguez G., al pago de una indemnización 
de setecientos pesos oro (RD$700.00) a favor de la parte 
civil constituida como justa reparación a los daños y per-
juicios sufridos por ella a causa del accidente; Cuarto: Se 
Condena además al pago de las costas civiles distrayendo 
las mismas a favor del Dr. Luis Felipe Nicasio R., quien afir-
ma haberlas avanzado en su mayor parte'; SEGUNDO: 
Pronuncia el defecto contra el prevenido Telésforo Rodrí-
guez G., por no haber comparecido, no obstante haber si-
do citado legalmente; TERCERO: Confirma la sentencia 
apelada en todas sus partes; CUARTO: Condena al preve-
nido al pago de las costas, y civiles del presente recur-
so, distrayéndo las últimas a favor del Dr. Luis Felipe 
Nicasio R., abogado, quien afirma haberlas avanzado en su 
totalidad"; c) que sobre el recurso de oposición interpues-
to, intervino la sentencia ahora impugnada en casación, cu-
yo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara nulo 
y sin ningún efecto jurídico el recurso de Oposición inter-
puesto por el Dr. Luis Fernández Espinal Ruiz, en repre-
sentación del Dr. Ramón Antonio González Hardy, quien 
actúa a nombre y representación del nr,:-:venido Telésforo 
Rodríguez, en contra de la sentencia dictada por el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Salcedo, 
en fecha 11 de junio de 1970"; 

Considerando, en cuanto a la sentencia de fecha 27 de 
marzo de 1973, por lo cual se declaró nula la oposición del 
prevenido Telésforo Rodríguez por no haber comparecido 
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• 	Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 23 de abril de 1973, 
a requerimiento del Dr. Luis Fernando Espinal Ruiz, cédu-
la No. 32825, serie 47, en representación del recurrente, ac-
ta en la cual no se invoca ningún medio determinado de 

casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artícllos 1 y siguientes de la Ley No. 
241, de 1967, de Tránsito de Vehículos; 1383 del Código 
Civil y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada, en el 
expediente y en los documentos a que ella se refiere, cons- 
ta: a) que con motivo de un accidente automovilístico ocu- 
rrido el día 24 de enero de 1970, en un tramo de la carre- 
tera que conduce de la sección de Maguey a Villa Tapia, en 
el cual resultó una persona lesionada, el Juzgado de Prime- 
ra Instancia del Distrito Judicial de Salcedo, dictó en fecha 
11 dé junio de 1970, una sentencia cuyo dispositivo se trans- 
cribe más adelante; b) que sobre el recurso de apelación 
interpuesto, intervino, en defecto, una sentencia en fecha 
26 de agosto de 1971, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: 
PRIMERO: Declara regular y válido el recurso de apela- 
ción interpuesto por el Dr. Prieto R. Forestieri, represen- 
tando a el Dr. Ramón González Hardy, quien actúa a nom- 
bre y representación del prevenido Telésfóro Rodríguez G., 

haber sido intentado en tiempo hábil y de acuerdo a las 
leyes de procedimiento, contra sentencia dictada en fecha 

de junio de 1970, por el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Salcedo, cuyo dispositivo dice así: 

'Falla: Primero: Se Declara a Telésforo Rodríguez G., cul-
pable de violar la ley 241 en perjuicio de la nombrada 
Francisca Cruz Vda. Durán y en consecuencia se condena 
al pago de una multa de RD$15.00 y al pago de las costas 
penales; Segundo: Se declara regular y válida en la forma 
y en el fondo la constitución en parte civil interpuesta por 
el Dr. Luis Felipe Nicasio R., en nombre y representación 
de Francisca Cruz Vda. Durán contra Telésforo Rodríguez 
G., por ser procedente y bien fundada; Tercero: Se Conde-
na a Telésforo Rodríguez G., al pago de una indemnización 
de setecientos pesos oro (RD$700.00) a favor de la parte 
civil constituida ccmo justa reparación a los daños y per-
juicios sufridos por ella a causa del accidente; Cuarto: Se 
Condena además al pago de las costas civiles distrayendo 
las mismas a favor del Dr. Luis Felipe Nicasio R., quien afir-
ma haberlas avanzado en su mayor parte'; SEGUNDO: 
Pronuncia el defecto contra el prevenido Telésforo Rodrí-
guez G., por no haber comparecido, no obstante haber si-
do citado legalmente; TERCERO: Confirma la sentencia 
apelada en todas sus partes; CUARTO: Condena al preve-
nido al pago de las costas, y civiles del presente recur-
so, distrayéndo las últimas a favor del Dr. Luis Felipe 
Nicasio R., abogado, quien afirma haberlas avanzado en su 
totalidad"; e) que sobre el recurso de oposición interpues-
to, intervino la sentencia ahora impugnada en casación, cu-
yo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara nulo 
y sin ningún efecto jurídico el recurso de Oposición inter-
puesto por el Dr. Luis Fernández Espinal Ruiz, en repre-
sentación del Dr. Ramón Antonio González Hardy, quien 
actúa a nombre y representación del nrc.:venido Telésforo 
Rodríguez, en contra de la sentencia dictada por el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Salcedo, 
en fecha 11 de junio de 1970"; 

Considerando, en cuanto a la sentencia de fecha 27 de 
marzo de 1973, por lo cual se declaró nula la oposición del 
prevenido Telésforo Rodríguez por no haber comparecido 
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a la audiencia fijada para conocer de su recurso, no obstan-
te haber sido legalmente citado, la Corte a-qua, hizo una 
correcta aplicación de los artículos 188 y 208 del Código 
de Procedimiento Criminal, al declarar nulo dicho recurso 
de oposición a pedimento del Ministerio Público; que, por 
tanto, en cuanto a esa sentencia el recurso de casación debe 
ser rechazado por carecer de fundamente; 

Considerando, que el recurso de casación interpuesto 
contra una sentencia que declara nula la oposición por no 
haber comparecido el deponente, se extiende necesariamen-
te a la sentencia condenatoria dictada en defecto e implica 
para esta Corte ejercer su derecho de control sobre ambas 
decisiones; que en consecuencia, se procederá a examinar 
de inmediato el recurso de casación del prevenido en cuan-
to a la sentencia en defecto dictada en fecha 26 de agosto 
de 1971; 

Considerando, que el examen del citado fallo pone de 
manifiesto, que los jueces del fondo, después de ponderar 
todos los elementos de juicio regularmente administrados 
en la instrucción de la causa, dieron por establecidos, los 
siguientes hechos: a) que mientras el prevenido Telésforo 
Rodríguez, ccnducía una camioneta de Oeste a Este, por la 
carretera que conduce de la sección de Maüey a Villa Ta-
pia, estropeó a Francisca Cruz Vda. Durán, quien a su de-
recha y en sentido contrario caminaba por esa vía, cargan-
do una lata de agua en la cabeza; b) que este hecho ocurrió 
porque el prevenido sin tomar las medidas de lugar al dar 
paso a otro vehículo que venía en su misma dirección, se 
echó mucho hacia donde transitaba la víctima, alcanzán-
dola por un brazo y haciéndola caer al suelo; e) que la víc-
tima a consecuencia del impacto sufrió la fractura del an-
tebrazo derecho, lesión que curó después de 20 días; d) que 
la responsabilidad del prevenido, obedece a que al transi-
tar la agraviada en dirección contraria a la que venía el  

vehículo, es lógico que debió verla, máxime cuando llevaba 
una lata de agua en la cabeza y en vez de maniobrar ha-
cia el peatón, debió ser más prudente y hasta detenerse pa-
ra evitar el accidente; e) que a consecuencia de ese hecho 
resultó con lesiones corporales Francisca Cruz Vda. Du-
rán, curables después de 60 días y antes de 90, según cons-
ta en el Certificado Médico legal correspondiente; 

Considerando, que los hechos así establecidos confi-
guran el delito de golpes y heridas involuntarias, produci-
dos con el manejo de un vehículo de motor, previsto por 
el artículo 49 de la Ley No. 241, de 1967 y sancionado en 
la letra c) de ese mismo texto legal con prisión de seis me-
ses a dos años y multa de cien a quinientos pesos si la en-
fermedad dura 20 días o más, como ocurrió en la especie; 
que en consecuencia, al condenar al prevenido recurrente 
al pago de una multa de RD$15.00, y acogiendo circunstan-
cias atenuantes en su favor, lo Corte a.-qua le aplicó una 
sanción ajustada a la ley; 

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio por 
establecido, que el hecho cometido por el prevenido le ha-
bía ocasionado a la persona constituída en parte civil, da-
ños y perjuicios, materiales y morales, cuyo monto apre-
ció soberanamente en la cantidad de setecientos pesos oro 
a favor de Francisca Cruz Vda. Durán; que, en consecuen-
cia, al condenarlo al pago de esa suma, a título de indem-
nización, la Corte a-qua, hizo en el caso ocurrente una co-
rrecta aplicación del artículo 1383 del Código Civil; 

Considerando, que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del 
prevenido recurrente, ella no contiene vicio alguno que 
justifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Telésforo Rodríguez, contra la sen- 
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a la audiencia fijada para conocer de su recurso, no obstan-
te haber sido legalmente citado, la Corte a-qua, hizo una 
correcta aplicación de los artículos 188 y 208 del Código 
de Procedimiento Criminal, al declarar nulo dicho recurso 
de oposición a pedimento del Ministerio Público; que, por 
tanto, en cuanto a esa sentencia el recurso de casación debe 
ser rechazado por carecer de fundamente; 

Considerando, que el recurso de casación interpuesto 
contra una sentencia que declara nula la oposición por no 
haber comparecido el deponente, se extiende necesariamen-
te a la sentencia condenatoria dictada en defecto e implica 
para esta Corte ejercer su derecho de control sobre ambas 
decisiones; que en consecuencia, se procederá a examinar 
de inmediato el recurso de casación del prevenido en cuan-
to a la sentencia en defecto dictada en fecha 26 de agosto 
de 1971; 

Considerando, que el examen del citado fallo pone de 
manifiesto, que los jueces del fondo, después de ponderar 
todos los elementos de juicio regularmente administrados 
en la instrucción de la causa, dieron por establecidos, los 
siguientes hechos: a) que mientras el prevenido Telésforo 
Rodríguez, ccnducía una camioneta de Oeste a Este, por la 
carretera que conduce de la sección de Maüey a Villa Ta-
pia, estropeó a Francisca Cruz Vda. Durán, quien a su de-
recha y en sentido contrario caminaba por esa vía, cargan-
do una lata de agua en la cabeza; b) que este hecho ocurrió 
porque el prevenido sin tomar las medidas de lugar al dar 
paso a otro vehículo que venía en su misma dirección, se 
echó mucho hacia donde transitaba la víctima, alcanzán-
dola por un brazo y haciéndola caer al suelo; e) que la víc-
tima a consecuencia del impacto sufrió la fractura del an-
tebrazo derecho, lesión que curó después de 20 días; d) que 
la responsabilidad del prevenido, obedece a que al transi-
tar la agraviada en dirección contraria a la que venía el  

vehículo, es lógico que debió verla, máxime cuando llevaba 
una lata de agua en la cabeza y en vez de maniobrar ha-
cia el peatón, debió ser más prudente y hasta detenerse pa-
ra evitar el accidente; e) que a consecuencia de ese hecho 
resultó con lesiones corporales Francisca Cruz Vda. Du-
rán, curables después de 60 días y antes de 90, según cons-
ta en el Certificado Médico legal correspondiente; 

Considerando, que los hechos así establecidos confi-
guran el delito de golpes y heridas involuntarias, produci-
dos con el manejo de un vehículo de motor, previsto por 
el artículo 49 de la Ley No. 241, de 1967 y sancionado en 
la letra c) de ese mismo texto legal con prisión de seis me-
ses a dos años y multa de cien a quinientos pesos si la en-
fermedad dura 20 días o más, como ocurrió en la especie; 
que en consecuencia, al condenar al prevenido recurrente 
al pago de una multa de RD$15.00, y acogiendo circunstan-
cias atenuantes en su favor, lo Corte a-qua le aplicó una 
sanción ajustada a la ley; 

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio por 
establecido, que el hecho cometido por el prevenido le ha-
bía ocasionado a la persona constituída en parte civil, da-
ños y perjuicios, materiales y morales, cuyo monto apre-
ció soberanamente en la cantidad de setecientos pesos oro 
a favor de Francisca Cruz Vda. Durán; que, en consecuen-
cia, al condenarlo al pago de esa suma, a título de indem-
nización, la Corte a-qua, hizo en el caso ocurrente una co-
rrecta aplicación del artículo 1383 del Código Civil; 

Considerando, que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del 
prevenido recurrente, ella no contiene vicio alguno que 
justifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Telésforo Rodríguez, contra la sen- 
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tencia de fecha 27 de marzo de 1973, dictada en sus atri- 	 SENTENCIA DE FECHA 16 DE NOVIEMBRE DEL 1973. 
buciones correccionales, por la Corte de Apelación de San 
Francisco de Macorís, cuyo dispositivo ha sido copiado en 
parte anterior del uresente fallo; Segundo: Condena al pre-
venido recurrente al pago de las costas penales. 

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Bergés 
Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alva-
rez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— José A. 
Paniagua.— Manuel A. Richiez Acevedo.— Ernesto Curiel 

hijo, Secretario General. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Domiicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar, José A. Paniagua Ma-
teo y Manuel A. Richiez Acevedo, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 16 del mes de Noviembre del año 1973, año 130' de la 
Independencia y 111' de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Recurrente: Caribbean Investor, C. por A. 
Abogados: Dres. Ramón Pina Acevedo M. H. Sánchez Báez y W. 

R. Guerrero Pou. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au- 
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 	 Recurrido: Narciso González Negrete y compartes. 

firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 	 Abogados: Dr. Bienvenido Leonardo G., y Lic. Héctor Sánchez 

certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 	 Morcelo. 

Materia: Trabajo. 

Sentencia Impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional 
de fecha 13 de Octubre de 1972. 
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SENTENCIA DE FECHA 16 DE NOVIEMBRE DEL 1973. 

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional 
de fecha 13 de Octubre de 1972. 

Materia: Trabajo. 

tencia de fecha 27 de marzo de 1973, dictada en sus atri-
buciones correccionales, por la Corte de Apelación de San 
Francisco de Macorís, cuyo dispositivo ha sido copiado en 
parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena al pre-
venido recurrente al pago de las costas penales. 

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Bergés 
Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alva-
rez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— José A. 
Paniagua.— Manuel A. Richiez Acevedo.— Ernesto Curiel 

hijo, Secretario General. 

Recurrente: Caribbean Investor, C. por A. 
Abogados: Dres. Ramón Pina Acevedo M. H. Sánchez Báez y W. 

R. Guerrero Pou. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au- 
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 	 Recurrido: Narciso González Negrete y compartes. 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 	 Abogados: Dr. Bienvenido Leonardo G., y Lic. Héctor Sánchez 

certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 	 Morcelo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Domiicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar, José A. Paniagua Ma-
teo y Manuel A. Richiez Acevedo, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 16 del mes de Noviembre del año 1973, año 130' de la 
Independencia y 111' de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 
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Sobre el recurso de casación interpuesto por la Carib-

bean Investor, C. por A., sociedad comercial con su domi-

cilio principal en el Km. 51/2 de la Autopista Las Américas, 
contra la sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del 
Distrito Nacional, en fecha 13 de octubre de 1972, cuyo dis- 

positivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Doctor Bienvenido Leonardo G., cédula No. 
25089, serie 23, por sí y por el Licenciado Héctor Sánchez 
Marcelo, abogados de los recurridos, en la lectura de sus 
conclusiones, recurridos que son: Narciso González Negre-
te, cédula No. 72578, serie 31; José Julio Jiménez, cédula 
No. 152671, serie lra.; Víctor J. Víctor, cédula 'No. 66869, 
serie 31, Manuel de Js. Alcántara, cédula No. 183180, serie 
ira.; y Salvador Guerrero, cédula No. 126346, serie lra., 
dominicanos, mayores de edad, músicos, domiciliados en 

esta ciudad; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Visto el memorial de casación de la recurrente, suscri-
to por los Doctores Ramón PM aAcevedo y Matrínez, cédu-
la No. 43139, serie lra., W. R. Guerrero Pou, cédula No. 
41560, serie lra., e Hipólito Sánchez Báez, cédula No. 32218 
serie lra., y depositado en la Secretaría de la Suprema Cor-
te de Justicia, el día 23 de octubre de 1972, memorial en 
que se proponen contra la sentencia impugnada los medios 

de casación que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa de los recurridos, sus-

crito por su abogados; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por la recurren- 

te que se mencionan más adelante, y los artículos 1 y 65 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con 'motivo 
de una reclamación laboral que no pudo ser conciliada, in-
tentada por los hoy recurridós contra la empresa recurren-
te, el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, dic-
tó el día 5 de abril de 1972, una sentencia cuyo dispositivo 
es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Ratifica el defecto 
pronunciado en audiencia pública contra la parte deman-
dada por no haber comparecido no obstante citación legal; 
SEGUNDO: Se declara injustificado el despido y resuelto 
el contrato de trabajo que ligaba a las partes, por culpa del 
patrono y con responsabilidad para el mismo; TERCERO: 
Condena a la Andrew J. Abdo y/o Caribean Investor, C. 
por A., a pagarle a los demandantes Narciso González Ne-
grete, José Julio Jiménez, Víctor J. Víctor, Manuel de Je-
sús Alcántara y Salvador Guerrero, las prestaciones labo-
rales, calculadas éstas, prestaciones, e indemnizaciones a 
base de los salarios y tiempo de servicio consignados en el 
acta de no comparecencia No. 100 de fecha (27) de Enero de 
1972, que obra en el expediente; CUARTO: Condena a An-
drew J. Abdo y/o Caribean Investors, C. por A., al pago 
de las costas, ordenando su distracción en provecho de los 
abogados que afirman estarlas avanzando en su totalidad"; 
b) que sobre los recursos de apelación interpuestos contra 
ese fallo, por la Compañía y por Andrew J. Abdo, intervi-
no la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispo-
sitivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara inad-
misible por haber sido interpuesto fuera del plazo legal, 
el recurso de apelación incoado por la Caribena Investors, 
C. por A., contra sentencia de fecha 5 de Abril de 1972, dic-
tada por el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacio-
nal, en favor de los señores Narciso González Negrete, José 
Julio Jiménez, Víctor J. Víctor, Manuel de Jesús Alcánta-
ra y Salvador Guerrero, según los motivos expuestos; SE- 
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Sobre el recurso de casación interpuesto por la Carib-
bean Investor, C. por A., sociedad comercial con su domi-
cilio principal en el Km. 51/2 de la Autopista Las Américas, 
contra la sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del 
Distrito Nacional, en fecha 13 de octubre de 1972, cuyo dis- 

positivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Doctor Bienvenido Leonardo G., cédula No. 
25089, serie 23, por sí y por el Licenciado Héctor Sánchez 
Marcelo, abogados de los recurridos, en la lectura de sus 
conclusiones, recurridos que son: Narciso González Negre-
te, cédula No. 72578, serie 31; José Julio Jiménez, cédula 
No. 152671, serie ira.; Víctor J. Víctor, cédula 'No. 66869, 
serie 31, Manuel de Js. Alcántara, cédula No. 183180, serie 
ira.; y Salvador Guerrero, cédula No. 126346, serie lra., 
dominicanos, mayores de edad, músicos, domiciliados en 

esta ciudad; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Visto el memorial de casación de la recurrente, suscri-
to por los Doctores Ramón Pin aAcevedo y Matrínez, cédu-
la No. 43139, serie lra., W. R. Guerrero Pou, cédula No. 
41560, serie lra., e Hipólito Sánchez Báez, cédula No. 32218 
serie lra., y depositado en la Secretaría de la Suprema Cor-
te de Justicia, el día 23 de octubre de 1972, memorial en 
que se proponen contra la sentencia impugnada los medios 

de casación que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa de los recurridos, sus-

crito por su abogados; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por la recurren- 

te que se mencionan más adelante, y los artículos 1 y 65 de 
la Ley sobre  Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo 
de una reclamación laboral que no pudo ser conciliada, in-
tentada por los hoy recurridós contra la empresa recurren-
te, el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, dic-
tó el día 5 de abril de 1972, una sentencia cuyo dispositivo 
es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Ratifica el defecto 
pronunciado en audiencia pública contra la parte deman-
dada por no haber comparecido no obstante citación legal; 
SEGUNDO: Se declara injustificado el despido y resuelto 
el contrato de trabajo que ligaba a las partes, por culpa del 
patrono y con responsabilidad para el mismo; TERCERO: 
Condena a la Andrew J. Abdo y/o Caribean Investor, C. 
por A., a pagarle a los demandantes Narciso González Ne-
grete, José Julio Jiménez, Víctor J. Víctor, Manuel de Je-
sús Alcántara y Salvador Guerrero, las prestaciones labo-
rales, calculadas éstas, prestaciones, e indemnizaciones a 
base de los salarios y tiempo de servicio consignados en el 
acta de no comparecencia No. 100 de fecha (27) de Enero de 
1972, que obra en el expediente; CUARTO: Condena a An-
drew J. Abdo y/o Caribean Investors, C. por A., al pago 
de las costas, ordenando su distracción en provecho de los 
abogados que afirman estarlas avanzando en su totalidad"; 
b) que sobre los recursos de apelación interpuestos contra 
ese fallo, por la Compañía y por Andrew J. Abdo, intervi-
no la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispo-
sitivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara inad-
misible por haber sido interpuesto fuera del plazo legal, 
el recurso de apelación incoado por la Caribena Investors, 
C. por A., contra sentencia de fecha 5 de Abril de 1972, dic-
tada por el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacio-
nal, en favor de los señores Narciso González Negrete, José 
Julio Jiménez, Víctor J. Víctor, Manuel de Jesús Alcánta-
ra y Salvador Guerrero, según los Motivos expuestos; SE- 
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GUNDO: Condena a la parte que sucumbe Caribean Inves-
tors, C. por A., al pago de las costas del procedimiento de 
conformidad con los artículos 5 y 16 de la Lev No. 302 
del 18 de Junio de 1964 y 691 del Código de Trabajo, Or-
denando su distracción en favor del Dr. Bienvenido Leonar-
do y Lic. Héctor Sánchez Marcelo, quienes afirman haber-
las avanzado en su totalidad; TERCERO: Declara regular 
y válido tanto en la forma como en el fondo el recurso de 
apelación incoado por Andrew J. Abdo contra sentencia 
del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de 
fecha 5 de Abril de 1972, en favor de los señores Narciso 
González Negrete, José Julio Jiménez; Víctor J. Víctor, 
Manuel de Jesús Alcántara y Salvador Guerrero, y como 
consecuencia Revoca en lo que a dicho señor Andrew J. 
Abdo se refiere, dicha sentencia impugnada; CUARTO: Re-
chaza la demanda incoada por los señores Narciso Gonzá-
lez Negrete, José Julio Jiménez, Víctor J. Víctor, Manuel 
de Jesús Alcántara y Salvador Guerrero, contra el señor 
Andrew J. Abdo, según los motivos expuestos; QUINTO: 
Condena a los señores Narciso González Negrete, José Ju-
lio Jiménez, Víctor J. Víctor, Manuel de Jesús Alcántara, 
y Salvador Guerrero, al pago de las costas del procedimien-
to de conformidad con los artículos 5 y 16 de la Ley No. 
302 del 18 de Junio de 1964, y 691 del Código de Trabajo, 
Ordenando su distracción en provecho de los abogados 
Dres. W. R. Guerrero Pou y Emilio Anotnio Guzmán Ma-
tos, que afirman haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando, que en su memorial la recurrente pro-
pone contra la sentencia impugnada, los siguientes medios 
de casación: Primer Medio: Desnaturalización de los hechos 
y falta de base legal.— Contradicción en las enunciaciones 
del dispositivo.— Violación de los principios que dominan 
la conexidad y la indivisibilidad.— Segundo Medo: Viola-
ción de las disposiciones de los artículos 49 de la Ley No. 
637 sobre Contrato de Trabajo del 16 de junio de 1944, 73, 
147, 445, 1033 del Código de Procedimiento Civil, 665 del 

Código de Trabajo, y las disposiciones de la Ley No. 5055 
del 19 de diciembre de 1958.— Tercer Medio: Violación de 
los artículos 188 a 192 del Código de Procedimiento Civil.—
Violación de los derechos de la defensa.— Cuarto Medio: 
Atisencia o falta absoluta de motivos en la sentencia im-
pugnada así como insuficiencia en la enunciación y des-
cripción de los hechos de la causa, que genera una viola-
ción de los artículos 65-3o. de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación y 141 del Código de Procedimiento Civil.—
Quinto Medio: Desnaturalización de los hechos y falta de 
base legal (otros aspectos).— Sexto Medio: Desnaturaliza-
ción y desconocimiento de las pruebas del proceso.— Des-
naturalización de los hechos de la causa (otros aspectos).—
Séptimo Medio: Violación por desconocimiento y falta de 
aplicación del artículo 688 del Código de Trabajo, combi-
nado con el artículo 16 de la Ley No. 302 del 18 de Junio de 
1964, sobre Honorarios de Abogados en Materia de Traba-
jo, que modificó el artículo 52 de la Ley No. 637 del 16 de 
junio de 1944, sobre Contrato de Trabajo, modificado por 
la Ley No. 5055 del 19 de diciembre de 1958 que suprimió 
los honorarios de abogados del 50% para evitar la contra-
dicción con el artículo 688 del Código de Trabajo; 

Considerando, que en los medios 1ro., 2do., 3ro., 4to., 
5to., y 6to., reunidos, la Compañía recurrente alega en sín-
tesis lo siguiente, a) que como ella fue condenada en for-
ma solidaria, e indivisible con Andrew J. P bdo, persona 
domiciliada en los Estados Unidos de Norteamérica, los pla-
zos que tenía éste para apelar, los tenía también la Compa-
ñía; que como la Cámara a-qua admitió la apelación de Ab-
do, debió admitir también la apelación de la Compañía por 
tratarse de asuntos entre las mismas partes, y con un mis-
mo interés; b) que no obstante la Cámara a-qua haber or-
denado una comunicación de documentos entre las partes, 
a la Compañía se le lesionó su dercho de defensa, pues, sin 
que se le hubiese notificado, se depositó en la Secretaría 
de la Cámara, el acto contentivo de la seuda notificación 
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GUNDO: Condena a la parte que sucumbe Caribean Inves-
tors, C. por A., al pago de las costas del procedimiento de 
conformidad con los artículos 5 y 16 de la Ley No. 302 
del 18 de Junio de 1964 y 691 del Código de Trabajo, Or-
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do y Lic. Héctor Sánchez Marcelo, quienes afirman haber-
las avanzado en su totalidad; TERCERO: Declara regular 
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apelación incoado por Andrew J. Abdo contra sentencia 
del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de 
fecha 5 de Abril de 1972, en favor de los señores Narciso 
González Negrete, José Julio Jiménez; Víctor J. Víctor, 
Manuel de Jesús Alcántara y Salvador Guerrero, y como 
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Abdo se refiere, dicha sentencia impugnada; CUARTO: Re-
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Condena a los señores Narciso González Negrete, José Ju-
lio Jiménez, Víctor J. Víctor, Manuel de Jesús Alcántara, 
y Salvador Guerrero, al pago de las costas del procedimien-
to de conformidad con los artículos 5 y 16 de la Ley No. 
302 del 18 de Junio de 1964, y 691 del Código de Trabajo, 
Ordenando su distracción en provecho de los abogados 
Dres. W. R. Guerrero Pou y Emilio Anotnio Guzmán Ma-
tos, que afirman haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando, que en su memorial la recurrente pro-
pone contra la sentencia impugnada, los siguientes medios 
de casación: Primer Medio: Desnaturalización de los hechos 
y falta de base legal.— Contradicción en las enunciaciones 
del dispositivo.— Violación de los principios que dominan 
la conexidad y la indivisibilidad.— Segundo Medo: Viola-

ción de las disposiciones de los artículos 49 de la Ley No. 
637 sobre Contrato de Trabajo del 16 de junio de 1944, 73, 
147, 445, 1033 del Código de Procedimiento Civil, 665 del 

Código de Trabajo, y las disposiciones de la Ley No. 5055 
del 19 de diciembre de 1958.— Tercer Medio: Violación de 
los artículos 188 a 192 del Código de Procedimiento Civil.—
Violación de los derechos de la defensa.— Cuarto Medio: 
Atisencia o falta absoluta de motivos en la sentencia im-
pugnada así como insuficiencia en la enunciación y des-
cripción de los hechos de la causa, que genera una viola-
ción de los artículos 65-3o. de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación y 141 del Código de Procedimiento Civil.—
Quinto Medio: Desnaturalización de los hechos y falta de 
base legal (otros aspectos).— Sexto Medio: Desnaturaliza-
ción y desconocimiento de las pruebas del proceso.— Des-
naturalización de los hechos de la causa (otros aspectos).— 
Séptimo Medio: Violación por desconocimiento y falta de 
aplicación del artículo 688 del Código de Trabajo, combi-
nado con el artículo 16 de la Ley No. 302 del 18 de Junio de 
1964, sobre Honorarios de Abogados en Materia de Traba-
jo, que modificó el artículo 52 de la Ley No. 637 del 16 de 
junio de 1944, sobre Contrato de Trabajo, modificado por 
la Ley No. 5055 del 19 de diciembre de 1958 que suprimió 
los honorarios de abogados del 50% para evitar la contra-
dicción con el artículo 688 del Código de Trabajo; 

Considerando, que en los medios lro., 2do., 3ro., 4to., 
5to., y 6to., reunidos, la Compañía recurrente alega en sín-
tesis lo siguiente, a) que como ella fue condenada en for-
ma solidaria, e indivisible con Andrew J. P bdo , persona 
domiciliada en los Estados Unidos de Norteamérica, los pla-
zos que tenía éste para apelar, los tenía también la Compa-
ñía; que como la Cámara a-qua admitió la apelación de Ab-
do, debió admitir también la apelación de la Compañía por 
tratarse de asuntos entre las mismas partes, y con un mis-
mo interés; b) que no obstante la Cámara a-qua haber or-
denado una comunicación de documentos entre las partes, 
a la Compañía se le lesionó su dercho de defensa, pues, sin 
que se le hubiese notificado, se depositó en la Secretaría 
de la Cámara, el acto contentivo de la seuda notificación 



3510 	 BOLETIN JUDICIAL BOLETIN JUDICIAL 

de la sentencia del primer grado, documento que la Com-
pañía recurrente no pudo examinar en su original; c) que 
en la sentencia impugnada se ha incurrido en desnaturali-
zación de los hechos pues en ella se decide que el plazo pa-
ra una parte no había corrido y para la otra sí; que, ade-
más, la referida sentencia carece de motivos y se hace en 
ella una enunciación insuficiente de los hechos que gene-
ra el vicio de falta de base legal; pero, 

Considerando, que el artículo 61 de la Ley No. 637 de 
1944 dispone lo siguiente: No será admisible la apelación 
si no ha sido intentada dentro de los 30 días francos a con-
tar de la fecha de la notificación de la sentencia; 

Considerando, que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que el Juez a-quo para declarar inadmi-
sible el recurso de apelación de la Compañía, expresó, en 
síntesis, lo siguiente: que la sentencia del primer grado le 
fue notificada a la Compañía recurrente, el día 8 de abril 
de 1972 y como la apelación se interpuso el día 11 de ma-
yo de ese mismo año, se hizo después de los 30 días que es-
tablece el artículo 61 de la Ley 637 de 1944, antes transcri-
to; que además, en la sentencia impugnada consta que en 
presencia de las partes, el Juez había ordenado la comuni-
cación de documentos, y el depósito de los mismos en la 
Secretaría para que las partes tomaran conocimiento de 
ellos, medida que se realiza en materia laboral sin que se 
opere notificación alguna; 

Considerando, que como en la especie consta que los 
hoy recurridos desistieron del interés que tenían contra el 
co-demandado Andrew J. Abdo, en relación con la senten-
cia del primer grado del 5 de Abril de 1972, es claro que 
esa situación procesal frente a Abdo, no liberaba a la Com-
pañía de sus obligaciones, puesto que no se trataba de un 
asunto indivisible, sino de un caso en que los trabajadores 
demandantes pusieron en causa a dos posibles patronos, y  

después de convencidos de quién era realmente el patrono, 
mantuvieron la litis en cuanto a uno de ellos solamente; 
que, en esas condiciones, la Compañía recurrente no puede 
sostener con éxito que está colocada en planos de igualdad 
procesal con Abdo, si como ha ocurrido en la especie, a la 
referida Compañía le notificaron la sentencia condenato-
ria en su propio domicilio y apeló después de vencido el 
plazo establecido por la Ley; 

Considerando, que como se advierte el Juez a-quo pa-
ra declarar inadmisible la apelación de la Compañía, dio 
motivos de hecho y de derecho, suficientes, pertinentes y 
congruentes, que han permitido a esta Suprema Corte de 
Justicia, verificar que en la especie, se ha hecho una co-
rrecta aplicación de la Ley; que, en consecuencia, los me-
dios que se examinan carecen de fundamento y deben ser 
desestimados; 

Considerando, que en el séptimo y último medio de ca-
sación que la recurrente indica como un Sexto (repetido), 
se alega en síntesis, que la Cámara a-qua ordenó la distrac-
ción de costas y honorarios en provecho de los abogados 
Sánchez Morcelo y Bienvenido Leonardo cuando esto no 
puede hacerse, ya que los tribunales y Cortes que organi-
za el Código de Trabajo, no están funcionando; pero, 

Considerando, que el artículo 5 de la Ley No. 302 de 
1964 dispone lo siguiente: "En todos los caoss y en todas 
las materias en que los abogados hayan intervenido para 
prestar asesoramiento, asistencia, representación o de al-
gún modo hayan actuado o prestado sus servicios, tendrán 
derecho al pago de sus honorarios de conformidad a la ta-
rifa que se establece más adelante, incluyendo asuntos con-
tenciosos administrativos en todas sus fases, los ventilados 
ante el Tribunal de Tierras y ante los Tribunales de Traba-
jo, sin que esta enumeración sea limitativa. Ante el Juzga-
do de Primera Instancia en los Asuntos cuya cuantía no so- 
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de la sentencia del primer grado, documento que la Com-
pañía recurrente no pudo examinar en su original; c) que 
en la sentencia impugnada se ha incurrido en desnaturali-
zación de los hechos pues en ella se decide que el plazo pa-
ra una parte no había corrido y para la otra sí; que, ade-
más, la referida sentencia carece de motivos y se hace en 
ella una enunciación insuficiente de los hechos que gene-
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1944 dispone lo siguiente: No será admisible la apelación 
si no ha sido intentada dentro de los 30 días francos a con-
tar de la fecha de la notificación de la sentencia; 

Considerando, que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que el Juez a-quo para declarar inadmi-
sible el recurso de apelación de la Compañía, expresó, en 
síntesis, lo siguiente: que la sentencia del primer grado le 
fue notificada a la Compañía recurrente, el día 8 de abril 
de 1972 y como la apelación se interpuso el día 11 de ma-
yo de ese mismo año, se hizo después de los 30 días que es-
tablece el artículo 61 de la Ley 637 de 1944, antes transcri-
to; que además, en la sentencia impugnada consta que en 
presencia de las partes, el Juez había ordenado la comuni-
cación de documentos, y el depósito de los mismos en la 
Secretaría para que las partes tomaran conocimiento de 
ellos, medida que se realiza en materia laboral sin que se 
opere notificación alguna; 

Considerando, que como en la especie consta que los 
hoy recurridos desistieron del interés que tenían contra el 
co-demandado Andrew J. Abdo, en relación con la senten-
cia del primer grado del 5 de Abril de 1972, es claro que 
esa situación procesal frente a Abdo, no liberaba a la Com-
pañía de sus obligaciones, puesto que no se trataba de un 
asunto indivisible, sino de un caso en que los trabajadores 
demandantes pusieron en causa a dos posibles patronos, y  

después de convencidos de quién era realmente el patrono, 
mantuvieron la litis en cuanto a uno de ellos solamente; 
que, en esas condiciones, la Compañía recurrente no puede 
sostener con éxito que está colocada en planos de igualdad 
procesal con Abdo, si como ha ocurrido en la especie, a la 
referida Compañía le notificaron la sentencia condenato-
ria en su propio domicilio y apeló después de vencido el 
plazo establecido por la Ley; 

Considerando, que como se advierte el Juez a-quo pa-
ra declarar inadmisible la apelación de la Compañía, dio 
motivos de hecho y de derecho, suficientes, pertinentes y 
congruentes, que han permitido a esta Suprema Corte de 
Justicia, verificar que en la especie, se ha hecho una co-
rrecta aplicación de la Ley; que, en consecuencia, los me-
dios que se examinan carecen de fundamento y deben ser 
desestimados; 

Considerando, que en el séptimo y último medio de ca-
sación que la recurrente indica como un Sexto (repetido), 
se alega en síntesis, que la Cámara a-qua ordenó la distrac-
ción de costas y honorarios en provecho de los abogados 
Sánchez Morcelo y Bienvenido Leonardo cuando esto no 
puede hacerse, ya que los tribunales y Cortes que organi-
za el Código de Trabajo, no están funcionando; pero, 

Considerando, que el artículo 5 de la Ley No. 302 de 
1964 dispone lo siguiente: "En todos los caoss y en todas 
las materias en que los abogados hayan intervenido para 
prestar asesoramiento, asistencia, representación o de al-
gún modo hayan actuado o prestado sus servicios, tendrán 
derecho al pago de sus honorarios de conformidad a la ta-
rifa que se establece más adelante, incluyendo asuntos con-
tenciosos administrativos en todas sus fases, los ventilados 
ante el Tribunal de Tierras y ante los Tribunales de Traba-
jo, sin que esta enumeración sea limitativa. Ante el Juzga-
do de Primera Instancia en los Asuntos cuya cuantía no so- 



Materia: Tierras. 

Recurrente: Oscar de los Santos. 
Abogado: Lic. Freddy Presto' Castillo. 

Recurridos: Josefa Labrada Vda. de los Santos y Lic. Manuel E. 
de los Santols Labrada. 

Abogado: Lic. Miguel E. Noboa Recio. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Manuel A. Amiama, Segundo Sustituto de Presi-
dente; Manuel D. Bergés Chupani, Francisco Elpidio Beras, 
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, José A. Paniagua Mateo, y Manuel A. Richiez Aceve-
do, asistidos del Secretario General, en la Sala donde cele-
bra sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de Guz-
mán, Distrito Nacional, hoy 19 del mes de noviembre de 
1973, años 130' de la Independencia y 111' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación. la  
siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Oscar de 
los Santos Labrada, dominicano, casado, agricultor y hacen- 
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brepase los RD$500.00, los honorarios serán el 50% de los 
acordados. Serán el 33Ve de los acordados para el mismo 
Juzgado, cuando se causen ante el Juzgado de Paz. Los ho-
norarios fijados serán los mismos para todas las materias 
salvo especificación en contrario en la presente Ley"; 

SENTENCIA DE  FECHA 19 DE NOVIEMBRE DEL 1973. 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 28 
de septiembre de 1972. 

Considerando, que, como se advierte, la Ley dispone 
que los abogados que postulan en materia laboral, tienen de -
recho a cobrar honorarios, y por tanto a pedir su distrac-
ción, como ha ocurrido en la especie; que, en consecuencia, 
el medio que se examina carece de fundamento y debe ser 
desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Caribean Investors, C. por A., con-
tra la sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del Dis-
trito Nacional, en fecha 13 de octubre de 1972, cuyo dispo-
sitivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo; y 
Segundo: Condena a la recurrente al pago de las costas y 
las distrae en provecho del Doctor Bienvenido Leonardo y 
del Licenciado Héctor Sánchez Morcelo, abogado de los re-
curridos quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad. 

Firmado.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ravc-
lo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— José A. 
Paniagua Mateo.— Manuel A. Richiez Acevedo.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados. y fue 
certifico. Fdo. Ernesto Curiel hijo. 



brepase los RD$500.00, los honorarios serán el 50% de los 
acordados. Serán el 33 `% de los acordados para el mismo 
Juzgado, cuando se causen ante el Juzgado de Paz. Los ho-
norarios fijados serán los mismos para todas las materias 
salvo especificación en contrario en la presente Ley"; 
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE NOVIEMBRE DEL 1973. 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 28 
de septiembre de 1972. 

Considerando, que, como se advierte, la Ley dispone 
que los abogados que postulan en materia laboral, tienen de -
recho a cobrar honorarios, y por tanto a pedir su distrac-
ción, como ha ocurrido en la especie; que, en consecuencia, 
el medio que se examina carece de fundamento y debe ser 
desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Caribean Investors, C. por A., con-
tra la sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del Dis-
trito Nacional, en fecha 13 de octubre de 1972, cuyo dispo-
sitivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo; y 
Segundo: Condena a la recurrente al pago de las costas y 
las distrae en provecho del Doctor Bienvenido Leonardo y 
del Licenciado Héctor Sánchez Morcelo, abogado de los re-
curridos quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad. 

Firmado.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— José A. 
Paniagua Mateo.— Manuel A. Richiez Acevedo.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
certifico. Fdo. Ernesto Curiel hijo. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: Oscar de los Santos. 

Abogado: Lic. Freddy Prestol Castillo. 

Recurridos: Josefa Labrada Vda. de los Santos y Lic. Manuel E. 
de los Santos Labrada. 

Abogado: Lic. Miguel E. Noboa Recio. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Manuel A. Amiama, Segundo Sustituto de Presi-
dente; Manuel D. Bergés Chupani, Francisco Elpidio Beras, 
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, José A. Paniagua Mateo, y Manuel A. Richiez Aceve-
do, asistidos del Secretario General, en la Sala donde cele-
bra sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de Guz-
mán, Distrito Nacional, hoy 19 del mes de noviembre de 
1973, años 130' de la Independencia y 111' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Oscar de 
los Santos Labrada, dominicano, casado, agricultor y hacen- 
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dado, domiciliado ,en esta ciudad, cédula No. 3980, serie 
lra., contra la sentencia dictada por el Tribunal Superior 
de Tierras, el 28 de septiembre del 1972, en relación con 
el Solar No. 4 de la Manzana No. 370 del Distrito Catas-
tral No. 1 del Distrito Nacional, y las Parcelas Nos. 1 y 45 
del Distrito Catastral No. 4 del Municipio de Bayaguana; 
135 del Distrito Catastral No. 15, tercera pare, del Munici-
pio de San Pedro de Macorís; 108, 113, 114, 116, 1118, 119, 
120, 121 y 123-C del Disrito Catastral No. 15, tercera par-
te, del Municipio del Seybo; 7,8, 11, 12, 13, 14, 15 y 16 del 
Distrito Catastral No. 65, primera parte, del Distrito Na-
cional; y 3 del Distrito Catastral No. 11 del Municipio de 
Bayaguana, cuyo disposiivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído, en la lectura de sus conclusiones al Dr. Claudio 
Soriano, en representación del Lic. Freddy Prestol Casti-
llo, cédula No. 8401, serie lra., abogado del recurrente; 

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Lic. Miguel 
E. Noboa Recio, cédula No. 1491, serie lra., abogado de los 
recurridos, que son: Manuel Eladio de los Santos Labrada, 
dominicano, mayor de edad, soltero, abogado, domiciliado 
en la Casa No. 1 de la calle Santiago de esta ciudad, cédula 
No. 3976, serie lra., y Josefa Labrada Vda. de los Santos, 
domiciliada en esta ciudad; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Visto el memorial de casación depositado por el abo-
gado del recurrente en la Secretaría de esta Corte el 30 de 
noviembre del 1972; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el abogado 

del recurrido Manuel E. de los Santos Labrada, el 6 de abril 

del 1973;  
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Vistos los memoriales de ampliación suscritos respec-
tivamente por los abogados del recurrente y del indicado 
recurrido en fechas 5 de agosto del 1973 y 14 de agosto de 
1973; 

Vista la Resolución dictada por la Suprema Corte de 
Justicia del 11 de abril del 1973, por la cual se declara el 
defecto de la recurrida Josefa Labrada Vda. de los Santos; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos mencionados por el recurren-
te en su memorial y que se indican más adelante, y 1 y 65 
de la Ley Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
con motivo de una demanda en nulidad de ventas de distin-
tos inmuebles intentada por Josefa M. Labrada Vda. de los 
Santos y Manuel E. de los Santos Labrada, y en relación 
con instancias dirigidas al Tribunal Superior de Tierras por 
Oscar de los Santos y Gustavo A. de los Santos, el Tribu-
nal de Tierras de jurisdicción original designado al efecto, 
dictó una sentencia cuyo dispositivo aparece inserto en el 

de la ahora mpugnada; b) que sobre los recursos interpues-
tos intervino la sentencia impugnada cuyo dispositivo di-
ce así: "FALLA: PRIMERO: Se Admite en la forma y se 
Acoge en parte, en cuanto al fondo, el recurso de apelación 
interpuesto en fecha 27 de noviembre del 1970, por el se-
ñor Oscar de los Santos, contra la Decisión No. 3 de fecha 
19 de noviembre del mismo año, dictada por el Tribunal de 
Tierras de Jurisdicción Original, en relación con las parce-
las Nos. 108, 113, 114, 116, 118, 119, 120, 121 y 123-C del 
Distrito Catastral No. 15/3a. del Municipio del Seybo y 
otras; 2do. Se Admite en la forma y se Acoge en parte, en 
cuanto al fondo, el recurso de apelación interpuesto en fe-
cha 30 de noviembre del 970, por el Lic. Manuel Eladio de 
los Santos Labrada, en cuanto a las parcelas No. 1 y 45 del 
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dado, domiciliado en esta ciudad, cédula No. 3980, serie 
lra., contra la sentencia dictada por el Tribunal Superior 
de Tierras, el 28 de septiembre del 1972, en relación con 
el Solar No. 4 de la Manzana No. 370 del Distrito Catas-
tral No. 1 del Distrito Nacional, y las Parcelas Nos. 1 y 45 
del Distrito Catastral No. 4 del Municipio de Bayaguana; 
135 del Distrito Catastral No. 15, tercera pare, del Munici-
pio de San Pedro de Macorís; 108, 113, 114, 116, 1118, 119, 
120, 121 y 123-C del Disrito Catastral No. 15, tercera par-
te, del Municipio del Seybo; 7,8, 11, 12, 13, 14, 15 y 16 del 
Distrito Catastral No. 65, primera parte, del Distrito Na-
cional; y 3 del Distrito Catastral No. 11 del Municipio de 
Bayaguana, cuyo disposiivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído, en la lectura de sus conclusiones al Dr. Claudio 
Soriano, en representación del Lic. Freddy Prestol Casti-
llo, cédula No. 8401, serie lra., abogado del recurrente; 

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Lic. Miguel 
E. Noboa Recio, cédula No. 1491, serie lra., abogado de los 
recurridos, que son: Manuel Eladio de los Santos Labrada, 
dominicano, mayor de edad, soltero, abogado, domiciliado 
en la Casa No. 1 de la calle Santiago de esta ciudad, cédula 
No. 3976, serie lra., y Josefa Labrada Vda. de los Santos, 
domiciliada en esta ciudad; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Visto el memorial de casación depositado por el abo-
gado del recurrente en la Secretaría de esta Corte el 30 de 
noviembre del 1972; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el abogado 

del recurrido Manuel E. de los Santos Labrada, el 6 de abril 

del 1973;  
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Vistos los memoriales de ampliación suscritos respec-
tivamente por los abogados del recurrente y del indicado 
recurrido en fechas 5 de agosto del 1973 y 14 de agosto de 
1973; 

Vista la Resolución dictada por la Suprema Corte de 
Justicia del 11 de abril del 1973, por la cual se declara el 
defecto de la recurrida Josefa Labrada Vda. de los Santos; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos mencionados por el recurren-
te en su memorial y que se indican más adelante, y 1 y 65 
de la Ley Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
con motivo de una demanda en nulidad de ventas de distin-
tos inmuebles intentada por Josefa M. Labrada Vda. de los 
Santos y Manuel E. de los Santos Labrada, y en relación 
con instancias dirigidas al Tribunal Superior de Tierras por 
Oscar de los Santos y Gustavo A. de los Santos, el Tribu-
nal de Tierras de jurisdicción original designado al efecto, 
dictó una sentencia cuyo dispositivo aparece inserto en el 

,de la ahora mpugnada; b) que sobre los recursos interpues-
tos intervino la sentencia impugnada cuyo dispositivo di-
ce así: "FALLA: PRIMERO: Se Admite en la forma y se 
Acoge en parte, en cuanto al fondo, el recurso de apelación 
interpuesto en fecha 27 de noviembre del 1970, por el se-
ñor Oscar de los Santos, contra la Decisión No. 3 de fecha 
19 de noviembre del mismo año, dictada por el Tribunal de 
Tierras de Jurisdicción Original, en relación con las parce-
las Nos. 108, 113, 114, 116, 118, 119, 120, 121 y 123-C del 
Distrito Catastral No. 15/3a. del Municipio del Seybo y 
otras; 2do. Se Admite en la forma y se Acoge en parte, en 
cuanto al fondo, el recurso de apelación interpuesto en fe-
cha 30 de noviembre del 970, por el Lic. Manuel Eladio de 
los Santos Labrada, en cuanto a las parcelas No. 1 y 45 del 
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Distrito Catastral No. 4 del Municipio de Bayaguana y 11 
del Distrito Catastral No. 65/1ra. del Distrito Nacional, 
contra la Decisión No. 3 de fecha 19 de noviembre del 1970, 
dictada por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Origi-
nal; 3ro. Se Admite, como regular y válida la intervención 
hecha por el Dr. Alcides Camej o Reyes, en el presente pro-
ceso, en representación del señor José Manuel Matos Ma-
tos; 40. Se Acogen, los pedimentos formulados por los se-
ñores Leda María Núñez de Gans, Ing. Angel María Pichar-
do y Banco Agrícola de la República Dominicana, tenden-
tes al reconocimiento de sus respectivos derechos; 50. Se 
Declara nulo, el acto de fecha 15 de agosto del 1962, legali-
zado por el Notario Público Dr. Luis E. Lembert Peguero, 
relativo a la venta otorgada por el señor Adolfo de los San-
tos a favor del señor Gonzalo Velázquez Valdez, de la to-
talidad de la parcela No. 45 del Distrito Catastral No. 4 del 
Municipio de Bayaguana; 60. Se Revoca, íntegramente el 
ordinal "cuarto' del Dispositivo de la Decisión apelada, re-
ferente a la Parcela No. 3 del Distrito Catastral No. 11 del 
Municipio de Bayaguana; 7o.— Se Ordena, respecto de la 
Parcela No. 3 del Distrito Catastral No. 11 del Municipio 
de Bayaguana, la celebración de un nuevo juicio, general 
y amplio, a los fines indicados en la presente sentencia, de-
signándose para llevarlo a efecto, al Juez de Jurisdicción 
Original con asiento en esta ciudad ,Dr. Manuel José Her-
nández Victoria, a quien deberá comunicársele la presente 
sentencia y enviársele el expediente; 80.— Se reserva, en 
virtud de lo dispuesto en el artículo 192 de la Ley de Regis-
tro de Tierras, a los señores Josefa María Labrada Vda. de 
los Santos y Lic. Manuel E. de los Santos L., el derecho 
de demandar en daños y perjuicios a los señores Gonzalo 
Velázquez Valdez y Oscar de los Santos Labrada, el prime-
ro, por efecto de la nulidad decretada al acto de fecha 15 
de agosto del 1962, y al segundo por efecto de la nulidad 
establecida al acto de fecha 29 de Mayo del 1958, por efec- 
to de la simulación fraudulenta de dichos actos; 9o.— Se 
Confirma la Decisión recurrida, en los siguientes aspectos; 

Distrito Catastral Número 1 del Distrito Nacional.— Solar 
Número 4 de la Manzana Número 370.— Disrtito Catastral 
Número 4 del Municipio de Bayaguana.— Parcela Núme-
ro 1.— Distrito Catastral Número 15/3a. Parte del Muni-
cipio del Seybo.— Parcelas Números 108, 113, 114, 116, 
120, 121 y 123-C.— Unico: Rechaza, la demanda del señor 
Oscar de los Santos Labrada, incoada en representación de 
sus hijos Gustavo y Rafael Emilio de los Santos Déaz, pro-
ducida en el sentido de que se revoque y se deje sin efec-
to la Resolución dictada por el Tribunal Superior de Tie-
rras en fecha 3 de Noviembre de 1965, que determinó los 
herederos del finado Adolfo de los Santos y se incluya cc-
mo legatarios de dicho finado a los ya mencionados seño-
res, atribuyéndoles el 25% de las áreas de estas parcelas 
y mantiene por tanto, con todos sus efectos jurídicos la cita-
da Resolución del 3 de Noviembre de 1965. Parcela Núme-
ro 45 del Distrito Catastral Número 4 del Municipio de Ba-
yaguana.— Unico: Declara, válidos en el fondo y en la for-
ma, los actos bajo firma privada de fecha 10 de abril de 
1964 y 3 de julio de 1964, que contiene, el primero, venta 
de la totalidad de esta parcela y sus mejoras, consentida 
por el señor Gonzalo Velázquez Valdez, en favor de la se-
ñora Leda María Núñez de Gans y el segundo, hipoteca 
consentida por dicha señera, en favor del Banco Agrícola 
de la República Dominicana, sobre la totalidad de esta 
parcela y sus mejoras, por la suma de Diez Mil Pesos Oro 
(RD$10,000.00) y, en consecuencia, mantiene el Certifica-
do de Título No. 822, correspondiente a esta parcela. Par-
celas Números 7, 8, 11, 12, 13, 14, 15, y 16 del Distrito Ca-
tastral Número 65. lra. parte del Distrito Nacional. Pri-
mero: Declara, nulos, los actos bajo firma privada de fe-
chas 22 de diciembre de 1955 y 29 de mayo de 1958, que 
contienen ventas de todas estas parcelas y sus mejoras, 
otorgadas por el hoy finado señor Adolfo de los Santos, eri 
favor de su hijo Oscar de los Santos Labrada y Declara 
además, que la antes pronunciada nulidad, no afecta de ma-
nera alguna, el acto bajo firma privada, legalizado por el 
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Distrito Catastral No. 4 del Municipio de Bayaguana y 11 
del Distrito Catastral No. 65/1ra. del Distrito Nacional, 
contra la Decisión No. 3 de fecha 19 de noviembre del 1970, 
dictada por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Origi-
nal; 3ro. Se Admite, como regular y válida la intervención 
hecha por el Dr. Alcides Camejo Reyes, en el presente pro-
ceso, en representación del señor José Manuel Matos Ma-
tos; 4o. Se Acogen, los pedimentos formulados por los se-
ñores Leda María Núñez de Gans, Ing. Angel María Pichar-
do y Banco Agrícola de la República Dominicana, tenden-
tes al reconocimiento de sus respectivos derechos; 5o. Se 
Declara nulo, el acto de fecha 15 de agosto del 1962, legali-
zado por el Notario Público Dr. Luis E. Lembert Peguero, 
relativo a la venta otorgada por el señor Adolfo de los San-
tos a favor del señor Gonzalo Velázquez Valdez, de la to-
talidad de la parcela No. 45 del Distrito Catastral No. 4 del 
Municipio de Bayaguana; 6o. Se Revoca, íntegramente el 
ordinal "cuarto del Dispositivo de la Decisión apelada, re-
ferente a la Parcela No. 3 del Distrito Catastral No. 11 del 
Municipio de Bayaguana; 7o.— Se Ordena, respecto de la 
Parcela No. 3 del Distrito Catastral No. 11 del Municipio 
de Bayaguana, la celebración de un nuevo juicio, general 
y amplio, a los fines indicados en la presente sentencia, de-
signándose para llevarlo a efecto, al Juez de Jurisdicción 
Original con asiento en esta ciudad ,Dr. Manuel José Her-
nández Victoria, a quien deberá comunicársele la presente 
sentencia y enviársele el expediente; 80.— Se reserva, en 
virtud de lo dispuesto en el artículo 192 de la Ley de Regis-
tro de Tierras, a los señores Josefa María Labrada Vda. de 
los Santos y Lic. Manuel E. de los Santos L., el derecho 
de demandar en daños y perjuicios a los señores Gonzalo 
Velázquez Valdez y Oscar de los Santos Labrada, el prime-
ro, por efecto de la nulidad decretada al acto de fecha 15 
de agosto del 1962, y al segundo por efecto de la nulidad 
establecida al acto de fecha 29 de Mayo del 1958, por efec- 
to de la simulación fraudulenta de dichos actos; 9o.— Se 
Confirma la Decisión recurrida, en los siguientes aspectos; 
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Distrito Catastral Número 1 del Distrito Nacional.— Solar 
Número 4 de la Manzana Número 370.— Disrtito Catastral 
Número 4 del Municipio de Bayaguana.— Parcela Núme-
ro 1.— Distrito Catastral Número 15/3a. Parte del Muni-
cipio del Seybo.— Parcelas Números 108, 113, 114, 116, 
120, 121 y 123-C.— Unico: Rechaza, la demanda del señor 
Oscar de los Santos Labrada, incoada en representación de 
sus hijos Gustavo y Rafael Emilio de los Santos Déaz, pro-
ducida en el sentido de que se revoque y se deje sin efec-
to la Resolución dictada por el Tribunal Superior de Tie-
rras en fecha 3 de Noviembre de 1965, que determinó los 
herederos del finado Adolfo de los Santos y se incluya co-
mo legatarios de dicho finado a los ya mencionados seño-
res, atribuyéndoles el 25% de las áreas de estas parcelas 
y mantiene por tanto, con todos sus efectos jurídicos la cita-
da Resolución del 3 de Noviembre de 1965. Parcela Núme-
ro 45 del Distrito Catastral Número 4 del Municipio de Ba-
yaguana.— Unico: Declara, válidos en el fondo y en la for-
ma, los actos bajo firma privada de fecha 10 de abril de 
1964 y 3 de julio de 1964, que contiene, el primero, venta 
de la totalidad de esta parcela y sus mejoras, consentida 
por el señor Gonzalo Velázquez Valdez, en favor de la se-
ñora Leda María Núñez de Gans y el segundo, hipoteca 
consentida por dicha señora, en favor del Banco Agrícola 
de la República Dominicana, sobre la totalidad de esta 
parcela y sus mejoras, por la suma de Diez Mil Pesos Oro 
(RD$10,000.00) y, en consecuencia, mantiene el Certifica-
do de Título No. 822, correspondiente a esta parcela. Par-
celas Números 7, 8, 11, 12, 13, 14, 15, y 16 del Distrito Ca-
tastral Número 65. lra. parte del Distrito Nacional. Pri-
mero: Declara, nulos, los actos bajo firma privada de fe-
chas 22 de diciembre de 1955 y 29 de mayo de 1958, que 
contienen ventas de todas estas parcelas y sus mejoras, 
otorgadas por el hoy finado señor Adolfo de los Santos, en 
favor de su hijo Oscar de los Santos Labrada y Declara 
además, que la antes pronunciada nulidad, no afecta de ma- 
nera alguna, el acto bajo firma privada, legalizado por el 
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Notario del Distrito Nacional, Dr. Luis E. Lembert Pegue-
ro, en fecha 2 de julio de 1959, el cual contiene la venta de 
una porción de 6 Has., 3 As., 91 Cas., equivalente a 96.03 
tareas, en la parcela No. 11 indicada arriba, consentida por 
el señor Oscar de los Santos Labrada, en favor del Ing. An-
gel María Pichardo, y al declarar válida dicha venta, se 
transfiere el comprador, la porción de que se trata. Segun-
do: Ordena, al Registrador de Títulos del Distrito Nacio-
nal, expedir un nuevo Certificado de Título correspondien-
te a la parcela Ne. 11 del Distrit ()Catastral No. 65/1ra. 
parte del Distrito Nacional, la cual tiene un área de 31 Has., 
42 As., 47 Cas., en la siguiene forma y proporción: 6 Has., 
0.3 As., 91 Cas., (96.03 tareas) y sus mejoras en favor del 
Ing. Angel María Pichardo, dominicano, mayor de edad, 
casado, Ingeniero, domiciliado y residente en esta ciudad, 
cédula No. 20233 serie lra.; 25. Has., 38 As., 56 Cas., y sus 
mejoras, resto de la parcela, en la siguiente forma: a) el 
50% , en favor de la señora Josefa María Labrada Vda. de 
los Santos; b) el otro 50% en partes iguales, en favor de la 
señora Josefa María Labrada Vda. de los Santos; b) el otro 
50% en partes iguales; en favor de los señores Oscar de los 
Santos Labrada, Licdo. Manuel E. de los Santos Labrada y 
Bienvenido de los Santos Labrada. Tercero: Ordena, al Re-
gistrador de Títulos del Distrito Nacional, la expedición 
de nuevos Certificados de Título, correspondientes a las 
parcelas Nos. 7, 8, 12, 13, 14, 15 y 16 del Distrito Catastral 
No. 65/1ra. parte del Distrito Nacional, en la siguiente for- 
ma y proporción: a) el 50% de dichas parcelas y sus me- 
joras, en favor de la señora Josefa María Labrada Vda. de 
los Santos. b) el otro 50% de dichas parcelas y sus mejoras, 
en partes iguales, en favor de los señores Oscar de los San- 
tos Labrada, Licdo. Manuel E. de los Santos Labrada y 
Bienvenido de los Santos Labrada. Parcelas Números 108 
y 135 del, Distrito Catastral Número 15/3ra. parte del Mu- 
nicipio de San Pedro de Macorís. Primero: Declara, nulas, 
las ventas otorgadas por el hoy finado Adolfo de los Santos, 
en favor de su hijo Oscar de los Santos Labrada, de una 
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porción de 1,106.10 M2, y sus mejoras, en la indicada par-
cela No. 108 y de una porción de 71 Has., As., 15.7 Cas., 
(1,130 tareas y sus mejoras, en la parcela No. 135 de que 
se trata. Segundo: Ordena, al Registrador de Títulos del 
Departamento de San Pedro de Macorís, la cancelación 
parcial de los Certificados de Títulos correspondientes a 
estas parcelas y la expedición de nuevos certificados de Tí-
tulo, en los cuales se haga constar que las señaladas por-
ciones y sus mejoras, quedan registradas, en la siguiente 
forma y proporción: a) el 50%, en favor de la señora Jose-
fa María Labrada Vda. de los Santos. b) El otro 50%, en 
partes iguales, en favor de los señores Oscar de los Santos 
Labrada, Licdo. Manuel E. de los Santos Labrada y Bien-
venido de los Santos Labrada"; 

Considerando, que el recurrente propone en su mema 
rial los siguientes medios de casación: Primer Medio: Vio-
lación de la cosa juzgada .en el ordinal 9o. de la sentencia 
impugnada y en lo que concierne a las Parcelas Nos. 7, 8, 
11, 12, 13, 14, 15 y 16 del Distrito Catastral No. 65/1ra. 
del Distrito Nacional; Segundo Medio: Violación del ar-
tículo 1353 del Código Civil. Tercer Medio: Violación del 
artículo 1341 del Código Civil, en cuanto admite la prueba 
entre partes, de la simulación, sin fundamentarla en un 
ccntraescrito; Cuarto Medio: Contradicción de mandamien-
tos entre el 4to. y el 8vo. ordinal.— Falsa aplicación del 
artículo 192 de la Ley de Registro de Tierras. Violación 
de les artículos 1315 y 1341 del Código Civil.— Falta de ba-
se legal.— Quinto Medio: Violación de los artículos 173 y 
192 de la Ley de Registro de Tierras. Omisión de estatuir; 

Considerando, que el recurrente alega en apoyo de su 
primer medio de casación, en síntesis, lo siguiente: que en 
la sentencia impugnada se ha violado en su ordinal 9o. el 
principio de la autoridad de la cosa juzgada consagrado en 
el artículo 1351 del Código Civil, en cuanto declara nulos 
los actos bajo firma privada de fechas 22 de diciembre de 
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Notario del Distrito Nacional, Dr. Luis E. Lembert Pegue-
ro, en fecha 2 de julio de 1959, el cual contiene la venta de 
una porción de 6 Has., 3 As., 91 Cas., equivalente a 96.03 
tareas, en la parcela No. 11 indicada arriba, consentida por 
el señor Oscar de los Santos Labrada, en favor del Ing. An-
gel María Pichardo, y al declarar válida dicha venta, se 
transfiere el comprador, la porción de que se trata. Segun-

do: Ordena, al Registrador de Títulos del Distrito Nacio-
nal, expedir un nuevo Certificado de Título correspondien-
te a la parcela No. 11 del Distrit °Catastral No. 65/1ra. 
parte del Distrito Nacional, la cual tiene un área de 31 Has., 
42 As., 47 Cas., en la siguiene forma y proporción: 6 Has., 
0.3 As., 91 Cas., (96.03 tareas) y sus mejoras en favor del 
Ing. Angel María Pichardo, dominicano, mayor de edad, 
casado, Ingeniero, domiciliado y residente en esta ciudad, 
cédula No. 20233 serie lra.; 25. Has., 38 As., 56 Cas., y sus 
mejoras, resto de la parcela, en la siguiente forma: a) el 
50%, en favor de la señora Josefa María Labrada Vda. de 
los Santos; b) el otro 50% en partes iguales, en favor de la 
señora Josefa María Labrada Vda. de los Santos; b) el otro 
50% en partes iguales; en favor de los señores Oscar de los 
Santos Labrada, Licdo. Manuel E. de los Santos Labrada y 
Bienvenido de los Santos Labrada. Tercero: Ordena, al Re-
gistrador de Títulos del Distrito Nacional, la expedición 
de nuevos Certificados de Título, correspondientes a las 
parcelas Nos. 7, 8, 12, 13, 14, 15 y 16 del Distrito Catastral 
No. 65/1ra. parte del Distrito Nacional, en la siguiente for-
ma y proporción: a) el 50% de dichas parcelas y sus me-
joras, en favor de la señora Josefa María Labrada Vda. de 
los Santos. b) el otro 50% de dichas parcelas y sus mejoras, 
en partes iguales, en favor de los señores Oscar de los San- 
tos Labrada, Licdo. Manuel E. de los Santos Labrada y 
Bienvenido de los Santos Labrada. Parcelas Números 108 
y 135 del, Distrito Catastral Número 15/3ra. parte del Mu- 
nicipio de San Pedro de Macorís. Primero: Declara, nulas, 
las ventas otorgadas por el hoy finado Adolfo de los Santos, 
en favor de su hijo Oscar de los Santos Labrada, de una 

porción de 1,106.10 M2, y sus mejoras, en la indicada par-
cela No. 108 y de úna porción de 71 Has., As., 15.7 Cas., 
(1,130 tareas y sus mejoras, en la parcela No. 135 de que 
se trata. Segundo: Ordena, al Registrador de Títulos del 
Departamento de San Pedro de Macorís, la cancelación 
parcial de los Certificados de Títulos correspondientes a 
estas parcelas y la expedición de nuevos certificados de Tí-
tulo, en los cuales se haga constar que las señaladas por-
ciones y sus mejoras, quedan registradas, en la siguiente 
forma y proporción: a) el 50% , en favor de la señora Jose-
fa María Labrada Vda. de los Santos. b) El otro 50%, en 
partes iguales, en favor de los señores Oscar de los Santos 
Labrada, Licdo. Manuel E. de los Santos Labrada y Bien-
venido de los Santos Labrada"; 

Considerando, que el recurrente propone en su memo-
rial los siguientes medios de casación: Primer Medio: Vio-
lación de la cosa juzgada en el ordinal 9o. de la sentencia 
impugnada y en lo que concierne a las Parcelas Nos. 7, 8, 
11, 12, 13, 14, 15 y 16 del Distrito Catastral No. 65/Ira. 
del Distrito Nacional; Segundo Medio: Violación del ar-
tículo 1353 del Código Civil. Tercer Medio: Violación del 
artículo 1341 del Código Civil, en cuanto admite la prueba 
entre partes, de la simulación, sin fundamentarla en un 
contraescrito; Cuarto Medio: Contradicción de mandamien-
tos entre el 4to. y el 8vo. ordinal.— Falsa aplicación del 
artículo 192 de la Ley de Registro de Tierras. Violación 
de los artículos 1315 y 1341 del Código Civil.— Falta de ba-
se legal.— Quinto Medio: Violación de los artículos 173 y 
192 de la Ley de Registro de Tierras. Omisión de estatuir; 

Considerando, que el recurrente alega en apoyo de su 
primer medio de casación, en síntesis, lo siguiente: que en 
la sentencia impugnada se ha violado en su ordinal 9o. el 
principio de la autoridad de la cosa juzgada consagrado en 
el artículo 1351 del Código Civil, en cuanto declara nulos 
los actos bajo firma privada de fechas 22 de diciembre de 

il 



BOLETIN JUDICIAL 
	

3521 

fi 

3520 	
BOLETIN JUDICIAL 

1955 y 
29 de mayo del 1958, contentivos de las ventas de 

las parcelas del Distrito Catastral No. 
 65/ y de sus 

de me-
joras otorgadas por Adolfo de los Santos en favor su 
hijo Oscar de los Santos, porque, dicho tribunal ha vuelto 
a fallar, y en sentido contrario, lo que había decidido, con 
carácter definitivo por la sentencia del 28 de septiembre 
del 1962, dictada en relación con las parcelas en litigio, la 
cual adquirió la autoridad de la cosa definitivamente juz-

gada; que el Tribunal a-quo al rechazar la demanda en nu-

lidad por falta de calidad de los demandantes ordenó trans-
ferencias, cancelaciones, etc. en favor de Oscar de los San-

tos; pero, 

Considerando, que el examen de la sentencia del 28 de 
setiembre del 1962, revela que por ella se declaró inadmi-
sible la demanda intentada per Josefa María Labrada de 
de los Santos, actual recurrida, por haberla intentado en 
momentos en que existía aún la comunidad entre ella 

ella y 

ueda-su esposo, Adolfo de los Santos, lo que indicaba que po-
día reiterarla más tarde, si luego dicha comu utori

nida 
 dad de la 
d q 

ba disuelta; que esta sentencia adquirió la a  
cosa definitivamente juzgada al ser rechazado el recurso 
de casación interpuesto contra ella por la referida cónyu-
ge por la sentencia de esta Corte del 24 de febrero del 1965; 
que después del fallecimiento de Adolfo de los Santos, y 
disolverse por este motivo la comunidad de bienes existen-
te entre él y su esposa Josefa María Labrada, ésta intentó 
una nueva demanda en simulación; que el juez de juris-
dicción original apoderado del caso rechazó esa demanda; 
que sobre las apelaciones de la referida viuda y de su hijo 
Manuel E. de los Santos Labrada intervino la sentencia del 
15 de mayo del 1967 del Tribunal Superior de Tierras, en 
cuyo dispositivo se expresa lo siguiente: "Segundo: Se de- 
clara que la Decisión No. 31 dictada por el Tribunal Supe- 
rior de Tierras en fecha 28 de septiembre del 1962, en del 

re- 

lación con las Parcelas Nos. 7, 8, 11, 12, 13, 14, 15 y 16  
D. C. No. 65/1ra. Parte del Distrito Nacional; y la No. 3 

del D. C. No. 11 del Municipio de Bayaguana, Provincia de 
San Cristóbal, no adquirió la autoridad de la cosa definiti-
vamente juzgada respecto del fondo de la demanda en si-
mulación fraudulenta incoada por los Señores Josefa Ma-
ría Labrada de los Santos y su hijo Manuel Eladio de los 
Santos Labrada, sino en lo atinente a las calidades e in-
terés de los demandantes, que fue efectivamente decidido 
por la dicha sentencia.— Tercero: Se Revoca la Decisión 
No. 2 dictada por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción 
°original en fecha 14 de abril de 1966, en cuanto se refiere 
a las Parcelas Nos. 7, 8, 11, 12, 13, 14, 15 y 16 del D. C. No. 
65/ira. Parte, del Distrito Nacional; y la 'No. 3 del D. C. No. 
11 del Municipio de Bayaguana; y Se Ordena la celebra-
ción de un nuevo juicio para que los documentos contenti-
vos de los traspasos de estas parcelas incriminadas de si-
mulación fraudulenta por los señores Josefa María Labrada 
Viuda de los Santos y Lic. Manuel Eladio de los Santos La-
brada y compartes, sean ponderados a los términos de su 
demanda contenida en su escrito introductivo de instancia 
de fecha 29 de abril del 1964 y ésta recorra los dos grados 
de jurisdicción establecidos por la ley"; que esta decisión 
fue obejto de un recurso de casación de parte de Oscar de 
Los Santos, y la sentencia impugnada fue casada por falta 
de base legal propuesta por los recurrentes Josefa María 
Labrada, Bienvenido de los Santos Labrada y Manuel E. de 
los Santos Labrada; por sentencia de esta Corte del 29 de 
enero de 1968; 

Considerando, que por lo expuesto precedentemente se 
comprueba que, contrariamente a lo alegado por el recu-
rrente, la sentencia impugnada no ha violado la autoridad 
de la cosa juzgada de la sentencia del Tribunal Superior 
de Tierras del 28 de septiembre del 1972, al fallar sobre la 
demanda la nulidad intentada por los recurridos; que, ade-
más, es claro que al rechazarse por la esntencia de esta Su-
prema Corte del 24 de febrero del 1965, el recurso de ca-
sación interpuesto en aquella ocasión por la hoy recurrida, 
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1955 y 29 de maytk del 1958, contentivos de las ventas de 
las parcelas del Distrito Catastral No. 65/ra. y de sus me- 

joras otorgadas por Adolfo de los d
San
cho

t
tribunal ha v
os en favor duelto e su 

hijo Oscar de los Santos, porque, i  
a fallar, y en sentido contrario, lo que había decidido, con 
carácter definitivo por la sentencia del 28 de septiembre 
del 1962, dictada en relación con las parcelas en litigio

m
, la 

cual adquirió la autoridad de la cosa definitivamente juz-

gada; que el Tribunal a- quo al rechazar la demanda en nu-

lidad por falta de calidad de los demandantes ordenó trans-
ferencias, cancelaciones, etc. en favor de Oscar de los San-

tos; pero, 

Considerando, que el examen de la sentencia del 28 de 
setiembre del 1962, revela que por ella se declaró inadmi-
sible la demanda intentada por Josefa María Labrada de 
de los Santos, actual recurrida, por haberla intentado en 
momentos en que existía aún la comunidad entre eel

llala y 

ueda-su esposo, Adolfo de los Santos, lo que 	
que 	po- 

día reiterarla más tarde, si luego dicha comunidad q 
ba disuelta; que esta sentencia adquirió la autoridad de la 
cosa definitivamente juzgada al ser rechazado el recurso 
de casación interpuesto contra ella por la referida cónyu-
ge por la sentencia de esta Corte del 24 de febrero del 1965; 
que después del fallecimiento de Adolfo de los Santos, y 
disolverse por este motivo la comunidad de bienes existen- 
te entre él y su esposa Josefa María Labrada, ésta intentó 
una nueva demanda en simulación; que el juez de juris-
dicción original apoderado del caso rechazó esa demanda; 
que sobre las apelaciones de la referida viuda y de su hijo 
Manuel E. de los Santos Labrada intervino la sentencia del 
15 de mayo del 1967 del Tribunal Superior de 

und 
Tierras, de- en 

cuyo dispositivo se expresa lo siguiente: "Sego: Se 
clara que la Decisión No. 31 dictada por el Tribunal Supe- 
rior de Tierras en fecha 28 de septiembre del 1962, en re- 
lación con las Parcelas Nos. 7, 8, 11, 12, 13, 14, 15 y 16 del 
D. C. No. 65/1ra. Parte del Distrito Nacional; y la No. 3 

del D. C. No. 11 del Municipio de Bayaguana, Provincia de 
San Cristóbal, no adquirió la autoridad de la cosa definiti-
vamente juzgada respecto del fondo de la demanda en si-
mulación fraudulenta incoada por los Señores Josefa Ma-
ría Labrada de los Santos y su hijo Manuel Eladio de •los 
Santos Labrada, sino en lo atinente a las calidades e in-
terés de los demandantes, que fue efectivamente decidido 
por la dicha sentencia.— Tercero: Se Revoca la Decisión 
No. 2 dictada por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción 
Ooriginal en fecha 14 de abril de 1966, en cuanto se refiere 
a las Parcelas Nos. 7, 8, 11, 12, 13, 14, 15 y 16 del D. C. No. 
65/1ra. Parte, del Distrito Nacional; y la No. 3 del D. C. No. 
11 del Municipio de Bayaguana; y Se Ordena la celebra-
ción de un nuevo juicio para que los documentos contenti-
vos de los traspasos de estas parcelas incriminadas de si-
mulación fraudulenta por los señores Josefa María Labrada 
Viuda de los Santos y Lic. Manuel Eladio de los Santos La-
brada y compartes, sean ponderados a los términos de su 
demanda contenida en su escrito introductivo de instancia 
de fecha 29 de abril del 1964 y ésta recorra los dos grados 
de jurisdicción establecidos por la ley"; que esta decisión 
fue obejto de un recurso de casación de parte de Oscar de 
Los Santos, y la sentencia impugnada fue casada por falta 
de base legal propuesta por los recurrentes Josefa María 
Labrada, Bienvenido de los Santos Labrada y Manuel E. de 
los Santos Labrada; por sentencia de esta Corte del 29 de 
enero de 1968; 

Considerando, que por lo expuesto precedentemente se 
comprueba que, contrariamente a lo alegado por el recu-
rrente, la sentencia impugnada no ha violado la autoridad 
de la cosa juzgada de la sentencia del Tribunal Superior 
de Tierras del 28 de septiembre del 1972, al fallar sobre la 
demanda la nulidad intentada por los recurridos; que, ade-
más, es claro que al rechazarse por la esntencia de esta Su-
prema Corte del 24 de febrero del 1965, el recurso de ca-
sación interpuesto en aquella ocasión por la hoy recurrida, 
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en base a que ella a la fecha de la demanda no tenía cali-
dad para intentarla por no haberse disuelto en ese momen-
to la comunidad existente entre ella y su esposo Adolfo de 
los Santos, ella estaba en aptitud de reiterar su acción, y, 
por tanto, las adjudicaciones ordenadas por el Tribunal Su-
perior de Tierras en favor de Oscar de los Santos y otros 
reclamantes estaban expuestas a las contingencias de una 
nueva demanda que dicha recurrida intentara como en 
efecto intentó; que por tanto, el primer medio del recurso 
carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando, que en el conjunto de los medios 2do. 
y 3ro. de su memorial el recurrente alega, en síntesis, lo 
que sigue) que el fallo impugnado se basa, para rechazar 
su reclamación, en la ponderación de diversas presuncio-
nes, no obstante existir documentos escritos, y en un caso 
en que, por el valor del litigio no es admisible la prueba 
testimonial, según lo dispone el artículo 1341 del Código 
Civil, o sea que el Tribunal a-quo en presencia de ventas 
otorgadas por Adolfo de los Santos en favor die su hijo Os-
car, se basó en presunciones y llega a la conclusión de que 
no se trata de ventas, sino de donaciones, como si el padre 
no tuviera el derecho de hacer liberalidades en favor de 
cualquuiera de sus hijos, aunque sujetas dichas liberalida-
des a la porción disponible; que la facultad de donar no es 
contraria a la ley y, por tanto, ella no puede calificarse de 
fraude; b) que en la sentencia impugnada no se expresa 
cuál ha sido el hecho específico del fraude; c) que en la sen-
tencia impugnada se expresa que se trata de actos simula-
dos, y, sin embargo se admitió para probar la simulación, 
la prueba por testigos, cuando ésta sólo puede ser probada 
por medio de un contraescrito; pero 

Considerando, que no se trata en el caso de la prueba 
de la venta de inmuebles, en que es indispensable exten-
der un acta ante notario, o bajo firma privada; y ni tam-
poco se trata de una simulación entre partes, en que es ne- 

cesario, para probarla, que el vendedor exhiba un contra-
escrito; que en la especie se trata de una demanda intenta-
da por Josefa María Labrada Vda. de los Santos y su hijo 
Manuel E. de los Santos Labrada, contra Oscar de los San-
tos Labrada, por estimar aquellos que los traspasos otor-
gados en favor de estos últimos, por su padre Adolfo de los 
Santos, habían sido obtenidos por medio de la captación 
que Oscar ejercía sobre su repetido padre, todo en fraude 
de los derechos de la comunidad existente entre la Vda. de 
los Santos y el vendedor; que en consecuencia los hechos 
alegados por los demandantes podían ser probados por to-
dos los medios, inclusive por testigos, y, por presunciones; 
que, por tanto, los jueces del fondo pudieron como lo hi-
cieron admitir en el caso la prueba testimonial para dar por 
establecidos los hechos alegados, y, en tales condiciones los 
medios segundo y tercero del memorial carecen de funda-
mento y deben ser desestimados; 

Considerando, que en el cuarto medio de su memorial 
el recurrente alega, en síntesis, lo que sigue: qu een rela-
ción con la Parcela No. 45 del Distrito Catastral No. 4 del 
municipio de Bayaguana, el Tribunal a-quo expresa en la 
sentencia impugnada que Adolfo de los Santos vendió esa 
Parcela a Gonzalo Velázquez Valdez; que éste actuó en esa 
venta como persona interpósita, y dicho Tribunal aceptó 
una simulación sin que existiera un contraescrito; y, sin 
establecer el fraude a cargo de Gonzalo Velázquez, atri-
buyó carácter simulado al acto, entre otras razones, por la 
circunstancia de que este último es pariente político de Os-
car de los Santos, y declaró nulo dicho acto de venta; que, 
sin embargo, dicho Tribunal ordenó el registro de esos de-
rechos en favor de Leda María Núñez de Grans, del Inge-
niero Angel María Pichardo y del Banco Agrícola, solución 
contradictoria, ya que los derechos de éstos actos del de-
recho de éstos nacen del derecho de Velázquez; pero 

Considerando, que en la sentencia impugnada se ex-
m.esa al respecto lo siguiente: "que el propósito de ese pre- 
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en base a que ella a la fecha de la demanda no tenía cali-
dad para intentarla por no haberse disuelto en ese momen-
to la comunidad existente entre ella y su esposo Adolfo de 
los Santos, ella estaba en aptitud de reiterar su acción, y, 
por tanto, las adjudicaciones ordenadas por el Tribunal Su-
perior de Tierras en favor de Oscar de los Santos y otros 
reclamantes estaban expuestas a las contingencias de una 
nueva demanda que dicha recurrida intentara como en 
efecto intentó; que por tanto, el primer medio del recurso 
carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando, que en el conjunto de los medios 2do. 
y 3ro. de su memorial el recurrente alega, en síntesis, lo 
que sigue) que el fallo impugnado se basa, para rechazar 
su reclamación, en la ponderación de diversas presuncio-
nes, no obstante existir documentos escritos, y en un caso 
en que, por el valor del litigio no es admisible la prueba 
testimonial, según lo dispone el artículo 1341 del Código 
Civil, o sea que el Tribunal a-quo en presencia de ventas 

otorgadas por Adolfo de los Santos en favor de su hijo Os-
car, se basó en presunciones y llega a la conclusión de que 
no se trata de ventas, sino de donaciones, como si el padre 
no tuviera el derecho de hacer liberalidades en favor de 
cualquuiera de sus hijos, aunque sujetas dichas liberalida-
des a la porción disponible; que la facultad de donar no es 
contraria a la ley y, por tanto, ella no puede calificarse de 
fraude; b) que en la sentencia impugnada no se expresa 
cuál ha sido el hecho específico del fraude; c) que en la sen-
tencia impugnada se expresa que se trata de actos simula-
dos, y, sin embargo se admitió para probar la simulación. 

la  prueba por testigos, cuando ésta sólo puede ser probada 
por medio de un contraescrito; pero 

Considerando, que no se trata en el caso de la prueba 
de la venta de inmuebles, en que es indispensable exten-
der un acta ante notario, o bajo firma privada; y ni tam-
poco se trata de una simulación entre partes, en que es ne- 

cesario, para probarla, que el vendedor exhiba un contra-
escrito; que en la especie se trata de una demanda intenta-
da por Josefa María Labrada Vda. de los Santos y su hijo 
Manuel E. de los Santos Labrada, contra Oscar de los San-
tos Labrada, por estimar aquellos que los traspasos otor-
gados en favor de estos últimos, por su padre Adolfo de los 
Santos, habían sido obtenidos por medio de la captación 
que Oscar ejercía sobre su repetido padre, todo en fraude 
de los derechos de la comunidad existente entre la Vda. de 
los Santos y el vendedor; que en consecuencia los hechos 
alegados por los demandantes podían ser probados por to-
dos los medios, inclusive por testigos, y, por presunciones; 
que, por tanto, los jueces del fondo pudieron como lo hi-
cieron admitir en el caso la prueba testimonial para dar por 
establecidos los hechos alegados, y, en tales condiciones los 
medios segundo y tercero del memorial carecen de funda-
mento y deben ser desestimados; 

Considerando, que en el cuarto medio de su memorial 
el recurrente alega, en síntesis, lo que sigue: qu een rela-
ción con la Parcela No. 45 del Distrito Catastral No. 4 del 
municipio de Bayaguana, el Tribunal a-quo expresa en la 
sentencia impugnada que Adolfo de los Santos vendió esa 
Parcela a Gonzalo Velázquez Valdez; que éste actuó en esa 
venta como persona interpósita, y dicho Tribunal aceptó 
una simulación sin que existiera un contraescrito; y, sin 
establecer el fraude a cargo de Gonzalo Velázquez, atri-
buyó carácter simulado al acto, entre otras razones, por la 
circunstancia de que este último es pariente político de Os-
car de los Santos, y declaró nulo dicho acto de venta; que, 
sin embargo, dicho Tribunal ordenó el registro de esos de-
rechos en favor de Leda María Núñez de Grans, del Inge-
niero Angel María Pichardo y del Banco Agrícola, solución 
contradictoria, ya que los derechos de éstos actos del de-
recho de éstos nacen del derecho de Velázquez; pero 

Considerando, que en la sentencia impugnada se ex-
;71-esa al respecto lo siguiente: "que el propósito de ese pre- 
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tendido negocio entre Adolfo de lcs Santos y Gonzalo Ve-
lázquez, en el cual el primero figura vendiendo al segundo 
la Parcela No. 45, mediante el acto del 15 de agost odel 
1962, fue el de distraer ese inmueble del patrimonio de 
Adolfo de los Santos, para perjudicar los intereses de su 
cónyuge, común en bienes, y de los hijos demandantes, en 
beneficio de otro hijo, Oscar de los Santos; que a esta con-
clusión arriba el Tribunal Superior después de advertir, 
que todo el proceso gestor de esa venta es posterior a la 
demanda de divorcio incoada por la cónyuge Josefa María 
Labrada en Lecha 18 de octubre del 1961 y porque el fin-
gido comprador ni siquiera conoce la propiedad, ni ha si-
do nunca visto comportándose como dueño, según la decla-
ración de los testigos Antonio Reyes y José Gabriel Liria-

no en la audiencia del día 18 de agosot del 1964; que la 
gravedad del acto que analizamos se palpa en el hecho de 
que no obstante notificársele al señor Gonzalo Velázquez 
Valdez la advertencia sobre abstención de compra al señor 
Oscar de los Santos "que rociga sobre propiedad y terre-
nos que haya obtenido y pudiera obtener del señor Adolfo 
de los Santos", este señor haciendo caso omiso a ese aviso, 
que es una verdadera oposición, adquiere la parcela que 
ahora se discute de manos precisamente de la persona se-
ñalada como sujeta dé "captación", por el efecot de la in-
fluencia y control ejercido sobre su voluntad por su hijo 
Oscar de los Santos, revelando así un concierto fraudulen-
to entre este último señor y el comprador Velázquez, quien 
resulta ser nada menos que tío de Altagracia Gómez Valdez, 
ex esposa de Oscar de los Santos, según su propia declara-
ción en la audiencia del 18 de agosto del 1964 del Tribunal 
de Tierras de Jurisdicción Original; que la gravedad de es-
ta situación, se hace más potente cuando este señor Veláz-
quez Valdez, en fecha 10 de abril del 1964 vende en favor 
de la señora Leda María Núñez de Gómez, esos mismos de- 
rechos, revelando así señales inequívocas de mala fe cons- 
ciente, y de una actitud reprensible, por inducir a un con- 
tratante a pactar dolosamente, pues si la señora Núñez de 

Gans hubiese tenido conocimiento de esa situación jamás 
hubiera contratado"; 

Considerando, que también se expresa en la sentencia 
impugnada que habiendo adquirido Leda María Núñez de 
Gans a la vista de un Certificado de Título que no contenía 
oposición a transferencia, y siendo éste un documento que 
se basta a sí mismo, y que está garantizado por el Estado, 
y siendo ella, además, una adquiriente de buena fe y a tí- 
tulo oneroso de Velázquez, se encuentra protegida de la si-
mulación del acto del 15 de agosto del 1962, y, que, por tan-
to la adquisición de ella mediante el acto del 10 de abril 
de 1964 es enteramente válido, por lo que procede acoger 
su pedimento de transferencia y el pedimento de su acree- 
dor, el Banco Agrícola, tendiente a que se inscriba una hi-
poteca por RD$10,000.00; 

Considerando, que esta Corte estima correctos los ra-
zonamientos externados por el Tribunal a-quo en relación 
con los derechos adjudicados a Leda María Núñez de Gans, 
y su acreedor, el Banco Agrícola en la Parcela No. 49 ya 
que se trata en el caso de terceros adquirientes de buena fe 
a título oneroso, de terrenos registrados; y no se ha proba-
do que 'ellos tuvieran participación en el fraude alegado; 
que, por tanto, en la sentencia impugndaa no se ha incu-
rrido en los vicios enunciados por el recurrente; por lo que 
el cuarto medio de su memorial carece de fundamento y 
debe ser desestimado; 

Considerando, que en el quinto medio de su memorial 
el recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: que en la sen- 
tencia impugnada se declaran, también, nulas las ventas 
otorgadas por Adolfo de los Santos en favor de su hijo Os-
car de los Santos Labrada, el recurrente, de las Parcelas 
Nos 108 y 135 del Distrito Catastral No. 15, tercera parte, 
sin tener en cuenta que esas Parcelas fueron traspasadas por 
el causahabiene de Oscar de los Santos Labrada, a Kalil 
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Haché y Carlos Torres, quienes son terceros adquirientes 
de buena fe; que éstos sometieron una instancia al Tribu-
nal de Tierras el 15 de Julio del 1971 en la cual pidieron a 
dicho Tribunal que considerara válidas sus adquisiciones 
dentro de las mencionadas Parcelas; pero 

Considerando, que el examen del expediente, el cual 
fue solicitado al Tribunal de Tierras conforme lo dispone 
la ley, no revela que en él se encuentre la instancia antes 
señalada, ni los documentos a que ésta se refiere; que tam-
poco los interesados, ni aún Oscar de los Santos Labrada, 
el recurrente, presentaron conclusiones ante el Tribunal 
Superior de Tierras, tendientes a que se tomaran en con-
sideración esos derechos; que, según consta en 14 página 
8 de la sentencia impugnada, el Lic. Freddy Prestol Casti-
llo, abogado del actual recurrente, presentó a dicho tribu-
nal un escrito el 6 de diciembre del 1971, esto es, en fecha 
posterior al alegado depósito de la instancia de Kalil Ha-
ché y Carlos Torres, en la cual concluyó ratificando sus 
conclusiones presentadas en audiencia al 9 de junio del 
mismo año, sin hacer mención de la existencia de esas trans-
ferencias, por lo cual la sentencia impugnada no puede ser 
criticada en ese aspecto, ya que los jueces que la dictaron 
no fueron puestos en mora de fallar acerca de ese punto; 
por todo lo cual, el quinto y último medio del recurso ca-
rece también de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando, que en el presente caso procede com-
pensar las costas en virtud del artículo 131 del Código de 
Procedimiento Civil; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Oscar de los Santos Labrada contra 
la sentencia dictada por el Tribunal Superior de Tierras del 
28 de septiembre del 1972, en relación con las Parcelas Nos. 
1 y 45 del Distrito Catastral No. 4 del Municipio de Baya-
guana; 135 del Distrito Catastral No. 15, tercera parte, del 

Municipio de San Pedro de Macorís; 108, 113, 114, 116, 118, 
119, 120, 121 y 123-C del Distrito Catastral No. 15, tercera 
parte, del Municipio del Seybo; 7, 8, 11, 12, 13, 14, 15 y 16 
del Distrito Catastral No. 65, primera parte, del Distrito 
Nacional; y 3 del Distrito Catastral No. 11 del Municipio 
de Bayaguana y Solar No. 4 de la Manzana No. 370 del Dis-
trito Catastral No. 1 del Distrito Nacional, cuyo dispositi-
vo se copia en parte anterior del presene fallo; Segundo: 
Compensa las costas entre las partes. 

(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Ma-
nuel A. Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Francis-
co Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— José A. Paniagua Mateo.—
Manuel Richiez Acevedo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE NOVIEMBRE DEL 1973. 

Sentencia impugnada• 
Segunda Cámara Penal del Distrito Judicial 

de Santiago, de fecha 19 de Diciembre de 1972. 

Materia: Correccional. 

Recurrentes: 
Paulino Burgos, La Guarachita, C. por A., y la Com-

pañía Aseguradora Caledonia Insurance Co. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo' Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bauista Rojas Almánzar, José A. Paniagua y 
Manuel A. Richiez Acevedo, asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad 
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional ,hoy día 
19 de noviembre de 1973, años 130' de la Independencia mo 

y 

111' de la Restauración, dicta en audiencia pública, co 
Corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Pauli-
no Burgos, dominicano, mayor de edad, soltero, chófer, 

do-

miciliado en la casa No. 55 de la calle Samaná, de esta ciu-
dad, cédula No. 7479, serie 61; La Guarachita, C. por A., 
con domicilio social en la casa No. 108 de la calle El Con- 
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de, de esta ciudad, y la Compañía Aseguradora Caledonian 
Insurance Co., con domicilio social en el Edificio No. 87 
de la calle El Conde de esta ciudad ,contra la sentencia de 
fecha 19 de diciembre de 1972, dictada en sus atribuciones 
correccionales y como Tribunal de Segundo Grado, por la 
Segunda Cámara Penal del Distrito Judicial de Santiago, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de los recursos de casación levantada en 
la Secretaría de la Cámara a-qua, en fecha 9 de febrero de 
1973, a requerimiento del Dr. Manuel Vega Pimentel, cé-
dula No. 49502, serie 31, actuando a nombre de los recu-
rrentes, Paulino Burgos, La Guarachita, C. por A., y la 
Cía. la Caledonian Insurance Co., en la cual no se expone 
ningún medio determinado dé casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49, 65, 97 y 52 de la Ley 241, 
de 1967, sobre Trámite de Vehículos de Motor; 1 y 10 de 
la Ley 4117 de 1955; y 1, 37 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo 
de un accidente automovilístico ocurrido en la ciudad de 
Santiago el día 30 de marzo de 1972, en el cual resultaron 
con lesiones corporales Francisco Antonio Acevedo y Va-
lentina Francisco, el Juzgado de Paz de la Segunda Circuns-
cripción del Municipio de Santiago, dictó en fecha 11 de 
agosto de 1972, una sentencia cuyo dispositivo está inserto 
en el de la sentencia impugnada; b) que sobre los recursos 
de apelación interpuestos, la Cámara a-qua, dictó la sen- 



1 

3528 	 130LETIN JUDICIAL 

SENTENCIA DE FECHA 19 DE NOVIEMBRE DEL 1973. 

Sentencia impugnada: Segunda Cámara Penal del Distrito Judicial 

de Santiago, de fecha 19 de Diciembre de 1972. 

Materia: Correccional. 

Recurrentes: Paulino Burgos, La Guarachita, C. por A., y la Com-
pañía Aseguradora Caledonia Insurance Co. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
rdió, Juan Bauista Rojas Almánzar, José A. Paniagua y 
Manuel A. Richiez Acevedo, asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad 
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional ,hoy día 
19 de noviembre de 1973, años 130' de la Independencia y 
111' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
Corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Pauli-
no Burgos, dominicano, mayor de edad, soltero, chófer, 

do-

miciliado en la casa No. 55 de la calle Samaná, de esta ciu-
dad, cédula No. 7479, serie 61; La Guarachita, C. por A., 
con domicilio social en la casa No. 108 de la calle El Con- 

BOLETIN .JUDICIAL 	 3529 

de, de esta ciudad, y la Compañía Aseguradora Caledonian 
Insurance Co., con domicilio social en el Edificio No. 87 
de la calle El Conde de esta ciudad ,contra la sentencia de 
fecha 19 de diciembre de 1972, dictada en sus atribuciones 
correccionales y como Tribunal de Segundo Grado, por la 
Segunda Cámara Penal del Distrito Judicial de Santiago, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de los recursos de casación levantada en 
la Secretaría de la Cámara a-qua, en fecha 9 de febrero de 
1973, a requerimiento del Dr. Manuel Vega Pimentel, cé-
dula No. 49502, serie 31, actuando a nombre de los recu-
rrentes, Paulino Burgos, La Guarachita, C. por A., y la 
Cía. la Caledonian Insurance Co., en la cual no se expone 
ningún medio determinado dé casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49, 65, 97 y 52 de la Ley 241, 
de 1967, sobre Trámite de Vehículos de Motor; 1 y 10 de 
la Ley 4117 de 1955; y 1, 37 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo 
de un accidente automovilístico ocurrido en la ciudad de 
Santiago el día 30 de marzo de 1972, en el cual resultaron 
con lesiones corporales Francisco Antonio Acevedo y Va-
lentina Francisco, el Juzgado de Paz de la Segunda Circuns-
cripción del Municipio de Santiago, dictó en fecha 11 de 
agosto de 1972, una sentencia cuyo dispositivo está inserto 
en el de la sentencia impugnada; b) que sobre los recursos 
de apelación interpuestos, la Cámara a-qua, dictó la sen- 



BOLETIN JUDICIAL 
	

3531 

BOLETIN JUDICIAL 
3530 

impugnada en casación, cuyo dispositivo dice 
tenia ahora impug  así: "FALLA: PRIMERO: Que debe declarar, como al efec-
to declara bueno y válido en cuanto a la forma los recur-
sos de apelación interpuestos por el Dr. Cesáreo Contreras, 
el Dr. Manuel D. Vega Pimentel y el Procurador Fiscal 
contra la sentencia No. 1304 de fecha 11 de agosto del año 

o 
1972, dictada por el Juzgado de Paz dea 

 la Segunda Circuns-

cripción del Municipio de 
San

na a los nombrados Pau- 
tia 	

ago de una mul- al 
e d

g, l cual dice así: 'Pri- 

mero: que debe condenar Y con 
lino Burgos y Francisco Ant. Acevedoel a cc  p idente a la falta 
ta de RD$3.00 cada uno, por deberse  
de ambos conductores; Segundo: Que debe declarar y de- 

válida la constitución en parte civil hecha 
clara regular y  señora Valentina F. Disla y el coprevenido Francis- 
por la co Ant. Acevedo por intermedio de su abogado y apodera

-

do especial Dr. Cesáreo Contreras; Tercero: Que debe con- 
resa La Guarachita, C. por A., 

al 

dinar y condena a la emp  
pago de la sudma de RD$600.00 (Seiscientos Pesos Oro) a 

artes civiles favor de las p
iles constituidas por los daños y per-

juicios morales y materiales sufridos accidente; 
Cuar- 

en el 

to: 
Que debe condenar y condena a la empresa ementarias;La la 

a Guara-

chita, C. por A., al pago de los intereses legales suma 
ordenada a título de Indemnizaciones Supl  

Quinto: 
Que debe declarar y declara la presente sentencia 

común y oponible a la Cía. Caledonia
a n Insurance

na, S. en 
Co., re-

presentada en el País por Seguros L Antilla A.,  
su condición de aseguradora de la responsabilidad civil del 
Primero; Sexto: Que debe condenar y condena a la empre-
sa La Guarachita, C. por A•, y aseguradora Caledonian In-
surance Co., representada en el País por la Antillana, S. A., por  

al pago de lá's costas civiles del procedimiento con distrae
-

. ción de las mismas en provecho del Dr.  
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; por haber 
sido formadas de acuerdo a las normas Y exigencias procre- 

e-

sales'; SEGUNDO: 
Que debe rechazar, como al efecto im-

chaza en cuanto al fondo los recursos de apelación por 

procedentes y mal fundados; TERCERO: Que debe confir-
mar, como al efecto confirma la sentencia recurrida en to-
das sus partes; CUARTO: Que debe condenar, como al efec-
to condena a la Guarachita, C. por A., y a la Caledonian 
Insurance Co., representada en el País por La Antillana, 
S. A., al pago de las costas civiles de la presente instancia 
con distracción de las mismas en provecho del Dr. Cesáreo 
Contreras, quien afirma estarlas avanzando en su totalidad; 
QUINTO: Que debe condenar, como al efecto condena a los 
prevenidos Paulino Burgos y Francisco Ant. Acevedo, al 
pago de las costas penales de la presente instancia; 

En cuanto al recurso del prevenido: 

Considerando, que la Cámara a-qua para declarar cul-
pable al prevenido Paulino Burgos, dio por establecido, 
mediante la ponderación de los elementos de juicio, regu-
larmente administrados en la instrucción de la causa, los 
siguientes hechos: a) que el día 30 de marzo de 1972, sien-
do aproximadamente las 9 P. M. Paulino Burgos, conducien-
do un automóvil propiedad de La Guarachita, C. por A., 
marca Rambler, placa No. 116-936, asegurado con la Cía. 
Caledonian Insurance Co., transitaba de Este a Oeste en 
forma descuidada y atolondrada a bastante velocidad, por 
la calle Hermanas Mirabal de la ciudad de Santiago; b) que 
a esa misma hora tránsitaba por la calle Santiago Rodrí-
guez, de Sur a Norte, el carro placa No. 209-445, conduci-
do por Francisco Antonio Acevedo, y en donde iba también 
Valentina Francisca Disla; c) que al llegar a la intersección 
formada por dichas dos calles se produjo un choque entre 
ambos vehículos, resultando éstos con algunos desperfec-
tos y Francisco Antonio Acevedo y Valentina F. Disla, con 
golpes y heridas curables antes de diez días; d) que el acci-
dente se debió a la falta común de ambos conductores, Pau-
lino Burgos, manejando el suyo, en forma negligente e im-
prudente, manifestando él mismo, no darse cuenta cómo 
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ada en casación, cuyo dispositivo dice 
tenia ahora impugn  así: "FALLA PRIMERO: Que debe declarar, como al efec-
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lo a 
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mero: que debe condenar y condena a s nombrados Pau- 

lino Burgos y Francisco Ant. Acevedoel a cc , al p idente a la falta 
g de na mul- 
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Caledonian In- 

S. A., 
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sucedió el accidente hasta el momento del impacto; y Fran-
cis co Antonio Acevedo, penetrando a una calle de prefe-
rencia sin tomar las precauciones necesarias ,ni respetar 

e hay en dicha calle; 
la señal de "Pare", qu  

Considerando, que el hecho así establecido confi ci 
gura 

dos 
el delito de golpes y heridas por imprudencia, produ 

el manejo de un vehículo de motor, hecho previsto por 
con artículo 49 de la Ley 241 de 1967 y sancionado por el 
el mismo texto legal, letra a) con la pena de 6 días a seis me-
ses de prisión y multa de seis pesos a ciento ochenta

o pesos, 

si la imposibilidad para el trabajo es por un tiemp limita-
do menor de diez (10) días; que en consecuencia, al conde-
nar al prevenido recurrente, a RD$3.00 (tres pesos de mul-
ta, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes, la Cá-
mara a-qua le aplicó una sanción ajustada a la ley; 

Considerando', que examinada la sentencia impugnada 
ue concierne al prevenido re-

en sus demás aspectos en lo q ue amerite su ca-
currente, ella no contiene vicio alguno q 

sación; 

En cuanto a los recursos de la parte civilmente 
responsable y la Compañía Aseguradora. 

ue en la especie, ni La Guarachita, C. 
Considerando, q  

por A., parte puesta en causa como civilmenteía Ase 
responsable 

ado- 
, 

ni la Cía. Caledonian Insurance Co., Compañ 
	gur 

ra, han cumplido las prescripciones del artículo 37 de la exigidas a pena de 
Ley sobre Procedimiento de Casación, 

su recurso resulta nulo; 
nulidad, por lo que  

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de 
contra 

ca-

sación interpuesto por el prevenido Paulino Burgos,  
la sentencia de fecha 19 de diciembre de 1972, dictada en 
atribuciones correccionales, por la Segunda Cámara Penal 
del Distrito Judicial de Santiago, cuyo dispositivo se copia 

en parte antenui uel presente fallo, y lo condena al pago 
de las costas penales; Segundo: Declara nulo el recurso de 
casación interpuesto por La Guarachita, C. por A., y la Ca-
ledonian Insurance Co., contra la misma sentencia. 

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— José A. 
Paniagua.— Manuel A. Richiez Acevedo.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de 
Santiago, en fecha 11 de febrero de 1970, cuyo dispositivo 
se ha copiado en parte anterior del presente fallo, y envía 
el asunto ante la Corte de Apelación de La Vega; Tercero: 
Declara las costas penales de oficio; y Cuarto: Compensa 

las costas civiles entre las partes. 

Firmados.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— José A. 
Paniagua Mateo.— Manuel A. Richiez Acevedo.— Ernesto 

Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

certifico.  

BOLETIN JUDICIAL 	 3543 

SENTENCIA DE FECHA 21 DE NOVIEMBRE DEL 1973. 

sentencia Impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional 
de fecha 14 de febrero de 1973. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: José R. Nicolás Taveras. 
Abogado: To'b5as Cuello Linares. 

Recurrido: Juan Reyes. 

Abogado: Dr. Bienvenido Montero de los Santos. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio 
Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, José A. Paniagua Mateo y Manuel A. Richiez Ace-
vedo, asistidos del Secretario General, en la Sala donde ce-
lebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 21 de noviembre del 
1973, años 130' de la Independencia y 111' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José R. 
Nicolás Taveras, dominicano, mayor de edad, comerciante, 
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cédula No. 43230 serie 31 ,domiciliado y residente en esta 
ciudad, en la casa No. 78 de la calle Benito González, contra 
la sentencia de fecha 14 de febrero de 1973, dictada por la 
Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, cuyo dispositivo 
se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Tobías Cuello L., cédula 56130 serie lra., 
abogado del recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado por el recu-
rrente en fecha 22 de marzo de 1973, y suscrito por su abo-
gado, en el cual se proponen los medios que se indican más 
adelante; 

Visto el memorial de Defensa de fecha 29 de mayo de 
1973, suscrito por el Dr. Bienvenido Montero de los San-
tos, cédula 63744, serie lra., a nombre del recurrido, recu-
rrido que es Juan Reyes, dominicano, mayor de edad, cé-
dula 1414 serie 64, de este domicilio y residancia; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los textos legales cuya violación denuncia 
el recurrente, y los que se copian más adelante; y 1 y 65 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con motivo 
de una reclamación laboral hecha por el actual recurrido 
coAtra el. recurrente, la cual no pudo ser conciliada ante las 
autoridades laborales, el Juzgado de Paz del Distrito Nacio- 
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nal, dictó en fecha 19 de abril de 1972, una sentencia cuyo 
dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Ratifica el defecto pro-. 
nunciado en audiencia contra la señora Australa Domín-
guez Vda. Jorge, por no haber comparecido no obstante ha-
ber sido legalmente citado; Segundo: Se declara resuelto 
por despido injustificado, el contrato de trabajo que existió 
entre las partes en causa, por culpa de los señores Austra-
lia Domínguez Vda. Jorge y José Ramón Nicolás Tavares y 
con responsabilidad solidaria para los mismos; Tercero: Se 
condena a los señores Australia Domínguez Vda. Jorge y 
José Ramón Nicolás Taveras a pagar al reclamante Juan 
Reyes las prestaciones siguientes: 24 días de preaviso, por 
concepto de auxilio decesantía 105 días, dos (2) semanas de 
vacaciones no disfrutadas, por concepto de salarios dejados 
de pagar ascendente a RD$230.00, la regalia pascual obli-
gatoria, y más tres meses de salario por aplicación del or-
dinal 3ro. del artículo 84 del Código de Trabajo, todo a ba-
se de un salario de RD$15.00 semanales; Cuarto: Se conde-
na solidariamente a los señores Australia Domínguez Vda. 
Jorge y José Ramón Nicolás Taveras a pagarle al reclaman-
te Juan Reyes la suma de RD$230.00 por concepto de sala-
rios atrasados; Quinto: Se condena siempre solidariamente 
a los demandados, al pago de las costas y se ordena la dis-
tracción de las mismas en favor del Dr. Bienvenido Monte-
ro de los Santos que afirma haberlas avanzado en su tota-
lidad'; b) Que sobre apelación del demandado, la Cámara 
a-qua dictó en fecha 14 de febrero de 1973, la sentencia 
ahora impugnada con el siguiente dispositivo: "FALLA: 
PRIMERO: Declara regular y válido en cuanto a la forma 
el recurso de apelación interpuesto por José Ramón Nicolás 
Taveras, contra sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo 
del Distrito Nacional, de fecha 19 de abril de 1972, dictada 
en favor de Juan Reyes, cuyo dispositivo ha sido copiado 
en parte anterior de esta misma sentencia;— SEGUNDO: 
Relativamente al fondo rechaza dicho recurso de alzada y 
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en consecuencia confirma en todas sus partes dicha senten-
cia impugnada;— TERCERO: Condena a la parte que su-
cumbe José Ramón Nicolás Taveras, al pago de las costas 
del procedimiento de conformidad con los artículos 5 y 16 
de la ley No. 302 del 18 de junio de 1964 y 691 del Código 
de Trabajo, ordenando su distracción en favor del Dr. Bien-
venido Montero de los Santos, quien afirma haberlas avan-
zado en su totalidad"; 

Considerando, que el recurrente en su memorial de ca-
sación propone los siguientes medios: Primer Medio: Viola-
ción del Art. 141 del Código de Procedimiento Civil. Falta 
de motivos, Desnaturalización de los hechos y circunstan-
cias de la causa. Falta de base legal;— Segundo Medio: Vio-
lación de la Ley No. 4456, de 1956, sobre Patentes.— Viola-
ción de los artículos 57 y 58 del Código de Trabajo por fal-
ta de aplicación.— Motivación errónea, confusa y contradic-
toria.— Falta de base legal.— Tercer Medio: Contradicción 
de motivos.— Violación del Art. 141 del Código de Proce-
dimiento Civil en otros aspectos.— Falta de motivos.— Fal-
sa aplicación de los artículos 69, 84, 173 y 691 del Código 
de Trabajo; 

Considerando, que en el desarrollo del primer medio 
en que fundamenta su recurso, alega en síntesis el recu-
rrente: que él adquirió el 15 de octubre de 1971 de manos 
de los Sucesores de Gerardo Marten Ellis, quienes a su vez 
habían adquirido de Australia Domínguez Vda. Jorge, el 
equipo de la Lavandería Nacional, en la cual había presta-
do servicios como planchador el actual recurrido Juan Ra-
yes; que el recurrente negó ser el patrono del demandante, 
y sobre ese punto esencial de la litis, la Cámara -aqua omi-
tió dar motivos pertinentes; que, en efecto, el recurrente 
sostuvo que "no hubo cesión de empresa ni transferimiento 
de trabajadores" de acuerdo con la documentación someti-
da, y sobre eso la Cámara a-qua se limitó a decir que el pa- 

trono que compra un negocio es solidariamente responsa-
ble frente a los trabajadores, aún cuando éstos no lleguen a 
trabajar con el nuevo dueño; que eso no responde a sus con-
clusiones contenidas en el acta de apelación y ratificada 
ante la Cámara a-qua, porque él (el recurrente) ni había si-
do patrono del trabajador ni cesionario de la empresa en 
la que aquel prestó servicios; que por esas razones su res-
ponsabilidad no estaba comprometida, y la Cámara a-qua 
estaba obligada a dar los motivos pertinentes, de hecho y 
de derecho; que, por todo lo expuesto se ha incurrido en el 
fallo impugnado en los vicios y violaciones denunciados en 
el medio que se examina, por lo cual debe ser casado; pero, 

Considerando, que los artículos 57 y 58 del Código de 
Trabajo dicen así: "Art. 57.— La cesión de una empresa o 
de una sucursal o dependencia de la misma, o el traspaso 
o transferencia de un trabajador a otra empresa cualquie-
ra, transmite al adquiriente todas las prerrogativas y obli-
gaciones resultantes de los contratos de trabajo que corres-
pondan al esablecimiento cedido o relativas al trabajador 
transferido, inclusas las que hayan sido objeto de deman-
da y están pendientes de fallo o de ejecución, y no extingui-
rá en ningún caso los derechos adquiridos por el trabaja-
dor, sin perjuicio, además de •lo que se dispone en los pá-
rrafos tercero y cuarto del artículo 85 de este Código".-
Art. 58.— "El nuevo patrono es solidariamente responsable 
con el patrono sustituídó de las obligaciones derivadas de 
los contratos de trabajo o de la ley, naciads antes de la fe-
cha de la sustitución, hasta la prescripción de la correspon-
diente acción"; 

Considerando, que en la especie, el examen del fallo 
impugnado pone de manifiesto, que contrariamente a lo 
qué afirma la recurrente, la Cámara a-qua ponderó debida-
mente los documentos de juicio que fueron sometidos en la 
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en consecuencia confirma en todas sus partes dicha senten-
cia impugnada;— TERCERO: Condena a la parte que su-
cumbe José Ramón Nicolás Taveras, al pago de las costas 
del procedimiento de conformidad con los artículos 5 y 16 
de la ley No. 302 del 18 de junio de 1964 y 691 del Código 
de Trabajo, ordenando su distracción en favor del Dr. Bien-
venido Montero de los Santos, quien afirma haberlas avan-
zado en su totalidad"; 

Considerando, que el recurrente en su memorial de ca-
sación propone los siguientes medios: Primer Medio: Viola-
ción del Art. 141 del Código de Procedimiento Civil. Falta 
de motivos, Desnaturalización de los hechos y circunstan-
cias de la causa. Falta de base legal;:– Segundo Medio: Vio-
lación de la Ley No. 4456, de 1956, sobre Patentes.— Viola-
ción de los artículos 57 y 58 del Código de Trabajo por fal-
ta de aplicación.— Motivación errónea, confusa y contradic-
toria.— Falta de base legal.— Tercer Medio: Contradicción 
de motivos.— Violación del Art. 141 del Código de Proce-
dimiento Civil en otros aspectos.— Falta de motivos.— Fal-
sa aplicación de los artículos 69, 84, 173 y 691 del Código 
de Trabajo; 

Considerando, que en el desarrollo del primer medio 
en que fundamenta sú recurso, alega en síntesis el recu-
rrente: que él adquirió el 15 de octubre de 1971 de manos 
de los Sucesores de Gerardo Marten Ellis, quienes a su vez 
habían adquirido de Australia Domínguez Vda. Jorge, el 
equipo de la Lavandería Nacional, en la cual había presta-
do servicios como planchador el actual recurrido Juan Ra-
yes; que el recurrente negó ser el patrono del demandante, 
y sobre ese punto esencial de la litis, la Cámara -agua omi-

tió dar motivos pertinentes; que, en efecto, el recurrente 
sostuvo que "no hubo cesión de empresa ni transferimiento 
de trabajadores" de acuerdo con la documentación someti-
da, y sobre eso la Cámara a-qua se limitó a decir que el pa- 

trono que compra un negocio es solidariamente responsa-
ble frente a los trabajadores, aún cuando éstos no lleguen a 
trabajar con el nuevo dueño; que eso no responde a sus con-
clusiones contenidas en el acta de apelación y ratificada 
ante la Cámara a-qua, porque él (el recurrente) ni había si-
do patrono del trabajador ni cesionario de la empresa en 
la que aquel prestó servicios; que por esas razones su res-
ponsabilidad no estaba comprometida, y la Cámara a-qua 
estaba obligada a dar los motivos pertinentes, de hecho y 
de derecho; que, por todo lo expuesto se ha incurrido en el 
fallo impugnado en los vicios y violaciones denunciados en 
el medio que se examina, por lo cual debe ser casado; pero, 

Considerando, que los artículos 57 y 58 del Código de 
Trabajo dicen así: "Art. 57.— La cesión de una empresa o 
de una sucursal o dependencia de la misma, o el traspaso 
o transferencia de un trabajador a otra empresa cualquie-
ra, transmite al adquiriente todas las prerrogativas y obli-
gaciones resultantes de los contratos de trabajo que corres-
pondan al esablecimiento cedido o relativas al trabajador 
transferido, inclusas las que hayan sido objeto de deman-
da y están pendientes de fallo o de ejecución, y no extingui-
rá en ningún caso los derechos adquiridos por el trabaja-
dor, sin perjuicio, además de lo que se dispone en los pá-
rrafos tercero y cuarto del artículo 85 de este Código".-
Art. 58.— "El nuevo patrono es solidariamente responsable 
con el patrono sustituídó de las obligaciones derivadas de 
los contratos de trabajo o de la ley, naciads antes de la fe-
cha de la sustitución, hasta la prescripción de la correspon-
diente acción"; 

Considerando, que en la especie, el examen del fallo 
impugnado pone de manifiesto, que contrariamente a lo 
que afirma la recurrente, la Cámara a-qua ponderó debida-
mente los documentos de juicio que fueron sometidos en la 
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instrucción de la causa, inclusive la prueba documental 
aportada por el hoy recurrente en casación, y también el re-
sultado del informativo y del contrainformativo celebra-
dos ante el Juzgado de Paz, y como consecuencia de esa 
ponderación no solamente estableció la existencia del con-
trato de trabajo y sus modalidades, sino que respondiendo 
a sus conclusiones desestimó por carecer de fundamento los 
alegatos del demandado, expresando el juez a-quo la forma 
como se produjo su convicción al respecto, en .el Conside-
rando inserto en las páginas 8 y 9 del fallo impugnado, el 
cual dice así: "Que en cuanto al alegato del patrono de que 
el reclamante fue trabajador de los anteriores dueños de 
esa lavandería y no trabajador suyo, es claro que así ocu-
rrió y ello se desprende de las declaraciones del testigo de 
referencia señora Montero Montero, quien dice que el pa-
trono, inmediatamente compró la lavandería le dijo al re-
clamante que no trabajaría con él, pero ello en nada cam-
bia la situación, ni exime de responsabilidad a dicho patro-
no, pues al tenor del artículo 57, del Código de Trabajo, el 
patrono que compra un negocio es solidariamente respon-
sable frente a los trabajadores que tenía ese negocio aún 
cuando esos trabajadores no lleguen a trabajar con el nue-
vo dueño, si como consecuencia de esa venta ellos quedan 
fuera sin culpa alguna de su parte que es lo ocurrido en el 
caso de la especie, según se desprende de las declaraciones 
de la testigo de referencia; que en consecuencia, una pa-
tente y un contrato de alquiler depositado por el patrono, 
así como el contrato de venta que le hiciera los Martén 
—Ellis de la lavandería, de fechas correspondientes al mes 
de octubre de 1971, y que por tanto coinciden con la fecha 
de despido, la cual ocurrió el 13 de octubre, son intrascen-
dentes, pues es claro que al reclamante lo despidieron a 
raíz de que el patrono adquiría el negocio en el mes de oc-
tubre de 1971, lo que por otra parte corrobora lo dicho por 
el testigo Montero Montero"; 
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Considerando, que a esto se agrega, que el propio re-
currente en su memorial de casación, al exponer los hechos, 
no niega que la Lavandería "La Nacional", perteneciente 
primero a Angel Jorge, pasó a su muerte a Australia Do-
mínguez Vda. Jorge, quien por acto de fecha 10 de octubre 
de 1971 cedió en dación en pago a los Suoesores de Gerar-
do Cordero Marten Ellis "el equipo y las maquinarias que 
componían la lavandería", y éstos mediante contrato de 
fecha 15 de octubre de 1971 le vendieron todo ese equipo 
al hoy recurrente en casación y también le alquilaron el 
local que antes ocupaba la citada lavandería; es decir, la 
Cámara a-qua ni ha desconocido ni ha desnaturalizado la 
prueba sometida, sino que le ha dado a los hechos su ver-
dadero sentido y alcance después de tener en cuenta el re-
sultado de la medida de instrucción realizada ante el Juez 
de Paz, con lo cual completó su convicción al respecto; que, 
en relación con todo ello la Cámara a-qua dio motivos su-
ficientes y pertinentes que justifican en ese punto lo deci-
dido; que en tales condiciones ,la Cámara a-qua pudo decla-
rar intrascendente como lo hizo, el hecho de que el nuevo 
patrono obtuviera una nueva patente y suscribiera un nue-
vo contrato de alquiler, pues el negocio seguía siendo el 
mismo, (y no una empresa distinta) lo que hacía aplicable 
el Art. 57 del Código de Trabajo; que, por tanto, no se ha 
incurrido en el fallo impugnado en los vicio sy violaciones 
denunciados en el primer medio del recurso, el cual care-
ce de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando, que en el desarrollo del segundo medio 
de su- recurso, el recurrente sostiene en síntesis que para 
que la Cámara a-qua admitiera como válida la venta de la 
lavandería en donde el trabajador demandante había pres-
tado servicios, y para hacerle producir consecuencias con-
trarias al interés del recurrente, no debió bastarle la decla-
rae:6n de la testigo ZoilaMontero Montero, sino que era in- 
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instrucción de la causa, inclusive la prueba documental 
aportada por el hoy recurrente en casación, y también el re-
sultado del informativo y del contrainformativo celebra-
dos ante el Juzgado de Paz, y como consecuencia de esa 
ponderación no solamente estableció la existencia del con-
trato de trabajo y sus modalidades, sino que respondiendo 
a sus conclusiones desestimó por carecer de fundamento los 
alegatos del demandado, expresando el juez a-quo la forma 
como se produjo su convicción al respecto, en el Conside-
rando inserto en las páginas 8 y 9 del fallo impugnado, el 
cual dice así: "Que en cuanto al alegato del patrono de que 
el reclamante fue trabajador de los anteriores dueños de 
esa lavandería y no trabajador suyo, es claro que así ocu-
rrió y ello se desprende de las declaraciones del testigo de 
referencia señora Montero Montero, quien dice que el pa-
trono, inmediatamente compró la lavandería le dijo al re-
clamante que no trabajaría con él, pero ello en nada cam-
bia la situación, ni exime de responsabilidad a dicho patro-
no, pues al tenor del artículo 57, del Código de Trabajo, el 
patrono que compra un negocio es solidariamente respon-
sable frente a los trabajadores que tenía ese negocio aún 
cuando esos trabajadores no lleguen a trabajar con el nue-
vo dueño, si como consecuencia de esa venta ellos quedan 
fuera sin culpa alguna de su parte que es lo ocurrido en el 
caso de la especie, según se desprende de las declaraciones 
de la testigo de referencia; que en consecuencia, una pa-
tente y un contrato de alquiler depositado por el patrono, 
así como el contrato de venta que le hiciera los Martén 
—Ellis de la lavandería, de fechas correspondientes al mes 
de octubre de 1971, y que por tanto coinciden con la fecha 
de despido, la cual ocurrió el 13 de octubre, 'son intrascen-
dentes, pues es claro que al reclamante lo despidieron a 
raíz de que el patrono adquiría el negocio en el mes de oc-
tubre de 1971, lo que por otra parte corrobora lo dicho por 
el testigo Montero Montero"; 

Considerando, que a esto se agrega, que el propio re-
currente en su memorial de casación, al exponer los hechos, 
no niega que la Lavandería "La Nacional", perteneciente 
primero a Angel Jorge, pasó a su muerte a Australia Do-
mínguez Vda. Jorge, quien por acto de fecha 10 de octubre 
de 1971 cedió en dación en pago a los Sucesores de Gerar-
do Cordero Marten Ellis "el equipo y las maquinarias que 
componían la lavandería", y éstos mediante contrato de 
fecha 15 de octubre de 1971 le vendieron todo ese equipo 
al hoy recurrente en casación y también le alquilaron el 
local que antes ocupaba la citada lavandería; es decir, la 
Cámara a-qua ni ha desconocido ni ha desnaturalizado la 
prueba sometida, sino que le ha dado a los hechos su ver-
dadero sentido y alcance después de tener en cuenta el re-
sultado de la medida de instrucción realizada ante el Juez 
de Paz, con lo cual completó su convicción al respecto; que, 
en relación con todo ello la Cámara a-qua dio motivos su-
ficientes y pertinentes que justifican en ese punto lo deci-
dido; que en tales condiciones ,la Cámara a-qua pudo decla-
rar intrascendente como lo hizo, el hecho de que el nuevo 
patrono obtuviera una nueva patente y suscribiera un nue-
vo contrato de alquiler, pues el negocio seguía siendo el 
mismo, (y no una empresa distinta) lo que hacía aplicable 
el Art. 57 del Código de Trabajo; que, por tanto, no se ha 
incurrido en el fallo impugnado en los vicio sy violaciones 
denunciados en el primer medio del recurso, el cual care-
ce de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando, que en el desarrollo del segundo medio 
de su- recurso, el recurrente sostiene en síntesis que para 
que la Cámara a-qua admitiera como válida la venta de la 
lavandería en donde el trabajador demandante había pres-
tado servicios, y para hacerle producir consecuencias con-
trarias al interés del recurrente, no debió bastarle la decla-
rac'ón de la testigo ZoilaMontero Montero, sino que era in- 
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dispensable que comprobara si los interesados en esa ope-
ración agotaron el procedimiento que establece la Ley No. 
4456, de 1956, para el traspaso de patentes; que eso era im-
perativo porque él (el recurrente) depositó el acto de ven-
ta del equipo que él compró; depositó también el acto por 
el cual la viuda Jorge había traspasado ese equipo en ela-
ción en pago a los Sucesores de Marten Ellis, y el certifica-
do de patente; que el recurrente demostró así que quienes 
adquirieron de la viuda Jorge dichos equipos y maquina-
rias, fueron los Sucesores de Marten Ellis, y no el recurren-
te; que el juez tenía el deber ,y no lo hizo, de precisar en 
sus motivos, ante esa prueba como se había convencido pa-
ra llegar a admitir que Australia Domínguez Vda. Jorge 
había traspasado la lavandería al recurrente y no a los Su-
cesores de Gerardo Marten-Ellis; que el juez lo único que 
dijo fue que tales documentos eran intrascendentes; que el 
Considerando en donde eso se dijo es obscuro, deficiente, 
contradictorio e ininteligible; que por ello en el fallo im-
pugnado se ha incurrido en los vicios y violaciones denun-
ciados y debe ser casado; pero, 

Considerando, que como no se estaba en la especie dis-
cutiendo como cuestión principal, la forma cómo el recu-
rrente obtuvo la patente, en lo que hubiera podido tener 
interés algún acreedor del establecimiento comercial tras-
pasado, que es uno de los propósitos de la Ley No. 4456, 
de 1956, sino que el caso, independientemente de la forma 
como se obstuvieron la patente, estaba previsto en cuanto 
concierne a las relaciones obrero-patronales por los artícu-
los 57 y 58 del Código de Trabajo, la patente sometida era 
sólo un elemento de juicio presentado por el patrono para 
robustecer sus alegatos, pero que sopesado por los jueces 
del fondo con los otros elementos de juicio (especialmente 
el informativo) no condujeron a desvanecer la realidad de 
lo ocurrido; que los otros dos documentos fueron pondera- 

dos, según se expuso precedentemente a propósito del pri-
mer medio; y, además, los jueces del fondo gozan de un po-
der soberano de apreciación de las pruebas que se le some-
ten, y esa apreciación no puede ser censurada en casación, 
salvo desnaturalización no establecida en la especie; pues 
el recurrente en su exposición lo que hace en definitiva es 
no compartir el criterio que el juez se formó al respecto, 
por estimar que debió ser otro, pero tal disparidad de cri-
terio, no puede configurar el vicio de desnaturalización, ya 
que a los elementos de juicio analizados se les dio su verda-
dero sentido y alcance; que el hecho de que el recurrente 
no adquiera directamente de la viuda del primer dueño, 
sino de los Sucesores de Marten Ellis, a quien la citada viu-
da hizo el traspaso antes comentado, no le quita su condi-
ción de causahabiente del dueño de la empresa, si en he-
cho se probó que no era una empresa distinta pues tanto el 
primer comprador, como el actual, que es el recurrente, 
asumieron por efectos de la ley, las obligaciones del patro-
no con respecto a los trabajadores despedidos y no paga-
dos; que, finalmente no hay oscuridad, deficiencia ni con-
tradicción en los motivos, sino que, contrariamente a como 
lo entiende el recurrente, la Cámara a-qua ha dado en el 
fallo impugnado motivos claros, precisos, suficientes y con-
gruentes que justifican lo decidido en el punto que se ana-
liza y en la solución de la litis, ofreciendo también una re-
lación de hecho que permite apreciar que la ley fue bien 
aplicada; que, por tanto, el medio que se examina carece 
de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando, que en el desarrollo del tercero y últi-
mo medio, sostiene en resumen el recurrente, que la Cá-
mara a-qua incurrió en contradicción porque primero dijo 
que "se ha establecido que el reclamante sí era trabajador 
del patrono", y luego al analizar los alegatos del patrono 
de que Juan Reyes fue trabajador de los anteriores dueños, 
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dispensable que comprobara si los interesados en esa ope-
ración agotaron el procedimiento que establece la Ley No. 
4456, de 1956, para el traspaso de patentes; que eso era im-
perativo porque él (el recurrente) depositó el acto de ven-
ta del equipo que él compró; depositó también el acto par 
el cual la viuda Jorge había traspasado ese equipo en da-
ción en pago a los Sucesores de Marten Ellis, y el certifica-
do de patente; que el recurrente demostró así que quienes 
adquirieron de la viuda Jorge dichos equipos y maquina-
rias, fueron los Sucesores de Marten Bilis, y no el recurren-
te; que el juez tenía el deber ,y no lo hizo, de precisar en 
sus motivos, ante esa prueba como se había convencido pa-
ra llegar a admitir que Australia Domínguez Vda. Jorge 
había traspasado la lavandería al recurrente y no a los Su-
cesores de Gerardo Marten-Ellis; que el juez lo único que 
dijo fue que tales documentos eran intrascendentes; que el 
Considerando en donde eso se dijo es obscuro, deficiente, 
contradictorio e ininteligible; que por ello en el fallo im-
pugnado se ha incurrido en los vicios y violaciones denun-
ciados y debe ser casado; pero, 

Considerando, que como no se estaba en la especie dis-
cutiendo como cuestión principal, la forma cómo el recu-
rrente obtuvo la patente, en lo que hubiera podido tener 
interés algún acreedor del establecimiento comercial tras-
pasado, que es uno de los propósitos de la Ley No. 4456, 
de 1956, sino que el caso, independientemente de la forma 
como se obstuvieron la patente, estaba previsto en cuanto 
concierne a las relaciones obrero-patronales por los artícu-
los 57 y 58 del Código de Trabajo, la patente sometida era 
sólo un elemento de juicio presentado por el patrono para 
robustecer sus alegatos, pero que sopesado por los jueces 
del fondo con los otros elementos de juicio (especialmente 
el informativo) no condujeron a desvanecer la realidad de 

I;' 	lo ocurrido; que los otros dos documentos fueron pondera- 
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dos, según se expuso precedentemente a propósito del pri- 
mer medio; y, además, los jueces del fondo gozan de un po- 
der soberano de apreciación de las pruebas que se le some- 
ten, y esa apreciación no puede ser censurada en casación, 
salvo desnaturalización no establecida en la especie; pues 
el recurrente en su exposición lo que hace en definitiva es 
no compartir el criterio que el juez se formó al respecto, 
por estimar que debió ser otro, pero tal disparidad de cri- 
terio, no puede configurar el vicio de desnaturalización, ya 
que a los elementos de juicio analizados se les dio su verda-
dero sentido y alcance; que el hecho de que el recurrente 
no adquiera directamente de la viuda del primer dueño, 
sino de los Sucesores de Marten Ellis, a quien la citada viu-
da hizo el traspaso antes comentado, no le quita su condi-
ción de causahabiente del dueño de la empresa, si en he-
cho se probó que no era una empresa distinta pues tanto el 
primer comprador, como el actual, que es el recurrente, 
asumieron por efectos de la ley, las obligaciones del patro-
no con respecto a los trabajadores despedidos y no paga-
dos; que, finalmente no hay oscuridad, deficiencia ni con-
tradicción en los motivos, sino que, contrariamente a como 
lo entiende el recurrente, la Cámara a-qua ha dado en el 
fallo impugnado motivos claros, precisos, suficientes y con-
gruentes que justifican lo decidido en el punto que se ana-
liza y en la solución de la litis, ofreciendo también una re-
lación de hecho que permite apreciar que la ley fue bien 
aplicada; que, por tanto, el medio que se examina carece 
de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando, que en el desarrollo del tercero y últi-
mo medio, sostiene en resumen el recurrente, que la Cá-
mara a-qua incurrió en contradicción porque primero dijo 
que "se ha establecido que el reclamante sí era trabajador 
del patrono", y luego al analizar los alegatos del patrono 
de que Juan Reyes fue trabajador de los anteriores dueños, 
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y no suyo, dijo que "es claro que así ocurrió"; que además 
11 

en el fallo impugnado se violó el artículo 1315 del Código 
Civil, porque correspondía al demandante probar la existen-
cia del crédito que reclamaba; que, se violaron los artícu-
los 69, 84, 173 y 691 del Código de Trabajo porque en la es-

pecie se hacía necesario establecer que el recurrente era 
el patrono del trabajador recurrido y que la empresa ha-
bía sido adquirida por aquel, y esas situaciones no fueron 
comprobadas legalmente; pero, 

Considerando, que no hay contradicción alguna en afir-
mar que el trabajador demandante lo fue del primer due-
ño, y sostener que la responsabilidad de los pagos de las 
prestaciones correspondían al dueño actual, pues eso es 
una consecuencia obligada de la aplicación de los artículo 
57 y 58 del Código de Trabajo antes citados, y además, al 

exponer su pensamiento en la forma como lo hizo en ese 
punto, el juez se ajustó a la realidad de los hechos que dio 
por establecidos; que no se violó en el fallo impugnado el 
Art. 1315 del Código Civil ni los otros textos legales que ci-
ta el recurrente en este tercer medio, puesto que el examen 
de dicho fallo revela que en los Considerandos Nos. 5 y 6 
se analizan las declaraciones presentadas, y se expresa que 
"conforme a ellas" tanto el juez de primer grado como el 
de alzada, quedaron convencidos de la existencia del con-
trato y de sus modalidades, así como de la fecha del despi-
do, etc., ofreciéndose los datos y las cifras pertinentes, pun-
to éste al cual se ha referido esta Suprema Corte a propó-
sito del primer medio y también del segundo medio del re-
curso; que, finalmente, la situación referente al traspaso de 
la lavandería, es un argumento que ya había expuesto el 
recurrente y había desestimado esta Suprema Corte en los 
citados medios anteriores; que, por tanto, estos alegatos 
en que se funda el último medio del recurso, carecen tam-
bién de fundamento y deben ser desestimados"; 
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Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por José E. Nicolás Taveras, contra la 
sentencia de fecha 14 de febrero del 1973, dictada por la 
Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, cuyo dispositivo 
ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; y Se-
gundo: Condena al recurrente al pago de las costas, con dis-
tracc:ón en provecho del Dr. Bienvenido Montero de los 
Santos, abogado quien afirma haberlas avanzado en su to- 
talidad. 

(Firmados).-- Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— José A. Paniagua Mateo.— 
Manuel A. Richiez Acevedo.— Ernesto Curiel hijo, Secre- 
tario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por- los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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y no suyo, dijo que "es claro que así ocurrió"; que además 
en el fallo impugnado se violó el artículo 1315 del Código 
Civil, porque correspondía al demandante probar la existen-
cia del crédito que reclamaba; que, se violaron los artícu-
los 69, 84, 173 y 691 del Código de Trabajo porque en la es-
pecie se hacía necesario establecer que el recurrente era 
el patrono del trabajador recurrido y que la empresa ha-
bía sido adquirida por aquel, y esas situaciones no fueron 
comprobadas legalmente; pero, 

Considerando, que no hay contradicción alguna en afir-
mar que el trabajador demandante lo fue del primer due-
ño, y sostener que la responsabilidad de los pagos de las 
prestaciones correspondían al dueño actual, pues eso es 
una consecuencia obligada de la aplicación de los artículo 
57 y 58 del Código de Trabajo antes citados, y además, al 
exponer su pensamiento en la forma como lo hizo en ese 
punto, el juez se ajustó a la realidad de los hechos que dio 
por establecidos; que no se violó en el fallo impugnado el 
Art. 1315 del Código Civil ni los otros textos legales que ci-
ta el recurrente en este tercer medio, puesto que el examen 
de dicho fallo revela que en los Considerandos Nos. 5 y 6 
se analizan las declaraciones presentadas, y se expresa que 
"conforme a ellas" tanto el juez de primer grado como el 
de alzada, quedaron convencidos de la existencia del con-
trato y de . sus modalidades, así como de la fecha del despi-
do, etc., ofreciéndose los datos y las cifras pertinentes, pun-
to éste al cual se ha referido esta Suprema Corte a propó-
sito del primer medio y también del segundo medio del re-
curso; que, finalmente, la situación referente al traspaso de 
la lavandería, es un argumento que ya había expuesto el 
recurrente y había desestimado esta Suprema Corte en los 
citados medios anteriores; que, por tanto, estos alegatos 
en que se funda el último medio del recurso, carecen tam-
bién de fundamento y deben ser desestimados"; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por José E. Nicolás Taveras, contra la 
sentencia de fecha 14 de febrero del 1973, dictada por la 
Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, cuyo dispositivo 
ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; y Se-
gundo: Condena al recurrente al pago de las costas, con dis-
tracción en provecho del Dr. Bienvenido Montero de los 
Santos, abogado quien afirma haberlas avanzado en su to- 
talidad. 

(Firmados).— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.-- José A. Paniagua Mateo.— 
Manuel A. Richiez Acevedo.-- Ernesto Curiel hijo, Secre- 
tario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por-los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 



3554 	 BOLETIN JUDICIAL BOLETIN JUDICIAL 	 3555 

SENTENCIA DE FECHA 21 DE NOVIEMBRE DEL 1973. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha 

21 de Junio de 1972. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Ramón María Alvarez y compartes. 

Abogado: Dr. Luis A. Bircann Rojas. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar, José A. Paniagua Ma-
teo y Manuel A. Richiez Acevedo, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 21 del mes de noviembre del año 1973, años 130' de la 
Independencia y 111' de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Ramón 
María Alvarez, dominicano, mayor de edad, soltero, chó-
fer, domiciliado en La Jaiba, sección de Luperón, cédula 
No. 6262, serie 40; Fernando Arturo Amaro, dominicano, 
domiciliado en la casa No. 17 de la calle 19 de marzo dé la  

ciudad de Santiago; y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., 
domiciliada en la ciudad de Santo D..mingo de Guzmán, 
contra la sentencia dictada en sus atribuciones correccona-
les, por la Corte de Apelación de Santiago, en fecha 21 de 
junio de 1972, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Félix Brito Mata, cédula No. 29194, serie 
47, en la lectura de sus conclusiones, en representaéón del 
Dr. Luis A. Bircán Rojas, cédula No. 43324, serie 31, abo-
gado de los recurrentes; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua el día 21 de junio de 1972, a 
requerimiento del abogado Dr. Héctor Valenzuela R., en 
representación de los recurrentes, acta en la cual no se pro-
pone contra la sentencia impugnada ningún medro deter-
minado de casación; 

Visto el memorial de los recurrentes, suscrito por su 
abogado y depositado en la Secretaría de la Suprema Cor-
te de Justicia, el .  día 19 de octubre de 1973, memorial en 
que se proponen contra la sentencia impugnada, los medios 
de casación que luego se indican; 

Visto el escrito de ampliación de los recurrentes, fir-
mado por su abogado; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes que se mencionan más adelante, y los artículos 1, 
20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE NOVIEMBRE DEL 1973. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Ramón Maria Alvarez y compartes. 

Abogado: Dr. Luis A. Bircann Rojas. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar, José A. Paniagua Ma-
teo y Manuel A. Richiez Acevedo, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 21 del mes de noviembre del año 1973, años 130' de la 
Independencia y 111' de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Ramón 
María Alvarez, dominicano, mayor de edad, soltero, chó-
fer, domiciliado en La Jaiba, sección de Luperón, cédula. 
No. 6262, serie 40; Fernando Arturo Amaro, dominicano, 
domiciliado en la casa No. 17 de la calle 19 de marzo de' la  

ciudad de Santiago; y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., 
domiciliada en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
contra la sentencia dictada en sus atribuciones correcc . ona-
les, por la Corte de Apelación de Santiago, en fecha 21 de 
junio de 1972, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Félix Brito Mata, cédula No. 29194, serie 
47, en la lectura de sus conclusiones, en representación del 
Dr. Luis A. Bircán Rojas, cédula No. 43324, serie 31, abo-
gado de los recurrentes; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua el día 21 de junio de 1972, a 
requerimiento del abogado Dr. Héctor Valenzuela R., en 
representación de los recurrentes, acta en la cual no se pro-
pone contra la sentencia impugnada ningún medro deter-
minado de casación; 

Visto el memorial de los recurrentes, suscrito por su 
abogado y depositado en la Secretaría de la Suprema Cor-
te de Justicia, el' día 19 de octubre de 1973, memorial en 
que se proponen contra la sentencia impugnada, los medios 
de casación que luego se indican; 

Visto el escrito de ampliacIón de los recurrentes, fir-
mado por su abogado; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes que se mencionan más adelante, y los artículos 1, 
20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha 

21 de Junio de 1972. 
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Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de la colisión de un Jeep en marcha, contra un camión 
estacionado, en que perdió la vida el chófer del Jeep, la 
Primera Cámara Penal del Distrito Judicial de Santiago, 
apoderada del caso, dictó en sus atribuciones correcciona-
les, en fecha 7 de octubre de 1971, una sentencia cuyo dis-
positivo figura inserto en el del fallo ahora impugnado; bl 
que sobre el recurso de la parte civil constituida, intervino 
la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el si-
guiente: "FALLA: PRIMERO: Declara bueno y válido en 
cuanto a la forma, el recurso de apelación interpuesto por 
el Dr. José Ramia Yapur, a nombre y representación de la 
señora Mercedes Marte Vda. Núñez, parte civil constituida, 
contra sentencia dictada en fecha 7 de octubre del 1971. 
por la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera ins-
tancia del Distrito Judicial de Santiago, cuyo dispositivo 
copiado textualmente es el siguiente: 'Falla: Primero: De-
clara al nombrado Ramón María Alvarez, de generales qué 
consan, No Culpable, del delito de Violación a la Ley 241 
(sobre Tránsito de Vehículo de Motor), en perjuicio de.1 que 
en vida se llamó Miguel Alfonso Núñez, hecho puesto a su 
cargo, en consecuencia lo Descarga de toda responsabilidad 
penal, por no haberlo cometido; Segundo: Declara buena 
y válida, en cuanto a la forma, la constitución en parte ci-
vil hecha en aucl'encia por la señora Mercedes Marte Viu-
da Núñez, por conducto de sus abogados Dres. José Ramón 
Yapur y Jaime Cruz Tejada, en contra de Fernando Artu-
ro Amaro, persona civilmente responsable y la Compañía 
Nacional de Seguros "Pepín, S. A.", y en cuanto al fondo 
la Rechaza por improcedente y mal fundada; Tercero: De-
clara las costas de oficio'; SEGUNDO: Confirma el ordinal 
segundo de la sentencia apelada en cuanto a que declaró 
buena y válida en la constitución en parte civil hecha por 
la señora Mercedes Marte Vda. Núñez, por conducto de sus 
abogados Dres. José Ram'a Yapur y Jaime Cruz Tejada, 
contra el señor Fernando Arturo Amaro, persona civilmen- 

te responsable y la Compañía de Seguros "Seguros Pepín", 
S. A., y en cuanto al fondo revoca dicho ordinal y como 
consecuencia Condena al señor Fernando Arturo Amaro, en 
su expresada calidad, a pagar en favor de la señora Merce-
des Marte Vda. Núñez una indemnización de RD$3,000.00 
(Tres Mil Pesos Oro Dominicano) como justa reparación 
por los daños y perjuicios morales y materiales experimen-
tados por ella, como consecuencia de la muerte de su espo-
so Miguel Alfonso Núñez, en el accidente en cuestión y por 
considerar este tribunal, contrariamente a como lo conside-
ró el Juez a-quo, que el accidente se debi óa las faltas por 
igual del prevenido y de la víctima y por corresponder di-
cha indemnización al 50(, -  (Cincuenta por Ciento) de la in-
demnización total a que hubiera tenido derecho la parte ci-
vil constituida de no haber cometido falta la víctima; TER-
CERO: Condena al señor Fernando Aruro Amaro al pago 
de los intereses de la suma impuesta, a partir de la fecha 
de la demanda en justicia y a título de indemnización su-
plementaria; CUARTO: Declara esta sentencia común y 
oponible a la compañía de seguros "Seguros Pepín", S. A., 
en su condición de entidad aseguradora de la responsabili-
dad civil del señor Fernando Arturo Amaro; QUINTO: Con-
dena al señor Fernando Arturo Amaro y la compañía de 
seguros "Seguros Pepín", S. A., al pago de las costas civi-
les del procedimiento y ordena su distracción en provecho 
de los Dres. Clyde Eugenio Rosario, Jaime Cruz Tejada y 
Julián Ramia Yapur, quienes afirman haberlas avanzado 
en su totalidad"; 

Considerando, que en su memorial, los recurrentes pro-
ponen contra la sentencia impugnada los siguientes medios 
de casación; Primer Medio: Mala aplicación del artículo 49, 
párrafo I de la Ley No. 241; Segundo Medio: Desnaturali-
zación de los hechos y falta de motivos en la aplicación de 
los artículos 1382, 1383 y 1384 del Código Civil; Tercer Me-
dio: Falta de motivos; carencia de base legal sobre la peti-
ción de que se rechazará la constitución en parte civil; 
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Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: al que con moti-
vo de la colisión de un Jeep en marcha, contra un camión 
estacionado, en que perdió la vida el chófer del Jeep, la 
Primera Cámara Penal del Distrito Judicial de Santiago, 
apoderada del caso, dictó en sus atribuciones correcciona-
les, en fecha 7 de octubre de 1971, una sentencia cuyo dis-
positivo figura inserto en el del fallo ahora impugnado; b) 
que sobre el recurso de la parte civil constituida, intervino 
la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el si-
guiente: "FALLA: PRIMERO: Declara bueno y válido .en 
cuanto a la forma, el recurso de apelación interpuesto por 

el Dr. José Ramia Yapur, a nombre y representación de la 
señora Mercedes Marte Vda. Núñez, parte civil constituida, 
contra sentencia dictada en fecha 7 de octubre del 1971, 
por la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera ins-
tancia del Distrito Judicial de Santiago, cuyo dispositivo 
copiado textualmente es el siguiente: 'Falla: Primero: De-
clara al nombrado Ramón María Alvarez, de generales qué 
consan, No Culpable, del delito de Violación a la Ley 241 
(sobre Tránsito de Vehículo de Motor), en perjuicio del que 
en vida se llamó Miguel Alfonso Núñez, hecho puesto a su 
cargo, en consecuencia lo Descarga de toda responsabilidad 
penal, por no haberlo cometido; Segundo: Declara buena 
y válida, en cuanto a la forma, la constitución en parte ci-
vil hecha en audiencia por la señora Mercedes Marte Viu-
da Núñez, por conducto de sus abogados Dres. José Ramón 
Yapur y Jaime Cruz Tejada, en contra de Fernando Artu-
ro Amaro, persona civilmente responsable y la Compañía 
Nacional de Seguros "Pepín, S. A.", y en cuanto al fondo 
la Rechaza por improcedente y mal fundada; Tercero: De-
clara las costas de oficio'; SEGUNDO: Confirma el ordinal 
segundo de la sentencia apelada en cuanto a que declaró 
buena y válida en la constitución en parte civil hecha por 
la señora Mercedes Marte Vda. Núñez, por conducto de sus 
abogados Dres. José Ram;a. Yapur y Jaime Cruz Tejada, 
contra el señor Fernando Arturo Amaro, persona civilmen- 

te responsable y la Compañía de Seguros "Seguros Pepín - , 
S. A., y en cuanto al fondo revoca dicho ordinal y como 
consecuencia Condena al señor Fernando Arturo Amaro, en 
su expresada calidad, a pagar en favor de la señora Merce-
des Marte Vda. Núñez una indemnización de RD$3,000.00 
(Tres Mil Pesos Oro Dominicano) como justa reparación 
por los daños y perjuicios morales y materiales experimen-
tados por ella, como consecuencia de la muerte de su espo-
so Miguel Alfonso Núñez, en el accidente en cuestión y por 
considerar este tribunal, contrariamente a corno lo conside-
ró el Juez a -quo, que el accidente se debi óa las faltas por 
igual del prevenido y de la víctima y por corresponder di-
cha indemnización al 50`j (Cincuenta por Ciento) de la in-
demnización total a que hubiera tenido derecho la parte ci-
vil constituida de no haber cometido falta la víctima; TER-
CERO: Condena al señor Fernando Aruro Amaro al pago 
de los intereses de la suma impuesta, a partir de la fecha 
de la demanda en justicia y a título de indemnización su-
plementaria; CUARTO: Declara esta sentencia común y 
oponible a la compañía de seguros "Seguros Pepín", S. A., 
en su condición de entidad aseguradora de la responsabili-
dad civil del señor Fernando Arturo Amaro; QUINTO: Con-
dena al señor Fernando Arturo Amaro y la compañía de 
seguros "Seguros Pepín", S. A., al pago de las costas civi-
les del procedimiento y ordena su distracción en provecho 
de los Dres. Clyde Eugenio Rosario, Jaime Cruz Tejada y 
Julián Ramia Yapur, quienes afirman haberlas avanzado 
en su totalidad"; 

Considerando, que en su memorial, los recurrentes pro-
ponen contra la sentencia impugnada los siguientes medios 
de casación; Primer Medio: Mala aplicación del artículo 49, 
párrafo I de la Ley No. 241; Segundo Medio: Desnaturali-
zación de los hechos y falta de motivos en la aplicación de 
los artículos 1382, 1383 y 1384 del Código Civil; Tercer Me-
dio: Falta de motivos; carencia de base legal sobre la peti-
ción de que se rechazará la constitución en parte civil; 
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Considerando, que en los medios primero y segundo 
de casación, reun dos, los recurrentes alegan en síntesis, 
que el accidente en que perdió la vida Miguel Alfonso Nú-
ñez, se produjo porque este manejando un Jeep a exceso 
de ve!ocidad, se estrelló contra el camión de Fernando A. 
Amaro, que había sido estacionado a su izquierda por el chó-
fer Alvarez; que si estacionar a su izquierda es una contra-
vención a la Ley de Tránsito, ese hecho en la especie, no 
fue la causa generadora del accidente, pues aún cuando hu-
biera estacionado en el mismo lugar, pero a su derecha, el 
accidente se hubiera prcducido, ya que la excusa eficiente 
del mismo, fue la imprudencia del chófer del Jeep que a 
exceso de velocidad, se desvió hacia su izquierda y chocó 
contra el camión; que la Corte a-qua admitió la culpabili-
dad del chófer Alvarez, sin dar ningún motivo justif cativo 
de la incidencia de ese estacionamiento irregular, en la 
causalidad del accidente; que al fallar de ese modo y al aco-
ger la demanda civil contra Fernando A. Amaro, y la Segu-
ros Pepín, S. A., la Corte a-qua incurrió en la sentenc:a im-
pugnada, en los vicios y violaciones denunciados; 

Ccnsiderando, que el examen del fallo impugnado po-
n' de manif esto que la Corte a-qua para declarar la culpa-
bilidad del chófer Alvarez expuso en resumen, lo siguiente: 
que las causas eficientes y determinantes del accidente 
fueron las "imprudencias proporcionalemente iguales" co-
uieLluas por Alvarez al estacionar el camión a su izquierda, 
y la c-metida por la víctima Núñez, al manejar el Jeep a 
una velocidad excesiva dentro de la zona urbana"; . 

Considerando, que como sé advierte la Corte a-qua no 
da motivo alguno justificativo de la incidencia del estacio-
namiento irregular en la causa generadora del accidente, 
máxime en la especie, cuando la propia Corte establece que 
Núñez manejaba el Jeep a exceso de velocidad en la zona 
urbana, falta grave que eventualmente podría ser aprecia-
da por su preponderancia, como la causa realmente eficien- 

te del accidente; que, en consecuencia, la sentencia impug- 
nada debe ser casada por falta de motivos y de base legal, 
sin que fuese necesario ponderar el otro medio del recurso; 

Considerando, que cuando una sentencia es casada por 
falta e insuficiencia de motivos, las costas pueden ser com-
pensadas; 

Por tales motivos: Primero: Casa la sentencia dictada 
en sus atribuciones correccionales por la Corte de Apela-
ción de Santiago, en fecha 21 de junio de 1972, cuyo dis-
positivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo; 
y envía el asunto por ante la Corte de Apelación de La Ve-
ga, en esas mismas atribuciones; y Segundo: Compensa las 
costas entre las partes. 

Firmados.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— José A. 
Paniagua Mateo.— Manuel A. Richiez Acevedo.— Ernesto 
Curiel hijo, Seecretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por ols 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. Fdo. Ernesto Curiel hijo. 
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Considerando, que en los medios primero y segundo 
de casación, reun dos, los recurrentes alegan en síntesis, 
que el accidente en que perdió la vida Miguel Alfonso Nú-
ñez, se produjo porque este manejando un Jeep a exceso 
d2. velocidad, se estrelló contra el camión de Fernando A. 
Amaro, que había s'do estacionado a su izquierda por el chó-
fer Alvarez; que si estacionar a su izquierda es una contra-
vención a la Ley de Tráns:to, ese hecho en la especie, no 
fue la causa generadora del accidente, pues aún cuando hu-
biera estacionado en el mismo lugar, pero a su derecha, el 
accidente se hubiera producido, ya que la excusa eficiente 
del mismo, fue la imprudencia del chófer del Jeep que a 
exceso de velocidad, se desvió hacia su izquierda y choca 
contra el camión; que la Corte a-qua admitió la culpabili-
dad del chófer Alvarez, sin dar ningún motivo justif cativo 
de la incidencia de ese estacionamiento irregular, en la 
causalidad del accidente; que al fallar de ese modo y al aco-
ger la demanda civil contra Fernando A. Amaro, y la Segu-
ros Pepín, S. A., la Corte a-qua incurrió en la sentenc:a im-
pugnada, en los vicios y violaciones denunciados; 

Ccnsiderando, que el examen del fallo impugnado po-
n-1 de manif esto que la Corte a-qua para declarar la culpa-
bilidad del chófer Alvarez expuso en resumen, lo siguiente: 
que las causas efic'entes y determinantes del accidente 
fueron las "imprudencias proporcionalemente iguales" co-
uieuuas por Alvarez al estacionar el camión a su izquierda, 
y la c-metida por la víctima Núñez, al manejar el Jeep a 
una velocidad excesiva dentro de lá zona urbana"; 

Considerando, que como sé advierte la Corte a-qua no 
da mot"vo alguno justificativo de la incidencia del estacio-
namiento irregular en la causa generadora del accidente, 
máxime en la especie, cuando la propia Corte establece que 
Núñez manejaba el Jeep a exceso de velocidad en la zona 
urbana, falta grave que eventualmente podría ser aprecia-
da por su preponderancia, como la causa realmente eficien- 

te del accidente; que, en consecuencia, la sentencia impug- 
nada debe ser casada por falta de motivos y de base legal, 
sin que fuese necesario ponderar el otro medio del recurso; 

Considerando, que cuando una sentencia es casada por 
falta e insuficiencia de motivos, las costas pueden ser com-
pensadas; 

Por tales motivos: Primero: Casa la sentencia dictada 
en sus atribuciones correccionales por la Corte de Apela-
ción de Santiago, en fecha 21 de junio de 1972, cuyo dis-
positivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo; 
y envía el asunto por ante la Corte de Apelación de La Ve-
ga, en esas mismas atribuciones; y Segundo: Compensa las 
costas entre las partes. 

Firmados.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— José A. 
Paniagua Mateo.— Manuel A. Richiez Acevedo.— Ernesto 
Curiel hijo, Seecretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por ols 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publ'cada por mí, Secretario General, que 
certifico. Fdo. Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE NOVIEMBRE DEL 1973. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo de 
fecha 10 de septiembre de 1971. 

Materia: Correccional. 

It'currente: Gumersindo Calderón y compartes. 
Abogado: Dr. Juan J. Sánchez. 

Interviniente: Rosa Ramos. 
Abogado: Manuel Ferreras Pérez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Pr mer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bauista Rojas Almánzar, José A. Paniagua y 
Manuel A. Richiez Acevedo, asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad 
de Santo Domingo de Guzmán, Ustrito Nacional, hoy día 
21 de noviembre de 1973, años 130' de la Independencia y 
111' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

S - bre los recursos de casación interpuestos por Gumer-
sindo Calderón, dominicano, mayor de edad, casado, conta- 

dor público autorizado, cédula No. 13998, serie 27, la Com-
pañía Dominicana de Seguros, C. por A., Sócrates Manuel 
Deñó, dominicano, mayor de edad, casado, vendedor, domi-
ciliado en la casa No. 74 de la calle Paraguay de esta ciu-
dad, cédula No. 6113, serie 14, y la Compañía de Seguros 
San Rafael, C. por A., contra la sentencia dictada por la 
Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus atribuciones 
correccionales, el 10 de septiembre de 1971, cuyo dispositi-
vo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turino en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Manuel Ferrera Pérez, cédula No. 58913, 
serie 1ra., por sí y en representación de los Dres. A. San-
dino González de León, cédula » No. 57749, serie lra., y A. 
Bienvenido Figuereo Méndez, cédula No. 12406, serie 12, 
abogados de la interviniente, que es Rosa Ramos, domini-
cana, mayor de edad, soltera, de quehaceres del hogar, cé-
dula No. 84815, serie lra., domiciliada en la casa No. 216 
de la calle Moca de esta ciudad, en la lectura de sus con-
clusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua el 20 de septiembre de 1971, 
a requerimiento del abogado Lic. Digno Sánchez, en repre-
sentac . ón de los recurrentes, Gumersindo Calderón y la 
Compañía Dominicana de Seguros, C. por A.; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
Scretaría de la Corte a-qua el 21 de septiembre de 1971, a 
requerimiento de los Doctores Rafael Cabrera Hernández 
y Víctor Ruiz, en representación de los recurrentes Sócra-
tes Manuel Deñó y la Compañía de Seguros San Rafael, C. 
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por A., en la cual no se propone ningún medio determina-
do de casación; 

Visto el memorial suscrito el 19 de octubre de 1973, 
por -el Dr. Juan J. Sánchez A., cédula No. 13030, ser:e 10, 
abogado de los recurrentes Gumersindo Calderón y la Com-
pañía Dominicana de Seguros, C. por A., en el cual se pro-
ponen los medios que se indican más adelante; 

Visto el escrito firmado el 23 de octubre de 1973, por 
los Dres. Manuel Ferreras Pérez, y A. Sandino González 
de León, abogados de la interviniente, Rosa Ramos; 

Visto el escrito de ampliación de la interviniente fir-
mado por sus abogados Manuel Ferreras Pérez, A. Sandino 
González de León y Bienvenido Figuereo Mández; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos mencionados por los recu-
rrentes en su memorial; y 49 inciso e) de la Ley 241, sobre 
Tránsito de Vehículos de 1967; 1383 del Código Civil; 192 
del Código de Procedimiento Criminal; 1 y 10 de la Ley 
4117, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor de 
1955; y 1, 20, 43 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
con motivo de un accidente automovilístico en que resulta-
ron dos personas con lesiones corporales, la Segunda Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional dictó el 31 de julio de 1970 una sentencia cuyo 
dispositivo se copia más adelante; b) que sobre los recursos 
interpuestos intervino la sentencia ahora impugnada en ca-
sación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Ad-
mite, por regulares en la forma los recursos de apelación 
de los prevenidos Gumersindo Calderón y Sócrates Manuel 

Deñó Figuereo, en sus respectivas dobles calidades de pre-
venidos p persona civilmente responsable, y por la Compa-
ñía Aseguradora Dominicana de Seguros, C. por A., (Se-
domca y San Rafael, C. por A., en sus respectivas calidades 
de aseguradoras de los vehículos respectivamente conduci-
dos el día del accidente, por Gumersindo Calderón y Sócra-
tes Manuel Deñó Figuereo, recursos de apelación deduci-
dos todos contra la sentencia d ctada en sus atribuciones 
correccionales y en fecha 31 del mes de julio del 1970, por 
la Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice así: 
`Falla: Primero: Declara a los señores Gumersindo Calde-
rón y Sócrates Manuel Deñó Figuereo, culpables de viola-
ción al art. 65 de la Ley No. 241, de Tránsito de Vehículos 
en perjuicio de la Sra. Rosa Ramos, y en consecuencia los 
condena a conforme al inciso c) del art. 49, de la misma ley, 
al señor Gumersindo Calderón, al pago de una multa de RD$ 
10.00 (Diez Pesos Oro), y al señor Sócrates Manuel Deñó 
Figuereo, al pago de una multa de RD$25.00 (Veinticinco 
Pesos Oro), así como a ambos al pago de las costas penales 
del proceso, acogendo en su favor circunstancias atenuan-
tes; Segundo: Declara regular y válida en cuanto a la for-
ma la const tución en parte civil formulada en audiencia 
por la Sra. Rosa Ramos, por órgano de sus abogados cons-
tituídos Manuel Ferreras Pérez y A. Sandino González y 
Denny Abel Duval Feliz, en contra de los señores Gumer-
sindo Calderón y Sócrates Deño, con oponibilidad a la sen-
tencia a interven'r en contra de las compañías asegurado-
ras Compañías de Seguros San Rafael, C. por A., y Domini-
cana de Seguros, C. por A. (Sadomca), como entidades ase-
guradoras de los vehículos causantes del accidente al mo-
mento de producirse el mismo, por haber s'do hecho con-
forme al art. 3 del Código de Procedimiento Criminal; Ter-
nero: En cuanto al fondo de dicha constitución en parte ci-
vil Condena al señor Sócrates Manuel Deñó Figuereo, al 
pago de una indemnizaCión de RD$2,000 00 oro y al señor 
Gumersindo Calderón al pago de una indemnización de 
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cana de Seguros, C. por A. (Sadomca), como entidades ase-
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RD$300.00 ambas indemnizaciones a favor de la señora Ro-
sa Ramos, como justa reparación por los daños morales y 
materiales por ésta sufridos a consecuencia del aludido ac-
cidente; Cuarto: Condena a los señores Gumersindo Calde-
rón, y a Sócrates Deñó Figuereo, al pago de las costas ci-
viles con distracción de las mismas en favor de los Dres. 
Manuel Ferreras Pérez A. Sandno González y Dennys Abel 
Duval Féliz, quienes afirman estarlas avanzando en su ma-
yor parte; Quinto: Declara regular y válido en cuanto a la 
forma la constitución en parte civil formulada en audien-
cia por el Sr. Sócrates Manuel Deñó Figuereo, por órgano 
de sus abogados constituídos Rafael Cabrera Hernández y 
Víctor A. Ruiz, en contra del señor Gumersindo Calderón, 
con oponiblidad a la sentencia a intervenir en contra de la 
Compañía de Seguros Dominicana de Seguros, C. por A., 
(Se-donan.), por ser la entidad aseguradora del vehículo pro-
piedad del señor Gumersindo Calderón, al momento de pro-
ducirse el accidente, por haber sido formulada conforme al 
artí 3 del Código de Procedimiento Criminal; Sexto: En 
cuanto al fondo Rechaza dicha constitución en parte civil 
por improcedente y mal fundada; condena a la parte civil 
constituida, al pago de las costas civiles con distracción de 
las mismas en favor del Dr. Pedro Flores Ortiz, quien afir-
ma haberlas avanzado en su mayor parte; Séptimo: Decla-
ra y Ordena que esta sentencia le sea Oponible en cuanto 
al señor Gumersindo Calderón, se refiere a la Compañía 
San Rafael, C. por A., en cuanto a Sócrates Manuel Deñó 
Figuereo, en cuanto al aspecto civil de esta sentencia por 
ser la entidades aseguradoras de los vehículos causantes 
del accidente'; SEGUNDO: Declara inadmisible el recurso 
de apelación interpuesto por el prevenido Sócrates Manuel 
Deñó Fíguereo, en su cardad parte civil constituída ,con-
tra el prevenido Gumersindo Calderón y la Compañía Do-
minicana de Seguros, C. por A., (Sedomca), por haber sido 
juzgado el caso en última instancia, en razón de haber cu-
rado las lesiones por él recibidas en el accidente, antes de 
diez (10) días; TERCERO: Modifica el ordinal tercero de la 

sentencia apelada en el sentido de reducir a Un Mil Pesos 
Oro (RD$1,000.00) la indemnización puesta a cargo de Só-
crates Manuel Deñó Figuereo por considerarla la Corte jus-
ta y equitativa y que guarda relación co nel daño, tenien-
do en cuenta que el co-prevenido Gumersindo Valderón, 
contribuyó con su falta a la ocurrencia del accidente; CUAR-
TO: Confirma la sentencia recurrida en sus demás puntos 
apelados; QUINTO: Condena a los co-prevenidos a lpago de 
las costas penales y a éstos y a las entidades aseguradoras 
de los respectivos vehículos que participaron en el acciden-
te al pago de las costas civiles con distracción de las últi-
mas en provecho de los Dres. Manuel Ferreras Pérez y A. 
Sandino González abogados que han afirmado haberlas 
avanzado en su totalidad; SEXTO: Condena al nombrado 
Sócrates Manuel Deñó Figuereo parte civil sucumbiente 
frente del coprevenido Gumersindo Calderón, y de la Com-
pañía Dominicana de Seguros, C. por A., (Sedomca), al pa-
go de las costas, con distracción en provecho de los Dres. 
Pedro Flores Ortiz, y José Rijo, abogados que afirman ha-
berlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando, que los recurrentes Gumersindo Calde-
rón y la Compañía Dominicana de Seguros proponen en su 
memorial los siguientes medios de casación: Primer Medio: 
Violación del artículo 141 del Código de Procedimiento Ci-
vil. Falta de motivos en cuanto se silencia cómo ocurrie-
ron los hechos y cuál fue el comportamiento de los copre-
venidos en el caso. Falta de base legal; Segundo Medio: 
Falsa aplicación del artículo 74 inciso b), Ley No. 241, 
cuando en el caso, según los testimonios producidos, debió 
aplicarse el inciso a) de dicho artículo. Falta de motivos 
en cuanto se silencia la declaración de los testigos. Falta 
de base legal; Tercer Medio: Contradicción de motivos en-
tre las sentencias del Primer y Segundo Grados. Falta de 
base legal; 

Considerando, que independientemente de los medios 
propuestos, procede previamente examinar el fallo impug- 
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avanzado en su totalidad; SEXTO: Condena al nombrado 
Sócrates Manuel Deñó Figuereo parte civil sucumbiente 
frente del coprevenido Gumersindo Calderón, y de la Com-
pañía Dominicana de Seguros, C. por A., (Sedomca), al pa-
go de las costas, con distracción en provecho de los Dres. 
Pedro Flores Ortiz, y José Rijo, abogados que afirman ha-
berlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando, que los recurrentes Gumersindo Calde-
rón y la Compañía Dominicana de Seguros proponen en su 
memorial los siguientes medios de casación: Primer Medio: 
Violación del artículo 141 del Código de Procedimiento Ci-
vil. Falta de motivos en cuanto se silencia cómo ocurrie-
ron los hechos y cuál fue el comportamiento de los copre-
venidos en el caso. Falta de base legal; Segundo Medio: 
Falsa aplicación del artículo 74 inciso b), Ley No. 241, 
cuando en el caso, según los testimonios producidos, debió 
aplicarse el inciso a) de dicho artículo. Falta de motivos 
en cuanto se silencia la declaración de los testigos. Falta 
de base legal; Tercer Medio: Contradicción de motivos en-
tre las sentencias del Primer y Segundo Grados. Falta de 
base legal; 

Considerando, que independientemente de los medios 
propuestos, procede previamente examinar el fallo impug- 
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nado en lo que concierne a lo decidido por la Corte a-qua 
en lo atinente a la apelación del prevenido Sócrates Ma-
nual Deñó que, en cuanto a él, lo fallado por el Juez a pri-
mera instancia lo fue en instancia única porque las heri-
das recibidas por él, y las que servían de base a su recla-

' mación civil, curaron en menos de diez días; 

Considerando, que, cuando ocurre un accidente auto-
movilístico en el cual resultan personas lesionadas corpo-
ralmente, y esas lesiones tienen distinta gravedad, basta 
que las heridas de una de ellas sea curable en un lapso de 
diez días o más, para que el Juzgado de Pr mera Instancia 
sea competente en primer grado para conocer del asunto, 
pues lo contrario conduciría a bifurcar el expediente (que 
en el fondo es uno solo, pues se trata de un mismo hecho) 
y hacer que se ventile en jurisdicc'ones distintas el mismo 
proceso, unas veces para juzgar al prevenido, o a los pre-
venidos ante el Juzgado de Paz, s' las heridas son curables 
antes de los diez días, y otras veces, en lo que concierne a 
los otros lesionados, para que se juzgue otra vez a esas mis-
mas personas, por el mismo hecho, ante el Juzgado de Pri-
mera Instancia, lo que, además de trastornador para una 
buena administrac'ón de justicia, implicaría un desconoci-
m'ento de la indivisibilidad del caso; que, por todo ello es 
evidente que al declarar la Corte a-qua que era inadmisi-
ble la apelación del actual recurrente, Sócrates Manuel De-
ñó Figuereo, en cuanto a su interés frente a Gumers;ndo 
Calderón, porque las heridas de aquel curaron antes de 
diez días, violó las reglas de su competencia por desconoci-
miento de la indivisibilidad del proceso; 

Considerando, que por todo lo expuesto precedente-
mente, la sentencia impugnada debe ser casada; casación 
ésta que aprovecha en el presente caso a todos los recurren-
tes, pues siendo el hecho indivisible según se dijo antes, lo 
que se decida sobre uno de los prevenidos en cuanto a su 
culpabilidad podía eventualmente aprovechar o no al otro  

prevenido, y por vía de consecuencia a los respectivos co-
mitentes y a las respectivas compañías aseguradoras; 

Considerando, que en cuanto a las costas penales, és-
tas deben ser declaradas de oficio; y las civiles deben ser 
compensadas, al tenor del artículo 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación, ya que la sentencia impugnada se 
casa por violación de reglas procesales a cargo de los Jue-
ces y, además, por motivos suscitados por esta Suprema 
Corte; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Rosa Ramos; Segundo: Casa en todas sus partes la sen-
tencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Domin-
go en fecha 10 de septiembre de 1971, en sus atribuciones 
correccionales, cuyo d'spositivo se copia en parte anterior 
del presente fallo; y envía el asunto por ante la Corte de 
Apelación de San Cristóbal; Tercero: Declara las costas pe-
nales de oficio y compensa las civiles. 

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Bergés 
Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez 
Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— José A. Pa-
niagua.— Manuel A. R:chiez Acevedo.— Ernesto Curiel hi-
jo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE NOVIEMBRE DEL 1973. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Ma-
corís de fecha 10 de Noviembre de 1972. 

Materia: Correccional. 

Recurrentes: Nelson de Jesús Cordero y Compañía de Seguros San. 

Rafael, C. por A. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por les Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio 
Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas 
Almánzar y José A. Pan'agua Mateo, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, 
hoy día 21 de noviembre del 1973, años 130' de la Indepen-
dencia y 111' de la Restauración, dicta en audiencia públi-
ca, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Nel-
son de Jesús Cordero, dominicano, mayor de edad, cédula 
26769 serie 26, domiciliado y residente en la avenida San-
ta Rosa No. 43 de la ciudad de La Romana; y la Compañía 
de Seguros San Rafael C .por A. con domicilio en la casa 
No. 35 de la calle Leopoldo Navarro de esta ciudad, contra 
la sentencia dictada en fecha 10 de noviembre de 1972, por  

la Corte de Apelac'ón de San Pedro de Macorís, en sus atri-
bucciones correccionales, con el dispositivo siguiente: "FA-
LLA: PRIMERO: Adm te como regular y válida, en cuan-
to a la forma, el recurso de apelac ón interpuesto por el 
Doctor José Chahín M., a nombre y en representación de 
Nelson de Jesús Cordero y la San Rafael, C. por A., persona 
civilmente responsable y entidad aseguradora puestas en 
causa, respectivamente, contra sentencia dictada, en atri-
buciones correccionales y en fecha 15 de noviembre de 
1971, por el Juzgado de Primera Instancia del Distr to Ju-
dic!al de El Seibo, relativa al expediente a cargo de Isidro 
Acosta, por violación a la Ley No. 241 de tránsito de ve-
hículos de motor, en perjuicio de Gevalín Elva.— SEGUN-
DO: Ccnfirma la referida sentencia recurrida, en cuanto 
al aspecto civil se refiere.— TERCERO: RatifIca el defec-
to pronunciado en la aud'encia celebrada por esta Corte, en 
fecha 6 de octubre de 1972, contra el inculpado Isidro Acos-
ta, por falta de comparecer, no obstante haber sido legal-
mente citado.— CUARTO: Condena a los recurrentes Nel-
son de Jesús Cordero y la San Rafael, C. por A., al pago de 
las costas civiles, con d'stracción de las mismas en prove-
cho del Doctor Manuel A. Nolasco Guzmán, por afirmar ha-
berlas avanzado en su totalidad"; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de los recursos de casación levantada en 
la Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 22 de diciembre de 
1972, a requerimiento del Dr. Luis Silvestre N na Mota, 
cédula 22098 serie 23, en representación de los recurrentes 
Nelson de Jesús Cordero, persona puesta en causa como ci-
vilmente responsable y la San Rafael C. por A., compañía 
aseguradora, acta en la cual no se expone ningún medio de-
terminado de casación; 
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La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la ley sobre Pro-. 
cedimiento de Casación; 

Considerando, que procede declarar la nulidad de es-
tos recursos, en vista de que los recurrentes no han expues-
to los medios en que se fundan según lo exige a pena de nu-
lidad para todo recurrente que no sea el prevenido, el ar-
tículo 37 de la ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la especie no procede estatuir 
acerca de las costas, en razón de que la parte adversa no ha 
hecho pedimento alguno al respecto; 

Por tales motivos, Unice: Declara nulos los recursos de 
casación interpuestos por Nelson de Jesús Cordero y la 
Compañía de Seguros San Rafael C. por A., contra la sen-
tencia dictada en fecha 10 de diciembre de 1972, por la Cor-
te de Apelación de San Pedro de Macorís, en sus atribucio-
nes correccionales, cuyo dispositivo se ha copiado en parte 
anterior del presente fallo. 

(Firmados).— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.-
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— José A. Paniagua Mateo.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 26 DE NOVIEMBRE DEL 1973. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
fecha 30 de Junio de 1970. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Pedro Apolinar Figuereo Noble. 
Abogado: Dr. M. A. Báez Brito. 

Recurrido: Guarina Va'encia Pena R. de Roldán. 
Abogado: Dr. Ismael Alcides Peralta M. 

Dios, Patria y Libertad. 
Repúb:ica Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por les Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bauista Rojas Almánzar, José A. Paniagua Ma-
teo y Manuel A. Rich'ez Acevedo, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distr to Nacional, hoy 
día 26 del mes de Noviembre del año 1973, años 130' de la 
Independencia y 111' de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pedro 
Apolinar F.guereo Noble, dominicano, mayor de edad, ca- 
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SENTENCIA DE FECHA 26 DE NOVIEMBRE DEL 1973. 
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diencia pública del día, mes 'y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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Dios, Patria y Libertad. 
Repúb:ica Dominicana. 
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Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bauista Rojas Almánzar, José A. Paniagua Ma-
teo y Manuel A. Rich'ez Acevedo, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distr . to Nacional, hoy 
día 26 del mes de Noviembre del año 1973, años 130' de la 
Independencia y 111' de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pedro 
Apolinar F-guereo Noble, dominicano, mayor de edad, ca- 
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sado, comerciante, domiciliado en la casa No. 24, segunda' 
planta, de la calle Palo Hincado, de esta ciudad, contra la 
sentencia de la Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
fecha 30 de junio de 1970, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Ismael Alcides Peralta Mora, cédula No. 
29177, serie 54, abogado de la recurrida, en la lectura de 
sus conclusiones; recurrida que es: Guarina Velencia Pe-
ña Rosario, dominicana, mayor de edad, soltera, domicilia-
da en la casa No. 69-altos, de la Avenida Máximo Gómez, de 
esta ciudad, con cédula No. 3677, serie 32; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación de fecha 12 de octubre 
de 1970, suscrito por el Dr. M. A. Báez Brito, cédula No. 
31853, serie 26, abogado del recurrente, en el que w pro-
ponen los medios que se indicarán más adelante; 

Visto el memorial de defensa, de fecha 10 de noviem-
bre de 1970, suscrito por el abogado de la recurrida; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos que se citarán más adelante 
indicados por el recurrente, y 1 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de una demanda incidental de nulidad de procedimiento 
de embargo inmobiliario, intentada por Guarina Valencia 
Peña Rosario, contra el actual recurrente, la Cámara de lo 

Civil y Comercial de la Segunda Circunscripción del Juz-
'gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó en 
fecha 27 de junio de 1969, una sentencia en sus atribucio-
nes civiles, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: 
Rechaza, por improcedentes, las conclusiones formuladas 
por la parte demandada Pedro Apolinar Figuereo Noble, por 
los motivos enunciados antes; SEGUNDO: Acoge las con-
clusiones vertidas en audiencia por la parte demandante 
Guarina Valencia Peña Rosario, por las razones preceden-
temente expuestas, y en consecuencia: a) Declara Nulos y 
sin ningún efecto los actos de notificación de la sentencia 
que condenó en defecto a la señora Guarina Valencia Pe-
ña Rosario, a pagar en favor del señor Pedro Apolinar Fi-
guereo Noble la suma de RD$1,537.00, así como de manda-
miento de Pago a fines de Embargo Inmobiliar, instrumen-
tado y notificado en fecha lro. de Noviembre del año 1968, 
por el Ministerial Juan Ramón Santín, Alguacil Ordinario 
de la Cámara de lo Civil y Comercial de la Segunda Cir-
cunscripción del Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Nacional, y el de Denuncia de Embargo instrumentado 
y notificado en fecha 9 de Enero del año 1969 por el Mi-
n'sterial Alfredo Gómez, Alguacil Ordinario de la Cámara 
de Trabajo del Distrito Nacional, por violar dichos actos 
el artículo 68 del Código de Procedimiento Civil, al estar 
domiciliada y residir la señora Guarina Valencia Peña Ro-
sario en la casa No. 190 de la calle Paraguay de esta ciu-
dad y nunca haber residido en la casa No. 198 de esa calle; 
b) Declara, consecuentemente, nulo y sin ningún efecto el 
procedimiento de Embargo Inmobiliario practicado por el 
señor Pedro Apolinar Figuereo Noble, contra la señora Gua-
rina Valencia Peña Rosario, sobre la Parcela No. 118-92-B, 
del Distrito Catastral No. 4, Porción 'C' del Distrito Nacio-
nal, y mejoras"; b) que sobre la apelación del actual recu-
rrente, la Corte a-qua dictó la sentencia ahora impugnada, 
cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO:. De-
clara inadmisible, por los motivos expuestos, el recurso de 
apelación intentado por el señor Pedro Apolinar Figuereo 
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sado, comerciante, domiciliado en la casa No. 24, segunda 
planta, de la calle Palo Hincado, de esta ciudad, contra la 
sentencia de la Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
fecha 30 de junio de 1970, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Ismael Alcides Peralta Mora, cédula No. 
29177, serie 54, abogado de la recurrida, en la lectura de 
sus conclusiones; recurrida que es: Guarina Velencia Pe-
ña Rosario, dominicana, mayor de edad, soltera, domicilia-
da en la casa No. 69-altos, de la Avenida Máximo Gómez, de 
esta ciudad, con cédula No. 3677, serie 32; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación de fecha 12 de octubre 
de 1970, suscrito por el Dr. M. A. Báez Brito, cédula No. 
31853, serie 26, abogado del recurrente, en el que se pro-
ponen los medios que se indicarán más adelante; 

Visto el memorial de defensa, de fecha 10 de noviem-
bre de 1970, suscrito por el abogado de la recurrida; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos que se citarán más adelante 
indicados por el recurrente, y 1 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de una demanda incidental de nulidad de procedimiento 
de embargo inmobiliario, intentada por Guarina Valencia 
Peña Rosario, contra el actual recurrente, la Cámara de lo 

Civil y Comercial de la Segunda Circunscripción del Juz-
'gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó en 
fecha 27 de junio de 1969, una sentencia en sus atribucio-
nes civiles, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: 
Rechaza, por improcedentes, las conclusiones formuladas 
por la parte demandada Pedro Apolinar Figuereo Noble, por 
los motivos enunciados antes; SEGUNDO: Acoge las con-
clusiones vertidas en audiencia por la parte demandante 
Guarina Valencia Peña Rosario, por las razones preceden-
temente expuestas, y en consecuencia: a) Declara Nulos y 
sin ningún efecto los actos de notificación de la sentencia 
que condenó en defecto a la señora Guarina Valencia Pe-
ña Rosario, a pagar en favor del señor Pedro Apolinar Fi-
guereo Noble la suma de RD$1,537.00, así como de manda-
miento de Pago a fines de Embargo Inmobiliar, instrumen-
tado y notificado en fecha lro. de Noviembre del año 1968, 
por el Ministerial Juan Ramón Santín, Alguacil Ordinario 
de la Cámara de lo Civil y Comercial de la Segunda Cir-
cunscripción del Juzgado de Primera- Instancia del Distri-
to Nacional, y el de Denuncia de Embargo instrumentado 
y notificado en fecha 9 de Enero del año 1969 por el Mi-
n'sterial Alfredo Gómez, Alguacil Ordinario de la Cámara 
de Trabajo del Distrito Nacional, por violar dichos actos 
el artículo 68 del Código de Procedimiento Civil, al estar 
domiciliada y residir la señora Guarina Valencia Peña Ro-
sario en la casa No. 190 de la calle Paraguay de esta ciu-
dad y nunca haber residido en la casa No. 198 de esa calle; 
b) Declara, consecuentemente, nulo y sin ningún efecto el 
procedimiento de Embargo Inmobiliario practicado por el 
señor Pedro Apolinar Figuereo Noble, contra la señora Gua-
rina Valencia Peña Rosario, sobre la Parcela No. 118-92-B, 
del Distrito Catastral No. 4, Porción 'C' del Distrito Nacio-
nal, y mejoras"; b) que sobre la apelación del actual recu-
rrente, la Corte a-qua dictó la sentencia ahora impugnada, 
cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO:• De-
clara inadmisible, por los motivos expuestos, el recurso de 
apelación intentado por el señor Pedro Apolinar Figuereo 



Noble, contra sentencia de la Cámara de lo civil y Comer-
c al de la Segunda Circunscripción del Distrito Nacional, 
de fecha 27 del mes de junio de 1969; SEGUNDO: Conde-
na al apelante al pago de las costas"; 

Considerando, que el recurrente propone en su memo-
rial de casación, los siguientes medios: Primer Medio: Vio-
lación del artículo 730 del Código de Procedimiento Civil, 
por falsa interpretación y del principio Tantum devolotum 
cuantun Apelatum y falta de base legal; Segundo Medio: 
Violación del Artículo 1315 del Código Civil y Violación 
del Derecho de Defensa, Motivos Contradictorios, Violación 
del artículo 141, del Código de Procedimiento C vil; Ter-
cer Medio: Violación del Derecho de Defensa y Violación 
por Desconocimiento del artículo 728 del Cód go de Proce-
dimiento Civil, Motivos Vagos e Imprecisos Equivalentes a 
Falta de Base legad; 

Considerando, que en el segundo medio de su recurso 
entre otros alegatos, el recurrente expresa en síntesis, que 
en el sexto mot vo de la sentencia impugnada, la Corte 
a-qua afirma que él no depositó la copia certificada de la 
sentencia apelada; que ese motivo está en contracción con 
hechos ya que en el expediente consta que la sentencia 
aludida de fecha 27 de junio de 1969, fue depositada en Se-
cretaría el 29 de enero de 1970, por lo que se violó su de-
recho de defensa; 

Considerando, que ciertamente, el examen de la sen 
tenc"a impugnada revel.a que la Corte a-qua, en su quinto 
considerando, dijo lo siguiente: que por otra parte, el re-
curso de apelación en cuestión está además afectado del 
mismo vicio de inadmsión por el hecho del recurrente no 
haber depositado una copia certificada de la sentencf a ape-
lada, ni haber suplido esa omisión la intimada por su pro-
pia act v dad, ya que esa negligencia imposibilita a la Corte 
apreciar los méritos de la referida sentencia ni tampoco los  

agravios que a ella se le hacen"; que en la misma sentencia, 
en las páginas 4 y 5, se expresa: "que con motivo de una 
demanda civil en nulidad de embargo inmobiliario intenta-
da por la señora Guarina Valencia Peña Rosario de Roldán, 
contra el señor Pedro Apolinar Figuereo Noble, la Cámara 
de lo Civil y Comercial de la Segunda Circunscripción del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó 
en fecha 27 del mes de junio del año 1969, una sentencia cu-
yo dispositivo no se transcribe por no haber sido deposita-
do copia de la misma ni figura aquel en ninguno de los do-
cumentos que integran el expediente; - que además, en el 
expediente consta que el Secretario de la Corte a-qua, Pe-
dro Amiama Pérez, expidió una certificación en fecha 15 de 
agosto de 1973, en la que se expresa: que el 29 de enero de 
1970, el recurrente depositó en Secretaría, entre otros do-
cumentos, la sentencia del 27 de junio de 1969, apelada; 
que de todo lo expresado anteriormente, se pone de mani-
fiesto que la Corte a-.qua falló sin ponderar la sentencia 
apelada, no obstante estar depositada, atendiéndose única-
mente a las conclusiones y alegatos de la parte apelada aho-
ra recurrida, rompiendo así el equilibrio del debate, lo que 
implica un atentado al derecho de defensa y una falta de 
base legal; por lo cual el fallo impugnado debe ser casado; 

Considerando, que cuando una sentencia es casada por 
falta de base legal las costas podrán ser compensadas; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia de la 
Corte de Apelación de Santo Domingo, dictada en sus atri-
buciones civiles en fecha 30 de junio de 1970, cuyo dispo-
sitivo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo, 
y envía el conocimiento del asunto, a la Corte de Apelación 
de San Pedro de Macorís; y Segundo: Compensa las costas. 

Firmados.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Bergés 
Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez 
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Noble, contra sentencia de la Cámara de lo civil y Comer-
c al de la Segunda Circunscripción del Distrito Nacional, 
de fecha 27 del mes de junio de 1969; SEGUNDO: Conde-
na al apelante al pago de las costas"; 

Ccnsiderando, que el recurrente propone en su memo-
rial de casación, los siguientes medios: Primer Medio: Vio-
lación del artículo 730 del Código de Procedimiento Civil, 
por falsa interpretación y del principio Tantum devolotum 
cuantun Apelatum y falta de base legal; Segundo Medio: 
Violación del Artículo 1315 del Código Civil y Violación 
del Derecho de Defensa, Motivos Contradictcrics, Violación 
del artículo 141, del Código de Procedimiento C vil; Ter-
cer Medio: Violación del Derecho de Defensa y Violación 
por Desconocimiento del artículo 728 del Cód go de Proce-
dimiento Civil, Motivos Vagos e Imprecisos Equivalentes a 
Falta de Base legad; 

Considerando, que en el segundo medio de su recurso 
entre otros alegatos, el recurrente expresa en síntesis, que 
en el sexto mot yo de la sentencia impugnada, la Corte 
a-qua afirma que él no depositó la copia certificada de la 
sentencia apelada; que ese motivo está en contracción con 
hechos ya que en el expediente consta que la sentencia 
aludida de fecha 27 de junio de 1969, fue depositada en Se-
cretaría el 29 de enero de 1970, por lo que se violó su de-
recho de defensa; 

Considerando, que ciertamente, el examen de la sen 
tenc . a impugnada revel.a que la Corte a-qua, en su quinto 
considerando, dijo lo siguiente: que por otra parte, el re-
curso de apelación en cuestión está además afectado del 
mismo vicio de inadm:sión por el hecho del recurrente no 
haber depositado una copia certificada de la sentenc i a ape-
lada, ni haber suplido esa omisión la intimada por su pro-
pia act v dad, ya que esa negligencia imposibilita a la Corte 
apreciar los méritos de la referida sentencia ni tampoco los  

agravios que a ella se le hacen"; que en la misma sentencia, 
en las páginas 4 y 5, se expresa: "que con motivo de una 
demanda civil en nulidad de embargo inmobiliario intenta-
da por la señora Guarina Valencia Peña Rosario de Roldán, 
contra el señor Pedro Apolinar Figuereo Noble, la Cámara 
de lo Civil y Comercial de la Segunda Circunscripción del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó 
en fecha 27 del mes de junio del año 1969, una sentencia cu-
yo dispositivo no se transcribe por no haber sido deposita-
do copia de la misma ni figura aquel en ninguno de los do-
cumentos que integran el expediente; - que además, en el 
expediente consta que el Secretario de la Corte a-qua, Pe-
dro Amiama Pérez, expidió una certificación en fecha 15 de 
agosto de 1973, en la que se expresa: que el 29 de enero de 
1970, el recurrente depositó en Secretaría, entre otros do-
cumentos, la sentencia del 27 de junio de 1969, apelada; 
que de todo lo expresado anteriormente, se pone de mani-
fiesto que la Corte a-.qua falló sin ponderar la sentencia 
apelada, no obstante estar depositada, atendiéndose única-
mente a las conclusiones y alegatos de la parte apelada aho-
ra recurrida, rompiendo así el equilibrio del debate, lo que 
implica un atentado al derecho de defensa y una falta de 
base legal; por lo cual el fallo impugnado debe ser casado; 

Considerando, que cuando una sentencia es casada por 
falta de base legal las costas podrán ser compensadas; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia de la 
Corte de Apelación de Santo Domingo, dictada en sus atri-
buciones civiles en fecha 30 de junio de 1970, cuyo dispo-
sitivo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo, 
y envía el conocimiento del asunto, a la Corte de Apelación 
de San Pedro de Macorís; y Segundo: Compensa las costas. 

Firmados.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Bergés 
Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez 
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Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— José A. Pa-
niagua Mateo.— Manuel A. Richiez Acevedo.— Ernesto 
Curiel h jo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que f.guran en su encaeezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada per mí, Secretario General, que 
certifico. Fdo. Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 26 DE NOVIEMBRE DEL 1973. 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo de 
fecha 24 de abril de 1973. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Rubén Francisco Chez Santiago y compartes. 
Abogado: Dr. José Ma. Acosta Torres. 

Interviniente: Rafael B. Hernández Rodríguez. 
Abogado: Dr. César Augusto Medina. 

Dios, Patria y Libertad. 
Repúb:ica Dominicana. 

En Nombre de la Repúbl'ca, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Manuel A. Richiez 
Acevedo, asist'dos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo 
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 26 de noviembre de 
1973, años 130' de la Independencia y 111' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Rubén 
Francisco Chez Santiago, dominicano, mayor de edad, sol-
tero, empleado privado, domiciliado y residente en la calle 

o 
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SENTENCIA DE FECHA 26 DE NOVIEMBRE DEL 1973. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo de 

fecha 24 de abril de 1973. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Rubkn Francisco Chez Santiago y compartes. 
Abogado: Dr. José Ma. Acosta Torres. 

Intervin' lente: Rafael B. Hernández Rodriguez. 
Abogado: Dr. César Augusto Medina. 

Dios, Patria y Libertad. 
Repúb:ica Dominicana. 

En Nombre de la Repúbl'ca, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Manuel A. Richiez 
Acevedo, asist'clos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo 
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 26 de noviembre de 
1973, años 130' de la Independencia y 111' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Rubén 
Francisco Chez Santiago, dominicano, mayor de edad, sol-
tero, empleado privado, domiciliado y residente en la calle 

Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— José A. Pa-
niagua Mateo.— Manuel A. Richiez Acevedo.— Ernesto 
Curiel h jo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que f.guran en su encaeezamiento, en la au-
diencia pública del día, raes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada per mí, Secretario General, que 
certifico. Fdo. Ernesto Curiel hijo. 

o 
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ít. 

Marcos Adón No. 7.de esta ciudad, cédula No. 124774, se-
rie la.; Parmenio Fong, C. por A., con domicilio social en 
la avenida Duarte No. 5 de esta ciudad, y la Compañía Do-
minicana de Seguros, C. por A., con su domicilio social en 
la calle Arzobispo Meriño No. 30 de esta ciudad, contra la 
sentencia dictada en sus atribuciones correccionales, en fe-
cha 24 de abril de 1973, por la Corte de Apelación de San-
to Domingo, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Rafael Sosa Maduro, en representación del 
Dr. César Augusto Medina, abogado del interviniente, en 
la lectura de sus conclus'ones, interviniente que es Rafael 
Bolívar Hernández Rodríguez, dominicano, mayor de edad, 
soltero, militar, domiciliado y residente en la calle 38 No. 
142 (parte atrás) del Ensanche Las Flores de esta ciudad, 
cédula No. 4954, serie 66; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en 
la Secretaría de la Corte a-qua en fecha 8 de junio de 1973, 
a requer . miento del Dr. César Ramos, a nombre de los re-
currentes, en la cual no se expone ningún medio determi-
nado de casación; 

Visto el memorial de casación suscrito por los recu-
rrentes, de fecha 29 de octubre de 1973, y suscrito por el 
Dr. José María Acosta Torres, en el cual se proponen los 
medios de casación que se indican más adelante; 

Visto el escrito del interviniente, de fecha 29 de octu-
bre de 1973, firmado por su abogado; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales cuya violación denuncia- 

ron los recurrentes; y 49 de la Ley No. 241, de 1967; 1383 
y 1384 del Código Civil; 1 y 10 de la Ley No. 4117, de 1955; 
y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo 
de un accidente automovilístico ocurrido en el Ensanche 
La Fe, de esta ciudad el día 17 de agosto de 1972, en el cual 
resultó una persona con lesiones corporales, la Octava Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, dictó en fecha 31 de enero de 1973, una senten-
cia cuyo dispositivo figura inserto .más adelante en el del 
fallo ahora impugnado; b) que sobre los recursos interpues-
tos intervino la sentencia de fecha 24 de abril de 1973, aho-
ra impugnada en casación, cuyo dispositivo dice así: "FA-
LLA: PRIMERO: Admite, por regulares en la forma: a) el 
recurso de apelación interpuesto en fecha 23 del mes de fe-
brero del 1973, por el Dr. César Ramos Fernández, a nom-
bre de Rubén Francisco Chez Santiago, Parmenio Fong, C. 
por A., y la Compañía Domin'cana de Seguros, C. por A. y 
b) el recurso de apelación interpuesto en fecha 8 del mes 
de marzo de 1973, por el Dr. César Augusto Medina, a nom-
bre y representación del señor Rafael Hernández Rodrí-
guez, parte civil constituida, recurso de apelación ambos 
deducidos contra la sentencia dictada en sus atribuciones 
correccionales, y en fecha 31 del mes de enero del 1973, por 
la Octava Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Ins-
tanc'a del Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice así: 
`Falla: Primero: S3 declara culpable al nombrado Rubén 
Francisco Chez Santiago, de generales anotadas, del delito 
de violación a la Ley No. 241, en perjuicio de Rafael Bolí-
var Hernández Rodríguez, y en consecuencia se le condena 
al pago de una multa de RD$25.00 (Veinticinco Pesos Oro), 
acolendo en su favor circunstancias atenuantes; Segundo: 
Se Condena al pago de las costas penales; Tercero: Se de-
clara no culpable al nombrado Rafael Bolívar Hernández 
Rodríguez, de violación a la Ley No. 241, y en consecuen- 
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Marcos Adón No. 7.de esta ciudad, cédula No. 124774, se-
rie la.; Parm,enio Fong, C. por A., con domicilio social en 
la avenida Duarte No. 5 de esta ciudad, y la Compañía Do-
minicana de Seguros, C. por A., con su domicilio social en 
la calle Arzobispo Meriño No. 30 de esta ciudad, contra la 
sentencia dictada en sus atribuciones correccionales, en fe-
cha 24 de abril de 1973, por la Corte de Apelación de San-
to Domingo, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Rafael Sosa Maduro, en representación del 
Dr. César Augusto Medina, abogado del interviniente, en 
la lectura de sus conclus'ones, interviniente que es Rafael 
Bolívar Hernández Rodríguez, dominicano, mayor de edad, 
soltero, militar, domiciliado y residente en la calle 38 No. 
142 (parte atrás) del Ensanche Las Flores de esta ciudad, 
cédula No. 4954, serie 66; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en 
la Secretaría de la Corte a-qua en fecha 8 de junio de 1973, 
a requer . miento del Dr. César Ramos, a nombre de los re-
currentes, en la cual no se expone ningún medio determi-
nado de casación; 

Visto el memorial de casación suscrito por los recu-
rrentes, de fecha 29 de octubre de 1973, y suscrito por el 
Dr. José María Acosta Torres, en el cual se proponen los 
medios de casación que se indican más adelante; 

ron los recurrentes; y 49 de la Ley No. 241, de 1967; 1383 
y 1384 del Código Civil; 1 y 10 de la Ley No. 4117, de 1955; 
y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo 
de un accidente automovilístico ocurrido en el Ensanche 
La Fe, de esta ciudad el día 17 de agosto de 1972, en el cual 
resultó una persona con lesiones corporales, la Octava Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, dictó en fecha 31 de enero de 1973, una senten-
cia cuyo dispositivo figura inserto más adelante en el del 
fallo ahora impugnado; b) que sobre los recursos interpues-
tos intervino la sentencia de fecha 24 de abril de 1973, aho-
ra impugnada en casación, cuyo dispositivo dice así: "FA-
LLA: PRIMERO: Admite, por regulares en la forma: a) el 
recurso de apelación interpuesto en fecha 23 del mes de fe-
brero del 1973, por el Dr. César Ramos Fernández, a nom-
bre de Rubén Francisco Chez Santiago, Parmenio Fong, C. 
por A., y la Compañía Domincana de Seguros, C. por A. y 
b) el recurso de apelación interpuesto en fecha 8 del mes 
de marzo de 1973, por el Dr. César Augusto Medina, a nom-
bre y representación del señor Rafael Hernández Rodrí-
guez, parte civil constituida, recurso de apelación ambos 
deducidos contra la sentencia dictada en sus atribuciones 
correccionales, y en fecha 31 del mes de enero del 1973, por 
la Octava Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Ins-
tanc'a del Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice así: 
`Falla: Primero: S, declara culpable al nombrado Rubén 
Francisco Chez Santiago, de generales anotadas, del delito 
de violación a la Ley No. 241, en perjuicio de Rafael Bolí-
var Hernández Rodríguez, y en consecuencia se le condena 
al pago de una multa de RD$25.00 (Veinticinco Pesos Oro), 
acolendo en su favor circunstancias atenuantes; Segundo: 
Se Condena al pago de las costas penales; Tercero: Se de-
clara no culpable al nombrado Rafael Bolívar Hernández 
Rodríguez, de violación a la Ley No. 241, y en consecuen- 

          

          

          

          

          

          

          

          

          

          

          

          

          

          

          

          

          

          

          

          

          

Visto el escrito del interviniente, de fecha 29 de octu-
bre de 1973, firmado por su abogado; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales cuya violación denuncia- 
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cia se descarga de toda responsabilidad penal; Cuarto: Se 
declaran las costas de oficio; Quinto: Se declara regular 
y válida la constitución en parte civil hecha por el nom-
brado Rafael Bolívar Hernández por mediación de su abo-
gado Dr. César Augusto Medina, contra Rubén Feo. Chez 
Santiago, y la Compañía Parmenio Fong, C. por A., y la 
Cía. Dominicana de Seguros, C. por A. (Sedomca), entidad 
aseguradora del vehículo que ocasionó el accidente; Sexto: 
En cuanto al fondo se condena a la Cía. Parmenio Fong, C. 
por A., propietaria del vehículo conducido por Rubén Fran-
cisco Chez Santiagol, al pago de una indemnización de RD$ 
3,000.00 en favor del señor Rafael Bolívar Hernández Ro-
dríguez, como jura reparación por los daños morales y ma-
teriales sufridos por éste al ocurrir el accidente; Séptimo: 
Se condena a la Cía. Parmenio Fong, C. por A., al pago de 
los intereses legales de la suma acordada computados a par-
tir de la fecha de la demanda a título de indemnización com-
plementaria; Octavo: Se condena a la Cía. Parmenio Fong, 
C. por A., al pago de las costas civiles con distracción de 
las m'smas en provecho del abogado de la parte civil, quien 
afirma haberlas avanzado en su totalidad; Noveno; Se de-
clara la presente sentencia común y oponible a la Cía. Do-
minicana de Seguros, C. por A. (Sedomca), entidad asegu-
radora del vehículo que produjo el accidente, de conformi-
dad con el art. 10 modificado de la Ley No. 4117, sobre Se-
guro Obligatorio de Vehículos de Motor'; TERCERO: Anu-
la en todas sus partes la sentencia apelada por falta de mo-
tivación; TERCERO: Avoca el fondo y en consecuencia 
condena al nombrado Rubén Francisco Chez Santiago, a 
pagar Veinticinco Pesos Oro (RD$25.00) de multa por el 
delito de golpes involuntarios curables después de veinte 
días (después de 60 y antes 90 días, dice el Certificado Mé-
dico( causados con la conducción o manejo d eun vehículo 
de motor, en perjuic'o de Rafael Bolívar Hernández Rodrí-
guez, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes y te-
niendo en cuenta la falta de la víctima; CUARTO: Declara 
regular y válido en la forma, la constitución en parte civil 

hecha en la eudiencia del primer grado, por Rafael Bolívar 
Hernández, por conducto del Dr. César Augusto Medina, 
su abogado constituido, contra Rubén Francisco Chez San-
tiago, la Compañía Parmenio Fong, C. por A. y la Compa-
ñía Dominicana de Seguros, C. por A. (Sedomca); QUINTO: 
Condena a Rubén Francisco Chez Santiago, prevenido y a 
la Compañía Parmenio Fong, C. por A., persona civilmen-
te responsable legalmente puesta en causa, a pagar solida-
riamente en favor de Rafael Bolívar Hernández Rodríguez, 
parte civil constituída, la suma de Dos M;1 Pesos Oro (RD$ 
2,000.00) como justa y equitativa indemnización a los da-
ños y perjuicios morales y materiales sufridos por dicha 
parte civil constituida, ten'endo en cuenta la falta de la 
víctima; SEXTO: Condena al prevenido Rubén Francisco 
Chez Santiago, y a la Compañía Parmenio Fong, C. por A., 
persona civilmente responsable, al pago solidario de las cos-
tas de esta instancia, y ordena la distracción de las &viles 
en provecho del Dr. César Augusto Medina, abogado que 
afirma haberlas avanzado en su totalidad; SEPTIMO: De-
clara común y oponible en su aspecto civil a la Compañía 
Dominicana de Seguros, C. por A., la presente sentencia, 
por ser su aseguradora del vehículo propietad de la Parme-
nio Fong, C. por A., causante del accidente, según póliza 
No. "9628, con vigencia del 10 de junio de 1972 al 10 de 
junio de 1973"; 

Considerando, que los recurrentes en su memorial de 
casación, proponen los siguientes medios: Primer Medio: 
Falsa aplicación del artículo 1384 del Código Civ;1; Se -
gundo Medio: Falsa aplicación del artículo 131 del Código 
de Procedimiento Civil Párrafo Final; Tercer Medio: Falta 
exclusiva de la víctima.— No violación disposiciones ar-
tículos 49 Ley 241.— Insuficiencia de pruebas; Cuarto Me-
dio: Falta de Base Legal, falta de motivos, insuficiencia de 
motivación, etc.; 

Considerando, que en el desarrollo de los medios pro-
puestos, reunidos, sostienen en síntesis, los recurrentes: lro.) 
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cia se descarga de toda responsabilidad penal; Cuarto: Se 
declaran las costas de oficio; Quinto: Se declara regular 
y válida la constitución en parte civil hecha por el nom-
brado Rafael Bolívar Hernández por mediación de su abo-
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los intereses legales de la suma acordada computados a par-
tir de la fecha de la demanda a título de indemnización com-
plementaria; Octavo: Se condena a la Cía. Parmenio Fong, 
C. por A., al pago de las costas civiles con distracción de 
las m'smas en provecho del abogado de la parte civil, quien 
afirma haberlas avanzado en su totalidad; Noveno; Se de-
clara la presente sentencia común y oponible a la Cía. Do-
minicana de Seguros, C. por A. (Sedomcal, entidad asegu-
radora del vehículo que produjo el accidente, de conformi-
dad con el art. 10 modificado de la Ley No. 4117, sobre Se-
guro Obligatorio de Vehículos de Motor'; TERCERO: Anu-
la en todas sus partes la sentencia apelada por falta de mo-
tivación; TERCERO: Avoca el fondo y en consecuencia 
condena al nombrado Rubén Francisco Chez Santiago, a 
pagar Veinticinco Pesos Oro (RD$25.00) de multa por el 
delito de golpes involuntarios curables después de veinte 
días (después de 60 y antes 90 días, dice el Certificado Mé-
dico( causados con la conducción o manejo d eun vehículo 
de motor, en perjui&o de Rafael Bolívar Hernández Rodrí-
guez, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes y te-
niendo en cuenta la falta de la víctima; CUARTO: Declara 
regular y válido en la forma, la constitución en parte civil 

hecha en la eudiencia del primer grado, por Rafael Bolívar 
Hernández, por conducto del Dr. César Augusto Medina, 
su abogado constituido, contra Rubén Francisco Chez San-
tiago, la Compañía Parmenio Fong, C. por A. y la Compa-
ñía Dominicana de Seguros, C. por A. (Sedomca); QUINTO: 
Condena a Rubén Francisco Chez Santiago, prevenido y a 
la Compañía Parmenio Fong, C. por A., persona civilmen-
te responsable legalmente puesta en causa, a pagar solida-
riamente en favor de Rafael Bolívar Hernández Rodríguez; 
parte civil constituida, la suma de Dos M;1 Pesos Oro (RD$ 
2,000.001 como justa y equitativa indemnización a los da-
ños y perjuicios morales y materiales sufridos por dicha 
parte civil constituida, ten'endo en cuenta la falta de la 
víctima; SEXTO: Condena al prevenido Rubén Francisco 
Chez Santiago, y a la Compañía Parmenio Fong, C. por A., 
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tas de esta instancia, y ordena la distracción de las &viles 
en provecho del Dr. César Augusto Medina, abogado que 
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clara común y oponible en su aspecto civil a la Compañía 
Dominicana de Seguros, C. por A., la presente sentencia, 
por ser su aseguradora del vehículo propietad de la Parme-
nio Fong, C. por A., causante del accidente, según póliza 
No. 1 9628, con vigencia del 10 de junio de 1972 al 10 de 
junio de 1973"; 

Considerando, que los recurrentes en su memorial de 
casación, proponen los siguientes medios: Primer Medio: 
Falsa aplicación del artículo 1384 del Código Civil; Se -
gundo Medio: Falsa aplicación del artículo 131 del Código 
de Procedimiento Civil Párrafo Final; Tercer Medio: Falta 
exclusiva de la víctima.— No violación disposiciones ar-
tículos 49 Ley 241.— Insuficiencia de pruebas; Cuarto Me-
dio: Falta de Base Legal, falta de motivos, insuficiencia de 
motivación, etc.; 

Considerando, que en el desarrollo de los medios pro-
puestos, reunidos, sostienen en síntesis, los recurrentes: lro.) 
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que la Corte a-qua hizo una falsa aplicación del artículo 
1384 del Código. Civil porque ese texto se refiere al guar-
dián de la cosa inanimada, y no a la responsabilidad del 
propietario de un vehículo de motor; r) que aplicó fa'sa-
mente el artículo 131 del Cód go de Procedimiento Civil 
porque la parte civil constituída sucumbió en primera ins-
tancia en donde reclamó ocho m 1 pesos de indemnización 
y sólo obtuvo tres mil; que apeló, y en apelación obtuvo 
RD$2,000.00, por lo que los actuales recurrentes no debie-
ron ser condenados al pago de. las costas; 3 9) que se violó 
el artículo 49 de la Ley No. 241, de 1967, porque el acci-
dente ocurrió por fa'ta exclusiva de la víctima, y no se 
probó que el prevenido recurrente violara el artículo 49 
citado, ya que las pruebas presentadas fueron insuficientes; 

y 49) que se incurrió en falta de motivos y de base legal 
porque los hechos no fueron claramente establecidos; y que, 
en tales condiciones, la Corte Casación no puede deter-
minar si la ley fue bien o mal aprcada, por todo lo cual 
el fallo impugnado debe ser casado; 

Considerando, 11 que el artículo 1384 del Código Civil 
no se refiere únicamente a la responsabilidad del guardián 
dela cosa inanimada ,sino también a la que resulta de los 
daños que produce "las personas de quienes se debe res-
ponder"; lo que significa que el comitente responde por los 
hechos realizados por su empleado, a quien escogió y con-
trató, y a quien tiene derecho de darle órdenes e instruc-
ccior es sobre la manera de cumplir las funciones o el tra-
bajo que le fue encomendado; tal como ocurre en la especie 
con el prevenido Rubén Francisco Chez Santiago, a quien 
la Parmenio Fong, C. por A., había confiado la conducción 
del vehículo con el cual se produjo el accidente, existiendo 
por tanto, por ese hecho, y a cargo de la compañía una pre-
sunción de comitencia, que no fue destruída por ella con la 
prueba contraria, por lo cual el primer medio del recurso 
carece de fundamento y debe ser desestimado; 
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Considerando, 2) que el hecho de que la persona que 
reclama una indemnización con motivo del daño que se le. 
ha producido con un hecho delictuoso, no obtenga la suma 
inicialmente reclamada, no la convierte en perdidosa fren-
te a sus adversarios que le niegan el derecho a ser indem-
nizada; y la misma situación se mantiene en apelación, 
aunque todas las partes en causa hayan recurrido contra el 
fallo de primera instancia que acordó determinada indem-
nización; pues el hecho de seguir aspirando a la suma ini-
cial tampoco la convierte en perdidosa, aunque se reduz-
ca el monto de la indemnización, si como ocurrió en la es-
pecie, las otras partes, también apelantes, le siguen discu-
tiendo el derecho a ser indemnizada, total o parcialmentel 
que si bien en ese caso las costas pueden ser compensadas, 
como ello es facultativo para el tribunal, según el artículo 
131 del Código de Procedimiento Civil, al no hacerlo, el fa-
llo dictado no puede, por ese motivo, ser anulado; que, por 
consiguiente, el segundo medio del recurso carece de fun-
damento y debe ser desestimado; 

Considerando, 3) y 4) que en relación con los medios 
tercero y cuarto de su recurso, el examen de la sentencia 
impugnada pone de manifiesto, que paiu declarar culpable 

.al prevenido Rubén Francisco Chez Santiago, la Corte a-qua, 
mediante la ponderación de los elementos de juicio regu-
larmente administrados en la instrucción de la causa, dio 
por establecido: "a) que como a las 5:30 pasado meridiano 
del día 17 de agosto de 1972, en la intersección de las calles 
"Peña Batlle" y "21" del Ensanche La Fe de esta ciudad, 

. ocurrió una colisión entre la Station Wagon placa privada 

. No. 101-032, marma Nissan propiedad de Parmenio Fong, 
C. por A., conducida por Rubén Francisco Chez Santiago, 
quien transitaba de Sur a Norte por la calle "21" y la Mo-
tocicleta placa No. 54876, marca Honda 50, conducida por 
su propietario Raso Rafael Bolívar Hernández Rodríguez, 

.E. N., quien transitaba de Este a Oeste por la calle Peña 
Batlle; b) que de la indicada colisión resultó Rafael Boli- 
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var Hernández Rodríguez, con las siguientes lesiones: 1) 
Trauma con posible fractura de Clavícula izquierda; 2) 
Contusión en Rodilla izquierda; 3) Según informe Clínico 
y Radiográfico... del Hospital Dr. Enrique W. Lithgow 
C., E. N., presente: a) Fractura con desplazamiento al nivel 
del tercio medio de la Clavícula izquierda. Estas lesiones 
curarán después de los 60 días y antes de los 90 días, a par-
tir del día 17-8-72, salvo complicaciones; c) que el vehícu-
lo propiedad de Parmenio Fong, C. por A., está asegurado 
con la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., según 
póliza No. 19628, con vigencia del 10 de junio de 1972 al 
10 de junio de 1973, cubriendo los riesgos del Seguro Obli-
torio, hasta el límite de RD$2/3/6,&00.00; d) que la moto-
c'cleta marca Honda propiedad de la víctima, no portaba 
matrícula, ni tiene seguro; e) que la Station Wagon resul-
tó con abolladuras de la puerta derecha delantera y la mo-
tocicleta con daños en su parte delantera"; b°) que el pre-
venido Chez cometió las siguientes faltas: "a) no obedeció 
la reglamentación contenida en el inciso b) del artículo 74 
de la ley de la materia, pues aunque él mismo declaró a 
la Policía Nacional que al "llegar a la esquina Calle Peña 
Batlle, me paré, que no venían vehículos y continué la mar-
cha, cuando ya estaba más del centro de la vía sentí el im-
pacto de la motocicleta. ..", esta declaración da a enten-
der, que el aludido prevenido inadvirtió la presencia de la 
motocicleta conducida por la contra parte, y debió haberla 
visto, puesto que llegaron juntos y cometió una impruden-
cia al seguir la marcha sin percatarse suficientemente de 
la presencia de la víctima y una violación a la ley de la 
materia, todo lo cual, dio origen al accidente de que se tra-
ta, por lo que, como autor del mismo, el mencionado preve-
nido Chez Santiago.debe ser, condenado"; 3) que la víctima 
también "cometió idéntica falta que el prevenido Chez San-
tiago, o sea, desobedecer la disposición del inciso b) del ar-
tículo 74 de la ley 241, pues de haber observado correcta-
mente ambos conductores o tan sólo uno de ellos la regla-
mentación de la Ley, el accidente no habría ocurrido"; 

Considerando, que por lo que acaba de exponerse es 
evidente que el accidente no se debió a falta exclusiva de 
la víctima como sostienen los recurrentes, sino que el pre-
venido incurrió en las faltas antes señaladas, lo que le co-
locaba como infractor del artículo 49 de la Ley No. 241, 
de 1967, pues la falta de la víctima (también establecida por 
la Corte a-qua) no excluía la falta y la responsab lidad del 
prevenido; que, además, por todo lo expuesto, y por el exa-
men del fallo impugnado, es evidente que contrariamente 
a como lo entienden los recurrentes él contiene motivos su-
cientes y pertinentes que lo justifican, y una relación de 
hechos que permite apreciar que la ley fue bien aplicada; 
por todo lo cual, los med os 3 9  y 49 del recurso, carecen 
también de fundamento y deben ser desestimados; 

Considerando, que los hechos precedentemente esta-
blecidos configuran a cargo del prevenido recurrente Ru-
bén Francisco Chez Santiago, el delito de golpes y heridas 
por imprudencia, producidos con el manejo de un vehículo 
de motcr; hecho previsto por el artículo 49 de la Ley No. 
241, de 1967; y sancionado por ese texto legal en su letra 
c), con la pena de 6 meses a 2 años de prisión y con multa 
de RD$100.00 a RD$500.00 cuando los golpes y las heridas 
ocasionaren a la víctima del accidente una enfermedad 
por veinte días o más, como ocurrió en la especie; que, en 
consecuencia, al condenar a dcho prevenido después de de-
clararlo culpable y acogiendo circunstancias atenuantes, a 
RD$25.00 de multa, la Corte a-qua le aplicó una sanción 
ajustada a la ley; 

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio per es-
tablecido que el hecho cometido por el prevenido recurren-
te Chez, ocasionó a la víctima del accidente, const tuída en 
parte civil, daños y perjuicios, materiales y morales, cuyo, 
monto apreció soberanamente en RD$2,000.00 en lo que 
concierne a lo que debe soportar dicho prevenido, después 
de tener en cuenta la falta de la víctima; que, en conse- 
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var Hernández Rodríguez, con las siguientes lesiones: 1) 
Trauma con posible fractura de Clavícula izquierda; 2) 
Contusión en Rodilla izquierda; 3) Según informe Clínico 
y Radiográfico... del Hospital Dr. Enrique W. Lithgow 
C., E. N., presente: a) Fractura con desplazamiento al nivel 
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lo propiedad de Parmenio Fong, C. por A., está asegurado 
con la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., según 
póliza No. 19628, con vigencia del 10 de junio de 1972 al 
10 de junio de 1973, cubriendo los riesgos del Seguro Obli-
torio, hasta el límite de RD$2/3/6,000.00; d) que la moto-
c'cleta marca Honda propiedad de la víctima, no portaba 
matrícula, ni tiene seguro; e) que la Station Wagon resul-
tó con abolladuras de la puerta derecha delantera y la mo-
tocicleta con daños en su parte delantera"; b°) que el pre-
venido Chez cometió las siguientes faltas: "a) no obedeció 
la reglamentación contenida en el inciso b) del artículo 74 
de la ley de la materia, pues aunque él mismo declaró a 
la Policía Nac'onal que al "llegar a la esquina Calle Peña 
Batl!.e, me paré, que no venían vehículos y continué la mar-
cha, cuando ya estaba más del centro de la vía sentí el im-
pacto de la motocicleta. . .", esta declaración da a enten-
der, que el aludido prevenido inadvirtió la presencia de la 
motocicleta conducida por la contra parte, y debió haberla 
visto, puesto que llegaron juntos y cometió una impruden-
cia al seguir la marcha sin percatarse suficientemer.te de 
la presencia de la víctima y una violación a la ley de la 
materia, todo lo cual, dio origen al accidente de que se tra-
ta, por lo que, como autor del mismo, el mencionado preve-
nido Chez Santiago.debe ser, condenado"; 3) que la víctima 
también "cometió idéntica falta que el prevenido Chez San-
tiago, o sea, desobedecer la disposición del inciso b) del ar-
tículo 74 de la ley 241, pues de haber observado correcta-
mente ambos conductores o tan sólo uno de ellos la regla-
mentación de la Ley, el accidente no habría ocurrido"; 

Considerando, que per lo que acaba de exponerse es 
evidente que el accidente no se debió a falta exclusiva de 
la víctima como sostienen los recurrentes, sino que el pre-
venido incurrió en las faltas antes señaladas, lo que le co-
locaba como infractor del artículo 49 de la Ley No. 241, 
de 1967, pues la falta de la víctima (también establecida por 
la Corte a-qua) no excluía la falta y la responsab lidad del 
prevenido; que, además, por todo lo expuesto, y por el exa-
men del fallo impugnado, es evidente que contrariamente 
a como lo entienden los recurrentes él contiene motivos su-
cientes y pertinentes que lo justifican, y una relac'ón de 
hechos que permite apreciar que la ley fue bien aplicada; 
por todo lo cual, los medos 3 9  y 49 del recurso, carecen 
también de fundamento y deben ser desestimados; 

Considerando, que los hechos precedentemente esta-
blecidos configuran a cargo del prevenido recurrente Ru-
bén Francisco Chez Santiago, el delito de golpes y heridas 
por imprudencia, producidos con el manejo de un vehículo 
de motor; hecho previsto por el artículo 49 de la Ley No. 
241, de 1967; y sancionado por ese texto legal en su letra 
e), con la pena de 6 meses a 2 años de pris'ón y con multa 
de RD$100.00 a RD$500.00 cuando los golpes y las heridas 
ocasionaren a la víctima del accidente una enfermedad 
por veinte días o más, como ocurrió en la especie; que, en 
consecuencia, al condenar a dcho prevenido después de de-
clararlo culpable y acogiendo circunstancias atenuantes, a 
RD$25.00 de multa, la Corte a-qua le aplicó una sanción 
ajustada a la ley; 

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio per es-
tablecido que el hecho cometido por el prevenido recurren-
te Chez, ocasionó a la víctima del accidente, const tuída en 
parte civil, daños y perjuicios, materiales y morales, cuy; 
monto apreció soberanamente en RD$2,000.00 en lo que 
concierne a lo que debe soportar dicho prevenido, después 
de tener en cuenta la falta de la víctima; que, en conse- 
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cuencia, al condenarlo al pago de esa suma, a título de in-
demnización, conjuntamente con la persona civilmente res-
ponsable, y al hacer oponible esa condenación a la entidad 
aseguradora que había sido puesta en causa, la Corte a-qua 
hizo una correcta aplicación de los artículos 1383 y 1384 
del Código Civil; y 1 y 10 de la Ley No. 4117, de 1955, so-
bre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor; 

Considerando, que examinado el fallo impugnado en 
sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del pre-
venido recurrente, él no contiene vicio alguno que justifi-
que su casación; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Rafael B. Hernández Rodríguez; Segundo: Rechaza los 
recursos de casación interpuestos por Rubén Francisco Chez 
Santiago, Parmenio Fong, C. por A. y la Compañía Domini-
cana de Seguros, C. por A., contra la sentencia dictada por 
la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 24 de 
abril de 1973, en sus atribuciones correccionales, cuyo dis-
positivo ha sido copiado en parte anterior del presente fa-
llo; Tercero: Condena a los recurrentes al pago de las cos-
tas, distrayendo las civiles en favor del Dr. César Angusto 
Medina, abogado del interviniente quien afirmó haberlas 
avanzado en su totalidad. 

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.— Francisco 
Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bau-
tista Rojas Almánzar.— Manuel A. Richiez Acevedo.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
dienc'a pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 26 DE NOVIEMBRE DEL 1973. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo de 
fecha 4 de agosto de 1972. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Luis Rafael Va•dez Herrera y compartes. 

Interviniente: Macario Mota. 
Abogado: Dr. Bienvenido Montero de los Santos. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo ¿e la 
Fuente, Primer Susttuto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Manuel A. Richiez 
Acevedo, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus aud;encias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, D'str . to Nacional, hoy día 26 del mes de Noviem-
bre del año 1973, años 130' de la Independencia y 111' de la 
Restauración, dicta en aud'encia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Lu's 
Rafael Valdez Herrera, dominicano, mayor de edad, solte-
ro, chófer, cédula No. 72634, serie lra., residente en la ca-
lle Concepc.ón Bona No. 23, de esta ciudad; Juan Cabrera 

• 
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cuencia, al condenarlo al pago de esa suma, a título de in-
demnización, conjuntamente con la persona civilmente res-
ponsable, y al hacer oponible esa condenación a la entidad 
aseguradora que había sido puesta en causa, la Corte a-qua 
hizo una correcta aplicación de los artículos 1383 y 1384 
del Código Civil; y 1 y 10 de la Ley No. 4117, de 1955, so-
bre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor; 

Considerando, que examinado el fallo impugnado en 
sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del pre-
venido recurrente, él no contiene vicio alguno que justifi-
que su casación; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Rafael B. Hernández Rodríguez; Segundo: Rechaza los 
recursos de casación interpuestos por Rubén Francisco Chez 
Santiago, Parmenio Fong, C. por A. y la Compañía Domini-
cana de Seguros, C. por A., contra la sentencia dictada por 
la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 24 de 
abril de 1973, en sus atribuciones correccionales, cuyo dis-
positivo ha sido copiado en parte anterior del presente fa-
llo; Tercero: Condena a los recurrentes al pago de las cos-
tas, distrayendo las civiles en favor del Dr. César Angusto 
Medina, abogado del interviniente quien afirmó haberlas 
avanzado en su totalidad. 

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.— Francisco 
Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bau-
tista Rojas Almánzar.— Manuel A. Richiez Acevedo.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 26 DE NOVIEMBRE DEL 1973. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo de 
fecha 4 de agosto de 1972. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Luis Rafael Va- dez Herrera y compartes. 

Interviniente: Macario Mota. 
Abogado: Dr. Bienvenido Montero de los Santos. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo c'e la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista . Rojas Almánzar y Manuel A. Richiez 
Acevedo, asistidos del Secretario General, .en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 26 del mes de Noviem-
bre del año 1973, años 130' de la Independencia y 111' de la 
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Luis 
'Rafael Valdez Herrera, dominicano, mayor de edad, solte-
ro, chófer, cédula No. 72634, serie lra., residente en la ca-
lle Concepción Bona No. 23, de esta ciudad; Juan Cabrera 

BOLETIN JUDICIAL 	 3587 



ÍI 

DOLLIIIN JUDICIAL 	 3589 3582 	 DOIZFIN JUDICIAL 

García, dominicano, mayor de edad, residente en la calle 
Alonso Espinosa No. 11, de esta ciudad; y la Compañía 
Unión de Seguros, C. por A., con su asiento social y prin-
cipal establecimiento en la Avenida Bolívar No. 81, de es-
ta ciudad, contra la sentencia de fecha 4 de agosto de 1972, 
dictada en sus atribuciones correccionales por la Corte de 
Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en 
la Secretaría de la Corte a-qua en fecha 25 de octubre de 
1972, a requerimiento del Dr. Bolívar R. Soto Montás, cé-
dula No. 22718, serie 2, a nombre de los recurrentes, en la 
cual no se expone ningún medio determinado de casación; 

Visto el escrito de fecha 29 de octubre de 1973, some-
tido por el interviniente, y suscrito por su abogado Dr. 
Bienvenido Montero de los Santos, cédula No. 63844, serie 
ira., interviniente que es Macario Mota, dominicano, ma-
yor de edad, casado, obrero, cédula No. 4009, serie 25, do-
miciliado y residente en esta ciudad; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 49 de la Le yNo. 241, de 1967; 
1383 y 1384 del Código Civil; 1 y 10 de la Ley No. 4117 
de 1955; y 1, 36 y 65 de la Ley sobre Procedimient ode Ca-
sación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en res 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con moti-
vo de un acc'dente automovilístico ocurrido en esta ciudad 
capital el día 5 de marzo de 1971, en el cual resultó una 

persona con lesiones corporales, la Tercera Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dic-
tó en fecha 23 de Julio de 1971, una sentencia cuyo dis-
positivo figura inserto más adelante en el del fallo ahora 
ilmpugnado; b) que sobre los recursos interpuestos la Cor-
te a-qua dictó la sentencia ahora impugnada con el siguien-
te dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Admite, por regula-
res en la forma: a) el recurso de apelación interpuesto en 
fecha 18 de agosto de 1971, por el Dr. Bolívar Soto Mon-
tás, a nombre y representación de Luis Rafael Valdez He-
rrera, prevenido; de Juan Cabrera García, persona civil-
mente responsable y de la Unión de Seguros, C. por A.; y 
b) el recurso de apelación interpuesto en fecha 18 de agos-
to de 1971, por el Dr. Bienvenido Montero de los Santos, a 
nombre y representación de Macario Mota, parte civil cons-
tituída, contra la sentencia dictada en sus atribuciones co-
rreccIonales y en fecha 29 de Julio de 1971, por la Tercera 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Insancia del Distri-
to Nacional, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: De-
clara al nombrado.Luis Rafael Valdez de generales conoci-
das, culpable por haber violado la Ley No. 241, sobre trán-
sito de vehículos en sus artículos 49 letra 'C' y 65, en per-
juicio de Macario Mota, en consecuencia se le condena al 
pago de una multa de Veinticinco Pesos Oro (RD$25.00), 
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes, al rete-
ner falta de la víctima en un 50%; Segundo: Condena al 
procesado al pago de las costas penales del proceso; Terce-
ro: Declara regular y válida en cuanto a la forma la cons-
titución en parte civil formulada en audiencia por el señor 
Macario Mota, a través de sus abogados constituidos Dres. 
Bienvenido Montero de los Santos y Rafael O. D'Oleo Mon-
tero, en contra del prevenido Luis Rafael García, como per-
sona civilmente responsable, en oponibilidad de la senten-
cia a intervenir en contra de la Cía. Unión de Seguros C. 
por A., por haber sido formulada de acuerdo a la Ley de la 
Materia; Cuarto: En cuanto al fondo de dicha constitución 
condena solidariamente al nombrado Luis Rafael Valdez 
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García, dominicano, mayor de edad, residente en la calle 
Alonso Espinosa No. 11, de esta ciudad; y la Compañía 
Unión de Seguros, C. por A., con su asiento social y prin-
cipal establecimiento en la Avenida Bolívar No. 81, de es-
ta ciudad, contra la sentencia de fecha 4 de agosto de 1972, 
dictada en sus atribuciones correccionales por la Corte de 
Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en 
la Secretaría de la Corte a-qua en fecha 25 de octubre de 
1972, a requerimiento del Dr. Bolívar R. Soto Montás, cé-
dula No. 22718, serie 2, a nombre de los recurrentes, en la 
cual no se expone ningún medio determinado de casación; 

Visto el escrito de fecha 29 de octubre de 1973, some-
tido por el interviniente, y suscrito por su abogado Dr. 
Bienvenido Montero de los Santos, cédula No. 63844, serie 
lra., interviniente que es Macario Mota, dominicano, ma-
yor de edad, casado, obrero, cédula No. 4009, serie 25, do-
miciliado y residente en esta ciudad; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 49 de la Le yNo. 241, de 1967; 
1383 y 1384 del Código Civil; 1 y 10 de la Ley No. 4117 
de 1955; y 1, 36 y 65 de la Ley sobre Procedimient ode Ca-
sación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en res 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con moti-
vo de un acc'dente automovilístico ocurrido en esta ciudad 
capital el día 5 de marzo de 1971, en el cual resultó una 
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persona con lesiones corporales, la Tercera Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dic-
tó en fecha 23 de Julio de 1971, una sentencia cuyo dis-
positivo figura inserto más adelante en el del fallo ahora 
ilmpugnado; b) que sobre los recursos interpuestos la Cor-
te a-qua dictó la sentencia ahora impugnada con el siguien-
te dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Admite, por regula-
res en la forma: a) el recurso de apelación interpuesto en 
fecha 18 de agosto de 1971, por el Dr. Bolívar Soto Mon-
tás, a nombre y representación de Luis Rafael Valdez He-
rrera, prevenido; de Juan Cabrera García, persona civil-
mente responsable y de la Unión de Seguros, C. por A.; y 
b) el recurso de apelación interpuesto en fecha 18 de agos-
to de 1971, por el Dr. Bienvenido Montero de los Santos, a 
nombre y representación de Macario Mota, parte civil cons-
tituida, contra la sentencia dictada en sus atribuciones co-
rrecclonales y en fecha 29 de Julio de 1971, por la Tercera 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Insancia del Distri-
to Nacional, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: De-
clara al nombrado.Luis Rafael Valdez de generales conoci-
das, culpable por haber violado la Ley No. 241, sobre trán-
sito de vehículos en sus artículos 49 letra 'C' y 65, en per-
juicio de Macario Mota, en consecuencia se le condena al 
pago de una multa de Veinticinco Pesos Oro (RD$25.00), 
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes, al rete-
ner falta de la víctima en un 50%; Segundo: Condena al 
procesado al pago de las costas penales del proceso; Terce-
ro: Declara regular y válida en cuanto a la forma la cons-
titución en parte civil formulada en audiencia por el señor 
Macario Mota, a través de sus abogados constituídos Dres. 
Bienvenido Montero de los Santos y Rafael O. D'Oleo Mon-
tero, en contra del prevenido Luis Rafael García, como per-
sona civilmente responsable, en oponibilidad de la senten-
cia a intervenir en contra de la Cía. Unión de Seguros C. 
por A., por haber sido formulada de acuerdo a la Ley de la 
Materia; Cuarto: En cuanto al fondo de dicha constitución 
condena solidariamente al nombrado Luis Rafael Valdez 
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Herrera y a Juan Cabrera García, en sus calidades indica-
das al pago de una indemnización de Dos Mil Qu nientos 
Pesos Oro (RD$2,500.00), en favor de Macario Mota, como 
justa reparación por éste, como consecuenc'a del acciden-
te que nos ocupa; Quinto: Condena en forma solidaria a 
Luis Rafael Valdez Herrera y Juan Cabrera García, al pa-
go de lcs intereses legales de dicha suma, a partir de la 
fecha de la demanda, como indemnización complementaria; 
Sexto: Condena asimismo a los indicados señores Lu's Ra-
fael Valdez Herrera y Juan Cabrera García, al pago solida-
rio de las costas civiles con distracción de las mismas en fa-
vor de los Dres. Bienvenido Montero de los Santos y Rafael 
O. D'Oleo Montero, quienes af rman haberlas avanzado en 
su totalidad; Sépt:mo: Ordena, que esta sentencia le sea 
oponible a la Cía. dé Seguros Unión de Seguros, C. por A., 
entidad aseguradora del vehículo que ocasionó los daños, 
de conformidad con el artículo 10, modificado de la Ley 
4117'; SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra el preveni-
do, por no haber c-mparecido, no obstante haber sido le-
galmente citado; TERCERO: Mod'fica en su aspecto civil 
en el sentido de reducir a Un Mil Quinientos Pesos Oro 
(RD$1,500.00 ) , la indemnización acordada a la parte civil, 
señor Macario Mota, por estimar la Corte dcha indemniza-
c'ón justa y equitativa y que guarda relación con el daño, 
aorec;ordo falta común del prevenido y de la víctima; 
CUARTO: Confirma en sus demás aspectos en la medida en 
que está apoderada esta Corte, la sentencia apelada; QUIN-

TO: Condena al prevenido y a la Unión de Seguros, C. por 
A., al pago de las costas, con distracción de las civiles en 
provecho del Dr. Bienvenido Montero de los Santos, abo- 

gado cine afirma haberlas avanzado en su totalidad'; 

En cuanto al recurso del prevenido: 

Considerando, que para declarar culpable al preveni-
do recurrente Luis R. Valdez, la Corte a-qua mediante la 
ponderación de los elementos de juicio que fueron regular- 
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mente administrados en la instrucción de la causa, dio por 
establecido: a) que el día 9 de Marzo de 1971, Luis Rafael 
Valdez Herrera estropeó a Macario Mota, mientras transi-
taba de Este a Oeste por la calle Marcos Ruiz de esta ciu-
dad, conduciendo el carro placa No. 50660, marca Austin, 
en la intersección con la calle Marcos Adón; b) que Maca-
rio Mota sufrió heridas, golpes y fracturas que curaron 
después de 60 días y antes de 90; c) que el automóvil con el 
cual se produjo el accidente es propiedad de Juan Cabrera 
García, y estaba asegurado en la Compañía Unión de Segu-
ros, C. por A., según Póliza No. SD-5672; d) que el preve-
nido Luis Rafael Valdez Herrera transitaba de Este a Oes-
te por la Marcos Ruiz y se ha estableCido que lo hacía muy 
rápido y al aproximarse a la esquina Marcos Adón debió 
reducir la velocidad, lo cual no hizo, sobre todo teniendo 
en cuenta que era de noche, lo que revela que dicho pre-
venido fue imprudente; que por otra parte se pone de ma-
nifiesto el manejo descuidado, en razón de que debió ver 
y no lo hizo, que la víctima Macario Mota se había lanza-
do a cruzar de Sur a Norte la Marcos Adón, lo que indica 
que descuidó momentáneamente el manejo de su vehículo 
y contr:buyó de una manera efectiva con su falta en el ac-
cidente de que se trata; c) que también la víctima incurrió 
en falta pues fue imprudente al aventurarse a cruzar una 
vía de tanto tránsito, sin asegurarse que podía hacerlo, lo 
cual no hizo, con lo cual ha contribuido en igual grado a la 
producción de este accidente; 

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran el delito de golpes y heridas por imprudencia, produci-
dos con el manejo de un vehículo de motor, hecho previsto 
por el artículo 49 de la Ley No. 241, de 1967; y sancionado 
por ese mismo texto legal en su letra C, con la pena de 6 
meses a 2 años de prisión correccional, y multa de RD$ 
100.00 a RD$500.00, cuando las heridas y los golpes reci-
bidos por la víctima del accidente, le hayan ocasionado una 
enfermedad o una imposibilidad para el trabajo que dura- 
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Herrera y a Juan Cabrera García, en sus calidades indica-
das al pago de una indemnización de Dos Mil Qu nientos 
Pesos Oro (RD$2,500.00), en favor de Macario Mota, como 
justa reparación por éste, como consecuenc . a del acciden-

te que nos ocupa; Quinto: Condena en forma solidaria a 
Luis Rafael Valdez Herrera y Juan Cabrera García, al pa-
go de los intereses legales de dicha suma, a partir de la 
fecha de la demanda, como indemnización complementaria; 
Sexto: Condena asimismo a los indicados señores Lu's Ra-
fael Valdez Herrera y Juan Cabrera García, al pago solida-
rio de las costas civiles con distracción de las mismas en fa-
vor de los Dres. Bienvenido Montero de los Santos y Rafael 
O. D'Oleo Montero, quienes af rman haberlas avanzado en 
su totalidad; Séptmo: Ordena, que esta sentencia le sea 
oponible a la Cía. de Seguros Unión de Seguros, C. por A., 
entidad aseguradora del vehículo que ocasionó los daños, 
de conformidad con el artículo 10, modificado de la Ley 
4117'; SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra el preveni-
do, por no haber c-mparecido, no obstante haber sido le-. 
galmente citado; TERCERO: Mod'fica en su aspecto civil 
en el sentido de reducir a Un Mil Quinientos Pesos Oro 
(RD$1,500.00 ) , la indemnización acordada a la parte civil, 
señor Macario Mota, por estimar la Corte cl .  cha indemniza-
c'ón justa y equitativa y que guarda relación ccn el daño, 
anreci ar do falta común del prevenido y de la víctima; 
CUARTO: Confirma en sus demás aspectos en la medida en 
que está apoderada esta Corte, la sentencia apelada; QUIN-

TO: Condena al prevenido y a la Unión de Seguros, C. por 
A., al pago de las costas, con distracción de las civiles en 
provecho del Dr. Bienvenido Montero de los Santos, abo-
gado ane afirma haberlas avanzado en su totalidad'; 

mente administrados en la instrucción de la causa, dio por 
establecido: a) que el día 9 de Marzo de 1971, Luis Rafael 
Valdez Herrera estropeó a Macario Mota, mientras transi-
taba de Este a Oeste por la calle Marcos Ruiz de esta ciu-
dad, conduciendo el carro placa No. 50660, marca Austin, 
en la intersección con la calle Marcos Adón; b) que Maca-
rio Mota sufrió heridas, golpes y fracturas que curaron 
después de 60 días y antes de 90; e) que el automóvil con el 
cual se produjo el accidente es propiedad de Juan Cabrera 
García, y estaba asegurado en la Compañía Unión de Segu-
ros, C. por A., según Póliza No. SD-5672; d) que el preve-
nido Luis Rafael Valdez Herrera transitaba de Este a Oes-
te por la Marcos Ruiz y se ha establecido que lo hacía muy 
rápido y al aproximarse a la esquina Marcos Adón debió 
reducir la velocidad, lo cual no hizo, sobre todo teniendo 
en cuenta que era de noche, lo que revela que dicho pre-
venido fue imprudente; que por otra parte se pone de ma-
nifiesto el manejo descuidado, en razón de que debió ver 
y nó lo hizo, que la víctima Macario Mota se había lanza-
do a cruzar de Sur a Norte la Marcos Adón, lo que indica 
que descuidó momentáneamente el manejo de su vehículo 
y contribuyó de una manera efectiva con su falta en el ac-
cidente de que se trata; e) que también la víctima incurrió 
en falta pues fue imprudente al aventurarse a cruzar una 
vía de tanto tránsito, sin asegurarse que podía hacerlo, lo 
cual no hizo, con lo cual ha contribuido en igual grado a la 
producción de este accidente; 

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran el delito de golpes y heridas por imprudencia, produci-
dos con el manejo de un vehículo de motor, hecho previsto 
por el artículo 49 de la Ley No. 241, de 1967; y sancionado 
Por ese mismo texto legal en su letra C, con la pena de 6 
meses a 2 años de prisión correccional, y multa de RD$ 
100.00 a RD$500.00, cuando las heridas y los golpes reci-
bidos por la víctima del accidente, le hayan ocasionado una 
enfermedad o una imposibilidad para el trabajo que dura- 

  

          

          

          

          

          

          

          

          

          

          

          

          

         

En cuanto al recurso del prevenido: 

   

         

Considerando, que para declarar culpable al preveni-
do recurrente Luis R. Valdez, la Corte a-qua mediante la 
ponderación de los elementos de juicio que fueron regular- 
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re 20 días o más, como ocurrió en la espec'e; que, en conse-
cuencia al condenar al prevenido recurrente a RD$25 00 
de multa después de declararlo culpable, y acogiendo cir-
cunstancias atenuantes, la Corte a-qua le aplicó una san-
ción ajustada a la Ley; 

Considerando, que asim'smo, la Corte a-qua dio por 
establecido que el hecho cometido por el prevenido recu-
rrente, había ocasionado a la parte civil constituída, daños 
y perjuicios, materiales y morales, cuyo monto apreció so-
beranamente, y fjó (después de tener en cuenta la inicden-
ea de la falta de la víctima) en RD$1,500.00, a cargo del 
prevenido recurrente; que al condenarlo al pago de esa su-
ma, solidariamente con la persona puesta en causa como ci-
vilmente responsable, a título de indemnización, y al ha-
cer oponible esa condenación a la entidad aseguradora que 
había sido puesta en causa, la Corte a-qua hizo una correc-
ta aplicación de los artículos 1383 y 13'84 del Código Civil; 
y; 1 y 19 de la Ley No. 4117 de 1955, sobre Seguro Obliga-
torio de Vehículos de motor; 

Considerando, que examinado en sus demás aspectos, 
el fallo impugnado en lo que concierne al interés del preve-
nido recurrente, él no contiene vicio alguno que justifique 
su casacón; 

En cuanto a los recursos de la persona civilmente 
responsable y de la Compañía Aseguradora. 

Considerando, que de acuerdo con el artículo 37 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso 
sea interpuesto por el Minister.° Público, por la parte ci-
vil o por la persona civilmente responsable, el depósito de 
un memor al con la exposición de los medios en que se fun-
da, será obligatorio a pena de nulidad, si no se ha motivado 
el recurso en la dec'arac_ón correspondiente; lo cual se ex-
tiende a la entidad aseguradora que ha sido puesta en cau- 
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sa conforme a la Ley No. 4117, de 1955, sobre Seguro Obli-
gatorio de Vehículos de Motor; 

Considerando, que no habiendo estos recurrentes cum-
plido con esas formalidades, sus recursos resultan nulos al 
tenor del artículo 37 catado; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Macan° Mota; Segundo: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por el prevenido Luis Rafael Valdez He-
rrera, contra la sentencia de fecha 14 de agosto de 1972, 
dictada en atribuciones correccionales por la Corte de Ape-
laeón de Santo Domingo, cuyo dispositivo se ha copiado en 
parte anterior del presente fallo; Tercero: Declara nulos 
los recursos de Juan Cabrera García y la Compañía Unión 
de Seguros, C. por A., contra la misma sentencia; Cuarto: 
Condena a los recurrentes al pago de las costas, distrayen-
do las civiles en favor del Dr. Bienvenido Montero de los 
Santos, abogado del interviniente, quien afirmó haberlas 
avanzado en su mayor parte. 

Firmados.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.— Fran-
cisco Elp dio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— Manuel A. Richiez Acevedo.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia públ ca del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. Fdo. Ernesto Curiel hijo. 



re 20 días .o más, como ocurrió en la espec i e; que, en conse-
cuencia al condenar al prevenido recurrente a RD$25 00 
de multa después de declararlo culpable, y acogiendo cir-
cunstancias atenuantes, la Corte a-qua le aplicó una san-

ción ajustada a la Ley; 

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio por 
establecido que el hecho cometido por el prevenido recu-
rrente, había ocasionado a la parte civil constituída, daños 
y perjuicios, materiales y morales, cuyo monto apreció so-
beranamente, y fjó (después de tener en cuenta la inicden-
c'a de la falta de la víctima) en RD$1,500.00, a cargo del 
prevenido recurrente; que al condenarlo al pago de esa su-
ma, solidariamente con la persona puesta en causa como ci-
vfl mente responsable, a título de indemnización, y al ha-
cer oponible esa condenación a la entidad aseguradora que 
había sido puesta en causa, la Corte a-qua hizo una correc-
ta aplicación de los artículos 1383 y 13'84 del Código Civil; 
y; 1 y 19 de la Ley No. 4117 de 1955, sobre Seguro Obliga-
torio de Vehículos de motor; 

Considerando, que examinado en sus demás aspectos, 
el fallo impugnado en lo que cmcierne al interés del preve-
nido recurrente, él no contiene vicio alguno que justifique 
su casac . ón; 

En cuanto a los recursos de la persona civilmente 
responsable y de la Compañía Aseguradora. 

Considerando, que de acuerdo con el artículo 37 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso 
sea interpuesto por el Ministerm Público, por la parte ci-
vil o por la persona civilmente responsable, el depósito de 
un memor al con la exposición de los medios en que se fun-
da, será obligatorio a pena de nulidad, si no se ha motivado 
el recurso en la dec'arac.ón correspondiente; lo cual se ex-
tiende a la entidad aseguradora que ha sido puesta en cau- 

sa conforme a la Ley No. 4117, de 1955, sobre Seguro Obli-
gatorio de Vehículos de Motor; 

Considerando, que no habiendo estos recurrentes cum-
plido con esas formalidades, sus recursos resultan nulos al 
tenor del artículo 37 catado; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Macarm Mota; Segundo: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por el prevenido Luis Rafael Valdez He-
rrera, contra la sentencia de fecha 14 de agosto de 1972, 
dictada en atribuciones correccionales por la Corte de Ape-
lac'ón de Santo Domingo, cuyo dispositivo se ha copiado en 
parte anterior del presente fallo; Tercero: Declara nulos 
los recursos de Juan Cabrera García ,  y la Compañía Unión 
de Seguros, C. por A., contra la misma sentencia; Cuarto: 
Condena a los recurrentes al pago de las costas, distrayen-
do las civiles en favor del Dr. Bienvenido Montero de los 
Santos, abogado del interviniente, quien afirmó haberlas 
avanzado en su mayor parte. 

Firmados.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.— Fran-
cisco Elp dio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— Manuel A. Richiez Acevedo.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia públ ca del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publ:cada por mí, Secretario General, que 
certifico. Fdo. Ernesto Curiel hijo. 

BOLETIN JUDICIAL 	 3593 3592 	 BOLETIN JUDICIAL 



3594 	 BOLETIN JUDICIAL 

SENTENCIA DE FECHA 26 DE NOVIEMBRE DEL 1973. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Maco-

rís de fecha 31 de enero de 1973. 

Materia: Criminal.  
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domiciliado en el Ingenio Quisqueya, Municipio y Provin-
cia de San Pedro de Macorís, con cédula No. 5809, serie 24; 
y el Consejo Estatal del Azúcar (CEA) División Ingenio 
Quisqueya, con domicilio principal en esta ciudad, contra 
la sentencia de la Corte de Apelación de San Pedro de Ma-
corís, d'etada en sus atribuciones criminales, en fecha 31 
de enero de 1973, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Recurrentes: Alfonso Sabino y Consejo Estatal del Azúcar (Cea) 
División Ingenio Quisqueya. 

Interviniente: Rosario Linares. 

Abogados: Dres. Bienvenido Canto Rosario y Juan Nicolás Ramos. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bauista Rojas Almánzar y José A. Paniagua 
Mateo, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 26 de noviembre del 
1973, años 130' de la Independencia y 111' de la Restau-
ración, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Alfon-
so Sabino, dominicano, mayor de edad, casado, jornalero, 

Oído al Dr. Juan Nicolás Ramos Peguero, por sí y por 
el Dr. Bienvenido Canto y Rosario, abcgados de la intervi-
niente Rosario Linares, dominicana, mayor de edad, solte-
ra, de quehaceres domésticos, domiciliada en la Loma del 
Chivo, del Ingenio Quisqueya, en la lectura de sus conclu-
siones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de los recursos de casación levantada en 
la Secretaría de la Corte a-qua, el día 9 de febrero de 1973, 
a requerim'ento del Dr. Máximo E. Gómez Acevedo, a nom-
bre y representación del acusado Alfonso Sabino, y el Con-
sejo Estatal del Azúcar, (Cea) Compañía puesta en causa, 
como civilmente responsable, en la cual no se expone, nin-
gún medio determinado de casación; 

Visto el escrito del interviniente de fecha 12 de octu-
bre de 1973, firmado por sus abogados; 

La Suprema Corte de Just'cia después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 295, 18, 304, párrafo 2do.; 463 
escala 3a. del Código Penal; 1382 y 1384 del Código Civil; 
y 1, 43 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 
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Interviniente: Rosario Linares. 
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Dios, Patria y Libertad. 
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Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
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relló, Juan Bauista Rojas Almánzar y José A. Paniagua 
Mateo, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 26 de noviembre del 
1973, años 130' de la Independencia y 111' de la Restau-
ración, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Alfon-
so Sabino, dominicano, mayor de edad, casado, jornalero,  

domiciliado en el Ingenio Quisqueya, Municipio y Provin-
cia de San Pedro de Macorís, con cédula No. 5809, serie 24; 
y el Consejo Estatal del Azúcar (CEA) División Ingenio 
Quisqueya, con domicilio principal en esta ciudad, contra 
la sentencia de la Corte de Apelación de San Pedro de Ma-
corís, d'ctada en sus atribuciones criminales, en fecha 31 
de enero de 1973, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Juan Nicolás Ramos Peguero, por sí y por 
el Dr. B'envenido Canto y Rosario, abogados de la intervi-
niente Rosario Linares, dominicana, mayor de edad, solte-
ra, de quehaceres domésticos, domiciliada en la Loma del 
Chivo, del Ingenio Quisqueya, en la lectura de sus conclu-
siones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de los recursos de casación levantada en 
la Secretaría de la Corte a-qua, el día 9 de febrero de 1973, 
a requerim'ento del Dr. Máximo E. Gómez Acevedo, a nom-
bre y representación del acusado Alfonso Sabino, y el Con-
sejo Estatal del Azúcar, (Cea) Compañía puesta en causa, 
como civilmente responsable, en la cual no se expone, nin-
gún medio determinado de casación; 

Visto el escrito del interviniente de fecha 12 de octu-
bre de 1973, firmado por sus abogados; 

La Suprema Corte de Just'cia después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 295, 18, 304, párrafo 2do.; 463 
escala 3a. del Código Penal; 1382 y 1384 del Código Civil; 
y 1, 43 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 



Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
con fecha 13 de enero de 1972, el Juez de Instrucción de 
San Pedro de Macorís, debidamente apoderado al efecto, 
dictó contra Alfonso Sabino, acusado de homicidio volunta-
rio de José Severo Linares, una providencia calificatva, con 
el siguiente dispositivo: "Mandamos y ordenamos: Prime-
ro: que el procesado Alfonso Sabino, de generales anota-
das en el proceso, sea enviado ante el Tribunal Criminal,= 
para que responda del hecho puesto a su cargo y allí se le 
juzgue de acuerdo con la ley; Segundo: que la infrascrita 
Secretaría proceda a la notificac:ón de la presente Provi-
dencia Calificativa, conforme a las disposiciones legales de 
la materia; y Tercero: que las actuaciones de la instrucción 
y un estado de los documentos y objetos que han de obrar 
como fundamento de convicción sean transmitidos al Ma-
gistrado Procurador Fiscal de este Distrito Judicial de San 
Pedro de Macorís, para los fines de lugar; b) que apodera-
do del caso el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de San Pedro de Macorís, en fecha 28 de septiem-
bre de 1972, dictó una sentencia cuyo dispositivo aparece 
inserto en el de la ahora impugnada; c) que sobre los re-
cursos de apelación interpuestos intervino la sentencia aho-
ra impugnada, cuyo dispositivo es como sigue: "FALLA: 

PRIMERO: Admite como regulares y válidos, en cuanto a 
la forma, los recursos de apelación interpuestos por el acu-
sado Alfonso Sabino, el Consejo Estatal del Azúcar (CEA), 
División Ingenio Quisqueya, Rosario Linares y el Ministe-
rio Público de esta Corte, contra sentencia dictada, en atri-
buciones criminales y en fecha 28 de septiembre de 1972, 
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de San Pedro de Macorís, que condenó al referido acusado 
Alfonso Sabino, a sufrir la pena de un (1) año de prisión y 
al pago de las costas penales, acogiendo en su favor circuns-
tancias atenuantes, por el crimen de homicidio voluntario 
en la persona de José Severo Linares; condenó solidaria- 

mente tanto al acusado Alfonso Sabino como , al Consejo 
Estatal del Azúcar (Cea), División Ingenio Quisqueya, par-
te civilmente  responsable puesta en causa, a pagar tres mil 
pesos oro (RD$3,000.00) a título de indemnización, en be-
neficio de la señora Rosario Linares, constituída en parte 
civil, en' su calidad de madre de la víctima, así como las 
costas civiles, con distracción de las mismas en provecho 
del Doctor Juan Nicolás Ramos Peguero, por afirmar ha-
berlas avanzado en su mayor parte; y ordenó la devolución 
a su legítimo propietario, de los efectos que constan en el 
expediente como cuerpo del delito.— SEGUNDO: Modifi-
ca la referida sentencia recurrida en cuanto a la pena im-
puesta y condena al acusado Alfonso Sabino, a sufrir tres 
(3) años de reclusión que deberá agotar en la cárcel públi-
ca de esta ciudad, por el mencionado hecho puesto a su car-
go, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes.—
TERCERO: Admite como regular y válida, en cuanto a la 
forma, la constitución en parte civil hecha por la señora 
Rosario Linares, contra el acusado Alfonso Sabino y el 
Consejo Estatal del Azúcar (Cea), División Ingenio Quisque-
ya, en su condición de parte civilmente responsable puesta 
en causa, a pagar una indemnización de seis mil pesos oro 
(RD$6,000.00) en beneficio de Rosario Linares, como justa 
reparación por los daños y perjuicios morales y materiales 
sufridos por ésta, a consecuencia del hecho de homicidio 
voluntario cometido por el acusado aludido en la persona 
de José Severo Linares, mientras dicho acusado desempeña-
ba las funciones de sereno, al servicio del Consejo Estatal 
del Azúcar (Cea), División Ingenio Quisqueya.— CUAR-
TO: Condena al repetido acusado Alfonso Sabino y al Con-
sejo Estatal del Azúcar (Cea), División Ingenio Quisqueya, 
al primero, al pago de las costas penales, y a ambos, al pa-
go de las civiles, con distracción de las últimas en prove-
cho de los Doctores Juan Nicolás Ramos Peguero y Bienve-
nido Canto Rosario, por afirmar haberlas avanzado en su 
mayor parte"; 

3596 	 BÓLETIN JUDICIAL 130LETIN' JUDICIAL 	 3597 



3596 	 BÓLETIN JUDICIAL BOLETIN' JUDICIAL 	 3597 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
con fecha 13 de enero de 1972, el Juez de Instrucción de 
San Pedro de Macorís, debidamente apoderado al efecto, 
dictó contra Alfonso Sabino, acusado de homicidio volunta-
rio de José Severo Linares, una providencia calificatva, con 
el siguiente dispositivo: "Mandamos y ordenamos: Prime-
ro: que el procesado Alfonso Sabino, de generales anota-
das en el proOeso, sea enviado ante el Tribunal Criminal, 1 
para que responda del hecho puesto a su cargo y allí se le 
juzgue de acuerdo con la ley; Segundo: que la infrascrita 
Secretaría proceda a la notificación de la presente Provi-
dencia Calificativa, conforme a las disposiciones legales de 
la materia; y Tercero: que las actuaciones de la instrucción 
y un estado de los documentos y objetos que han de obrar 
como fundamento de convicción sean transmitidos al Ma-
gistrado Procurador Fiscal de este Distrito Judicial de San 
Pedro de Macorís, para los fines de lugar; b) que apodera-
do del caso el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de San Pedro de Macorís, en fecha 28 de septiem-
bre de 1972, dictó una sentencia cuyo dispositivo aparece 
inserto en el de la ahora impugnada; e) que sobre los re-
cursos de apelación interpuestos intervino la sentencia aho-
ra impugnada, cuyo dispositivo es como sigue: "FALLA: 

PRIMERO: Admite como regulares y válidos, en cuanto a 
la forma, los recursos de apelación interpuestos por el acu-
sado Alfonso Sabino, el Consejo Estatal del Azúcar (CEA), 
División Ingenio Quisqueya, Rosario Linares y el Ministe-
rio Público de esta Corte, contra sentencia dictada, en atri ; 

 buciones criminales y en fecha 28 de septiembre de 1972, 
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de San Pedro de Macorís, que condenó al referido acusado 
Alfonso Sabino, a sufrir la pena de un (1) año de prisión y 
al pago de las costas penales, acogiendo en su favor circuns-
tancias atenuantes, por el crimen de homicidio voluntario 
en la persona de José Severo Linares; condenó solidaria- 

mente tanto al acusado Alfonso Sabino como al Consejo 
Estatal del Azúcar (Cea), División Ingenio Quisqueya, par-
te civilmente  responsable puesta en causa, a pagar tres mil 
pesos oro (RD$3,000.00) a título de indemnización, en be-
neficio de la señora Rosario Linares, constituída en parte 
civil, ere su calidad de madre de la víctima, así como las 
costas civiles, con distracción de las mismas en provecho 
del Doctor Juan Nicolás Ramos Peguero, por afirmar ha-
berlas avanzado en su mayor parte; y ordenó la devolución 
a su legítimo propietario, de los efectos que constan en el 
expediente como cuerpo del delito.— SEGUNDO: Modifi-
ca la referida sentencia recurrida en cuanto a la pena im-
puesta y condena al acusado Alfonso Sabino, a sufrir tres 
(3) años de reclusión que deberá agotar en la cárcel públi-
ca de esta ciudad, por el mencionado hecho puesto a su car-
go, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes.—
TERCERO: Admite como regular y válida, en cuanto a la 
forma, la constitución en parte civil hecha por la señora 
Rosario Linares, contra el acusado Alfonso Sabino y el 
Consejo Estatal del Azúcar (Cea), División Ingenio Quisque-
ya, en su condición de parte civilmente responsable puesta 
en causa, a pagar una indemnización de seis mil pesos oro 
(RD$6,000.00) en beneficio de Rosario Linares; como justa 
reparación por los daños y perjuicios morales y materiales 
sufridos por ésta, a consecuencia del hecho de homicidio 
voluntario cometido por el acusado aludido en la persona 
de José Severo Linares, mientras dicho acusado desempeña-
ba las funciones de sereno, al servicio del Consejo Estatal 
del Azúcar (Cea), División Ingenio Quisqueya.— CUAR-
TO: Condena al repetido acusado Alfonso Sabino .y al Con-
sejo Estatal del Azúcar (Cea), División Ingenio Quisqueya, 
al primero, al pago de las costas penales, y a ambos, al pa-
go de las civiles, con distracción de las últimas en prove-
cho de los Doctores Juan Nicolás Ramos Peguero y Bienve-
nido Canto Rosario, por afirmar haberlas avanzado en su 
mayor parte"; 



BOLETIN JUDICIAL 	 3599 3598 	 BOLETIN JUDICIAL 

En cuanto al recurso del acusado Alfonso Sabino: 

Considerando, que la Corte a-qua, para declarar cul-
pable al acusado Alfonso Sabino, dio por establecido me-
diante la ponderación de los elementos de juicio que fueron 
regularmente admin'strados en la instrucción de la causa, 
que el día cinco de diciembre de 1971, como a las 10 p. m. 
en el Ingenio Quisqueya, jurisdicción de San Pedro de Ma-
cor,s, el acusado Alfonso Sabino, hoy recurrente en casa-
ción, encontrándose prestando servicio como sereno, en di-
cho Ingenio, sorprendió a Severo Linares, tratando de sus-
traer unos tubos, y le disparó con una escopeta que porta-
ba, infiriéndole voluntariamente una herida en el pulmón 
derecho, a consecuencia de la cual murió esa misma noche; 

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran el crimen de homiCdio voluntario, previsto por el ar-
tículo 295 del Código Penal y sancionado por los artículos 
18 y 304 del mismo Código, con la pena de trabajos públi-
cos de tres años a lo menos y veinte años a lo más; que en 
consecuencia, al condenar al acusado recurrente, a un (1) 
año de prisión, acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuantes, la Corte a-qua le apLcó una sanción ajustada a 
la ley; 

Considerando, en cuanto a las condenacicne.s civiles, 
que la Corte a-qua luego de dar por establecido, al igual que 
lo había hecho el juez de primer grado, que el hecho co-
metido por el acusado, había ocasicnado a la madre de la 
víctima, constituida en parte civil, daños y perjuiC os ma-
teriales y morales precedió a elevar la suma que había si-
do acordada a título de indemnización, de $3,000.00 a 
$6,000.00, sin dar ninguna clase de motivos, para el referi-
do aumento, sobre todo, que en la especie para determinar 
el monto razonable de la indemnización, la Corte a-qua de-
bió ponderar que la víctima había ido a cometer un hecho  

delictuoso en perjuicio de la Impresa y con riesgo para el 
acusado en su condición de sereno de dicha Empresa; 

Considerando, que al casarse la sentencia impugnada en 
su aspecto civil, en virtud del recurso del acusado, esa ca-
sación aprovecha necesariamente al Ingenio recurrente; 

Considerando, que no procede estatuir sobre las costas 
civiles, ya que la parte gananciosa no lo ha solicitado; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Rosario Linares; Segundo: Rechaza en el aspecto penal, 
el recurso del acusado Alfonso Sabino, contra la sentencia 
dictada en atribuciones criminales por la Corte de Apela-
ción de San Pedro de Macorís, en fecha 31 de enero de 
1973, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del presen-
te fallo, y se le condena al pago de las costas penales; Ter-
cero: Casa dicha sentencia en el aspecto civil, y envía el 
asunto así delimitado por ante la Corte de Apelación de 
San Cristóbal. 

(Firmados).— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—

'losé A. Paniagua Mateo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
'General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 28 DE NOVIEMBRE DEL  1973. 

Sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, de fecha 

6 de febrero de 1973. 

Materia: Correccional. 

Recurrentes: Pedro E. Domínguez Inoa, Enerio Antonio Alba y la 
Compañía de Seguros Pepin, S. A. 

Intervinientes: Manuel Sócrates Báez Ferreira y Eligio de Js. 

Serrano. 
Abogados: Dres. Darío O. Fernández y José Avelino Madera. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ru=z Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar, José A. Paniagua Ma-
teo y Manuel A. Richiez Acevedo, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 28 de noviembre del 1973, años 130' de la Independen-
cia y 111' de la Restauración, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Pedro 
E. Domínguez Inoa, dominicano, mayor de edad, soltero, 
chófer, cédula 69344 serie 31, residente en la Ave. Imbert 
No. 70, atrás, de la ciudad de Santiago; Enerio Antonio Al-
ba; y la Compañía de Seguros Pepín S. A. con domicilió 
en la casa No. 122 de la calle Restauración de la ciudad de 
Santiago, contra la sentencia dictada en fecha 6 de febre-
ro de 1973, por la Primera Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, en sus 
atribuciones correcconales, cuyo dispositivo se transcribe 
más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Darío O. Fernández, por sí y por el Dr. Jo-
sé Avelino Madera, abcgados de los intervInientes que lo 
son Manuel S. Báez Ferreiras y Eligio de Jesús Serrano, 
ambos dominicanos, mayores de edad, solteros, empleados, 
domiciliados y residentes en la ciudad de Santiago de los 
Caballeros, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el d'etamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de los recursos de casación levantada en 
la Secretaría de la Cámara a-qua de fecha 20 de febrero de 
1973, a requerimiento del Dr. Berto Veloz, en representa-
ción de los recurrentes, acta en la cual no se expone nin-
gún medio determinado de casación; 

Visto el escrito de los intervin'entes de fecha 12 de 
octubre de 1973, firmado por sus abogados; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 de la ley No. 241 de 1967, 
1384 del Código Civil, y 1 y 10 de la ley No. 4117 de 1955; 
y 1, 37 y 65 de la ley sobre Procedimiento de Casne-án; 
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la Secretaría de la Cámara a-qua de fecha 20 de febrero de 
1973, a requerimiento del Dr. Berto Veloz, en representa-
ción de los recurrentes, acta en la cual no se expone nin-
gún medio determinado de casación; 

Visto el escrito de los intervin:entes de fecha 12 de 
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Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de un accidente automovilístico ocurrido el día 25 de 
febrero de 1972, en la intersección de las avenidas Salvador 
Estrella Sandalá y Franco Bidó de la ciudad de Santiago 
de los Caballeros, accidente en el cual resultaron dos per-
sonas con lesiones corporales, el Juzgado de Paz de la Pri-
mera Circunscripción del Municipio de Santiago, dictó en 
fecha 17 de julio de 1972, una sentencia cuyo dispositivo se 
encuentra inserto más adelante en el del fallo impugnado; 
b) que sobre los recursos interpuestos intervino la senten-
cia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo dice 
así: "FALLA: PRIMERO: Pronuncia defecto, contra el co-
prevenido Pedro E. Domínguez y Antonio Alba, persona ci-
vilmente responsable, por no haber comparecido a la au-
diencia de este día, no obstante estar legalmente citado;—
SEGUNDO: Declara bueno y válido, el recurso de apela-
ción interpuesto por el Dr. Berto Veloz, hecha a nombre y 
representación de Pedro R. Domínguez, Antonio Alba y la 
Compañía Nacional de Seguros Pepín, S. A., en cuanto a la 
forma contra la sentencia No. 553 de fecha 17 de julio de 
1972, rendida por el Juzgado de Paz de la Primera Cir-
cunscripción del Municipio de Santago, que pronunció de-
fecto, contra el nombrado Pedro E. Domínguez y lo conde-
nó a sufrir la pena de Un Mes (1) de prisión correccional, 
por el delito de violación a la ley 241, y descargó de toda 
responsabilidad penal al nombrado Manuel de Js. Báez Fe-
rreiras, por deberse el accidente a la falta exclusiva del 
nombrado Pedro E. Domínguez, cuya parte dispositivo de 
dicha sentencia dice, textualmente así: 'Primero: Que debe 
ratificar como al efecto ratifica el defecto, pronunciado con-
tra el nombrado Pedro E. Domínguez Inoa, por no haber 
comparecido a la audiencia de este día, 13 del mes de ju-
lio de 1972, no obstante que fue legalmente citado; Segun-
do: Declara al nombrado Pedro E. Domínguez Inoa, de ge-
nerales ignoradas, culpable, de violación a los artículos 49,  

letra A, 74 letra D, sancionado por el artículo 75 de la ley 
241, sobre Tránsito de Vehículos, en perjuicio de los seño-
res Manuel S. Báez Ferreiras y Eligio de Js. Serrano, 1ro. 
letra fl numeral lro. Primera Parte de la Ordenanza Mu-
nicipal No. 1346 del año 1963 y sus mod ficaciones y, en 
consecuencia se le condena a cumplir un (1) mes de prisión 
correccional; Tercero: Declara al nombrado Manuel S. 
Báez Ferreiras de generales anotadas, no culpable, de vio-
lar la antes citada Ley, y, en consecuencia se descarga de 
toda responsabilidad penal por deberse el accidente a la 
falta exclusiva del nombrado Pedro E. Domínguez Inoa; 
Cuarto: Declara buena y válida da constitución en parte ci-
vil, hecha por los señores Manuel S. Báez Ferreiras y Eli-
gio de Jesús Serrano, r, o r órgano de su abogado constituí-
do y apoderado especial, Dr. Cesáreo Contreras, contra 'os 
señores Antonio Alba, persona civilmente responsable, 
puesta en causa y la Cía. Nacional de Seguros Pepín, S. A., 
aseguradora de la responsab lidad civil de Antonio Alba, 
por reposar en justos motivos y pruebas legales, y, en con-
secuencia se ccndena al señor Antonio Alba a pagar en fa-
vor de cada uno de los señores Manuel S. Báez Ferreiras y 
Eligio de Js. Serrano, la suma de RD$600.00 (Seiscientos 
Pesos Oro), como justa reparación por los daños y perjui-
cios materiales y morales, experimentados por ellos, en el 
accidente al rec . bir lesiones corporales según se desprende 
de sendos certificados médicos legales, anexados al expe-
diente, a título de indemnización; Quinto: Cond-ina al se-
ñor Antonio Alba, persona civilmente responsable puesta 
en causa, al pago de los intereses legales de las sumas acor-
dadas en indemnización, a partir de la demanda en justi-
cia en fecha 10 de mayo del año 1972, a título de indemni-
zaCón suplementaria; Sexto: Declara común, oponible y eje-
cutable la presente sentencia contra las compañías nacional 
de Seguros Pepín, S. A., aseguradora de la responsabilidad 
civil de Antonio Albo, en virtud de las disposiciones del ar-
tículo 10 de la Ley 4117 sobre Seguro Obligatorio para los 
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letra A, 74 letra D, sancionado por el artículo 75 de la ley 
241, sobre Tránsito de Vehículos, en perjuicio de los seño-
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vil, hecha por los señores Manuel S. Báez Ferreiras y Eli-
gio de Jesús Serrano, por órgano de su abogado constituí-
do y apoderado especial, Dr. Cesáreo Contreras, contra 'os 
señores Antonio Alba, persona civilmente responsable, 
puesta en causa y la Cía. Nacional de Seguros Pepín, S. A., 
aseguradora de la responsab lidad civil de Antonio Alba, 
por reposar en justos motivos y pruebas legales, y, en con-
secuencia se ccndena al señor Antonio Alba a pagar en fa-
vor de cada uno de los señores Manuel S. Báez Ferreiras y 
Eligio de Js. Serrano, la suma de RD$600.00 (Seiscientos 
Pesos Oro), como justa reparación por los daños y perjui-
cios materiales y morales, experimentados por ellos, en el 
accidente al reclir lesiones corporales según se desprende 
de sendos certificados médicos legales, anexados al expe-
diente, a título de indemnización; Quinto: Condona al se-
ñor Antonio Alba, persona civilmente responsable puesta 
en causa, al pago de los intereses legales de las sumas acor-
dadas en indemn:zación, a partir de la demanda en justi-
cia en fecha 10 de mayo del año 1972, a título de indemni-
zaCón suplementaria; Sexto: Declara común, oponible y eje-
cutable la presente sentencia contra las compañías nacional 
de Seguros Pepín, S. A., aseguradora de la responsabilidad 
civil de Antonio Albo, en virtud de las disposiciones del ar-
tículo 10 de la Ley 4117 sobre Seguro Obligatorio para los 
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Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
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vo de un accidente automovilístico ocurrido el día 25 de 
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encuentra inserto más adelante en el del fallo impugnado; 
b) que sobre los recursos interpuestos intervino la senten-
cia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo dice 
así: "FALLA: PRIMERO: Pronuncia defecto, contra el co-
prevenido Pedro E. Domínguez y Antonio Alba, persona ci-
vilmente responsable, por no haber comparecido a la au-
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Compañía Nacional de Seguros Pepín, S. A., en cuanto a la 
forma contra la sentencia No. 553 de fecha 17 de julio de 
1972, rendida por el Juzgado de Paz de la Primera Cir-
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nó a sufrir la pena de Un Mes (1) de prisión correccional, 
por el delito de violación a la ley 241, y descargó de toda 
responsabilidad penal al nombrado Manuel de Js. Báez Fe-
rreiras, por deberse el accidente a la falta exclusiva del 
nombrado Pedro E. Domínguez, cuya parte dispositivo de 
dicha sentencia dice, textualmente así: 'Primero: Que debe 
ratificar como al efecto ratifica el defecto, pronunciado con-
tra el nombrado Pedro E. Domínguez Inoa, por no haber 
comparecido a la audiencia de este día, 13 del mes de ju-
lio de 1972, no obstante que fue legalmente citado; Segun-
do: Declara al nombrado Pedro E. Domínguez Inoa, de ge-
nerales ignoradas, culpable, de violación a los artículos 49, 
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Vehículos de Motor; Séptimo: Condena a los señores Antonio 
Alba, persona civilmente responsable puesta en causa y la 
compañía Nacional Seguros Pepín, S. A., aseguradora de la 
responsabilidad civil de Antonio Alba, al pago de las costas 
civiles del procedimiénto, ordenando su distracción en fa-
vor del Dr. Cesáreo Contreras, abogado, quien afirma es-
tarlas avanzando en su totalidad; Octavo: Condena al nom-
brado Pedro E. Domínguez Inoa, al pago de las costas pe-
nales del procedimiento; Noveno: Se comisiona al ministe-
rial Ramón Antonio Santana Alonzo, Alguacil de Estrados 
de la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Santiago, para que notifique 
la presente sentencia; TERCERO: Modifica la sentencia 
recurrida en el Ordinal Cuarto (4to.) en el aspecto de que 
sea rebajada la indemnización impuesta, en provecho de los 
señores Manuel S. Báez Ferreiras y Eligio de Jesús Serra-
no, a la suma de RD$500.00 (Quinientos Pesos Oro) a cada 
uno;— CUARTO: Confirma la referida sentencia en sus de-
más aspectos;— QUINTO: Condena a 1 señor Antonio Alba 
y a la Compañía Nacional de Seguros Pepín, S. A., al pago 
de las costas civiles, con distracción de las mismas en pro-
vecho del Dr. Cesáreo Contreras, abogado, quien afirma es-
tarlas avanzando en su totalidad;— SEXTO: Condena al 
nombrado Pedro E. Domínguez Inoa, al pago de las costas 
penales"; 

En cuanto al recurso del prevenido 

Considerando, que mediante la ponderación de los ele-
mentos de juicio que fueron regularmente aportados en la 

instrucción de la causa, la Cámara a-qua para declarar la 
culpabilidad del prevenido y fallar como lo hizo, dio por 
establecido los hechos siguientes: a) que el día 25 de febre-
ro de 1972, mientras el automóvil placa No. 209-165, pro-
piedad de Antonio Alba, conducido por Pedro Domínguez 

Inoa, transitaba de Sur a Norte por la avenida Salavdor Es- 
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trena Sadhalá, de la ciudad de Santiago de los Caballeros, 
al llegar a la intersección con la avenida Franco Bidó, se 
produjo una colisión con la motocicleta placa No. 35663, 
conducida por Manuel Sócrates Báez Ferreiras, quien tran-
sitaba de Este a Oeste por dicha vía; b) que como conse-
cuencia de estos hechos sufrieron lesiones corporales tanto 
el motociclista Báez Ferreiras como Eligio de Jesús Serra-
no, quien lo acompañaba, montado en la parte atrás de di-
cha motocicleta; lesiones curables antes de los diez (10) 
días, según consta en los certificados médicos legales co-
rrespondientes; c) que en base a los hechos precendente-
mente expuestos la Cámara a-qua llegó a la conclusión de 
que el accidente de que se trata tuvo su causa generadora 
y determinante en la exclusiva imprudencia del prevenido 
Domínguez Inoa, quien sin respetar las señales de "pare" 
que existen en dicha vía penetró imprudentemente en la 
avenida Franco Bidó que es una vía de tráns'to preferen-
cial produciéndose así la colisión; que no tomó todas las me-
didas de precaución que aconseja la ley en estos casos, co-
mo hubiera sido detener su vehículo lo más cerca posible 
de la intersección antes del paso de peatones y esperar pa-
ra reanudar la marcha, que la vía se encontrara franca y 
en condiciones de cruzarla sin poner en peligro la seguri-
dad y la integridad física de las personas, lo que no hizo; 

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran el delito de golpes y heridas producidos con el manejo 
de un vehículo de motor, previsto por el artículo 49 de la 
ley No. 241 de 1967, y sancionado por ese mismo texto le-
gal en su letra a) con las penas de 6 días a 6 meses delpri-
Sión y multa de $6:00 a $180.00, cuando los golpes y las he-
ridas recibidas por la víctima curaren en menos de 10 días, 
como ocurrió en la especie; que en consecuencia la Cámara 
a-qua al condenar al prevenido recurrente a (1) un mes de 
prisión correccional, acogiendo circunstancias atenuantes 
en su favor, le aplicó una sanción ajustada a la ley; 
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Considerando, que asimismo, la Cámara a-qua dio por 
establecido que esos hechos habían ocasionado daños y per-
juicios materiales y morales a las víctimas constituídas en 
parte civil, cuyo monto apreció soberanamente en $500.00 
para cada uno; que al condenar a la persona puesta en cau-
sa como civ 'mente responsable al pago de esa suma a títu-
lo de indemnización y al hacer oponibles esas condenacio-
nes a la compañía aseguradora que también había sido pues-
ta en causa, la Cámara a-qua hizo en la especie una correc-
ta aplicación de los artículos 1384 del Código Civil y 1 y 10 
de la ley No. 4117 de 1955; 

Considerando, que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos en lo que concierne al interés del 
prevenido recurrente, ella no contiene vicio alguno que jus-
tifique su casación; 

En cuanto al recurso de la persona puesta en causa como 
civilmente responsable y de la compañía aseguradora 

Considerando, que procede declarar la nulidad de es-
tos recursos, en vista de que los recurrentes no han expues-
to los medios en que se fundan según lo exige a pena de 
nulidad para todo recurrente que no sea el prevenido, el 
artículo 37 de la ley sobre casación; 

Pcr tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Manuel Sócrates Báez Ferreiras y Eliglo de Jesús Se-
rrano; Segundo: Rechaza el recurso de casación interpues-
to por el prevenido Pedro E. Domínguez Inoa, contra la sen-
tencia dictada, en fecha 6 de febrero de 1972 por la Prime-
ra Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Santiago, en sus atribuciones correcciona-
les, cuyo dispos . tivo se ha copiado en parte anterior del 
presente fallo; Tercero: Declara nulos los recursos inter-
puestos por Enerio Antonio Alba y la compañía de Segu- 

ros Pepín, S. A., contra la referida sentencia; Cuarto: Con-
dena a los recurrentes al pago de las costas, distrayendo las 
civiles en provecho de los Doctores Darío O. Fernández y 
José Avelino Madera, abogados de los intervinientes, quie-
nes afirman haberlas avanzado en su mayor parte. 

(Firmados).— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
José A. Paniagua Mateo.— Manuel A. Richiez Acevedo.— 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que' 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 28 DE NOVIEMBRE DEL 1973. 

Sentencia Impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional de 
fecha 19 de febrero de 1973. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: José R. Nicolás Taveras. 
Abogado: Dr. Tobías Cuello Linares. 

Recurrido: Ramón Santos Fermín. 
Abogado: Dr. Bienvenido Montero de los Santos. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
tic'a, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar, José A. Pan:agua Ma-
teo y Manuel A. Richiez Acevedo, as'stidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 28 del mes de Noviembre del año 1973, años 130' de la 
Independenca y 111' de la Restauración, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José R. 
Incolás Taveras, dominicano, mayor de edad, comerciante,  

cédula No. 43230, serie 31, domiciliado y residente en esta 
ciudad, en la casa No. 78 de la calle Benito González, con-
tra la sentencia de fecha 19 de febrero de 1973, dictada por 
la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, cuyo disposi-
tivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Tobías Cuello L., cédula No. 56130, serie 
Ira., abogado del recurrente, en la lectura de sus conclu-
siones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
la República; 

Visto el memorial de casación depositado por el recu-
ente en fecha 22 de marzo de 1973, y suscrito por su abo-
do, en el cual se proponen los medios que se indican más 

ante; 

Visto el memorial de defensa de fecha 29 de mayo de 
1973, suscrito por el Dr. Bienvenido Montero de los Santos, 
cédula No. 63744, serie ira., a nombre del recurrido que es 
Ramón Teófilo Santos Fermín, dominicano, mayor de 
edad, cédula No. 4724, serie 51, de este domicilio y resi-
dencia; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales cuya violación denuncia 
el recurrente, y los que se copian más adelante; y 1. y 65 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se ref ere, consta: a) Que con moti-
vo de una reclamación laboral hecha por el actual recurri-
do contra el recurrente, la cual no pudo ser conciliada an- 
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Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
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1' 
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te las autoridades laborales, el Juzgado de Paz del Distrito 
Nacidnal, dictó en fecha 20 de abril de 1972, una sentencia 
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Ratifica el 
defecto pronunciado en audiencia contra la señora Austra-
lia Domínguez Vda. Jorge, por no haber comparecido no 
obstante haber sido legalmente citada; SEGUNDO: Se de-
clara resuelto por despido injustificado el contrato de tra-
bajo que ex stió entre las partes en causa, por culpa de los 
señores Australia Domínguez Vda. Jorge y José Ramón 
Nicolás Taveras, y con responsabilidad para los mismos; 
TERCERO: Se condena a los señores Australia Domínguez 
Vda. Jorge y José Ramón Nicolás Taveras, a pagar al recla-
mante Ramón Teófilo Santos Fermín, las prestaciones si-
guientes: 24 .días de preaviso, 45 días de auxilio de cesan-
tía, dos semanas de vacaciones, la Regalía Pascual propor-
cional, y más tres meses de salarios por aplicación del or-
dinal 3ro. del artículo 84 del Código de Trabajo, todo a ba-
se de un salario de RD$15.00 semanales; CUARTO: Se con-
dena solidariamente a los señores Australia Domínguez 
Vda. Jorge y José Ramón Nicolás Taveras, a pagarle al re-
clamante Ramón Teófilo Santos Fermín, la suma de RD$ 
394 80, por concepto de salarios atrasados; QUINTO: Se 
condena siempre solidariamente a los demandados al pago 
de las costas, y se ordena la distracción de las mismas en 
favor del Dr. Bienvenido Montero de los Santos, que afir-
ma haberlas avanzado en su totalidad"; b) Que sobre ape-
lación del actual recurrente en casación, la Cámara a -qua 
dictó en fecha 19 de febrero de 1973, la sentencia ahora 
impugnada con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIME-
R : Declara regular y válido en cuanto a la forma el recur-
so de apelación interpuesto por José Ramón Nicolás Tave-
ras, contra sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo del 
Distrito Nacional, de fecha 20 de abril de 1972, dictada en 
favor de Ramón Teófilo Santos Fermín, cuyo dispositivo 
ha sido copiado en parte anterior de esta misma sentencia; 
SEGUNDO: Relativamente al fondo rechaza dicho recurso 

de alzada y en consecuencia Confirma en todas sus partes 
dicha sentencia impugnada; TERCERO: Condena a la par-
te que sucumbe José Ramón Nicolás Taveras, al pago de las 
costas del proced miento de conformidad con los artículos 
5 y 16 de la Ley No. 302, y 691 del Códgo de Trabajo, or-
denando su distracción en favor del Dr. Bienvenido Monte-
ro de lcs Santos, quien afirma haberlas avanzado en su to-
talidad"; 

Considerando, que el recurrente en su memorial de 
casación propone los siguientes medios: Primer Medio: Vio-
lación del artículo 141, del Código de Procedimiento Civil.—
Falta de Motivos y Motivos Erróneos.— Desnaturalización 
de los hechos y documentos de la causa.— Falta de base 
legal.— Segundo Medio: Violación de la Ley No. 4456, de 
1956, sobre Patentes.— Violación de los artículos 57 y 58 
del Código de Trabajo por Falsa aplicación — Violación 
del artículo 1315 del Código Civil.— Motivación errónea, 
confusa y contradictoria.— Falta de base legal.— Tercer 
Medio: Contradicción de motivos.— Violación del artículo 
141 del Código de Procedimiento Civil en otros aspectos.—
Falta de motivos.— Falta de aplicación de los artículos 69, 
84, 173 y 691 del Código de Trabajo; 

Considerando, que en el desarrollo del primer medio 
de su recurso, sostiene en síntesis el recurrente: que él ad-
quirió el 15 de octubre de 1971, de manos de los Sucesores 
de Gerardo Marten Elis, quienes a su vez habían adquiri-
do de Australia Domínguez Vda. Jorge, el equipo de la La-
vandería Nacional, en la cual había prestado serv'cio el tra-
bajador demandante; y que a pesar de que la Cámara a-qua 
fue puesta en mora de decidir que en el caso sometido no 
hubo cesión de empresa ni transferimiento de trabajadores, 
según los documentos sometidos, la citada Cámara se limi-
tó a señalar que eso en "nada cambia la situación y que el 

' patrono que compra un negocio es solidariamente responsa- 
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te las autoridades laborales, el Juzgado de Paz del Distrito 
Nacidnal, dictó en fecha 20 de abril de 1972, una sentencia 
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Ratifica el 
defecto pronunciado en audiencia contra la señora Austra-
lia Domínguez Vda. Jorge, por no haber comparecido no 
obstante haber sido legalmente citada; SEGUNDO: Se de-
clara resuelto por despido injustificado el contrato de tra-
bajo que ex stió entre las partes en causa, por culpa de los 
señores Australia Domínguez Vda. Jcrge y José Ramón 
Nicolás Taveras, y con responsabilidad para los mismos; 
TERCERO: Se condena a los señores Australia Domínguez 
Vda. Jorge y José Ramón Nicolás Taveras, a pagar al recla-
mante Ramón Teófilo Santos Fermín, las prestaciones si-
guientes: 24 .días de preaviso, 45 días de auxilio de cesan-
tía, dos semanas de vacaciones, la Regalía Pascual propor-
cional, y más tres meses de salarios por aplicación del or-
cFnal 3ro. del artículo 84 del Código de Trabajo, todo a ba-
se de un salario de RD$15.00 semanales; CUARTO: Se con-
dena solidariamente a los señores Australia Domínguez 
Vda. Jorge y José Ramón Nicolás Taveras, a pagarle al re-
clamante Ramón Teófilo Santos Fermín, la suma de RD$ 
394 80, por concepto de salarios atrasados; QUINTO: Se 
condena siempre solidariamente a los demandados al pago 
de las costas, y se ordena la distracción de las mismas en 
favor del Dr. Bienveddo Montero de los Santos, que afir-
ma haberlas avanzado en su totalidad"; b) Que sobre ape-
lación del actual recurrente en casación, la Cámara a -qua 
dictó en fecha 19 de febrero de 1973, la sentencia ahora 
impugnada con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIME-

R : Declara regular y válido en cuanto a la forma el recur-
so de apelación interpuesto por José Ramón Nicolás Tave-
ras, contra sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo del 
Distrito Nacional, de fecha 20 de abril de 1972, dictada en 
favor de Ramón Teófilo Santos Fermín, cuyo dispositivo 
ha sido copiado en parte anterior de esta misma sentencia; 
SEGUNDO: Relativamente al fondo rechaza dicho recurso 
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de alzada y en consecuencia Confirma en todas sus partes 
dicha sentencia  impugnada; TERCERO: Condena a la par-
te que sucumbe José Ramón Nicolás Taveras, al pago de las 
costas del proced miento de conformidad con los artículos 
5 y 16 de la Ley No. 302, y 691 del Código de Trabajo, or-
denando su distracción en favor del Dr. Bienvenido Monte-
ro de les Santos, quien afirma haberlas avanzado en su to-
talidad"; 

Considerando, que el recurrente en su memorial de 
casación propone los siguientes medios: Primer Medio: Vio-
lación del artículo 141, del Código de Procedimiento Civil.—
Falta de Motivos y Motivos Erróneos.— Desnaturalización 
de los hechos y documentos de la causa.— Falta de base 
legal.— Segundo Medio: Violación de la Ley No. 4456, de 
1956, sobre Patentes.— Violación de los artículos 57 y 58 
del Código de Trabajo por Falsa aplicación — Violación 
del artículo 1315 del Código Civil.— Motivación errónea, 
confusa y contradictoria.— Falta de base legal.— Tercer 
Medio: Contradicción de motivos.— Violación del artículo 
141 del Código de Procedimiento Civil en otros aspectos.—
Falta de motivos.— Falta de aplicación de los artículos 69, 
84, 173 y 691 del Código de Trabajo; 

Considerando, que en el desarrollo del primer medio 
de su recurso, sostiene en síntesis el recurrente: que él ad-
quirió el 15 de octubre de 1971, de manos de los Sucesores 
de Gerardo Marten Elis, quienes a su vez habían adquiri-
do de Australia Domínguez Vda. Jorge, el equipo de la La-
vandería Nacional, en la cual había prestado serv'cio el tra-
bajador demandante; y que a pesar de que la Cámara a-qua 
fue puesta en mora de decidir que en el caso sometido no 
hubo cesión de empresa ni transferimiento de trabajadores, 
según los documentos sometidos, la citada Cámara se limi-
tó a señalar que eso en "nada cambia la situación y que el 

' patrono que compra un negocio es solidariamente responsa- 
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ble frente a los trabajadores, aún cuando éstos no lleguen 
a trabajar con el nuevo dueño", que eso no responde a sus 
conclusiones contenidas en el acta de apelación y ratifica-
das ante la Cámara a-qua, porque él (el rcurrente) ni había 
sido patrono del trabajador ni cesionario de la empresa en 
la que aquel prestó servicios; que por esas razones su res-
ponsabilidad no estaba compromet da, y la Cámara a-qua 
estaba obligada a dar los motivos pertinentes, de hecho y 
de derecho que, por todo lo expuesto se ha incurrido en el 
fallo impugnado en los vicios y violaciones denunciados en 
el medio que se examina, por lo cual debe ser casado, pero, 

Considerando, que los artículos 57 y 58 del Código de 
Trabajo dicen así: "Art. 57.— La cesión de una empresa o 
de una sucursal o dependencia de la misma, o el traspaso o 
transferimiento de un trabajador a otra empresa cualquie-
ra, transmite al adquiriente todas las prerrogativas y obli-
gaciones resultantes de los contratos de Trabajo que corres-
pondan al establecimiento cedido o relativas al trabajador 
transferido, incluso las que hayan sido objeto de deman-
da y están pendientes de fallo o de ejecución, y no ext'ngui-
rá en ningún caso los derechos adquiridos por el trabaja-
dor, sin perjuicio, además de lo que se dispone en los pá-
rrafos tercero y cuarto del artículo 85 de este Códgo".— 
Art. 58.—"El nuevo patrono es solidariamente responsable 
con el patrono sustituído de las obligaciones derivadas de 
los contratos de trabajo o de la Ley, nacidas antes de la 
fecha de la sustitución, hasta la prescripción de la corres-
pondiente acción"; 

Considerando, que en la especie, el examen del fallo 
impugnado pone de manifiesto, que contrariamente a lo 
que afirma el recurrente, la Cámara a-qua sí ponderó de-
bidamente los elementos de juicio que fueron sometidos 
en la instrucción de la causa, inclusive la prueba documen-
tal aportada por el hoy recurrente en casación, y también el 
resultado del informativo y del contrainformativo celebra- 
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do ante el Juzgado de Paz, en fechas 31 de octubre y 29 de 
noviembre de 1972, y como consecuencia de esa pondera-
ción no solamente estableció la existencia del contrato de 
trabajo y sus modalidades, sino que respondiendo a sus 
conclusiones, desestimó por carecer de fundamento los ale-
gatos del patrono demandado, expresando el Juez a-quo la 
forma cómo se produjo su conv . cción al respecto, en el 
Considerando inserto en las páginas 7 y siguientes del fa-
llo impugnado, el cual dice así: "Que en cuanto al alegato 
del patrono de que el reclamante fue trabajador de los an-
teriores dueños de esa Lavandería y no trabajador suyo, 
es claro que así ocurrió y ello se desprende de las declara-
ciones del testigo de referencia señora Montero Montero, 
quien dice que el patrono, inmediatamente compró la la-
vandería le dijo al reclamante que no trabajaría con él, 
pero ello en nada cambia la situación, ni exime de respon-
sabilidad a dicho patrono, pues al tenor del artículo 57, del 
Código de Trabajo, el patrono que compra un negocio es so-
lidariamente responsable frente a los trabajadores que te-
nía ese negocio aún cuando esos trabajadores no lleguen a 
trabajar con el nuevo dueño, si como consecuencia de esas 
ventas ellos quedan fuera sin culpa alguna de su parte que 
es lo ocurrido en el caso de la especie, según se desprende 
de las declaraciones de la testigo de referencia; que en 
consecuencia, una patente y un contrato de alquiler deposi-
tados por el patrono, así como el contrato de venta que le 
hicieran los Marten-Ellís de la Lavandería, de fechas corres-
pondientes al mes de octubre de 1971, y que por tanto coin-
ciden con la fecha de despido, la cual ocurrió el 13 de oc-
tubre, son intrascendentes, pues es claro que al reclaman-
té-  lo despidieron a raíz de que el patrono adquiría el nego-
cio en el mes de octubre de 1971. lo que por otra parte eo-
rroboxa lo dicho por el testigo Montero Montero"; 

Considerando, que a ésto se agrega que el propio recu-
rrente en su memorial de casación, al exponer los hechos, 
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ble frente a los trabajadores, aún cuando éstos no lleguen 
a trabajar con el nuevo dueño", que eso no responde a sus 
conclusiones contenidas en el acta de apelación y ratifica-
das ante la Cámara a-qua, porque él (el rcurrente) ni había 
sido patrono del trabajador ni cesionario de la empresa en 
la que aquel prestó servicios; que por esas razones su res-
ponsabilidad no estaba comprometida, y la Cámara a-qua 
estaba obligada a dar los motivos pertinentes, de hecho y 
de derecho que, por todo lo expuesto se ha incurrido en el 
fallo impugnado en los vicios y violaciones denunciados en 
el medio que se examina, por lo cual debe ser casado, pero, 

Considerando, que los artículos 57 y 58 del Código de 
Trabajo d,cen así: "Art. 57.— La cesión de una empresa o 
de una sucursal o dependencia de la misma, o el traspaso o 
transferimiento de un trabajador a otra empresa cualquie-
ra, transmite al adquiriente todas las prerrogativas y obli-
gaciones resultantes de los contratos de Trabajo que corres-
pondan al establecimiento cedido o relativas al trabajador 
transferido, incluso las que hayan sido objeto de deman-
da y están pendientes de fallo o de ejecución, y no extingui-
rá en ningún caso los derechos adquiridos por el trabaja-
dor, sin perjuicio, además de lo que se dispone en los pá-
rrafos tercero y cuarto del artículo 85 de este Código".-
Art. 58.—"El nuevo patrono es solidariamente responsable 
con el patrono sustituído de las obligaciones derivadas de 
los contratos de trabajo o de la Ley, nacidas antes de la 
fecha de la sustitución, hasta la prescripción de la corres-
pondiente acción"; 

Considerando, que en la especie, el examen del fallo 
impugnado pone de manifiesto, que contrariamente a lo 
que afirma el recurrente, la Cámara a-qua sí ponderó de-
bidamente los elementos de juicio que fueron sometidos 
en la instrucción de la causa, inclusive la prueba documen-
tal aportada por el hoy recurrente en casación, y también el 
resultado del informativo y del contrainformativo celebra- 
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do ante el Juzgado de Paz, en fechas 31 de octubre y 29 de 
noviembre de 1972, y como consecuencia de esa pondera-
ción no solamente estableció la existencia del contrato de 
trabajo y sus modalidades, sino que respondiendo a sus 
conclusiones, desestimó por carecer de fundamento los ale-. 
gatos del patrono demandado, expresando el Juez a-quo la 
forma cómo se produjo su conv . cción al respecto, en el 
Considerando inserto en las páginas 7 y siguientes del fa-
llo impugnado, el cual dice así: "Que en cuanto al alegato 
del patrono de que el reclamante fue trabajador de los an-
teriores dueños de esa Lavandería y no trabajador suyo, 
es claro que así ocurrió y ello se desprende de las declara-
ciones del testigo de referencia señora Montero Montero, 
quien dice que el patrono, inmediatamente compró la la-
vandería le dijo al reclamante que no trabajaría con él, 
pero ello en nada cambia la situación, ni exime de respon-
sabilidad a dicho patrono, pues al tenor del artículo 57, del 
Código de Trabajo, el patrono que compra un negocio es so-
lidariamente responsable frente a los trabajadores que te-
nía ese negocio aún cuando esos trabajadores no lleguen a 
trabajar con el nuevo dueño, si como consecuencia de esas 
ventas ellos quedan fuera sin culpa alguna de su parte que 
es lo ocurrido en el caso de la especie, según se desprende 
de las declaraciones de la testigo de referencia; que en 
consecuencia, una patente y un contrato de alquiler deposi-
tados por el patrono, así como el contrato de venta que le 
hicieran los Marten-Ellís de la Lavandería, de fechas corres-
pondientes al mes de octubre de 1971, y que por tanto coin-
ciden con la fecha de despido, la cual ocurrió el 13 de oc-
tubre, son intrascendentes, pues es claro que al reclaman-
ttir lo despidieron a raíz de que el patrono adquiría el nego-
cio en el mes de octubre de 1971. lo que por otra parte co-
rrobow lo dicho por el testigo Montero Montero"; 

Considerando, que a ésto se agrega que el propio recu-
rrente en su memorial de casación, al exponer los hechos, 
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no niega que la Lavandería "La Nacional", perteneciente 
primero a Angel Jorge, pasó a su muerte a Australia Do-
mínguez Vda. Jorge, quien por acto de fecha 10 de octubre 
de 1971 ced 6 en dación en pago a los Sucesores de Gerar-
do Marten-Ellis "el equipo y las maquinaras que compo-
nían la lavandería", y éstos mediante contrato de fecha 15 
de octubre de 1971, le vendieron todo ese equipo al hoy re-
currente en casación y también le alquilaron el local que 
antes ocupaba la citada lavandería; es decir, la Cámara 
a-qua ni ha desconocido ni ha desnaturalizado la prueba 
sometida, sino que le ha dado a los h2chos su verdadero 
sentido y alcance después de tener en cuenta el resultado 
de la medida de instrucción realizada ante el Juez de Paz, 
con lo cual completó su convicción al respecto; que, en re-
lación con todo ello la Cámara a-qua dio motivos suf'cien-
tes y pertinentes que justifican en ese punto lo dec'dido; 
que en tales condiciones, la Cámara a-qua pudo declarar 
instrascendente como lo hizo, el hecho de que el nuevo pa-
trono obtuviera una nueva patente y suscribiera un nuevo 
contrato de alquiler, pues el negocio seguía siendo el mis-
mo, (y no una empresa dist:nta) lo que hacía aplicable el 
Artículo 57 del Código de Trabajo; que por tanto, no se ha 
incurrido en el fallo impugnado en los vicios y violaciones 
denunciados en el primer medio del recurso, el cual carece 
de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando, que en el desarrollo del segundo medio 
de su recurso, el recurrente sostene en síntesis que para 
que la Cámara a-qua admitiera como válida la venta de la 
lavandería en donde el trabajador demandante había pres-
tado servicio, y para hacerle producir consecuencias contra-
rias al interés del recurrente, no debió bastarle la declara-
ción de la testigo Zoila Montero Montero, sino que era in-
d'spensable que comprobara si los interesados en esa opera-
ción agotaron el procedimiento que establece la Ley No. 
4456, de 1956, para el traspaso de patentes; que esa com- 

probación era imperiosa y decisiva porque él (el recurren-
te) depositó el acto de venta del equipo que él compró; de-
positó también el acto por el cual la viuda Jorge había tras-
pasado ese equipo en dación en pago a los Sucesores de 
Marten Ell's; y el Certificado de patente que le acredita 
como dueño de la lavandería; que el recurrente demostró 
asf que quienes adquirieron de la viuda Jorge dichos equi-
pos y maquinarias, fueron los Sucesores de Marten Ellis, 
y no el recurrente; que el Juez tenía el deber, y no lo hizo, 
de precisar ante esa prueba, en sus motivos, cómo se había 
convencido para llegar a admití- que Australia Domínguez 
Vda. Jorge había traspasado la Lavandería al recurrente 
y no a los Sucesores de Gerardo Marten Ellis; que el Juez 
lo único que dijo en el Coniderando Séptimo es que tales 
documentos eran intrascendentes; estimando que ese Con-
side/ r  ndo es obscuro, deficiente, contradictorio e in'nteli-
giblosq que por ello en el fallo impugnado se ha incurrido 
en los vicios y violaciones denunciados y debe ser casado; 
pero, 

4t,  - 	Considerando, que como no se estaba en la especie dis- 
cutiendo como cuestión principal la forma como el recu-
rrente obtuvo la patente, en lo que hubiera podido tener 
interés algún acreedor del establecimiento comercial tras-
pasado, que es uno de los propósitos de la Ley No. 4456, 
de 1956, sino que el caso, independientemente de la forma 
como obtuvieron la patente, estaba previsto en cuanto con-
cierne a las relaciones obrero-patronales por los artículos 
57 y 58 del Código de Trabajo, la patente sometida era só-
lo un elemento de juicio presentado por el patrono para 
robustecer sus alegatos, pero que sopesado por los jueces 
del fondo con los otros elementos de juicio (especialmente 
el informativo) no condujeron a desvanecer la realidad de 
lo ocurrido; que los otros dos documentos fueron pondera-
dos, según se expuso precedentemente a propósito del pri-
mer medio; y, además, los Jueces del fondo gozan de un 
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no niega que la Lavandería "La Nacional", perteneciente 
primero a Angel Jorge, pasó a su muerte a Australia Do-
mínguez Vda. Jorge, quien por acto de fecha 10 de octubre 
de 1971 ced 6 en dación en pago a los Sucesores de Gerar-
do Marten-Ellis "el equipo y las maquinar! as que compo-
nían la lavandería", y éstos mediante contrato de fecha 15 
de octubre de 1971, le vendieron todo ese equipo al hoy re-
currente en casación y también le alquilaron el local que 
antes ocupaba la citada lavandería; es decir, la Cámara 
a-qua ni ha desconocido ni ha desnaturalizado la prueba 
sometida, sino que le ha dado a los hechos su verdadero 
sentido y alcance después de tener en cuenta el resultado 
de la medida de instrucción realizada ante el Juez de Paz, 
con lo cual completó su convicción al respecto; que, en re-
lación con todo ello la Cámara a-qua dio motivos sur &en-
tes y pertinentes que justifican en ese punto lo dec'clido; 
que en tales condiciones, la Cámara a-qua pudo declarar 
instrasoendente como lo hizo, el hecho de que el nuevo pa-
trono obtuviera una nueva patente y suscribiera un nuevo 
contrato de alquiler, pues el negocio seguía siendo el mis-
mo, (y no una empresa distinta) lo que hacía aplicable el 
Artículo 57 del Código de Trabajo; que por tanto, no se ha 
incurrido en el fallo impugnado en los vicios y violaciones 
denunciados en el primer medio del recurso, el cual carece 
de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando, que en el desarrollo del segundo medio 
de su recurso, el recurrente sostene en síntesis que para 
que la Cámara a-qua admitiera como válida la venta de la 
lavandería en donde el trabajador demandante había pres-
tado servicio, y para hacerle producir consecuencias contra-
rias al interés del recurrente, no debió bastarle la declara-
ción de la testigo Zoila Montero Montero, sino que era in-
d'spensable que comprobara si los interesados en esa opera-
ción agotaron el procedimiento que establece la Ley No. 
4456, de 1956, para el traspaso de patentes; que esa com- 

probación era imperiosa y decisiva porque él (el recurren-
te) depositó el acto de venta del equipo que él compró; de-
positó también el acto por el cual la viuda Jorge había tras-
pasado ese equipo en dación en pago a los Sucesores de 
Marten Ellis; y el Certificado de patente que le acredita 
como dueño de la lavandería; que el recurrente demostró 
así que quienes adquirieron de la viuda Jorge dichos equi-
pos y maquinarias, fueron los Sucesores de Marten Ellis, 
y no el recurrente; que el Juez tenía el deber, y no lo hizo, 
de precisar ante esa prueba, en sus motivos, cómo se había 
convencido para llegar a admit'r que Australia Domínguez 
Vda. Jorge había traspasado la Lavandería al recurrente 
y no a los Sucesores de Gerardo Marten Ellis; que el Juez 
lo único que dijo en el Coniderando Séptimo es que tales 
documentos eran intrascendentes; estimando que ese Con-
sidei ndo es obscuro, deficiente, contradictorio e in'nteli-
gibl<a! que por ello en el fallo impugnado se ha incurrido 
en los vicios y violaciones denunciados y debe ser casado; 
pero, 

• Considerando, que como no se estaba en la especie dis-
cutiendo como cuestión principal la forma como el recu-
rrente obtuvo la patente, en lo que hubiera podido tener 
interés algún acreedor del establecimiento comercial tras-
pasado, que es uno de los propósitos de la Ley No. 4456, 
de 1956, sino que el caso, independientemente de la forma 
como obtuvieron la patente, estaba previsto en cuanto con-
cierne a las relaciones obrero-patronales por los artículos 
57 y 58 del Código de Trabajo, la patente sometida era só-
lo un elemento de juicio presentado por el patrono para 
robustecer sus alegatos, pero que sopesado por los jueces 
del fondo con los otros elementos de juicio (especialmente 
el informativo) no condujeron a desvanecer la realidad de 
lo ocurrido; que los otros dos documentos fueron pondera-
dos, según se expuso precedentemente a propósito del pri-
mer medio; y, además, los Jueces del fondo gozan de un 
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poder soberano de apreciación de las pruebas que se le so-
meten, y esa apreciación no puede ser censurada en casa-
ción, salvo desnaturalización no establecida en la especie; 
pues el recurrente en su exposición lo que hace en defini-
tiva es no compartir el criterio que el Juez se formó al res-
pecto, por estimar que debió ser otro, pero tal disparidad 
de criterio, no puede configurar el vicio de desnaturaliza-
ción, ya que a los elementos de juicio analizados se les dio 
su verdadero sentido y alcance; que el hecho de que el re-
currente no adquiriera directamente de la viuda del pri-
mer dueño, sino de los Sucesores de Marten Ellis, a quienes 
la citada viuda hizo el traspaso antes comentado, no le qui-
ta su condición de causa-habiente del dueño de la empresa, 
si en hecho se probó que no era una empresa distinta, pues 
tanto el primer comprador, como el actual, que es el recu-
rrente, asumieron por efecto de la Ley, las obligaciones del 
patrono con respecto a los trabajadores despedidos av no 
pagados; que, finalmente no hay obscuridad, deficiencia ni 
contradicción en los motivos, sino que, contrariamente a 
como lo entiende el recurrente, la Cámara a -qua ha dado 
en el fallo impugnado motivos claros, precisos, suficientes 
y congruentes que justifican lo decid .  do en el punto que se 
analiza y en la solución de la litis, ofreciendo también una 
relación de hecho que permite apreciar que la Ley fue bien 
aplicada; que, por tanto, el medio que se examina carece 
de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando, que en el desarrollo del tercero y últi-
mo medio, sostiene en resumen el recurrente, que la Cáma-
ra a-qua incurrió en contradicción porque primero dijo que 
"se ha establecido que el reclamante sí era trabajador del 
patrono", y luego al analizar los alegatos del patrono de 
que el demandante fue trabajador de los anteriores due-
ños, y no suyo, dijo que "es claro que así ocurrió"; que 
además en el fallo impugnado se violó el artículo 1315 del 
Código Civil, porque correspondía al demandante probar  

la existencia del crédito que reclamaba; que se violaron 
los artículos 69, 84, 173 y 691 del Código de Trabajo por-
que en la especie se hacía necesario establecer que el re-
currente era el patrono del trabajador recurrido y que la 
empresa había sido adquirida por aquel, y esas situacio-
nes no fueron comprobadas legalmente; pero, 

Considerando, que no hay contradicción alguna en 
afirmar que el trabajador demandante lo fue del primer 
dueño, y sostener que la responsabilidad de los pagos de las 
prestaciones correspondían al dueño actual, pués eso es una 
consecuencia obligada de la aplicación de los artículos 57 
y 58 del Código de Trabajo antes citados, y además, al ex-
poner su pensamiento en la forma como lo hizo en ese pun-
to, el Juez se ajustó a la realidad de los hechos que dio por 
establecido:;; que no se violó en el fallo impugnado el ar-
tículo 1315 del Código Civil ni los otros textos legales que 
cita el recurrente en este tercer medio, puesto que el exa-
men de dicho fallo revela que fueron analizadas las decla-
raciones presentadas, y en sus motivos se expresa que "con-
forme a ellas" tanto el Juez de primer grado como el de al-
zada, quedaron convencidos de la existencia del contrato 
y de sus modalidades, así como de la fecha del despido, 
etc., ofreciéndose los datos y las cifras pertinentes, punto 
éste al cual se ha referido esta Suprema Corte a propósito 
del primero y segundo medios del recurso; que, finalmen-
te, la situación referente al traspaso de la lavandería, es 
un argumento que ya había expuesto el recurrente y había 
desestimado esta Suprema Corte en los citados medios an-
teriores; que, por tanto, estos alegatos en que se funda el 
úlimo medio del recurso, carecen también de fundamento 
y deben ser desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el tecurso de ca-
sación interpuesto por José R. Nicolás Taveras, contra la 
sentencia de fecha 19 de febrero del 1973, dictada por la 



poder soberano de apreciación de las pruebas que se le so-
meten, y esa apreciación no puede ser censurada en casa. 
ción, salvo desnaturalización no establecida en la especie; 
pues el recurrente en su exposición lo que hace en defini-
tiva es no compartir el criterio que el Juez se formó al res-
pecto, por estimar que debió ser otro, pero tal disparidad 
de criterio, no puede configurar el vicio de desnaturaliza-
ción, ya que a los elementos de juicio analizados se les dio 
su verdadero sentido y alcance; que el hecho de que el re-
currente no adquiriera directamente de la viuda del pri-
mer dueño, sino de los Sucesores de Marten Ellis, a quienes 
la citada viuda hizo el traspaso antes comentado, no le qui-
ta su condición de causa-habiente del dueño de la empresa, 
si en hecho se probó que no era una empresa distinta, pues 
tanto el primer comprador, como el actual, que es el recu. 
rrente, asumieron por efecto de la Ley, las obligaciones del 
patrono con respecto a los trabajadores despedidos IV no 
pagados; que, finalmente no hay obscur:dad, deficiencia ni 
contradicción en los motivos, sino que, contrariamente a 
como lo entiende el recurrente, la Cámara a-qua ha dado 
en el fallo impugnado motivos claros, precisos, suficientes 
y congruentes que justifican lo decid do en el punto que se 
analiza y en la solución de la litis, ofreciendo también una 
relación de hecho que permite apreciar que la Ley fue bien 
aplicada; que, por tanto, el medio que se examina carece 
de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando, que en el desarrollo del tercero y últi-
mo medio, sostiene en resumen el recurrente, que la Cáma-
ra a-qua incurrió en contrad cción porque primero dijo que 
"se ha establecido que el reclamante sí era trabajador del 
patrono", y luego al analizar los alegatos del patrono de 
que el demandante fue trabajador de los anteriores due-
ños, y no suyo, dijo que "es claro que así ocurrió"; que 
aCemás en el fallo impugnado se violó el artículo 1315 del 
Código Civil, porque correspondía al demandante probar  

la existencia del crédito que reclamaba; que se violaron 
los artículos 69, 84, 173 y 691 del Código de Trabajo por-
que en la especie se hacía necesario establecer que el re-
currente era el patrono del trabajador recurrido y que la 
empresa había sido adquirida por aquel, y esas situacio-
nes no fueron comprobadas legalmente; pero, 

Considerando, que no hay contradicción alguna en 
afirmar que el trabajador demandante lo fue del primer 
dueño, y sostener que la responsabilidad de los pagos de las 
prestaciones correspondían al dueño actual, pués eso es una 
consecuencia obligada de la aplicación de los artículos 57 
y 58 del Código de Trabajo antes citados, y además, al ex-
poner su pensamiento en la forma como lo hizo en ese pun-
to, el Juez se ajustó a la realidad de los hechos que dio por 
establecidos; que no se violó en el fallo impugnado el ar-
tículo 1315 del Código Civil ni los otros textos legales que 
cita el recurrente en este tercer medio, puesto que el exa-
men de dicho fallo revela que fueron analizadas las decla-
raciones presentadas, y en sus motivos se expresa que "con-
forme a ellas" tanto el Juez de primer grado como el de al-
zada, quedaron convencidos de la existencia del contrato 
y de sus modalidades, así como de la fecha del despido, 
etc., ofreciéndose los datos y las cifras pertinentes, punto 
éste al cual se ha referido esta Suprema Corte a propósito 
del primero y segundo medios del recurso; que, finalmen-
te, la situación referente al traspaso de la lavandería, es 
un argumento que ya había expuesto el recurrente y había 
desestimado esta Suprema Corte en los citados medios an-
teriores; que, por tanto, estos alegatos en que se funda el 
úlimo medio del recurso, carecen también de fundamento 
y deben ser desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el tecurso de ca-
sación interpuesto por José R. Nicolás Taveras, contra la 
sentencia de fecha 19 de febrero del 1973, dictada por la 
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Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, cuyo dispositivo 
ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; y Se-
gundo: Condena al recurrente al pago de las costas, con dis-
tracción de las mismas en provecho del Dr. Bienvenido 
Montero de los Santos, abogado del recurrido quien afirma 
haberlas avanzado en su totalidad. 

Firmados.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.— Francis-
co Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— José A. Paniagua Mateo.— Ma-
nuel A. Richiez Acevedo.— Ernesto Curiel hijo, Secreta-
rio General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. Fdo. Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 28 DE NOVIEMBRE DEL 1973. 

sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia de Barahona 
de fecha 16 de noviembre de 1972. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Ingenio Barahona. 
Abogado: Dr. Noé Sterling Vásquez. 

Recurrido: Pedro Mesa. 
Abogado: Dr. Sucre A. Muñoz Acosta. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar, José A. Paniagua y 
Manuel A. Richiez Acevedo, asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad 
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 
28 de noviembre de 1973, años 130' de la Independencia y 
111' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Inge-
nio Barahona, del Consejo Estatal del Azúcar, (CEA), con 
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Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, cuyo dispositivo 
ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; y Se-
gundo: Condena al recurrente al pago de las costas, con dis-
tracción de las mismas en provecho del Dr. Bienvenido 
Montero de los Santos, abogado del recurrido quien afirma 
haberlas avanzado en su totalidad. 

Firmados.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.— Francis-
co Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— José A. Paniagua Mateo.— Ma-
nuel A. Richiez Acevedo.— Ernesto Curiel hijo, Secreta-
rio General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. Fdo. Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 28 DE NOVIEMBRE DEL 1973. 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia de Barahona 
de fecha 16 de noviembre de 1972. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Ingenio Barahona. 
Abogado: Dr. Noé Sterling Vásquez. 

Recurrido: Pedro Mesa. 
Abogado: Dr. Sucre A. Muñoz Acosta. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar, José A. Paniagua y 
Manuel A. Richiez Acevedo, asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad 
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 
28 de noviembre de 1973, años 130' de la Independencia y 
111' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

e 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Inge-
nio Barahona, del Consejo Estatal del Azúcar, (CEA), con 
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domicilio en el Batey Central de dicho Ingenio, radicado en 
las inmediaciones de la ciudad y Municipo de Barahona, 
contra la sentencia de fecha 16 de noviembre de 1972, dic-
tada en sus atribuciones laborales por el Juzgado de Pri-
mera Instancia de Barahona, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación, depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia, en fecha 6 de febre-
ro de 1972, suscrito por el Dr. Noé Sterling Vásquez, cé-
dula No. 4461, serie 21, abogado por el Ingenio recurrente, 
en el cual se proponen los medios de casación que se indi-
can más adelante; 

Visto el memorial de defensa de fecha 6 de marzo de 
1973, suscrito por el Dr. Sucre Antonio Muñoz Acosta, cé-
dula No. 29344, serie 18, abogado del recurrido Pedro Me-
sa hijo, dominicano, mayor de edad, soltero, obrero, domi-
ciliado y residente en Batey No. 5, Ingenio Barahona, cédu-
la No. 4914, serie 22; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 10, 72 y 84 del Código de Tra-
bajo; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de una reclamación laboral, hecha por el actual recu-
rrido contra el Ingenio recurrente, el Juzgado de Paz de 
Barahona, dictó en fecha 7 de octubre de 1971, una senten-
cia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Que  

debe Pronunciar como en efecto Pronuncia el Defecto con-
tra el Ingenio Barahona (CEA), por no haber comparecido 
a la audiencia, no obstante haber sido emplazado legalmen-
te; SEGUNDO: Que debe Declarar como en efecto Declara 
resuelto el Contrato de Trabajo, existente entre el señor 
Pedro mesa hijo y el Ingenio Barahona (CEA), por culpa 
dé este último. TERCERO: Condena al Ingenio Barahona 
(CEA), a pagar en favor del señor Pedro Mesa hijo, la can-
tidad de 24 días de pre-aviso a razón de RD$3.20 diarios que 
son RD$76.80 (setentaiseis pesos oro con ochenta centavos), 
300 días de cesantía que son RD$960.00; 14 días de vacacio-
nes que son RD$44.80, más tres meses de salarios dejados 
de pagar desde el día de la demanda hasta la intervención 
definitiva de la sentencia, sin que exceda de tres meses; 
CUARTO: Condena al Ingenio Barahona (CEA), al pago de 
las costas del procedimiento, con distracción de las mismas, 
en provecho del Dr. Sucre Antonio Muñoz Acosta, quien 
afirma haberlas avanzado en su mayor parte"; b) que so-
bre el recurso de apelación del actual recurrente, el Juz-
gado a-quo dictó en fecha 16 de noviembre de 1972, la sen-
tencia ahora impugnada en casación, con el siguiente dis-
positivo: "FALLA: PRIMERO: Declarar, como al efecto 
Declara, bueno y válido el recurso de Apelación, interpues-
to por el Ingenio Barahona (CEA), contra sentencia marca-
da con el No. 5 dictada por el Juzgado de Paz de este Mu-
nicipio de Barahona, en sus atribuciones laborales, de fe-
cha siete (7) del mes de octubre del año 1972, por haber si-
do hecho de acuerdo con la Ley; SEGUNDO: Confirmar, co-
rno al efecto Confirma, la sentencia objeto del presente re-
curso en cuanto se refiere a los siguientes ordinales: Se-
gundo: Que debe declarar como en efecto declara resuelto 
el contrato de Trabajo, existente entre el señor Pedro Mesa 
hijo y el Ingenio Barahona (CEA), por culpa de este últi-
mo; Tercero: Condena al Ingenio Barahona (CEA) a pagar 
en favor del señor Pedro Mesa hijo, la cantidad de 24 días 
de preaviso a razón de RD$3.20 diarios que son RD$76.80 
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domicilio en el Batey Central de dicho Ingenio, radicado en 
las inmediaciones de la ciudad y Municipo de Barahona, 
contra la sentencia de fecha 16 de noviembre de 1972, dic-
tada en sus atribuciones laborales por el Juzgado de Pri-
mera Instancia de Barahona, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación, depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia, en fecha 6 de febre-
ro de 1972, suscrito por el Dr. Noé Sterling Vásquez, cé-
dula No. 4461, serie 21, abogado por el Ingenio recurrente, 
en el cual se proponen los medios de casación que se indi-
can más adelante; 

Visto el memorial de defensa de fecha 6 de marzo de 
1973, suscrito por el Dr. Sucre Antonio Muñoz Acosta, cé-
dula No. 29344, serie 18, abogado del recurrido Pedro Me-
sa hijo, dominicano, mayor de edad, soltero, obrero, domi-
ciliado y residente en Batey No. 5, Ingenio Barahona, cédu-
la No. 4914, serie 22; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 10, 72 y 84 del Código de Tra-
bajo; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de una reclamación laboral, hecha por el actual recu-
rrido contra el Ingenio recurrente, el Juzgado de Paz de 
Barahona, dictó en fecha 7 de octubre de 1971, una senten-
cia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Que 
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debe Pronunciar como en efecto Pronuncia el Defecto con-
tra el Ingenio Barahona (CEA), por no haber comparecido 
a la audiencia, no obstante haber sido emplazado legalmen-
te; SEGUNDO: Que debe Declarar como en efecto Declara 
Desuello el Contrato de Trabajo, existente entre el señor 
Pedro mesa hijo y el Ingenio Barahona (CEA), por culpa 
dé este último. TERCERO: Condena al Ingenio Barahona 
(CEA), a pagar en favor del señor Pedro Mesa hijo, la can-
tidad de 24 días de pre-aviso a razón de RD$3.20 diarios que 
son RD$76.80 (setentaiseis pesos oro con ochenta centavos), 
300 días de cesantía que son RD$960.00; 14 días de vacacio-
nes que son RD$44.80, más tres meses de salarios dejados 
de pagar desde el día de la demanda hasta la intervención 
definitiva de la sentencia, sin que exceda de tres meses; 
CUARTO: Condena al Ingenio Barahona (CEA), al pago de 
las costas del procedimiento, con distracción de las mismas, 
en provecho del Dr. Sucre Antonio Muñoz Acosta, quien 
afirma haberlas avanzado en su mayor parte"; b) que so-
bre el recurso de apelación del actual recurrente, el Juz-
gado a-quo dictó en fecha 16 de noviembre de 1972, la sen-
tencia ahora impugnada en casación, con el siguiente dis-
positivo: "FALLA: PRIMERO: Declarar, como al efecto 
Declara, bueno y válido el recurso de Apelación, interpues-
to por el Ingenio Barahona (CEA), contra sentencia marca-
da con el No. 5 dictada por el Juzgado de Paz de este Mu-
nicipio de Barahona, en sus atribuciones laborales, de fe-
cha siete (7) del mes de octubre del año 1972, por haber si-
do hecho de acuerdo con la Ley; SEGUNDO: Confirmar, co-
mo al efecto Confirma, la sentencia objeto del presente re-
curso en cuanto se refiere a los siguientes ordinales: Se-
gundo: Que debe declarar como en efecto declara resuelto 
el contrato de Trabajo, existente entre el señor Pedro Mesa 
hijo y el Ingenio Barahona (CEA), por culpa de este últi-
mo; Tercero: Condena al Ingenio Barahona (CEA) a pagar 
en favor del señor Pedro Mesa hijo, la cantidad de 24 días 
de preaviso a razón de RD$3.20 diarios que son RD$76.80 
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Considerando, que el recurrente en su memorial de ca-
sación, propone los siguientes medios: Primer Medio: Fal-
ta de motivos; Segundo Medio: Falta de base legal; 

Considerando, que en el desarrollo de los dos medios 
propuestos reunidos, el Ingenio recurrente sostiene en sín-
tesis: que el único testigo oído en el informativo celebrado, 
José Ernesto Sánchez, en ningún momento declaró que el 
despido fuera injustificado, puesto que dijo desconocer las 
razones por las cuales fue despedido; que el Juez a-quo no 
tomó en cuenta, pues no las ponderó, las declaraciones de 
los testigos Luciano Méndez y Octavio Flores, quienes fue-
ron precisos y determinantes en sus deposiciones, según los 
cuales (entiende el recurrente) quedó robustecido su ale-
gato de que despidió al trabajador demandante por haber 
abandonado su trabajo en horas laborables, sin ninguna 
razón que lo justificara; que en el presente caso no se tra-
ta de determinar si la empresa sufrió o no daños materia-
les, como erróneamente lo entendió el juez a-quo; sino de  

declarar justificado el despido porque el trabajador aban-
donó sus labores sin autorización y sin haberlo hecho del 
conocimiento de sus superiores por los medios indicados 
en la ley, "poniendo así en peligro los intereses de la em-
presa"; que si los vigilantes de la empresa hubiesen sido 
personas mal intencionadas, en vez de incautarse de los 
balancines y llevarlos a su dueño para probar la falta del 
trabajador, pudieron haber ocasionado daños a la maqui-
naria que estaba al cuidado del hoy recurrido Pedro Mesa; 
que el Juez no ponderó esas circunstancias, ni lo declara-
do por los dos testigos del contrainformativo, antes citados; 
que, por todo ello estima el Ingenio recurrente que en el 
fallo impugnado se ha incurrido en los vicios de falta de 
motivos y de base legal y que debe ser casado; 

Considerando, que el examen del fallo impugnado y de 
los documentos a que él se refiere, ponen de manifiesto que 
el patrono alegó haber despedido al trabajador demandan-
te Pedro Mesa, por haber abandonado sin autorización al-
guna sus labores como sereno, falta que el trabajador reite-
ró y lo que dio lugar a su despido el día 23 de abril de 1971; 
ya que los empleados encargados de hacer un recorrido de 
inspección, encontraron abandonada la máquina a cargo del 
demandante Mesa; y tomaron de ella, como prueba del 
abandono, siete balancines de la misma, y los entregaron 
al guarda campestre de turno; 

Considerando, que el tribunal a-quo estimó que esa 
falta no era grave porque no se habían probado los daños 
y perjuicios que sufrió la empresa con el alegado abando-
no; es decir, ponderó el caso que juzgaba únicamente al 
amparo del ordinal 7o. del artículo 78, sin analizarlo tam-
bién, como era su deber, al amparo de las previsiones del 
Ordinal 13 de ese texto; 

Considerando, en efecto, que según el artículo 78 del 
Código de Trabajo, el patrono puede dar por terminado el 

Setenta y seis pesos oro con ochenta centavos; 300 días de 
cesantía que son RD$960.00; 14 días de vacaciones que son 
RD$44.00 más tres meses de salarios dejados de pagar des-
de el día de la demanda hasta la intervención definitiva de 
la sentencia sin que exceda de tres meses; Cuarto: Conde-
na al Ingenio Barahona, (CEA) al pago de las costas del pro-
cedimiento, con distracción de las mismas en provecho del 
Doctor Sucre Antonio Muñoz, quien afirma haberlas avan-
zado en su mayor parte; TERCERO: Rechazar, como al 
efecto Rechaza, las conclusiones del abogado legalmente 
constituido el Ingenio Barahona (CEA), por improcedentes; 
CUARTO: Condenar, como al efecto Condena, al Ingenio 
Barahona Cea, al pago de las costas del procedimiento, con 
distracción de las mismas en provecho del Doctor Sucre 
Antonio Muñoz Acosta, quien afirma haberlas avanzado en 
su mayor parte"; 
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Setenta y seis pesos oro con ochenta centavos; 300 días de 
cesantía que son RD$960.00; 14 días de vacaciones que son 
RD$44.00 más tres meses de salarios dejados de pagar des-
de el día de la demanda hasta la intervención definitiva de 
la sentencia sin que exceda de tres meses; Cuarto: Conde-
na al Ingenio Barahona, (CEA) al pago de las costas del pro-
cedimiento, con distracción de las mismas en provecho del 
Doctor Sucre Antonio Muñoz, quien afirma haberlas avan-
zado en su mayor parte; TERCERO: Rechazar, como al 
efecto Rechaza, las conclusiones del abogado legalmente 
constituído el Ingenio Barahona (CEA), por improcedentes; 
CUARTO: Condenar, como al efecto Condena, al Ingenio 
Barahona Cea, al pago de las costas del procedimiento, con 
distracción de las mismas en provecho del Doctor Sucre 
Antonio Muñoz Acosta, quien afirma haberlas avanzado en 
su mayor parte"; 

Considerando, que el recurrente en su memorial de ca-
sación, propone los siguientes medios: Primer Medio: Fal-
ta de motivos; Segundo Medio: Falta de base legal; 

Considerando, que en el desarrollo de los dos medios 
propuestos reunidos, el Ingenio recurrente sostiene en sín-
tesis: que el único testigo oído en el informativo celebrado, 
José Ernesto Sánchez, en ningún momento declaró que el 
despido fuera injustificado, puesto que dijo desconocer las 
razones por las cuales fue despedido; que el Juez a-quo no 
tomó en cuenta, pues no las ponderó, las declaraciones de 
los testigos Luciano Méndez y Octavio Flores, quienes fue-
ron precisos y determinantes en sus deposiciones, según los 
cuales (entiende el recurrente) quedó robustecido su ale-
gato de que despidió al trabajador demandante por haber 
abandonado su trabajo en horas laborables, sin ninguna 
razón que lo justificara; que en el presente caso no se tra-
ta de determinar si la empresa sufrió o no daños materia-
les, como erróneamente lo entendió el juez a -quo; sino de  

declarar justificado el despido porque el trabajador aban-
donó sus labores sin autorización y sin haberlo hecho del 
conocimiento de sus superiores por los medios indicados 
en la ley, "poniendo así en peligro los intereses de la em-
presa"; que si los vigilantes de la empresa hubiesen sido 
personas mal intencionadas, en vez de incautarse de los 
balancines y llevarlos a su dueño para probar la falta del 
trabajador, pudieron haber ocasionado daños a la maqui-
naria que estaba al cuidado del hoy recurrido Pedro Mesa; 
que el Juez no ponderó esas circunstancias, ni lo declara-
do por los dos testigos del contrainformativo, antes citados; 
que, por todo ello estima el Ingenio recurrente que en el 
fallo impugnado se ha incurrido en los vicios de falta de 
motivos y de base legal y que debe ser casado; 

Considerando, que el examen del fallo impugnado y de 
los documentos a que él se refiere, ponen de manifiesto que 
el patrono alegó haber despedido al trabajador demandan-
te Pedro Mesa, por haber abandonado sin autorización al-
guna sus labores como sereno, falta que el trabajador reite-
ró y lo que dio lugar a su despido el día 23 de abril de 1971; 
ya que los empleados encargados de hacer un recorrido de 
inspección, encontraron abandonada la máquina a cargo del 
demandante Mesa; y tomaron de ella, como prueba del 
abandono, siete balancines de la misma, y los entregaron 
al guarda campestre de turno; 

Considerando, que el tribunal a-quo estimó que esa 
falta no era grave porque no se habían probado los daños 
y perjuicios que sufrió la empresa con el alegado abando-
no; es decir, ponderó el caso que juzgaba únicamente al 
amparo del ordinal 7o. del artículo 78, sin analizarlo tam-
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Considerando, en efecto, que según el artículo 78 del 
Código de Trabajo, el patrono puede dar por terminado el 
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Considerando, que evidentemente la ponderación de 
esos testimonios y de las circunstancias narradas por esos 
dos deponentes, pudo eventualmente haber influido en la 
solución del caso; para determinar en la especie, si se ha-
bía configurado o no la falta que se alegaba como justa 
causa del despido al tenor de la ley; que, por ello el fallo 
impugnado debe ser casado por falta de base legal; 

Considerando, que cuando un fallo es casado por falta 
de base legal las costas pueden ser compensadas según el 
artículo 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada rr 
por el Juzgado de Primera Instancia de Barahona, en fe-
cha 16 de noviembre de 1972, en sus atribuciones labora-
les, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del 
presente fallo; y envía el asunto por ante el Juzgado de Pri-
mera Instancia de Azua, en esas mismas atribuciones, co- 
mo tribunal de segundo grado; Segundo: Compensa las cos-
tas entre las partes. 

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.— Francisco 
Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bau-
tista Rojas Almánzar.— José A. Paniagua.— Manuel A. 
Richiez Acevedo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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contrato de trabajo, entre otras causas, por las previstas 
en los ordinales 6o. 7o. y 13o. de dicho texto legal que di-
cen así: "6o.) Por ocasionar el trabajador, intencionalmen-
te, perjuicios materiales, durante el desempeño de las labo-
res o con motivo de éstas, en los edificios, obras, maquina-
rias, herramientas, materias primas, productos y demás ob-
jetos relacionados con el trabajo"; "7o.) Por ocasionar el 
trabajador los perjuicios graves, mencionados en el ordi-
nal anterior, sin intención, pero con negligencia o impru-
dencia de tal naturaleza que sean la causa del perjuicio"; 
"13) Por salir el trabajador durante las horas de trabajo 
sin permiso del patrono o de quien lo represente y sin ha-
berle manifestado a dicho patrono o a sus representantes, 
con anterioridad, la causa justificada que tuviere para 
abandonar el trabajo"; 

Considerando, que según resulta en primer término 
del examen del fallo impugnado el juez a-quo no ponderó 
en el caso ocurrente lo declarado por los testigos del con-
trainformativo, Luciano Méndez y Octavio Flores; sino so-
lamente lo declarado por José Ernesto Sánchez, testigo del 

J informativo; que si ciertamente los jueces pueden edifi-
carse cuando hay declaraciones divergentes, en lo expues-
to por el testigo que estimen más sincero y verosímil, es 
én base a que así lo hagan consignar, dando razones para 
ello; y después de ponderar todas las declaraciones oídas; 
que, en segundo término, en la especie, no se ponderó si 
era cierto o no el hecho de que Pedro Mesa dejó abandona-
da la maquinaria bajo su cuidado, al extremo de que los 
vigilantes pudieron retirar de ella siete balancines y de-
positarlos en manos del guarda-campestre; y si tal hecho, 
de ser cierto, era o no, lo suficientemente grave para con-
figurar la falta por la cual el trabajador fue despedido, la 
que el Ingenio recurrente (según consta en el acto de no 
acuerdo) no enmarcó en el ordinal 7o. del artículo 78, co-
mo lo entendió el juez a-quo, sino también en el ordinal 
13o. de dicho texto, arriba copiado; 
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SENTENCIA DE FECHA 28 DE NOVIEMBRE DEL 1973. 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 14 
de agosto de 1972. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: Ing. Pedro A. Mendoza Agesta. 
Abogado: Dr. Arismendy A. Aristy Jiménez. 

Recurrido: Hilary Mayol C. por A. 
Abogado: Lic. J. Mieses Reyes. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar, José A. Paniagua Ma-
teo y Manuel A. Richiez Acevedo, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 28 de noviembre del 1973, años 130' de la Independen-
cia y 111' de la Restauración, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pedro A. 
Mendoza Agesta, dominicano, mayor de edad, soltero, do- 

miciliado en la casa No. 15 de la calle Altagracia de la ciu-
dad de La Romana, cédula No. 2302, serie 26, contra la sen-
tencia dictada por el Tribunal Superior de Tierras el 14 de 
agosto del 1972, en relación con la Parcela No. 86 del Dis-
trito Catastral No. 2, quinta parte, del Municipio de La Ro-
mana, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Aris-
mendy A. Aristy Jiménez, cédula No. 8556, serie 28, abo-
gado del recurrente; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado 
del recurrente, y depositado en la Secretaría de esta Corte 
el 16 de octubre del 1972, en el cual se proponen los me-
dios que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa, suscrito el 16 de enero 
del 1973 por el Dr. J. Mieses Reyes, cédula No. 14480, serie 
47, abogado de la recurrida, la Hilari Mayol, C. por A., so-
ciedad comercial, domiciliada en la casa No. 139 de la calle 
Aníbal Espinosa de esta ciudad; 

Visto el escrito de ampliación firmado por el abogado 
del recurrente, el 5 de setiembre del 1973; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado; vistos los artículos señalados por el recurrente en 
su memorial y que se indican más adelante, 170, 171 y 173 
de la Ley de Registro de Tierras y 1, 20 y 65 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
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con motivo de una litis sobre terrenos registrados el Tribu-
nal de Tierras de Jurisdicción Original, apoderado para el 
caso, dictó una sentencia el 30 de abril del 1971; cuyo dis-
positivo aparece inserto en el de la ahora impugnada; b) 
que con motivo del recurso de apelación interpuesto con-
tra dicha sentencia intervino el fallo impugnado cuyo dis-
positivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declarar la compe-
tencia del Tribunal de Tierras para conocer de la instancia 
de fecha 23 de noviembre del 1970, dirigida al Tribunal Su-
perior de Tierras por el Dr. J. Mieses Reyes, a nombre de 
la Hilad, Mayor, C. por A.;— SEGUNDO: Se acoge en la 
forma y se rechaza en el fondo, el recurso de apelación in-
terpuesto por el Ing. Pedro Mendoza Agesta, contra la De-
cisión No. 1 de fecha 30 de abril del 1971, dictada por el Tri-
bunal de Tierras de jurisdicción original, en relación con 
la Parcela No. 86 del Distrito Catastral No. 2/5a. parte del 
Municipio de La Romana;— TERCERO: Se confirma, en 
todas sus partes, la Decisión recurrida, cuyo dispositivo di-
ce así: `Unico:— Que debe ordenar, como al efecto ordena, 
al Registrador de Títulos del Departamento de San Pedro 
de Macorís, anotar al respaldo del Certificado de Título No. 
70-16, que ampara la Parcela No. 36, del Distrito Catastral 
No. 2/5a. parte, del Municipio y Provincia de La Romana, 
el gravamen hipotecario existente sobre esta Parcela y 
contenido en el Certificado de Título No. 64-28, que am-
para dicha Parcela, que se ordenó cancelar por Resolución 
del Tribunal Superior de Tierras, de fecha 6 de marzo del 
1970"; 

Considerando, que el recurrente, propone en su me-
morial los siguientes medios de casación: Ptrimer Medio: 
Violación de los artículos 84 de la Ley de Registro de Tie-
rras y 141 del Código de Procedimiento Civil, por desna-
turalización de las conclusiones del recurrente, omisión de 
estatuir y falsa y errónea calificación de los hechos de la 
causa.— Violación por inaplicación de los artículos 2123 del 

Código Civil y 200 de la Ley de Registro de Tierras.— 
Segundo Medio: Violación de las reglas de competencia y, 
por falsa y errónea aplicación, de los artículos 48, 53, 54 y 
56, nuevos (Ley 5119 del 1959), y 548 del Código de Proce- 
dimiento Civil; al declarar válida la inscripción provisio- 
nal de hipoteca judicial tomada por la recurrida el 7 de 
noviembre de 1968 y reputarla convertida en inscripción 
definitiva por la inscripción hecha por el Registrador de 
Títulos de San Pedro de Macorís el 23 de febrero de 1970 
sobre el Certificado de Título posteriormente cancelado. - 

''Atl Violación en otros aspectos de los artículos 84 de la ley de 
Registro de Tierras y 141 del citado Código, principalmente 
por desnaturalización de la sentencia en defecto por incom- 
parecencia del Juzgado de Primera Instancia de La Roma- 
na de fecha 17 de febrero de 1969, y por motivos falsos, 

, confusos y contradictorios sobre la competencia que se re- 
conoció en la especie el Tribunal a-quo.— Tercer Medio: 
Violación de las reglas de su propia competencia y del prin- 
cipio general de la contradicción del proceso; por inapli- 
cación de los artículos 7, inciso 4o. y parte final, de la Ley 
de Registro de Tierras y 464 del Código de Procedimiento 
Civil.— Violación del derecho de defensa y, por inaplica- 
ción, de los artículos 643 del Código de Comercio, 156 in- 
fine del Código de Procedimiento Civil y 2115, 2150 y 2160 
del Código Civil; 

Considerando, que en el conjunto de sus tres medios 
de casación el recurrente alega, en síntesis, lo que sigue: 
a) que él presentó conclusiones tendientes a que se declara-
ra que la inscripción de la hipoteca tomada por el Registra-
dor de Títulos sobre la Parcela No. 86, no tuvo nunca vali-
dez ni surtió ningún efecto, por estar al tiempo de su ins-
cripsión, irremediablemente prescrito, perimido y. extin-
guido de pleno derecho el título en que se fundó dicha ins-
cripción en virtud del artículo 643 del Código de Comer-
cio y 156, in fine, del Código de Procedimiento Civil; que, 
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dor de Títulos sobre la Parcela No. 86, no tuvo nunca vali-
dez ni surtió ningún efecto, por estar al tiempo de su ins-
cripsión, irremediablemente prescrito, perimido y. extin-
guido de pleno derecho el título en que se fundó dicha ins-
cripción en virtud del artículo 643 del Código de Comer-
cio y 156, in fine, del Código de Procedimiento Civil; que, 
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asimismo, presentó otras conclusiones tendientes a ese mis-
mo fin que no fueron ponderados por el Tribunal a-quo; b) 
que el Tribunal a-quo se declaró competente para conocer 
de la validez de la inscripción hipotecaria de que se trata 
y se limitó a expresar que su competencia estaba limitada 
por el pedimento de la recurrida a determinar `si en el pre-
sente caso son o no aplicables las disposiciones de los ar-
tículos 170 y 171 de la Ley de Registro de Tierras', cuando 
no se limitó a eso solo, sino, que, yendo más allá ordenó al 
Registrador de Títulos hacer la anotación de esa inscrip-
ción al respaldo del actual Certificado de Título, anotación 
que se había hecho antes, el 23 de febrero del 1970, en el 
Certificado de Título previamente cancelado; c) que a pe-
sar de que el Tribunal a-quo se declaró competente para 
ordenar la inscripción de dicho gravamen, sin embargo, en 
otra parte de la misma decisión declara su incompetencia 
para decidir sobre los pedimentos del apelante en relación 
con dicha inscripción; 

Considerando, que en la sentencia impugnada se ex-
presa lo siguiente: que "es indiscutible, que tanto el Cer-
tificado Original del título No. 64-28, como en el duplicado 
de Título correspondiente al acreedor hipotecario, la Hila-
ri, Mayol C. por A., existe la anotación de una hipoteca ju-
dicial sobre la porción de terreno y sus mejoras, que en la 
Parcela 86 pertenecían al señof Jorge Ortiz, por la suma 
de RD$1,880.00, en favor de la Hilari, Mayol C. por A.; 
Que también es indiscutible que el Tribunal Superior de 
Tierras al dictar la Resolución de fecha 6 de marzo del 
1970, relativamente a la Parcela No. 86, a instancia del se-
ñor Ing. Pedro A. Mendoza Agesta, no ordenó la anotación 
del gravamen existente en el Certificado de Título No. 
64-28, que se ordenó cancelar, en razón de que el duplica-
do de dicho título correspondiente al señor Jorge Ortiz, pre-
sentado en apoyo de la solicitud de transferencia y registro 
de mejoras que dio origen a la mencionada resolución, no 
contenía al respaldo la anotación del gravamen que solici- 

ta anotar la Hilari, Mayol, C. por A., por su instancia de 
fecha 23 de noviembre del 1970; pero como en virtud de 

las disposiciones de los artículos 170 y 171 de la Ley de Re-
gistro de Tierras, el duplicado del Registro será una copia 
fiel del original, y en caso de existir diferencia entre el du-
plicado y el original del Título, se le dará preferencia a es-
te último; y como el Art. 2114 del Código Civil dispone que: 
'La hipoteca es un derecho real sobre los inmuebles que es-
tán afectados, sobre cada uno y sobre cada parte de los mis-
mos. Sigue a dicho bien en cualquiera mano a que pasen'; 
disposición legal esta última que permite al acreedor hipo-
tecario seguir al inmueble hipotecado en manos de todo de-
tentador y exigir de éste el pago de la suma adeudada"; 

Considerando, que, sin embargo, la Suprema Corte es-
tima, en relación con los alegatos expuestos en el memorial, 
que al adquirir el recurrente Pedro A. Mendoza Agesta los 
derecho que fueron registrados en la Parcela No. 86, en 
provecho de Jorge Ortiz, le era suficiente a aquel, exami-
nar el duplicado del certificado de título expedido en favor 
de este último, sin tener que comprobar en la Oficina del 
Registrador de Títulos que lo expidió, si el duplicado que 
le fue entregado correspondía en sus enunciaciones al ori-
ginal, ya que dicho duplicado se basta a sí mismo en vir-
tud de la garantía que le acuerda la Ley; que sería trastor-
nador obligar a cada adquiriante de un terreno registrado 
a verificar si al duplicado del dueño que se le presenta es 
una copia fiel del original y ello iría en contra de estos prin-
cipios y, por consiguiente, del sistema; que el propio Tribu-
nal Superior de Tierras al dictar la Resolución del 6 de 
marzo del 1970, por la cual ordenó la transferencia en fa-
vor del Ingeniero Pedro A. Mendoza Agesta de los derechos 
registrados en favor de Jorge Ortiz en la Parcela objeto del 
litigio, sólo tuvo a la vista como prueba de los derechos del 
vendedor el duplicado del Certificado expedido eh favor 
de éste último , y no obtuvo ninguna información previa, 
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del Registrador de Títulos, sobre la sinceridad de sus enun-
ciaciones, lo que demuestra que el Tribunal Superior de 
Tierras le dio entero crédito a dicho duplicado del Certifica-
do de Título; 

Considerando, que las disposiciones del artículo 171 
de la Ley de Registro de Tierras que expresan que "En ca-
so de existir alguna diferencia entre el Duplicado y el Ori-
ginal del Título se le dará preferencia a este último", no 
pueden tener aplicación cuando el derecho registrado ha 
pasado a manos de un tercero cuya buena fe no ha sido im-
pugnada, y quien, por eso, no puede ser eviccionado, ya 
que sus derechos, así adquiridos, tienen la garantía del Es-
tado; que, en todo caso, el acreedor hipotecario si se con-
sidera perjudicado puede intentar la demanda que crea de 
lugar para ser indemnizado; 

Considerando, que por lo expuesto precedentemente 
esta Corte estima que el Tribunal a-quo al ordenar al Re-
gistrador de Títulos del Departamento de San Pedro de Ma-
corís anotar al respaldo del Certificado de Título No. 70-16 
expedido sobre la Parcela No. 86 del Distrito Catastral 
No. 2, quinta parte, del Municipio de La Romana, en favor 
de Pedro A. Mendoza Agesta, el gravamen hipotecario exis-
tente sobre esta Parcela, que había sido anotado en el Cer-
tificado de Título No. 64-28, en favor de la Hilari Mayol, 
C. por A., por la suma de RD$1,880.00, dicho Tribunal vio-
ló los principios consagrados en la Ley de Registro de Tie-
rras en relación con el Certificado de Título y sus Dupli-
cados, y en relación con la protección que a la Ley le me-
rece al adquiriente de un derecho registrado cuando es a 
título oneroso y de buena fe; que, en consecuencia, la sen-
tencia impugnada debe ser casada, sin que sea nece-
sario ponderar, específicamente, cada uno de los medios 
propuestos por el recurrente en su memorial; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
por el Tribunal Superior de Tierras, el 14 de agostn del 
1972, en relación con la Parcela No. 86 del Distrito Catas-
tral No. 2, quinta parte, del Municipio de La Romana, cuyo 
dispositivo se copia en parte anterior del presente fallo, y 
envía el asunto por ante el mismo Tribunal Superior de Tie-
rras; Segundo: Condena a la recurrida, la Hilari, Mayol, C. 
por A., al pago de las costas, con distracción en provecho 
del Dr. Arismendy Antonio Aristy Jiménez, abogado del 
recurrente, quien afirma estarlas avanzando en su mayor 
parte. 

(Firmados).— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joa-
quín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— José A. Paniagua Mateo.— Manuel A. Richiez Ace-
vedo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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Recurrentes: Rafael A. Checo P., y la Hermanos Checo y Co. 
C. por A. 

Abogados: Dres. René Alfonso Franco y Ramón Tapia Espinal . 

Recurrido: Felipe Peña. 
Abogados: Dres. Lorenzo E. Raposo J., y Héctor C. Mena N. 
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE NOVIEMBRE DEL 1973. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha 
30 de Noviembre de 1972. 

Materia: Civil. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, José A. Paniagua Mateo y Manuel A. Richiez Ace-
vedo, asistidos del Secretario General, en la Sala donde ce-
lebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 30 del mes de Noviem-
bre del año 1973, años 130' de la Independencia y 111' de la 
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Rafael 
Antonio Checo,  dominicano, .mayor de edad, casado, em-
pleado de comercio, domiciliado en la ciudad de Santiago, 
cédula No. 7581, serie 36; y por la Hermanos Checo & Co. 
C. por A., domiciliado en la casa No. 25, de la Avenida Va-
lerio, de la ciudad de Santiago, contra la sentencia No. 46, 
dictada en sus atribuciones civiles, por la Corte de Apela-
ción de Santiago, en fecha 30 de Noviembre de 1972, cuyo 
dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído en la lectura de sus conclusiones, al Lic. Rafael 
Salvador Ovalle, cédula No. 83129, serie lra., en represen-
tación de los Dres. René Alfonso Franco, cédula No. 33348, 
serie 31, y Ramón Tapia Espinal, cédula No. 23550, serie 
47, abogados de los recurrentes; 

Oído al Dr. Héctor Clive Mesa Navarro, cédula No. 
12020, serie 10, por sí y por el Dr. Lorenzo E. Raposo Ji-
ménez, cédula No. 7769, serie 39, abogados del recurrido, 
en la lectura de sus conclusiones, recurrido que es Felipe 
Peña, dominicano, mayor de edad, soltero, empleado pri-
vado, domiciliado en la casa No. 290 de la Avenida Duar-
te, de la ciudad de Santiago, cédula No. 30245, serie 31; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación de los recurrentes, sus-
crito por sus abogados, y depositado en la Secretaría de la 
Suprema Corte de Justicia, el día 12 de Enero de 1973, me-
morial en que se proponen contra la sentencia impugnada, 
los medios de casación que luego se indican; 

Visto el memorial de défensa del recurrido, suscrito 
por sus abogados; 

Vistos los escritos de ampliación de los recurrentes y 
del recurrido, firmados por sus abogados respectivos; 
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes, que se mencionan más adelante, y los artículos 1 
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo 
de una demanda en reparación de daños y perjuicios inten-
tada por Felipe Peña, contra los hoy recurrentes, la Cáma-
ra Civil, Comercial y de Trabajo de la Segunda Circunscrip-
ción del Distrito Judicial de Santiago, apoderada del caso, 
dictó en sus atribuciones civiles y en fecha 22 de abril de 
1972, una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "FA-
LLA: PRIMERO: Acoge parcialmente las conclusiones pre-
sentadas en audiencia por la parte demandante por con-
ducto de sus abogados constituidos, por ser justas y repo-
sar en prueba legal; SEGUNDO: Debe condenar y condena 
al señor Rafael Antonio Checo y la Compañía Hermanos. 
Checo & Co. C. por A., al pago conjunto y solidario de una 
indemnización de RD$2,500.00 (Dos Mil Quinientos Pesos 
Oro), m. c. I., en favor del señor Felipe Peña, como justa 
reparación por todos los daños y perjuicios tanto morales 
como materiales, experimentados por dicho demandante 
Felipe Peña, con motivo de la querella presentada en su 
contra por el Señor Rafael Antonio Checo, de manera irre-
flexiva, con torpeza y ligereza censurable, es decir con una 
falta caracterizada, en fecha 3 de abril de 1969, por ante 
el Cuartel General de la Policía Nacional de esta ciudad: 
TERCERO: Debe condenar y condena al señor Rafael An-
tonio Checo y a la Hermanos Checo & Co. C. por A., al pago 
conjunto y solidario de los intereses legales de la referida 
suma a partir de la demanda y a título de indemnización 
complementaria; CUARTO: Debe condenar y condena al 
señor Rafael Antonio Checo y a la Compañía Hermanos 
Checo & Co. C. por A., partes demandadas que sucumben. 
al  pago de las costas del procedimiento, declarando distraí- 

das las mismas en provecho de los doctores Héctor Clive 
Mesa Navarro y Lorenzo E. Raposo Jiménez, quienes afir-
man haberlas avanzado en su totalidad"; b) que sobre los 
recursos de apelación interpuestos contra ese fallo, inter-
vino la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el 
siguiente: "FALLA' PRIMERO: Declara regular y válido, 
en la forma, el presente recurso de apelación, interpuesto 
por el señor Rafael Antonio Checo P., y por la Compañía 
Hermanos Checo & Co. C. por A., contra sentencia dictada 
en atribuciones civiles en fecha veintiuno del mes de abril 
del año mil novecientos setenta, por la Cámara Civil, Co-
mercial y de Trabajo de la Segunda Circunscripción del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
tiago, cuyo dispositivo ha sido transcrito en otro lugar del 
presente fallo; SEGUNDO: Rechaza las conclusiones pre-
sentadas por los recurrentes Rafael Antonio Checo P., y la 
Compañía Hermanos Checo & Co. C. por A., y acoge las 
presentadas por el recurrido Felipe Peña, tendientes a que 
sea confirmada la sentencia apelada, con la excepción que 
se indicará en el siguiente ordinal de este fallo; TERCERO: 
Modifica el fallo apelado únicamente en su ordinal segun-
do y en el sentido de declarar que en la querella presenta-
da por Rafael Antonio Checo P., éste no sólo de manera 
irreflexiva, con torpeza y ligereza censurables, como de-
clara el Juez a-quo, sino además con intención de perjudi-
car; CUARTO: Confirma el fallo recurrido en sus demás 
aspectos; QUINTO: Condena a Rafael Antonio Checo P., y 
a la Compañía Hermanos Checo & Co. C. por A., al pago 
de las costas de la presente instancia, con distracción de las 
mismas en provecho de los Dres. Héctor Clive Mesa Nava-
rro y Lorenzo E. Raposo Jiménez, quienes afirman haber-
las avanzado en su totalidad"; 

Considerando, que en su memorial, los recurrentes 
proponen contra la sentencia impugnada, los siguientes me-
dios de casación: Primer Medio: Violación de los artículos 
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes, que se mencionan más adelante, y los artículos 1 
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo 
de una demanda en reparación de daños y perjuicios inten-
tada por Felipe Peña, contra los hoy recurrentes, la Cáma-
ra Civil, Comercial y de Trabajo de la Segunda Circunscrip-
ción del Distrito Judicial de Santiago, apoderada del caso, 
dictó en sus atribuciones civiles y en fecha 22 de abril de 
1972, una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "FA-
LLA: PRIMERO: Acoge parcialmente las conclusiones pre-
sentadas en audiencia por la parte demandante por con-
ducto de sus abogados constituidos, por ser justas y repo-
sar en prueba legal; SEGUNDO: Debe condenar y condena 
al señor Rafael Antonio Checo y la Compañía Hermanos. 
Checo & Co. C. por A., al pago conjunto y solidario de una 
indemnización de RD$2,500.00 (Dos Mil Quinientos Pesos 
Oro), m. c. 1., en favor del señor Felipe Peña, como justa 
reparación por todos los daños y perjuicios tanto morales 
como materiales, experimentadas por dicho demandante 
Felipe Peña, con motivo de la querella presentada en su 
contra por el Señor Rafael Antonio Checo, de manera irre-
flexiva, con torpeza y ligereza censurable, es decir con una 
falta caracterizada, en fecha 3 de abril de 1969, por ante 
el Cuartel General de la Policía Nacional de esta ciudad: 
TERCERO: Debe condenar y condena al señor Rafael An-
tonio Checo y a la Hermanos Checo & Co. C. por A., al pago 
conjunto y solidario de los intereses legales de la referida 
suma a partir de la demanda y a título de indemnización 
complementaria; CUARTO: Debe condenar y condena al 
señor Rafael Antonio Checo y a la Compañía Hermanos 
Checo & Co. C. por A., partes demandadas que sucumben. 
al  pago de las costas del procedimiento, declarando distraí- 
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das las mismas en provecho de los doctores Héctor Clive 
Mesa Navarro y Lorenzo E. Raposo Jiménez, quienes afir-
man haberlas avanzado en su totalidad"; b) que sobre los 
recursos de apelación interpuestos contra ese fallo, inter-
vino la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el 
siguiente: "FALLA' PRIMERO: Declara regular y válido, 
en la forma, el presente recurso de apelación, interpuesto 
por el señor Rafael Antonio Checo P., y por la Compañía 
Hermanos Checo & Co. C. por A., contra sentencia dictada 
en atribuciones civiles en fecha veintiuno del mes de abril 
del año mil novecientos setenta, por la Cámara Civil, Co-
mercial y de Trabajo de la Segunda Circunscripción del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
tiago, cuyo dispositivo ha sido transcrito en otro lugar del 
presente fallo; SEGUNDO: Rechaza las conclusiones pre-
sentadas por los recurrentes Rafael Antonio Checo P., y la 
Compañía Hermanos Checo & Co. C. por A., y acoge las 
presentadas por el recurrido Felipe Peña, tendientes a que 
sea confirmada la sentencia apelada, con la excepción que 
se indicará en el siguiente ordinal de este fallo; TERCERO: 
Modifica el fallo apelado únicamente en su ordinal segun-
do y en el sentido de declarar que en la querella presenta-
da por Rafael Antonio Checo P., éste no sólo de manera 
irreflexiva, con torpeza y ligereza censurables, como de-
clara el Juez a-quo, sino además con intención de perjudi-
car; CUARTO: Confirma el fallo recurrido en sus demás 
aspectos; QUINTO: Condena a Rafael Antonio Checo P., y 
a la Compañía Hermanos Checo & Co. C. por A., al pago 
de las costas de la presente instancia, con distracción de las 
mismas en provecho de los Dres. Héctor Clive Mesa Nava-
rro y Lorenzo E. Raposo Jiménez, quienes afirman haber-
las avanzado en su totalidad"; 

Considerando, que en su memorial, los recurrentes 
proponen contra la sentencia impugnada, los siguientes me-
dios de casación: Primer Medio: Violación de los artículos 
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1315, 2268, 1382, 1383 y 1384 del Código Civil; Segundo 
Medio: Desnaturalización de los hechos.— Violación del ar-
tículo 1315 del Código Civil, en otros aspectos; Tercer Me-
dio: Violación del artículo 141 del Código de Procedimien-
to Civil, por falta de base legal; 

Considerando, que en sus tres medios de casación, reu-
nidos, los recurrentes alegan, en síntesis, lo siguiente: a) 
que la Corte a-qua al acoger la demanda de Peña, sobre la 
base de que Checo presentó contra él una querella irrefle-
xiva y de mala fe, violó en la sentencia impugnada las re-
glas de la prueba; que el propio Peña confesó en la Policía 
que "fue sorprendido cuando introducía un paquete de ci-
garrillos en una funda de papel"; que ninguno de los testi-
gos oídos negó el "robo de los cigarrillos cometido por Pe-
ña en el almacén de los Hermanos Checo &. Co. C. por A.; 
que Peña no estaba inconsciente cuando.confesó en la Po-
licía la comisión del hecho; que "en ningún momento negó 
que él sustrajera los cigarrillos"; que Peña no probó que 
la querella presentada contra él fue con el deliberado pro-
pósito de perjudicarlo, o de mala fe, con ligereza censura-
ble, de manera irreflexiva y con torpeza; b) que en la sen-
tencia impugnada se da por establecido que Peña fue gol-
peado dentro del Almacén de los Checo, pero ese hecho ca-
rece de relevancia en la especie, pues la demanda está ba-
sada no en las lesiones corporales que se dice sufrió Peña, 
sino en los daños y perjuicios experimentados por él con 
motivo de la querella que por robo, presentó Rafael An-
tonio Checo, en su calidad de empleado de la Hermanos 
Checo & Co. C. por A.; que la Corte a-qua incurre en una 
contradicción al admitir, en primer término, que Checo ac-
tuó con ligereza, esto es, sin intención, y 'luego en la misma 
sentencia impugnada, se afirma que actuó con "el propósi-
to deliberado de perjudicar", esto es, con intención; que 
Peña no ha establecido que entre él y los Checo existía nin-
guna rencilla que pudiera motivar que éstos le golpearan 

BOLETIN JUDICIAL 	 3639 

y presentaran contra él una querella vejatoria por robo; 
que tampoco se explica cómo si Peña no sustrajo los ciga-
rrillos, éstos aparecieron en la funda que Peña portaba; 
que además se desnaturalizó la declaración del agente Po-
licial Fernández, pues éste no dijo nada que contradijera 
los testimonios antes indicados, como lo afirma la Corte 
a-qua; que en la sentencia impugnada se desnaturalizan 
las declaraciones de los testigos Cruz Collado y Almonte 
Güichardo quienes afirmaron, el primero que vio a Peña 
sustraer el cartón de cigarrillos, y el segundo que oyó la 
Confesión de Peña de que había cometido el hecho; c) que 
finalmente, la sentencia impugnada carece de motivación 
adecuada precisa e inequívoca, en lo concerniente a los ele-
mentos de juicio en que se apoyó la Corte a -qua para admi-
tir que Rafael Antonio Checo actuó en el presente caso, no 
sólo con ligereza censurable, sino además, con el propósito 
de perjudicar a Peña, pero, 

Considerando, que los abogados del recurrido propo-
nen que no se tome en cuenta el escrito de ampliación de los 
recurrentes, en razón de que se lo notificaron el día 2 de 
octubre de 1973, y como la audiencia era al día siguiente, 
es obvio que dicha notificación se hizo fuera del plazo de 
ocho días que exige el artículo 15 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando, que el artículo 15 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación dispone lo siguiente: Los asuntos 
'serán llamados a la vista de conformidad al rango de su 
inscripción en el rol de audiencia. En seguida, los aboga-
gados de las partes leerán sus conclusiones, pudiendo depo-
sitar, además, escritos de ampliación a sus medios de de-
fensa, de los cuales los del recurrente deberán estar notifi-
cados a la parte contraria no menos de ocho días antes de 
la audiencia, y los del recurrido en cualquier momento an-
terior a la audiencia. Por último, el Procurador General de 
la República, leerá las conclusiones de su dictamen; 
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1315, 2268, 1382, 1383 y 1384 del Código Civil; Segundo 
Medio: Desnaturalización de los hechos.— Violación del ar-
tículo 1315 del Código Civil, en otros aspectos; Tercer Me. 
dio: Violación del artículo 141 del Código de Procedimien-
to Civil, por falta de base legal; 

Considerando, que en sus tres medios de casación, reu-
nidos, los recurrentes alegan, en síntesis, lo siguiente: a) 
que la Corte a-qua al acoger la demanda de Peña, sobre la 
base de que Checo presentó contra él una querella irrefle-
xiva y de mala fe, violó en la sentencia impugnada las re-
glas de la prueba; que el propio Peña confesó en la Policía 
que "fue sorprendido cuando introducía un paquete de ci-
garrillos en una funda de papel"; que ninguno de los testi-
gos oídos negó el "robo de los cigarrillos cometido por Pe-
ña en el almacén de los Hermanos Checo &. Co. C. por A.; 
que Peña no estaba inconsciente cuando• confesó en la Po-
licía la comisión del hecho; que "en ningún momento negó 
que él sustrajera los cigarrillos"; que Peña no probó que 
la querella presentada contra él fue con el deliberado pro-
pósito de perjudicarlo, o de mala fe, con ligereza censura-
ble, de manera irreflexiva y con torpeza; b) que en la sen-
tencia impugnada se da por establecido que Peña fue gol- • 
peado dentro del Almacén de los Checo, pero ese hecho ca-
rece de relevancia en la especie, pues la demanda está ba-
sada no en las lesiones corporales que se dice sufrió Peña, 
sino en los daños y perjuicios experimentados por él con 
motivo de la querella que por robo, presentó Rafael An-
tonio Checo, en su calidad de empleado de la Hermanos 
Checo & Co. C. por A.; que la Corte a-qua incurre en una 
contradicción al admitir, en primer término, que Checo ac-
tuó con ligereza, esto es, sin intención, y luego en la misma 
sentencia impugnada, se afirma que actuó con "el propósi-
to deliberado de perjudicar", esto es, con intención; que 
Peña no ha establecido que entre él y los Checo existía nin-
guna rencilla que pudiera motivar que éstos le golpearan  

y presentaran contra él una querella vejatoria por robo; 
que tampoco se explica cómo si Peña no sustrajo los ciga-
rrillos, éstos aparecieron en la funda que Peña portaba; 
que además se desnaturalizó la declaración del agente Po-
licial Fernández, pues éste no dijo nada que contradijera 
los testimonios antes indicados, como lo afirma la Corte 
a-qua; que en la sentencia impugnada se desnaturalizan 
las declaraciones de los testigos Cruz Collado y Almonte 
Güichardo quienes afirmaron, el primero que vio a Peña 
sustraer el cartón de cigarrillos, y el segundo que oyó la 
Confesión de Peña de que había cometido el hecho; c) que 
finalmente, la sentencia impugnada carece de motivación 
adecuada precisa e inequívoca, en lo concerniente a los ele-
mentos de juicio en que se apoyó la Corte a -qua para admi-
tir que Rafael Antonio Checo actuó en el presente caso, no 
sólo con ligereza censurable, sino además, con el propósito 
de perjudicar a Peña, pero, 

Considerando, que los abogados del recurrido propo-
nen que no se tome en cuenta el escrito de ampliación de los 
recurrentes, en razón de que se lo notificaron el día 2 de 
octubre de 1973, y como la audiencia era al día siguiente, 
es obvio que dicha notificación se hizo fuera del plazo de 
ocho días que exige el artículo 15 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando, que el artículo 15 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación dispone lo siguiente: Los asuntos 
serán llamados a la vista de conformidad al rango de su 
inscripción en el rol de audiencia. En seguida, los aboga-
gados de las partes leerán sus conclusiones, pudiendo depo-
sitar, además, escritos de ampliación a sus medios de de-
fensa, de los cuales los del recurrente deberán estar notifi-
cados a la parte contraria no menos de ocho días antes de 
la audiencia, y los del recurrido en cualquier momento an-
terior a la audiencia. Por último, el Procurador General de 
la República, leerá las conclusiones de su dictamen; 
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Considerando, que como el escrito de ampliación fue 
notificado a los abogados del recurrido el día 2 de octubre 
de 1973, y como la audiencia estaba fijada para el día 3 de 
ese mismo mes, es claro que esa notificación se hizo tardía-
mente, por lo cual dicho escrito no puede ser tomado en 
cuenta en esta instancia; 

Considerando, que en la especie, son hechos no contro-
vertidos los siguientes: a) que Rafael Antonio Checo pre-
sentó ante la Policía Nacional de Santiago, una querella 
contra Felipe Peña, por el hecho de éste haber robado un 
paquete de cigarrillos Montecarlo en perjuicio de la Her-
manos Checo & Co. C. por A.; b) que como consecuencia 
de esa querella, Peña fue sometido a la justicia represiva 
y encarcelado; que Luego obtuvo su libertad provisional 
mediante una fianza de mil pesos; c) que la Segunda Cá-
mara Penal del Distrito Judicial de Santiago apoderada del 
caso, descargó a Felipe Peña del delito de robo que se le 
imputaba; que esa sentencia adquirió la autoridad de la 
cosa juzgada; 

Considerando, que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que los Jueces del fondo para acoger la 
demanda de que se trata, expusieron lo siguiente: "que en 
la especie, a juicio de este tribunal de alzada, el señor Ra-
fael Antonio Checo actuó no sólo de manera irreflexiva y 
con torpeza y ligereza censurables en el presente caso, sino 
también con el propósito de perjudicar al señor Felipe Pe-
ña; que actuó de manera irreflexiva cuando al escuchar de 
alguien, en el almacén, donde trabajaba, que Peña se roba-
ba un cartón de cigarrillos Montecarlo, le propinó golpes, 
conjuntamente con otro empleados del almacén, que le 
produjeron un estado de inconsciencia y fractura del crá-
neo, etc. etc.; y actuó con el propósito de perjudicar cuando, 
después de haber propinado golpes presenta una querella 
que, a juicio de esta Corte, sólo tuvo el propósito de encon- 

trar una aparente justificación a los golpes ocasionados; 
que ello es así especialmente porque si hubiera sido cierto 
que un empleado del almacén donde tuvo lugar la ocurren-
cia le hubiera dado aviso a Checo de que Peña cometía un 
robo, sin ninguna duda que la presencia de ese empleado 
hubiera sido solicitada al Tribunal por Checo, o éste lo hu-
biera presentado al mismo, por ser un testigo esencial pa-
ra la dilucidación del asunto y para el establecimiento del 
presente delito; 

Considerando, que para formar su convicción en ese 
sentido los referidos Jueces ponderaron sin desnaturaliza-
ción alguna, no sólo las declaraciones de los testigos indica-
dos por los recurrentes, sino también los que fueron oídos 
en las distintas audiencias, penales y civiles en que se ven-
tilaron los hechos que originaron el presente litigio; que 
igualmente fueron ponderados los demás hechos y circuns-
tancias del proceso ,todo, dentro de las facultades de apre-
ciación de que gozan los jueces del fondo; que la circuns-
tancia de que en la sentencia impugnada se haga mención 
de los golpes inferidos a Peña, con motivo de la imputación 
que se le hizo a éste de haber cometido un robo, no signi-
fica que la Corte a-qua estuviese dándole a la demandada 
otro fundamento, sino que se aludió a ese hecho como un 
acto que sirvió a los referidos Jueces para deducir, el inte-
rés de los hoy recurrentes en presentar a la víctima de 
esos golpes como una persona que había ido a robar al al-
macén de los Checo; 

Considerando, que la Corte a-qua pudo establecer co-
mo lo hizo, mediante la ponderación de todos los elementos 
de juicio aportados al debate, incluyendo las declaraciones 
de los testigos que figuran transcritos en la sentencia im-
pugnada, que Rafael Antonio Checo, al presentar la refe-
rida querella actuó con ligereza censurable y con el propó-
sito de perjudicar, pues lo que en definitiva ha proclamado 
la Corte a-qua es que las circunstancias en que ocurrieron 
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Considerando, que corno el escrito de ampliación fue 
notificado a los abogados del recurrido el día 2 de octubre 
de 1973, y como la audiencia estaba fijada para el día 3 de 
ese mismo mes, es claro que esa notificación se hizo tardía-
mente, por lo cual dicho escrito no puede ser tomado en 
cuenta en esta instancia; 

Considerando, que en la especie, son hechos no contro-
vertidos los siguientes: a) que Rafael Antonio Checo pre-
sentó ante la Policía Nacional de Santiago, una querella 
contra Felipe Peña, por el hecho de éste haber robado un 
paquete de cigarrillos Montecarlo en perjuicio de la Her-
manos Checo & Co. C. por A.; b) que como consecuencia 
de esa querella, Peña fue sometido a la justicia represiva 
y encarcelado; que luego obtuvo su libertad provisional 
mediante una fianza de mil pesos; e) que la Segunda Cá-
mara Penal del Distrito Judicial de Santiago apoderada del 
caso, descargó a Felipe Peña del delito de robo que se le 
imputaba; que esa sentencia adquirió la autoridad de la 
cosa juzgada; 

Considerando, que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que los Jueces del fondo para acoger la 
demanda de que se trata, expusieron lo siguiente: "que en 
la especie, a juicio de este tribunal de alzada, el señor Ra-
fael Antonio Checo actuó no sólo de manera irreflexiva y 
con torpeza y ligereza censurables en el presente caso, sino 
también con el propósito de perjudicar al señor Felipe Pe-
ña; que actuó de manera irreflexiva cuando al escuchar de 
alguien, en el almacén, donde trabajaba, que Peña se roba-
ba un cartón de cigarrillos Montecarlo, le propinó golpes, 
conjuntamente con otro empleados del almacén, que le 
produjeron un estado de inconsciencia y fractura del crá-
neo, etc. etc.; y actuó con el propósito de perjudicar cuando, 
después de haber propinado golpes presenta una querella 
que, a juicio de esta Corte, sólo tuvo el propósito de encon- 

trar una aparente justificación a los golpes ocasionados; 
que ello es así especialmente porque si hubiera sido cierto 
que un empleado del almacén donde tuvo lugar la ocurren-
cia le hubiera dado aviso a Checo de que Peña cometía un 
robo, sin ninguna duda que la presencia de ese empleado 
hubiera sido solicitada al Tribunal por Checo, o éste lo hu-
biera presentado al mismo, por ser un testigo esencial pa-
ra la dilucidación del asunto y para el establecimiento del 
presente delito; 

Considerando, que para formar su convicción en ese 
sentido los referidos Jueces ponderaron sin desnaturaliza-
ción alguna, no sólo las declaraciones de los testigos indica-
dos por los recurrentes, sino también los que fueron oídos 
en las distintas audiencias, penales y civiles en que se ven-
tilaron los hechos que originaron el presente litigio; que 
igualmente fueron ponderados los demás hechos y circuns-
tancias del proceso ,todo, dentro de las facultades de apre-
ciación de que gozan los jueces del fondo; que la circuns-
tancia de que en la sentencia impugnada se haga mención 
de los golpes inferidos a Peña, con motivo de la imputación 
que se le hizo a éste de haber cometido un robo, no signi-
fica que la Corte a-qua estuviese dándole a la demandada 
otro fundamento, sino que se aludió a ese hecho como un 
acto que sirvió a los referidos Jueces para deducir, el inte-
rés de los hoy recurrentes en presentar a la víctima de 
esos golpes como una persona que había ido a robar al al-
macén de los Checo; 

Considerando, que la Corte a-qua pudo establecer co-
mo lo hizo, mediante la ponderación de todos los elementos 
de juicio aportados al debate, incluyendo las declaraciones 
de los testigos que figuran transcritos en la sentencia im-
pugnada, que Rafael Antonio Checo, al presentar la refe-
rida querella actuó con ligereza censurable y con el propó-
sito de perjudicar, pues lo que en definitiva ha proclamado 
la Corte a-qua es que las circunstancias en que ocurrieron 
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esos hechos Checo sabía que Peña no había cometido ese 
robo,`ni había podido confesar su culpabilidad en la Policía, 
pues estaba en estado de inconsciencia, como lo comproba-
ron los Jueces del fondo; comprobación que por tratarse de 
cuestiones de hecho escapan al control de la casación; 

Considerando, que, finalmente, el examen del fallo im-
pugnado revela que contiene motivos de hecho, y de dere-
cho, suficientes, pertinentes y congruentes que han permi-
tido a la Suprema Corte de Justicia, verificsr que en la es-
pecie se ha hecho una correcta aplicación de la Ley; que, 
por tanto, los medios que se examinan carecen de funda-
mento y deben ser desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Rafael Antonio Checo y la Herma-
nos Checo & Co. C. por A., contra la sentencia No. 46, dic-
tada en sus atribuciones civiles por la Corte de Apelación -
de Santiago, en fecha 30 de Noviembre de 1972, cuyo dis-
positivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo; 
y Segundo: Condena a los recurrentes al pago de las costas 
y las distrae en provecho de los Dres. Héctor Clive Mesa 
Navarro y Lorenzo E. Raposo Jiménez, abogados del recu-
rrido quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad? 

Firmados.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco El-
pidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista 
Rojas Almánzar.— José A. Paniagua Mateo.— Manuel A. 
Richiez Acevedo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— Fdo. Ernesto Curiel. 

SENTENCIA DE FECHA 30 DE NOVIEMBRE DEL 1973 

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional 

de fecha 14 de mayo de 1973. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Ramón Trueba. 

Abogado: Dr. Huáscar P. Goico B. 

Recurrido: Simeón Moreno Javier. 

Abogado: Dr. Donaldo R. Luna Arias. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar, José A. Paniagua Ma-
teo y Manuel A. Richiez Acevedo, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 30 de noviembre del 1973, años 130' de la Independen-
cia y 111' de la Restauración, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón 
Trueba, dominicano, mayor de edad, casado, ingeniero, do- 



3642 	 BOLETIN JUDICIAL BOLETIN JUDICIAL 	 3643 

esos hechos Checo sabía que Peña no había cometido ese 
robo, `ni había podido confesar su culpabilidad en la Policía, 
pues estaba en estado de inconsciencia, como lo comproba-
ron los Jueces del fondo; comprobación que por tratarse de 
cuestiones de hecho escapan al control de la casación; 

Considerando, que, finalmente, el examen del fallo im-
pugnado revela que contiene motivos de hecho, y de dere-
cho, suficientes, pertinentes y congruentes que han permi-
tido a la Suprema Corte de Justicia, verificzr que en la es-
pecie se ha hecho una correcta aplicación de la Ley; que, 
por tanto, los medios que se examinan carecen de funda-
mento y deben ser desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Rafael Antonio Checo y la Herma-
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de Santiago, en fecha 30 de Noviembre de 1972, cuyo dis-
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y Segundo: Condena a los recurrentes al pago de las costas 
y las distrae en provecho de los Dres. Héctor Clive Mesa 
Navarro y Lorenzo E. Raposo Jiménez, abogados del recu-
rrido quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad' 

Firmados.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco El-
pidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista 
Rojas Almánzar.— José A. Paniagua Mateo.— Manuel A. 
Richiez Acevedo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— Fdo. Ernesto Curiel. 
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General, en la Sala donde celebra sus audiencias en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 30 de noviembre del 1973, años 130' de la Independen-
cia y 111' de la Restauración, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón 
Trueba, dominicano, mayor de edad, casado, ingeniero, do- 



BOLKTDg JUDICIAL 	 3645 

que con motivo de una reclamación de suplemento de sala-
rios dejados de pagar que no pudo ser conciliada, hetha por 
el trabajador contra Ramón Trueba el Juzgado de Paz de 
Trabajo del Distrito Nacional, dictó en fecha 12 de julio de 
1972, una sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: 
Primero: Se rechaza por improcedente y mal fundada la 
demanda labora' intentada por Simeón Moreno Javier con-
tra el Ingenierc Ramón Trueba.— Segundo: Se condena al 
demandante al pago de las costas"; b) que sobre el recurso 
de apelación Interpuesto por el trabajador, centra ese fa-
llo, intervino la sentencia ahora impugnada en casación, 
cuyo dispositivo dice así: FALLA: PRIMERO: Declara re-
gular y válido tanto en la forma como en el fondo el recur-
so de apelación interpuesto por Simeón Moreno Javier con-
tra sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito 
Nacional, de fecha 12 de julio del 1972, en favor del Ing. 
Ramón Trueba y en consecuencia revoca dicha decisión im-
pugnada;— SEGUNDO: Acoge la demanda original y como 
consecuencia condena al Ing. Ramón Trueba a pagarle al 
trabajador reclamante, señor Simeón Moreno Javier, la su-
ma de RD$231.26 por concepto de diferencia de salarios de-
jados de pagar;— TERCERO: Condena a la parte que su-
cumbe Ing. Ramón Trueba al pago de las costas, ordenando 
su distracción en provecho de los Dres. Porfirio L. Balcá-
cer R. y Donaldo R. Luna Arias, que afirman haberlas 
avanzado en su totalidad"; 

Considerando, que el recurrente propone contra esa 
sentencia, los siguientes medios de casación: Primer Me-
dio: Violación y falsa aplicación del artículo 47 de la ley 
número 637 sobre Contratos de Trabajo. Falta de base le-
gal.— Segundo Medio: Violación del artículo 1315 del Có-
digo Civil y falta de motivos; 

Considerando, que en el desarrollo de los medios pro-
puestos, los cuales se reúnen para su examen, el recurren-
te alega en síntesis: que en fecha 27 de octubre de 1971, se 
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miciliado y residente en la casa No. 25 de la calle Pedro 
Henríquez Ureña, cédula 16927, serie lra., contra la sen-
tencia dictada en fecha 14 de mayo de 1973, por la Cámara 
de Trabajo del Distrito Nacional, cuyo dispositivo figura 
transcrito más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Bolívar Ledesma, en representación del 
Dr. Huáscar P. Goico B., abogado del recurrente, en la lec-
tura de sus conclusiones; 

Oído al Dr. Rafael A. Sosa Maduro, en representación 
del Dr. Donald R. Luna Arias, cédula 64956 ,serie 31, y 
Porfirio L. Balcácer, abogados del recurrido que lo es Si-
meón Moreno Javier, dominicano, mayor de edad, albañil, 
cédula No. 53346 serie ira., en la lectura de sus conclusio-
nes; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación del recurrente, suscrito 
por su abogado y depositado en la Secretaría de la Supre-
ma Corte de Justicia el día 30 de mayo del 1973; 

Visto el memorial de defensa depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia el día 20 de julio de 
1973, suscrito por los abogados del recurrido; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber delibe-
rado y vistos los textos legales invocados por el recurrente 
que se mencionan más adelante y los artículos 1 y 65 de la 
ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
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que con motivo de una reclamación de suplemento de sala-
rios dejados de pagar que no pudo ser conciliada, hetha por 
el trabajador contra Ramón Trueba el Juzgado de Paz de 
Trabajo del Distrito Nacional, dictó en fecha 12 de julio de 
1972, una sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: 
Primero: Se rechaza por imprccedente y mal fundada la 
demanda labora' intentada por Simeón Moreno Javier con-
tra el Ingenierc Ramón Trueba.— Segundo: Se condena al 
demandante al pago de las costas"; b) que sobre el recurso 
de apelación interpuesto por el trabajador, centra ese fa-
llo, intervino la sentencia ahora impugnada en casación, 
cuyo dispositivo dice así: FALLA: PRIMERO: Declara re-
gular y válido tanto en la forma como en el fondo el recur-
so de apelación interpuesto por Simeón Moreno Javier con-
tra sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito 
Nacional, de fecha 12 de julio del 1972, en favor del Ing. 
Ramón Trueba y en consecuencia revoca dicha decisión im-
pugnada;— SEGUNDO: Acoge la demanda original y como 
consecuencia condena al Ing. Ramón Trueba a pagarle al 
trabajador reclamante, señor Simeón Moreno Javier, la su-
ma de RD$231.26 por concepto de diferencia de salarios de-
jados de pagar;— TERCERO: Condena a la parte que su-
cumbe Ing. Ramón Trueba al pago de las costas, ordenando 
su distracción en provecho de los Dres. Porfirio L. Balcá-
cer R. y Donaldo R. Luna Arias, que afirman haberlas 
avanzado en su totalidad"; 

Considerando, que el recurrente propone contra esa 
sentencia, los siguientes medios de casación: Primer Me-

dio: Violación y falsa aplicación del artículo 47 de la ley 
número 637 sobre Contratos de Trabajo. Falta de base le-
gal.— Segundo Medio: Violación del artículo 1315 del Có-
digo Civil y falta de motivos; 

Considerando, que en el desarrollo de los medios pro-
puestos, los cuales se reúnen para su examen, el recurren-
te alega en síntesis: que en fecha 27 de octubre de 1971, se 
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levantó por ante las autoridades laborales .correspondientes 
un acta en cumplimiento del artículo 47 de la ley No .637 
de 1944; que dichas partes no llegaron a ninguna concilia-
ción respecto a sus pretensiones y luego el trabajador pre-
sentó otra querella alegando nuevas reclamaciones contra 
el actual recurrente; que al intentar su demanda del 11 de 
diciembre de 1971, el trabajador no copió en cabeza de la 
referida demanda ni el acta del 27 de octubre ni la del 22 
de noviembre de 1971, por lo que en tales condiciones el 
fallo impugnado incurrió en la violación del citado artícu-
lo 47 de la ley No. 637 de 1944; porque los hechos constitu-
tivos de la nueva querella no le fueron denunciados al re-
currente, lo que le imposibilitaba saber si era necesaria o 
no una nueva conciliación; ya que la Cámara a-qua no da 
ninguna motivación, sobre la influencia que pudo haber te-
nido la primera conciliación sobre la segunda; que final-
mente, el recurrente, no obstante venía alegando desde el 
inicio de la litis que él se limitó a recomendar al trabaja-
dor Moreno Javier a la dueña de la construcción, Olga de 
Cámpora sin que él fuera el ingeniero de la obra, la Cá-
rriara a-qua sin base en ningún género de prueba, le atri-
buye en cambio la calidad de patrono del trabajador recu-
rrido; que en tales condiciones la sentencia impugnada vio-
ló el artículo 1315 del Código Civil y que por tanto dicho 
fallo debe ser casado por haberse incurrido en los vicios y 
violaciones denunciados; pero, 

Considerando, que en el presente caso son hechos cons-
tantes: a) que en el acta No. 936 de fecha 27 de octubre de 
1971, las autoridades laborales correspondientes, hicieron 
constar que las partes en litis no se conciliaron; b) que con 
motivo de la nueva querella se procedió a redactar el acta 
No. 1025 del 22 de noviembre de 1971, en que consta que 
las partes tampoco se conciliaron, porque Trueba no com-
pareció no obstante haber sido citado correctamente; e) que 
en el acta de no acuerdo del 27 de octubre de 1971, consta  

que el trabajador se limitó a solicitar valores "por anda-
mios y subida de materiales en la postura de 4,075 Blocks 
en la segunda planta del edificio en construcción situado 
en la calle 11 esquina 2 del Ensanche Naco, y que luego se-
gún consta en el acta 1025 del 22 de noviembre de 1971 
compareció de nuevo a la Sección de Querellas y de conci-
liación del Departamento de Trabajo" para corregir o mo-
dificar, detalles relativos al trabajo realizado en la cons-
trucción de que se trata, porque "existe una diferencia de 
$130.46 por concepto de amarre de varillas y llenada de 
blocks que aún quedaba pendiente de pago", lo que consti-
tuye el objeto de la presente demanda; 

Considerando, que, aún cuando en la demanda intro-
ductiva de instancia no se copiaron en cabeza de la misma, 
las actas de no conciliación correspondientes, como lo exi-
ge el artículo 54 de la ley No. 637 de 1944, y no el 47 como 
erróneamente lo alega el recurrente tal omisión no está 
sancionada con la nulidad, según resultó del artículo 56 de 
la indicada ley; que por otra parte, ese alegato no fue he-
cho por ante los jueces del fondo, y por tanto no puede ser 
presentado por primera vez en casación; 

Considerando, que la Cámara a-qua en los consideran-
dos 6, 7 y 8 de la sentencia impugnada, expuso, en resumen, 
lo siguiente: "que por las declaraciones del testigo Evaris-
to Ramírez (el testigo Juan Medina sólo se pronunció acer-
ca de aspectos técnicos de albañilería, no de hechos de la 
causa), se ha establecido claramente que el Ing. Trueba era 
la persona encargada de la obra y quien fungía como patro-
no aunque la dueña del edificio también iba a la obra, pero 
que el Ing. era el único encargado de esa construcción y fue 
la persona que contrató al reclamante y quien le daba las 
órdenes, por lo cual es claro que él era el verdadero patro-
no, sobre todo que una obra de dos plantas, de acuerdo a 
la ley de construcciones, no puede ser hecha sin el concur-
so y dirección estricta y directa de un Ingeniero; que de las 
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ca de aspectos técnicos de albañilería, no de hechos de la 
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declaraciones del testigo Juan Medina, quien declara ser 
un experto en asuntos de albañilería y quien es miembro 
del Consejo Directivo de Seguros Sociales y Miembro del 
Comité Nacional de regulación de salarios, se desprende 
que los Blocks de 8 pulgadas se pagan a RD$0.09 y los de 
6 a RD$0.08, así como que por cada Block se pagan tres 
centavos adicionales al precio de postura por concepto de 
llenado de huecos y amarre de varillas, así como que por 
concepto de andamios y subida de materiales se pagan au-
mentando un centavo al precio de postura de block para 
cada operación y asimismo que la postura de los chazos, se 
pagan al mismo precio que si fuera un block entero y que 
en todas posturas de blocks se calcula que hay un 10% de 
chazos, esto es, que en una pared de blocks se calcula que 
hay un 10% de chazos en relación al número de blocks 
puestos; que al ser ello así y no controvertir el demandado 
que el reclamante realizara los trabajos que alega, es claro 
que al reclamante le correspondían esos sobre precios en 
la postura de esos blocks por lo que procede acoger su de-
manda y condenar al patronb al pago de la suma de $231.26 
por concepto de diferencia de salarios dejados de pagar": 

Considerando, que por todo cuanto acaba de ser trans-
crito, la sentencia impugnada revela que la Cámara a-qua 
ponderó el valor de los testimonios, así como los demás ele-
mentos de juicio que fueron regularmente sometidos al de-
bate, dándoles su prOpia interpretación y formando en ba-
se a ellos su íntima convicción, lo cual entra en las facul-
tades soberanas de los jueces del fondo; que asimismo, el 
fallo impugnado contiene motivos suficientes y pertinentes 
que justifican su dispositivo y una completa descripción de 
los hechos y circunstancias de la causa, que han permitido 
a la Suprema Corte de Justicia, verificar que en la especie, 
la ley ha sido correctamente aplicada; que en consecuencia, 
los medios de casación que se examinan carecen de funda-
mento y deben ser desestimados; 

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de ta-
sación interpuesto por Ramón Trueba contra la sentencia 
dictada en fecha 14 de mayo de 1973 por la Cámara de Tra-
bajo del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se ha copiado 
en parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena al 
recurrente al pago de las costas, ordenando su distracción 
en provecho de los Doctores Porfirio L. Ba:cácer y Donal-
do R. Luna Arias, abogados de la parte recurr_da, quienes 
afirman haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados).— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joa-
quín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— José A. Paniagua Mateo — Manuel A. Richiez Ace-
vedo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia públ ca del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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centavos adicionales al precio de postura por concepto de 
llenado de huecos y amarre de varillas, así como que por 
concepto de andamios y subida de materiales se pagan au-
mentando un centavo al precio de postura de block para 
cada operación y asimismo que la postura de los chazos, se 
pagan al mismo precio que si fuera un block entero y que 
en todas posturas de blocks se calcula que hay un 10% de 
chazos, esto es, que en una pared de blocks se calcula que 
hay un 10% de chazos en relación al número de blocks 
puestos; que al ser ello así y no controvertir el demandado 
que el reclamante realizara los trabajos que alega, es claro 
que al reclamante le correspondían esos sobre precios en 
la postura de esos blocks por lo que procede acoger su de-
manda y condenar al patronb al pago de la suma de $231.26 
por concepto de diferencia de salarios dejados de pagar"; 

Considerando, que por todo cuanto acaba de ser trans-
crito, la sentencia impugnada revela que la Cámara a-qua 
ponderó el valor de los testimonios, así como los demás ele-
mentos de juicio que fueron regularmente sometidos al de-
bate, dándoles su propia interpretación y formando en ba-
se a ellos su íntima convicción, lo cual entra en las facul-
tades soberanas de los jueces del fondo; que asimismo, el 
fallo impugnado contiene motivos suficientes y pertinentes 
que justifican su dispositivo y una completa descripción de 
los hechos y circunstancias de la causa, que han permitido 
a la Suprema Corte de Justicia, verificar que en la especie, 
la ley ha sido correctamente aplicada; que en consecuencia, 
los medios de casación que se examinan carecen de funda-
mento y deben ser desestimados; 

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Ramón Trueba contra la sentencia 
dictada en fecha 14 de mayo de 1973 por la Cámara de Tra-
bajo del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se ha copiado 
en parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena al 
recurrente al pago de las costas, ordenando su distracción 
en provecho de los Doctores Porfirio L. Balcácer y Donal-
do R. Luna Arias, abcgados de la parte recurnda, quienes 
afirman haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados).— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joa-
quín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— José A. Paniagua Mateo — Manuel A. Richiez Ace-
vedo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada per los 
señores Jueces que figuran en su enea bezam'ento, en la au-
diencia públ ca del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE NOVIEMBRE DEL 1973. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega de fecha 

26 de abril de 1972. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Miguel Angel Castillo Gómez. 

Ahogado: Dr. Mario Vinicio Castillo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Manuel A. Amiama, Segundo Sustituto de Presi-
dente; Manuel D. Bergés Chupani, Francisco Elpidio Beras. 
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, José A. Paniagua Mateo y Manuel A. Richiez Acevedo, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 30 del mes de Noviembre del año 
1973, años 130' de la Independencia y 111' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Miguel 
Angel Castillo Gómez, dominicano, mayor de edad, casa-
do, topógrafo, domiciliado en la calle "Papi Olivier" No. 
14, de San Francisco de Macorís, cédula No. 16101, serie 
56, contra la sentencia dictada en sus atribuciones penales  

en fecha 26 de abril de 1972, por la Corte de Apelación de 
La Vega, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. José de Jesús Bergés Ramos, en represen-
tación del Dr. Marino Vinicio Castillo, cédula No. 56292, 
serie lra., abogado del recurrente en la lectura de sus con-
clusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, de fecha 3 de ma-
yo de 1973, levantada en la Secretaría de la Corte a-qua, a 
requerimiento del recurrente, en la que no se propone nin-
gún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de fecha 14 de septiembre de 1973, 
suscrito por el abogado del recurrente, en el que se propo-
nen los medios que se indicarán más adelante; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 10 de la Ley No. 1014 de 1935, 
309 y 311 del Código Penal, y 1 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que con motivo de haber sido agredido Eduardo Kunhardt, 
por Miguel Angel Castillo Gómez, el día 4 de junio de 1970, 
causándole varias heridas de arma de fuego, la Segunda 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de La Vega, dictó el día 30 de julio de 1971, 
una sentencia cuyo dispositivo está inserto en el del fallo 
impugnado; b) que sobre la apelación de Castillo Gómez, 
la Corte a-qua, dictó la sentencia ahora impugnada en ca- 
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sación cuyo dispositivo se copia a continuación: "FALLA: 
PRIMERO: Declara regular y válido, en la forma, el recur-
so de apelación interpuesto por el prevenido Miguel Angel 
Castillo G., contra la sentencia correccional No. 887, d da-
da por la Primera Cámara Penal, del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de La Vega, de fecha 30 de 
julio de 1971, cuyo dispositivo es el siguiente: 'Falla: Pri-
mero: Se declina el presente expediente a Largo de Manuel 
Antonio María y Miguel Angel Cast llo, inculpado de Vio-
lación al artículo 311 del Código Penal, en perjuicio de 
Eduardo M. Kunhardt, por ante el Juez de Instrucción, por 
existir visos de criminalidad en el presente caso; Segundo: 
Se reservan las costas; por haber sido hecho de ccnformi-
dad a la Ley; SEGUNDO: Confirma en todas sus partes la 

. sentenCa recurrida, rechazando así, por improcedentes y 
mal fundadas, las conclusiones del prevenido Miguel Angel 
Castillo G., y la del Magistrado Procurador General de es-
ta Corte; TERCERO: Ccndena al prevenido Miguel Angel 
Castillo G., al pago de las costas penales de esta alzada; 

Considerando, que el recurrente en su memorial de fe-
cha 14 de septiembre de 1973, en el que no se articulan los 
medios propuestos, expresa en definitiva que se ha violado 
su derecho de defensa, porque la Corte a -qua declinó el co-
nocimiento del asunto por ante el tribunal Criminal ate-
niéndose a un Certificado Médico Legista, reproducción de 
uno expedido par el Dr. Jorge C. Díaz Vargas, mayor mé-
dico ortopédico de las Fuerzas Armadas, de fecha 12 de fe-
brero de 1971, que señala que Kunhuart sufre una lesión 
permanente, cosa que no es cierta; que ese Certificado se ex-
p dió can el único propósito de que se considere el hecho 
como criminal; que él solicitó que se nombraran médicos 
expertos a fin de que se procediese a un nuevo examen de 
las heridas sufridas por el agraviado, con el objeto de pro-
bar que este último no sufre lesión permanente; que sin 
embargo, la Corte a-qua rechazó esa petic . ón y ordenó el 
envío del asunto ante el Juez de Instrucción sin darle opor- 

tunidad de demostrar que Kunhuart no padece de lesión 
permanente, por lo que, la sentencia impugnada debe ser 
casada por haberse violado el derecho de defensa; pero, 

Considerando, que el artículo No. 10 de la Ley No. 
1014 del 11 de octubre de 1935, se expresa de la manera si-
guiente: "El tribunal que es apoderado correccional de la 
represión de un hecho que amerite pena criminal, deberá 
reenviar la causa para conocer de ella criminalmente"; que 
de conformidad con ese artículo: "cuando el tribunal en ma-
teria correccional está apoderado de un hecho calificado de-
lito, la declinatoria debe pronunciarse, aún de oficio, por 
el Juez, tan pronto como los caracteres de un crimen se re-
velan, ya por el acto mismo del apoderamiento o bien por 
los debates y circunstancias que concurran en el caso"; 

Considerando, que el examen de la sentencia impugna-
da y de la de Primera Instancia, revela que en la especie, las 
heridas de bala sufridas por Eduardo Kunhuart, de confor-
midad con el Certificado expedido el 5 de junio de 1970, 
es decir, un día después de haberse producido esas heridas, 
curarían después de 10 días y antes de 20; que posterior-
mente el indicado agraviado tuvo que internarse en el Hos-
pital Militar de San Isidro; que de resulta de ese interna-
miento, Eduardo Kunhuart presentó un nuevo Certificado, 
suscrito por el Dr. Jorge Amado Díaz Vargas, Mayor Médi-
co ortopédico de las Fuerzas Armadas, de fecha 12 de fe-
brero de 1971, en el que se señala que Kunhuart, sufrió, de 
resulta de las heridas, entre otras cosas, de "lesión perma-
nente de lirn'tación de un 80% de los movimientos de la 
prono supinación del antebrazo izquierdo"; que el 16 de fe-
brero de ese mismo año, el Méd co Legista de San Francis-
co expidió un nuevo Certificado Médico, que confirma el 
del Médico Ortopédico Jorge Amado Díaz Vargas; que la 
Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del D:strito Judicial de La Vega, a la que se había declina-
do el expediente, por su sentencia del 30 de julio de 1971, 
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sación cuyo dispositivo se copia a continuación: "FALLA: 
PRIMERO: Declara regular y válido, en la forma, el recur-
so de apelación interpuesto por el prevenido Miguel Angel 
Castillo G., contra la sentencia correccional No. 887, d'eta-
da por la Primera Cámara Penal, del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de La Vega, de fecha 30 de 
julio de 1971, cuyo dispositivo es el siguiente: 'Falla: Pri-
mero: Se declina el presente expediente a ,eargo de Manuel 
Antonio María y Miguel Angel Castillo, inculpado de Vio-
lación al artículo 311 del Código Penal, en perjuicio de 
Eduardo M. Kunhardt, por ante el Juez de Instrucción, por 
existir visos de criminalidad en el presente caso; Segundo: 
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dad a la Ley; SEGUNDO: Confirma en todas sus partes la 
sentencia recurrida, rechazando así, por imprccedentes y 
mal fundadas, las conclusiones del prevenido Miguel Angel 
Castillo G., y la del Magistrado Procurador General de es-
ta Corte; TERCERO: Ccndena al prevenido Miguel Angel 
Castillo G., al pago de las costas penales de esta alzada; 

Considerando, que el recurrente en su memorial de fe-
cha 14 de septiembre de 1973, en el que no se articulan los 
medios propuestos, expresa en definitiva que se ha violado 
su derecho de defensa, porque la Corte a -qua declinó el co-
nocimiento del asunto por ante el tribunal Criminal ate-
niéndose a un Certificado Médico Legista, reproducción de 
uno expedido por el Dr. Jorge C. Díaz Vargas, mayor mé-
dico ortopédico de las Fuerzas Armadas, de fecha 12 de fe-
brero de 1971, que señala que Kunhuart sufre una lesión 
permanente, cosa que no es cierta; que ese Certificado se ex-
p dió con el único propósito de que se considere el hecho 
como criminal; que él solicitó que se nombraran médicos 
expertos a fin de que se procediese a un nuevo examen de 
las heridas sufridas por el agraviado, con el objeto de pro-
bar que este último no sufre lesión permanente; que sin 
embargo, la Corte a-qua rechazó esa petic'ón y ordonó el 
envío del asunto ante el Juez de Instrucción sin darle opor- 
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tunidad de demostrar que Kunhuart no padece de lesión 
permanente, por lo que, la sentencia impugnada debe ser 
casada por haberse violado el derecho de defensa; pero, 

Considerando, que el artículo No. 10 de la Ley No. 
1014 del 11 de octubre de 1935, se expresa de la manera si-
guiente: "El tribunal que es apoderado correccional de la 
represión de un hecho que amerite pena criminal, deberá 
reenviar la causa para conocer de ella criminalmente"; que 
de conformidad con ese artículo: "cuando el tribunal en ma-
teria correccional está apoderado de un hecho calificado de-
lito, la declinatoria debe pronunciarse, aún de oficio, por 
el Juez, tan pronto como los caracteres de un crimen se re-
velan, ya por el acto mismo del apoderamiento o bien por 
los debates y circunstancias que concurran en el caso"; 

Considerando, que el examen de la sentenc'a impugna-
da y de la de Primera Instancia, revela que en la especie, las 
heridas de bala sufridas por Eduardo Kunhuart, de confor-
midad con el Certificado expedido el 5 de junio de 1970, 
es decir, un día después de haberse producido esas heridas, 
curarían después de 10 días y antes de 20; que posterior-
mente el indicado agraviado tuvo que internarse en el Hos-
pital Militar de San Isidro; que de resulta de ese interna-
miento, Eduardo Kunhuart presentó un nuevo Certificado, 
suscrito por el Dr. Jorge Amado Díaz Vargas, Mayor Médi-
co ortopédico de las Fuerzas Armadas, de fecha 12 de fe-
brero de 1971, en el que se señala que Kunhuart, sufrió, de 
resulta de las heridas, entre otras cosas, de "lesión perma-
nente de lim'tación de un 80% de los movimientos de la 
prono supinación del antebrazo izquierdo"; que el 16 de fe-
brero de ese mismo año, el Méd co Legista de San Francis-
co expidió un nuevo Certificado Médico, que confirma el 
del Médico Ortopédico Jorge Amado Díaz Vargas; que la 
Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del D:str:to Judicial de La Vega, a la que se había declina-
do el expediente, por su sentencia del 30 de julio de 1971, 
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envió por ante el Juez de Instrucción para que se procedie-
ra a hacer la sumaria "por existir visos de criminalidad"; 
que la Corte a-qua apoderada por apelación de Miguel An-
gel Castillo Gómez, falló a su vez confirmando la senten-
cia apelada, sobre el fundamento de que los Certificados 
Médicos citados indicaban la existencia de una lesión per-
manente y que los Jueces comprobaron en audiencia que 
Eduardo Kunhuart, efectivamente manifestaba sufrir una 
lesión permanente; que de todo lo relatado anteriormente 
se pone de manifiesto que de acuerdo con los hechos esta-
blecidos por la Corte a -qua, ella procedió correctamente al 
confirmar la sentencia apelada que envió el caso al Juez 
de Instrucción; que, los tr . bunales apoderados de un asun-
to como correccional en el que se revelan, en el curso del 
proceso, indicios de que se trata de un crimen, no están 
obl .  gados a fa'lar definitivamente sobre la calificación úl-
tima a que ellos han llegado, puesto que, es el Juez de Ins-
trucción, en primer término y aún a los Jueces apoderados 
posteriormente, a quienes compete decidir si el caso es o no 
criminal, en definitiva, por lo que, la Corte a-qua, al no ac-
ceder a la solicitud de que nombrara tres Médicos expertos 
en Ortopedia para determinar si en realidad las heridas su-
fridas por Eduardo Kunhuart le habían ocasionado una le-
sión permanente, no puede estimarse que lesionó con ello 
el derecho de defensa del actual recurrente, porque, en esa 
fase del proceso, a los Jueces les basta comprobar prima-
facie la existencia de indicios de la comisión de un crimen 
para ordenar que se proceda a la sumaria correspondiente; 
que, por tanto, procede rechazar el presente recurso; 

Considerando, que no procede estatuir sobre las costas 
civiles porque la parte civil constituida no ha intervenido 
en el presente recurso; 

Por tales motivos, Unico: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Miguel Angel Castillo Gómez, contra 
la sentencia Penal dictada por la Corte de Apelación de La 

Vega, el 26 de abril de 1972, cuyo dispositivo ha sido co-
piado en parte anterior del presente fallo y condena al re-
currente al pago de las costas penales. 

Firmados.— Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Ma-
nuel A., Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Francis-
co Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— José A. Paniagua Mateo.—
Manuel A. Richiez Acevedo.— Ernesto Curiel hijo, Secre- 
tario General. 

i 	La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

: certifico. Fdo. Ernesto Curiel hijo. 
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Labor de la Suprema Corte de Justicia, durante 
el mes de Noviembre del año 1973 

A SABER: 

Recursos de casación civiles conocidos 	 15 
Recursos de casación civiles fallados 	 14 
Recursos de casación penales conocidos 	 33 
Recursos de casación penales fallados 	 28 
Suspensiones de ejecución de sentencias 	 3 
Defectos 	  1 
Exclusiones 	  1 
Declinatorias 	  6 
Desistimientos 	  1 
Juramentación de Abogados 	  3 
Nombramientos de Notarios   	 4 
Resoluciones administrativas 	  16 
Autos autorizando emplazamientos 	  15 
Autos pasando expediente para dictamen 	 62 
Autos fijando causas 	  43 

TOTAL 245 

BOLETIN JUDICIAL 
ORGANO DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

ERNESTO CURIEL HIJO, 
Secretario General, 

de la Suprema Corte de Justicia. 

FUNDADO EL 31 DE AGOSTO DE 1910 

Santo Domingo, D. N. 
30 de noviembre, 1973 

DIRECTOR: 

SECRETARIO GENERAL DE LA SUPREMA 

CORTE DE JUSTICIA 
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